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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 1

sentencia impugnad a: Corte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 5 de marzo de 1979.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juan Antonio Rodríguez, Pedro Antonio
Rodríguez Disia y Seguros Patria, S. A.,

Abogado (s): Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez

Recurrido (s): Andrés A. Saint Hilad Zapata y Compartes

Abogado (s): Dr. José Pérez Gómez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presdiente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael

Alburquerque C.. Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan

Antonio Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 194207 serie primera, residente en la
avenida de Los Mártires No. 6, ensanche La Fe, de esta
ciudad; Pedro Antonio Rodríguez Disla, cédula No. 3326 serie
34 con domicilio en la calle 2 Este, No. 31, ensanche La es-
perilla, Naco, de esta ciudad; seguros Patria, S. A., con
domicilio social en la avenida 27 de Febrero No. 10, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correcciona les por la

Corte de Apelación de Santo Domingo el 5 de marzo de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 1

sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 5 de marzo de 1979.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): JuanAntonio Rodríguez, Pedro Antonio
nedriguez Disia y Seguros Patria, S. A.,

Abogado (s): Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez

Recurrido (s): Andrés A. Saint Hilad Zapata y Compartes

Abogado (s): Dr. José Pérez Gómez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presdiente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque C.. Luis Victor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
Antonio Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 194207 serie primera, residente en la
avenida de Los Mártires No. 6, ensanche La Fe, de esta
ciudad; Pedro Antonio Rodríguez Disla, cédula No. 3326 serie
34 con domicilio en la calle 2 Este, No. 31, ensanche La es-
perilla, Naco, de esta ciudad; seguros Patria, S. A., con
domicilio social en la avenida 27 de Febrero No. 10, contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correcciona les por la

Corte de Apelación de Santo Domingo el 5 de marzo de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 6 de abril de 1979, a e-
querimiento del Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez, cédula
No. 12406, serie 12, con bufete en la calle El Número No. 9
altos, de esta ciudad, abogado de los recurrentes en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del recurrente del 29 de febrero de 1980,
suscrito por su abogado Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez,
en el cual se proponen los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes suscrito por sus aboga-
dos Ores. José Báez Gómez y César A. Medina; intervinientes
que son andrés A. Saint Hilad Zapata, Ana Mercedes Genao
de Saint Hilad y Víctor Manuel Justo Lora, dominicanos,
mayores de edad, casados, cédulas Nos. 5122, 16781, 6599,
sere 44 y 46 domiciliados y residentes en esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 1 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad dicha Corte, conjuntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos tos textos legales invocados por el recurrente que se
mencionan más adelante y los artículos 31, 37 y 65 de la Ley
obre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultaron varias
personas con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 31 de marzo de 1977 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adefahte en el de o anora impugnada: bl que sobre
los recursos i n terpuestos, intervino el tallo anora impugnada
en casación con el siguiente dispositivo: Fallo: Primero:

Admite 

corno regular y válido en cuanto a la forma, el recurso

d' apelación interpuesto po r el Dr. Carlos José Oulug
de apelación

 a nombre y representac ión de Juan Antonio Ro-
Seguros Patria, S. A., en fecha 13 de abril de 1977,

cderingtureai y
sentencia dictada por la Primera Cám

to
ara

Nac ional, en
de 'o Penal

del Juzgado de Primera Instancia del Distri
fecha 31 de marzo de 1977, cuyo dispositivo dice así . FALLA:
',RIMERO:Se declara al nombrado Juan Antonio Rodriguez,
de generales que constan, culpable del delito de golpes y
heridas involuntarios causados, con el manejo o conducción
de vehículos de motor, previsto y sancionado por las dis-
posiciones del artículo 49 párrafo "B" y 65 de la Ley 241, en
perjuicio de Andrés A. Saint Hilad, Ana Mercedes.Ge nao de

Saint Hilad y Víctor Manuel Justo, y en consecuenc i a se le
condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
IRPS50.00) y al pago de las costas penales causadas;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Andrés A. Saint Hilad,

de genera les que constan no culpable del delito de violación a
la Ley No. 241, y en consecuencia se le Descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado ninguna de las

disposic iones de ley; TERCERO: Se declaran las costas de
oficio; CUARTO: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil incoada por los señores
Andrés A. Saint Hilad Zapata, Ana Mercedes Genao de Saint
Hilad y Víctor Manuel Justo Lora, por intermedio de sus
abogados constituidos Dres. uosé Pérez Gómez y por el Dr.
César Augusto Medina, en contra de Juan Antonio Ro-
dríguez y Pedro Antonio Rodriguez Disla, en contra de sus
calidades de prevenido y persona ...ivilmente responsable y la
puesta en causa de la compañía de Seguros Patria, S. A.,
entidad aseguradora por haber sido hecho conforme a la Ley
de la materia; QUINTO:En cuanto al fondo, se condena a
Juan Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Rodríguez Disla, en
sus calidades enunciadas al pago de las siguientes sumas: a)
Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) en provecho de
Andrés A. Saint Hilad Zapata; b) la suma de Dos Mil
Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) a favor de Ana Mer-
cedes Genao de Saint Hilad, como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por ellos con motivo del
accidente de que se trata; y c) la suma de Ocho Mi l Pesos Oro

fRDS8,000.00) en favor y provecho de Víctor Manuel Justo,
como reparación por los daños sufridos por su vehículo en el
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 6 de abril de 1979, a
querimiento del Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez, cédula
No. 12406, serie 12, con bufete en la calle El Número No. 9
altos, de esta ciudad, abogado de los recurrentes en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del recurrente del 29 de febrero de 1980,
suscrito por su abogado Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez,
en el cual se proponen los medios que se indican más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes suscrito por sus aboga-
dos Dres. José Báez Gómez y César A. Medina; intervinientes
que son andrés A. Saint Hilari Zapata, Ana Mercedes Genao
de Saint Hilad y Víctor Manuel Justo Lora, dominicanos,
mayores de edad, casados, cédulas Nos. 5122, 16781, 6599,
serie 44 y 46 domiciliados y residentes en esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 1 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan',
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad dicha Corte, conjuntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque. Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata , de conformidad con las
Leyes 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
Y vistos los textos legales invocados por el recurrente que se
mencionan más adelante y los artículos 31, 37 y 65 de la Ley
obre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultaron varias
personas con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 31 de marzo de 1977 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelaNre en el de la anora im pugnada: bl que sobrelos recursos i n terpuestos. intervino e; tallo ahora impugnada
en casación con el siguiente dispositivo: Falle: Primero:

Admite Goma regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Carlos José Oulug

lad
l a nombre y representac ión de Juan Antonio Ro-

eirl2sv,entencia dictada por la Primera Cámara de 'o Penal
Seguros Patria, S. A., en fecha 13 de abril de 1977,

del Juzgado de Primera Instancia del Distr ito Nacional, en
lacha 31 de marzo de 1977, cuyo dispositivo dice así: FALLA:
PRIMERO:Se declara al nombrado Juan Antonio Rodriguez,
de generales que constan, culpable del delito de golpes y
heridas involunta rios causados, con el manejo o conducción
de vehículos de motor, previsto y sancionado por las dis-
posiciones del artículo 49 párrafo "B" y 65 de la Ley 241, en
perjuicio de Andrés A. Saint Hilad, Ana Mercedes Genao de
Saint Hilad y Víctor Manuel Justo, y en consecue nc i a se le
condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
IROS50.00) y al pago de las costas penales causadas;
SEGUNDO: Se declara al nombrado Andrés A. Saint Hilad,
de genera les que constan no culpable del delito de violación a
la Ley No. 241, y en consecuencia se le Descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado ninguna de las
disposic i ones de ley; TERCERO: Se declaran las costas de
oficio; CUARTO: Se declara regular y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil incoada por los señores
'Andrés A. Saint Hilad Zapata. Ana Mercedes Genao de Saint
Hilan y Víctor Manuel Justo Lora, por intermedio de sus•	 .

abogados constituidos Dres. José Pérez Gómez y por el Dr.
César Augusto Medina, en contra de Juan Antonio Ro-
dríguez y Pedro Antonio Rodriguez Disla, en contra de sus
calidades de prevenido y persona ...ivilmente responsable y la
puesta en causa de la compañía de Seguros Patria, S. A.,
entidad asegurado ra por haber sido hecho conforme a la Ley
de la materia; QUINTO:E n cuanto al fondo, se condena a
Juan Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Rodríguez Disla, en
sus calidades enunciadas al pago de las siguientes sumas: al
Dos Mil Quinientos Pesos Oro 1RD$2,500 . 00) en provecho de
Andrés A. Saint Hilad Zapata; b) la suma de Dos Mil
Quinientos Pesos Oro 1RDS2,500.00) a favor de Ana Mer-
cedes Genao de Saint Hilad, como justa reparación por los
chños morales y materiales sufridos por ellos con motivo del
accidente de que se trata; y c) la suma de Ocho Mi l Pesos Oro

UW58,000.00) en favor y provecho de Víctor Manuel Justo,
Como reparación por los daños sufridos por su vehículo en el
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accidente de que se trata; SEXTO: Se condena a Juan
Antonio Rodríguez Disla en sus calidades enunciadas al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en favor yprovecho de los Dres. José Pérez Gómez y César AugustoMedina, abogados, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad ,SEPTIMO:Se declara la p resente sentencia, comúny oponible y ejecutable, con todas sus consecuencias legaleshasta el total límite de la póliza a la Compañías deSeguiós.Patria S. A., entidad aseguradora del carro con póliza NoSD -A9016, con vencimiento al día 11 de diciembre del aPle.1976, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 de 

laLey No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Veh ículos de Mo-tor; por haber sido hecho dentro del plazo y demás for-malidades legales; Segundo: Pronuncia el defecto del pre-venido Juan Antono Rodríguez por no haber comparecido ala a
udiencia, no obstante haber sido legalmente citado 

yemplazado; Tercero: Modifica la sentencia recurrida en suordinal Sto. y en lo que respecta a las indemnizacionesaco rdadas y la Corte por propia autoridad y contrario 
imperiofija dichas indemnizaciones; a) Un Mil Quinientos Pesos OroIRDS1 ,500.00) a favor de Ana Mercedes Genao de 

SaintHilad, b) Un Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1,500.00) a favor
de Andrés A. Saint Hilad Zapata y c) Dos Mil Pesos(RD

S2,000.00) a favor de Víctor Manuel Justo, por los daños
ocasionados a su vehículo en el accidente, por estar estassumas en armonía con los hechos y circunstancias de lacausa; Cuarto: Confirma la sentencia recurrida en sus demásaspectos; Quinto: Condena al prevenido Juan Antonio Ro-dríguez, al pago de las costas penales de la alzada; sexto: Secondena a Juan Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Ro-dríguez Disla, al pago de las costas civiles con distracción delas mismas en provecho de los Dres. José Pérez Gómez y

César Augusto Medina, abogados que afirman haberlas'avanzado en su totalidad;
Considerando, que los recurrentes proponen contra lasentencia impugnada, los s iguientes medios de casaciónPrimer Medio: Contradicción o insuficiencia de motivos yfalta de base legal; Seg undo Medio: Incorrecta aplicación del

artículo 74 capítulo IV derecho de paso de la Ley 241 de
Tránsito y Vehículos;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
medios de casación, los cuales se reunen para su examen por
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s estrecha relación, alegan en síntesis, que una sentencia
con contradicción e insuficiencia de motivos carece de base

legal;  que cuando por ante un tribunal de alzada no existe
declaraciones de testigos ni de los prevenidos, los jueces se

formaran su íntima convicción de las declaraciones ofrecidas

P
or 

ante el tribunal a-qua; que si son las declaraciones de los
prevenidos producidas en la Primera Cámara de lo Penal de:

Distrito Naciona l las que servirán para formarse su íntima
convicción los Jueces de la Corte a-qua, en ausencia de-
declaraciones por ante el Tribunal de alzada no existe una
flagrante contradicción entre el motivo que consigna las
declaraciones del prevenido Juan antonio Rodríguez y el

cohside ra ndo en el que se pretende tipificar la falta al éste
violar el artículo 74 de la Ley que regula el tránsito en el país;

que por el contrario, cuando Saint Hilad Zapata declara "yo vi
el carro encima de mí' está corroborando sus declaraciones
hechas en la policía, quiero decir que no cumplió con los se-
ñalado en el artículo 74 de la mencionada Ley, sobre las me-
didas que se deben tornar con la conducción de un vehículo
por las vías públicas; que la desnaturalización de los hechos o
la falsa interpretación de las mismas han sido la causa motora
que han conducido a los Jueces de la Corte a-qua, hacer una
mala aplicación de los textos legales con las cuales cimentan
su sentencia, razones por las cuales la sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que la Corte a- q ua, para declarar culpable
del accidente al provenido recurrente y fallar como lo hizo, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, a) que el 2 de junio de 1976, mientras
Juan Antonio Rodríguez, conducía el carro placa No. 140-
381, propiedad de Pedro Antonio Rodríguez, asegurado con
póliza No. SD-A-9016 expedida por la compañía de Seguros
Patria, S. A., por la calle Primera, en dirección Norte a Sur, al
llegar a la avenida Correa y Cidrón, chocó el carro placa pri-
vada No.143-174, conducidopor Andrés A. Saint Hilad Zapa-
ta, que transitaba en dirección Oeste a Este, por la men-
cionada avenida Correa y Cidrón; resultando con lesiones
corporales andrés A. Saint Hilari Zapata, Juan Antonio Ro-
dríguez y Ana M. Genao de Saint Hilad, todas curables
después de diez y antes de veinte días y con abolladuras en
las puertas laterales izquierdas el carro propiedad de Víctor
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accidente de que se trata; SEXTO: Se condena a J uanAntonio Rodríguez Disla en sus cal idades enunciadas al pagode las costas civiles con distracción de las mismas en favor yprovecho de los Dres. José Pérez Gómez y César Augus
toMedina, abogados, quienes afirman haberlas avanzado en su

totalidad,SEPTIMO:Se declara la presente sentencia, comúny oponible y ejecutable, con todas sus consecuencias legaleshasta el total límite de la póliza a la Compañías de Segurlós.Patria S. A., entidad aseguradora del carro con póliza NoSD-A9016, con vencimiento al día 11 de diciembre del añe1976, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 de la
Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos da Mo-tor; por haber sido hecho dentro del plazo y demás for-malidades legales; Segundo: Pronuncia el defecto del pre-venido Juan Antono Rodríguez por no haber comparecido ala audiencia, no obstante haber sido legalmente citado yemplazado; Tercero: Modifica la sentencia recurrida en suordinal Sto. y en lo que respecta a las indemnizacionesacordadas y la Corte por propia autoridad y contrario imperiofija dichas indemnizaciones; a) Un Mil Quinientos Pesos OroIRD$1,500.00) 

a favor de Ana Mercedes Genao de Saintb) Un Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1 ,500.00) a favor
de Andrés A. Saint Hilad Zapata y c) Dos Mil PesosIRDS2,000.001 a favor de Víctor Manuel Justo, por los dañosocasionados a su vehículo en el accidente, por estar estassumas en armonía con los hechos y circunstancias de lacausa; Cuarto: Confirma la sentencia recurrida en sus demásaspectos; Quinto: Condena al prevenido Juan Antonio Ro-dríguez, al pago de las costas penales de la alzada; sexto: Secondena a Juan Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Ro-dríguez Disla, al pago de las costas civiles con 

distracción delas mismas en provecho de los Dres. José Pérez Gómez yCésar Augusto Medina, abogados que afirman haberlas'avanzado en su totalidad;
Considerando, que los recurrentes proponen contra lasentencia impugnada, los s iguientes medios de casaciónPrimer Med io:Contradicción o insuficiencia de motivos yfalta de base legal; Segundo Medio: Incorrecta aplicación del

artículo 74 capítulo IV derecho de paso de la Ley 241 de
Tránsito y Vehículos;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
medios de casación, los cuales se reunen para su examen por

s estrecha relación, alegan en síntesis, que una sentencia

con contradicción e insuficiencia de motivos carece de base

legal;  que cuando por ante un tribunal de alzada no existe
declaraciones de testigos ni de los prevenidos, los jueces se

formaran su intima convicción de las declaraciones ofrecidas

por ante el tribunal a-qua; que si son las declaraciones de los
prevenidos producidas en la Primera Cámara de lo Penal del
Distrito Nacional las que servirán para formarse su íntima
convicción los Jueces de la Corte a-qua, en ausencia de•
declaraciones por ante el Tribunal de alzada no existe una
flagrante contradicción entre el motivo que consigna las
declaraciones del prevenido Juan antonio Rodríguez y el
cobsiderando en el que se pretende tipificar la falta al éste
violar el articulo 74 de la Ley que regula el tránsito en el país;

que por el contrario, cuando Saint Hilad Zapata declara "yo vi
el carro encima de mf" está corroborando sus declaraciones
hechas en la policía, quiero decir que no cumplió con los se-
ñalado en el artículo 74 de la mencionada Ley, sobre las me-
didas que se deben tornar con la conducción de un vehículo
por las vías públicas; que la desnaturalización de los hechos o
la falsa interpretación de las mismas han sido la causa motora
que han conducido a los Jueces de la Corte a-qua, hacer una
mala aplicación de los textos legales con las cuales cimentan
su sentencia, razones por las cuales la sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, a) que el 2 de junio de 1976, mientras
Juan Antonio Rodríguez, conducía el carro placa No. 140-
381; propiedad de Pedro Antonio Rodríguez, asegurado con
póliza No. SD-A-9016 expedida por la compañía de Seguros
Patria, S. A., por la calle Primera, en dirección Norte a Sur, al
llegar a la avenida Correa y Cidrón, chocó el carro placa pri-
vada No.143-174,.c onducidopor Andrés A. Saint Hilad Zapa-
ta, que transitaba en dirección Oeste a Este, por la men-
cionada avenida Correa y Cidrón; resultando con lesiones
corporales andrés A. Saint Hilad Zapata, Juan Antonio Ro-
dríguez y Ana M. Genao de Saint Hilad, todas curables
después de diez y antes de veinte días y con abolladuras en
las puertas laterales izquierdas el carro propiedad de Víctor
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r Manuel Justo Lora; el cual iba ocupado por Andrés A. Saint
Hilad y Ana M. Genao de Saint Hilad; b) que el accidente se
debió a la imprudencia de Juan Antonio Rodríguez, por no
detenerse ni tomar precauciones al llegar a la avenida Correa
y Cidrón, así como por conducir a una velocidad excesiva;
que por lo expuesto se evidencia, que lo que los recurrentes
alegan como contradicción e i neficiencia de motivos, falta de
base legal e incorrecta aplicación del artículo 74 de la Ley 241
de 1967, no es más que ia crítica que hacen a la apreciación
que sobre los hechos de la causa hicictrán los Jueces del
fondo, lo que escapa al control de la casación; que además, el
fallo i mpugnado, contiene una relación completa de los
hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo que han permitido a esta Suprema
Corte, apreciar, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley, razón por la cual los medios que se
examina carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a - qua, constituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito
de haber ocasionado con la conducción de un vehículo de
motor , golpes y heridas por imprudencia curables después de
diez y ante de veinte días, en perjuicio de varias personas,
previsto por el articulo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos de Motor: sancionado en la letra 14 de dicho
artículo, con las penas de tres (31 meses a un (1) año de
prisión y multa de civuenta pesos (RDS50.001 a trescientos
pesos (RDS300.00) chiando el accidente ocasionare golpes y
heridas curables después de diez y antes de viente días como
ocurrió en la especie que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa de RDS50.00, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes, la Corte, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a - qua, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido Juan Antonio Rodríguez,
habla ocasionado a Andrés A. Saint Hilad Zapata, Ana M.
Genao de Saint Hilad y Víctor Manuel Justo, constituidos en
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales, el último
oor los desperfectos experimentados por su automóvil los
cuales tueron evaluauus en las sumas de RDS1,500.0C, en
provecho de Andres A. Saint Hilad Za pata: RDS1.500.00. a
favor de Ana Mercedes Genao de Saint Hilan: y P DS2.000 00.
en favor de Victor Manuel Justo que al condenar al prevenido

an
Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Rodríguez Disla,

propietario• tariO del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de
sunias • más los intereses legales, a título de in-

edsearnsnjoción, la Corte a - qua, hizo una correcta aplicación de

los artículos 84 11 7 384 del Código Civil; y as( como del 1 y

10 del de la Ley 	 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; al hacer oponibles dichas condenacio nes a la

compañía asegurado ra Seguros Patria S. A.,
Considerando, que examinada en sus demás aspectos la

sentencia impugnada. en lo que concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos; Primero : Admite como intervinientes
Andrés A. Saint Hilad Zapata, Ana Mercedes Genao de Saint
Hilad y Víctor Manuel Justo en los recursos de casación
interpuestos por Juan Antonio Rodríguez, Pedro Antonio Ro-
dríguez Disla y Seguros Patria, S. A., contra la sentencia

dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 5 de
marzo de 1979, en sus atribuciones correccionales, cuyo

dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;

Segundo:Rec haza dichos recursos y condena al prevenido al
pago de las costas penales y a éste y a Pedro Antonio Ro-
dríguez Disla al pago de las costas civiles, con distracción de
estas últimas, en provecho de los Dres. José Pérez Gómez y.
César a. Medina, abogados de los intervinientes, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte, y las hace
oponibles a la compañía aseguradora Seguros Patria S. A.,
dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan i .- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ha.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo.-
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Manuel Justo Lora; el cual iba ocupado por Andrés A. Saint
Hilad y Ana M. Genao de Saint Hilad; b) que el accidente se
debió a la imprudencia de Juan Antonio Rodríguez, por no
detenerse ni tomar precauciones al llegar a la avenida Correa
y Cidrón, así como por conducir a una velocidad excesiva;
que por lo expuesto se evidencia, que lo que los recurrentes
alegan como contradicción e ineficiencia de motivos, falta de
base legal e incorrecta aplicación del artículo 74 de la Ley 241
de 1967, no es más que la crítica que hacen a la apreciación
que sobre los hechos de la causa hicibán los Jueces del
fondo, lo que escapa al control de la casación; que además, el
fallo impugnado, contiene una relación completa de los
hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo que han permitido a esta Suprema
Corte, apreciar, que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley, razón por la cual los medios que se
examina carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua, constituyen a cargo del prevenido recurrente, el delito
de haber ocasionado con la conducción de un vehículo de
motor, golpes y heridas por imprudencia curables después de
diez y ante de veinte días, en perjuicio de varias personas,
previsto por el artículo 43 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos de Motor: sancionado en la letra bl de dicho
artículo, con las penas de tres (31 meses a un (1) año de
prisión y multa de ciricuenta pesos (RDS50.00) a trescientos
pesos (RDS300.00) cyando el accidente ocasionare golpes y
heridas curables después de diez y antes de viente días como
ocurrió en la especie que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa de RDS50.00, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes, la Corte, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que. asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido Juan Antonio Rodríguez,
había ocasionado a Andrés A. Saint Hilari Zapata, Ana M.
Genao de Saint Hilad y Víctor Manuel Justo, constituidos en
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales, el último
oor los desperfectos experimentados por su automóvil los
cuales fueron evaivauus en ias burilas lie RDS1.500.0C,
provecho de Andrés A. Saint Hilad Zapata: RDS1.500.00. a
favor de Ana Mercedes Genao de Saint Hilan; y P OS2.000 OO.
en favor de Víctor Manuel Justo que al condenar al prevenido

Ju
an Antonio Rodríguez y Pedro Antonio Rodríguez Dista,

pr
opietario del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de

esas 
sumas, más los intereses legales, a título de in-

demnización, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de
tos ar t ículos 1383 y 1384 del Código Civil; y así como dei 1 y

Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
10 del 0e lade Motor; al hacer oponibles dichas condenaciones a la
compañia aseguradora Seguros Patria S. A.,

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos; Primero: Admite como intervinientes a
Andrés A. Saint Hilad Zapata, Ana Mercedes Genao de Saint
Hilad y Víctor Manuel Justo en los recursos de casación
interpuestos por Juan Antonio Rodriguez,Ped ro Antonio Ro-

. drlguez Disla y Seguros Patria, S. A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 5 de
marzo de 1979, en sus atribuciones correccionales, cuyo
disposit ivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segu ndo: Rechaza dichos recursos y condena al prevenido al
pago de las costas penales y a éste y a Pedro Antonio Ro-
dríguez Dista al pago de las costas civiles, con distracción de
estas últimas, en provecho de los Dres. José Pérez Gómez y
César a. Medina, abogados de los intervinientes, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte, y las hace
oponibles a la compañía aseguradora Seguros Patria S A.,
dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
fia.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo.-

1
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 2.

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, de fecha 11 de marzo de 1982.

Materia: Criminal

Recurrente (s): Reynaldo Medina

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergás
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Reynaldo
Medina, dominicano, mayor de edad, casado, contratista,
domiciliado en la Av. San Martín No. 298, tercera planta,
ensanche La Fe de esta ciudad, cédula No. 13117, serie 45,
contra el veredicto dictado por la cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 11 de marzo de 1922, cuyo dis-
positivo dice así: RESUELVE:primero:Declara bueno y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. JUAN LUPERON VASQUEZ, a nombre de
REYNALDO MEDINA, contra la PROVIDENCIA CALI-
FICATIVA No. 5/82, dictada en fecha 19 de enero de 1982,
por el Juez de Instrucción de la 4ta. Circunscripción del D. N.,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "RESOL-
VEMOS": PRIMERO: DECLARAR, como al efecto
DECLARAMOS, que existen indicios de culpabilidad en el
proceso para inculpar al nombrado REYNALDO MEDINA,
oe generales que constan para enviarlo por ante el Tribunal

como autor de violar a los Arts. 332v 307 del Código

CperinrilaritIMANDAMOS Y 
ORDENAMOS": PRIMERO:Que el

procesado sea enviado por ante el Tribunal Criminal, para que

e te l
• z ue con arreglo a la ley por los cargos preci-

s% su gpitados: SEGUNDO: Que un estado de los documentos y
objetes que han de obrar como elementos de convicción en el
proceso sean transmitidos al Mag. Procuarador Fiscal del
pistrtio Nacional; TERCERO: Que la presente: PRO-
VIDENCIA CALIFICATIVA sea notificada por nuestra secre-
taria al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, así
como al procesado en el pazo prescrito por la ley de la ma-
teria; CUARTO: Que vencido el plazo de apelación es-
tablecido por el Art. 135 del Código de Procedimiento
Criminal, el expediente sea pasado al Mag. Procurador Fiscal
dei O. N., para los fines legales correspondientes- Por haber
sido hecho conforme a la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo
CONFIRMA en todas sus partes la PROVIDENCIA CALI-
FICATIVA No. 5/82, dictada en fecha 19 de enero de 1982,
por el Juez de Instrucción de la 4ta. Circunscripción del D. N.,
TERCERO ORDENA que la presente decisión sea comunica-
da al Mag. Procurador Fiscal del D. N., para los fines de ley
correspondientes";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 12
de abril de 1982, a requerimiento del Dr. Juan Luperón
Vásquez,enla cual no se invoca ningún medio determinadode

casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 127 del
Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley
5155 de 1959; "Las decisiones de la Cámara de calificación no
son susceptibles de ningún recurso"; Que en el caso
ocurrente como el recurso de casación ha sido interpuesto
cseorntardamuintaiddoecisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del Distrito Nacional, dicho recurso no puede
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 NO . 2.

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, de fecha 11 de marzo de 1982.

Materia: Criminal

Recurrente (s): Reynaldo Medina

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
A lburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Pilen°
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Reynaldo
Medina, dominicano, mayor de edad, casado, contratista,
domiciliado en la Av. San Martín No. 298, tercera planta,
ensanche La Fe de esta ciudad, cédula No. 13117, serie 45,
contra el veredicto dictado por la cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 11 de marzo de 1982, cuyo dis-
positivo dice así: RESUELVE:primero:Declara bueno y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. JUAN LUPERON VASQUEZ, a nombre de
REYNALDO MEDINA, contra la P ROVIDENCIA CALI- .
1-iCATIVA No. 5/82, dictada en fecha 19 de enero de 1982,
por el Juez de Instrucción de la 4ta. Circunscripción del D. N.,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "RESOL-
VEMOS": PRIMERO: DECLARAR, como al efecto
DECLARAMOS, que existen indicios de culpabilidad en el
proceso para inculpar al nombrado REYNALDO MEDINA,
de generales que constan para enviarlo por ante el Tribunal

kini 
como autor de violar a los A rts. 332 y 307 del Código

Penal —CM111,—,:mANDAMOS Y ORDENAMOS": PRIMERO:Que el

procesa
do sea enviado por ante el Tribunal Criminal, para que

allí se le juzgue con arreglo a la ley por los cargos preci-

lados; SEGUN DO: Que un estado de los documentos y
ue han de obrar como elementos de convicción en el

VlbVIDENCIAcNis::CIA CALIFICATIVA sea notificada por nuestra secre-

sean tranmitidos al Mag. Pcrado Fiscal -del
Nacional;s
	 ro
TERCERO: Que l

ua
a prese

r
nte: PRO-

tarje el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, así
como al procesado en el pazo prescrito por la ley de la ma-
teria; CUARTO: Que vencido el plazo de apelación es-
tablecido por el Art. 135 del Código de Procedimiento
Crimina l , el expediente sea pasado al Mag. Procurador Fiscal
dei D. N., para los fines legales correspondientes" Por haber
sido hecho conforme a la ley; SEGU N DO: En cuanto al fondo
CONFIR MA en todas sus partes la PROVIDENCIA CALI-
FICATIVA No. 5/82, dictada en fecha 19 de enero de 1982,
por el Juez de Instrucción de la 4ta. Circunscripción del D. N.,
TERCERO ORDENA que la presente decisión sea comunica-
da al Mag. Procurador Fiscal del D. N., para los fines de ley
correspondientes";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 12
de abril de 1982, a requerimiento del Dr. Juan Luperón
Vásquez, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 127 del
Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley
5155 de 1959; "Las decisiones de la Cámara de calificación no
son susceptibles de ningún recurso"; Que en el caso
ocurrente como el recurso de casación ha sido interpuesto
contra una decisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del Distrito Nacional, dicho recurso no puede
ser admitido;
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Por tales motivos, Primero Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por Reynaldo Medina contra el vere-
dicto dictado por b Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, en fecha 11 de marzo de 1982, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: condena
al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Dario Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña, Máximo Fuello Re
ville.- Miguel Jacobo F., Secretario Genera' -

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en á
audiencia pública del dia, mes y año, en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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sENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 No.3

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 15 de junio de 1982

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis J. Fernández	 Guerrero. Doming..
Fernández Cambero y la San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auffant.

Interviniente (s): Rafael Aybar Aquino y Compartes.

Abogado (s): Dres. A. Bienvenido Figuereo Méndez y Octa-
viano Estrella Mota.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafae'
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera Pi
ña. asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero del 1983 años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, á siguiente sentencia:

obre los recursos de casación interpuestos por Luis
Ferhanaez Guerrero, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la casa No. 30 de la calle Alma Mate de
estd ciudad, cédula 24187 serie 23; Domingo Fernández
Cambero, dominicano, mayor de edad, cédula 20324 serie
23. domiciliado en la casa No. 155 de la calle Cervantes de
esta ciudad, y la San Rafael, C por A.. compañia de Seguros,
domiciliada en la calle Leopoldo Navarro, de esta ciudad,
contra la sentencia dotada en sus atribuciones correccionales
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15 de
lunio de 1982, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por Reynaldo Medina contra el vers.
dicto dictado por la Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, en fecha 11 de marzo de 1982, cuyo dispositivo so
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: condena
al recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al.
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo
Goicochea S.- Abelardo Herrera Pifia, Máximo Puello Reo-
villa.- Miguel Jacobo F., Secretario Genera' -

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en !a
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.). Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1983 No.3

impugnada: Corte de Apelación deSentencia	
Santo

Domingo, de fecha 15 de junio de 1982

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis J. Fernández Guerrero, Domini
Fernández Cambero y la San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auf fent.

Interviniente (5): Rafael Aybar Aquino y Compartes.

Abogado (s): Dres. A. Bienvenido Figuereo Méndez y Octa-
darlo Estrella Mota.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En nombre de la República. la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D	 Bergés
Chupani, Preside.ite; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafae'
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, !a siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por 1 oís
Ferhánaez Guerrero, dominicano, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la casa No. 30 de la calle Alma Mate de
está ciudad, cédula 24187 serie 23; Domingo Fernández,
Cantero, dominicano, mayor de edad, cédula 20324 serie
23, domiciliado en la casa No. 155 de la calle Cervantes de
esta ciudad, y la San Rafaei, C por A., compañía de Seguros,
domiciliada en la calle Leopoldo Navarro, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atiibuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15 de
junio de 1982, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 25 de junio de 1982, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Vásquez Fer-
nández en representación de los recurrentes Luis J. Fer-
nández Guerrero y Domingo Fernández Cambero, acta en la
que no se propone contra la sentencia impugnada ningún
medio de casación; ,

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 28 de junio del 1982 a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez,
cédula 17700 serie 28, en representación de los tres
recurrentes antes indicados, o sea Luis Fernández Guerrero,
la persona civilmente responsable y la San Rafael, C. por A.,
acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, de fecha 14 de
diciembre de 1982, suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael
Morón Auffant, en el que se expone lo que se indicará más
adelante;

Visto los escritos de fechas 20 y 22 de diciembre de 1982
firmados por los doctores Bienvenido Figuereo Méndez y
Octaviano Enrique Estrella Mota, abogados de los in-
terviniéntes, que son Rafael Aybar Aquino, Alba Iris Bautista,
Zelandia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfredo
Guerrero, Isabel Guerrero y Olga Matos Camarena;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y visto los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impuganada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, la Sexta Cámara
Penal del Distrito Nacional, dictó en fecha 26 de octubre de
1981, una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FM	 PRIMERO:Se declaran buenos y válidos, en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) Dr.
Manuel Fernández Guerrero a nombre y representación de
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Luis 
Fernández Guerrero y Domingo Fernández

en fe
cha 6 de noviem bre de 1981; b) Dr. Fenelón CorroCa nán,

mbero
a

nomb
rey representación de Luis J. Fernández Guerrero y

Domingo Fernández Cambero y la Compañía de Seguros San

R
afael, C. por A., en fecha 12 de noviembre de 1981; e) Dres.

A. 
yribernevyenido Fiquereo Méndez y Octaviano Estrella Mota, a

representación de Rafael Aybar Aquino, Alba Iris
njautista, Zelandia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfre-
do Guerrero e Isabel Guerrero, en feha 26 de octubre de 1981,
contra sentenc ia de la Sexta Cámara Penal de Distrito
Nacional de fecha 15 de octubre de 1981, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero:Se pronunc ia el defecto contra el
nombrado Dr. Luis J. Fernández Guerrero, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; Segund o: Se declara al nombrado Dr. Luis J.
Fernández Guerrero, culpable de violar la ley 241, en perjuicio
de varias personas, y en consecuencia, se conde na al pago de
una multa de cien pesos oro (RDS100.00) y costas, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero:Se declara al
nombrado Rafael Aybar Aquino, no culpable de violar la ley.
241, y en consecuenc ia se descarga de toda responsabilidad
penal, por no haber violado ninguna de las disposicio nes de la

ley; declarándose de oficio en cuanto a él; Cuarto : Se
declaran buenas y válidas las constitucione s en partes civiles
hechas por Olga Matos Camarena, por intermedio del Dr.
Octaviano Enrique Estrella Mota, y las de los señores Rafael
Aybar Aquino, José Alfredo Guerrero Bautista, Isabel
Guerrero Aybar, Zelandia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero y
Alba Iris Bautista D'Oleo por órgano de los Dres. Bienvenido
Figuereo Méndez y Rafael Acosta, contra Luis J. Fernández
Guerrero y Domingo Fernández Cambera, en sus calidades
de prevenido y persona civilmente responsable, por haberlas
hecho de acuerdo a las disposicion es legales, en
consecuencia, se condena solidariame nte al Dr. Luis J.
Fernández Guerrero y Domingo Fernández Cambero, en sus
calidades indicadas, al pago de las indemnizaciones
siguientes; a) la suma de ocho mil pesos oro IR D$8,000 . 00 ) a
favor de Olga Matos Camarena, b) la suma de ocho mil pesos
oro (RD$8,000.00) a favor de Isabel Guerrero de Aybar; c) la
suma de seis mil pesos oro (RDS6,000.00), a favor de Zelandia
Bautista D • Oleo Vda. Guerrero; d) la suma de cinco mil pesos
oro (RDS5,000.001 a favor de José Alfredo Guerrero Bautista;
e) la suma de tres mil pesos oro (RDS3,000 .00) a favor de Alba
Iris Bautista D'Oleo y f) la suma de dos mil pesos oro
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 25 de junio de 1982, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Vásquez Fer-
nández en representación de los recurrentes Luis J. Fer-
nández Guerrero y Domingo Fernández Cambero, acta en la
que no se propone contra la sentencia impugnada ningún
medio de casación;	 .

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 28 de junio del 1982 a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez,
cédula 17700 serie 28, en representación de los tres
recurrentes antes indicados, o sea Luis Fernández Guerrero,
la persona civilmente responsable y la San Rafael, C. por A.,
acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,,
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, de fecha 14 de
diciembre de 1982, suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael
Morón Auffant, en el que se expone lo que se indicará más
adelante;

Visto los escritos de fechas 20 y 22 de diciembre de 1982
firmados por los doctores Bienvenido Figuereo Méndez. y
Octaviano Enrique	 Estrella Mota, abogados de los in-
terviniéntes, que son Rafael Aybar Aquino, Alba Iris Bautista,
Zelandia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfredo
Guerrero, Isabel Guerrero y Olga Matos Camarena;

La Suprema Cotte de Justicia después de haber deliberado
y visto los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impuganada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, la Sexta Cámara
Penal del Distrito Nacional, dictó en fecha 26 de octubre de
1981, una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FAI LA: PRIMERO:Se declaran buenos y válidos, en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) Dr.
Manuel Fernández Guerrero a nombre y representación de
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Luis J . Fe nrnádez Guerrero
re	

y Domingo Fernánde z Cambero

fecha 
6 de noviemb de 1981; b) Dr. Fenelón Gorr onán, a

representación de Luis J. Fernández Guerrero y

neine0:00
n1rnbiriregoyFernándelz Cambero y la Compañía de Seguros San

_fabeirtecy. por A., e1 fecha 12 de noviembre de 1981; c) Dres.

itación de Rafael
Octavian

Aybar Aquino,
Estrella 

Alba Irisero Méndez y	 o	 Mota, a

"Ajiiiesntva,e2nreiedlaPnredFsiia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfre-
il Guerrero e Isabe l Guerrero, en feha 26 de octubre dDistritoe 1981,

'centra sentencia de la Sexta Cámara Penal 
Nacional de fecha 15 de octubre de 1981, cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero:Se pronuncia el defecto contra el
nombrado Dr. 

Luis J. Fernández Guerrero, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado; Segund o: Se declara al nombrado Dr. Luis J.
Fernández Guerrero, culpable de violar la ley 241, en perjuicio
de varias personas, y en consecuenc ia, se condena al pago de

una multa de cien pesos oro IRDS100.00) y costas, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; Tercero:Se declara al
nombrado Rafael Aybar Aquino, no culpable de violar la ley.
241, y en consecuenc ia se descarga de toda responsabilidad
penal, por no haber violado ninguna de las disposicio nes de la

ley; declarándos e de oficio en cuanto a él; Cuarto: Se
declaran buenas y válidas las constitucione s en partes
hechas por Olga Matos Camarena, por intermedio del

civiles
Dr.

Octaviano Enrique Estrella Mota, y las de los señores Rafael
Aybar Aquino, José Alfredo Guerrero Bautista, Isabel
Guerrero Aybar, Zelandia Bautista D'Oleo Vda. Guerrero y
Alba Iris Bautista D'Oteo por órgano de los Dres. Bienvenido
Figuereo Méndez y Rafael Acosta, contra Luis J. Fernández
Guerrero y Domingo Fernández Cambere, en sus calidades
de prevenido y persona civilmente responsable, por haberlas
hecho de acuerdo a las disposiciones 	 legales, en
consecuencia, se condena solidariamente al 	 Dr. Luis J.
Fernández Guerrero y Domingo Fernández Cambero, en sus
calidades indicadas, al pago de 	 las indemnizaciones
siguientes; a) la suma de ocho mil pesos oro (RDS8,000 . 00) a
favor de Olga Matos Camarena, b) la suma de ocho mil pesos
oro (RDS8,000.00) a favor de Isabel Guerrero de Aybar; c) la
suma de seis mil pesos oro (RDS6,000.00), a favor de Zelandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero; dl o suma de cinco mil pesos
oro (RD$5,000.00) a favor de José Alfredo Guerrero Bautista;

ella suma de tres mil pesos oro IRDS3,000.00) a favor de Alba
Iris Bautista D'Oleo y f) la suma de dos mil pesos oro
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(RDS2,000.00) a favor de Ratael Aybar Aquino. todo come
justa reparación por los daños morales v materiales recibidos
por dichas panes civiles en ocasión del accidente: y, además
al pago de los intereses legales de dichas sumas a partir de ti
demanda en justicia: Quinto: Se rechazan las conclusiones
de la Compañia San Rafael. C. Por A. en razón de que en el
expediente existe documentación probatoria de que el
vehículo que ocasionó el accidente estaba asegurado en
dicha entidad aseguradora, como son el proceso verbal le-
vantado por la Policía Nacional y el marbete expedido por
dicha Cia. en favor de Domingo Fernández C., marcado con el
No AL-52742, con fecha de vencimiento al día 19.2.8Z
Sexto. Se condena al Dr. Luis J. Fernández Guerrero y
Domingo Fernández C.. en sus ya indicadas calidades, al
pago solidario de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Octaviano Enrique Estrella
Mota, Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta, quienes
afirman haberles avanzado en su totalidad; Séptimo: se
declara que!: presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A., en virtud de lo
dispuesto por el artículo 10 de la ley 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor'.- Por haber sido hechos
de acuerdo con las formalidades legales;- SEGUNDO: En
cuanto al fondo, la Corte obrando por propia autoridad y
contrario imperio, modifica el ordinal Cuarto de la sentencia
recurrida, en cuanto al monto de las indemnizaciones acorda-
das: a) la suma de RDS2,000.00 (dos mil pesos) a favor de
Olga Matos Camarena; b) la suma de RDS2,000.00 (dos mil
pesos) a favor de Isabel Guerrero de Aybar; c) la suma de
RDS1,500 00 (mil quinientos pesos) a favor de Islandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero; d) la suma de RDS1,500.00
(mil quinientos pesos) a favor de José Alfredo Guerrero
Bautista; e) la suma de RDS1,500.00 (mil quinientos pesos) a
favor de Alba Iris Bautista D'Oleo; y fi la sumada RD$1,000.00
(mil pesos oro) a 'favor de Rafael Aybar Aquino, todo como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
en el accidente de que se trata;- TERCERO: Se confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada; CUARTO: Con-
dena al prevenido Dr. Luis Fernández Guerrero y a Domingo
Fernández Cambero, persona civilmente responsable, al pago
de las costas penales y civiles de la alzada, con distracción de
las mismas en provecho de los Dres. A. Bienvenido Figuereo
Méndez y Octaviano Estrella Mota, quienes afirman haberles
avanzado en su totalidad:- QUINTO- Declara la presente

a
ton
uros ----

c.t común, oponible y ejecutable a la compañia de
sell— san Rafael, C. por A.. en su condición de entidad.
c
'_o.7auradora del vehículo que ocasionó el accidente.";
05"considerigdo, que en su memorial de casación ios

rentes se han limitado a alegar, en síntesis, lo siguiente:
rxurque Rafael Aybar Aquino declaró en audiencia que vio a una

como de 80 metros el vehículo que conducía

Ilueisertnaáltneedia
reloz.Guerrero a gran velocidad, y que lo único que hizo

sin realizar ninguna maniobra o esfuerzo para
evitar la colisión; que la falta no es exclusión de Fernández,
sino que hay también una falta a cargo de Aybar Aquino,
pues es deber de quien donduce, en una vía de tránsito pre-
ferente, evitar la ocurrencia de un accidente, cuando está a su
alcance evitarlo; que Aybar podía en la especie, evitar dicho
accidente pero no lo hizo, que sobre ese particular hay
jurisprudencia abundante; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impuganada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido Fernández Guerrero, único culpable del accidente, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio aportados al debate, lo siguiente: a) que siendo
aproximadamente las 2 de la madrugada del día 14 de junio de
1981, mientras el automóvil placa 104 401, conducido por Ra-
fael Aybar Aquino transitaba en dirección Norte-Sur, por la
avenida Abraham Lincoln de esta ciudad, al llegar a la in-
tersección con la avenida Sarasota y cuando ya tenía ganada
ésta última vía, fue chocado por la parte lateral derecha, por
el vehlculo placa 143-817 conducido por el Dr. Luis J. Fer-

nández Guerrero, que corría de Oeste a Este por la avenida
Sarasota, y que en ese momento iba a girar hacia la izquierda:
bl que a consecuencia de ese choque resultaron con lesiones
corporales las siguientes personas: Olga Matos Camarena e
Isabel Guerrero de Aybar con fracturas que curaron en 6
meses: Zelandia Bautizta D'Oleo, con fracturas que curaron
en 5 meses; Alba Iris Bautista D'Oleo, con contusiones que
curaron después de 10 y antes de 20 días, ocupantes del
vehículo placa 104-401: también resultaron con lesiones los
conductores de los referidos vehículos, con contusiones que
cuiaron antes de diez días; c) que la colisión se produjo por la

falta exclusiva del prevenido Fernández Guerrero, quien
conduje su vehículo en forma temeraria, introduciéndose a la
avenida Abraharn L incoln. stri tomar las medidas previsoras
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(RDS2,000.00) a favor de Ratael Aybar Aquino, todo Corno
justa reparación por los daños morales y materiales recibidos
por dichas partes civiles en ocasión del accidente; y. además
al pago de los intereses legales de dichas sumas a partir de la
demanda en justicia: Quinto: Se rechazan las conclusiones
de la Compañía San Ratee!. C. por A. en razón de que en el
expediente existe documentación probatoria de que el
vehículo q ue ocasionó el accidente estaba asegurado en
dicha entidad aseguradora, como son el proceso verbal le-
vantado por la Policía Nacional y el marbete expedido por
dicha Cía. en favor deDomingo Fernández C., marcado con el
No AL-52742, con techa de vencimiento al día 19.2.82;
Sexto. Se condena al Dr. Luis J. Fernández Guerrero y
Domingo Fernández C., en sus ya indicadas calidades, al
pago solidario de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Octaviano Enrique Estrella
Mota, Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se
declara que lo presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A., en virtud de lo
dispuesto por el artículo 10 de la ley 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor'.- Por haber sido hechos
de acuerdo con las formalidades legales;- SEGUNDO: En
cuanto al fondo, la Corte obrando por propio autoridad y
contrario imperio, modifica el ordinal Cuarto de la sentencia
recurrida, en cuanto al monto de las indemnizaciones acorda-
das: a) la suma de RD$2,000.00 (dos mil pesos) a favor de
Olga Matos Camarena; b) la suma de RDS2,000.00 (dos mil
pesos) a favor de Isabel Guerrero de Aybar; c) la suma de
R DS1,500.00 (mil quinientos pesos) a favor de Z-iandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero; d) la suma de RD$1,500.00
(mil quinientos pesos) a favor de José Alfredo Guerrero
Bautista; e) la suma de RDS1,500.00 (mil quinientos pesos) a
favor de Alba Iris Bautista D'Oleo; y f) la sumada RDS1,000.00
(mil pesos oro) a favor de Rafael Aybar Aquino, todo como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
en el accidente de que se trata;- TERCERO: Se confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada; CUARTO: Con-
dena al prevenido Dr. Luis Fernández Guerrero y a Domingo
Fernández Cambero, persona civilmente responsable, al pago
de las costas penales y civiles de la alzada, con distracción do
las mismas en provecho de los Dres. A. Bienvenido Figuereo
Méndez y Octaviano Estrella Mota, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad:- QUINTO- Declara la presente
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común, oponible y ejecutable a ia compañía de
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Considerando, que	 en su memorial de casación ics
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distancia como de 80 metros el vehículo que conducía
Fernández Guerrero a gran velocidad, y que lo único que hizo

evita r la colisión; que la falta no es exclusión de Fernández,
sino que hay también una falta a cargo de Aybar Aquino,

pues es debe r de quien conduce, en una vía de tránsito pre-
ferente, evitar la ocurrencia de un accidente, cuando está a su
alcance evitarlo; que Aybar podía en la especie, evitar dicho
accidente pero no lo hizo, que sobre ese particular hay
jurisprudencia abundante; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impuganada
pone de manifiesto que la Corte a-qua pa ra declarar al pre-

venido Fernández Guerrero, único culpable del accidente, dio
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio aportados al debate,	 lo siguiente: a)	 que siendo

aproximadame nte las 2 de la madrugada del día 14 de junio de
1981, mientras el automóvil placa 104-401, conducido por Ra-
fael Aybar Aquino transitaba en dirección Norte-Sur, por la
avenida Abraham Linco ln de esta ciudad, al llegar a la in-
tersección con la avenida Sarasota y cuando ya tenía ganada
ésta última vía, fue chocado por la parte lateral derecha, por
el vehlculo placa 143-817 conducido por el Dr. Luis J. Fer-
nández Guerrero. que corría de Oeste a Este por la avenida
Sarasota, y que en ese momento iba a girar hacia la izquierda;
b) que a consecuencia de ese choque resultaron con lesiones
corporales las siguientes personas: Olga Matos Camarena e
Isabel Guerrero de Aybar con fracturas que curaron en 6
meses; Zelandia Bautista D'Oleo, con fracturas que curaron
en 5 meses; Alba Iris Bautista D'Oleo, con contusiones que
curaron después de 10 y antes de 20 días, ocupantes del
vehículo placa 104-401: también resultaron con lesiones los
conductores de los referidos venículos..con contusiones que
curaron antes de diez días; cl que la colisión se produjo por la
falta exclusiva del prevenido Fernández Guerrero, quien
condu j o su vehículo en forma temeraria, introduciéndose a la
avenida Abraham L incoln, sin tomar las medidas previsoras

1,1
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r donaciones a la Compañía de . Seguros San Rafael,
DT por A., también puesta en causa;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
demás aspectos, no contiene, en lo concerniente al in-

tse-ras del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su

casación;Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Foael Aybar Aquino, Alba Iris Bautista D'Oleo, Zelandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfredo Guerrero, Isabel
Guerrero de Aybar y Olga Matos Camarena, en los recursos
de casación interpuestos por Luis J. Fernández Guerrero,

Domingo Fernández Cambero y compañía de Seguros San
Rafael C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 15 de junio de 1382, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte antetior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercero: Condena al pre-
venido Luis J. Fernández Guerrero al pago de las Costas
penales; Cuarto: Condena a Luis J. Fernández Guerrero y a
Domingo Fernández Cambero al pago de las Costas civiles y
ordena !a distracción de las mismas en favor de los Doctores
Bienvenido Figuereo Méndez y Octaviano Enrique Estrella'
Mota, abogados de los intervinientes, quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la San
Rafael, C. por A., dentro de los términos dé la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- LuisVictor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Fuello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída V publicada por mí, Secretaro General, que
certifico. (Fdo.) MiglICI Jacobo.

I h

que el buen juicio y la prudencia aconsejan y sin advertir que ya
el otro vehículo había ganado el derecho de paso:

Considerando, que como se advierte los jueces del fondo'
para formar su convicción en el sentido antes indicado
ponderaron los hechos y circunstancias de la causa, He;
cluyendo las declaraciones de los testigos y la del propio pre-
venido Fernández quien admitió que le dio al automóvil de
Aybar con la parte frontal de su vehículo; que, por tanto, los
alegatos de los recurrentes carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, que el hecho así establecido constituye a
cargo del prevenido Fernández el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, y sancionado, en su máxima ex-
presión, por la letra c) de ese texto legal con las penas de
prisión de 6 meses a 2 años, y multa de 100 a 500 pesos, si la
enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare 20 días o
más como ocurrió en la especie; que en consecuencia, al
condenar la Cone a-quaal prevenido al pago de una multa de
cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua .dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Olga'
Matos Camarena, a Isabel Guerrero de Aybar, Zelandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfredo Guerrera-
Bautista, Alba Iris Bautista D'Oleo y Rafael Aybar Aquino,
personas constituidas en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales cuyos montos evaluó en las siguientes
sumas: los referidos a Olga Matos Camarena e Isabel
Guerrero de Aybar, en 2 mil pesos cada una; los referidos a
Zelandia Bautista Vda. Guerrero y José Alfredo Guerrero y
Alba Iris Bautista D'Oleo en $1,500.00 cada uno, y los con-
cernientes a Rafael Aybar Aquino, en Mil pesos; que al
condenar al prevenido y a la persona civilmente responsable
puesta en causa, al pago de esas sumas, mas los intereses
legales de las mismas a partir de la fecha de la demanda, a título
de indemnización a favor de las indicadas per-
sonas, constituidas en parte civil, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil y 1 y 10 de la ley 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, al hacer oponibles esas
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o/100c iones a la . Compañía de . Seguros San Rafael,

cc . por A., tambié n puesta en causa;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en

al
a demás aspectos, no contiene, en lo concerniente al in-

terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifi que su

casacióPor tales motivos, Primero: Admite como interviniente a

pz.rselArnybar Aquino, Alba Iris Bautista D'Oleo, Zelandia
Bautista D'Oteo Vda. Guerrero, José Alfredo Guerrero, Isabel
Guerrero de Aybar y Olga Matos Camarena, en los recursos
de casación interpuestos por Luis J. Fernández Guerrero,
Domingo Fernández Cambero y compañía de Seguros San
Rafael C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 15 de junio de 1382, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los indicados recursos; Tercero: Condena al pre-
venido Luis J. Fernández Guerrero al pago de las costas
penales; Cuarto: Condena a Luis J. Fernández Guerrero y a
Domingo Fernández Cambero al pago de las costas civiles y
ordena la distracción de las mismas en favor de los Doctores
Bienvenido Fiquereo Méndez y Octaviano Enrique Estrella'
Mota, abogados de los intervinientes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la San
Rafael, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bah
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretaro General, que
certifico. (Fdo.) Miguel Jacobo.
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que el buen juicio y la prudencia aconsejan y sin advertir que ,
el otro vehículo había ganado el derecho dé paso:

Considerando, que como se advierte los jueces del fondo'
para formar su convicción en el sentido antes indicado
ponderaron los hechos y circunstancias de la causa, in:
cluyendo las declaraciones de los testigos y la del propio pre-
venido Fernández quien admitió que le dio al automóvil de
Aybar con la parte frontal de su vehículo; que, por tanto, loa
alegatos de los recurrentes carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, que el hecho así establecido constituye a
cargo del prevenido Fernández el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, so.
bre Tránsito y Vehículos, y sancionado, en su máxima ex-
presión, por la letra c) de ese texto legal con las penas de
prisión de 6 meses a 2 años, y multa de 100 a 500 pesos, si la
enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare 20 días o
más como ocurrió en la especie; que en consecuencia, al
condenar la Corte a-qua al prevenido al pago de una multa de
cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua .dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a Olga-
Matos Camarena, a Isabel Guerrero de Aybar, Zelandia
Bautista D'Oleo Vda. Guerrero, José Alfredo Guerrero-
Bautista, Alba Iris Bautista D'Oleo y Rafael Aybar Aquino,
personas constituidas en parte civil, daños y perjuicios ma-
teriales y morales cuyos montos evaluó en las siguientes
sumas: los referidos a Olga Matos Camarena e Isabel
Guerrero de Aybar, en 2 mil pesos cada una; los referidos a
Zelandia Bautista Vda. Guerrero y José Alfredo Guerrero y
Alba Iris Bautista D'Oleo en $1,500.00 cada uno, y los con-
cernientes a Rafael Aybar Aquino, en Mil pesos; que al
condenar al prevenido y a la persona civilmente responsable
puesta en causa, al pago de esas sumas, mas los intereses
legales de las mismas a partir de la fecha de la demanda, a título
de indemnización	 a favor de las indicadas per-
sonas, constituidas en parte civil, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil y 1 y 10 de la ley 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, al hacer oponibles esas
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE

Sentencia impugnada: Corte
cisco de Macorís, en fecha 30 de

Materia: Correccional.

Recurrente (s) Alfonso Garéfa Almánzar, Miguel Andres
Almánzar García y la Compañía de Seguros Pepfn, S. A.

Abogado (s): Dr. Luis A Bircann Rojas.

Interviniente (s): Pedro Núñez y Compartes.

Abogado (s): Dres. Valeriano Morales y Héctor A. Almánzar.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebrai
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia,
pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterp uestos por Alfonso
García Almánzar, dominicano, mayor de edad, chofer, soltero,
cédula No. 30581. serie 56. residente en Paso Hondo, juris-
dicción de Villa Tenares, Miguel Andrés Almánzar García,
residente en San José de Conucos, Salcedo. y la compañía de
Seguros Pepín S. A., con domicilio social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, ciudad, contra la sentencia
dictada por la corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, en atribuciones correccionales, el 30 de noviembre
de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

BOLETÍN JUDICIAL

ojo el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretar de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Ezequiel
Antonio Gonzálezcédula 6257, serie 64, acta en la que no

pet3 pone ningún medio de casación;
seVisto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito

por el
Dr. Luis a. BircannFuojasen el que se propone n los me-

dios de casac ión que se mencionan más adelante, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 1ro. de fe-

brero de 1980;
Visto el escrito de los intervinientes, Pedro Núñez, Víctor

López y Francisca Hernández, dominicanos, mayores de edad,
agricultores los dos primeros y comerciante la última, casa-
dos, cédulas 2294, 5264 y 5579, series 64 suscritos por el Dr.
Valeria Valeriano Morales, cédula 3158, serie 31, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte el 1ro. de febrero del

1980:
Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamerte con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por los recurrentes, que
se mencionan más adelante, y 49 y 52 de la Ley 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y
10, reformado, de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en Paso
Hondo, jurisdicción del Municipio de Tenares, en el que
resultó con lesiones corporales una persona el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en atri-
buciones correccionales, dictó el 28 de enero de 1976, una

FEBRERO DEL 1983 NO. 4

de Apelación de San Fran-
noviembre de 1976.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE

Sentencia impugnada: Corte
cisco de Macorís, en fecha 30 de

Materia: Correccional.

Recurrente (s) Alfonso García Almánzar, Miguel Andres
Almánzar García y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Interviniente (s): Pedro Núñez y Compartes.

Abogado (s): Dres. Valeriano Morales y Héctor A. Almánzar.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebras
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia-
pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfonso
García Almánzar, dominicano. mayor de edad, chofer, soltero,
cédula No. 30581, serie 56, residente en Paso Hondo, juris-
dicción de Villa Teneres, Miguel Andrés Almánzar García,
residente en San José de Conucos, Salcedo, y la compañía de
Seguros Pepín S. A., con domicilio social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, ciudad, contra la sentencia
dictada por la corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, en atribuciones correccionales, el 30 de noviembre
de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
e;

acta de los recursos de casación levantada en la

Secretara.
 de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. EzequielVista

Antonio González R., cédula 6257, serie 64, acta en la que no
p /opone ningun medio de casación;

seVisto el memorial de casació n de los recurrentes, suscrito
por el Dr. Luis a. BircannRojasen el que se proponen los me-

ajas de casac ión que se mencionan más adelante, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 1ro. de fe-

brero de 1980;
Visto el escrito de los intervinientes, Pedro Núñez, Víctor

Lópezy Francisca Hernández, dominicanos, mayores de edad,

agricultores los dos primeros y comerciante la última, casa-
dos, cédulas 2294. 5264 y 5579, series 64 suscritos por el Dr.
Valerio Valeriano Morales, cédula 3158, serie 31, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte el 1ro. de febrero del

1980:
Visto el auto dictado en fecha 3 de tebrero del corriente

año 1983, poi- el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamerte con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por los recurrentes, que
se mencionan más adelante, y 49 y 52 de la Ley 241 del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y
10, reformado, de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor;

Considerando. que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en Paso
Hondo, jurisdicción del Municipio de Teneres, en el que
resultó con lesiones corporales una persona el Juzgada de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en atri-
buciones correccionales, dictó el 28 de enero de 1976, una

FEBRERO DEL 1983 NO.

de Apelación de San Fran-
noviembre de 1976.
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sentencia cuyo dispositivo consta transcrito en el de la se,
tencia ahora impugnada; 14 que sobre los recursos in-
terpuestos intervino el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice: "FALLA:PRIMERO:Declara regulares
y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Alfonso García Almánzar, la
persona civilmente responsable Miguel Andrés García Al-
mánzar, Seguros Pepín, S. A., y la parte civil constituida Pe-
dro Núñez, contra sentencia correccional No. 38 de fecha 28
de enero de 1976, dictada por el Juzgado de Primera Ins,
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Se declara al prevenido Alfonso García
A., culpable de violar el artículo 49 letra c) de la ley 241 en
perjuicio de los nombrados Miguel López Suárez, Pedro
Núñez y Víctor López y en consecuencia se condena al pago
de una multa de RDS40.00 (cuarenta pesos oro) acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Se condena además al
pago de las costas penales; Segundo: se declara regular y
válida en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Héctor A. Almánzar, en 	 representación de
los nombrados Dr. Valerio Valeriana Morales, a nombre y
representación de los nombrados Pedro Núñez, Francisco
Hernández y Víctor López, en sus propios nombres los dos
últimos y a nombre y representación de su hijo menor Miguel
López, en contra del plevenido Alfonso García Almánzar, de
su comitente señor Miguel Andrés García y Almánzar, y
contra la compañía aseguradora Seguros Pepín S. A., por ser
procedente y bien fundadas; Tercero: Se condena al pre-
venido solidariamente con su comitente señor Miguel Andrés
García a pagar a los señores Víctor López y Francisco Her-
nández, en sus calidades de padre del menor lesionado
Miguel López la suma de RDS2,000.00 (dos mil pesos oro)
más los intereses legales de esta suma a partir de la demanda
en justicia y a título de i ndemnización suplementaria como
justa reparación por los daños morales y materiales recibidos
por su hijo en el accidente; Cuarto: Se condena al prevenido
solidariamente con su comitente a pagar a la señora Fran-
cisca Hernández de López la suma de R DS1,945.00 (mil no-ve c ientos'curenticinco pesos oro), como justa reparación por
los daños materiales sufridos por ella a causa de la des-
trucción de los efectos de un comercio de su propiedad
ubicado en la casa destruida a causa del accidente, más los
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intereses legales de. esta s.uma. a partir de la demanda en

a t e indemnizaci ón suplement ia ; Quinto: Seiiuuceia.ss

nia Almnzar p'or	 habe r probado	 señor

faóhaza la consti
ítulo

t
d
ución en parte civil hecha por

ar
 el señor Pedro

Núñez
	
medio de su abogado constituido y apoderado

especial Dr. Valeria Valeriana Morales representado por el Dr.

Héctor AntO
ser el propietario	

á
de la casa destruida;

no
	toSex: Sede condena al

Prevenido Alfonso_ García Almánza r solidariame nte con su

comitente seño r Miguel Andrés Almánza r al pago de las costas

civiles del proceso , ordenan do la distracción de las mismas, en
favor del Dr. Valeria Vateriano Morales, representado por el Dr.

N	
Almánzar, abogado quien afirma haberles

Héctor A. 
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a

la compañía asegurado ra Seguros Pepín, S. A., en virtud de
las leyes 4117 y 126 sobre Seguros Privados'; SEGU N DO: Re-
voca el ordinal Quinto de la sentencia apelada y la Corte

obrando por su propia 'autoridad y contrario imperio, declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por el señor
Pedro Núñez contra el prevenido Alfonso García Almánzar, y
en consecuencia, condena a estos últimos al pago solidario
de la suma de RDS957.95 (novecientos cincuenta y siete
peros oro con 95/100) a favor de Pedro Núñez por los daños
materiales sufridos por una casa de su propiedad como
consecuenc ia del hecho imputado al prevenido; TERCERO:
Confirma la sentencia apelada en sus demás aspectos;

CUARTO:Se condena al prevenido Alfonso García Almánzar
al pago de las costas penales de su recurso, y conjunta y soli-
dariamente con la persona civilmente responsab l e Miguel

Andrés García Almánza r al pago de las costas civiles, or-
denando su distracción a favor del Dr. Valerio Valeriana
Morales, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; QUINTO: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutoria contra la compañía de Seguros Pepín,
S. A., en virtud de la ley 4117;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el fallo
impugnado los medios siguientes: Primer Medio: Falta de
motivos sobre los hechos que ocasionaro n el accidente.- Mo-

tivación insuficiente . Segundo Medio: violación al artículo

1315 del Código Civil
Considerando, que en su:: aub medios de casación reunidos

los recurrentes alega n . en	oue según el acta policial el
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sentencia cuyo dispositivo consta transcrito en el de la sen,,
tencia ahora impugnada; b) que sobre los recursos in.
terpuestos intervino el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares
y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Alfonso García A lmánzar, la
persona civilmente responsable Miguel Andrés García Al-
mánzar, Seguros Pepin, S. A., y la parte civil constituida Pe-
dro Núñez, contra sentencia correccional No. 38 de fecha 28
de enero de 1976, dictada por el Juzgado de Primera Ins-1
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice
asf:'Falla: Primero: Se declara al prevenido Alfonso García
A., culpable de violar el artículo 49 letra c) de la ley 241 en
perjuicio de los nombrados Miguel López Suárez, Pedro
Núñez y Víctor López y en consecuencia se condena al pago
de una multa de RDS40.00 (cuarenta pesos oro) acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Se condena además al
pago de las costas penales; Segundo: se declara regular y
válida en la forma y en el fondo la constitución en parte civil
hecha por el Dr. Héctor A. Almánzar, en 	 representación de
los nombrados Dr. Valerio Valeriano Morales, a nombre y
representación de los nombrados Pedro Núñez, Francisco
Hernández y Víctor López, en sus propios nombres los dos
últimos y a nombre y representación de su hijo menor Miguel
López, en contra del plevenido Alfonso García Almánzar, de.
su comitente señor Miguel Andrés García y Almánzar, y
contra la compañía aseguradora Seguros Pepín S. A., por ser
procedente y bien fundadas; Tercero: Se condena al pre-
venido solidariamente con su comitente señor Miguel Andrés
García a pagar a los señores Víctor López y Francisco Her-
nández, en sus calidades de padre del menor lesionado
Miguel López la suma de RDS2,000.00 (dos mil pesos oro)
más los intereses legales de esta suma a partir de la demanda
en justicia y a título de i ndemnización suplementaria como
justa reparación por los daños morales y materiales recibidos
por su hijo en el accidente; Cuarto: Se condena al prevenido
solidariamente con su comitente a pagar a la señora Fran-
cisca Hernández de López la suma de RDS1,945.00 (mil no-
vecientos'curenticinco pesos oro), como justa reparación por
los daños materiales sufridos por ella a causa de la des-
trucción de los efectos de un comercio de su propiedad
ubicado en la casa destruida a causa del accidente, más los
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intere
ses legales de esta suma a partir de la demanda en

a títuloode indemnización suplementa ria ; Quinto: Se

e
sthicaizaayla constitución en parte civil hecha por el señor Pedro

Núñez por medio de su abogado constituido y apoderado
especial Dr. Valerio Valeriano Morales representado por el Dr.

Héctor Antonia Almánza r Por no habe r probado dicho señor

se r el propietario de la casa destruida; Sexto: Sede condena al

prevenido Alfonso. García Almánzar solidariamente con su

comitente señor Miguel Andrés Almánza r al pago de las costas

civiles del proceso, ordenando la distracc ión de las mismas, en

favor del Dr. Valerio Vateriano Morales, represen tado por el Dr.

Héctor A. Almánzar, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se declara la presente
sentencia en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a

la compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., en virtud de
iasleyes 4117 y 126 sobre Seguros Privados': SEGU N DO: Re-

voca el ordinal Quinto de la sentencia apelada y la Corte
obrando por su propia 'autoridad y contrario imperio, declara

buena y válida la constitució n en parte civil hecha por el señor
Pedro Núñez contra el prevenido Alfonso García Almánzar, y

en consecuenc ia, condena a estos últimos al pago solidario
de la suma de RDS957.95 (novecientos cincuenta y siete
peros oro con 95/100) a favor de Pedro Núñez por los daños
materiales sufridos por una casa de su propiedad como
consecuencia del hecho imputado al prevenido; TERCERO:

Confirma la sentencia apelada en sus demás aspectos;

CUARTO:S e condena al prevenido Alfonso García Almánzar
al pago de las costas penales de su recurso, y conjunta y soli-
dariamente con la persona civilmente responsab l e Miguel

Andrés García Almánza r al pago de las costas civiles, or-
denando su distracción a favor del Dr. Valerio Valeriano
Morales, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-

talidad; QUINTO : Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutoria contra la compañía de Seguros Pepín,
S. A., en virtud de la ley 4117;

Considerand o, que los recurrentes proponen contra el fallo

impugnado los medios siguiente s: Primer, Medio: Falta de

motivos sobre los hechos que ocasionaro n el accidente.- Mo-

tivación insuficiente. Segundo Medio: violación al artículo
1315 del Código Civil

Considerando, que en su: ocia medios de casación reunidos

los recurrentes alega n . en sinteso.t. oue según el acta policial el
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accidente se produjo porque al vehículo se le explotó 
unagema delantera izquierda, por lo que el conductor perdió elcontrol y se estrelló contra la casa. Que la Corte a-qua, 

paradeclarar culpable al conductor: se limitó a consignar lasdec laraciones del testigo Germán Polanco, etc."; que laspartes civiles constituidas o sea los padres del menor agra.viado ni Pedro Núñez, ni p robaron sus calidades para solicitarlas indemnizaciones que les fueron concedidas; Pero,Considerando, que en la sentencia i mpugnada se pone demanifiesto que la Corte a-qua, mediante la po nderación de loselementos que fueron regularmente administrados en lainstrucción de la causa, dio por establecido lo siguiente: a)
que siendo más o menos las diez de la noche del 23 de julio de1975, mientras Alfonso García Almánzar, conduciendo suautomóvil placa 206-012 transitaba por la carretera SanFrancisco de Macorís-Tenares, al llegar al kilómetro 3 de estaúltima población se estrelló contra la casa propiedad de PedroNúñez, ocasionando daños al comercio allí establecido yatropellando al menor Miguel López Suárez causándolelesiones corporales curables después de veinte días; bl que el

accidente se debió a la imprudencia del prevenido rec u rrente,por transitar en una curva a mucha velocidad, en una carre-tera mojada por una lluvia caída momentos antes, aconsecuencia de lo cual, el vehículo se desvió de la carreterachocando con un poste del tendido eléctrico, donde se leexplotó un neumático y fue a estrellarse contra el comerciode Víctor López;
Considerando, que tal como se advierte por lo an-

teriormente expuesto, la sentencia impugnada contiene unarelación completa de los hechos de la causa y motivossuficientes y pertinentes, que han permitido a la SupremaCorte verificar que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que en cuanto a la falta de calidad alega-da; en el expediente constan: a) el acta de nacimiento de la
víctima, según la cual Miguel es hijo Legítimo, de VíctorLópez Vargas y Francisca Hernández; b) certificación del
Tesorero Municipal de Teneres de fecha 7 de septiembre de
1976, según la cual, a Francisca H enández, se le expidió lapatente No. 38, correspondiente al primer semestre de 1975,sobre provisiones al detalle y el una decisión del Tribunal de
Tierras del 27 de octubre de 1971, referente a la Parcela 296,
Distrito Cazastral No. 5 de San Francisco de Macorís, la cual,
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decaíIra 
que las únicas personas con derechos sobre los

	

• es re
os,	

por el finado Jesús Núñez Tejada son sus hi-

	

ben	 los que figura Pedro Núñez Castillo; en tanto que
i•ir' tri nedneme nizaciones son apreciadas por los jueces; por todo

iescual, los medios propuestos carecen de fundamento y de-

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
ser desestimados;ben

a cargo del prevenido el delito de golpes por imprudencia,
cometido con la conducción de un vehículo de motor, pre-
visto por el artículo 49 de la Ley 241, sancionado en la letra c)
de dicho texto legal con las penas de seis meses a dos años
de prisió n Y multa de cien a quinientos pesos, cuando la
enfermedad o imposibilidad de la víctima para dedicarse a su
trabajo durare más de viente días como sucedió en la especie;
que al condenar la Corte a-qua al prevenido al pago de una
multa de cuarenta pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente ocasionó da-
ños materiales y morales a Víctor López y Francisca Her-
nández, que fueron evaluados en dos mil pesos; y a la misma
Francisca Hernández de López, en la suma de RD$1,945.00,
como consecuencia de la destrucción de los efectos de un
comercio de su propiedad y en RDS957.95, por los daños ma-
teriales sufridos por Pedro Núñez; que al condenar al pre-
venido Alfonso García juntamente con Miguel Andrés Al-
mánzar, a pagar las sumas antes señaladas más los intereses
legales sobre la primera suma, a título de indemnización, a
partir de la demanda y hacer dichas condenaciones oponibles
a la Seguros Pepín, S. A., la Corte a-qua, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383, 1384 del Código Civil y del 1 y
10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Pedro Núñez, Víctor López y Francisca Hernández en los
recursos de casación interpuestos por Alfonso García Al-
mánzar, Miguel Andrés García y la compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones
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accidente se produjo porque al vehículo se le explotó ungoma delantera izquierda, por lo que el conductor perdió r:control y se estrelló contra la casa. Que la Corte a - q ua, parldeclarar culpable al conductor: se limitó a consignar i¿declaraciones del testigo Germán Polanco, etc."; quepartes civiles constituidas o sea los padres del menor agniviado ni Pedro Núñez, ni p robaron sus ca lidades para soliciL,las indemnizaciones que les fueron concedidas; Pero,Considerando, que en la sentencia impugnada se pone demanifiesto que la Corte a-qua, mediante la ponderación de loselementos que fueron regularmente administrados en lainstrucción de la causa, dio por establecido lo siguiente: a)
que siendo más o menos las diez de la noche del 23 de julio 

de1975, mientras Alfonso García Almánzar, conduciendo suautomóvil placa 206-012 transitaba por la carretera SanFrancisco de Macorís-Tenares, al llegar al kilómetro 3 de estaúltima población se estrelló contra la casa propiedad de PedroNúñez, ocasionando daños al comercio allí establecido yatropellando al menor Miguel López Suárez 
causándolelesiones corporales curables después de veinte días; b) que el

accidente se debió a la imprudencia del prevenido rec u rrente,por transitar en una curva a mucha velocidad, en una carre-
tera mojada por una lluvia caída momentos antes, aco

nsecuencia de lo cual, el vehículo se desvió de la carretera
chocando con un poste del tendido eléctrico, donde se le
explotó un neumático y fue a estrellarse contra el comercio
de Víctor López;

Co
nsiderando, que tal como se advierte por lo an-teriormente expuesto, la sentencia impugnada contiene una

relación completa de los hechos de la causa y motivos
suficientes y pertinentes, que han permitido a la Suprema
Corte verificar que en la especie se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; que en cuanto a la falta de calidad alega-da; en el expediente constan: al el acta de nacimiento de la
víctima, según la cual Miguel es hijo Legítimo, de Víctor
López Vargas y Francisca Hernández; b) certificación delTesorero Municipal de Tenares de fecha 7 de septiembre de
1976, según la cual, a Francisca Henández, se le expidió lapatente No. 38, correspondiente al primer semestre de 1975,sobre provisiones al detalle y c/ una decisión del Tribunal de

Tierras del 27 de octubre de 1971, referente a la Parcela 296,Distrito Catastral No. 5 de San Francisco de Macorís, la cual,

declara que las únicas personas con derechos sobre los
bienes relictos por el finado Jesús Núñez Tejada son sus hi-

llbeoscnusIe

Considerando,
' desestimados

;  que
   io

;es, entre los que figura Pedro Núñez Castillo; en tanto que

a

'indemnizaciones son apreciadas por los jueces; por todo
les medios propuestos carecen de fundamento y de-

s hechos así establecidos constituyen

a c
argo del prevenido el delito de golpes por imprudencia,

cometido con la conducción de un vehículo de motor, pre-
visto por el artículo 49 de la Ley 241, sancionado en la letra c)
de dicho texto legal con las penas de seis meses a dos años
de prisión y multa de cien a quinientos pesos, cuando la
enfermedad o imposibilidad de la víctima para dedicarse a su
trabajo durare más de viente días como sucedió en la especie;
que al condenar la Corte a-qua al prevenido al pago de una
multa de cuarenta pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablec ido que el hecho del prevenido recurrente ocasionó da-
ños materiales y morales a Víctor López y Francisca Her-
nández, que fueron evaluados en dos mil pesos; y a la misma
Francisca Hernández de López, en la suma de RDS1,945.00,
como consecuencia de la destrucción de los efectos de un
comercio de su propiedad y en RDS957.95, por los daños ma-
teriales sufridos por Pedro Núñez; que al condenar al pre-
venido Alfonso García juntamente con Miguel Andrés Al-
mánzar, a pagar las sumas antes señaladas más los intereses
legales sobre la primera suma, a título de indemnización, a
partir de la demanda y hacer dichas condenaciones oponibles
a la Seguros Pepín, S. A., la Corte a-qua, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383, 1384 del Código Civil y del 1 y
10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Contiderando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que justifique

su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a

Pedro Núñez, Víctor López y Francisca Hernández en los
recursos de casación interpuestos por Alfonso García Al-
mánzar, Miguel Andrés García y la compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones
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correccionales, el 30 de noviembre de 1976, cuyo dispositivose ha copiado anteriormente del presente fallo; Segundo:Rechaza los recursos interpuestos; Tercero: Condena aAlfonso García Almánzar al pago de las costas penales y a éste
y a Miguel Andrés García, al pago de las civiles, ordenando la
distracción de las últimas en provecho del Dr. Valerio
Valeriano Morales, abogado de los intervinientes, por afirmar
haberlas avanzado en su totalidad y las hace o ponibles a la
Seguros Pepfn, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan;.- Darío Eal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente,- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-,
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 5

impugnada; Primera Cámara Penal del Juzgado
de PrimeraInstancia del Distrito Nacional, de fehca 30 de

mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Efraín Méndez Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del año 1983, años 139'

de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública como Corte de Casación la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Efraín

Méndez Gómez, dominicano, mayor de edad, conductor, cé-
dula No. 22532, serie 54, domiciliado y residente en esta
ciudad en la calle Wenceslao Alvarez No. 58, altos; contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 30 de
mayo de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

República;

dictamen del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua. el 7 de junio de 1977, a re-
querimiento del Dr. Efraín Méndez Gómez (prevenido) cédula
No. 22532, serie 54, en representació n de sí mismo, en la cual

de casación;

 se proponecontra la sentencia impugnada, ningún me iio-
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correccionales, el 30 de noviembre de 1976, cuyo dispositivo
se ha copiado anteriormente del presente fallo; Segunda:
Rechaza los recursos interpuestos; Tercero: Condena aAlfonso García Almánzar al pago de las costas penales y a éste
y a Miguel Andrés García, al pago de las civiles, ordenando la
distracción de las últimas en provecho del Dr. Valeria
Valeriana Morales, abogado de los intervinientes, por afirmar
haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la
Seguros Pepfn, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan;.- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-,
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 5

ntSe erincia impunad a ; Primra Cámara	 del Juzgado
de pmera Instanc

g
 la del Distrito Nacional

Penal
, de eh ca 30 de

mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Efraín Méndez Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan i , Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del año 1983, años 139'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública como Corte de Casación 	 la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Efraín
Méndez Gómez, dominicano, mayor de edad, conductor, cé-
dula No. 22532, serie 54, domiciliado y residente en esta
ciudad en la calle Wenceslao Alvarez No. 58, altos; contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 30 de
mayo de 1977 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada én la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 7 de junio de 1977, a re;
querimiento del Dr. Efraín Méndez Gómez (prevenido) cédula
No. 22532, serie 54, en representación de sí mismo, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada, ningún me la
de casación;
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Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del año 1983,
por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, presidente de
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en
su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con -10s,
magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de:
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, .y.
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tribunal, para corn:
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.:
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 párrafo a) de la Ley 241 de.
1967 sobre Pi ocedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo'
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 12 de
gayo de 1973, en el cual dos personas resultaron con lesiones
corporales el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción

, del Distrtio Nacional, dictó el 31 de marzo de 1976, una
antencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Se declara buena y válido en cuanto
a la forma los recursos de Apelación interpuestos en fechas 6.
del mes de abril del año 1976, por el Dr. Luis Arias Cabrera,
actuando a nombre y representación de Efraín Méndez
Gómez, y en fecha 8 del mes de abril por el Dr. Abelardo de la
Cruz Landron, actuando a nombre y en representación de
Pascual Alberto Prota Henríquez, contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción, en fecha
31 del mes de marzo de 1976, por haber sido hechas con-
forme a la Ley de la materia, y cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara Culpable al señor Efraín Méndez Gómez,
de violación a los artículso 65 y 74 acápite "a" de la Ley No.
241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en consecuencia
se condena a RDS15.00 pesos de multa;

Segundo: Se declara no culpable al señor Pascual Prota
Henríquez, por no haber violado la Ley 241, y en
consecuencia se descarga; Tercero: Se declara bueno y váli-
do en cuanto a la forma, y justa en cuanto al fondo la consti-
tución en parte civil del señor Pascual Alberto Prota Henri-
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cuarto: Secondena al señor Efraln Méndez Gómez, en
nuez:m 

ca
lidad de conductor y persona civilmente res-doe

SU	 pago de la suma de Un Mil Pesos Oro
nnsable a00) a favor del Sr. Pascual Alberto Henríquez,

tgos1000.'reparación por los daños morales y materiales ex-,
corno perimentados como consecuencia del accidente automo-
vilístico;Ouinto: Se condena al señor Efraln Méndez Gómez,
i pago de las costas civiles del procedimiento con distracción

aCie 

las mismas en provecho del Dr. Abelardo de la Cruz
Landronf SEGUNDO:En cuanto al fondo, se confirma en to-
das sus partes la sentencia objeto del presente recurso de
apelación; TERCERO: Se condena al señor Efraín Méndez

Gómez, al pago de las costas penales y civiles con distracción
de éstas últimas en favor y provecho del Dr. José Mzría
Acosta Torres, abogado, quien afirma haberles avanzado en

su totalidad":
Considerando, que la Cámara a-gua, para declarar culpable

al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de todos los elementos de
juicios que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que el 12 de mayo de
1973, mientras Efraln Méndez Gómez, conducía el vehículo
placa No. 102-375 de su propiedad de sur a norte por la aveni-
da Máximo Gómez, se originó un choque con el vehículo
placa No. 118-880 conducido por Pascual Almonte Prota
Henríquez, quién transitaba de norte a sur por la mencionada
avenida, resultando Pascual A. Prota Henríquez y Efraín
Méndez Gómez con lesiones curables antes de 10 días; b) que
el accidente se debió a la falta cometida por el recurrente al
no ceder el paso al conductor de la derecha y por doblar en la
esquina formada por la avenida Máximo Gómez y Ramón
Santana sin tomar ninguna precaución que le indujera esa
actitud al otro conductor;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes
por imprudencia causadas con la conducción de un vehículo
de motor, prevista por el artículo 40 de la Ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículo y sancionado por ese mismo texto
legal en su letra "a" con las penas de 6 dias a 6 meses de
prisión y multa de 6 a 180 pesos cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare
menos de diez días como sucedió en la especie; que al
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Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del año 1983
por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, presidente dé
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, eri
su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con los,
magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de:
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puellci Rehville,
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tribunal, para com:
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.'
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 párrafo al de la Ley 241 de.
1967 sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo.
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 12 de
rnjayo de 1973, en el cual dos personas resultaron con lesiones
corporales el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción
del Distrtio Nacional, dictó el 31 de marzo de 1976; una
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
el fallo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo dice
así: FALLA: PRIMERO: Se declara buena y válido en cuanto
a la forma los recursos de Apelación interpuestos en fechas 6,
del mes de abril del año 1976, por el Dr. Luis Arias Cabrera,
actuando a nombre y representación de Efraín Méndez
Gómez, y en fecha 8 del mes de abril por el Dr. Abelardo de la
Cruz Landron, actuando a nombre y en representación de
Pascual Alberto Prota Henríquez, contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción, en fecha
31 del mes de marzo de 1976, por haber sido hechas con-
forme a la Ley de la materia, y cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara Culpable al señor Efraín Méndez Gómez,
de violación a los artículso 65 y 74 acápite "a" de la Ley No.
241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en consecuencia
se condena a RDS15.00 pesos de multa;

Segundo: Se declara no culpable al señor Pascual Prota
Henríquez, por no haber violado la Ley 241, y en
consecuencia se descarga; Tercero: Se declara bueno y váli-
do en cuanto a la forma, y justa en cuanto al fondo la consti-
tución en parte civil del señor Pascual Alberto Prota Henri-
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Cuarto: Secondena al señor Efraín Méndez Gómez. en
doble calidad de conductor y persona civilmente res-
cabre al pago de la suma de Un Mil Pesos 	 Oro

°01/ 11,000,00) a favor del Sr. Pascual Alberto Henríquez,
:lomo reparación por los daños morales y materiales ex-.
perimentados como consecuencia del accidente automo-

r ist ico; Quinto : Se condena al señor Efraín Méndez Gómez,
,1 ¡ya g O de las costas civiles del procedimiento con distracción
d' e las m ismas en provecho del Dr. Abelardo de la Cruz
Landron;'SEGU NDO: En cuanto al fondo, se confirma en to-
d as sus partes la sentencia objeto del presente recurso de
apelación; TERCERO : Se condena al señor Efraín Méndez
Gómez, al pago de las costas penales y civiles con distracción
de éstas últimas en favor y provecho del Dr. José Mrría
Acosta Torres, abogado, quien afirma haberles avanzado en
sa u

l prevenido

t
Considerando,

ci t a l i d a d' '
:  que la Cámara a-qua, para declarar culpable
recurrente y tallar como lo hizo, dio por es-

tablecido mediante la ponderación de todos los elementos de
juicios que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: al que el 12 de mayo de
1973, mientras Efraín Méndez Gómez, conducía el vehículo
placa No. 102-375 de su propiedad de sur a norte por la aveni-
da Máximo Gómez, se originó un choque con el vehículo
placa No. 118-880 conducido por Pascual Almonte Prota
Henríquez, quién transitaba de norte a sur por la mencionada
avenida. resultando Pascual A. Prota Henríquez y Efraín
Méndez Gómez con lesiones curables antes de 10 días; b) que
el accidente se debió a la falta cometida por el recurrente al
no ceder el paso al conductor de la derecha y por doblar en la
esquina formada por la avenida Máximo Gómez y Ramón
Santana sin tomar ninguna precaución que le indujera esa
actitud al otro conductor;

Considerando, que los hechos así establecidos,	 cons-
tituyen a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes
por imprudencia causadas con la conducción de un vehículo
de motor, prevista por el artículo 40 de la Ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículo y sancionado por ese mismo texto
legal en su letra "a" con las penas de 6 días a 6 meses de
prisión y multa de 6 a 180 pesos cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo durare
menos de diez días como sucedió en la especie; que al
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condenar al prevenido recurrente al pago de una multa
15.00 pesos sin acoger circunstancias atenuantes, co:
firmando la sentencia de primer grado, la Cámara a-9ua.
procedió correctamente en ausencia de recurso de apelación
del Ministerio Público;

Considerando, que asimismo la Cámara a-gua dio por esta..
belcido aue el hecho del prevenido ocasionó a Pascual Alberto
Prota Henríquez, constituido en parte civil, daños materiales y
Morales que evaluó • en la suma de RDS1,000.00; que al
condenar a Efrafn Méndez Gómez, en su doble condición de
prevenido y propietario del vehículo al pago de esa suma a ti-
tulo de indemnización, la Cámara a-gua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que, examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Efraín Méndez Gómez, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Primera
Cámara Pbnal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional el 30 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a Efraín
Méndez Gómez al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi- j

41.1
ña.- Miguel Jacobo F., Secretario General.

sENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 NO. E.

sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de
fecha Ira de noviembre de 1977.

Materia: Correccional
Recurrente (s): Virgilio Hernández
Interviniente (s): Narcisa Peguero;

Abogado (s): Lic. Julio Benoit Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Cone de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Aiourauerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S.. Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia

Pública, corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de Casación interpuestos por José

Virgilio Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 3964 serie 73, domiciliado y residente en la
sección Loma de Cabrera, Dajabón, Rafael Grullón y/o
Genaro Antonio Martínez, dominicano, mayor de edad,
domicif ado y residente en Gurabo, Santiago y Seguros Pa-
tria, S. A., con asiento social en la caso N. 98 de la calle
General López de Santiago de los Caballeros, contra sen-

tencia dictada en atribuciones Correccionales, el 1ro. de no-

viembre de 1977, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

e,
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. IFD0): Miguel Jacobo F
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condenar al prevenido recurrente al pago de una multa de
15.00 pesos sin acoger circunstancias atenuantes, cuu.
firmando la sentencia de primer grado, la Cámara a-qua
procedió correctamente en ausencia de recurso de apelación.
del Ministerio Público;

Considerando, que asimismo la Cámara a - q uadio por esta-
belcido que el hecho del prevenido ocasionó a Pascual Alberto
Prota Henriquez, constituido en parte civil, daños materiales y
Morales que evaluó en la suma de RDS1,000.00; que al
condenar a Efraín Méndez Gómez, en su doble condición de
prevenido y propietario del vehículo al pago de esa suma a tí-
tulo cle inclemnización, la Cámara a -qua hlzo una correcta
aplicación del articulo 1383 del Código Civil;

Considerando, que, examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio a:guno que justifique su casación;.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Efraín Méndez Gómez, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Primera
Cámara Pbnal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional el 30 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia en
pane anterior del presente fallo; Se g undo:Condena a Efraín
Méndez Gómez al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darfo Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 NO. E.
SENTENCIA

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado
ne Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de

fecn3 trO. de noviembre de 1977.

Materia. Correccional
Recurrente (s): Virpilio Hernández
Interviniente (s): Narcisa Peguero;

Aboga do (s) . Lic. Julio Benoit M3rtínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de JUS6Cia,
rugniarmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chuoani Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, FernancIo E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael

Aiburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ha, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional, hoy día 4 de f ebrero del 1983, años 139' de
la Inclependencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
óública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de Casación interpuestos por José
Virgilio Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula N D, 3964 serie 73, domiciliado y residente en la
sección Loma de Cabrera, Dajabón, Rafael Grullón y/o
Genaro Antonio Martínez, dominicano, mayor de edad,
domic irado y residente en Gurabo, Santiago y Seguros Pa-
tria, S. A., con asiento social en la caso N. 98 de la calle
General López de Santiago de los Caballeros, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, el 1ro. de no.
viembre de 1977, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al a l guacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

certifico. (FD0): Miquel Jacobo F
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Oído al Lic. Jorge Suncar, en la lectura de sus conclusionesen representación del Lic. Julio Benoit Martínez, cédula No,
65018, serie 31, abogado de la interviniente Narcisa Peg uero,dominicana, mayor de edad, casada, de queha ceresdomésticos, cédula No. 9260, serie 3, domiciliada y residenteen esta ciudad;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en laSecretaría de la Cámara a - qua el 25 de enero de 1978, a re-querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla en representaciónde los recurrentes en la cual no se propone contra la sen-tencia impugnada, ningún medio de casación;Visto el escrito del in terviniente del 16 de noviembre de1979, suscrito por su abogado;
Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente

affo 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Cor-te de Justicia, por medio del
cual integra en su calidad dicha Corte, con¡untamente con losMagistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de !aFuente, Leonte Rafael A lburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Ahelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal,para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de con formidad con lasLeyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los crtículos 61 párrafo "a" y 64 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsitc y Vehículos y 1. 37, 62 y 65 de la Ley sobreProcecl imiento de Casación;

Cohsiderando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a due ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidentede tránsitc ocurrido en fecha 12 de julio de 1975,
en la ciudadde Santiago de los Caballeros, en el cual nadie
resultó con lesiones corporales y sólo los vehículos con
desperfectos, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir-cunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 18 de.julio de 1976. una sentencia cuyo d ispositivo a parece copiadoen el de la anora impugnada; b) que sobre los recuisos in-
terpuestos, intervino el fallo ahora impugnado con elsiguiente dispositivo: PRIMERO:Que debe declarar como enefecto declara bueno y válido el recurso• de apelación in-terpuesto por José Virgilio Hernández, Sindicato de Choferes
de Gurab0 y/o Genaro Antonio Martínez y la compañía de
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pa tria, S.A.. por haberlo hecho en tiempo hábil y de
seguros

señor José Virgilio Hernández, culpable de violar la

normas y exigencias, del procedimiento, en

raied
iaatcele

idice asi:Primero : Que debe declarar y declara alde Sant iago, y cuyo dispositivo copiado tex-
°tacp°°l5har:°z de la Segunda Circunscripc ión de este Distri-

SEGU NDO: En cuanto al fondo que debe

aftffj1C-Ir t jea4anleÍ3r lafr itar adeact o

ae r 
efecto confirma la sentencia anterior No.

18 de diciembre del 1975, dictada por el

Le,y 241. sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en sus ar-
tículos 61 y 64 y en consecuenc ia de su reconocida cul-
pebilidad, !o debe condenar y condena al pago de una multa
de Ros5.00 y costas en defecto; Segundo: Que debe declarar

y 
declara al prevenido Jesús A. Robles Peguero no cu!pable

de violar la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en
consecuencia lo descarga de toda responsabi li dad por no ha-

ber comet ido , 1 alta alguna en el presente caso, declarando en

cuanto a el las costas de oficios; Tercero : Que debe declarar

declara buena y válida en cuanto a la forma las constituciones
en parte civil intentada por los señores del Sindicato de Cho-
feres Independie ntes de Gurabo y/o Genaro Antonio Mar-
tínez, a través de su abogado constituido y apoderado es-
pecial el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, y la señora
Narcisa Peguero a través de su abagado constituido y apo-
derado especial Lic. Juflo Benoit Martínez y en cuanto al
fondo se condena al Sindicato de choferes Independien tes de
Guraho y/o Genaro Antonio Martínez en su calidad de
persona civilmente responsable como comitente del señor

José Virgilio Hernandez al pago de una indemnizac ión que
deberá ser justificada por Estado en favor de Narcisa Peguero
como justa reparación de daños y perjuicios morales y ma-
teriales experimentados por ellos a consecuenc ia del ac-
cidente, incluyendo el lucro cesante y la despreciació n sufrida

por el vehículo; Cuarto: Oue debe condenar y condena al
Sindiccto de Choferes Independien tes de Gurabo y/o Genaro

Anton i o MartInez al pago de los interese s legales de las sumas
acordadas en principal de la demanda en Justicia a título de
indemnización suplementa ria ; Quinto:Que debe cieclarar y

declara la presente sentencia común, oponible y ejecutable a

la Compañía de Seguros, Patria, S. A., en su calidad de enti-
dad esegure.do ra de la responsabilidad civil del Sindicato de-

Choferes Independientes de Gurabo y/o Genaro Antonio
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Oído al Lic. Jorge Suncar, en la lectura de sus conclu sionesen representación del lic. Julio Benoit Martínez, cédula No .65018, serie 31, abogado de la interviniente Narcisa Peguero,do:ninicana, mayor de edad, casada, de quehaceresdomésticos, cédula No. 9260, serie 3, domiciliada y residenteen esta ciudad;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua el 25 de enero de 1978, a re-querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla en representaciónde los recurrentes en la cual no se propone contra la sen-tencia impugnada, ningún medio de casación;
Visto el escrito del interviniente del 16 de noviembre de

1979, suscrito por su abogado•
Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente

año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su calidad dicha Corte, conjuntamente con losMagistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo PuelloRenville y Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con lasLeyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los .art(culos 61 párrafo "a" y 64 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos y 1. 37, 62 y 65 de la Ley sobre
ProcedImiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia i mpugnada y en los
documentos a que ella se refiere ccnsta: a) que con rnotivo de
un accidentede tránsito ocurrido en fecha 12 de julio de 1975,
en la ciudadde Santiego de los Caballeros, en el cual nadie
resultó con lesiones corporales y sólo los vehículos con
desperfectos, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 18 de.
julio de 1975. una sentencia cuyo dispositivo a parece copiadoen el de la ahora impugnada; b) que sobre los recuisos in-
terpuestos, intervino el fallo ahora impugnado con elsiguiente dispositivo• PRIMERO:Que debe declarar como en
efecto declara bueno y válido el recurso , de apelación in-
terpuesto por José Virgilio Hernández, Sindicato de Choferes
de Gurabo y/o Genaro Antonio Martínez y la compañía de
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seguros patria. S.A., por haberlo hecho en tiempo hábil y de
las normas y exigencias, del procedimiento, en

actleortdo°331a forma; SEGU NDO:En cuanto al fondo que debe

cuco
-anfirmar como en efecto confirma la sentencia anterior No.

de lacha 18 de diciembre del 1975, dictada por el
Juzoado de Paz de la Segunda Circunscri pc ión de este Distri-

to	 de Sant iago, y cuyo dispositivo copiado tex-

tooirnente dice asi:Primero : Que debe declarar y declara al

prevenido señor José Virgifio Hernández, culpable de violar la
Ley 241. sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en sus ar-

trec

y 64 y en consecuenc ia de su reconocida cul-

dPabuRilds$ 635°,100.	y COStaS en defecto:Segundo:Que debe declarar
lo debe condena r y condena al pago de una multa

y declara al prevenido Jesús A. Robles Peguero no cu!pable
de violar la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en
consecuencia lo descarga de toda responsabi lidad por no ha-

ber comet ido, falta alguna en el presente caso, declarando en
cuanto a el las costas de oficios:Tercero:Que debe declarar y
declara buena y válida en cuanto a la forma las constituciones
en parte civil intentada por los señores del Sindicato de Cho-

feres Independientes de Gurabo y/o Genaro Antonio Mar-
tínez, a través de su abogado constituido y apoderad o es-

pecial el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, y la señora
Narcisa Peguero a través de su abogado constituido y apo-
derado especial Lic. Julio Benoit Martínez y en cuanto al
fondo se condena al Sindicato de choferes Independientes de

Gurabo y/o Genaro Antonio Martínez en su calidad de
persona civilmente responsab le como comiteme del señor
José Virgilio Hernández al pago de una indemnizac ión que

deberá ser justificada por Estado en favor de NarCiSa Peguero

como justa reparación de daños y perjuicios morales y ma-

teriales experimentados por ellos a consecuenc ia del ac-

cidente, incluyendo el lucro cesante y la despreciac ión sufrida

por el vehículo; Cuarto: Que debe condena r y condena al

Sindiccto de Choferes Independientes de Gurabo y/o Genaro
Antonio Maninez al pago de los intereses legales de las sumas
acordadas en principal de la demanda en Justicia a título de
indemnización suplementa ria; Cluinto : Oue debe declarar y

declara la presente sentenc ia común, oponible y ejecutable a
la Compañía de Seguros, Patria, S. A., en su calidad de enti-

dad asegurado ra de la responsabil idad civil del Sindicato de-

Choferes Independientes de Gurabo -y/o Genaro Antonio
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Manína..: respecto dal vehículo de su propiedad envuelto en
accidente Sexto: Oue debe condenar y condena al
de Choferes Independientes de Gurabo y/.o Genaro Antonio-Martínez v la compañía de Seguros Patria S.A, al - pago de

COSt33 civiles del p rocedimiento ordenando su distracción
en provecho del Lic. Julio Benoit Martínez. quien afirma
estarles avanzando en su totalidad;

Considerando, que Rafael Grullón vio Genaro Antonio
Manínez, puestos en causa corno civilmente responsablea yta Seguros Patria, S. A., puesta en causa como aseg uradorano han expuesto los medíos en que los fundan como lo exige
a pena de nutidad el anículo 37 de la Ley sobre Procedimientode Casación, razón por la cual to que se examinara solamenteel recurso del prevenido;

Consicferando, que para deciarar culpable al prevenido
recurrente y fallar como lo hizo la Cámara a-qua dío por esta.blecido mediante la ponderación de todos los e lementos deluicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa lo siguiente: a) que el día 12 de julio de
1975, mientras el carro placa No. 210-666, propiedad del
Sindicato de Choferes Independientes de Gurabo asignado a
Genaro Antonio Manínez, asegurado con la. póliza No. A-
7073, ds Seguros Patria, S. A., transitaba de Ñbrte a Sur porla csi le enriquillo chocó al vehículo placa No. 133-558, propie-
dad de Narcisa Peguero, el cual transitaba de Norte a Sur por
la calle Enriquillo resultando arnbos vehfculos con des-perfectos; b) qu el accidente se cfebió a la imprudencia come-
tida por V;rgilio Hernández, por conducir su vehículo a unavelocidad que no le permitiódetenerlo para evitar el accidente
ya que el otro vehículo transitaba por una vía p referencial, enrelación a la vía por la cual él transitabe, lo que lo obliga atomar precauciones;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de violación al
anículo 61 párrafo ''a" de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsíto
y Vehículos sancionado por el anículo 64 de la inclicada Ley
con multa no menor de 25 pesos ni mayor de 30 o prIsión por
un término, no menor de cinco días ni mayor de seis meses o
ambas penas a la vez; que al condenar al p revenido a unamulta de RD$5.00 pesos, sanción inferior al mínimo es-tablecido por la Ley, confirmando la sentencia de primer gra-do, en ese aspecto, la Cárnera a-qua procedió correctamente

ausenc	 • d
pelación del MinIsteno público;

,lecicutlersfxa cimeinAa a en sus demás aspectos en lo

11,-,sindceiireaarnnddee°1 al interés	 del prevenido la sentencia im-

I,Ton
vída- no contiene vicio alguno que justifiqua su casación;
r tales motivos:Primero: Admite como interviniente 8

miPreejsa 
Peguero en los recu rsos de casación interpuestos por

virgilio Hernández, Rafael Grullón y/o Genaro Antonio
Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada

-Men-aarttírnibeu
tcYlones correccionales el 1ro. de noviembre de 1977,

Or 13 

Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera ins-

ans
sdel Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo

aparece copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de Rafael Grullón y/o
Genaro Antonio Martínez y Seguros Patria, S. A., contra 13

inclicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso dal pre-
venido José Virgilio Hernández y lo condena al oago da las
costas penales y a éste y a Rafael Grullón y/o Genaro Antonio
Martínez, persona civilmente respOnsab le al pago da las
costas civiles, ordenando su distracción en favor dal Lic.
Julio Benoit Martínez, abogado de la interviniente. quien
afirma haberlas avanzado en su totaklad y las hace oponibles

a la Seguros Patria, S. A., dentro de los términos de la póliza,
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- D3r10 B31-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- luis Víctor García de Paña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pl-
ña.- Iviiguel Jacobo, Secretario General.-

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por ios se-
Mores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certilico. (Firmado): Miguel Jacobo.-
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Martíns.: respecto cial vehículo de su propiedad envuelto en
accidente Sexto: Ouedebe condenar y condena al Sindicajo
de Choferes Indepenciientes de Gurabo yto Genaro Antonto
Martínez v la compañía de Seguros Patria S.A, al,pago sie
las costas civaes det procedirniento ordenando su distracción
en provecho del Lic. Julio Benoit Martínez, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad;

Consíderando, que Rafael Grullón y,o Genaro Antonto
Msrtínez. puestos en causa corno civilmente responsables y

Scguros Patria, S. A., puesta en causa como aseguradora
no han expuesto los medios en que los fundan como lo exige
a pena de nutidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimtento
de Casación, razón por la cual lo que se examinara solamente
el recurso del prevenido;

Considerando, que para declarar culpable al prevenido
recurrente y faller como lo hizo la Cámara a-qua dio por esta-
blecido mediante la ponderación de todos los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa lo siguiente: a) que el día 12 de julio de
1975, mientras el carro placa No. 210-666, propiedad det
Sindicato de Choferes Indepenchentes de Gurabo asignado a
Genaro Antonio Martínez, esegurado con la. póliza No. A-
7073, de Seguros Patrta, S. A., transitaba de f s.)brte a Sur porla cal le enriquillo choc6 al vehículo placa No. 133-558, propie-
dad de Narcisa Peguero, el cual transitaba de Norte a Sur por
la caile Enriquillo resultando embos vehículos con des-
perfectos; b) qu el accidente se debió a la imprudencia come-
tida por Virgilio Hernández, por conducir su vehículo a una
velocidad que no le permitiódetenerlo para evitar el accidente
ya que el otro vehículo transitaba por una vía preferencial, en
retación a la vía por la cual él transitaba, lo que Io obliga a
tomar precauciones;

Considerando, que los nechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de violación al
artículo 61 párrafo "a" de la ley 241, de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos sancionado por el artículo 64 de la indicada Ley
con multa no menor de 25 pesos ni mayor de 30 o prisión pot
un término, no menor de cinco días ni mayor de seis meses o
ambas penas a la vez; que al condenar al prevenido a una
multa de RDS5.00 pesos, sanci6n inferior al rranimo es-
tablecido por la Ley, confirmando la sentencia de primer gra-do, en eseaspecto, la Cámára a-qua procedtó correctamente
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sencia del tecurso de Apelación del Minlsterto público;
enFounsiderando, que examinada en sus demás aspectos en lo

-concierne al interés del prevervido la sentencia 	 im-

q n
nada no contiene vicio alguno que justifique su casaci6.1;

P-:po
r rales motivos:Primero:Admite como intarviniente a

peguero en los recu rsos de casació n interpuestos por

iMoscarcisavirgilip Hernández, Rafael Grullón yto Genaro Antonio

martIne z y Seguros Patria, S. A., contra la sentenc ia dictad3
en atribuciones correccionales el 1ro, de novtembre de 1977,
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado da Primera
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo
aparece copiado en parte anterior del presente 	 fallo;

segundo: 
Declara nulos los recursos de Rafael Grullón yto

Genaro Antonio Martínez y Seguros Patria. S. A., contra ta
indicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso del pre-
venido José Virgiho Harnández y lo condena al oago de las
costas penalea y a éste y a Rafael Grullán y/o Genaro Antonio
Martínez, persona civilmente responsable al pago da las
costas civiles, ordenando su distracci6n en favor del Lic.
Julto Benoit Martínez, abogado de la interviniente. quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles
a la Seguros Patria, S. A., dentro de los términos de la póliza,

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Ratael
Allourquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera 
p n -

ba.- Iviiguel Jacobo, Secretario General.-

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por tos se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.-
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SE NTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 N0.7.

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 30 de abril de1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Muriel Ulay Vda. Isaac y Eulalia Justina Isaacde Cooks.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y
Máximo Puello Renville, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero
de 1983, años 139' de la Independencia y 120 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Muriel Ulay
Dunker Vda. Isaac, de nacionalidad holandesa, mayor de
edad, viuda, de quehaceres domésticos, domiciliada en la
calle 3era. No. 14, del barrio Los Maestros de San Pedro de
Macorís, cédula No. 587, serie 23, y por Eulalia Justina Isaac
de Cooks, pasaportes No. T890956 de Antillas Holandesas,
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha 30 de
abril de 1982, cuyo dispositivo dice así: "RESUELVE:
PRIMERO: Admite, por regular y válido en la forma, élrecurso de a pelación interpuesto por el doctor Miguel Angel
Acta Fadul, a nombre.y en representación de las acusadas
Muriel Ulay. Dunker viuda Isaac y Eulalia. Justina Isaac de
Cooks, contra la providencia calificativa dictada en fecha 10
de febrero de 1982, por el Juez de Instrucción de este Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, que resolvió "Declarar que
existen suficientes indicios (serios, graves y concordantes)

nara inculpar a las nombradas Muriel Ulay Dunker viuda Isaac
EulaliaJustina Isaac de Cooks, del crimen de sustracción de

5 Eulalia y en consecuenc ia ordenó el envío de las acusadas
menos	•por ante el Tribunal Criminal. SEGUNDO:	 •Confirma

TERCERO:
en todas

sus partes la providencia calificativa apelada. 
Ordena envío del proceso al magistrado Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, para los

pertinentes. CU ARTO:O rdena la notificación de

fiDainiseptsr grielteoseJanulteedsicial de San Pedro de Macorís a las nombradas
decisión al magistrado Procurador Fiscal del .

Muriel Ulay Dunker viuda Isaac y Eulalia Justina Isaac os

Cooks";
Oído al Alguaci l de túrno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

tría de la corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en

fecha 21 de mayo de 1982, a requerimie nto del doctor Miguel

Ange l Acta Fadul, en la cual no se invoca ningún medio de-

terminad o de casación;
La suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado

y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la ley 5155 de 1959. y 1 y 65 de la Ley

sobre Procedimie nto de Casación;
Considerando que de conformidad con el artículo 127 del

Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley
5155 del 1959; "Las decisiones de la Cámara de Calificación

no son susceptib les de ningún recurso"; que en el caso

ocurrente como el recurso de casació n ha sido interpuesto

contra una decisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del distrito Judicial de San Pedro de Macorís,
dicho recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, primero: Declara inadmisible el recurso

de casación interpues to por Muriel Ulay Vda, Isaac v Eulalia
Justina Isaac de Cooks contra el veredicto dictado por la

Cámara de Calificació n del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en fecha 30 de abril de 1982, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segund o: Condena

a las recurrentes al pago de las costas.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis V. García de
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 N0.
7

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del DistritoJudicial de San Pedro de Macorís. de fecha 50 de abril de
1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Muriel Ulay Vda. Isaac y Eulalia Justina Isaacde Cooks.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y
Máximo Puello Renville, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero
de 1983, años 139' de la Independencia y 120 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Muriel Ulay
Dunker Vda. Isaac, de nacionalidad holandesa, mayor de
edad, viuda, de quehaceres domésticos, domiciliada en la
calle 3era. No. 14, del barrio Los Maestros de San Pedro de
Macorís, cédula No. 587, serie 23, y por Eulalia Justina Isaac
de Cooks, pasaportes No. T890956 de Antillas Holandesas,
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha 30 de
abril de 1982, cuyo dispositivo dice así: "RESUELVE:
PRIMERO: Admite, por regular y válido en la .forma, élrecurso de apelación interpuesto por el doctor Miguel Angel
Acta Fadul, a nombre.y en representación de las acusadas
Muriel Ulay Dunker viuda Isaac y Eulalia. Justina Isaac deCooks, contra la providencia calificativa dictada en fecha 10
de febrero de 1982, por el Juez de Instrucción de este Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, que resolvió "Declarar que
existen suficientes indicios (serios, graves y concordantes)
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cisja incu:par a las nombradas Muriel Ulav Dunker viuda IsaLc

•	
Justina Isaac de Cooks, del crimen de sustracción de

me
nur, en consecuencia ordenó el envío de las acusadas' Y

por ante el Tribuna l Criminal. SEGU NDO: Confirma en todas •

s
us partes la providencia calificativa apelada. TERCERO:

Ordena el envío del proceso al magistrado Procurado r Fiscal

de este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, para los

lines legales pertinentes . CU ARTO:Ord ena la notificación de

la presente decisión al magistrado Procurador Fiscal del .

Distrito Judicia l de San Pedro de Macorís y a las nombradas

Muriel Ulay Dunker viuda Isaac y Eulalia Justina Isaac oe

Cooks";
Oído al Alguac il de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

ta ría de la corte de Apelació n de San Pedro de Macorís, en

fecha 21 de mayo de 1982, a requerim iento del doctor Miguel

Ange l Acta Fadul, en la cual no se invoca ningún medio de-

terminado de casación;
La suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado

y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento

Criminal, modificado por la ley 5155 de 1959. y 1 y 65 de la Ley

sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de conformid ad con el artículo 127 del

Código de Procedimiento Criminal, modificado por la Ley

5155 del 1959; "Las decisiones de la Cámara de Calificación

no son susceptibles de ningún recurso"; que en el caso
ocurrente como el recurso de casación ha sido interpuesto
contra una decisión de esa naturaleza, dictada por la Cámara
de Calificación del distrito Judicial de San Pedro de Macorís,
dicho recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, primero : Declara inadmisib le el recurso

de casación interpuesto por Muriel Ulay Vda, Isaac y Eulalia

Justina Isaac de Cooks contra el veredicto dictado por la

Cámara de Calificació n del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, en fecha 30 de abril de 1982, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena

a las recurrentes al pago de las costas.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis V. García de
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Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo
Máximo Puello Renville.- Miguel Jacobo
GeneraL-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
se-ñores Jueces que figuran en su enca bezamiento, enaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

quecertifico.- (F001: Miguel Jacobo F.-
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 8

sentencla Impugnada . 7ma. Cámara Penal del J. de Ira.

Instancia del Dist rito Nacional, de fecha 16 de mayo de 1979.

Recurrente ts): Felipe Tejada Martinez, Teresa Mercedes

Medina y Seguros Pepin, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Felipe Te-
jada Martínez, Teresa Mercedes Medina, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la Ave. Bolívasr No. 349, de
esta ciudad, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su
asiento social en esta ciudad; contra sentencia correccional
dictado por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del distrito Nacional, en techa 16 de mayo de 1979,
cuyo dispositivo dice asi: 'FALLA: PRIMERO: Que debe
declarar y declara regular y válido en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por los señores RAFAEL
SANTOS FRIAS, JOSE R. BURGOS, FELIPE TEJEDA
MARTINEZ, TERESA MERCEDES y la Cfa de
Seguros Pepin, S. A., contra lá sentencia No. 2595, de fecha
10 de agosto de 1978, del Tribunal Especial de Tránsito, cuyo
6IsPositivo es el siguiente: Se condena a JOSE R. BURGOS a
RD S5.00 (CINCO PESOS) de multa por violación a! Arf. 76 de
la Ley 241 y al pago de las costas. SEGUNDO: Se descarga a
DANIEL VERAS FORTAL por no haber violado .1a ley 241;

Herrera Piña.-
 0
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 8

Sentencia impugnada 7ma. Cámara Penal del J. de 1ra.
Dist rito Nacional, de fecha 16 de mayo de 1979.

IRriesct;rieandteelFelipe Tejada Martinez, Teresa Mercedes
Mcdrna y Seguros Pepin. S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan i, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Felipe Te-
jada Martínez, Teresa Mercedes Medina, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la Ave. Bolívasr No. 349, de
esta ciudad, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su
asiento social en esta ciudad; contra sentencia correccional
dictado por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del distrito Nacional, en fecha 16 de mayo de 1979.
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Oue debe
declarar y declara regular y válido en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por los señores RAFAEL
SANTOS FRIAS, JOSE R. BURGOS, FELIPE TEJEDA
MARTINEZ, TERESA MERCEDES y la Cía de
Seguros Pepin, S. A., contra lá sentencia No. 2595, de fecha
10de agosto de 1978, del Tribunal Especial de Tránsito, cuyo
dispositivo es el siguiente: Se condena a JOSE R. BURGOS a
RDS5.00 (CINCO PESOS) de multa por violación al An. 76 de
!a Ley 241 y al pago de las costas. SEGU NDO: Se descarga a
DANIEL VERAS FORTAL por no habel violado -la ley 241;
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Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera P iña.-Máximo Puello Renville.- Miguel Jacobo F., Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1,audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO): Miguel Jacobo F.-
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TERCERO: Se declara buena y válida la constitución en pa
civil interpuesta por RAFAEL SANTOS ARIAS por intermedio
de su abogado LIC. FELIX N. JAQUEZ LIRIANO en cuanto a
forma y al fondo. CIJARTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA al pago de
RDS3,000.00 (TRES MIL PESOS) .en favor de RAFAEL
SANTOS FRIAS, como justa reparación de los daños sufridos
por su vehículo en el accidente incluyendo lucro cesante y de
depreciación. QUINTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la fecha do la
demanda. SEXTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de las
costas en favor del LIC. FELIZ N. JAQUEZ LIRIANO, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad, y SEPTIMO: Esta
sentencia es oponible a la Compañía de Seguros Pepin, S. A.,
entidad aseguradora del vehículo que causó.el daño. Así se
ordena, manda y firma. SEGUNDO: En cuanto al fondo
confirma en todas sus partes la sentencia apelada;
TERCERO: Condena a los señores FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de las
costas civiles de la alzada, distrayéndolas en favor del LIC.
FELIX N. JAQUEZ .LIRIANO abogado de la Parte Civil
Constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

tarla de la Corte a-gua, el día 21 de junio de 1979, a re-
querimiento del Dr. Julio César Martínez, cédula No. 25084,
serie 37, a nombre de los recurrentes, acta en la cual no se
indica ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual carece
no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias, y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
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l
ey penal aplicada; que al no precisar la sentencia im-

pug
oaria los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema

rte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su poder

cd°ei que
control, de decidir si la ley ha sido bien o m aplicada; por

jo	
procede la casación del fallo impugnalado;

por tales motivos, U NICO: Casa la sentencia de fecha 16 de
mayo de 1979, dictada en atribuciones correccionales, por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del

Distrito Naciona l , cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; y envía el asunto por ante la
Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional.-

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Femando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo II.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello
Renville.- Miguel Jacobo F., Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienc i a pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mf, secretario General, que
certifico.- IFD0): Miguel Jacobo F.-
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TERCERO: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil interpuesta por RAFAEL SANTOS ARIAS por intermedi

ode su abogado LIC. FELIX N. JAQUEZ LIRIANO en cuantos
forma y al fondo. CIJARTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA al pao deRDS3,000.00 (TRES MIL PESOS) .en favor de RAFAEL
SANTOS FRIAS, como justa reparación de los daños sufridos
por su vehículo en el accidente incluyendo lucro cesante y de
depreciación. QUINTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de los
intereses legales de dicha suma a partir de la fecha de la
demanda. SEXTO: Se condena a FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de las
costas en favor del LIC. FELIZ N. JAQUEZ LIRIANO, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad, y SEPTIMO: Esta
sentencia es oponible a la Compañía de Seguros Pepin, S. A.,
entidad aseguradora del vehículo que causó el daño. Así se
ordena, manda y firma. SEGUNDO: En cuanto al fondo
confirma en todas sus partes la sentencia apelada; y
TERCERO: Condena a los señores FELIPE TEJADA
MARTINEZ y/o TERESA MERCEDES MEDINA, al pago de las
costas civiles de la alzada, distrayéndolas en favor del LIC.
FELIX. N. JAQUEZ .LIRIANO abogado de la. Parte Civil
Constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taria de la Corte a-gua, el día 21 de junio de 1979, a re-
querimiento del Dr. Julio César Martínez, cédula No. 25084,
serie 37, a nombre de los recurrentes, acta en la cual no se
indica ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual carece
no sólo de motivos sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias, y en materia represiva
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y
además, calificar esos hechos en relación con el texto de la
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ley penal aplicada; que al no precisar la sentenc ia im-
uOn ada los hechos y estar carentes de motivos, la Suprema

eorte de Justic ia está en la imposibilidad, al ejercer su poder

de

p
control, de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada; por

lo que procede la casación del fallo impugnado;
por tales motivos, U NICO: Casa la sentencia de fecha 16 de

mayo de 1979, dictada en atribuciones correcciona les, por la

Séptima Cáma ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Naciona l , cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; y envía el asunto por ante la
Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional.-

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. Garcla de Peña.- Hugo II.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello
Renville.- Miguel Jacobo F., Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la
audienc ia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, secretario General, que
certifico.- (FDO): Miguel Jacobo F.-
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, de fecha 15 de octubre de 1981.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Compañía Pamosa, S. A., c. s. a José H
Trinidad P.,

Abogado (s): Dr. Juan Fco. Monclús C.,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Pamosa, S. A., en la causa seguida a Jesús 1-1. Trinidad P.
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 15 de octubre de 1981, cuyo
dispositivo dice así: RESUELVE PRIMERO: Declara bueno
válido , en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor JESUS H. TRINIDAD PEREZ, contra la
PROVIDENCIA CALIFICATIVA No. 121/81, dictada por el
Juez de Instrucción de la Sta. Circunscripción del D. N., en
fecha 26 de agosto de 1981, cuyo dispositivo dice así:
"RESOLVEMOS" PRIMERO: DECLARAR, como en efecto
Declaramos, que existen cargos e indicios de culpabilidad
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su ficientes y razonables, para que el nombrado JESUS/.

TFINIDAD PEREZ (en hbertad) de generales anotadas, sea
envbdo por ante el Tribunal Criminal, por el hecho de viol.

379 y 386 del C. P.; SEGUNDO: Enviar, como enarts
efecto ENVIAMOS, por ante el Tribunal criminal al nombrado
JESUS 1-1. TRINIDAD PEREZ, para que sea juzgado con-
forme a la ley por el hecho que se le imputa; TERCERO:
ORDENAR, como en efecto ORDENAMOS, que la presente
ritOVIDENC IA CALIFICATIVA sea notificada al Mag.
Procurado r Fiscal y al inculpado y que vencido el plazo que
establece el art. 135 Ref. del Cód. de Procedimiento Criminal,
el expediente sea pasado al Mag. Procurador Fiscal del D. N.,
para los fines correspondientes".- Por haber sido hecho
conforme a las formalidades legales;SEGUNDO:En cuanto al
fondo FEVOCA la PROVIDENCIA CALIFICATIVA No. 12/81
dictada por el Juez de Instrucción de la 5ta. Circunscripción
del D. N., en fecha 26 de agosto de 1981, por falta de indicios
suficientes de culpabilidad contra el procesado JESUS H.
TRINIDAD PEREZ, y declara QUE NO HA LUGAR a su
persecución en este proceso; TERCERO: ORDENA que la
presente decisión sea comunicada al Magistrado Procurador
Fiscal del D. N., para los fines de ley correspondientes";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 30
de noviembre de 1981, a requerimiento del Dr. Juan Fran-
cisco Monclús C., en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de la recurrente del 14 de enero de 1983,
sucrito por su abogado Dr. Juan Francisco Monclús C.;

La suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en su memorial de casación la
recurrente alega en síntesis que a pesar de COe la Suprema
Corte de Justicia ha decidido en reiteradas ocasiones que las
providencias calificativas no son suscept.!:lec
recurso, en el presente caso como se operó un auto de no ha
lugar, tal decisión que no contiene motivos que la justifiquen,
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. g

Sentencia impugnada: Cámara de Calficación del Distrito
Nacional, de fecha 15 de octubre de 1981.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Compañía Pamosa, S. A., C. s. a José i-I
Trinidad P..

Abogado (5): Dr. Juan Feo. Monclús C.,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1383, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Pamosa, S. A., en la causa seguida a Jesús H. Trinidad P.
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 15 de octubre de 1981, cuyo
dispositivo dice así: RESUELVE PRIMERO: Declara bueno y
válido , en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor JESUS H. TRINIDAD PEREZ, contra la
PROVIDENCIA CALIFICATIVA No. 121/81, dictada por el
Juez de Instrucción de la Sta. Circunscripción del D. N., en
fecha 26 de agosto de 1981, cuyo dispositivo dice así:
"RESOLVEMOS" PRIMERO: DECLARAR, como en efecto
Declaramos, que existen cargos e indicios de culpabilidad

1 .,	 del D. N., en fecha 26 de agosto de 1981, por falta de indicios
suficientes de culpabilidad contra el procesado JESUS H.

411. 
.,	 TRINIDAD PER, y declara QUE NO HA LUGAR a su

persecución en este proceso; TERCER O: ORDENA que la
presente decisión sea comunicada al Magistrado Procurador
Fiscal del D. N., para los fines de ley correspondientes";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 30
de noviembre de 1981, a requerimiento del Dr. Juan Fran-
cisco Monclús C., en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de la recurrente del 14 de enero de 1983,
sucrito por su abogado Dr. Juan Francisco Monclús C.;

La suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 127 del Código de Procedimiento
Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en su memorial de casación la
recurrente alega en síntesis que a pesar de que la Suprema
Corte de Justicia ha decidido en reiteradas ocasiones que las
Providencias calificativas no son suscepftIcc da n'rctit
recurso, en el presente caso como se operó un auto de no ha
lugar, tal decisión que no contiene motivos que la justifiquen,

r_Kientes y razonables para que el nombrado JESUS.H.
SUITRINIDAD PEREZ (en libertad) .de generales anotadas, sea
eTnitiado por ante el Tribunal Criminal, por el hecho de viol.
arts. 379 y 386 del C. P.; SEGUNDO: Enviar, como en

ecta ENVIAMOS, por ante el Tribunal criminal al nombrado
JESUS H. TRINIDAD FEREZ, para que sea juzgado con-
forme a la ley por el hecho que se le imputa; TERCERO:
ORDENAR, como en efecto ORDENAMOS, que la presente
KIDVIDENCIA CALIFICATIVA sea notificada al Mag.
Procurador Fiscal y al inculpado y que vencido el plazo que
establece el art. 135 Ref. del Cód. de Procedimiento Criminal,
el expediente sea pasado al Mag. Proculador Fiscal del D. N.,
para los fines correspondientes".- Por haber sido hecho
conforme a las formalidades legales;SEGU NDO:En cuanto al
fondo REVOCA la PROVIDENCIA CALIFICATIVA No. 12/81
0;ctada por el Juez de Instrucción de la 5ta. Circunscripción
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ha privado a la parte civil constituida de indicar sus a gravios en
la indicada Cámara de Calificación lesionándose de ese modo
su derecho de defensa, por lo que, sostiene la recurrente que
la referida Providencia Calificativa debe ser casada por los
vicios y violaciones denunciados;

Considerando que no obstante lo anteriormente expuesto
de conformidad con el artículo 127 del Código de Proce:
dimiento Criminal, modificado por la Ley 5155 del 1959; "Las
decisiones de la Cámara de Calificación no son susceptibles de
ningún recurso"; que en el caso ocurrente como el recurso de
casación ha sido interpuesto contra una decisión de esa na-
turaleza, dictada por la Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, dicho recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por la compañía Pamosa, S. A., en la
causa seguida a Jesús H. Trinidad P. contra el veredicto
dictado por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en
fecha 15 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: condena al
recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello
Renville.- Miguel Jacobo F., Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y piublicada por mí, secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo F.-

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 10

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo

Demingo, de fecha 10 de junio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente Isl: Miguel A. Aybar, Julio Castillo y/o José

Méndez y Seguros Pepín, S. A.

Aboga do (s): Dr. L. E. Norberto R.

Interviniente (s): Romelia Regina Cabrera Rosario e Higinio
Rosario.

Abogado (s): Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y
Jesús Pérez de la Cruz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

. Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia

Sob re los recursos de casación interpuestos por Miguel A.
Aybar. dominicano. mayor de edad, domiciliado en la calle
Albert Thomas No. 25, barrio María Auxiliadora de esta
ciudad, cédula No. 195612 serie 1ra., Julio Castillo y/o José
Méndez, dominicanos. mayores de edad, domiciliados en la
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ha privado a la parte civil constituida de indicar sus agravios en
la indicada Cámara de Calificación lesionándose de ese modo
su derecho de defensa, por lo que, sostiene la recurrente que
la referida Providencia Calificativa debe ser casada por los
vicios y violaciones denunciados;

Considerando que no obstante lo anteriormente expuesto
de conformidad con el artículo 127 del Código de Proce:
dimiento Criminal, modificado por la Ley 5155 del 1959; "Las
decisiones de la Cámara de Calificación no son susceptibles de
ningún recurso"; que en el caso ocurrente como el recurso de
casación ha sido interpuesto contra una decisión de esa na-
turaleza, dictada por la Cámara de Calificación del Distrito
Nacional, dicho recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por la compañía Pamosa, S. A., en la
causa seguida a Jesús H. Trinidad P. contra el veredicto
dictado por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en
fecha 15 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: condena al
recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello
Renville.- Miguel Jacobo F., Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y piublicada por mí, secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo F.-
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 10

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 10 de junio de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Miguel A. Aybar, Julio Castillo y/o José

Méndez v Seguros Pepin, S. A.

Abogado (s): Dr. L. E. Norberto R.

Intervin iente (s): Romelia Regina Cabrera Rosario e Higinio.
Rosario.

Abogado (s): Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y
Jesús Pérez de la Cruz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D istrito Nacional, hoy día 4 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia

Sobre ros recursos de casación interpuestos por Miguel A.
Aybar. dominicano, mayor de edad, domiciliado en la calle
Albert Thomas No. 25, barrio María Auxiliadora de esta
ciudad, cédula No. 195612 serse ira., Julio Castillo y/o José
Méndez, dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la
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calle Albert Thomas No. 15 parte atrás del barrio La Fe deesta ciudad y la Seguros Pepín, S.A., con su domicilio socialen la calle Mercedes Esq. Palo Hincado de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de A pelación de Santo
Domingo, en atribuciones correccionales, el 10 de tunto de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

República,
•Vista al acta de los recursos, levantada en la Secretaría 4'la Co ge a-gua el 26 de junio de 1981, a requerimiento del Dr.

Luis Eduardo Norberto R., cédula No. 21417, serie 2da.,
abogado de los recurrentes, acta en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de mayo de
1982, suscrito por su abogado en el que se propone el medio
de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Romelia Cabrera
Rosario e Higinio Rosario, dominicanos, mayores de edad,
cédulas Nos. 187254 y 31645, series tras. suscrito por sus
abogados Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y Jesús
Pérez de la Cruz, cédulas Nos. 6106 y 7848, series 34 y 5,
respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su calidad indicada dicha Cone
conjuntamente con los ma g istrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de este
tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por los recurrentes;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Mdtor; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Curiz:detatio, qtra en W fa l o imnitondo y en los
documentos que a él se refieren, consta lo siguiente: 	 que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta

ciudad el día 2 de diciembre de 1978, en el que resultaron con
lesiones corporales dos personas, la Primera Cámara Penal

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
dilciones correccionales, dictó el 5 de mayo de 1980 unaatribucionescuyo dispositivo se copia en el de la ahora im-
pugnado; bl que sobre los recursos interpuestos intervino el

fallo	
impugnado en casación cuyo dispositivo dice así:

"FALtir:aPRIMERO: Admite como regular y válido, en

cuante
 a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el

Dr. L. E. Norberto R., en fechadecha 15 de mayo de 1980, a nombre
y representación del prevenido Miguel Antonio Aybar, Julio
Castillo y/o José Méndez y Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
contra sentenc i a de fecha 5 de mayo de 1980, dictada por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Naciona l , cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Se
declara al nombrado Miguel Antonio Aybar de generales que
consta n culpable del delito de golpes y heridas causadoi con
el 

manejo o conducción de vehículo de motor previsto y
sancionado por los artículos 47 inciso primero, 49 letra B, de
la Ley 241, en perjuicio de Cida Odalis y Lea Rosario, y en
consecuencia se condena a 9 meses de prisión correccional
Doscientos Pesos Oro (RDS200.001 de multa y al pago de las
costas penales causadas; Segundo: Se declara regular y váli-
da en cuanto a la forma la constitución en parte civil, incoada
por Romelia Regina Rosario madre y tutora legal de la menor
Aida Odalís Cabrera e Higinio Rosario y. Placencia, padre y
tutor legal da Lea Rosario por intermedio de sus abogados

'constituidos Dres. Andrés Blanco Fernández y Jesús Pérez de
la Cruz, por haber sido hecha conforme a la ley; Tercero: Se
condena a Miguel Antonio Aybar, prevenido, solidariamente
con Julio Castillo v /o José Méndez al pago de una indemniza-
ción de Diez Mil Pesos Oro IRDS10,000.001 en favor de Roma
lis Cabrera, y Dos Mil Pesos Oro IRDS2.000.001e n favor de Hi-
cento Rosario y Placencia, padre v tutor de la menor Lea Rosa-
rio 	 reparación DOr los daños v perjuicios morales
materiales zufrtdos por ésta a consecuencia del hecho cul-
POSO DOr el	 Oreyenida sufriendo ld orimera lesión per-
manente Cuarto Se condena a Miguel Antonio Avbar. re-
venido. Jull0	 Castillo, persona civilmente resoonsable.
Pago soFdano de las costas civiles. con a,stracció n y pro-
vecho en favor de los abogados constituidos Ores. Ramón
Andrés Blanco Fernández y Jesús Pérez Cruz, abogados que
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calle Albert Thomas No. 15 parte atrás del barrio La Fe
esta ciudad y la Seguros Pepín, S.A., con su domicilio social
en la calle Mercedes Esq. Palo Hincado de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en atribuciones correccionales, el 10 de junio de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído e l dictamen del Magistrado Procurador General de la

República,
V?sta acta de los recursos, levantada en la Secretaría de

la Corte a-qua el 26 de junio de 1981, a requerimiento del Dr.
Luis Eduardo Norberto R., cédula No. 21417, serie 2d3.,
abogado de los recurrentes, acta en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 14 de mayo de
1982, suscrito por su abogado en el que se propone el medio
de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes Romelia Cabrera
Rosario e Higinio Rosario, dominicanos, mayores de edad,
cédulas Nos. 182254 y 31645, series iras. suscrito por sus
abogados Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y Jesús
Pérez de la Cruz, cédulas Nos. 6106 y 7848. series 34 y 5,
respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su calidad indicada dicha Corte
conjuntamente con los magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea 5.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de este
tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por los recurrentes;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Molor; y 1 y 65.
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Ck..n.t:d g ianda, cp9 en	 fallo impugnpdo y en les
documentos que a él se refieren, consta lo siguiente: 	 que
con mctivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
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c¡u dad 
el día 2 de diciembre de 1978, en el que resultaron con

cisiones corpora les dos personas, la Primera Cámara Penal

dei juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus

sea-trnajteunccio
ian ouyo

es correccion
dispositiv

ale
o se
s,

 diccopia
t6 el 5 

en
de 

el de la ahora i
mayo de 1980
 de

pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el
tallo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo dice así:dice as1:

 PRIMERO: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el

Dr. L. E. Norberto R., en fecha 15 de mayo de 1980, a nombre

y representación del prevenido Miguel Antonio Aybar, Julio
Castillo y/o José Méndez y Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
contra sentencia de fecha 5 de mayo de 1980, dictada por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Naciona l , cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Se

decla ra al nombrado Miguel Antonio Aybar de generales que
constan culpable del delito de golpes y heridas causadoicon
el manejo o conducción de vehículo de motor previsto y
sancionado por los artículos 47 inciso primero, 43 letra B, de
la Ley 241, en perjuicio de Cida Odalis y Lea Rosario, y en
consecuenc ia se condena a 9 meses de prisión correccional y
Doscientos Pesos Oro IRDS200.001 de multa y al pago de las
costas penales causadas; Segundo: Se declara regular y váli-
da en cuanto a la forma la constitución en parte civil, incoada
por Romelia Regina Rosario madre y tutora legal de la menor
Aida Odalís Cabrera e Higinio Rosario y. Placencia, padre y
tutor legal de Lea Rosario por intermedio de sus abogados
constituidos Dres. Andrés Blanco Fernández y Jesús Pérez de
la Cruz, por haber sido hecha conforme a La ley; Tercero; Se
condena a Miguel Antonio Aybar, prevenido, solidariamente
con Julio Castiho v /o José Méndez al pago de una indemniza-
ción de Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.001 en favor de Roma_
a Cabrera, v Dos Mil Pesos Oro (RDS2,000.001en favor de Hi-

ginio Rosario y Placencia, padre v tutor de la menor Lea Rosa-
no corno lusta reparación oor los daños v oenuicios morales y
materiales zufridos dOr ésta a consecuencia del hecho cul-
DOSO oor el oreveruclo. sufriendo la onmera lesión per-

manente Cuarto Se condena a Miguel Antonio Avbar. re-
venido. Julio Castillo, persona civilmente resoonsable. al
Pago sofraano de las costas Civiles, con distracción y pro-
vecho en favor de los abogados constituidos Dres. Ramón
Andrés Blanco Fernández y Jesús Pérez Cruz, abogados que
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afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se
declara la presente sentencia a intervenir común, oponible y
ejecutable en su aspecto civil a la compañía de Seguros Pepín
S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que causó
los daños, de conformidad con lo que dispone el artículo jg
(modificado) de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor'; SEGUNDO: en cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Miguel Antonio
Aybar, la persona civilmente responsable Julio Castillo y/o
José Méndez y Cía. Seguros Pepín, S. A., por' no haber
reposar en prueba legal; CUARTO: Condena al prevenido
Miguel Antonio Aybar, Julio Castillo y/o José Méndez
Persona civilmente responsable, al pago de las costas
penales y civiles de la alzada, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Jesús Pérez Cruz, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Q UINTO: Declara la presente
sentencia común, oponible y ejecutable a la compañía de
Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad asegura-
dora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial el siguiente medio de casación, "Desnaturalización
de los hechos de la causa";

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia
impugnada desnaturalizó las declaraciones del testigo Juan
García y que la Corte a-gua incurrió en un error al señalar al
conductor del vehículo como preposé de José Méndez y/o
Julio Castillo; pero,

- Considerando, que la Corte a-gua mediante la ponderación
de los elementos de la causa, regularmente administrados al
debate, dio por establecido lo siguiente: a) que el 2 de de
diciembre de 1978, mientras Miguel Antonio Aybar, con-
ducía, apagado, el camión placa No. 515-547 propiedad de
Julio Castillo, asegurado con la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., mediante Póliza No. A-73896 FJ, transitando de Sur a
Norte por la calle Rafael Atoa, de esta ciudad, atropelló a las
menores Cida Odalis Cabrera y a Lea Rosario ocasionándoles
a la primera lesión permanente y a la segunda, contusiones
curables antes de 10 días; b) que el accidente se debió a la
imprudencia cometida por el prevenido al conducir el
vehículo mencionado, apagado, y sin tener dicho vehículo los
frenos en condiciones para ser detenido;

----
Considerando, que los hechos así establecidos, cons-

tit

uyen a cargo del prevenido, el delito de golpes por tm-

prudencia, ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 sobre Tránsito
v vehículo de Motor, y sancionado en la letra	 de dicho

texto, con las penas de nueve meses a tres años de prisión y
multa de doscientos pesos a setecientos pesos, si los golpes o

heridas ocasiona ren p la víctima una lesión permanente,

como ocurrió en la espec i e; que al condenar la Cámara a-aua

a 
Miguel Antonio Aybar, prevenido, a doscientos pesos de

multa, acogiendo circunstanc i as atenuantes, la	 misma le

aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considera ndo, que aunque el prevenido alega que con-
ducía el camión por cuenta propia, lo que no consta en su
declaración contenida en el acta policial, se presume que
cuando una persona conduce un automóvil lo hace con la
autorización del dueño; que si el propietario niega haberle
entregado su vehículo al chofer que lo conduce, debe de
hacer la prueba de lo que invoca"; prueba ésta que no ha sido
hecha; que, por otra parte, lo que los recurrentes invocan
como desnaturalizac ión de los hechos de la causa, no es más
que la crítica que hacen a la apreciación que sobre los mismos
hicieron los Jueces del fondo, lo que escapa al control de la
casación; conteniendo además, el fallo impugnado una
relación completa de los hechos y circunstanc i a s de la causa

y motivos suficientes, pertinentes y congruentes que jus-
tifican su dispositvo, que han permitido a la Suprema Corte
de Justicia, verificar que en el presente caso se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; razón por la cual, el medio que
se examina carece de fundamento Y debe ser desestimado:

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios materiales y morales a las personas constituidas en
parte civil, que evaluó los daños sufridos por Cida Odalis
sano por Diez Mil Pesos Oro y los daños sufridos por Lea

Rosario en Dos Mil Pesos Oro; que al condenar al prevenido y
al dueño del vehículo que causó el accidente, al pago de las
sumas mencionadas, en favor de Romelia Regina Cabrera
Rosario y de Higinio Rosario, personas constituidas en parte
civil, v al hacerlas oponibles a la entidad aseguradora, la Corte

e-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 Y
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afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se
declara la presente sentencia a intervenir común, o ponible y
ejecutable en su aspecto civil a la compañía de Seguros Pepín,
S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que causó
los daños, de conformidad con lo que dispone el artículo 10
imodificado) de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor'; SEGUNDO: en cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Miguel Antonio
Aybar, la persona civilmente responsable Julio Castillo y/o
José Méndez y Cía. Seguros Pepín, S. A., por no haber
reposar en prueba legal; CUARTO: Condena al prevenid-.
Miguel Antonio Aybar, Julio Castillo y/o José Ménd
persona civilmente responsable, al pago de las cose
penales y civiles dé la alzada, con distracción de las mismw,
en provecho del Dr. Jesús Pérez Cruz, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la presente
sentencia común, oponible y ejecutable a la compañía de
Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad asegura-
dora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial el siguiente medio de casación, "Desnaturalización
de los hechos de la causa";

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación loe recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia
impugnada desnaturalizó las declaraciones del testigo Juan
García y que la Corte a-que incurrió en un error al señalar al
conductor del vehículo como preposé de José Méndez y/o
Julio Castillo; pero,
• Considerando, que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de la causa, regularmente administrados al
debate, dio por establecido lo siguiente: a) que el 2 de de
diciembre de 1978, mientras Miguel Antonio Aybar, con-
ducía, apagado, el camión placa No. 515-547 propiedad de
Julio Castillo, asegurado con la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., mediante Póliza No. A-73896 FJ, transitando de Sur a
Norte por la calle Rafael Atoa, de esta ciudad, atropelló a las
menores Cida Odalis Cabrera y a Lea Rosario ocasionándoles
a la primera lesión permanente y a la segunda, contusiones
curables antes de 10 días; b) que el accidente se debió a la
imprudencia cometida por el preyenido al conducir el
vehículo mencionado, apagado, y sin tener dicho vehículo los
frenos en condiciones para ser detenido;
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considerando, que los hechos así establecidos, cons-
cargo del prevenido, el delito de golpes por im-

tprituuyen adencia, ocionados con la conducción de un vehículo de

tor, previst
as
o por el artículo 49 de la Ley 241 sobre Tránsito

°Vehículo de Motor, y sancionado en la letra "d" de dicho
texto, con las penas de nueve meses a tres años de prisión y
multa de doscientos pesos a setecientos pesos, si los golpes o
heridas ocasionaren a la víctima una lesión peimanente,
como ocurrió en la especie; que al condenar la Cámara a-aua
a Miguel Antonio Aybar, prevenido, a doscientos pesos de
multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la misma le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que aunque el prevenido alega que con-
ducía el camión por cuenta propia, lo que no consta en su
deClaración contenicla en el acta policial, se presume que
cuando una persona conduce un automóvil lo hace con la
autorización del dueño; que si el propietario niega haberle
entregado su vehículo al chofer que lo conduce, debe de
hacer la prueba de lo que invoca"; prueba ésta que no ha sido
hecha; que, por otra parte, lo que los recurrentes invocan
como desnaturalizac ión de los hechos de la causa, no es más
que la crítica que hacen a la apreciación que sobre los mismos
hicieron los Jueces del fondo, lo que escapa al control de la
casación; conteniendo además, el fallo impugnado una
relación completa de los hechos y circunstancias de la causa
y motivos suficientes, pertinentes y congruentes que jus-
tifican su disposavo, que han permitido a la Suprema Corte
de Justicia, verificar que en el presente caso se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; razón por la cual, el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado:

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido había causado daños y
perjuicios materiales y morales a las personas constituidas en
parte civil, que evaluó los daños sufridos por Cida Odalis.Rp-
sario por Diez Mil Pesos Oro y los daños sufridos por Lea
Rosario en Dos Mil Pesos Oro; que al condenar al prevenido y
al dueño del vehículo que causó el accidente, „al pago de las
sumas mencionadas, en favor de Romelia Regina Cabrera
Rosario y de Higinio Rosario, personas constituidas en parte
nivil. v al hacerlas oponibles a la entidad aseguradora, la Corte

a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 v
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1384 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite come interviniente a
Romelia Regina Cabrera Rosario y a Higinio Rosario, en los
recursos de casación interpuestos por Miguel Antonio Aybar,
Julio Castillo y/O José Méndez y la Seguros Pepín, S. A.,
contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el
10 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Dominio, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Seg undo: Rechaza dichos recursos; Tercero:
Condena a Miguel Antonio Aybar al pago de las costas
penales y a éste y a Julio Castillo y/o José Méndez. al págo
de las civiles ordenando la distracción de las últimas en pro-
vecho de los Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y Jesús
Pérez de la Cruz, abogados de los intervinientes, por afirmar
haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la
Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renvill&N Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada .por mí, Se-cretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobó F.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 11

centenc¡a Impugnada: Corte de Apelación de Santo
en fecha 25 de Noviembre de 1380.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Carlos Manuel Báez, Duarte C. Ortiz
Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Interviniente (s): Francisco Elpidio Rosa.

Abogado (s): Dr. Guillermo A. Soto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-

ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra

sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del año 1983, años 139'

de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos

Manuel Báez, domiciliado y residente en Villa Guerra, sección

de Baní, cédula No. 19175, serie 3ra., Duarte Guillermo Ortiz,
• domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 67926,

serie 1, ambos dominicanos, mayores de edad, y la compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., con su domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 25 de noviembre de 1980,

cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oido al alguacil de turno en la lectura del rol;
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1384 del Código Civil y 1 y 10 de la l,ey 4117 de 1955, Sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Romelia Regina Cabrera Rosario y a Higinio Rosario, en los
recursos de casación interpuestos por Miguel Antonio Aybar,
Julio Castillo y/o José Méndez y la Seguros Pepfn, S. A.,
contra la sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el
10 de junio de 1981, por la Corte de Apelación de Santo
Dominfo, cu yo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero:
Condena a Miguel Antonio Aybar al pago de las costas
penales y a éste y a Julio Castillo y/o José Méndez. al pago
de las civiles ordenando la distracción de las últimas en pro-
vecho de los Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y Jesús
Pérez de la Cruz, abogados de los i ntervinientes, por afirmar
haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la
Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello	 Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada 4 firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada "-por ml, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jac.ob6 F.

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1383 No. 11

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 25 de Noviembre de 1380.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Carlos Manuel Báez, Duarte C. Ortiz y
Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Intervin iente (s): Francisco Elpidio Rosa.

Abogado (s): Dr. Guillermo A. Soto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero del año 1983, años 139'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos
Manuel Báez, domiciliado y residente en Villa Guerra, sección
de Baní, cédula No. 19175, serie 3ra., Duarte Guillermo Ortiz,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 67926,
serie 1, ambos dominicanos, mayores de edad, y la compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., con su domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 25 de noviembre de 1980,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: de la
Rapública;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-.
taría de la Corte a-qua, el 18 de mayo de 1981, a re-
querimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula No. 18933
serie 3, abogado de los recurrentes, en la cual no se indica
ningún medio de cesación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 5 de
febrero de 1982, firmado por su abogado, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de intervención del 4 de febrero de 1981,
suscrito por el Doctor Guillermo Antonio Soto Rosario, cé-
dula No. 97:n, serie 48, abogado del interviniente Francisco
Elpidio Rosa, dominicano, mayor de edad, casado,
negociante, domiciliado y residente en esta ciudad, cádula
No. 4332, serie 51;

Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo deja Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1,62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; 49 de la Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y
Vehículos; 1383 y 1384, del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia,
en atribuciones correccionales, el 30 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo dice así "'FALLA: PRIMER: Admite como regular
y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 13 de
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• de 1979, a nombre y representación de Carlos Manuel
lo.10z, Duarte Guillermo Ortiz y la Compañía dominicana do-

-,quros, C. por A., contra sentencia de fecha 30 de mayo de

:;119 
dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de

. -;.ern
e fa Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice

:si 'Falla: Primero
:Se declara al nombrado Carlos Manuel

gáci, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula No

19175, serie 3, domiciliado y residente en la sección Villa
Guerra, Baní, culpable de violar el artículo 43 letra "c" de

Ley 
No. 241 (golpes y heridas causados involuntariamente

con el manejo de un vehículo de motor), curables después de
6 y antes de 7 meses, en perjuicio de Francisco Elpidio Rosa,
y, en consecuencia, se condena a RD$50.00 (Cincuenta
Pesos Oro Dominicanos), de multa y al pago de las costas
penales;Segundo:Se declara regular y válido en cuanto a la
forma la constitución en parte civil hecha por Francisco El-
pidio Rosa en contra de Carlos Manuel Báez y Duarte
Guillermo Ortiz, en cuanto al fondo condena a Carlos Manuel
Báez y Duarte Guillermo Ortiz, al pago de una indemnización

de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro Dominicancs) en favor
de Francisco Elpidio Rosa como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el
accidente. Se condena a los mismos al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda;
Tercero: Se condena a Carlos Manuel Báez y Duarte
Guillermo Ortiz, al pago de las costas civiles en favor del Dr.
Guillermo Antonio Soto Rosario, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara dicha sentencia
común y oponble a la Compañía de Seguros Dominicana de
Seguros c. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo placa No. 90-477, chasis No. 657115230, póliza No.
29004 y que al momento del accidente era conducido por
Carlos Manuel Báez, en virtud del articulo 10 de la Ley No.
4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'; por
haber sido hechos de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma la sentencia
recurrida en todas sus partes por ser justa y reposar sobre
pruebas legales; TERCERO: Condena a Carlos Manuel Báez,

al pago de las costas penales de la alzada, y a Carlos Manuel
Báez y Duarte Guillermo Ortiz, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Guillermo
Antonio Soto Rosario, quien afirma haberles avanzado en su
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de le
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, el 18 de mayo de 1981, a re-
querimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula No. 18933
serie 3, abogado de los recurrentes, en la cual no se indica
ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 5 de
febrero de 1982, firmado por su abogado, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de intervención del 4 de febrero de 1981,
suscrito por el Doctor Guillermo Antonio Soto Rosario, cé-
dula No. 9788, serie 48, abogado del interviniente Francisco
Elpidio Rosa, dominicano, mayor de edad, casado,
negociante, domiciliado y residente en esta ciudad, cádula
No. 4332, serie 51;

Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña. Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; 49 de la Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y
Vehículos; 1383 y 1384, del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual una perswe resultó con
lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia,
en atribuciones correccionales, el 30 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo dice así ''FALLA: PRIMER: Admite como regular
y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto poi el Dr. Luis R. Castillo Mejía, en fecha 13 de
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o de 1979, a nombre y representación de Carlos Manuel
N ,eoz, Duarte Guillermo Ortiz y la Compañía dominicana de

ros, C. por A., contra sentencia de fecha 30 de mayo clf:
94dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de

Herr' fa Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
aerfalla: Primero Se declara al nombrado Carlos Manuel
-Báez dominicano, 

mayor de edad, portador de la cédula No

19175
1. serie 3, domiciliado y residente en la sección Villa

Guerra, B3rlí, culpable de violar el artículo 43 letra "e" de 1.
Ley No. 241 (golpes y heridas causados involuntariamente
con el manejo de un vehículo de motor), curables después de
6 y 

antes de 7 meses, en perjuicio de Francisco Elpidio Rosa,
y, 

en consecuencia, se condena a RD$50.00 (Cincuenta
Pesos Oro Dominicanos), de multa y al pago de las costas
penales; Sequndo:Se declara regular yválido en cuanto a 13
forma la constitución en parte civil hecha por Francisco El-
pidio Rosa en contra de Carlos Manuel Báez y Duarte
Guillermo Ortiz, en cuanto al fondo condena a Carlos Manuel
Báez y Duarte Guillermo Ortiz, al pago de una indemnización
de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro Dominicancs) en favor
de Francisco Elpidio Rosa como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el
accidente. Se condena a los mismos al pago de los intereses
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda;
Tercero: Se condena a Carlos Manuel Báez y Duarte
Guillermo Ortiz, al pago de las Costas civiles en favor del Dr.
Guillermo Antonio Soto Rosario,	 quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Cuarto:Se declara dicha sentencia
común y oponble a la Compañía de Seguros Dominicana de
Seguros c. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo placa No. 90-477, chasis No. B57T15230, póliza No.
29004 y que al momento del accidente era conducido por
Carlos Manuel Báez, en virtud del artículo 10 de la Ley No.
4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; por
haber sido hechos de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO:En cuanto al fondo se confirma la sentencia
recurrida en todas sus partes por ser justa y reposar sobre
pruebas legales:TERCERO: Condena a Carlos Manuel Báez,
al pago de las costas penales de la alzada, y a Carlos Manuel

• Báez y Duarte Guillermo Ortiz, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Guillermo
Antonio Soto Rosario, quien afirma haberles avanzado en su
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totaliaad; CUARTO: Declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.,
(S ECCMCA), en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su único
medio de casación; Violación de los artículos 141 del Código
de Procedimiento Civil; 195 del Código de Procedimiento
C riminal; 23 ordinal 5, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, Falta de motivos y de base legal; V iolación del
artículo 1 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obliga
toi :r• de Vehículos de Motor y que la Corte a-qua fal l ó ultrapetita;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su
medio de casación exponen, a) que la Corte a-qua no es
pecifica la magnitud de los daños, ni la conducta de la víctima
antes y en el momento del accidente; b) que la sentencia
impugnada no contiene la relación de los hechos y del
derecho que justifiquen su dispositivo; cl que tampoco
fueron contestados los pedimentos que le había formulado;
que la compañía Aseguradora fuera condenada al pago de las
costas, y d) que al declarar éstas oponibles a dicha Compañía
falló extra petita;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-que dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio ad-
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el día 29 de octubre de 1978, mientras el prevenido Carlos
Manuel Báez conducía el automóvil, placa No. 90-477,
propiedad de Duarte Guillermo Ortiz, asegurado con la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., de norte a sur,
por la calle 16 de esta ciudad al llegar a la esquina formada
con la calle 17,.atropelló a F rancisco Elpidio Rosa, quien se
encontraba dentro de ésta última calle; b) que a consecuencia
de este acc idente F rancisco Elpidio Rosa recibió golpes y
fracturas out curaban entre 6 y 7 semanas; c) que dicho acci-
deten se debió a la imprudencia y violación a los reglamentos
en que el prevenido conducía el vehículo, sin hacer nada para
evitarlo;

Considerando, clus. ;a Corte a-qua para formar su con-
vicción en el sentido expresado, se basó en las declaraciones
que las partes prestaron ante ella y el tribunal de Primer Gra-
do. así como en el acta policial, cuyo examen revela, er
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sínt
esis, que el prevenido recurrente había detenido la marcha

del vehículo en la calle 16 esquina a la 17, de esta ciudad, para

esperar que los vehícu l os que transitaba n por la última de

estas calles cruzara n y que al arranca r para continuar la,

marcha alcanzó a Francisco Elpidio Rosa, quien se en-
contraba dentro de la calle 17; que sobre el fundame nto de

estos hechos la Corte a-qua, en uso de su poder soberano de
apreciación, declaró al prevenido culpable de este acc den te,
por considerar que había actuado con imprudencia en la
conducción del vehículo, que como cuestión de hecho es-
capa al control de esta Corte de Casación; que de lo expuesto
resulta evidente, que contrariame nte a los alegatos de los
recurrentes señalados en la letra b), la sentencia impugnada
contiene una exposición completa de los hechos y motivos
suficientes y pertinentes, que satisfacen el voto de la Ley;

Considerando, que en la descripció n de los hechos que
precede se encuentran los referentes a la conducta del agra-
viado durante el accidente, lo que demuestra que fueron
ponderados por la Corte a-qua en el examen de las cir-

cunstanc ias en que se produjo el accidente, a los cuales atri-
buyó el sentido y alcance, que le merecieron para determinar

la responsabilidad del mismo a cargo exclusivo del prevenido;

aue igualmente la Corte a-qua estableció por el Certificado
Médico legal, las lesiones que sufrió el agraviado, consistente
en golpes y heridas que curaban entre 6 y 7 semanas; que
siendo este el medio normal y más adecuado para determinar
la naturaleza y gravedad de las lesiones corporales, es obvio
que los jueces del fondo han motivado satisfactoriam ente el

carácter de las lesiones recibidas por el agraviado, 	 cuya

reparación apreció, sin exceder la medida de lo razonable, en
la suma que se indicará más adelante; por lo que los alegatos
comprendidos en la letra a, carecen también de fundamento;

Considerand o, que finalmente en lo que se refiere a los

alegatos de la letra c en el as pecto relativo a que la Corte a-

g
ua no contesto los peolmentos de los recurrentes. estos no

han señalado estas concusiones por 10 que esta corte de

Casación no se encuent ra en condiciones de examinar este

alegato y en cuanto a que la parle Civil solicitó la con.

aenacion en costas contra la Compañia Aseguradora, 
que

aunque es cierto Que dicha parte civil formuló estas con-

clusiones. la Corte a-qua no las acogió, sino que sólo

pr6nunció la condenació n de las costas contra el prevenido y
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totalioad; CUARTO: Declara la presente sentencia común yoponible a la Compañía Dominicana de Seguros. C. por A.,
(SECOMCA), en su condición de entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su único
medio de casación; Violación de los artículos 141 del Código
de Procedimiento Civil; 195 del Código de Procedimiento
Criminal; 23 ordinal 5, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, Falta de motivos y de base legal; Violación del
artículo 1 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obliga
toi de Vehículos de Motor y que la Corte a-qua falló ultrapetita;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su
medio de casación exponen, al que la Corte a-gua no es-
pecifica la magnitud de los daños, ni la conducta de la víctima
antes y en el momento del accidente; b) que la sentencia
impugnada no contiene la relación de los hechos y del
derecho que justifiquen su dispositivo; cl que tampoco
fueron contestados los pedimentos que le había formulado;
que la compañía Aseguradora fuera condenada al pago de las
costas, y d) que al declarar éstas oponibles a dicha Compañía
falló extra petita;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la Corte a-gua dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio ad-
ministrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que
el día 29 de octubre de 1978, mientras el prevenido Carlos
Manuel Báez conducía el automóvil, placa No. 90-477,
propiedad de Duarte Guillermo Ortiz, asegurado con la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., de norte a sur,
por la calle 16 de esta ciudad al llegar a la esquina formada
con la calle 17..atropelló a Francisco Elpidio Rosa, quien se
encontraba dentro de ésta última calle; b) que a consecuencia
de este acceidente Francisco Elpidio Rosa recibió golpes y
fracturas qub curaban entre 6 y 7 semanas; c) que dicho acci-
daten se debió a la imprudencia y violación a los reglamentos
en que el prevenido conducia el vehlcuto, sin hacer nada para
evitarlo;

Considerando, glis. )49 Corte a-gua para formar su con-
vicción en el sentido expresado, se basó en las declaraciones
que las partes prestaron ante ella y el tribunal de Primer Gra-
do. así como en el acta policial, cuyo examen revela, er
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-p.esis, que 
el prevenido recurrente había detenido la marcha

e:vehículo en la calle 16 esquina a la 17, de esta ciudad, para

esperar que 
los vehículos que transitaban por la última de

estas calles cruzaran y que al arrancar para continuar la-

marcha alcanzó a Francisco Elpidio Rosa, quien se en-

con
traba dentro de la can:1 17; que sobre el fundamento de

estos hechos la Corte a-qua, en uso de su poder soberano de
apreciación, declaró al prevenido culpable de este accidente,

por 
considerar que había actuado con imprudencia en la

conducción del vehículo, que como cuestión de hecho es-
capa al control de esta Corte de Casación; que de lo expuesto
resulta evidente, que contrariamente a los alegatos de los
recurrentes señalados en la letra b), la sentencia impugnada
contiene una exposición completa de los hechos y motivos
suficientes y pertinentes, que satisfacen el voto de la Ley;

Considerando, que en la descripción de los hechos que
precede se encuentran los referentes a la conducta del agra-
viado durante el accidente, lo que demuestra que fueron
ponderados por la Cone a-gua en el examen de las cir-
cunstancias en que se produjo el accidente, a los cuales atri-
buyó el sentido y alcance, que le merecieron para determinar
la responsabilidad del mismo a cargo exclusivo del prevenido;
que igualmente la Corte a-gua estableció por el Certificado
Médico legal, las lesiones que sufrió el agraviado, consistente
en golpes y heridas que curaban entre 6 y 7 semanas; que
siendo este el medio normal y más adecuado para determinar
la naturaleza y gravedad de las lesiones corporales, es obvio
que los jueces del fondo han motivado satisfactoriamente el
carácter de las lesiones recibidas por el agraviado, cuya
reparación apreció, sin exceder la medida de lo razonable, en
la suma que se indicará más adelante; por lo que los alegatos
comprendidos en la letra a, carecen también de fundamento.'

Considerando, que finalmente en lo que se refiere a los
alegatos de la letra c. en el aspecto relativo a que la Corte a-

gua no contesto los pedimentos de los recurrentes, estos no

han 
señalar:lo estas conciusiones por lo que esta corte de

Casacion no se encuentra en condiciones de examinar este
alegato y en cuanto a Que la parte civil solicitó la con.
clenacion en costas contra la Compañia Aseguradora, 

que
aunque es cieno que dicha parte civil formuló estas con-
clusiones, la Corte a-gua no las acogió, sino que sólo
Prónunció la condenación de las costas contra el prevenido y
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la parte civilmente responsable, quedando excluida, en
consecuencia, la compañía Aseguradora; que por tanto
éstos como los demas alegatos propuestos por las'
recurrentes contra la sentencia impugnada carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido, constituyen el delito de golpes y heridas causados
con el manejo de un vehículo de motor, previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, sancionado por la letra "C" del mismo texto, con
prisión de seis meses a dos años y multa de RD$100.00 a
RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo
durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que al
condenar la Corte a-qua al prevenido a una multa de
ROS50.00, acogiendo circunstancias atenuantes, ha aplicado
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a' la parte
civil Francisco Elpidio Rosa, daños y perjuicios, marteriales y
morales, que evaluó en RD$3,000.00; que al condenar al pre-
venido juntamente con la persona civilmente responsable, al
pago de esta suma, más los intereses legales, a titulo de
indemnización, y declarar la sentencia oponible a la Com-
pañía Dominicanade Seguros, C. por A., la Corte aplicó
correctamente los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
10 de la Ley No. 4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de
los Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
los demás aspectos, en lo que concierne al prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Francisco Elpidio Rosa, en los recursos de casación in-
terpuestos por Carlos Manuel Báez, Duarte Guillermo Ortiz y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 25 de noviembre de 1980, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior de
la presente sentencia; Segundo: Rechaza estos recursos;
Tercero: Condena a Carlos Manuel Báez al pago de las
costas, y a éste y a Duarte Guillermo Ortiz al pago de las ci-
viles, distrayéndoles en provecho del Doctor Guillermo
Antonio Soto Rosario, quien afirma haberles avanzado en su
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totalidad y las declara oponibles a la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A , dentro de los términos de la póliza.•

(FIRMADOS): Manuel D Bergés Chupani.- Darío Bal.
cáeer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burqueique Q.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Pucllo Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces, que figuran en su encabezamiento, en la

audinCia pública, del día, mes y año, en el expresados, y fue

firm a 	 y publicada por mí, Secretario General, que
firmada,
certifico. certifico. IFD0) : Miguel Jacobo.-



294	 BOLETIN JUDICIAL
•

la parte civilmente responsable, quedando excluida, en
consecuencia, la compañía Aseguradora; que por tanto
éstos como los demas alegatos propuestos por lo;
recurrentes contra la sentencia impugnada carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido, constituyen el delito de golpes y heridas causados
con el manejo de un vehículo de motor, previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y
Vehículos, sancionado por la letra "C" del mismo texto, con
prisión de seis meses a dos años y multa de RDS100.00 a
RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo
durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que al
condenar la Corte a-gua al prevenido a una multa de
RDS50.00, acogiendo circunstancias atenuantes, ha aplicado
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había causado a la parte
civil Francisco Elpidio Rosa, daños y perjuicios, marteriales y
morales, que evaluó en RDS3,000.00; que al condenar al pre-
venido juntamente con la persona civilmente responsable, al
pago de esta suma, más los intereses legales, a título de
indemnización, y declarar la sentencia oponible a la Com-
pañía Dominicanade Seguros, C. por A., la Corte aplicó
correctamente los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
10 de la Ley No. 4117 del 1956, sobre Seguro Obligatorio de
los Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
los demás aspectos, en lo que concierne al prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Francisco Elpidio Rosa, en los recursos de casación in-
terpuestos por Carlos Manuel Báez, Duarte Guillermo Ortiz y
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 25 de noviembre de 1980, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior de
la presente sentencia; Segundo: Rechaza estos recursos;
Tercero: Condena a Carlos Manuel Báez al pago de las
costas, y a éste y a Duarte Guillermo Ortiz al pago de las ci-
viles, distrayéndolas en provecho del Doctor Guillermo
Antonio Soto Rosario, quien afirma haberles avanzado en su
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totalidad y 
las declara oponibles a la Compañía Dominicana

de 
seguros, C. por A., dentro de los términos de la póliza. •

(FIRMADOS): Manuel D Bergés Chupani.- Darlo Bah

cieer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte IR. Al-
burquercue ç.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

Goicochea S.- Máximo Puallo Renviile.- Abelardo Herreral Pi-

ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces, que figuran en su, encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año, en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.-
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville. asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Germán Adón, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula
No. 30462, serie 16, domiciliado y residente en esta ciudad;
Guarionex Germán Adón, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., con su asiento social en esta
ciudad; contra la sentencia correccional dictada por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 9 de octubre de 1978, cuyo dis-
positivo dice así "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y
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y

odo en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
el prevenido

la	
Ramón Germán

Seu
 Adón,

San
Guarionex

Rafael,

C.

terpuesto Por
Germán Adón. Y	

compañía deSeguros
per A. contra la sentencia No. 6215. , de .fecha 15 de. junio hde

, del Tribuna l Especial 
de Tránsito, por haber sido hecho

d.- acuerdo a la ley y en cuanto al fondo, confirma en todas sus

1:18- e Ort jedsollei el Ah al 

g Sueatic ti el dn eC

i taunrno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
tada de la Corte a- q ua, al día 16 de octubre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Fermín Pérez Peña, cediila 399e, serie 20,
a nombre de los recurrentes, acta en la cual no se indica
ningún medio determinado de casación;

Visto el memrial de casación de la recurrente, del 14 de
enero de 1983, suscrito por el Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el que se propone n los medios de : Falta de Mo-
tivos y Base Legal.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que tal como lo alegan los recurrentes, los
jueces del fondo están en la obligación de motivar sus
sentencias, y en materia represiva deben enunciar los hechos
que resultan de la instrucción y además, calificar esos hechos
en relación con el texto de la ley penal aplicada; que al no preci-
sarla sentencia impugnada loshec hos y estar carente de moti-
vos, la Suprema Corte de Justicia está imposibilitada, al ejercer
su poder de control de decidir si la ley ha sido bien o mal aplica-
da; por lo que procede la casación del fallo impugnado;

Por tales rnotivos,Primero:Casa la sentencia de fecha 9 de
octubre de 1978, dictada en ati ibuciones correccionales por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; y envía el asunto por ante la
Primera Cámara Penal de Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional y Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Batida Chupa..i.- Dado Bal-
deen- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 12

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de
octubre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón Germán Adón, Guarionex Germán
Adón y San Rafael C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafab. Morón Auffant.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 12

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de
octubre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón Germán Adón, Guarionex Germán
Adón y San Rafael C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rara. Morón Auffant.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en au-diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Germán Adón, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula
No. 30462, serie 16, domiciliado y residente en esta ciudad;
Guarionex Germán Adón, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., con su asiento social en esta
ciudad; contra la sentencia correccional dictada por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en feChe 9 de octubre de 1978, ct.yo dis-
positivo dice así "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y
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vá l
ido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
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o del contra la sentencia No. 6215, de cha 1 de junio de

l Tribunal Especial de Tránsito, po
fe

r haber
5
 sido hecho

(1
1 acuerdo a la ley yen cuanto al fondo, confirma en todas sus
partes dicha sentencia";

Pido el Alguacil de turno en la lectura del rol;
oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

República;Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
tada de la Corte a-qua, al día 16 de octubre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Fermín Pe, ez Peña, cédula 3996, serie 20,
a nombro de los recurrentes, acta en la cual no se indica
ningún medio determinado de casación;

Visto el memrial de casación de la recurrente, del 14 de
enero de 1983, suscrito por el Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el que se proponen los medios de : Falta de Mo-
tivos y Base Legal.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados	 por los
recurrentes, y los artículos 1, 20 y 65 de la ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que tal como lo alegan los recurrentes, los
jueces del fondo están en la obligación de motivar sus
sentencias, y en materia represiva deben enunciar los hechos
que resultan de la instrucción y además, calificar esos hechos
en relación con el texto de la ley penal aplicada; que al no preci-
sar la sentencia impugnada loshechos y estar carente de moti-
vos, la Suprema Corte de Justicia está imposibilitada, al ejercer
su poder de control de decidir si la ley ha sido bien o mal aplica-
da; por lo que procedo la casación del fallo impugnado;

Por tales motivos,Primero:Casa la sentencia de fecha 9 de
octubre de 1978, dictada en atribuciones correccionales por la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia dei
Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fa l lo; y envía el asunto por ante la
Primera Cámara Penal de Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional y Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Monuel D. Berw¿s Claipa, 	 Da: iio Bel-
cacen- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis V García de Peña.- Hugo H. Goicochea S,-
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Máximo Puedo Renville.- Abelardo Herrera Piña.- 
Miguel ;Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se:
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la :audiencia pública del día, mes y año, en- él ex presados, y fue 7
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo F
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 13

sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo

Domingo de fecha 24 de octubre del 1977.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Florinda Mercedes.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chucani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.

Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.

Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia publica, corno Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Florinda

Mercedes, dominicana, mayor de edad, soltera, de
• . quehaceres domésticos, domiciliada y residente en el barrio

San Martín de Porres, edificio 5 Apto. 6, de esta ciudad,
contra .la sentencia correccional dictada por la Corte de

Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de octubre de
O. Admite

f„ry

1977, cuyo dispositiv o dice así: FALLA.
como regular y válido en cuanto a la forma, !os recursos de
Apelación interpuestos por: a) el dr. César Augusto Canó
González, Procurador Fiscal de' Distrito Nacional, en fecha 16
de marzo de 1976, y h) el Dr. Manuel Sepúlveda, en fecha 16
de marzo de 1976, a nombre y representación de Mercedes
Florinda, parte civilmente consetuida, contra sentencia de

fecha 9 de marzo de 1976, dictada contra sentencia de la
Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del

Ii
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Jacobo, Secretario General.
Máximo Puerto Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel

La presente sentencia ha sido dada y firmada porñores Jueces que figuran en su encabezamiento los se.
en je

audiencia pública del aia, mes y año, en- él expresados,y fuefirmada, leída y p
ublicada por mí, Secretario Generai, quecertifica ( PDO.): Miguel Jacobo
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 13

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo de fecha 24 de octubre del 1977.

Materia: Correccional

Hecurrente (s): Florinda Mercedes.

Abogad o is): Dr. Manuel A. Sepúlveda.

fr
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Dios Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias en !a ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años
139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia publica, como Corte de Casación, la siguiente

ntencia:
Sobre el recurso_ de casación interpuesto por Florinda
ercedes, dominicana, mayor de edad, soltera, de

Quehaceres domésticos, domiciliada y residente en el barrio
San Martín de Porres, edificio 5 Apto. 6, de esta ciudad,
contra la sentencia correccional dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de octubre de
1977, cuyo dispos itivo dice así: FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, !os recursos de
Apelación interpuestos por: a) el dr. César Augusto Canó
González, Procuradnr Fiscal de' Distrito Nacional, en fecha 16
de maro de 1976, y b) el Dr. Manuel Sepúlveda, en fecha 16
de marzo de 1S76, a nombre y rep:esentación de Mercedes
Florinda, parte civilmente constatado, contra sentencia de
fecha 9 de marzo de 1976, dictada contra sentencia de la
Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: PALLA:
PRIMERO: Se declara al nombrado Ralael E. Rivas Coronad.),
no culpable del delito de violación a la Ley 241, en perjuicio
del menor Pedro Aníbal Mercedes, y en consecuencia se
descarga de toda responsabilidad, por deberse el accidente
única y exclusivamenle a la falta de la víctima; SEGUNDO: Se
declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil intentada por la Sra. Mercedes Espinosa, en su
calidad de madre y tutora legal del menor agraviado, en
contra de Rafael E. Rivas Corporán, y Antonio Campusano
Y/0 Cooperativa Nacional de Conductores Livianos, por haber
sido hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en cuanto
al fondo, se rechaza dicha constitución en parte civil por
improcedente y mal fundada; TERCERO: Se condena a la
parte civil constituida al pago de las costas con distracción de
las mismas en provecho de' Dr. César Pujols. quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad" por haberlo hecho de
conformidad con la ley: SEGUNDO: En cuanto al fondo,
confirma en todassus partes la sentencia apelada; TERCERO:
Condena a la parte civil constituida al pago de las costas ci-
viles de la alzada con distracción de las mismas en provecho
del Dr César Puiols. Quien afirma haberles avanzado en su
totalidad":

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oldo el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República
Vista ei acta del recurso de casación levantada en la Secreta-

da da la Corte a -gua el dia 24 de noviembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Manuel A. Sepúlveda, cédula No. 30288, serie
2, a nombre de la recurrente, acta en la cual no se indica ningún
medio determinado de casación.

Visto el memorial de casación de la recurrente. del 1ro. de
noviembre de 1982, suscrito por su abogado, en el que se
propone el único medio de casación; "Falta de Motivos.
violación al articulo 141. del Código de Procedimiento Civil".

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, v los artículos 1. 20 y 65 de la Ley sobre Proce.
dimiento de Casación;

Cu( *be...cieno() que te, com., lo alega la recurrente. los
jueces del fondo estan en la obligación de motivar sus
senrencias, y en matero represiva deben enuncia: :Js hechos

de resulten de la instrucción y además;calificar esos hechos
pno- relación con el texto de la ley penal aplicada; que al no
"reser la sentencia impugnada los hechos y estar carente de

la Suprema Corte de Justicia está en la im-

itiibvol°si;deri oas dr mal aplicada; por lo que procede la casación del
al ejercer su pot de control de decidir si la ley ha

an
Primero: Casa la sentencia de fecha 24

IIPO: nita Pleusgmotivos,

dlle 
octubre de 1977, dictada en atribuciones correccionales

•por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Y
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Crist6-
.bal; y Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea 5.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. (FD0.)
Miguel Jacobo F.
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA:
PRIMERO: Se declara al nombrado Rafael E. Rivas Corporuj,
no culpab le del delito de violación a la Ley 241, en perjuicio
del menor Pedro Aníbal Mercedes, y en consecuencia se
descarga de toda responsabilidad, por deberse el accidente
única y exclusivamente a la falta de !a víctima; SEGUNDO: Se
declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil intentada por la Sra. Mercedes Espinosa, en su
calidad de madre y tutora legal del menor agraviado, en
contra de Rafael E. Rivas Corporán, y Antonio Campusano
y/o Cooperativa Nacional de Conductores Livianos, por haber
sido hecho de acuerdo a las disposiciones legales, en cuanto
al fondo, se rechaza dicha constitución en parte civil por
improcedente / y mal fundada; TERCERO: Se condena a la
mane civil constituida al pago de las costas con distracción de
las mismas en provecho de' Dr. César Pujols, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad" por haberío hecho de
conformidad con la ley: SEGUNDO: En cuanto al fondo,
confirma en todas sus partes la sentencia apelada; TERCERO:
Condena a la parte civil constituida al pago de las costas ci-
viles de la alzada con distracción de las mismas en provecho
del Dr César %lois. quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad-,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secreta-
ría de la Cene a-qua el dia 24 de noviembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Manuel A. Se púlveda, cédula No. 30288, serie
2, a nombre de la recurrente, acta en la cual no se indica ningún
medio determinado de casación:

Visto el memorial de casación de la recurrente, del lro. de
noviembre de 1982, suscrito por su. abogado, en el que se
Propone el único medio de casación: "Falta de Motivos.
violación al articulo 141, del Código de Procedimiento Civil",

La Suprema Corte de Justicia, des pués de haber deli.
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, y los artículos 1. 20 y 65 de la Ley sobre Proce.
dimiento de Casación;

que ten corriv lo alega la recurrente, lus
iueces ael fondo estan en la -obligación de motivar sus
sentencias, y en materia represiva deben enunciar las hechos

BOLETIN JUDICIAL

nue resulten de la instrucció y amás;califica r esos hechos

p relación con el texto denla  ley penal aplicada; qua al no

0-nreeisar la sentencia impugnada los hechici
osa 

y 
está en
estar carente

laim
de

'motivos, la Suprema Corte de Just-
osiblidad, al ejercer su podir de control de decidir si la ley ha

sido bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del

jallo impuganado;
Po r tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 24

de octubre de 1977, dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis.
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristá-

mi; y Segundo: Declara las costas de oficio.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. IFDal
Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 14

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barah ona, defecha 6 de Abril de 1978.

Materia: Correccional.
Recurrente fs): Leopoldo Segura.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer t Segundo Sústituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, H ugo HGoicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi:
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1983, años 139' dela Independencia y 120' de la Restauración, dicta eri
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leopoldo
Segura, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,
cédula No. 340 serie 76, residente en la .sección Cachón,
provincia de Barahona, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Barahona, dictada en sus atribuciones
criminales, el 6 de abril de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 10 de abril de 1978, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada ningún medio de-
terminado de Casación;

Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
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Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,

lRavelo de
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de
este tribunal, para c

o
ompletar la mayoría en la deliberación y

fallo del recurs de casación de que se trata, de cloneformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
sobre sometimiento hecho por la Policía Nacional, la Cámara
de Calificac ión del. Distrito Judicial de. Barahona, de-
bidamente apoderada dictó providencia calificativa, 	 el 29
de enero de 1974, mediante la cual envió por ante el tribunal
crimina l como autores de robo de animales en los campos por
dos personas, a los nombrados Leopoldo Segura y Reginaldo
Félix, en perjuicio de varias personas; b) que apoderado del
asunto el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Barahona, dictó el 19 de abril de 1974 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: Falla: Primero: Se varía la calificación
del crimen de Robo de animales en los campos por dos 12)
personas, artículo 388, ordinal cuarto a Violación al ordinal
Primero del artículo 388, delito de Ganado.- Segundo:
Descargar como al efecto descarga, al prevenido Reginaldo
Félix, de los hechos puestos a su cargo por insuficiencia de
prueba.- Tercero: Declarar, como al efecto declara, culpable al
prevenido Leopoldo Segura de Violación al artículo 388 del
Código Penal en su ordinal Primero y en consecuencia se
condena a un (1) año de prisión correccional y costas.-
Cuarto: Ordenar, como al efecto ordenamos, la devolución
del cuerpo del delito a su legítimo dueño"; c) que sobre los
recursos de apelación de la Dra. Wilhelmina Suero Muñoz, a
nombre y representación de Leopoldo Segura, y del
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
Barahona, la Corte a-qua, dictó el 6 de abril de 1978, el
fallo ahora impugnado en casación con el siguiente ;1/-
Positivo: FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váfid gs los
recursos de apelación interpuestos por la Dra. Wilhelmina
suero de Muñoz a nombre del acusado Leopoldo Segura y
Por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Barahona, de
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recursos de apelación interpuestos por la Dra. Wilhelmina
suero de Muñoz a nombre del acusado Leopoldo Segura y
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fecha 19 y 22 del mes de abril del año 1974 contra la sen-
tencia Criminal dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Barahona de fecha 19 del mes de abril
1974, cuyo dispositivo figura en otra parte del presente fallo;
SEGUNDO: Revoca la sentencia recurrida en cuanto al
apelante, Leopoldo Segura y en consecuencia, se le declara
no culpable del hecho que se le imputa, descargándosele de
las condenaciones que le fueron impuestas; por insuficiencia
de prueba; TERCERO: Rechaza las conclusiones formuladas
por el abogado de la defensa del acusado, en cuanto al cuerpo
del delito, por no heberse determinado que la señora Dolores
Moreta sea la propietaria de la vaca detentada por el Dr. Carlos
F. Ballard; CUARTO: Declara las costas de oficio";

Considerando, que según consta en el acta del recurso de
casación interpuesto por el recurrente Leopoldo Segura, éste
expone "que el motivo de su comparecencia es. con el fin de
interponer recurso de casación contra la sentencia criminal No.
9 de fecha 6 de abril en curso, dictada .por esta Corte de
Apelación que lo descargó por insuficiencia de pruebas en el
crimen de robo de animales en los campos de que estaba
acusado, sin ordenar la devolución de la vaca que reclama su
esposa Dolores Moreta, la cual está en poder del doctor Ballart
Ramírez. Dicho recurso lo interpone por no estar conforme con
dicha sentencia";

Considerando, que como se advierte por los términos
contenidos en la referida acta, Leopoldo Segura, resultó
descargado, habiéndose acogido su pedimento, lo que re-
vela, que el fallo impugnado, no le irrogó daño alguno; y por
tanto, su recurso debe ser rechazado;

Considerando, que el fallo impugnado pone de manifiesto,
que la Corte a-qua, para fallar como lo hizo, con relación a la
propiedad de la vaca, dio por establecido, que la reclamación
hecha por el doctor Carlos Ballart corresponde a la verdad y
estimó procedente mantener la vaca en discusión
en posesión de éste, por haberse demostrado que es su
legítimo propietario, después de formar su.criterio, con las
declaraciones de los testigos Luis Ceballo hijo y Rafael Félix,
quienes tuvieron la vaca .e su cargo hasta el momento de
desaparecer y la reconocieron por sus características, como
propiedad del D.r. Ballart Ramírez.

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Leopoldo Segura, contra sentencia dictada en
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rribuciones criminales por la Corte de Apelación de
Barahona, el 6 de abril de 1978, cuyo dispositivo )ispositivo se ha
transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas penales.

(FIRMAFeDOS): Manuel
Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

cácer. lbtirquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
GAoicochea S.- Máximo Fuello Renville.- Abelardo Herrera
piña- Miguel Jacobo, Secretario General.-

Ca presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico . IFD0.1: Miguel Jacobo. F.
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hecha por el doctor Carlos Ballart corresponde a la verdad y
estimó procedente mantener la vaca en discusión
en posesión de éste, por haberse demostrado que es su
legítimo propietario, después de formar su criterio, con las
declaraciones de los testigos Luis Ceballo hijo y Rafael Félix,
quienes tuvieron la vaca a su cargo hasta el momento de
desaparecer y la reconocieron por sus características, como
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buciones criminales por la Corte de Apelación de
atriahona, el 6 de abril de 1978, cuyo dispositivo se ha
Bar parte anterior del presente fallo; Segundo:en pa

al pago de las costas penales.

CtrI(nnEdslcRerniMt: a e(FIRMADOS):OS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
;ácer.- Fernand o E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
adburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera
Piña,- Miguel Jacobo, Secretario General.-

Ca presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico . CEDO.): Miguel Jacobo. F.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 15

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 19 de Diciembre de 1975.

Abogado (s): Dr. Luis Alberto Ortiz Meade;

Recurrido (s): Confecciones Riviera yío Rafael Borrel;

Abogado (s): Dr. Guillermo Escotto Guzmán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4
de febrero de 1983, años 139' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael A.
Amayo Zorrilla, dominicano, mayor de edad, soltero, satre,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 15734,
serie 1ra.. contra la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distnio Nacional, el
19 de diciembre de 1975, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Luis Alberto Ortiz Meade, cédula No. 770, serie

80, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito por

su abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema
corte de Justicia, el 17 de octubre de 1978, en la cual se

proponen los medios contra la sentencia impugnada, que se

indicandicen más adelante;
 Visto el memorial de defensa de Confecciones Rivera y/o

Rafael Borrel, dominica, mayor de edad, casado, domicilia-

,» y residente en esta c
no

iudad, cédula No. 37580, serie 31,
suscrito por el Dr. Guillermo Escotto Guzmán, cédula No.
67670, serie 1ra., abogado del recurrido.

Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero de 1983, por el

Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña,

Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Máximo
Puello Renville, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y
926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 659 y 660 del código de Trabajo,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
intentada por Rafael A. Amayo Zorrilla contra Confecciones
Rivera y/o Rafael Borrel, el Juzgado de Paz de Trabaje del
Distrito Nacional dictó una sentencia, el 17 de junio de 1975,
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Ratifica
e: defecto pronunciado en audiencia contra la parte
demandada Confecciones Rivera y/o Rafael Borrel, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido citado; SEGUNDO:
nP rechaza la demanda laboral intentada por el Sr Rafael

ayo Zo rrilla, en contra de Confecciones Rivera, y/o Rafael
Borrel, por falta de pruebas; TERCERO: SE condena a la parte
demandada al pago de las costas"; Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia impugnada cuyo dis-
Positivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de ape lación interpuesto
Por Rafael Amayo Zorrilla, contra la sentencia del Juzgado de
/57 da Th..bojo del D istrito Nacional de fecha 17 de junio de
1 375, dictucb en favor de Confecciones Rivera y/o Rafael
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80, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:
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preponen los medios contra la sentencia impugnada, que se

indicandicen más adelante;
 Visto el memorial de defensa de Confecciones Rivera ylo

Rafael Borrel, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-

do y residen te en esta ciudad, cédula No. 37580, serie 31,

suscrito por el Dr. Guillermo Escolto Guzmán, cédula No.
67670, serie 1ra., abogado del recurrido.

Visto el auto dictado en fecha 3 de febrero de 1983, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña,
Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, Máximo
Puello Renville, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
ue se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y
26 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 659 y 660 del código de Trabajo,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
Intentada por Rafael A. Amayo Zorrilla contra Confecciones
Rivera y/o Rafael Borrel, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional dictó una sentencia, el 17 de junio de 1975,
uyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Ratifica

el defecto pronunciado en audiencia contra la parte
demandada Confecciones Rivera y/o Rafael Borrel, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido citado; SEGUNDO:
°o rechaza la demanda laboral intentada por el Sr Rafael

ayo Zorrilla, en contra de Confecciones Rivera, y/o Rafael
Borrel, porfalta de pruebas; TERCERO: SE condena a la parte
demandada al pago de las costas"; Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de ape lación interpuesto
por Rafael Amayo Zorrilla, contra la sentencia del Juzgado de

...lail¿bajo del Distrito Nacional de fecha 17 de junio de
1975, dictada en favor de Confecciones Rivera y/o Rafael
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Borrel, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an terior deesta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondarechaza dicho recurso de alzada y como consecuencia-confirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada.
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Rafael Amay¿
Zorrilla, al pago de las costas del procedimiento de Con_formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Guillermo Escolto Guz mán,que afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Considerando, que en el memorial _ de_ casación elrecurrente propone _contra La sentencia impugnada elsiguiente medio: -U nico Medior a) desconocimiento delundamento de la demanda; b) desconocimiento de losdocumentos que integran la demanda; c) Violación al artículo8 de !a Ley sobre Regalía Pascual; falsa i nterpretación de los
artículos 659 y 660 del Código de Trabajo; d) violación del
derecho de defensa y falta de base legal;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su me-
dio de casación expresa, en síntesis, lo siguiente: a que laCámara a-qua desconoció el fundamento de su demanda, por-
que en la motivación de la serdecia impugnada expone que él
había .solicitado un informativo para probar el despido, la
duración del contrato y el salario, lo que no es cierto,. pues lo
que pidió fue el pago de la regalía pascual y la suma de
RDS77.00,.que el recurrido le debía por otros conceptos; b)
que también desconoció los documentos en apoyo de su
demanda, pues la pieza fundamental era el acta de .con-
ciliación, en la que consta que la regalía pascual fue la que el
patron dejó de pagarle; c) que la p resCripción de la regalía
pascual es la de derecho común y no la que establecen los
artículos 659 y 660 del Código de Trabajo; d) que la Cámara_a-
qua violó el derecho de defensa al no ordenar el informativo
que había solicitado, acogiendo las conclusiones del recurri-
do, que ie oponía en razón de la p rescripción de la acción;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el patrono recurrido alegó en apelación laprescripción de la acción intentada por el recurrente, sobre el
fundamento de que entre el acta de la conciliación, del 20 de
noviembre de 1974, y la demanda, del 9 de abril de 1975, ha-bían t ranscurridos los plazos establecidos en los artículos 659

cc,n del Código de Trabajo de dos y tres meses, para
Y vu- -pción;«asci

ri
co siderando, que conforme a la expresada demandai
d-pductiva de instancia, las partes llegaron a un acuerdo en

1,11 
procedimiento de la conciliación, excepto en relación a la

-alía pascual, la que por no pagar el patrono fue deman-
rcrda o por el trabajado r ante el Juzgado de Paz de Trabajo, a

i os f ines 
de pago de dicha regalía, más la suma de RDS77.00,

cuyo concepto no expresa en la demanda;
Considerando, que conforme el artículo 9 de la Ley 5235 del

25 de octubre de 1959, sobre Regalía Pascual, las dis-
osiciones del Código de Trabajo relativas al pago de los

sueldos y salarios de los empleados y trabajadores, son
aplicables para los fines de esta Ley, de donde se infiere que
la prescripción que rige la Regalía Pascual, es la prevista en
el artículo 660 del Código de Trabajo, puesto que la que se
aplica para el ejercicio y extinción de la acción en pago de los
sueldos y salarios, según las circunstancias lo precisan, como
una consecue ncia del principio fundamental que consagra el
Código de Trabajo de proponer los medios para conciliar los
intereses entre los patronos y trabajadores, al que la Regalía
Pascual por las enunciadas disposiciones de la Ley No. 5235,
está sometida:

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que,
la Cámara a-qua comprobó por el examen de las citadas
actas de la tentativa de la conciliación y de la demanda, que
había transcurrido el tiempo de la prescripción en los artículos
659 y 660 del Código de Trabajo, por la cual declaró ex-
tinguida la acción intentada por el recurrente contra el
recurrido; que en efecto, en lo que concierne especialmente a
la Regalía Pascual, al establecer el artículo 6 de la referida Ley
5235, que ésta debe ser pagada a más tardar el 24 de
diciembre, la acción en pago de este derecho se inicia al día
siguiente de manera que, al reclamar el recurrente la Regalía
Pascual de 1974, por su demanda del 9 de abril de 1975, ha-
bían transcurrido más de los tres meses en que el artículo 660
del Código de Trabajo fija más larga prescripción para las
acciones contractuales o no contractuales;

Considerando, que al estar prescritas las referidas ac-
ciones, la medida de instrucción solicitadas por el recurrente,
resultaría frustratoria, por lo que al desestimarla, la Cámara
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Borre!, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an terior daesta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo-rechaza dicho recurso de alzada y como consecu enciaconfirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Rafael Amaya
Zorrillo, al pago de las costas del procedimiento de con.formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando sudistracción en provecho del Dr. Guillermo Escotto Guzmán,que afirma haberles avanzado en su totalidad.

Considerando, que en el memorial . 	 casación elrecurrente propone _contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: .Unico Medios a) desconocimiento delundamento de la demanda; b) desconocimiento de los
documentos que integran la demanda; c) Violación al artículo8 de la t ey sobre Regalía Pascual; falsa in terpretación de los
artículos 659 y 660 del Código de Trabajo; d) violación del
derecho de defensa y falta de base legal;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su me-
dio de casación expresa, en síntesis, lo siguiente: a que la
Cámara a-qua desconoció el fundamento de su demanda, por-
que en la motivación de la sentecia im pugnada expone que él
había solicitado un informativo para probar el despido, la
duración del contrato y el salario, lo que no es cierto, pues lo
que pidió fue el pago de la regalía pascual y la suma de
RDS77.00,_ que el recurrido le debía por otros conceptos; b)
que también desconoció los documentos en apoyo de su
demanda, pues la pieza fundamental era el acta de .con-
ciliación, en la que consta que la regalía pascual fue la que el
patron dejó de pagarle; c) que la prescripción de la regalía
pascual es la de derecho común y no la que establecen los
articulas 659 y 660 del Código de Trabajo; d) que la Cámara a-
gua violó el derecho de defensa al no ordenar el informativo
que había solicitado, acogiendo las conclusiones del recurri-
do, que le oponía en razón de la prescripción de la acción;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el patrono recurrido alegó en apelación la
prescripción de la acción intentada por el recurrente, sobre el
fundamento de que entre el acta de la conciliación, del 20 de
noviembre de 1974, y la demanda, del 9 de abril de 1975, ha-
bían transcurridos los plazos establecidos en los artículos 659

660 del Código de Trabajo de dos y tres meses, para

°resol:06 ",Considerando, que conforme a la expresada demanda
rtroductiva de instancia, las partes llegaron a un acuerdo en

e 

procedimientorocedimiento de la conciliación, excepto en relación a la
reqalía pascual, la que por no pagar el patrono fue deman-

d a-do por el trabajado r ante el Juzgado de Paz de Trabajo, a
los fines de pago de dicha regalía, más la suma de RDS77.00,

cuyo concepto no expresa en la demanda;
Considerando, que conforme el artículo 9 de la Ley 5235 del

25 de óctubre de 1959, sobre Regalía Pascual, las dis-
posiciones del Código de Trabajo relativas al pago de los
sueldos Y salarios de los empleados y trabajadores, son
aplicables para los fines de esta Ley, de donde se infiere que
la prescripción que rige la Regalía Pascual, es la prevista en
el artículo 660 del Código de Trabajo, puesto que la que se
aplica para el ejercicio y extinción de la acción en pago de los
sueldos y salarios, según las circunstanc i as lo precisan, como

una consecuenc i a del principio fundamental que consagra el
Código de Trabajo de proponer los medios para conciliar los
intereses entre los patronos y trabajadores, al que la Regalía
Pascual por las enunciadas disposiciones de la Ley No. 5235,
está sometida;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que,
la Cámara a-qua comprobó por el examen de las citadas
actas de la tentativa de la conciliación y de la demanda, que
había transcurrido el tiempo de la prescripción en los artículos
659 y 660 del Código de Trabajo, por la cual declaró ex-
tinguida la acción intentada por el recurrente contra el
recurrido; que en efecto, en lo que concierne especialmente a
la Regalía Pascual, al establecer el artículo 6 de la referida Ley
5235, que ésta debe ser pagada a más tardar el 24 de
diciembre, la acción en pago de este derecho se inicia al día
siguiente de manera que, al reclamar el recurrente la Regalía
Pascual de 1974, por su demanda del 9 de abril de 1975, ha-
bían transcurrido más de los tres meses en que el artículo 660
del Código de Trabajo fija más larga prescripción para las
acciones contractuales o no contractuales;

Considerando, que al estar prescritas las referidas ac-
ciones, la medida de instrucción solicitadas por el recurrente,
resultaría frustratoria, por lo que al desestimarla, la Cámara

II
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a-qua no ha podido violar el derecho de defensa corno
pretende el reclamante;

Considerando, que lo anteriormente expuesto demuestra
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y
pertinentes que han permitido a la Corte de Casación verificar
que la Ley ha sido bien a plicada, que por todo ello, los medios
de casación propuestos contra dicha sentencia carecen de
fundamentos v decen ser desestimados;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Rafael A. Amaya Zorrillo, contra le
sentencia dictada por la Cámara de T rabajo del Juzgado de
Pr;mera instancia dei Distrito Nacional, el 19 de enero de
1975, cuyo disposit ivo se copia en parte anterior del presente
fallo y SEGU NDO: Condena a dicho recurrente al pago de las
costas, con distracción en provecho del Dr. Guillermo Escotto
Guzmán, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Abelardc Herrera Piña.- Máximo Puello Renville.- Miguel
Jaccbo F., Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se.
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo F.-

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 16

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo

Domingo, en fecha 8 de mayo de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ing. Enrique Estrada Gómez, Rómulo M.
Lluberes Berroa y la Compañía Dominicana de Seguros

C. por A.

Abogado(s): Dr. Juan J. Sánchez A.

Recurrido (s): Dr. Héctor V. Rosa Vasallo.

Abogado (s): Héctor V. Rosa Vasallo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 4 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Estrada Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, in-
geniero, cédula No. 21597, serie 56, Rómulo M. Lluberes
Berroa, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, cédula No. 23451, serie 31 y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad en la
avenida Independencia No. 55; contra sentencia dictada, en
atribuciones civiles, el 8 de mayo de 1981 por la corte de
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a-qua no ha podido violar el derecho de defensa c,:,
pretende el reclamante;

Considerando, que lo anteriormente expuesto demue
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes
pertinentes que han permitido a la Corte de Casación verificar
que la Ley ha sido bien aplicada, que por todo ello, los medios
de casación propuestos contra dicha sentencia carecen de
fundamentos y deoen ser desestimados;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Rafael A. Amayó Zorrilla, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera instancia dei Distrito Nacional, el 19 de enero de
1975, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al pago de las
costas, con distracción en provecho del Dr. Guillermo Escotto
Guzmán, quien afirma haberles avanzado en su totalidad;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Abelardc Herrera Piña.- Máximo Puello Renville.-
Jaccbo E, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ia
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo F.-

sENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1983 No. 16

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 8 de mayo de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ing. Enrique Estrada Gómez, Rómulo M.
Lluberes Berroa y la Compañia Dominicana de Seguros

c. por A.

Abogado(s): Dr. Juan J. Sánchez A.

Recurrido (s): Dr. Héctor V. Rosa Vasallo.

Abogado (s): Héctor V. Rosa Vasallo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Dario Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 4 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Estrada Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, in-
geniero, cédula No. 21597, serie 56, Rómulo M. Lluberes
Berroa, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, cédula No. 23451, serie 31 y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad en la
avenida Independencia No. 55; contra sentencia dictada, en
atribuciones civiles, el 8 de mayo de 1981 por la corte de
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Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co pla más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, cédula No. 30793, serie

56, recurrido y abogado de sí mismo, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 21 de
julio de 1981, suscrito por su abogado Dr. Juan J. Sánchez
A., en el cual se propone contra la sentencia impugnada, el
medio único de casación queso indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de agosto
de 1981, suscrito por el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, abogado
de sí mismo;

Visto el auto dictado en fecha I ro. del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta a) que con motivo de
una demanda civil en daños y perjuicios intentada por el Dr.
Héctor V. Rosa Vasallo, contra los actuales recurrentes, la
Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 4
de abril de 1979 una sentencia cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Rechaza las conclusiones p resentadas de
manera incidental por la parte demandada Ing. Enrique Es-
trada Gómez, Rómulo M. Lluberes Berroa y Cía Dominicana-
de Seguros, C. por A., por las razones precedentemente
ex puestas; Segunda: Acoge, con la modificación señalada
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antes, las conclusiones formuladas en audiencia por el
demandante Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, por ser justa y

„tposar sobre prueba legal, y en consecuenc i a condena a los

1;demandados Ing. Enrique Estrada Gómez y Rómulo M.

L lu
bares Berroa, en sus calidades que se indican anteriormen-

a 
pagarle al mencionado demandante Dr. Héctor V. Rosa

vtea,5890; a) La suma de Setecientos sesenta y ocho pesos oro
42100 (RD768.42), a que ascienden los daños materiales
sufridos por el vehículo propiedad del demandante, a
consecuencia del accidente mencionado en los hechos de
ésta causa; b) la suma de trescientos cincuenta pesos oro
(RDS350.001, por concepto de la desvalorización de dicho
vehículo, por tratarse en el caso de la especie de un vehículo;
c) La suma de cien pesos oro (RDS100.00) por concepto del
lucro cesante proveniente del año emergente por el tiempo
que fuera necesario para practicarse la reparación 	 del

vehícu lo en cuestión; d) La suma de Quinientos pesos oro
(Ra$500.00), por los daños físicos y morales sufridos por
dicho demandante a resultas del accidente de que se trata; e)
Los intereses legales correspondientes a las cantidades
preindicadas, a título de indemnización supletoria; y f) Todas
las costas causadas en la presente instancia, con quien afirma
haberles avanzado en su totalidad; Tercero: Declara que la
presente sentencia es oponible a la compañía aseguradora
Dominicana de Seguros C. por A., al tenor de las dis-
posiciones contenidas en el Art. 10 de la Ley No. 4117 sobre
Seguros 'Obligatorio, al ser ésta la aseguradora del vehículo
causante del accidente; al momento de producirse la colisión
mediante póliza No. 32142, con vencimiento el día 15 de
octubre de 1977; b) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por los hoy recurrentes y de aplicación incidental
interpuesto por el hoy recurrido, intervino la sentencia ahora
impugnada con el siguiente dispositibo: FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ing. Enrique Estrada Gómez,
Rómulo Miguel Berroa, y la Compañía de Seguros, C. por A.,
así como el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Héctor V. Rosa Vasallo, contra la sentencia de fecha cuatro
(4) de abril de 1979 dictada en atribuciones civiles por la
Cámara Civil y comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo figura transcrito en otra parte de esta decisión, por
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Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se cooin más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, cédula No. 30793, serie

56, recurrido y abogado de sí mismo, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Viste el memorial de casación de los recurrentes del 21 de
julio de 1981, suscrito por su abogado Dr. Juan J. Sánchez
A., en el cual se propone contra la sentencia impugnada, el
medio único de casación que so indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de agosto
de 1981, suscrito por el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, abogado
de sí mismo;

Visto el auto dictado en fecha 1ro. del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta a) que con motivo de
una demanda civil en daños y perjuicios intentada por el Dr.
Héctor V. Rosa Vasallo, contra los actuales recurrentes, la
Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 4
de abril de 1979 una sentencia cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Rechaza las conclusiones presentadas de
manera incidental por la parte demandada Ing. Enrique Es-
trada Gómez, Rómulo M. Lluberes Berroa y Cía Dominicana-
de Seguros, C. por A., por las razones precedentemente
expuestas; Segunda: Acoge, con la modificación señalada

antes. las conclusiones formuladas en audiencia por el
demandante Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, por ser justa y
D r sobre prueba legal, y en consecuenc i a condena a losi

rieje:andados Ing. Enrique Estrada Gómez y Rómulo M.

Lluberes 
Berrea, en sus calidades que se indican anteriormen-

te a pagar l e al mencionado demandante Dr. Héctor V. Rosa
va,salio;

a) La suma de Setecientos sesenta y ocho pesos oro
42/100 (RD768.42), a que ascienden los daños materiales
sufridos por el vehículo propiedad del demandante, a
consecuencia del accidente mencionado en los hechos de
ésta causa: b) la suma de trescientos cincuenta pesos oro
IRD$350.00), por concepto de la desvalorización de dicho
vehículo, por tratarse en el caso de la especie de un vehículo;
c) La suma de cien pesos oro IRDS100.00) por concepto del
lucro cesante proveniente del año emergente por el tiempo
que fuera necesario para practicarse la reparación del
vehícu lo en cuestión; d) La suma de Quinientos pesos oro
(111$500.00) , por los daños físicos y morales sufridos por
dicho demandante a resultas del accidente de que se trata; e)
Los intereses legales correspondientes a las cantidades
preindicadas, a título de indemnización supletoria; y f) Todas
las costas causadas en la presente instancia, con quien afirma
haberles avanzado en su totalidad; Tercero: Declara que la
presente sentencia es oponible a la compañía aseguradora
Dominicana de Seguros C. por A., al tenor de las dis-
posiciones contenidas en el Art. 10 de la Ley No. 4117 sobre
Seguros Obligator i o, al ser ésta la aseguradora del vehículo
causante del accidente; al momento de producirse la colisión
mediante póliza No. 32142, con vencimiento el día 15 de
octubre de 1977; b) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por los hoy recurrentes y de aplicación incidental
interpuesto por el hoy recurrido, intervino la sentencia ahora
impugnada con el siguiente dispositibo: FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ing. Enrique Estrada Gómez,
Rómulo Miguel Berroa, y la Compañía de Seguros, C. por A.,
así como el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Héctor V. Rosa Vasallo, contra la sentencia de fecha cuatro
(4) de abril de 1979 dictada en atribuciones civiles por la
Cámara Civil y comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo figura transcrito en otra parte de esta decisión, por
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haber sido hechos conforme al plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Acoge en su mayor parte las con-
clusiones formuladas por el apelante Dr. Héctor V. Rosa
Vasallo, en consecuencia a) se modifica el ordinal segundo en
su letra "C" de la sentencia apelada, y la Corte obrando por
autoridad propia fija en la suma de trescientos pesos
IRDS300.00) la indemnización a pagar al demandante Dr..
Héctor V. Rosa Vasallo por concepto de lucro cesante y
conforme a los motivos precedentemente expuestos; b)
confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada por ser
justa y reposar sobre base legal; TERCERO: Condena a los
señores lng. Enrique Estrada Gómez y Rómulo Miguel Berroa,
y la compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas de la instancia con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación:
Violación del artículo 1315 del Código Civil y de la regla rela-
tiva a la prueba.- Violación de los artículos 1382 y siguiente
del Código Civil.- Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-
gua para condenar a los actuales recurrentes se apoya en
una motivación que viola las reglas de la prueba, ya que torna
como base dos presupuestos sometidos por el actual recurri-
do y confeccionados a su requerimiento por una casa
comercial de esta ciudad, bastando con señalar que nadie
puede fabricarse su propia prueba; que la Corte a-qua llega al
extremo, cuando modifica la sentencia de primer grado y
acogiendo el recurso de apelación incidental de recurrido le
acuerda RDS600.00 pesos a título de lucro cesante, ya que de
acuerdo a los daños recibidos por el vehículo según el acta
policial resulta sorprendente que tales reparaciones duraron
30 días lo cual a razón de R D20.00 diarios, completan la suma
anteriormente concedida al recurrente por la mencionada
Corte; "que si bien es cierto que toda demanda en
reparación del perjuicio sufrido, los jueces del fondo gozan
de un poder soberano para apreciar dicho perjuicio y de-
terminar el monto de la indemnización, también es verdad
que dicho poder no puede ser discrecional, y cuando los
jueces fijan sumas notoriamente excesivas,. deben_ dar

(votivos especiales que justifiquen esa decisión a fin de
Corte pueda controlar si la indemnización es

opa la SuPrernuae la Corte a-gua acordó indemnizaciones
rfraza- °nabos y excesivas que no guardan relación directa y
'necesaria con los daños originados en el accidente que nos
ocupa, que como consecuencia lógica se evidencia una
falta de motivos y de base legal y por tanto la sentencia
m cpuogn ns iaddear a dned boe cisueer lcaa Csaodnee; apero

guí para fallar como lo hizo
acogiendo la demanda en daños y perjuicios del hoy recurrido•
dio los motivos siguientes: Que analizadas y ponderadas las
conclusiones de ambas partes, esta Corte es de criterio que
procede rechazar las conclusiones de la parte intimante,
acoger en su mayor parte las de la parte intimada y
apelada incidental y en consecuencia confirmar la sentencia
apelada con la modificación introducida en el ordinal
segundo, letra "C", por haberse establecido y comprobado
en el estudio de todas y.cada una de las piezas del expediente
los motivos y razones siguientes: a) que en fecha 9 de agosto
de 1977, mientras el carro placa No. 134-436, marca Volswapen
modelo 1976, chasis No. B5-314204, registrado con
el No. 234308, conducido por su propietario el Dr. Héctor V.
Rosa Vasallo, transitaba en dirección de norte a sur por la
avenida José Núñez de Cáceres, y al llegar a la intersección
formada por la vía con la avenida Prolongación Bolívar de
esta ciudad, fue chocado por el carro marca Chevrolet mo-
delo 1969, placa No. 123-363, registro No. 122576, conducido
por el lng. Enrique Estrada Gómez, quien transitaba en
dirección opuesta de sur a norte por la misma avenida Núñez
de Cáceres; b) que como consecuencia del accidente el
vehículo del demandante, Héctor V. Rosa Vasallo resultó con
avería en el lado derecho, siendo la más importante la abolla-
dura ubicada en la puerta delantera derecha y en el guar-
dalodo trasero del mismo lado, resultando asimismo el
conductor con contusiones en las rodillas y en la nuca cura-
bles antes de los diez días conforme el certificado médico
legal incluido en el expediente que por sentencia de fecha 17.
de octubre de 1978, dictado por el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, fue declarado
culpable de dicho accidente el Ing. Enrique Estrado Gómez y
condenado por violación a la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículo, sentencia que adquirió la autoridad irrevocable de
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haber sido hechos conforme al plazo y demás formalidades
legales; SEGUNDO: Acoge en su mayor parte las c on-
clusiones formuladas por el apelante Dr. Héctor V. Rosa
Vasallo, en consecuencia a) se modifica el ordinal segundo en
su letra "C" de la sentencia apelada, y la Corte obrando por
autoridad propia fija en la suma de trescientos pesos
(RD$300.00) la indemnización a pagar al demandante Dr..
Héctor V. Rosa Vasallo por concepto de lucro cesante y
conforme a los motivos precedentemente expuestos; b)
confirma en sus demás aspectos la sentencia apelada por ser
justa y reposar sobre base legal; TERCERO: Condena a los
señores In. Enrique Estrada Gómez y Rómulo Miguel Berroa,
y la compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas de la instancia con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Héctor V. Rosa Vasallo, quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen Contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación:
Violación del artículo 1315 del Código Civil y de la regla rela-
tiva a la prueba.- Violación de los artículos 1382 y siguiente
del Código Civil.- Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-
gua para condenar a los actuales recurrentes se apoya en
una motivación que viola las reglas de la prueba, ya que toma
como base dos presupuestos sometidos por el actual recurri-
do y confeccionados a su requerimiento por una casa
comercial de esta ciudad, bastando con señalar que nadie
Puede fabricarse su propia prueba; que la Corte a-qua llega al
extremo, cuando modifica la sentencia de primer grado y
acogiendo el recurso de apelación incidental de recurrido le
acuerda RDS600.00 pesos a título de lucro cesante, ya que de
acuerdo a los daños recibidos por el vehículo según el acta
policial resulta sorprendente que tales reparaciones duraron
30 días lo cual a razón de RD20.00 diarios, completan la suma
anteriormente concedida al recurrente por la mencionada
Corte; "que si bien es cierto que toda demanda en
reparación del perjuicio sufrido, los jueces del fondo gozan
de un poder soberano para apreciar dicho perjuicio y de-
terminar el monto de la indemnización, también es verdad
que dicho poder no puede ser discrecional, y cuando los
jueces fijan sumas notoriamente excesivas,. deben. dar

especiales que justifiquen esá decisión a fin de
nm. tiuoelvaossuprema Corte

pueda controlar si la indemnización es

a
zonabie", que la Corte a-qua acordó indemnizaciones

irrazonablesr 	 y excesivas que no guardan relación directa y
necesaria con los daños originados en.el accidente que nos
ocupa, que como consecuencia lógica se evidencia una
falta de motivos y de base legal y por tanto la sentencia
impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para tallar como lo hizo
acogiendo la demanda en daños y perjuicios del hoy recurrido
dio los motivos siguientes: Que analizadas y ponderadas las
conclusiones de ambas partes, esta Corte es de criterio que
procede rechazar las conclusiones de la parte intimante,
acoger en su mayor parte las de la parte intimada y
apelada incidental y en consecuencia confirmar la sentencia
apelada con la modificación introducida en el ordinal
segundo, letra "C", por haberse establecido y comprobado
en el estudio de todas y cada una de las piezas del expediente
los motivos y razones siguientes: a) que en techa 9 de agosto
de 1977, mientras el carro placa No. 134-436, marca Volswagen
modelo 1976, chasis No. B5-314204, registrado con
el No. 234308, conducido por su propietario el Dr. Héctor V.
Rosa Vasallo, transitaba en dirección de norte a sur por la
avenida José Núñez de Cáceres, y al llegar a la intersección
formada por la vía con la avenida Prolongación Bolívar de
esta ciudad, fue chocado por el carro marca Chevrolet mo-
delo 1969, placa No. 123-363, registro No. 122576, conducido
por el Ing. Enrique Estrada Gómez, quien transitaba en
dirección opuesta de sur a norte por la misma avenida Núñez
de Cáceres; b) que como consecuencia del accidente el
vehículo del demandante, Héctor V. Rosa Vasallo resultó con
avería en el lado derecho, siendo la más importante la abolla-
dura ubicada en la puerta delantera derecha y en el guar-
dalado trasero del mismo lado, resultando asimismo el
conductor con contusiones en las rodillas y en la nuca cura-
bles antes de los diez días conforme el certificado médico
legal incluido en el expediente que por sentencia de fecha 17.
de octubre de 1978, dictado por el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, fue declarado
culpable de dicho accidente el Ing. Enrique Estrado Gómez y
condenado por violación a la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículo, sentencia que adquirió la autoridad irrevocable de
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la cosa juzgada; c) que el carro marca Chevrolet, modelo
1969, placa No. 123-363, chasis No. 124379-N 69-26,84
registrado con el No. 122576, conducido por su co-propietaric:
Mg. Enrique Estrada Gómez, y propiedad del señor Rómulo
Miguel Lluberes Berroa en el momento del accidente por lo
que. procede declarar a dichos señores civilmente res-
ponsables de los daños sufridos en ocasión del accidente por
el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo; d) que el vehículo prece-
dentemente descrito, en el momento del accidente estaba
asegurado con la compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., mediante póliza No. 23142 con vigencia para el.dia
19 de octubre de 1977, por lo que procede la puesta en causa
de dicha compañía aseguradora; e) que el Dr. Héctor V. Rosa
Vasallo con motivo de los daños materiales sufridos por su
vehículo en ocasión del accidente, ha tenido gastos de
reparación ascendente a la suma de Setecientos sesenta y
ocho pesos con cuarentidos centavos (RDS768.42); f) que los
daños ocasionados a dicho demandante por concepto de
desvalorización del vehículo por tratarse en el caso de la
especie, de un vehículo nuevo, ascienden a la suma de
trescientos cincuenta pesos (RDS350.00); y por concepto del
lucro cesante la suma de trescientos pesos (RDS300.00) pro-
veniente del tiempo transcurrido para efectuar la reparación
del vehículo y equivalente a la cantidad de diez pesos por ca-
da día transcurrido sin prestarle servicio a su dueño quien es
de profesión abogado por lo que para su ejercicio no puede
pescindir de un vehículo para su cumplimiento de sus
diligencias profesionales; que asimismo a sido justa la
evaluación hecha por el Juez de primer grado en la suma de
quinientos pesos RDS500.CO) por los daños corporales y
morales sufridos por el demandante en ocasión, del acci-
dente, cantidad que sumada a los primeros asciende a la
suma de mil novecientos dieciocho pesos con cuarentidos
centavos (RDS1,918.42); g) que los jueces tienen un
poder de apreciación para estimar los daños y perjuicios tanto
morales como materiales sufridos por una o más personas
que en el caso de la especie existiendo suficientes elementos
que permiten la adecuada evaluación de los daños ex-
perimentados por el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo en el caso
ocurrente, la Corte estima que el Juez a - quo hizo una correcta
evaluación de los mismos por lo que decide únicamente mo-
dificar la sentencia apelada en lo que respecta a la in-

demnización acordada al demandante por concepto le
lucro cesante conforme a los motivos anteriormente E g-

puestos; 
que por todo ello, se pone de manifiesto q Je

contrariamente a lo sostenido por los recurrentes, la Corte a-
gua no incurrió en las violaciones denunciadas ya que la
sentencia impugnada contiene motivos suficiente en cuanto

a la indemnización concedida al hoy recurrido y la misma no
es irrazonable y una relación completa de los hechos

y circunstancias de la causa y mótivos suficientes y
pertinentes que iustifican su dispositivo que han permi-
tido a esta Suprema Corte verificar que en el presente caso
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio único de casación que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Enrique Estrada Gómez, Rómulo
M. Lluberes Berroa y la Compañía Dominicana de Seguros,

C. por A., contra la sentencia dictada, en atribuciones civiles el
8 de mayo de 1981, por la Corto de Apelación de Santo.
Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a Enrique Estrada Gómez y
Rómulo M. Lluberes Berroa al pago de las costas civiles y
ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. Héctor V.
• Rosa Vasallo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la Aseguradora ya mencionada dentro
de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña,- Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, -leída y publicada por mi, secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo F.-



317316	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL

la cosa juzgada; c) que el carro marca Chevrolet, modelo
1969, placa No. 123-363, chasis No. 124379-N 69-2684
registrado con el No. 122576, conducido por su co-propietari¿
Ing. Enrique Estrada Gómez, y propiedad del señor Rómulo
Miguel Lluberes Berroa en el momento del accidente por lo
qua procede declarar a dichos señores civilmente res-
ponsables de los daños sufridos en ocasión del accidente por
el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo; d) que el vehículo prece-
dentemente descrito, en el momento del accidente estaba
asegurado con la compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., mediante póliza No. 23142 con vigencia para el día
19 de octubre de 1977, por lo que procede la puesta en causa
de dicha compañía aseguradora; e) que el Dr. Héctor V. Rosa
Vasallo con motivo de los daños materiales sufridos por su
vehículo en ocasión del accidente, ha tenido gastos de
reparación ascendente a la suma de Setecientos sesenta y
ocho pesos con cuarentidos centavos (RDS768.42); f) que los
daños ocasionados a dicho demandante por concepto de
desvalorización del vehículo por tratarse en el caso de la
especie, de un vehículo nuevo, ascienden a la suma de
trescientos cincuenta pesos (RDS350.00); y por concepto del
lucro cesante la suma de trescientos pesos (RDS300.00) pro-
veniente del tiempo transcurrido para efectuar la reparación
del vehículo y equivalente a la cantidad de diez pesos por ca-
da día transcurrido sin prestarle servicio a su dueño quien es
de profesión abogado por lo que para su ejercicio no puede
pescindir de un vehículo para su cumplimiento de sus
diligencias profesionales; que asimismo a sido justa la
evaluación hecha por el Juez de primer grado en la suma de
quinientos pesos (RDS500.00) por los daños corporales y
morales sufridos por el demandante en ocasión del acci-
dente, cantidad que sumada a los primeros asciende a la
suma de mil novecientos dieciocho pesos con cuarentidos
centavos (RD$1,918.42); g) que los jueces tienen un
poder de apreciación para estimar los daños y perjuicios tanto
morales como materiales sufridos por una o más personas
que en el caso de la especie existiendo suficientes elementos
que permiten la adecuada evaluación de los daños ex-
perimentados por el Dr. Héctor V. Rosa Vasallo en el caso
ocurrente, la Corte estima que el Juez a-quo hizo una correcta
evaluación de los mismos por lo que decide únicamente mo-
dificar la sentencia apelada en lo que respecta a la in.

dernnización acordada al demandante por concepto le
lucro cesante conforme a los motivos anteriormente Ex-

Pu
estos; que por todo ello, se pone de manifiesto q

contrariamente a lo sostenido por los recurrentes, la Corte a.

qua 
no incurrió en las violaciones denunciadas ya que la

sentencia impugnada contiene motivos suficiente en cuanto

a la indemnización concedida al hoy recurrido y la misma no
es irrazonable y una relación completa de los hechos
y circunstancias de la causa v mátivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo que han permi-
tido a esta Suprema Corte verificar que en el presente caso
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio único de casación que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado,

Por talas motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Enrique Estrada Gómez, Rómulo
M. Lluberes Berroa y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., contra 13 sentencia dictada, en atribuciones civiles el

8 de mayo de 1981, por la Corto de Apelación de Santo.
Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a Enrique Estrada Gómez y
Rómulo M. Lluberes Berroa al pago de las costas civiles y
ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. Héctor V.
Rosa Vasallo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y 13s hace oponibles a la Aseguradora ya mencionada dentro
de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña,- Miguel Jacobo E, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, 'leída y publicada por mí, secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo F.-

1 k
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1983 NO.17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 14 de septiembre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, Pa-
blo Franco Martínez y Seguros Pcpín, S. A.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas y Dr.A. Flavio Sosa.

lnterviniente (s): José Francisco Rivas Rodríguez y com-
partes.

Abogado (s): Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Aiburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte, dominicana, mayor de edad,
estudiante, residente en la calle "P" No. 14, Urbanización La
Agustina, de esta ciudad, cédela No. 19185, serie 37; Pablo

flanco Marnez, dominicano mayor de edad, chofer,
domiciliado y residente en la casa No. 41 de la calle Ramón
Ramírez, del Ensanche Luperón. de esta ciudad, y la Seguros
pepín, S. A., Compañía de Seguros, con domicilio social en
esta capital, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en
fecha 14 de septiembre de 1979, cuyo dispositivo se copia

más adelante,
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, abogado de

los intervinientes, en la lectura de sus conclusiones; in-
tervinientes que son José Fco. Rodríguez Rivas o José Fco.
Rivas Rodríguez, Ultima Hora, C. por A., y La Nacional de
Seguros C. por A.,

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación de Consuelo Victorii
Marte Vda. Almonte, levantada en la Secretaría de la Corte a-

qua el día dos de noviembre de 1979, a requerimiento de la
abogada Lic. Miguelina Almonte, cédula No. 93544, serie 31,
por sí y por el Dr. Flavio sosa, en representación de la
recurrente, acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación do Pablo Franco
Martínez y Seguros Pepín, S. A., levantada en la Secretaría
do la Corte a-qua, el día 10 de diciembre de 1979, a re-
querimiento del abogado Dr. Jesús Hernández, cédula No.
23846, serie 31, en representación de los recurrentes, acta en
la cual no se propone contra la sentencia impugnada. ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte, de fecha 29 de octubre de 1982,
suscrito por su abogado Dr. Flavio Sosa, cédula No. 61541,
serie 1ra. en el que se proponen contra la sentencia im-
pugnada los medios que luego se indican;

Visto el memorial de casación de Pablo Franco Martínez y
Seguros repin, S. A., de fecha 1ro. de noviembre de 1982,
suscrito por su abogado Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el que
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Materia: Correccional.

Recurrente (s): Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, Pa-
blo Franco Martínez y Seguros Pepín, S. A.

Abogado (s): Cr. Luis A. Bircann Rojas y Dr.A. Flavio Sosa.

Interviniente (s): José Francisco Rivas Rodríguez y com-
partes.

Abogado (s): Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Aiburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte, dominicana, mayor de edad,
estudiante, residente en la calle "P" No. 14, Urbanización La
Agustina, de esta ciudad, cédula No. 19185, serie 37; Pablo

-
Franco Martínez, dominicano mayor de edad, chofer, •
domicdo y residente en la casa No. 41 de la calle Ramón
Ramírez, del Ensanche Luperón. de esta ciudad, y la Seguros
pepín, S. A., Compañía de Seguros, con domicilio social en
esta capital, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en
fecha 14 de septiembre de 1979, cuyo dispositivo se copia
máosí dadelante.

o a l A
Igu

Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, abogado de

los intervinientes, en la lectura de sus conclusiones; in-
tervinientes que son José Fco. Rodríguez Rivas o José Fco.
Rivas Rodríguez, Ultima Hora, C. por A., y La Nacional de

' Se íudroo se lCd.i cptaomr eAn.
'del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta del recurso de casación de Consuelo Victorii
• Marte Vda. Almonte, levantada en la Secretaría de la Corte a-

gua el día dos de noviembre de 1979, a requerimiento de la
abogada Lic. Miguelina Almonte, cédula No. 93544, serie 31,
por sí y por el Dr. Flavio sosa, en representación de la
recurrente, acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación de Pablo Franco
Martínez y Seguros Pepín, S. A.. levantada en la Secretaría
de la Corte a - qua, el día 10 de diciembre de 1979, a re-
querimiento del abogado Dr. Jesús Hernández, cédula No.
23846, serie 31, en representación de los recurrentes, acta en
la cual no se propone contra la sentencia impugnada, ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte, de fecha 29 de octubre de 1982,
suscrito por su abogado Dr. Flavio Sosa, cédula No. 61541,
serie ira. en el que se proponen contra la sentencia im-
pugnada los medios que luego se indican;

Visto el memorial de casación de Pablo Franco Martínez y
Seguros repin, S. A., de fecha 1ro. de noviembre de 1982,
suscrito por su abogado Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el que

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1983 NO.17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 14 de septiembre de 1979.



320	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 321

se preponen contra la sentencia impugnada, los medios que
luego se indican;

Vistos los escritos de fechas 1 y 3 de noviembre de 1982, c..
los intervinientes, firmados por su abogado Dr. Hugo
Francisco Alvarez Valencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1, 29, 62 y
65 de la Ley sobre procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que resultó
muerta una persona y otras resultaron con lesiones cor-
porales la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instarcia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 17 de abril de 1974, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos contra ese fallo, la Corte de
Apelación de La Vega, dictó en fecha 25 de abril de 1975, en
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma los recursos de apelación
interpuestos por el co-prevenido José Francisco Rivas Ro-
dríguez, la Compañía Nacional de Seguros C. por A., La Edi-
tora Ultima Hora, C. por A., la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., el co-acusado Pablo Franco Martínez y la parte civil
constituida Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, contra
sertencia correccional Num. 382, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, de fecha 17 de abril de 1974, la cual tiene
el dispositivo siguiente: 'Primero: Se ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra Juan Ramos Rivas, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; Segundo: Se descarga a los nombrados Juan
Ramos D isla y Francisco Martínez Aquino por no haber viola-
do las disposiciones de la Ley 241 y se le declaran las costas
de oficio; Tercero: S e declaran culpables a los nombrados
José Francisco Rivas Rodríguez y Pablo Franco Martínez de
violar la Ley 241 en perjuicio del que en vida se llamó Pedro

inionte y Golpes en perjuicio de Augusto Herrera Pellerano y
consecuencia se le condena al pago de una multa de

pDS25.00 (Veinticinco pesos oro) cada uno acogiendo 	 ea
avor de ambos circunstancias atenuantes; Cuarto: 	 Se

nd3aa a Juan Francisco Rodríguez Rivas y a Pablo Franco
artínez al pago de las costas penales; Quinto: Se acoge
mo buena y válida la constitución en parte civil intentada
r la señora Consuelo Victoria Marte Viuda Almonte en
ntra de Juan Francisco Rodríguez Rivas, Pablo: Franco
artínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y Ernesto Ovidio
olón, a través del Dr. Flavio sosa, por ser regular en la

orma; Sexto: Se condena a Juan Francisco Rivas, Pablo
ranco Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y a Ernesto

idio colón al pago solidario de una indemnización de
D$6,000.00 (Seis mil pesos oro) en favor de la señora
onsuelo Victoria Marte viuda Almonte, como justa

reparación de los daños morales y materiales que le causaron;
!Séptimo: Se condena a Juan Francisco Rodríguez Rivas,
Pablo Franco Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y

Ernesto Ovidio Colón al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Flavio sosa quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Se
acoge como buena y válida la constitución en parte civil
intentada por la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., en
contra de Ernesto Ovidio colón en contra de la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., a través del Dr. Rafael Lolett San-
tamaría, por ser regular en la forma; Noveno: Se rechaza la
Jama civil intentada por la compañía Nacional de Seguros,
C. por A., por improcedente y mal fundada; Décimo: Se
condena a la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles; Undécimo: La presento sentencia
es común y oponible a las compañías de Seguros Pepín, S.
A., y la Compañía Nacional de Seguros, C. por A.'; por haber
sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el co-prevenido José Francisco
Rivas Rodríguez y las personas civilmente responsables
Ernesto Ovidio Colón y Mercedes Castillo de Muller, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido ci-
tados legalmente; TERCERO: Modifica la decisión recurrida

de la manera siguiente: a) Declara culpable al co-prevenido
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se proponen contra la sentencia impugnada, los medios que
luego se indican;

Vistos los escritos de fechas 1 y 3 de noviembre de 1982, de
los ir,tervinientes, firmados por su abogado Dr. Hugo
Francisco Alvarez Valencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y 1, 29, 62 y
65 de la Ley sobre procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que resultó
muerta una persona y otras resultaron con lesiones cor-
porales la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instarcia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 17 de abril de 1974, una
sentencia cuyo dispositivo so copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos contra ese fallo, la Corte de
Apelación de La Vega, dictó en fecha 25 de abril de 1975, en
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma los recursos de apelación
interpuestos por el co-prevenido José Francisco Rivas Ro-
dríguez, la Compañía Nacional de Seguros C. por A., La Edi-
tora Ultima Hora, C. por A., la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., el co-acusado Pablo Franco Martínez y la parte civil
constituida Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, contra
ser.tencia correccional Num. 382, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, de fecha 17 de abril de 1974, la cual tiene
el dispositivo siguiente: 'Primero: Se ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra Juan Ramos Rivas, por no
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; Segundo: Se descarga a los nombrados Juan
Ramos Dista y Francisco Martínez Aquino por no haber viola-
do las disposiciones de la Ley 241 y se le declaran las costas
de oficio; Tercero: S e declaran culpables a los nombrados
José Francisco Rivas Rodríguez y Pablo Franco Martínez de
viciar la Ley 241 en perjuicio del que en vida se llamó Pedro
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aknonte y Golpes en perjuicio de Augusto Herrara Paliaran° y

en 
consecuencia se le condena al pago de una multa de

DS25.00 (Veinticinco pesos oro) cada uno acogiendo 	 e.1
13vor de ambos circunstancias atenuantes; Cuarto: 	 Se
condwa a Juan Francisco Rodríguez Rivas y a Pablo Franco
Martínez al pago de las costas penales; Quinto: Se acoge
como buena y válida la constitución en parte civil intentada
por la señora Consuelo Victoria Marte Viuda Almonte en
contra de Juan Francisco Rodríguez Rivas, Pablé Franco
Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y Ernesto Ovidio
Colón, a través del Dr. Flavio sosa, por ser regular en la
orma; Sexto: Se condena a Juan Francisco Rivas, Pablo
Franco Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y a Ernesto
Ovidio colón al pago solidario de una indemnización de
PDS6,000.00 (Seis mil pesos oro) en favor de la señora
Consuelo Victoria Marte viuda Almonte, como justa
reparación de los daños morales y materiales que le causaron;
Séptimo: Se condena a Juan Francisco Rodríguez Rivas,
Pablo Franco Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y

Ernesto Ovidio Colón al pago de las costas civiles con dis-
t-acción de las mismas en provecho del Dr. Flavio sosa quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Se
acoge como buena y válida la constitución en parte civil
intentada por la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., en
contra, de Ernesto Oyidio colón en contra do la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., a través del Dr. Rafael Lolett San-
tamaría, por ser regular en la forma; Noveno: Se rechaza la
Darte civil intentada por la compañía Nacional de Seguros,
C. por A., por improcedente .y mal fundada; Décimo: Se
condena a la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles; Undécimo: La presente sentencia
es común y oponible a las compañías de Seguros Pepín, S.
A., y la Compañía Nacional de Seguros, C. por A.'; por haber
sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el co-prevenido José Francisco
Rivas Rodríguez y las personas civilmente responsables
Ernesto Ovidio Colón y Mercedes Castillo de Muller, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido ci-
tados legalmente; TERCERO: Modifica la decisión recurrida
de la manera siguiente: a) Declara culpable al co-prevenido



322	 BOLETIN JUDICIAL

José Francisco Rivas Rodríguez de violar la Ley 241, en
perjuicio de Pedro Pablo Almonte. fallecido, y de ALgusto
Herrera Pellerano y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de RDS25.00 (Veinticinco pesos oro) acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes y asimismo se le condena
al pago de las costas penales de esta alzada; b) Declara no
culpable al co-acusado Pablo Franco Martínez, de violar la
Ley 241 y en consecuencia le descarga de toda res-
ponsabilidad penal, al establecerse que no cometió falta
alguna para ser pasible de dicho precepto legal, por
consiguiente, declara las costas penales relativas a dicho pre-
venido, de oficio; cl Declara regulases y válidas, en la forma,
las constituciones en parte civil hechas por la señora
Consuelo Victoria Marte viuda Almonte, por sí y como tutora
legal de su hija menor Vilma Alfonsina Almonte Marte y por La
Nacional de Seguros, C. por A.. subrogada en todos los dere-
chos de la Editora Ultima Hora, C. por A., por llenar los requisi-
tos legales; d) En cuanto al fondo, condena al co-prevenido Jo-
sé Francisco Rivas Rodríguez y la persona civilmente res-
ponsable Editora Ultima Hora, C. por a., al pago solidario de
una indemnización de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oro) en
favor do Consuelo Victoria Marte Vda. almonte, suma que
esta corte estima la ajustada para reparar los daños morales y
materiales sufridos por dicha parte civil en el accidente;
rechazándose, por improcedente y mal fundada, la parte civil
intentada por la Compañía Nacional de Seguros, C. por a., en
contra del propietario del vehículo conducido por Pablo
Franco martínez, el señor Ernesto Ovidio Colón, por no ha-
berse establecido faltas contra dicho conductor, para ser
pasible de violar la Ley 241; rechazándose, además, por
improcedente y mal fundada las conclusiones hechas por la
parte civil Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte en contra
de Pablo Franco Martínez y su comitente Ernesto Ovidio
Colón, por las mismas razones expuestas más arriba; e)
Condena a José Francisco Rivas Rodríguez y a la Editora
Ultima Hora, C. por A., al pago de los intereses legales, a
partir del día de la demanda en justicia, de la suma impuesta
como reparación por los daños morales y materiales sufridos
por la parte civil constituida y en favor de ésta la señora
consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, a título de in-
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demnización supletoria; petición que fue hecha ante el
Juzgado a-quo, y no estatuyó al respecto, rechazándose, por
improcedente y mal fundada, la petición hecha por la in-
dicada parte civil de condenación al pago de los intereses
legales a Pablo Franco Almonte y Ernesto Ovidio Colón, por

las razones arriba señaladas; f) Condena a José Francisco Ri-

vLs Rodríguez y Editora Ultima Hora, C. por A., al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr.
A. Flavio sosa, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; g) Declara la presente sentencia común y oponible a

• la Compañ ía Nacional de Seguros, C. por A., y rechaza, por

improcede nte e infundada, la petición hecha por Consuelo

Victor ia Marte Vda. Almonte, de que también le sea oponible
esta sentencia a la Seguros Pepín S. A., en virtud de no haber
encontrado culpable al conductor del vehículo por ella
asegurado"; c) que sobre los recursos de casación in-
terpuestos por José Francisco Rivas Rodríguez, Editora
Ultima Hora, C. por A., la compañía Nacional de Seguros, C.
por A., y Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte contra la
antes indicada sentencia, la Suprema Corte de Justicia, dictó
en lecha 1ro. de junio de 1977, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "Por tales motivos, Primero:Declara nulo el

recurso de casación interpuesto por Consuelo Victoria Marte
Vda. Almonte, contra la sentencia correccional dictada por la
Corte de Apelación de La Vega, el 25 de abril de 1975, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo,
Segundo: Casa la mencionada sentencia y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de Santiago; Tercero:
Compensa las costas"; d) que sobre el envío así ordenado
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: admite en la

forma los recursos de apelación interpuestos por las personas
siguientes: co-prevenido José Francisco Rivas Rodríguez, la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A., la Editora Ultima
Hora, C. por A., la Compañía de Seguros Pepín, S. A., el co-
acusado Pablo Franco Martínez y la parte civil constituida Con-
suelo Victoria Marte Vda. Almonte, contra sentencia correo,
cional No. 382, dictada en fecha diecisiete (17) del mes de abril
del año mil novecientos setenta y cuatro (1974) por la Segunda
Cámara Penal de Juzgado de Primera Instancia del Distrito

1
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José Francisco Rivas Rodríguez de violar la Ley 241, en
perjuicio de Pedro Pablo Almonte. fallecido, y de Augusto
Herrera Pellerano y en consecuencia se le condena al pago de
una multado RDS25.00 (Veinticinco pesos oro) acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes y asimismo se le condena
al pago de las costas penales de esta alzada; b) Declara no
culpable al co-acusado Pablo Franco Martínez, de violar la
Ley 241 y en consecuencia le descarga de toda res-
ponsabilidad penal, al establecerse que no cometió falta
alguna para ser pasible de dicho precepto legal, por
consiguiente, declara las costas penales relativas a dicho pre-
venido, de oficio; c) Declara regulares y válidas, en la forma,
las constituciones en parte civil hechas por la señora
Consuelo Victoria Marte viuda Almonte, por sí y como tutore
legal desu hija menor Vilma Alfonsina Almonte Marte y por La
Nacional de Seguros, C. por A.. subrogada en todos los dere-
chos de la Editora Ultima Hora, C. por A., por llenar los requisi-
tos legales; d) En cuanto al fondo, condena al co-prevenido Jo-
sé Francisco Rivas Rodríguez y la persona civilmente res-
ponsable Editora Ultima Hora, C. por a., al pago solidario de
una indemnización de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oro) en
favor de Consuelo Victoria Marte Vda. almonte, suma que
esta corte estima la ajustada para reparar los daños morales y
materiales sufridos por dicha parte civil en el accidente;
rechazándose, por improcedente y mal fundada, la parte civil
intentada por la Compañia Nacional de Seguros. C. por a., en
contra del propietario del vehículo conducido por Pablo
Franco marthez, el señor Ernesto Ovidio Colón, por no ha-
berse establecido faltas contra dicho conductor, para ser
pasible de violar la Ley 241; rechazándose, además, por
improcedente y mal fundada las conclusiones hechas por la
parte civil Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte en contra
de Pablo Franco Martínez y su comitente Ernesto Ovidio
Colón, por las mismas razones expuestas más arriba; e)
Condena a José Francisco Rivas Rodríguez y a la Editora
Ultima Hora, C. por A., al pago de los intereses legales, a
partir del día de la demanda en justicia, de la suma impuesta
como reparación por los daños morales y materiales sufridos
por la parte civil constituida y en favor de ésta la señora
consuelo Victoria Marte Vda. Almonte, a título de in-
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demnización supletoria; petición que fue hecha ante el
Juzgado a-quo, y no estatuyó al respecto, rechazándose, por
improcedente y mal fundada, la petición hecha por la in-
dicada parte civil de condenación al pago de los intereses
legales a Pablo Franco Almonte y Ernesto Ovidio Colón, por
las razones arriba señaladas; f) Condena a José Francisco Ri-
vis Rodríguez y Editora Ultima Hora, C. por A., al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr.

A. Flavio sosa, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; g) Declara la presente sentencia común y oponible a

la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., y rechaza, por
improcedente e infundada, la petición hecha por Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte, de que también le sea oponible
esta sentencia a la Seguros Pepín S. A., en virtud de no haber
encontrado culpable al conductnr del vehículo por 	 ella
asegurado"; c) que sobre los recursos de casación 	 in-
terpuestos por José Francisco Rivas Rodríguez, Editora
Ultima Hora, C. por A., la compañía Nacional de Seguros, C.
por A., y Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte contra la
antes indicada sentencia, la Suprema Corte de Justicia, dictó
en fecha 1ro. de junio de 1977, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "Por tales motivos, Primero:Declara nulo el

recurso de casación interpuesto por Consuelo Victoria Marte
Vda. Almonte, contra la sentencia correccional dictada por la
Corte de Apelación de La Vega, el 25 de abril de 1975, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo,
Segundo: Casa la mencionada sentencia y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de Santiago; Tercero:
Compensa las costas"; d) que sobre el envío así ordenado
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: admite en la
forma los recursos de apelación interpuestos por las personas
siguientes: co-prevenido José Francisco Rivas Rodríguez, la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A., la Editora Ultima
Hora, C. por A., la Compañía de Seguros Pepín, S. A., el co-
acusado Pablo Franco Martínez y la parte civil constituida Con-
suelo Victoria Marte Vda. Almonte, contra sentencia correc:
cional No_382, dictada en fecha diecisiete (17) del mes de abril
del año mil novecientos setenta y cuatro (1974) por la Segunda
Cámara Penal de Juzgado de Primera Instancia del Distrito
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Judicial de La Vega, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: 'Falla: Primero: Se ratifica el defecto pronunciad:,
en audiencia contra Juan Ramos Rivas, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante estar legalmente ci
tado; Segundo: Se descarga a los nombrados Juan Ramos
Rivas y Francisco Martínez Aquino por no haber violado las
disposiciones de la Ley No, 241 y se le declaran las costas de
oficio; Tercero: Se declaran culpables a los nombrados José
Francisco Rivas Rodríguez y Pablo Franco Martínez de violar
la Ley 241 en perjuicio de Augusto Herrera Pellerano y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$25.00 (Veinticinco pesos oro) cada uno acogiendo 	 enfavor de ambos c ircunstancias atenuantes; Cuarto:	 Se
condena a Juan Francisco Rivas Rodríguez y a Pablo Franco
Martínez al pago de las costas pena les; Quinto: Se acoge
como buena y válida la constitución en parte civil intentada
por la señora Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte en
contra de Juan Francisco Rodríguez Rivas, Pablo Franco
Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y Ernesto Ovidio
Colón,a través del Dr. Flavio Sosa, por ser regular en la forma;
Sexto: Se condena a Juan Francisco Rodríguez Rivas,
Pablo Franco Martínez, Editora "Ultima Hora", C. por A.,
y a Ernesto Ovidio Colón al pago solidario de una
indemnización de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oro)	 en
favor de la señora Consuelo Victoria Marte Vda. Al-
monte, como justa reparación de los daños morales 	 y
materiales que le causaran; Séptimo: Se condena a Juan
Francisco Rodríguez Rivas, Pablo Franco Martínez, Editora
"Ultima Hora", C. por a., y Ernesto Ovidio colón al pago de
lar costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Flavio Sosa quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; Octavo: se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., en contra de Ernesto Ovidio
Colón en contra de la Compañía Seguros "Pepín, S. A.,
través del Dr. Rafael Laten Santamaría, por ser regular en laforma; Noveno: se rechaza la parte civil intentada por la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A., por improcedente
y mal fundada Décimo: Se condena a la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., al pago de las costas .ci-

lea'.
 Undécimo: La presente sentencia es común y oponible

bvie e' las compañías de Seguros Pepín S. A., y la compañía

Nacional de Seguros, C. por A., por haber sido hecho de

conformidad a la Ley; SEGUNDO: Revoca el Ordinal Tercero
de la sentencia recurrida en el sentido de declarar al co-
acusado José Francisco Rivas Rodríguez, no culpable del

hecho que se le imputa, por no haber cometido falta en la
conducción de su vehículo y deberse el accidente a la falta
exclusiva del co-prevenido Pablo Franco Martínez; así mismo
se revoca el Ordinal Cuarto en cuanto condenó a José
Francisco Rivas Rodríguez o Juan Francisco Rodríguez Rivas

al pago de las costas penales, y se declaran dichas costas de
oficio en lo que respecta al referido José Francisco Rivas Ro-
dríguez o Juan Francisco Rodríguez Rivas; TERCERO: Re-

, -ca el Ordinal sexto de la misma sentencia, en el sentido de

i,cargar de toda responsabilidad civil a Juan Francisco Ro-
;uez Rivas o José Francisco Rivas Rodríguez y Editora

J'Urna Hora", C. por A., así mismo se revoca el ordinal
• :;lial0 de la misma sentencia en cuanto condenó a los re-
ridos Juan Francisco Rodríguez Rivas o José Francisco Ri-

vas Rodríguez y Editora Ultima, C. por a., al pago de las
costas civiles con declaratoria de distracción en provecho del

Dr. Flavio Sosa; CUARTO: Rechaza las conclusiones tarasen-
r .rtadas por el Dr. Flavio Sosa, abogado de la parte civil consti-

tuida por improcedentes; QUINTO: Se revoca el Ordinal No-
veno de la sentencia recurrida y se acoge en cuanto al fondo
la constitución en parte civil formulada por la Compañía
Nacional de Seguros, c. por a., subrogada en los derechos de
la Editora Ultima Hora, C. por A., contra Ernesto Ovidio
Colón, y en consecuencia se condena a éste en su calidad de
persona civilmente responsable a pagar en favor de la
Compañía Naciona l de Seguros, c. por A., la suma de
RDS2,570.83 (Dos mil quinientos setenta pesos con ochenta y
tres centavos); SEXTO: Se condena a la persona civilmente
responsable Ernesto Ovidio Colón al pago de los intereses de
la suma indicada a título de indemnización supletoria;

SEPTIMO: Se declara la presente sentencia en lo que res-
pecta a la Compañía Nacional de Seguros, c. por a., común y
Oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su
caldiad de aseguradora del vehículo propiedad de Ernesto

11
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JudiCial de La Vega, cuyo dispositivo copiado textualmentp
dice así: 'Falla: Primero: Se ratifica el defecto pronunciadD
en audiencia contra Juan Ramos Rivas, por no haber
comparecido a la audiencia no obstante estar legalmente ei
lado; Segundo: Se descarga a los nombrados Juan Ramos
Rivas y Francisco Martínez Aquino por no haber violado las
disposiciones de la Ley No, 241 y se le declaran las costas deoficio; Tercero: Se declaran culpables a los nombrados Jos(i
Francisco Rivas Rodríguez y Pablo Franco Martínez de violar
la Ley 241 en perjuicio de Augusto Herrera Pellerano y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RDS25.00 (Veinticinco pesos oro) cada uno acogiendo 	 en
favor de ambos circunstancias atenuantes; Cuarto:	 Se
condena a Juan Francisco Rivas Rodríguez y a Pablo Franco
Martínez al pago de las costas penales; Quinto: Se acoge
como buena y válida la constitución en parte civil intentada
por la señora Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte en
contra de Juan Francisco Rodríguez Rivas, Pablo Franco
Martínez, Editora Ultima Hora, C. por A., y Ernesto Ovidio
Colón,a través del Dr. Flavio Sosa, por ser regular en la forma;
Sexto: Se condena a Juan Francisco Rodríguez Rivas,
Pablo Franco Martínez, Editora "Ultima Hora",. C. por A.,
y a Ernesto Ovidio Colón al pago solidario de una
indemnización de RDS6,000.00 (Seis mil pesos oro)	 en
favor de la señora Consuelo Victoria Marte Vda. Al-
monte, como justa reparación de los daños morales y
materiales que le causaran; Séptimo: Se condena a Juan
Francisco Rodríguez Rivas, Pablo Franco Martínez, Editora
"Ultima Hora", C. por a., y Ernesto Ovidio colón al pago de
1-ar oostas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Flavio Sosa quien afirma haberlas avanzado en' su
mayor parte; Octavo: se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., en contra de Ernesto Ovidio
Colón en contra de la Compañía Seguros "Pepín, S. A.,
través del Dr. Rafael Lolett Santamaría, por ser regular en la
forma; Noveno: se rechaza la parte civil intentada por la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A., por improcedente
y mal fundada; Décimo: Se condena a la Compañía
Nacional de Seguros, C. por A., al pago de las costas ci-

_se. undécimo: 
La presente sentencia es común y oponible

Vi	
las compañías de Seguros Pepín S. A., y la compañía

-Nacional 
de Seguros, C. por A., por haber sido hecho de

conformidad a la Ley; SEGUNDO: Revoca el Ordinal Tercero
e la sentencia recurrida en el sentido de declarar al co-

acusado José Francisco Rivas Rodríguez, no culpable del
que se le imputa, por no haber cometido falta en la

conducciónnldusiva del co-prevenido Pablo Franco Martínez; así mismo
%.,cción de su vehículo y deberse el accidente a la falta

se revoca el Ordinal Cuarto en cuanto condenó a José
Francisco Rivas Rodriguez o Juan Francisco Rodríguez Rivas
al pago de las costas penales, y se declaran dichas costas de
oficio en lo que respecta al referido José Francisco Rivas Ro-
dríguez o Juan Francisco Rodríguez Rivas: TERCERO: Re-

voca el Ordinal sexto de la misma sentencia, en el sentido de
descargar de toda responsabilidad civil a Juan Francisco Ro-
dríguez Rivas o José Francisco Rivas Rodríguez y Editora
"Ultima Hora", C. por A., así mismo se revoca el ordinal

"/_ptim0 de la misma sentencia en cuanto condenó a los re-
:criaos Juan Francisco Rodríguez Rivas o José Francisco Ri-
vas Rodríguez y Editora Ultima, C. por a., al pago de las
costas civiles con declaratoria de distracción en provecho del

Dr. Fi3ViC) Sosa; CUARTO: Rechaza las conclusiones presen-
tadas por el Dr. Flavio Sosa, abogado de la parte civil consti-
tuida por improcedentes; QUINTO: Se revoca el Ordinal No-
veno de la sentencia recurrida y se acoge en cuanto al fondo
la constitución en parte civil formulada por la Compañia
Nacional de Seguros, c. por a., subrogada en los derechos de
la Editora Ultima Hora, C. por A., contra Ernesto Ovidio
Colón, y en consecuencia se condena a éste en su calidad de
persona civilmente responsable a pagar en favor de la
Compañía Nacional de Seguros, c. por A., la suma de
RDS2,570.83 (Dos mil quinientos setenta pesos con ochenta y

tres centavos); SEXTO: Se condena a la persona civilmente
responsable Ernesto Ovidio Colón al pago de los intereses de
la	 suma indicada a título de indemnización supletoria;

SEPTIMO: Se declara la presente sentencia en lo que res-
pecta a la Compañía Nacional de Seguros, c. por a., común y
oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su
caldiad de aseguradora del vehículo propiedad do Ernesto
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Ovido Colón; OCTAVO: Confirma 13 sentencia recurrida
sus demás aspectos; NOVENO: Condena a Pablo Franz
Martínez, al pago de las costas penales; DECIMO: Condena
a Ernesto Ovidio Colón en su calidad de persona civilmente
responsable y a Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas
civiles de ambas instancias con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien afirma es-
tarles avanzando en su mayor parte; DECIMO PRIMERO:
Condena a la señora Consuelo victoria Marte Vda. Almonte
parte civil sucumbiente frente a José Francisco Rodríguez Ri-
vas y Editora Ultima Hora, c. por A., al pago de las costas
causadas a éstas en ambas instancias, con distracción de las
mismas en provecho del repetido Dr. Hugo Alvarez Valencia,
quien afirma estarles avanzando en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial 13 recurrente Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte propone contra la sentencia
impugnada los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta absoluta y erróneos motivos en la sentencia im-
pugnada así como, insuficiencia absoluta en la enunciación y
descripción de los hechos y documentos de la causa que
genera una flagrante violación al artículo 49, Letra A y B de la
Ley No. 241; Segundo Medio: Ausencia o falta absoluta de
motivos en la sentencia impugnada así como insuficiencia en
la enunciación y descripción de los hechos de la causa, que
generan una violación al artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización y falta de
base legal; Cuarto Medio: Desnaturalización y des-
conocimiento de las pruebas del proceso. Desnaturalización
de los hechos de la causa (otro aspecto);

Considerando, que en su memorial los recurrentes Pablo
Franco Martínez y la Seguros Pepín S. A., proponen contra la
sentencia impugnada los, siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación al Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil al mutilarse la relación del procedimiento
desnaturalizándose el ámbito del litigio o proceso ante Corte
de envío; Segundo Medio: Violación al efecto devolutivo de
la casación y de la cosa irrevocablemente juzgada en lo penal;
Tercer Medio: Falta de motivos sobre la identificación de la
persona civilmente responsable y de su seguro, y sobre la
calidad y subrogación supuesta de la Compañía Nacional de

ceguros, C. por A.; Cuarto Medio: Mala interpretación de la

r y 
4117 al condenar en costas a la aseguradora;

Ea 
cuanto al recurso de Consuelo Victoria Marte Vda.

Almonte

Considerando, que en sus cuatro medios de casación,
reunidos, la recurrente alega, en síntesis lo siguiente: a) que la
sentencia impugnada carece de motivos suficientes y per-
tinentes pues la Corte a-gua se ha limitado a copiar las decla-

raciones del coprevenido Rivas Rodríguez para hacerlas suyas
sin advertir que contienen contradicciones que no pueden
justificar el descargo pronunciado; que la Corte no ponduó
ni analizó las declaraciones de dicho prevenido prestadas por
ante la Policía y al transcribir las declaraciones de los pre-
venidos olvidó motivar la sentencia y expresar el criterio de la
Corte respecto de la inocencia del prevenido Rivas Rodríguez;
b) que la Corte a-gua no describe los hechos de la causa,
tampoco hace figurar las faltas cometidas por el prevenido
Rivas Rodriguez, cuando éste declaró que "frenó muy rápi-
do": c) que la Corte a-gua al proclamar que el prevenido Ri-
vas Rodríguez no había cometido falta alguna con la con-
ducción de su vehículo incurrió en el vicio de des-
naturalización de los hechos de la causa y de los elementos
de prueba aportados al debate; d) que la ausencia total de
motivos en la sentencia impugnada y la falsa calificación de
los hechos desemboca en la especie en una falta de base legal
que impide a la Suprema Corte de Justicia como Corte de
Casación verificar si en el presente caso se ha hecho o no una
correcta aplicación de la Ley; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la pon-
deración de los elementos de ¡uicio que fueron aportados en la
instrucción de la causa dio por establecido lo siguiente; a)
que siendo aproximadamente las cuatro de la tarde del día 18

de marzo de 1972, mientras el automóvil placa No. 102-749
conducido por José Francisco Rivas Rodríguez se encontraba
detenido esperando vía franca para doblar hacia su izquerda
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Ovido Colón; OCTAVO: Confirma la sentencia recurrida en
sus demás aspectos; NOVENO: Condena a Pablo Franco
Martínez, al pago de las costas penales; DECIMO: Condena
a Ernesto Ovidio Colón en su calidad de persona civilmente
responsable y a Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas
civiles de ambas instancias con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien afirma es-
tarlas avanzando en su mayor parte; DECIMO PRIMERO:
Condena a la señora Consuelo victoria Marte Vda. Almonte
parte civil sucumbiente frente a José Francisco Rodríguez Ri-
vas y Editora Ultima Hora, c. por A., al pago de las costas
causadas a éstas en ambas instancias, con distracción de las
mismas en provecho del repetido Dr. Hugo Alvarez Valencia,
quien afirma estarías avanzando en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial la recurrente Consuelo
Victoria Marte Vda. Almonte propone contra la sentencia
impugnada Ins siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta absoluta y erróneos motivos en la sentencia im-
pugnada así como, insuficiencia absoluta en la enunciación y
descripción de los hechos y documentos de la causa que
genera una flagrante violación al artículo 49, Letra A y B de la
Ley No. 241; Segundo Medio: Ausencia o falta absoluta de
motivos en la sentencia impugnada así corno insuficiencia en
la enunciación y descripción de los hechos de la causa, que
generan una violación al artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización y falta de
base legal; Cuarto Medio: Desnaturalización y des-
conocimiento de las pruebas del proceso. Desnaturalización
de los hechos de la causa (otro aspecto);

Considerando, que en su memorial los recurrentes Pablo
Franco Martínez y la Seguros Pepín S. A., proponen contra la
sentencia impugnada los. siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación al Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil al	 mutilarse la relación del procedimiento
desnaturalizándose el ámbito del litigio o proceso ante Corte
de envío; Segundo Medio: Violación al efecto devolutivo de
la casación y de la cosa irrevocablemente juzgada en lo penal;
Tercer Medio: Falta de motivos sobre la identificación de la
persona civilmente responsable y de su seguro, y sobre la
calidad y subrogación su puesta de la Compañía Nacional de
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Seguros, C. por A.; Cuarto Medio: Mala interpretación de la

'L ey 4117 al condenar en costas a la aseguradora;

En cuanto al recurso de Consuelo Victoria Mane Vda.

Almonte

Considerando, que en sus cuatro medios de casación,
reunidos, la recurrente alega, en síntesis lo siguiente: a) que la
sentencia impugnada carece de motivos suficientes y per-
tinentes pues la Corte a-qua se ha limitado a copiar las decla-

raciones del coprevenido Rivas Rodríguez para hacerlas suyas
sin advenir que contienen contradicciones que no pueden
justifica r el descargo pronunciado; que la Corte no pondcló

ni analizó las declaraciones de dicho prevenido prestadas por
ente la Policía y al transcribir las declaraciones de los pre-
venidos olvidó motivar la sentencia y expresar el criterio de la
Corte respecto de la inocencia del prevenido Rivas Rodríguez;

bl que la Corte a-qua no describe los hechos de la causa,
tampoco hace figurar las faltas cometidas por el prevenido
Rivas Rodríguez, cuando éste declaró que "frenó muy rápi-
do"; cl que la Corte a-qua al proclamar que el prevenido Ri-
vas Rodríguez no había cometido falta alguna con la con-
ducción de su vehículo incurrió en el vicio de des-
naturalización de los hechos de la causa y de los elementos
de prueba aportados al debate; d) que la ausencia total de
motivos en la sentencia impugnada y la falsa calificación de
los hechos desemboca en la especie en una falta de base legal
que impide a la Suprema Corte de Justicia como Corte de
Casación verificar si en el presente caso se ha hecho o no una
correcta aplicación de la" Ley; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la pon-
deraciónde los elementos de juicio que fueron aportados en la
instrucción de la causa dio por establecido lo siguiente; a)

que siendo aproximadame nte las cuatro de la tarde del día 18
de marzo de 1972, mientras el automóvil placa No. 102-749
conducido por José Francisco Rivas Rodríguez se encontraba
detenido esperando vía franca para doblar hacia su izquerda
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para entrar al Restaurant Viejo Madrid, en el Km. 84 de la
autopista que conduce de Santo Domingo a Bonao, fue
chocado por la parte trasera por el vehículo placa No. 20g-
351, conducido por Pablo Franco Martínez, que corría en la
misma dirección y por el mismo carril; b) que el vehículo
conducido por Rivas Rodríguez, así chocado, fue lanzado al
carril de la vía contraria en el momento en que el automóvil
Volkswagen, placa oficial No. 10973, manejado por Francisco
Martínez Aquino, corría de Bonao a Santo Domingo, pro-
duciéndose un choque frontal entre esos dos vehículos; e)
que en ese mismo momento corría en dirección Bonao-Santo
Domingo, detrás del Volkswagen, el camión placa No. 505-
142, manejado por Juan Ramos Rivas, quien al advenir que
su vía había sido ocupada giró hacia su izquierda y pasó entre
los automóviles placas Nos. 102-749 y 208-351, causándole a
éstos algunas abolladuras; d) que a consecuencia de la
colisión de los antes indicados vehículos, resultó con lesiones
corporales que le causaron la muerte el señor Pedro Almonte,
pasajero del carro Volkswagen, placa oficial, y con heridas
que curaron antes de 10 días las siguientes personas: María
Graciela Pichardo de Lorenzo, Francisco Martínez Aquino y
Agust:n Herrera;

Considerando, que la Corte a-qua, para descargar al pre-
venido José Francisco Rivas Rodríguez o José Francisco Ro-
dríguez Rivas, expuso en la sentencia impugnada lo siguiente:
"que el accidente que nos ocupa se debió únicamente a la
falta cometida por el coprevenido Pablo Franco Martínez en
la conducción de su vehículo, que éste o sea Pablo Franco
Martínez, ha admitido que las luces direccionales del vehículo
que transitaba delante de él en dirección Sur a Norte estaban
puestas desde 30 a 40 metros, es evidente que es a él o sea a
Pablo Franco Martínez, a quien le correspondía tomar todas

las precauciones de lugar para evitar el impactar o chocar el
vehículo que se había detenido delante de él o sea el que
conducía José Francisco Rivas Rodríguez, ya que éste no po-
día ejercer las maniobras anunciadas con sus luces direccio-
nales, por haber surgido un obstáculo insalvable como lo es el
de dos vehículos, el cepillo y el camión indicados, qué en
dirección contraria y por la misma vía se aproximaban a él;
que si es cierto que José Francisco Rivas Rodríguez, in-

cursioncs en una vía que no le correspondía, lo hizo al ser
iouisade por una fuerza extraña, ésto es, por el impacto
recibido por su vehículo por la parte trasera, impacto éste que
constituye la causa única determinante y generadora do éste
accidente; d) que el coprevenido José Francisco Rivas Ro-
dríguez, actuó prudentemente al señalar con sus luces
direccionales que iba a doblar hacia el Restaurant "El Viejo
Madrid" pero al ver la proximidad de los dos vehículos, que
por la misma vía en dirección contraria, se aproximaban a él,
decidió detener su vehículo el cual como se ha indicado más

bi 

fue impactado por detrás por el vehículo que conducía

3Prarbloa Franco Martínez, lanzándole al carril de dicha vía que
correspondía a los vehículos indicados ya que transitaba en

:11 dirección contraria; que por consecuencia José Franco Rivas
Rodríguez, no cometió ninguna falta o imprudencia en la
conducción de su vehículo por lo Cual procede declararlo no
culpable del hecho puesto a su cargo";

Considerando, que como se advierte los jueces del fondo
para descargar al prevenido Rivas Rodríguez, y fallar como lo
hicieron, ponderaron no sólo las declaraciones de los pre-
venidos, sino los demás hechos y circunstancias del proceso,
pues el propio co-prevenido Pablo franco Martínez ha afir-
mado quo vio a Rivas Rodríguez hacer Señales de que iba a
doblar a la izquerda para entrar al Restaurant "El Viejo Ma-
drid", a una distancia de 40 metros, lo que los jueces del
fondo pudieron apreciar dentro de sus facultades, como
distancia suficiente para evitar la primera colisión que lanzó al
vehículo de Rivas al carril contrario; que para formar su cri-
terio respecto de esos hechos la Corte a-qua no sólo no
incurrió en la desnaturalización que se alega, sino que expuso
en la sentencia impugnada motivos suficientes, pertinentes y
congruentes que justifican plenamente el descargo del pre-
venido Rivas Rodríguez y el rechazamiento de las
sreclamaciones civile sbasadas en la falta que se le había
imputado a dicho prevenido; que en esas condiciones es claro
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciadas; que, por tanto, los medios
de casación que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, finalmente que eh su men.o'V jo
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para entrar al Restaurant Viejo Madrid, en el Km. 84 de la
autopista que conduce de Santo Domingo a Bonao, fue
chocado por la parte trasera por el vehículo placa No. 208-
351, conducido por Pablo Franco Martínez, que corría en la
misma dirección y por el mismo carril; b) que el vehículo
conducido por Rivas Rodríguez, así chocado, fue lanzado al
carril de la vía contraria en el momento en que el automóvil
Volkswagen, placa oficial No. 10973, manejado por Francisco
Martínez Aquino, corría de Bonao a Santo Domingo, pro-
duciéndose un choque frontal entre esos dos vehículos; e)
que en ese mismo momento corría en dirección Bonao-Santo
Domingo, detrás del Volkswagen, el camión placa No. 505-
142, manejado por Juan Ramos Rivas, quien al advertir que
su vía habla sido ocupada giró hacia su izquierda y pasó entre
los automóviles placas Nos. 102-749 y 208-351, causándole a
éstos algunas abolladuras; d) que a consecuencia de la
colisión de los antes indicados vehículos, resultó con lesiones
corporales que le causaron la muerte el señor Pedro Almonte,
pasajero del carro Volkswagen, placa oficial, y con heridas
que curaron antes de 10 días las siguientes personas: María
Graciela Pichardo de Lorenzo, Francisco Martínez Aquino y
Agustín Herrera;

Considerando, que la Cofia a-qua, para descargar al pre-
venido José Francisco Rivas Rodríguez o José Francisco Ro-
dríguez Rivas, expuso en la sentencia impugnada lo siguiente:
"que el accidente que nos ocupa se debió únicamente a la
falta cometida por el coprevenido Pablo Franco Martínez en
la conducción de su vehículo, que éste o sea Pablo Franco
Martínez, ha admitido que las luces direccionales del vehículo
que transitaba delante de él en dirección Sur a Norte estaban
puestas desde 30 a 40 metros, es evidente que es a él o sea a
Pablo Franco Martínez, a quien le correspondía tornar todas
las precauciones do lugar para evitar el impactar o chocar el
vehículo que se había detenido delante de él o sea el que
conducía José Francisco Rivas Rodríguez, ya que éste no po-
día ejercer las maniobras anunciadas con sus luces direccio-
nales, por haber surgido un obstáculo insalvable como lo.es el
de dos vehículos, el cepillo y el camión indicados, qué en
dirección contraria y por la misma vía se aproximaban a él;
que si es cierto que José Francisco Rivas Rodríguez, in-

ursionó en una vía que no le correspondía, lo hizo al ser
i
mpulsado por una fuerza extraña, ésto es, por el impacto

re
cibido  por su vehículo por la parte trasera, impacto éste que

constituye la causa única determinante y generadora do éste
accidente; d) que el coprevenido José Francisco si savs Ro-
dríguez, actuó prudentemente al señalar con 	 luces
direccionales que iba a doblar hacia el Restaurant "El Viejo
Madrid" pero al ver la proximidad de los dos vehículos, que
per la misma vía en dirección contraria, se aproximaban a él,
decidió detener su vehículo el cual como se ha indicado más
arriba, fue impactado por detrás por el vehículo que conducía
Pablo Franco Martínez, lanzándole al carril de dicha vía que
correspondía a los vehículos indicados ya que transitaba en
dirección contraria; que por consecuencia José Franco Rivas
Rodríguez, no cometió ninguna falta o imprudencia en la
conducción de su vehículo por lo cual procede declararlo no
culpable del hecho puesto a su cargo";

Considerando, que como se advierte los jueces del fondo
para descargar al prevenido Rivas Rodríguez, y fallar como lo
hicieron, ponderaron no sólo las declaraciones de los pre-
venidos, sino los demás hechos y circunstancias del proceso,
pues el propio co-prevenido Pablo franco Martínez ha afir-
mado que vio a Rivas Rodríguez hacer señales de que iba a
doblar a la izquerda para entrar al Restaurant "El Viejo Ma-
drid", a una distancia de 40 metros, lo que los jueces del
fondo pudieron apreciar dentro de sus facultades, como
distancia suficiente para evita? la primera colisión que lanzó al
vehículo de Rivas al carril contrario; que para formar su cri-
terio respecto de esos hechos la Corte a-qua no sólo no
incurrió en la desnaturalización que se alega, sino que expuso
en la sentencia impugnada motivos suficientes, pertinentes y
congruentes que justifican plenamente el descargo del pre-
venido Rivas Rodríguez y el rechazamiento 	 de las
sreclamaciones civile sbasadas en la falta que se le había
Imputado a dicho prevenido; que en esas condiciones es claro
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciadas; que, por tanto, los medios
de casación que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, finalmente que e: su rnen.e-'a' Je
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En cuanto al recurso del prevenido
Pablo Franco Martínez.

Considerando, que el artículo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que 'el plazo para interponer el
recurso de casación es do diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si fue
debidamente citado para la misma; en todo otro caso el plazo
correrá a partir de la notificación de la sentencia";

Considerando, que en la especie, en el expediente consta
que la sentencia impugnada fue dictada en fecha 14 de
septiembre de 1979, y notificada al prevenido Pablo Franco
Martínez en su domicilio sito en la casa No. 41 de la calle
Ramón Ramírez del ensanche Luperón de esta ciudad, por
acto del alguacil José alejandro Batista G., ordinario de la
corte de Apelación de Santo Domingo, el día 10 de no-
viembre de 1979; que como el recurso de casación de este
prevenido fue interpuesto el día 10 de diciembre de ese año,
es obvio que fue declarado fuera del plazo establecido por el
artículo 29 antes indicado, por lo cual resulta inadmisible por
tardío;

En cuanto al recurso do
Seguros Pepín, S. A.

Considerando, que en sus curro medios de casación,

unidos, esta recurrente alega en síntesis, los siguiente: a)

rneue la 
Corte a-qua conoció de este asunto como si se tratara

""de tina causa llevada al segundo grado como una apelación
corriente, sin tener en cuenta que se trata en realidad del
conocimiento de apelación de una sentencia que había dado
origen a un recurso de casación y que por tanto, ya estaba
limitado el referido recurso de apelación, a los fines del envío
ordenado per la sentencia de la Suprema corte de Justicia; b)
que la Corte a-qua no ponderó el hecho de que el prevenido
Pablo Franco Martínez, había sido descargado por sentencia
de la corte d eApelación de La Vega, de feha 25 de abril de
1975 del delito de violación al artículo 49 de la Ley 241 de
1967, lo que significaba que ya no podía declarar la existencia
de alguna falta a cargo de Pablo Franco Martínez que pudiera
comprometer la responsabilidad civil de la aseguradora; c)
Que la Corte de La Vega por su sentencia del 25 de abirl de
1975, había rechazado la demanda civil de la viuda almonte
intentada contra Pablo Franco Martínez y Ernesto Ovidio
colón, comitente éste último de Pablo Franco Martínez , y
que ese rechazamiento se basó en que Pablo Franco no había
cometido ninguna imprudencia en el manejo del vehículo
asegurado por la Seguros Pepín S. A., que ese rechazamiento
era irrevocable pues si bien es cierto que, la viuda Almonte
interpuso contra la referida sentencia un recurso de casación.
también es verdad que dicho recurso fue declarado nulo
porque no se motivó; que, en esas condiciones la Corte de
Santiago sólo estaba apoderada del asunto en los puntos que
dieron origen a la casación; esto es, que la Corte de Santiago
lo "único que podía hacer, como Corte de envío, era des-
cargar también a Juan Francisco Rivas Rodríguez si no le
encontraba falta en el accidente, pero no podía declarar falta
a cargo de Pablo Franco Martínez porque ya se encontraba
irrevocablemente descargado"; d) en la sentencia impugnada
se hace constar que Ernesto Ovidio colón es el propietario del
vehículo que Seguros Pepin, S. A. había asegurado al pre-
venido Pablo Franco Martínez, que lo hacía beneficiario del
seguro expedido, en razón de que el seguro sigue al vehículo
en cualesquiera manos en que se encuentre; que la referida
Corte para llegar a esa conclusión ponderó las Certificaiones
expedidas por Rentas Internas y por la superintendencia de
Seguros, sin verificar si esas certificaciones se refieren al
mismo vehículo, comprobación que era imprescindible

casación la recurrente Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte
solicita que se case también la sentencia de fecha 23 de
agosto de 1979. dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago; pero tal pedimento es inadmisible en razón de que
dicha señora no recurrió en casación contra la sentencia del
23 de agosto de 1979, sino contra la dictada el día 14 de
septiembre de ese mismo año; recurso que como ya se ha
expresado, carece de fundamento;
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casación la recurrente Consuelo Victoria Marte Vda. Almontesolicita que se case también la sentencia de fecha 23 de
agosto de 1979, dictada por la Corte de Apelación de San.tiago; pero tal pedimento es inadmisible en razón de que
dicha señora no recurrió en casación contra la sentencia del
23 de agosto de 1979, sino contra la dictada el día 14 de
septiembre de ese mismo año; recurso que como ya se ha
expresado, carece de fundamento;

En cuanto al recurso del prevenido
Pablo Franco Martínez.

Considerando, que el artículo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que 'el plazo para interponer el
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si fue
debidamente citado para la misma; en todo otro caso el plazo
correrá a partir de la notificación de la sentencia";

Considerando, que en la especie, en el expediente consta
que la sentencia impugnada fue dictada en fecha 14 de
septiembre de 1979, y notificada al prevenido Pablo Franco
Martínez en su domicilio sito en la casa No. 41 de la calle
Ramón Ramírez del ensanche Luperón de esta ciudad, por
acto del alguacil José alejandro Batista G., ordinario de la
corte de Apelación de Santo Domingo, el día 10 de no-
viembre de 1979; que como el recurso de casación de este
prevenido fue interpuesto el día 10 de diciembre de ese año,
es obvio que fue declarado fuera del plazo establecido por el
artículo 29 antes indicado, por lo cual resulta inadmisible por
tardío;

En cuanto al recurso de
Seguros Pepfn, S. A.

Considerando, que en sus cuatro medios de casación,

nidos, esta recurrente alega en síntesis, los siguiente: a)

a la Corte a-qua conoció de este asunto como si se tratara

cie una causa llevada al segundo grado como una apelación
corriente, sin tener en cuenta que se trata en realidad del
conocimiento de apelación de una sentencia que había dado
origen a un recurso de casación y que por tanto, ya estaba
¡imitado el referido recurso de apelación, a los fines del envío
ordenado por la sentencia de la Suprema corte do Justicia; b)
que la Corte a-qua no ponderó el hecho de que el prevenido
Pablo Franco Martínez, había sido descargado por sentencia
de la corte d eApelación de La Vega, de feha 25 de abril de
1975 del delito de violación al artículo 49 de la Ley 241 de
1967, lo que significaba que ya no podía declarar la existencia
de alguna falta a cargo de Pablo Franco Martínez que pudiera
comprometer la responsabilidad civil de la aseguradora; cl
que la Corte de La Vega por su sentencia del 25 de abirl de
1975, había rechazado la demanda civil de la viuda almonte
intentada contra Pablo Franco Martínez y Ernesto Ovidio
colón, comitente éste último de Pablo Franco Martínez , y
que ese rechazamiento se basó en que Pablo Franco no había
cometido ninguna imprudencia en el manejo del vehículo
asegurado por la Seguros Pepín S. A., que ese rechazamiento
era irrevocable pues si bien es cierto queja viuda Almonte
interpuso contra la referida sentencia un recurso de casación.
también es verdad que dicho recurso fue declarado nulo
porque no se motivó; que, en esas condiciones la Corte de
Santiago sólo estaba apoderada del asunto en los puntos que
dieron origen a la casación; esto es, que la Corto de Santiago
lo "único que podía hacer, como Corte de envío, era des-
cargar también a Juan Francisco Rivas Rodríguez si no le
encontraba falta en el accidente, pero no podía declarar falta
a cargo de Pablo Franco Martínez porque ya se encontraba
irrevocablemente descargado"; d) en la sentencia impugnada
se hace constar que Ernesto Ovidio colón es el propietario del
vehículo que Seguros Pepín, S. A. había asegurado al pre-
venido Pablo Franco Martínez, que lo hacía beneficiario del
seguro expedido, en razón de que el seguro sigue al vehículo
en cualesquiera manos en que se encuentre; que la referida
Corte para llegar a esa conclusión ponderó las Certificaiones
expedidas por Rentas Internas y por la superintendencia de
Seguros, sin verificar si esas certificaciones se refieren al
Mismo vehículo, comprobación que era imprescindible
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is compañía de Seguros Petah, S. A. y su abogado"; f) que

la audiencia del día 23 de agosto de 1979, el Dr. Bario E.

ejeloz, abogado de la defensa de Pablo Franco Martínez y de

Seguros Pepín, S. A., concluyó, a nombre del prever.ido

• Franco Martínez de la siguiente manera: Primero: que se

declare por sentencia que en aspecto (sic) de 13 sentencia de
' la corte de Apelación de La Vega, de fecha 25-4-75, que

descargó a Pablo Franco Martínez, adquirió la sutoriciad de la

osa 
irrevocablemente juzgada, en razón de que ese aspecto

no fue impugnado por el Procurador General de esa Corte de
Apelación y que en consecuencia 'Pablo Franco Martínez,
sólo puede ser oído como testigo en este proceso; Segundo:
-pie las costas sean reservadas; g) Que tanto el Dr. Hugo

Alvarez Valencia, abogado del co-prevenido José Francisco
vas Rodríguez, como el representante del ministerio público

:.oncluyeron en el sentido de que se considere como in-
, uipado al señor Pablo Franco Martínez; h) que en la referida
audiencia, del 23 de agosto de 1979, la Corte a-qua dictó una

sentencia mediante la cual rechazó las conclusiones in-
identales presentadas por el Dr. Berta Veloz, dispuso 13

continuación de la causa y reservó las costas; i) que Pablo
Franco Martínez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., no
solo no interpusieron recurso de casación contra dicho fallo,
sino que le dieron asentimiento al mismo, pues en la referida
acta de audiencia de ese mismo día, consta que el Dr. Fin-
berto C. López, concluyó, conjuntamente con el Dr. Veloz,
por escrito, de la siguiente manera: "Primero: Que Pablo

Franco Martínez, sea descargado por deberse el accidente a la

falta del coprevenido José francisco rivas; 
Segundo: Que la

constitución en parte civil de la Compañía Nacional 
de

Seguros. C. por A., contra Seguros Pepin, S. A., sea rechazada
Por improcedente e infundada y además . por no
existir vínculo cotractual entre Ernesto Qvidio Colón
V Seguros Pepín, . S. A., Tercero:. Que sea re-

cha?ada la constitución en Parte civil intentada por la
Nacional de Seguros. C. por A., en contra del señor Pablo
Franco Martínez y Ernesto Ovidio Colón, por improcedente y
mal fundada, distrayendo las costas civiles en provecho del
abogado que os habla, por haberle avanzado en su mayor

parte";
Considerando, que como se advierte por todo lo an-

teriormente expuesto y frente al hecho de que el recurso de

porque podía tratarse de dos vehículos distintos; e) además
en la sentencia impugnada se otorga una indemnización de
RDS2,570.83 a la Compañía Nacional de Seguros, C. por A.
sobre la base de que dicha Compañía tuvo que pagar a Ultime
Hora, C. por A., una suma igual, con motivo del accidente, y
que por tanto quedó subrogada en los derechos de Ultima
Hora, C. por A., contra el señor Ernesto Ovidio Colón; pero no
se ha probado la existencia del seguro contra todo daño a fa-
vor de Ultima Hora, C. por a., tampoco la Compañía Nacional
de Seguros ha probado su derecho a subrogarse en los
derechos de su asegurado al pagarle la indemnización; en
nuestro país ninguna ley dispone que la aseguradora que
paga a su asegurado contra daños propios se subroga en sus
derechos contra el tercero que ha ocasionado el daño; f) la
sentencia impugnada condena en costas civiles a la Seguros
Pepín, S. A., cuando no puede haber. condenaciones
directas contra la aseguradora; que por tanto, en ese punto la
sentencia debe ser casada;

Considerando, en lo concerniente a los alegatos de la
/ Seguros Pepin, S. A., señalados en las letras a, b, c, d, y e,

que en la especie, son constantes los siguientes hechos: a)
que en el acta de audiencia de la Corte de Apelación de
Santiago, de fehca 23 de febrero de 1979, consta que el Dr.
Filiberto C. López P., declaró que "asiste en sus medios de
defensa al señor Pablo Franco Martínez"; b) que ese mismo
día 23 de febrero de 1979, la referida corte de Santiago
reenvió la causa para el día 16 de marzo de 1979, a fin de citar
al señor Ernesto Ovidio Colón, en la puerta del Tribunal, ya la
compañía de Seguros Pepín, 5. A.; c) que en la audiencia del
16 de marzo de 1979, el Dr. Filiberto C. López P., declaró que
"ratifica su constitución anterior"; d) que ese mismo día, 16
de marzo de 1979, la corte a-qua dictó una sentencia me-
diante la cual ordenó un nuevo reenvío .de la causa, fijó la
audiencia de las 9 a.m. del día 27 de abril de 1979 y declaró
que "quedan citadas las partes civiles constituidas y su
abogado, el co-prevenieló Pablo Franco Martínez y las
compañías Ultima Hora, C. por A. y La Nacional de Seguros,
C. por A. y su abogado; d) que a la audiencia del día 27 de
abril de 1979, asistió el Dr. Berto E. Veloz, en representación
de Seguros Pepin, S. A.; el que ese mismo día, 27 de abril de
1979, la Cone reenvb la causa para el día 23 de agosto de
16/9, y declaro quz -Hued;:n c:tzdos cablo Franno Me-tlrio? y
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porque podía tratarse de dos vehículos distintos; e) además,
en la sentencia impugnada se otorga una indemnización de
RD$2,570.83 a la Compañia Nacional de Seguros, C. por A
sobre la base de que dicha Compañía tuvo que pagar a Ultimi
Hora, C. por A., una suma igual, con motivo del accidente, y
que por tanto quedó subrogada en los derechos de Ultima
Hora, C. por A., contra el señor Ernesto Ovidio Colón; pero no
se ha probado La existencia del segu r o contra todo daño a fa-
vor de Ultima Hora, C. por a., tampoco la Compañía Nacional
de Seguros ha probado su derecho a subrogarse en los
derechos de su asegurado al pagarle la i ndemnización; en
nuestro país ninguna ley dispone que la aseguradora que
paga a su asegurado contra daños propios se subroga en sus
derechos contra el tercero que ha ocasionado el daño; f) la
sentencia impugnada condena en costas civiles a la Seguros
Pepín, S. A., cuando no puede haber. condenaciones
directas contra la aseguradora; que por tanto, en ese punto la
sentencia debe ser casada;

Considerando, en lo concerniente a los alegatos de la
Seguros Pepín, S. A., señalados en las letras a. b, c, d, y e,
que en la especie, son constantes los siguientes hechos: a)
que en el acta de audiencia de la Corte de Apelación de
Santiago, de fehca 23 de febrero de 1979, consta que el Dr.
Filiberto C. López P., declaró que "asiste en sus medios de
defensa al señor Pablo Franco Martínez"; b) que ese mismo
día 23 de febrero de 1979, la referida corte de Santiago
reenvió la causa para el día 16 de marzo de 1979, a fin de citar
al señor Ernesto Ovidio Colón, en la puerta del Tribunal, y a la
compañía de Seguros Pepín, S. A.; e) que en la audiencia del
16 de marzo de 1979, el Dr. Filiberto C. López P., declaró que
"ratifica su constitución anterior"; dl que ese mismo día, 16
de marzo de 1979, la corte a-qua dictó una sentencia me-
diante la cual ordenó un nuevo reenvío de la causa, fijó la
audiencia de las 9 a.m. del dia 27 de abril de 1979 y declaró
que "quedan citadas las partes civiles constituidas y su
abogado, el co-prevenidó Pablo Franco Martínez y las
compañías Ultima Hora, C. por A. y La Nacional de Seguros,
C. por A. y su abogado; d) que a la audiencia del día 27 de
abril de 1979, asistió el Dr. Berto E. Veloz, en representación
de Seguros Pepín, S. A.; e) que ese mismo dia, 27 de abril de
1979, la Corte reenvió la causa 'para el día 23 de agosto de —
W9, y deciaro gas "yuc.d:.:n citcdos D zblo Franco Me-Un"? y
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compañía de Seguros Pepín, S. A. y su abogado"; O que

en la audienc i a del día 23 de agosto de 1979, el Dr. Berto E.
Veloz, abogado de la defensa de Pablo Franco Martínez y de
,,puros Pepín, S. A., concluyó, a nombre del prevenido
Finco Martínez de la siguiente manera: Primero: que se

Hclare por sentenc i a que en aspecto (sic) de la sentencia de

, corte de Apelación de La Vega, de fecha 25-4-75, que

ascargó a Pablo Franco Martínez, adquirió la sutoriciad de la
asa irrevocablemente juzgada, en razón de que ese aspecto

fue impugnado por el Procurado r General de esa Corte de

apelación y que en consecue ncia 'Pablo Franco Martínez,

,olo puede ser oído como testigo en este proceso; Segundo:
Tu° las costas sean reservadas; g) que tanto el Dr. Hugo
:uvarez Valencia, abogado del co-preven ido José Francisco

l
ivas Rodríguez, como el representante del ministerio público

incluyeron en el sentido de que se conside re como in-

culpado al señor Pablo Franco Martínez; h) que en la referida
audiencia, del 23 de agosto de 1979, la Corte a-qua dictó una
bentencia mediante la cual rechazó las conclusiones in-

-dentales presentadas por el Dr. Berto Veloz, dispuso la

ontinuación de la causa y reservó las costas; i) que Pablo
Franco Martínez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., no
solo no interpusieron recurso de casación contra dicho fallo,ida
sino que le dieron asentimien to al mismo, pues en la refer

acta de audienci a de ese mismo día, consta que el Dr. Fili-
berto C. López, concluyó, conjuntamente con el Dr. Veloz,
por escrito, de la siguiente manera: "Primero: Que Pablo
Franco Martínez, sea descargado por deberse el accidente a la

falta del copreven ido José francisc o rivas; Segundo: Que la

constituc ión en parte civil de la Compañ ía Nacional de

Seguros, C. por A., contra Seguros Pepín, S. A., sea rechazada
por improcedente e infundada y además .por no

existir vínculo cotractua l entre Ernesto Ovidio Colón

y Seguros Pepín, .S. A., Tercero:. Que sea re-
cha7ada la constitución en Parte civil intentad a por la

Nacional de Seguros, C. por A., en contra del señor Pablo
Franco Martínez y Ernesto Ovidio Colón, por improcede nte y

mal fundada, distrayend o las costas civiles en provecho del
abogado que os habla, por haberla avanzado en su mayor

parte";
Considerando, que como se advierte por todo lo an-

teriormente expuesto y frente al hecho de que el r ecu rso de
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casación de Pablo Franca Martínez ha .sido declarado inad-
misible por tardío, es obvio que las condenaciones penales,
pronunciadas contra dicho recurrente han adquirido la autori-
dad irrevocable de la cosa juzgada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para admitir que la
Seguros Pepín, S. A., era la Compañía Aseguradora del
vehículo que causó los daños al automóvil propiedad de
Ultima Hora, C. por ., expuso lo siguiente: "Que si es cieno
de acuerdo a la certificación No. 3432 'expedida en fecha
17/7/72 por la Superintendencia de Seguros, el vehículo
marca Chevrolet, motor F0411m está asegurado con la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., mediante políza No. A-
02636 con vigencia del 24/7/71 al 24/7/72 a nombre de Pablo
Franco Martínez, no es menos cierto, que de acuerdo a la
certificación No. 792 expedida por la dirección general de
Rentas Internas, dicho vehículo es propiedad de Ernesto Ovi-
dio Colón, y como el objeto asegurado es el vehículo dicho
seguro sigue al vehículo. en cualquier mano que se en-cuentre";

Considerando, que como se 'advierte, los Jueces de) fondo
pudieron formar su convicción respecto de la identidad del
vehlzulo asegurado, mediante la ponderación de los
documentos antes indicados, sin que fuese necesario realizar
otras comprobaciones;

Considérando, qué corno la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., en su calidad de aseguradora del vehículo propiedad de
Ernesto Ovidio Colón y conducido por Pablo Franco Martínez
no impugnó en casación la sentencia del 23 de agosto de
1979, como podía hacerlo, para mantener la no res-
ponsabilidad de su asegurado, es claro que .en esas con-
diciones, ella aceptó el riesgo del nuevo debate surgido en lacorte a-qua; que, por tanto, si como consecuencia de la
instrucción de la causa, resulta que el asegurado dé Seguros
Pepín, S. A., como ocurrió en la especie, es el responsable
penalmente como inculpado, del daño causado con el
vehículo propiedad de Ernesto Ovidio Colón, persona puesta
en causa como civilmente responsable, es evidente que las
condenaciones civiles que se pronuncien contra esa persona
deben ser oponibles a la Seguros Pepín, S. A.; •

Considerando, que en el presente caso es constante que fa
Compañía Nacional de Seguros, .C. por A., pagó a Ultima

Hora C. por A., propietaria del vehículo chocado por Pablo
Franeo Martínez, la suma de RDS2,570.83 por concepto de
jos daños sufridos por el referido vehículo; que, por tanto, la
corto a-qua al amdenar a Ernesto Ovidio Colón, propietario

del 
vehículo causante del daño, asegurado por la Seguros

pon, S A.. a pagar la referida suma, más los intereses

legales de la misma, a la Compañía de Seguros,

C: por A. que 
se había subiogado en los derechos de su

asegurada Ultima Hora, C. por a., hizo una correcta

aplicación de las 
reglas de la responsabilidad civil y de los

principios que rigen la subrogación en materia de seguros, y
al hacer oponibles tales condenaciones a la Seguros Pepín,
S. A., la referida Corte hizo ima correcta aplicación de los ar-
tículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; que en, consecuencia, los
medios y alegatos que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Considerando, en cuanto al alegato marcado con la letra fi,
que ciertamente en el Ordinal Décimo de la sentencia im-
pugnada se condena a Seguros Pepín, S. A., al pago de las
costas civiles juntamente con Ernesto Ovidio Colón, persona
puesta en causa como civilmente responsable, sin advertir
que en la causa ocurrente la Seguros Pepín, S. A., se limitó a
la defensa del asegurado y del prevenido, por lo que no
procedía condenarla directamente al pago de de las costas;
que, por tanto la referida sentencia debe ser casada en ese
punto, por vía de supresión y sin envío;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
José Francisco Rivas Rodríguez, Ultima Hora, C. por A. y la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A., en los recursos de
casación interpuestos por Consuelo VictoriaMane vda Al-
monte, Pablo Franco Martínez y Seguros Pepín, S. A., contra
la sentencia No.362 dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la corte de apelación de Santiago en fecha 14 de
septiembre de 1979, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Casa por vía de supresión
y sin envío la referida sentencia en el punto en que pronuncia
condenaciones directas en costas contra la Seguros Pepín,
S. A.; Tercero: Declara inadmisible por tardío el recurso de
casación de Pablo Franco Martínez, contra la indicada
sentencia; Cuarto: Rechaza los recursos de casación in-
terpuestos por Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte y

n
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casación de Pablo Franco Martínez ha -sido declarado inad-
misible por tardío, es obvio que las condenaciones penales,
pronunciadas contra dicho recurrente han adquirido lá autori-dad irrevocable de la cosa juzgada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para admitir que la
Seguros Pepín, S. A., era la Compañía Aseguradora del
vehículo que causó los daños al automóvil propiedad de
Ultima Hora, C. por ., expuso lo siguiente: "Que si es cierto
de acuerdo a la certificación No. 3432 expedida en fecha
17/7/72 por la Superintendencia de Seguros, el vehículo
marca Chevrolet, motor F0411m está asegurado con la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., mediante potiza No. A-
02636 con vigencia del 24/7/71 al 24/7/72 a nombre de Pablo
Franco Martínez, no es menos cierto, que de acuerdo a la
cer tificación No. 792 expedida por la dirección general de
Rentas Internas, dicho vehículo es propiedad de Ernesto Ovi-
dio Colón, y como el objeto asegurado es el vehículo dicho
seguro sigue al vehículo . en cualquier mano que se en-cuentre";

Considerando, que como se -advierte, los Jueces de fondo
pudieron formar su convicción respecto de la identidad del
vehículo asegurado, mediante la ponderación de losdocumentos antes indicados, sin que fuese necesario realizar
otras comprobaciones;

Considbrando, qu' e? coito la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., en sú calidad de aseguradora del vehículo propiedad deErnesto Ovidio Colón y conducido por Pablo Franco Martínez
no impugnó en casación la sentencia del 23 de agosto de
1979, como podía hacerlo, para mantener la no res-ponsabilidad de su asegurado, es claro que en esas con-
diciones, ella aceptó el riesgo del nuevo debate surgido en la
corte a-qua; que, por tanto, si como consecuencia de 

lainstrucción de la causa, resulta que el asegurado dé Seguros
Pepín, S. A., como ocurrió en la especie, es el responsable
penalmente como inculpado, del daño causado con el
vehículo p ropiedad de Ernesto Ovidio Colón, persona puesta
en causa como civilmente responsable, es evidente que lascondenaciones civiles que se pronuncien contra esa persona
deben ser oponibles a la Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que en el presente caso es constante que laCompañía Nacional de Seguros, • C. por A., pagó a Ultima
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Hora
C. por A., propietari a del vehículo chocado por Pablo

franco Martíne z , la suma de RD$2,570.83 por. concepto dee

los daños sufridos por el referido vehículo; que, por tanto, 

coge a-qua al cóndena r a Ernesto Ovidio Colón, propietario
del vehículo causante del daño, asegurado por la Seguros
Pepín- S A.. a pagar la referida suma, más los intereses

le
gales de la misma, a la Compañía de Seguros,

C. por A., que se había. subrogado en los derechos de su
asegurada Ultima Hora, C. por a., hizo una correcta
aplicación de las reglas de la responsabilidad civil y de los
principios que rigen la subrogació n en materia de seguros, y

al hacer oponib les tales condenaciones a la. Seguros Pepín,

s. A., la r
eferida Corte hizo una correcta aplicación de los ar-

tículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; que en, consecuencia , los

medios y alegatos que se examinan carecen de fundamento y

deben ser desestimados;
Consideran do, en cuanto al alegato marcado con la letra fi,

que ciertamen te en el Ordinal Décimo de la sentencia im-
pugnada se condena a Seguros Pepín, S. A., al pago de las
costas civiles juntamente con Ernesto Ovidio Colón, persona
puesta en causa como civilmente responsable, sin advertir

que en la causa ocurrente la Seguros Pepín, S. A., se limitó a

la defensa del asegurado y del prevenido, por lo que no

procedía condena rla directame nte al pago de de las costas;

que, por tanto la referida sentenc ia debe ser casada en ese

punto, por vía de supresión y sin envío;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a

José Francisco Rivas Rodríguez, Ultima Hora, C. por A. y la

Compañía Naciona l de Seguros, C. por A., en los recursos de

casació n interpuestos por Consuelo VictoriaMa rte vda Al-

monte, Pablo Franco Martínez y Seguros Pepín, S. A., contra
la sentencia No.362 dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la corte de apelación de Santiago en fecha 14 de
septiembre de 1979, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Casa por vía de supresión
y sin envío la referida sentencia en el punto en que pronuncia
condenaciones directas en costas contra la Seguros Pepín,

S. A.; Tercero : Declara inadmisible por tardío el recurso de
casación de Pablo Franco Martínez, contra la indicada
sentencia; Cuarto: Rechaza los recursos de casación in-

terpuestos por Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte y
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Seguros Pepín, S. A., contra la referida sentencia; Quinto
Condena a Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte y Pabl,,
Franco Martínez al pago de las costas, ordenándose la dis-
tracción en provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, abogado
de los intervinientes, quien afirma estarles avanzando en su
mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal_
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque

 C.-Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrara Piña.- Miguel Jacobo,
Secretario General,-

La presente sentencia ha sido da da y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA 
DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1911 NO. 18

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, de fecha-19 de Noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Francisco José Núñez y Feliz Almonte.
Gómez, Ramón E. Rivas y Marcos Pérez Taveras y Unión de

Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Marfa Altagracia Guzmán;

Abogado (s): Dr. R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justióia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 7 de Febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francisco
José Núñez, chofer, cédula No. 19575, serie 55, domiciliado y
residente en Salcedo; Féliz Almonte Gómez, chofer, cédula
No. 18094, serie 54, domiciliado y residente en Aguacáte
Abajo, sección de Moca; Ramón Emilio Rivas, cédula No.
12569, serie 55, domiciliado y residente en Salcedo;. Marcos.
Pérez Taveras, agricultor, cédula No. 13206, serie 54; todo&
dominicanos y mayores de edad; .y _Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio social en Santiago, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, el 19 de noviembre de 1976, en atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Seguros Pepfn, S. A., contra la referida sentencia; Quinto:
Condena a Consuelo Victoria Marte Vda. Almonte y Pablo
Franco Martínez al pago de las costas, ordenándose la dis-
tracción en provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, abogado
de los intervinientes, quien afirma estarles avanzando en su
mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Petah), S. A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrara Piña.- Miguel Jacobo,
Secretario General,-

La presente sentencia ha sido da da y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (F DO): Miguel Jacobo.-
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sENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 18

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, de fecha-19 de Noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente 1s): Francisco José Núñez y Feliz Almonte.
Gómez, Ramón E. Rivas y Marcos Pérez Taveras y Unión de

seguros, C. por A.

Interviniente (s): María Altagracia Guzmán;

Abogado (s): Dr. R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justiéia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Albumuerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera fi-
na, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 7 de Febrero del 1983, años'1391. de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francisco
José Núñez, chofer, cédula No. 19575, serie 55, domiciliado y
residente en Salcedo; Feliz Almonte Gómez, chofer, cédula
No. 18094, serie 54, domiciliado y residente en Aguacate
Abajo, sección de Moca; Ramón Emilio Rivas, cédula No.
12569, serie 55, domiciliado y residente en Salcedo;. Marcos'
Pérez Taveras, agricultor, cédula No. 13206, serie 54,' todos'
dominicanos y mayores de edad; .y _Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio social en Santiago, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, el 19 de noviembre de 1976, en atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la corte a-qua, el 9 de Diciembre de 1976, a re-
querimiento del Dr. César Darío Pimentel, abogado de los
recurrentes, en la	 cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Visto el escrito	 de la interviniente María Altagracia.
Guzmán, domiciliadas residente en Jayabo Adentro sección
del municipio de Salcedo, cédula No. 19096, serie 55, del 4 de'
febrero de 1980, por sí y como tutora de Alejandro Guzmán,
suscrito por su abogado, Dr. Bienvenido Amaro, cé-
dula No. 21463, serie 47;

Visto el auto dictado en fecha 4 de Febrero del corriente.
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés chubani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del,
cual integra en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío	 Balcácer, Fernando E. RaVeld dé -lá
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. goicochea S., Máximo Puello Renville
Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso- dd
casación de que se trata, de conformidad con las.Leyes.Nos,
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprma Corte de Justicia, después de haber deliberada
y 'vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, y 1 y-10 diá
la Ley No. 4117 de 1955; 1383 y 1384 del Código Civil Y 1, 37;
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y . en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que conmótivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultaron varias personas
con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia dél
Distrito Judicial de Salcedo, dictó una sentencia, el 17 de
septiembre de 1975, en atribuciones correccionales, cuyo:
dispositio se encuentra inserto en la ahora impugnada; bl. que:sobre los recursos i nterpuestos intervino el falto impugnada.
con el siguiente . dispositivo: FALLA:- PRIMERO: Declara
regulares y válidos en cuanto a la forma los recurs6s de
apelación interpuestos por los prevenidos Francisco José.
Núñez y Feliz Almonte Gómez, de los comitentes Ramón.
Ercilio Rivas y Marcos Pérez Taveras, Sil como de 'la coal:
pañía Uniión de Seguros C. por A.: contra la 'sentencia
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cornal N. 462 de fecha 17 de Septiemb re de 1975,
reccio

dictada por el
o
 Juzgado de Primera Instanc i a del biátrito

Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: ;

Primero: Se pronuncia el defecto en contra de los ere-
,enidos Francisco José Núñez y Feliz Almdnte Gómez .por:
estar legalmente citado y no haber comparec ido; sé declaran:

culpables de violar el artículo 49 de la Ley 241 en perjuicio de'
los nombrados Ramón Guarionex Núñez, alejandrd Liviano,
María altagracia Guzmán, Rogelio Marte y Remigio Méndez

Cruz
, y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes Sé

condena a 2 meses de prisión correcciona l cada uno•y al 'pago

de las costas penales; Segundo: Se declara n regular y válida

en la forma y én el fondo la constitución eh parte civil hecha
'por el Dr. Ramón Bdo. Amaro a nombre y representación de
'su hijo menor bajo su tutela nombrad o Alejandro Guzmán o

Liriano, en contra de los prevenidos Francisco Josl Núñez y
Feliz Almonte Gómez, de sus comitentes señores Rarhón
Emilio Rivas y Marcos Pérez Taveras y de la compañía de
seguros, Unión de Seguros, C. por A., Tercero: Se-pronuncia
el defecto en contra de las personas civilmente responsable
por estar legalmente emplazados y no haber comparec i do, así

como a los prevenidos solidariamente con sus comitentes a

pagar a la parte civil constituida la suma de RDS1,200.00
mil Doscientos Pesos Oro) a favor de .la señora María Al-
tagracia guzmán por sí y ponlos daños morales y materiales
sufridos per su hijo menor Alejadro Guzmán o Liriano y•dé

R.DS500.00 (Quinientos Pesos. Oro) a favor de la señora Al-

tagracia o María Altagrac ia Guzmán por los daños morales y
materiales sufridos por la referida señora a causa del mismo
accidente; más los intereses legales de dicha suma a parta de
la demanda en justicia y a título de indemnización corh-
plémentaria; ordenando que dichas sumas sean pagadas a la
parte civil constituida en proporció n de un 50% por cada uno

de los prevenidos y sus comitentes; Cuarto: Se condena á
los prevenidos solidariamente con sus comitente s al pago de

las costas civiles ordenando que las mismas sean distraídas. a
favor del Dr. Ramón Bienvenido Amaro, abogado quien afirma

haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se declara la
presente sentencia en su aspecto civil, y en lo referente a
Marcos Pérez Taveras, oponible y Comú n y ejecutoria a- Id

Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en virtud.
de las Leyes que rigen la materia; SEGUNDO: pronuncia el
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la corte a-qua, el 9 de Diciembre de 1976, a re-
querimiento del Dr. César Darío Pimentel, abogado de los
recurrentes, en la	 cual no se propone ningún	 mediodeterminado de casación;

Visto el escrito	 de la interviniente María •Altagracia •
Guzmán, domiciliada Y residente en Jayabo Adentro sección
del municipio de Salcedo, cédula No: 19096, serie 55, dei 4 de'
• febrero de 1980, por sí y como tutora de Alejandro Guzmán,
suscrito por su abogado, Dr. Bienvenido Amaro, cé-
dula No. 21463, serie 47,

Visto el auto dictado en fecha 4 de Febrero del corriente.
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés chubani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio ziel.cual integra en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío	 Balcácer, Fernando E. Ravelo' dé tá
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. goicochea S., Máximo Puello Renville
Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal,, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las.Ley'es•Nos
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprma Corte de Justicia, después de haber deliberado
y 'vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, y 1 .y.10 de
la Ley No. 4117 de 1955; 1383 y 1384 del Código Civil 5/ 1, 37;
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 	 . •

Considerando, que en la sentencia impugnada y, en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con Inótivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultaron varias personas
con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia *del
Distrito Judicial de Salcedo, dictó una sentencia, el 17 de
septiembre de 1975, en atribuciones correccionales, ctiyo.
dispositio se encuentra inserto en la ahora impugnada; b). que:
sobre los recursos interpuestos intervino el falto impugnada,
con el siguiente' dispositivo: FALLA:. PRIMERO: Declare
regulares y válidos en cuanto a la forma los recursól, de
apelación interpuestos por los prevenidos Francisco José,
Núñez y Feliz Almonte Gómez, de los comitentes. Ramón
Ercilio Rivas y Marcos Pérez Taveras, S como de la com-'
pañía Uniión de Seguros C. por A.; contra la 'sentencia,
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correccional No. 462 de fecha 17 de Septiembre de.1975,
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Salcedo, Cuyo dispositivo diCe así: Falle:•

venidos Francisco José Núñez y Feliz Almtinte Gómez por:
Primero: Se pronuncia el defecto en , contra de los pre-

estar legalmente citado y no haber comparecido; se declaran/
culpables de violar el artículo 49 de la Ley 241 en perjuicio de*

los 
nombrados Ranión Guarionex Núñez, alejandrá Liriano,

María altagracia Guzmán, Rogeho Marte y Remigio Méndez

'por el Dr. Ramón Bdo. Amaro a nombre y representación de

Cruz, y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 'ad

condena a 2 meses de prisión correccional cada uno.? al 'pego
de las costas penales; Segundo: Se declaran regular y válida

lsu hijo menor bajo su tutela nombrado Alejandro Guzmán o
én 

la forma y en el fondo la constitución eh parte civil hecha

Liriano, en contra de los prevenidos Francisco José NUñez y
Feliz Almonte Gómez, de sus comitentes señores Ramón
Emilio Rivas y Marcos Pérez Taveras y de la compañía de

seguros, Unión de Seguros, C. por A., Tercero: Se'ptonyncia

el defecto en contra de las personas civilmente responsablé

por estar legalmente emplazados y no haber comparecido, así
como a los prevenidos solidariamente con sus comitentes a
Pagar a la parte civil constituida la suma de RDS1,200.00(Un
mil Doscientos Pesos Oro) a favor de Je señóta María Al-
tagracia guzmán por sí y por los daños morales y materiales
sufridos por, su hijo menor Alejadro Guzmán o Liriano ..dé
RDS500.00 (Quinientos Pesos Oro) a favor de la señora Al-
tagracia o María Altagracia Guzmán por los daños morales y
materiales sufridos por la referida señora a causa del misma
accidente; más los intereses legales de dicha suma a pea de
la demanda en justicia y a título de indemnizacióo corh-

plémentaria; ordenando que dichas sumas sean pagadas a la
parte civil constituida en proporción de un 50% por cada uno
de los prevenidos y sus comitentes; Cuarto: Se condena á
los prevenidos solidariamente con sus comitentes al pago de

favor del Dr. Ramón Bienvenido Amaro, abogado quien afirma
las costas civiles ordenando que las mismas sean distraídas, a

haberles avanzado en su mayor parte; Quinto: Se declara la
presente sentencia en su aspecto civil, y en lo referente a
Marcos Pérez Taveras, oponible y Común y ejecutoria a• la'
Compañía de Seguros Unión de Seguros. C. por A., en virtud.
dé las Leyes que rigen la materia; SEGUNDO: pronuncia el
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defecto contra los prevenidos los comitentes y contra- lacompañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., pár np
haber comparecido no obstante estar legalmente citados;:T

ERCERO: Confirma la sentencia apelada en todas sus
partes; CUARTO: Se condena a los prevenidos FranCiSe6José Núñez y Féliz Almonte Gómez al pago de las costas*penales, y conjunta y solidariamente con sus comitentesRamón Ercilio Rivas y Marcos Pérez Taveras al pago'de lagCostal civiles, ordenando u d istracción a favor del-Dr. Ramón
Bd. Amaro, abogado que afirma haberlas avanzado en' su
mayor parte; QUINTO: Se declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutoria, en el aspecto civil, contra lacompañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., en in. reja;tivo á Féliz Almonte Gómez y su comitente Marcos Pérez Ta-

.
veras, én virtud de la Ley 4117;	 •,Considerando, que; Ramón Ercilio Rivas y Marcos Pérei•	 ,
rayeras, p

uestos en causa como personas civilmente :res-:p
onsables y la Unión de seguros C. por A., compañíaas
eguradora también puesta en causa, ni en el momento de

Interponer sus recursos de casación, ni poste riormente, hanexpuestos los medios en que apoyan sus recursos, coma loexige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre proce-
dimiento de casación, por lo que, en consecuencia,solamente se procederá al examen de los recursos de los pre-venidos;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada. y.del primer grado, cuyos motivos adopta,pone de manifiestoque la Corte a-qua mediante la ponderación de los elemenioáde juicio regularmente administrados en la i nstrucción de la
causa, a) que el día 1ro. de abril de 1974, en horas de la ma-
ñana, mientras Feliz A lmonte Gómez conducía el vehículoplaca No. 212-900, propiedad de Marcos Pérez Taveras,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., con póliza No.
27748-Y por la carretera Moca a Salcedo, en direcCión. de

.Oeste a Este, al detenerse en el kilómetro 3 para montar unos
pasajeros; se 'e estrelló por la parte trasera el vehículo placa
No. 213-091, que t ransitaba en la misma direción, Co nducidopor Francisco José Núñez, propiedad de Ramón Emilio riVas,b) que a consecuencia de este accidente resultaron Con
lesiones corporales Rogelio Marte, Remigio Méndez Cruz 

\María altagracia Guzmán, que curaban ante de los Diez días yel menor AlejandroLiriano, hijo de la última, con golpes que'

los vente días, todos pasajeros del vehículot abar" a
teo.'ducido por Francisco José Núñez; y Ramón Guarionex,.

con golpes que curaban ante de los diez días, quien erapasa-:

iero del vehícu lo conducido por Feliz Almonte Gómez; c) que
este accidente se debió a la falta de los coprevenidos,.
consisténte respecto de Feliz Almonte Gómez por frenar
inesperadamente y no sacar la mano, en violación a,losar-

.tícu1os 77 y 78 de la Ley No. 241 de 1967, y Francisco José
Núñez por transitar muy cerca del primero en violación al
artículo 123 de la citada Ley No. 241;

Considerando , que los hechos así establecidos constituyen

a Cargo de los prevenidos Feliz Almonte Gómez y Francisco
José Núñez, el delito de golpes y heridas involuntarios
ocasionados con la • conducción de un vehículo de motor,
previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 y san-
cionado, el más grave de éstos, por la letra "c" con penas de
seis meses a dos años y multa de RDS100.00 a RDS500.00, si
la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare veinte
días o más; que, por tanto, al condenar a cada uno de dichos
prevenidos con dos meses de prisión, acogiendo cir-:
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua aplicó una , pena
ajustada a la Ley;

Consdierando, que ásimismola corte a-qua apreció que el
hecho de los prevenidos causó daños y perjuicios materiales-y.
morales a la persona civil constituida, María Altagracia.
Guzmán, por sí y tutora de su hijo alejandro guzmán Lirianó,
los cuales evaluó en las sumas de RDS500.00, a favor de la:
primera y RDS1,200.00, en favor del segundo; que por tanto al
condenar a los prevenidos al pago de estos valores, en la
proportián de un cincuenta por ciento, solidariamente con
Ramón Emilio Gómez y-Marcos Pérez Taveras, personas ci-
vilmente responsables puestas en causa, más los intereses
legaleS, como indemnización complementaria, la cual declaró
oponible a la Unión de Seguros, c. por A., la Corte a-qua hizo

, una correcta aplicación de los artículos 1383, y 1384 del Có-
digo civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en:
los demás aspectos, en'lo que concierne a los intereses de los
Prevenidos no contiene vicio alguno que justifique sú
casación;

'Por tales motivos: Primero: Admite como intcrviniente á
María Altagracia Guzmán por sí y como tutora del menor Ale-.
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ban a los veinte días, todos pasajeros del vehículo

ccnti—nnradguocipide°s q curaban ante de los diez días, quien era' pasa-.
por Francisco José Núñez; y Ramón Guarionex,

cc)
ro del vehículo conducido por Féliz Almonte Gómez; c) que

este accidente se debió a la falta de los coprevenidos,•
consistente respecto de Feliz Almonte Gómez por frenar
inesperadamente y no sacar la mano, en violación a tos.ar-
ticulos 77 y 78 de la Ley No. 241 de 1967, y Francisco José
Núñez por transitar muy cerca del primero en violación al
artículo 123 de la citada Ley No. 241;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a ¿ergo de los prevenidos Feliz Almonte Gómez y Francisco
José Núñez, el delito de golpes y heridas involuntarios
ocasionados con la- conducción de un vehículo de motor,
previsto por el articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967 y san-.
cionado, el más grave de éstos, por la letra "c" con penas de
seis meses a dos años y multa de R C$100.00 a RDS500.00, si
la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare veinte'

días o más; que, por tanto, al condenar a cada uno de dichos
prevenidos con dos meses de prisión, acogiendo cir-.
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua aplicó una. péna
ajustada a la Ley;

Consdierando, que a"simismo-la corte a-qua apreció que el
hecho de los prevenidos causó daños y perjuicios materia les. y
morales a la persona civil constituida, María Altagracia.
Guzmán, por sí y tutora de su hijo alejandro guzmán Lirianb,
los cuales evaluó en las sumas de RDS500.00, a favor de la:
primera y RDS1,200.00, en favor del segundo; que por tanto al
condenar a los prevenidos al pago de estos valores, en la
preporción de un cincuenta por ciento, solidariamente con
Ramón Emilio Gómez y-Marcos Pérez Taveras, personas ci-
vilmente responsables puestas en causa, más los intereses
legales, como indemnización complementaria, la cual declaró
Oponible a la Unión de Seguros, c. por A., la Corte arqua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383, y 1384 del Có-
digo civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
los demás aspectos, en lo que concierne a los interese e de los
prevenidos no contiene vicio alguno -que justifique su"
casación;

"Por tales motives: Primero: Admite como intcrviniente á
María Altagracia Guzmán por sí y como tutora del menor Ale-
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defecto contra los prevenidos los comitentes y contra, la-
compañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., 

pOr nohaber comparecido no obstante estar legalmente citados;
TERCERO: "Confirma la sentencia apelada en teclas sus
partes; CUARTO: Se condena a los prevenidos FraneiSco"
José Núñez y Feliz Almonte Gómez al pago de las costas
'penales, y conjunta y solidariamente con sus comitentes
-Ramón Ercilio Rivas y Marcos Pérez Taveras al pago"de las
Costas civiles, ordenando u distracción a favor del Dr. Ramón
Bd. Amaro, abegado que afirma haberles avanzado en* su
mayor parte; QUINTO: Se declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutoria, en el aspecto civil, contra la
compañía de seguros Unión de Seguros, C. Por A., en le rala:.
tivo Feliz Almonte Gómez y su comitente Marcos 

Pérez Terveras, én virtud de la Ley 4117;	 •, •	 ..	 .	 •

Considerando, que. Ramón Ercilio Rivas y M,arcos -Pérei ". 

Táveras, puestos en causa come personas civilmente :tes:
ponsables y la Unión de seguros, C. por A., compañía
aseguradora también puesta en causa, ni en el momento de
Interponer sus recursos de casación, ni pesteriormente, han
expuestos los medios en que apoyan sus recursos, come le
exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre prote-
dirniento de casación, por lo que, en consecuencia,.
solamente se procederá al examen de los recursos de los 

pre-venidos;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
del primer grado, cuyos motivos adopta,pone de manifiesto
que la Corte a-gua mediante la ponderación de los elementós:
de juicio regularmente administrados en la instrucción de 

lacausa, a) que el día 1ro. de abril de 1.974, en horas de la ma-
ñana, mientras Féliz Almonte Gómez conducía el vehículo
placa No. 212-900, propiedad de Marcos Pérez Taveras,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., con póliza No.
27748-Y por la carretera Moca a Salcedo, en direcdión. de
Oeste a Este, al detenerse en el kilómetro 3 para montar unos
pasajeros; se estrelló por la parte trasera el vehículo placa
No. 213-091, que transitaba en la misma direción, Coriducido
por Francisco José Núñez, propiedad de Ramón Entine Mias,
b) que a consecuencia de este accidente resultaron Con
lesiones corporales Rogelio Marte, Remigio Méndez Cruz s
María altagracia Guzmán, que curaban ante do los, Diez días y
el menor AlejandroLiriano, hijo de la última, con golpes quet
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¡encero Guzmán Liriano, en los recursos interpuestos por

Francisco José Núñez, Feliz Almonte Gómez, Ramón Emilio
Rivas, Marcos Pérez Taveras y Unión de Seguros, C. por A,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelacióá de Sar;•
FranCisco de Macorís, el 19 de Noviembre de 1976, Cuya
dispositivo se copia en parte anterior del presente falló;
Segundo: Declara nulos los recursos de Ramón Emilio
Gómez, Marcos Pérez Taveras y la Unión de Seguros, C. por
A., Tercero: Rechaza los recursos de Feliz Almonte Góniez
Francisco José Núñez, y los condena al pago de las costas
penales y a estos y a Marcos Pérez Taveras y Ramón Emilio
Gómez, al pago de las costas civiles, las cuales distrae en
provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirma
haberlas a ianzado en su totalidad y las hace oponibles a la
Unión de St guros, C. por A., dentro de los términos de la
póliza:

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.• Darlo Bar,
cáber.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo. Secretario General.-

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores .Jueces que figuran en su encabezamiento, en- la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,.y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo.-

SENTE NCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 19

Sentenc ia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la 2da. Circ. del D. J. de Santiago, de fecha 12 de Fe-
brero de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Hoyo de Lima Industrial, C. por A.

Abog ado (s): Luis A. Bircann Rojas.

Recurrido (s): Príamo G. Rodríguez.

Abogado (s): Dr. Ramón A. Veras.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constitutida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupara, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hoyo de Lima
Industrial, C por A., compañía comercial con domicilio social
en la avenida Mirador del Vaque de la ciudad de Santiago,
contra la sentencia dictada por la Cámara Comercial y de Tra-
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago. el 12 cíe febrero de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Pablo Ro-

dríguez en representación del Dr. Ramón Antonio Veras,
Cédula No. 52546, serie 13, abogado del recurrido Príamo
Gilberto Rodriguez, dominicano, ma yor de edad, casado.
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iaridro Guzmán Liriano, en los recursos interpuestos por
Francisco José Núñez, Féliz Almonte Gómez, Ramón Emilio
Rivas, Marcos Pérez Taveras y Unión de Seguros, C. por
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelacióri de San.
Francisco de Macorís, el 19 de Noviembre de 1976, Cuya
dispositivo se copia en parte anterior del presente fa4Iq;
Segundo: Declara nulos los recursos de Ramón Emilio
Gómez, Marcos Pérez Taveras y la Unión de Seguros, C. por -
A.,Tercero: Rechaza los recursos de Feliz Almonte Górríez
Francisco José Núñez, y los condena al pago de las costas
penales y a estos y a Marcos Pérez Taveras y Ramón Emilio
Gómez, al pago de las costas civiles, las cuales distrae en
provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirma
haberlas 'anzado en su totalidad y las hace oponibles a la
Unión de St quros, C. por A., dentro de los términos de la
póliza;
..(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darlo as:

cícer.: Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi,
ña.- Miguel Jacobo. Secretario General.-

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores . Jueces que figuran en su encabezamiento; en . la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,.y fuá
firmada, leída y publicada por mf, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 19

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la 2da. Circ. del D. J. de Santiago, de fecha 12 de Fe-
brero de 1981.

Materia : Trabajo.

Recurrente (s): Hoyo de Lima Industrial, C. por A.

Abogado (s): Luis A. Bircann Rojas.

Recurrido (s): Príamo G. Rodríguez.

Abogado (s): Dr. Ramón A. Veras.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
• gularmente constitutida por los Jueces Manuel D. Bergés
,2hupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hoyo de Lima
Industrial, C por A., .compañía comercial con domicilio social
en la avenida Mirador del Vaque de la ciudad de Santiago,
contra la sentencia dictada por la Cámara Comercial y de Tra-
bajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el 12 de febrero de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Pablo Ro-

dríguez en representación del Dr. Ramón Antonio Veras,
cédula No. 52546, serie 13, abogado del recurrido Prfamo
Gilberto Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado,
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domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula No. 13871, serie
32;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secretarla
de la Suprema Corte de Justicia el 23 de febrero de 1981,
suscrito por el abogado de la recurrente en el cual se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa del 4 de marzo de 1981,
suscrito por el abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 4 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los que
ella se refiere consta lo siguiente a) que con motivo de una
demanda laboral, el Juzgado de Paz de Trabajo del municipio
de Santiago, dictó el 12 de septiembre de 1980, una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: "PRIMERO: Se
rechaza la demanda laboral incoada por Príamo Gilberto Ro-
dríguez, contra Hoyo de Lima Industrial, c. por A., por im-
procedente e infundada; SEGUNDO: Se condena al Sr.
Príamo Gilberto Rodríguez al pago de las costas del proce-
dimiento, en favor del Dr. Luis A. Bircann Rojas," bl que so-
bre el recurso interpuesto intervino el fallo ahora im,pugnado
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: FALLA:
PRIMERO: Que debe admitir y admite como regular en la
forma el recurso de alzada del trabajador Príamo Gilberto Ro-
dríguez, interpuesto contra la sentencia laboral No. 86, de
fecha 12 de septiembre de 1980, del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del municipio de Santiago; SEGUNDO: En cuanto al
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fondo del asunto, que debe acoger y acoge en todas sus
partes dicho recurso de alzada, revocando en consecuencia la
mencionada sentencia laboral recurrida; TERCERO: Que
debe por tanto condenar y condena a la Hoyo de Lima In-
dustria l , C. por A., a pagar al trabajador despedido sin causa
justificada, Príamo Gilberto Rodríguez, las prestaciones
legales, o sea: 24 días de salarios por concepto de preaviso,
ascendente a la suma de RDS458.16; 105 días de salarios por
concepto de auxilio de cesantía, ascendentes a la suma de
RDS2,004.45; 12 días de salarios por concepto de vacaciones
ascendenstes a la suma de RDS229.03; por concepto de
regalía pascual la suma de RDS245.130; por concepto de boni-
ficaciones, la suma de RDS245.00; por concepto de in-
demnización Procesal, la suma de R DS1,260.00, los cuales
ascienden a la totalidad de Cuatro Mil Cuatrocienti,s
Cuarenta y un Pesos Oro con Sesenta y Nueve Centavos
(RDS4,441.69); CUARTO: Que debe condenar y condena a la
Hoyo de Lima Industrial C. por A., al pago de las costas,
ordenando su distracción en favor del Dr. Ramón Antonio
Veras, abogado,que afirma estarlas avanzando en su mayor
padé;

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguinetes medios de casación: Primer Medio: Violación
al artículo,141 del Código de Procedimiento civil, al omitirse
totalmente la exposición de los hechos, de los proce-
dimientos y de los puntos de derecho: Segundo Medio:
ViOlación del artículo 1115 del Código Civil sobre la prueba en
cuanta a los hechos que justificaron el despido; falta de mo-
tivos en este aspecto. Tercer Medio: Falta de motivos en la
liquidación de las condenaciones; violación de las reglas de la
prueba en este aspecto.

Considerando, que la recurrente alega en síntesis en su
primer medio de casación lo siguiente: Que la sentencia
impugnada se limita a exponer una brevísima motivación sin.
un precedente que la explique para caer en un dispositivo sin
fundamento alguno, tampoco dice cuales fueron los hechos
controvertidos, ni menciona las medidas de instrucción que se
celebraron ante el Juzgado de Paz de Trabajo, que la Cámara
a-qua soslaya lo decidido por dicho Juzgado, el cual hizo una

_motivación extensa de la instrucción de la ' causa deci-diéndose el Juez a-quo por una solución contraria del litigio
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sin ninguna justificación, que por tanto la sentencia debe ser
casada por falta de base legal;

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
lo siguiente "Que la empresa despidió al trabajador de su
decisión y voluntad, pero sin justificar la causa legal que
hubiere podido eximirla de responsabilidad; que ciertamente,
el conjutno de los hechos aportados a las audiencias de me-
didas de instrucción, no se configura de manera expresa y ni
siquiera implícita, falta alguna a cargo del trabajador y por
tanto, no estableciéndose prueba alguna en tal sentido,
preciso es admitir que el despido ha sido injustificado, por lo
que la empresa debe pagar al trabajador las prestaciones
legales" que lo transcrito precedentemente y el examen de la
sentencia impugnada ponen de manifiesto, que la misma
carece absolutamente de una relación o exposición de los
eleMentos de la causa, así como de los razonamientos de
orden jurídico que, en base a los hechos deben consignarse
en las sentencias para justificar la solución de los casos
sometidos a la decisión de los Jueces, que en la especie los
motivos de hecho y de derecho eran de mayor rigor por haber
dado la Cámara a-qua una solución del litigio totalmente
contraria a la del Juzgado de Primer Grado, en consecuencia
la sentencia de ser casada por falta de base legal sin que sea
necesario examinar los otros medios del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal o de motivos las costas podrán compensarse
entre las partes en causa.

Por tales. motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en
sus atribuciones laborales por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el 12 de
febrero de 1981, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo y envía él asunto por ante la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de. la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago; Segundo: Compensa las costas entre las
partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H._ Coicochea
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s; Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel
Jacobo F., Secretario General-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él e xpresados, y fue
firmada, 	 y publicada por mi, Secretario General, que
certifico . (FD0): Miguel Jacobo F.-
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sin ninguna justificación, que por tanto la sentencia debe ser
casada por falta de base legal;

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresd
lo siguiente "Que la empresa despidió al trabajador de su
decisión y voluntad, pero sin justificar la causa legal qu•
hubiere podido eximirla de responsabilidad; que ciertamente,
el conjutno de los hechos aportados a las audiencias de me-
didas de instrucción, no se configura de manera expresa y ni
siquiera implícita, falta alguna a cargo del trabajador y por
tanto, no estableciéndose prueba alguna en tal sentido,
preciso es admitir que el despido ha sido injustificado, por lo
que la empresa debe pagar al trabajador las prestaciones
legales" que lo transcrito precedentemente y el examen de la
sentencia impugnada ponen de manifiesto, que la misma
carece absolutamente de una relación o exposición de los
elementos de la causa, así como de los razonamientos de
orden jurídico que, en base a los hechos deben consignarse
en las sentencias para justificar la solución de los casos
sometidos a la decisión de los Jueces, que en la especie los
motivos de hecho y de derecho eran de mayor rigor por haber
dado la Cámara a-qua una solución del litigio totalmente
contraria a la del Juzgado de Primer Grado, en consecuencia
la sentencia de ser casada por falta de base legal sin que sea
necesario examinar los otros medios del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal o de motivos las costas podrán compensarse
entre las partes en causa.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en
sus atribuciones laborales por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el 12 de
febrero de 1981, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo y envía el asunto por ante la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de. la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago; Segundo: Compensa las costas entre las
partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés. Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte. R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Coicochea
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5 , Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel
Jacobo F., Secretario General-

Lo presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces ate figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General. que
'certifico. IFD0): Miguel Jacobo
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO 2

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de S
Domingo, de fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Civil
•

Recurrente (s): Inés Evangelina Gonzalvo

Abogado (s): Dr. Luis Gerónimo Pérez

Recurrido (s): José Octavio Polanco Brito

Abogado (s): Lic. Ozema Pina.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
,Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrara Pi-
ña, asistidos del Secretario General en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distirio Nacional, hoy día 9 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inés Evan-
gelina Gonzalvo, dominicana, mayor de edad, domiciliada en
esta ciudad, cédula No. 2802, serie Ira.: contra la sentencia
dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 9 de agosto de 1978, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Gerónimo Pérez en representación del Dr.

Jottin Cury, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído a la Licdá. Ozema Pina, en representación de los
doctores César Ramón Pina Toribio, Luz Bethania Peláez

Ortiz y Ramón Pina Acevedo Martínez, abogados del recurri-
do, en la lectura de sus conclusiones;

ardo el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 9 de
octubre de 1978, suscrito por su abogado el Dr. Jottin Cury,
en el que se propone el medio de casación que se indica Illá3
adelante;

Vistó el memorial de defensa de; recurrente José Octavio
Polanco Brito, suscrito por sus abogados el Dr
Ramón Pina Acevedo por sí y por ios doctores César Ramón
Pina Toribio y luz Bethania Peláez Ortiz de Pina;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de !a Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar 13 mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos: 684 de 1934 y 926 de 1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
que se Señalan más adelante y los artículos 1383 del Código.-
Civil; 1 y 65 de b ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda en nulidad de partición y liquidación de
comunidad matrimonial, intentada por Inés Evangelina
Gonzalvo contra su ex esposo José Octavio Polanco Brito, la
Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado del Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en
sus atribuciones civiles, el 15 de mayo de 1978. una sentencia
cuyo dispositivo dice asi: 'Falla: Primero: Rechaza en todas
sus partes por infundada e Im procedente 13 demanda en nuli-
dad de partición matrimonial incoada por ines Evangelina
Gonzalvo. contra José Octavio Polanco Brito: Segundo:
Condena a Inés Evangelina Gonzalvo al pago de las costas,
Cuya distracción se ordena en provecho de los
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO .2

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sari
Domingo, de fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Civil

Recurrente (s): Inés Evangelina Gonzalvo

Abogado (s): Dr. Luis Gerónimo Pérez

Recurrido (s): José Octavio Polanco Brito

Ortiz y Ramón Pina Acevedo Martínez, abogados del recurri-
do, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 9 de
octubre de 1978, suscrito por su abogado el Dr. Jottin Cury,
en el que se propone el medio de casación que se indica máa
adelante;

Vistó el memorial de defensa de; recurrente José Octavio
Polanco Brito, suscrito por sus abogados el Dr
Ramó n Pina Acevedo por sí y por ios doctores César Ramón
Pina Toribio y Luz Bethania Peláez Oitiz de Pina;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de !a Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos: 684 de 1934 y 926 de 1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
que se señalan más adelante y los artículos 1383 del Código.
Civil; 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda en nulidad de partición y liquidación de
comunidad matrimonial, intentada por Inés Evangelina
Gonzalvo contra su ex esposo José Octavio Polanco Brito, la
Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado del Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en
sus atribuciones civiles, el 15 de mayo de 1978, una sentencia
cuyo dispositivo dice asi: 'Falla: Primero: Rechaza en todas
sus partes por infundada e improcedente la demanda en nuli-
dad de partición matrimonial incoada oor ines Evangelina
Gonzalvó, contra José Octavio Polanco Grito; Segundo:
Condena a Inés Evangelina Gonzalvo al pago de las costas,
Cuya distracción se ordena en provecho de los

Abogado (s): Lic. Ozema Pina.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En nombre de la República, la SupreMa Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darío Balcácer, Segundó Sustitutó de
,Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrara Pi-
ña, asistidos del Secretario General en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distirio Nacional, hoy día 9 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en . audiencia pública como Corte de Casación la siguiente ,,
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inés Evan-
gelina Gonzalvo, dominicana, mayor de edad, domiciliada en
esta ciudad, cédula No. 2802 serie 1ra.. contra la sentencia
dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, el 9 de agosto de 1978, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Gerónimo Pérez en representación del Dr.

Jottin Cury, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído a la Licdá. Ozema Pina, en representac ión de los
doctores César Ramón Pina Toribio, Luz Bethania Peláez
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Ores. Ramón Pina Acevedo Martínez, César Ramón Pina
Toribio y Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad'; b) que
sobre la apelación interpuesta. intervino la sentencia
anora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por la señora Inés Evangelina Gonzalvo, contra la
sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Tercera Circunscripción del Juzgado de Primero Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 15 de mayo de 1978, cuyo dis-
positivo figura copiado precedentemente por haber sido
interpuesto en tiempo hábil y dentro de las demás for-
malidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fonda: a)
Rechaza en todas sus partes las conclusiones formuladas en
audiencia, por el abogado de dicha recurrente Inés Evan-
gelina Gonzalvo, por improcedente y mal fundadas; b) Acoge
las conclusiones de la intimada, por reposar éstas en base
legal, y en consecuencia confirma la sentencia recurrida en
todas sus panes y con todas sus cosnsecuencias legales, por
haber sido dictada conforme a derecho; TERCERO: Condena
a la parte intimante Inés Evangelina Gonzalvo, al pago de las
costas del presente recurso, con distraccón de las mismas en
provecho de los Dres. Ramón Pina Acevedo M., .César
Ramón Pina Toribio y Luz Bethania Peláez de Pina, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial la recurrente invoca el
siguiente medio de casación: U nico: Violación del principio
de la inmutabilidad de las convenciones matrimoniales, y
consiguientemente de los artículos 1441, 1453 y 1407 del Có-
digo civil y falsa interpretación del artículo 2262 del mismo
Código;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio la
recurrente alega, en síntesis, que el acto de liquidación y
partición de la comunidad que existió entre la recurrente y su
ex-esposo José Octavio Polanco Brito, efectuado por éstos el
13 de agosto de 1968, antes de la disolución del régimen, la
que se produjo el 17 de diciembre de ese mismo año, está
viciadode una nulidad absoluta y radical, por tratarse de una li-
quidación y partición anticipada, hecha en contravención al
principio de la inmutabilidad de las convenciones ma-
trimoniales y de los artículos 1441, 1453 y 1467 del Código Ci-

vil; que en la especie, continúa alegando la recurrente, es
inaplicable el artículo 815 del Código Civil, pues la corta
prescripción de dos años establecida por ese texto sólo recibe
aplicación cuando se trata de "una comunidad regularmente
abierta por el divorcio y frente a la cual minguno de los es-

posos ha realizado ias corres pondientes diligencias para
nacer cesar la indivisión"; que en el caso la prescripción que
rige es la de 20 años prescrita por el artículo 2262 del Código

Civil;Considerando, que la Corte a-qua para desestimar la
demanda de la recurrente y fallar como lo hizo, se basó
esencialmente en lo siguiente: a) que el acto de partición fue
sometido a la jurisdicción.apoderada de	 demanda en di-
vorcio, donde antas palies solicitaron gire se declarase la
validez de la aceptación de ambos del contenido de dicho
acto y se hiciese constar así en el cuerpo de la sentencia que
admitió el divorcio,la que fue ejecutada en su totalidad, por lo
cual adquirió el carácter de la cesa irrevocablemente juzgada,
de donde resulta que los jueces apoderados de la demanda en
nulidad de la partición,no pueden modificar una cuestión que
ya ha sido definitiva e irrevocablemente Juzgada; b) que el
acto da partición impugnado no es en realidad un acto de
partición, sino un simple proyecto destinado a adquirir
vigencia cuando se produjese la disolución del régimen; c)
que el artículo 815 del Código Civil establece una corta
prescripción de dos años para el ejercicio de la acción de
partición, por lo que habiendo la recurrente intentado su
acción después de transcurrido esos dos años es obv io que la
misma había prescrito;

Considerando, que si bien es cierto que los mo-
tivos expuestos por la Corte a-qua para justificar la sentencia
impugnada, son erróneos, no es menos cierto que resulta de
dicha sentencia y de los documentos que le sirven de fun-
damento, que el acto de partición erguida de nulidad por la
recurrente, fue ejecutado voluntariamente por las partes
después de la disolución del régimen matrimonial; que esa
ejecución voluntaria equivale a una conformación tácita del
referido acto, en los términos del artículo 1338 del Código Ci-
vil;

Considerando, tiue, ciertamente, en principio, el acto
afectado de una nulidad absoluta no puede ser objeto de una
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vd; que en la especie, continúa alegando la recurrente, es

inaplicable el artículo 815 del Código Civil, pues la corta
prescripción de dos años establecida por ese texto sólo recibe
aplicación cuando se trata de "una comunidad regularmente
abierta por el divorcio y frente a la cual ninguno de los es-
posos ha realizado ias correspondientes diligencias para
hacer cesar la indivisión"; que en el caso la prescripción que
rige es la de 20 años prescrita por el articulo 2262 del Códigc

Civil;
Considerando, que la Corte a-qua para desestimar la

demanda de la recurrente y fallar como lo- hizo, se basó
esencialmente en lo siguiente: a) que el acto de partición fue
sometido a la jurisdicción, apoderada de 'la demanda en di-
vorcio, donde artnbas paries solicitaron gire se declarase la
validez de la aceptación de ambos del contenido de dicho
acto y se hiciese constar así en el cuerpo de la sentencia que
admitió el divorcio, la que fue ejecutada en su totalidad, por lo
cual adquirió el carácter de la cosa irrevocablemente juzgada,
de donde resulta que los jueces apoderados de la demanda en
nulidad de la partición,no pueden modificar una cuestión que
ya ha sido definitiva e irrevocablemente Juzgada; b) que el
acto da partición impugnado no es en realidad un acto de
partición, sino un simple proyecto destinado a adquirir
vigencia cuando se produjese la disolución del régimen; e)
que el artículo 815 del Código Civil establece una corta
prescripción de dos años para el ejercicio de la acción de
partición, por lo que habiendo la recurrente intentado su
acción después de transcurrido esos dos años es obv i o que la
misma había prescrito;

Considerando, que si bien es cierto que los mo-
tivos expuestos por la Corte a-qua para justificar la sentencia
impugnada, son erróneos, no es menos cierto que resulta de
dicha sentencia y de los documentos que le sirven de fun-
damento, que el acto de partición arguido de nulidad por la
recurrente, fue ejecutado voluntariamente por las partes
después de la disolución del régimen matrimonial; que esa
ejecución voluntaria equivale a una conformación tácita del
referido acto, en los términos del artículo 1338 del Código Ci-
vil;

Considerando, que, ciertamente, en principio, el acto
afectado. de una nulidad absoluta no puede ser objeto de una

Ores. Ramón Pina Acevedo Martínez, César Ramón Pina
Toribio y Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad'; b) que
sobre la apelación interpuesta intervino la sentencia
anora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por la señora Inés Evangelina Gonzalvo, contra la
sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Tercera Circunscripción del Juzgado de Primero Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 15 de mayo de 1978, cuyo dis-
positivo figura copiado precedentemente por haber sido
interpuesto en tiempo hábil y dentro de las demás for-
malidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo: a)
Rechaza en todas sus partes las conclusiones formuladas en
audiencia, por el abogado de dicha recurrente Inés Evan-
gelina Gonzalvo, por improcedente y mal fundadas; bl Acoge
las conclusiones de la intimada, por reposar éstas en base
legal, y en consecuencia confirma la sentencia recurrida en
todas sus panes y con todas sus cosnsecuencias legales, por
haber sido dictada conforme a derecho; TERCERO: Condena
a la parte intimante Inés Evangelina Gonzalvo, al pago de las
costas del presente recurso, con distraccón de las mismas en
provecho de los Dres. Ramón Pina Acevedo M., ,César
Ramón Pina Toribio y Luz Bethania Peláez de Pina, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial la recurrente invoca el
siguiente medio de casación: U nico: Violación del principio
de la inmutabilidad de las convenciones matrimoniales, y
consiguientemente de los artículos 1441, 1453 y 1467 del Có-
digo civil y falsa interpretación del artículo 2262 del mismo
Código;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio la
recurrente alega, en síntesis, que el acto de liquidación y
partición de la comunidad que existió entre la recurrente y su
ex-esposo José Octavio Polanco Brito, efectuado por éstos el
13 de agosto de 1968, antes de la disolución del régimen, la
que se produjo el 17 de diciembre de ese mismo año, está
viciadode una nulidad absoluta y radical, por tratarse de una li-
quidación y partición anticipada, hecha en contravención al
principio de la inmutabilidad de las convenciones ma-
trimoniales y de los artículos 1411, 1453 y 1467 del Código Ci-
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confirmación expresa o tácita, esa confirmación es posible
cuando se produce después que haya cesado la causa de la
nulidad, como ocurre en la especie; que en ese orden de
ideas, no obstante los motivos erróneos retenidos por la
Corte a-gua, la sentencia impugnada se encuentra p lena y
legalmente jUstificada por los motivos de puro derecho supli-
dos por la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que, como en la especie la litis se refiere a
:bienes comprendidos dentro de una antigua comunidad ma-
trimonial, y de que, además, el recurso de casación ha sido
rechazado en virtud de medios de puro derecho suplidos de
oficio por la Suprema Corte de Justicia, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Inés Evangelina Gonzalvo, contra la
sentencia dictada el 9 de agosto de 1978 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo:- Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- l.uis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- M ;guel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F00.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO 21

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de

fecha 26 de julio de 1978.

Mate ria: Tierras.

Recurrente (s): Sigfredo Díaz Santana.

Abogado (s): Dr. César Ubd y Lic. M. Enrique Ubrí.

Recurrido (s): Jack Vosko y la Loude 'ron and Metal Co.,

Inc.

Abogado (s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael

Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de .Peña, Hugo H.
Goicochea S, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero de 1983, años 139' de

la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sigfredo Díaz
Santana, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado en la casa No. 18 de la calle "Caonabo", de esta
ciudad, cédula No. 3173, serie 18, contra la sentencia dictada
por el Tribunal superior de Tierras, el 26 de julio de 1978, en
relación con la Parcela No. 6 Prov. G, Porción "C", del Distri-
to Catastral No. 4, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
Oído, al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio César

Ubri, en representación del Lic, enrique Ubrí García, cédula
No. 2426, serie tra., abogado del recurrente:

1
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confirmación expresa o tácita, esa confirmación es posible
cuando se produce después que haya cesado la causa de la
nulidad, como ocurre en la especie; que en ese orden de
ideas, no obstante los motivos erróneos retenidos por la
Corte a-qua, la sentencia impugnada se encuentra plena y
legalmente justificada por los motivos de puro derecho supli-
dos por la Sup rema Corte de Justicia;

Considerando, que, como en la especie la litis se refiere a
..bienes comprendidos dentro de una antigua comunidad ma-
trimonial, v de que, además, el recurso de casación ha sido
rechazado en virtud de medios de puro derecho suplidos de
oficio por la Suprema Corte de Justicia, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Inés Evangelina Gonzalvo, contra la
sentencia dictada el 9 de agosto de 1978 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo:- Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- I.uis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera

M iguel Jacobo, Secretario General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.1 Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1383 NO 21

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de
fecha 26 de julio de 1978.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Sigfredo Díaz Santana.

Aboga do (s): Dr. César Ubrí y Lic. M. Enrique Ubrí.

Recur rido (s): Jack Vosko y la Loude 'ron and Metal Co.,

Inc.

Abogad o Is): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña. Hugo H.
Goicochea S, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sigfredo Díaz
Santana, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado en la casa No. 18 de la calle "Caonabo", de esta
ciudad, cédula No. 3173, serie 18, contra la sentencia dictada
por el Tribunal superior de Tierras, el 26 de julio de 1978, en
relación con la Parcela No. 6 Prov. G, Porción "C", del Distri-
to Catastral No. 4, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído, al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio César

Ubd, en representación del Lic, enrique Ubri García, cédula
No. 2426, serie 1ra., abogado del recurrente:
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Ciclo el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de septiembre de 1978,
suscrito por el abogado del recurrente, en el que se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 16 de noviembre del 1978,
suscrito por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula No.
49307, serie ira. abogado de los recurridos Jack Vosko, cana-
diense, mayor de edad, domiciliado y residente en Montreal,
Canadá y la Loudes Iron and Metal Co., Inc., una sociedad
comercial organizada de acuerdo con las leyes del Canadá,
con asiento social y oficinas en la casa No. 1000, de la calle
Smith, Montreal, Canadá, representada por su Director, Saul
Josephson, canadiense, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en Montreal, Canadá;

Visto el auto dictado en fecha 4 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Fuello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beraco y vistos los textos invocados por el recurrente en su
memorial, que se indican más adelante, y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de una litis sobre terrenos registrados, el Tribunal de
Tieras de Jurisdicción Original, dictó el 25 de agosto de 1975,
su Decisión No. 4, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Parcela No. 6-Prov. -G, porción 'C'.- Primero: Rechaza y
acoge en partes, las conclusiones producidas por el Dr. Juan
Manuel Pellerano Gómez, el señor Sigfredo Díaz Santana,
Jack Vosko y la Loudee Iron and Metal Co. Inc., y en
consecuencia: Segundo: Declara la competencia de este tri-
bunal, para conocer de los planteamientos contenidos en la
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instancia dirigida por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez al
Tribunal Superior de Tierras, en fecha 12 de enero de 1973 y
retiene dicho asunto para fines de solución.- Tercero:
Fusiona para ser resueltos por una sola sentencia, los dos
asuntos de que ha sido apoderado este Tribunal, por los
autos dictados por el Presidente del Tribunal de Tierras, en
fechas 29 de enero de 1973 y 14 de octubre de 1974; Cuarto:
Declara correcto en la forma y en el fondo y, por tanto, válido

y comple ta vigencia jurídica, el contrato inquilinato, de esta
parcela, ubicada en la zona urbana de la ciudad de Santo
Domingo, otorgado por el señor Ramón E. Mella en favor del
señor Sigfredo Díaz Santana, dominicano, mayor de edad,
casado, negociante, domiciliado y residente en esta ciudad en
la calle Caonabo No. 18, cédula No. 3173, serie 18, con-
vención contenida en el acto de fecha 21 de febrero de 1963
y. consecuenteme nte, declara que el mencionado señor Díaz
Santana tiene el derecho de posesión y goce de esta parcela.-

Quinto: Declara que la cláusula cuarta del citado acto del 21
de febrero de 1963, contiene una simple policitación, que no
compromete a ninguna de las partes, otorgada por el señor
Ramón E. Mella en favor del señor Sigfredo Díaz Santana para
que éste adquiera esta parcela, mediante las condiciones
estipuladas y, por tanto, dicha policitación es ineficaz para
operar el traspaso del inmueble y rechaza, en consecuencia,
la solicitud de transferencia en su favor de esta parcela,
formulada por el señor Díaz Santana,- Sexto: Ordena la
transferencia, en favor del Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez,
dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y residente
en esta ciudad en lasegunda planta de la casa NO. 11 de la
calle Socorro Sánchez, abogado, cédula No. 49307, serie 1,
del veinte por ciento (20%) o quinta parte del área de esta
parcela, equivalente a 00 Ha., 04 As., 08 Cas., 40 Dms2.-
Séptimo: Ordena al Registrador de Títulos del Distrito
Nacional, anotar en el Certificado de Título No. 69-441,
correspondiente a esta parcela, que la misma en lo adelante
queda registrada en esta forma: 00 Ha., 04 As., 08 Cas., 40
Dms2., en favor del Dr. Juan Manuel Pellerano Górriez, de
generales arriba anotadas.- 00 Ha., 16 As., 33 Cas., 60 Dms2.,
resto de la Parcela, en favor del señor Jack Vosko, cana-
diense, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente
en Montreal, Canadá, en el No. 2555, de Kingston Ave., Apt.
21 y la Loudee Iron and Metal Co. Inc., sociedad comercial
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secretaría
'de la Suprema Corte de Justicia, el 15 de septiembre de 1978,
suscrito por el abogado del recurrente, en el que se proponen
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 16 de noviembre del 1978,
suscrito por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula No.
49307, serie 1ra. abogado de los recurridos Jack Vosko, cana-
diense, mayor de edad, domiciliado y residente en Montreal,
Canadá, y la Loudes Iron and Metal Co., Inc., una sociedad
comercial organizada de acuerdo con las leyes del Canadá,
con asiento social y oficinas en la casa No. 1000, de la calle
Smith, Montreal, Canadá, representada por su Director, Saul
Josephson, canadiense, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en Montreal, Canadá;

Visto el auto dictado en fecha 4 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beraco y vistos los textos invocados por el recurrente en su
memorial, que se indican más adelante, y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de una litis sobre terrenos registrados, el Tribunal de
Tieras de Jurisdicción Original, dictó el 25 de agosto de 1975,
su Decisión No. 4, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Parcela No. 6-Prov. -G, porción 'C'.- Primero: Rechaza y
acoge en partes, las conclusiones producidas por el Dr. Juan
Manuel Pellerano Gómez, el señor Sigfredo Díaz Santana,
Jack Vosko y la Loudee Iron and Metal Co. Inc., y en
consecuencia: Segundo: Declara la competencia de este tri-
bunal, para conocer de los planteamientos contenidos en la
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instancia dirigida por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez al
tribunal Superior de Tierras, en fecha 12 de enero de 1973 y
,etiene dicho asunto para fines de solución.- Tercero:
Fusiona para ser resueltos por una sola sentencia, los dos

,asuntosuntos de que ha sido apoderado este Tribunal, por los

:

 autos dictados por el Presidente del Tribunal de Tierras, en
fechas 29 de enero de 1973 y 14 de octubre de 1974; Cuarto:

• - Declara correcto en la forma y en el fondo y, por tanto, válido

y completa vigencia jurídica, el contrato inquilinato, de esta
parcela, ubicada en la zona urbana de la ciudad de Santo
Domingo, otorgado por el señor Ramón E. Mella en favor del
señor Sigfredo Díaz Santana, dominicano, mayor de edad,
casado, negociante, domiciliado y residente en esta ciudad en
la calle Caonabo No. 18, cédula No. 3173, serie 18, con-
vención contenida en el acto de fecha 21 de febrero de 1963
y. consecuentemente, declara que el mencionado señor Díaz
Santana tiene el derecho de posesión y goce de esta parcela.-

Quinto: Declara que la cláusula cuarta del citado acto del 21
de febrero de 1963, contiene una simple policitación, que no
compromete a ninguna de las partes, otorgada por el señor
Ramón E. Mella en favor del señor Sigfredo Díaz Santana para
que éste adquiera esta parcela, mediante las condiciones
estipuladas y, por tanto, dicha policitación es ineficaz para
operar el traspaso del inmueble y rechaza, en consecuencia,
la solicitud de transferencia en su favor de esta parcela,
formulada por el señor Díaz Santana,- Sexto: Ordena la
tránsferencia, en favor del Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez,
dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y residente
en esta ciudad en lasegunda planta de la casa NO. 11 de la
calle Socorro Sánchez, abogado, cédula No. 49307, serie 1.
del veinte por ciento (20%) o quinta parte del área de esta
parcela, equivalente a 00 Ha., 04 As., 08 Cas., 40 Dms2.-
Séptimo: Ordena al Registrador de Títulos del Distrito
Nacional, anotar en el Certificado de Título No. 69-441,
correspondiente a esta parcela, que la misma en lo adelante
queda registrada en esta forma: 00 Ha., 04 As., 08 Cas., 40
Dms2., en favor del Dr. Juan Manuel Pellerano Górnez, de
generales arriba anotadas.- 00 Ha., 16 As., 33 Cas., 60 Dms2.,
resto de la Parcela, en favor del señor Jack Vosko, cana-
diense, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente
en Montreal, Canadá, en el No. 2555, de Kingston Ave., Apt.
21 y la Loudee Iron and Metal Co. Inc., sociedad comercial
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organizada de acuerdo con Ls leyes del Canadá, con asiento
social en la casa No. 1000 de la calle Smith, de la ciudad de
Montreal, representada por su Director Saul Josephson,
canadiense, mayor de edad, domiciliado y residente en
Montreal, Canadá."; b) que sobre el recurso interpuesto,
irtervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
d:spositivo se copia más adelante: "FALLA: 1ro. Se acoge, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de septiembre de
1975 por el señor Jack Vosko y la Loudee !ron en Metal Co.
Inc., y el Dr. Juan Mí. Pellerano Gómez, contra la Decisión
No. 4 dictada por el Tribunal de tierras de Jurisdicción
Original.- 2do. Se acoge, encuanto a la forma y se rechaza, en
cuanto al fondo, por improcedente y falta de fundamente, la
apelación interpuesta el dia 19 de septiembre de 1975, por el
Lic. M. Enrique Ubrí Garcia, a nombre y en representación del
señor Sgfredo Díaz Santana, contra la Decisión No. 4 dictada
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha
25de agosto de 1975, en relación con la Parcela No.6- Prov.-G,
Porción 'C' del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional.-
3ro. Se confirma, con las modificaciones y revocaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
4 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 25 de agosto de 1975, cuyo dispositivo en lo adelante
regirá así: 'PRIMERO: Acoge, las conclusiones producidas
por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, Jack Vosko y la
Loudee Iron and Metal Co. Inc.- SEGUNDO: Declara la
competencia de este Tribunal, para conocer de los plan-
teamientos contenidos en la instancia dirigida por el Dr. Juan
MI. Pellerano Gómez, al TribunalSuperiorde tierras en fecha
12 de enero de 1973 y retiene dicho asunto para fines de
solución.- TERCERO: Fusiona, para ser resueltos por una
sola sentencia, los dos asuntos de que ha sido apoderado
este Tribunal, por los autos dictados por el Presidente del Tri-
bunal de Tierras, en fechas 29 de enero de 1973 y. 14 de
octubre de 1974'.- CUARTO: Rechaza, las conclusiones pro-
ducidas por el señor Sigfredo Díaz Santana.- QUINTO:
Rechaza, la solicitud de transferencia en su favor sobre la re-
ferida Parcela No. 6-Prov.-G, Porción 'C', del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Distrito Nacional, formulada por el señor
Sigfredo Díaz Santana.- SEXTO: Acoge, la solicitud de
inscripción de un privilegio sobre esta Parcela, por la suma de
RDS4,579.37, en favor del Dr. Juan MI. Pellerano Gómez,-

s E pTIMO: Ordena, al Registrador de Títulos del Distrito
Nacional, hacer constar al respaldo del Certificado de Título

que ampara la parcela No. 6- Prol-G. Porción 'C',No. 69'441,
del distrito Catastral No. 4 del Distrito Naiconal, el registro ids

un privileg io por la suma de RDS4,579.37, en favor del Dr.
Juan Manuel Pellerano Gómez, dominicano, mayor de edad,
abogado, con estudio en la calle Socorro Sánchez No. 11,
wart. 201, de esta ciudad, portador de la cédula de iden-
tificación personal No. 49307, serie 1ra., por concepto de
servicios profesionales adeudados por el señor Jack Vosko y
la Loudee Iron and Metal Co. Inc.- OCTAVO: Se rechaza, por
no haberse sometido a la formalidad del registro el contrato
interven i do en fecha 21 de febrero de 1963, entre los señores
Ramó n E. Mella y Sigfredo Díaz Santana y, en consecuencia,
se declara el citado contrato inoponible al señor Jack Vosko y
a Loudee Pon and Metal Co., Inc.";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial.
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
de los artículos 1134, 1135, 1138, 1583 y 1589 del Código Ci-
vil;- Segundo Medio: Violación del artículo 1998 del Código
Civil; Tercer Medio: Erroónea interpretación y en
consecuencia violación de los artículos 185 y 186 de la Ley de
Registro de Tierras; Cuarto Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, por falta o insuficiencia de
motivos; Quinto Medio: Violación del artículo 10 de la Ley No.
302 sobre Honorarios de los Abogados.

Considerando, que en los medios primero y cuarto de
casación, reunidos, el recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: a( que en la sentencia impugnada se han violado
los artículos 1134, 1135, 1138, 1583 y 1589 del Código Civil, ya
que el Tribunal Superior de Tierras no tuvo en cuenta que el
contrato de arrendamiento consentido por Ramón E. Mella en
favor del recurrente en relación con la Parcela 6.-Prov.-G,
Porción "C" del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional,
contenía, además una promesa de venta que sería ejecutada
i nmediatamente después que se venciera el término de diez
años convenido por las partes, que.la promesa de venta vale
cuando las partes han convenido respecto de la cosa Y el
P recio; que en la especie Ramón E. Mella, quien
era el propietario aparente de la Parcela objeto
de la litis, ofreció en arrendamiento y prome-
sa de venta dicho inmueble a Sigfrido Díaz Santana;
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organizada de acuerdo con Ics leyes del Canadá, con asiento
social en la casa No. 10W de la calle Smith, de la ciudad de
Montreal, represenh.da por su Director Saul Josephson,
canadiense, mayor de edad, domiciliado y residente en
Montreal, Canadá."; b) que sobre el recurso interpuesto,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo se copia más adelante: "FALLA: 1ro. Se acoge, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 5 de septiembre de
1975 por el señor Jack Vosko y la Loudee Iron an Metal Co.
Inc., y el Dr. Juan MI. Pellerano Gómez, contra la Decisión
No. 4 dictada por el Tribunal de tierras de Jurisdicción
Original.- 2do. Se acoge, encuanto a la forma y se rechaza, en
cuanto al fondo, por improcedente y falta de fundamente, la
apelación interpuesta el día 19 de septiembre de 1975, por el
Lic. M. Enrique Ubrf Garcia, a nombre y en representación del
señor Sgfredo Diaz Santana, contra la Decisión No. 4 dictada
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha
25de agosto de 1975, en relación con la Parcela No.6- Prov.-G,
Porción 'C' del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional.-
3ro. Se confirma, con las modificaciones y revocaciones
resultantes de los motivos de esta sentencia, la Decisión No.
4 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 25 de agosto de 1975, cuyo dispositivo en lo adelante
regirá así: 'PRIMERO: Acoge, las conclusiones producidas
por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, Jack Vosko y la
Loudee Iron and Metal Co. Inc.- SEGUNDO: Declara la
competencia de este Tribunal, para conocer de los plan-
teamientos contenidos en la instancia dirigida por el Dr. Juan
MI. Pellerano Gómez, al TribunalSuperiorde tierras en fecha
12 de enero de 1973 y retiene dicho asunto para fines de
solución.- TERCERO: Fusiona, para ser resueltos por una
sola sentencia, los dos asuntos de que ha sido apoderado
este Tribunal, por los autos dictados por el Presidente del Tri-
bunal de Tierras, en fechas 29 de enero de 1973 y 14 de
octubre de 1974'.- CUARTO: Rechaza, las conclusiones pro-
ducidas por el señor Sigfredo Díaz Santana.- QUINTO:
Rechaza, la solicitud de transferencia en su favor sobre la re-
ferida Parcela No. 6-Prov.-G, Porción 'C', del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Distrito Nacional, formulada por el señor
Sigfredo Díaz Santana.- SEXTO: Acoge, la solicitud de
inscripción de un privilegio sobre esta Parcela, por la suma de
RDS4,579.37, en favor del Dr. Juan MI, Pellerano Gómez.-

sfErniVIO: Ordena, al Registrador de Títulos del Distrito
N acional, hacer constar al respaldo del Certificado de Título
N o. 69-441, que ampara la parcela No. 6- Prol-G, Pnrción 'C',
del distrito Catastral No. 4 del Distrito Naiconal, el registro cic
un privilegio por la suma de RDS4,579.37, en favor del Dr.
Juan Manuel Pellerano Gómez, dominicano, mayor de edad.
abogado, con estudio en la calle Socorro Sánchez No. 11.
apare 201, de esta ciudad, portador de la cédula de iden-
tificación personal No. 49307, serie 1ra., por concepto de
servicios profesionales adeudados por el señor Jack Vosko y
la Loudee Iron and Metal Co. Inc.- OCTAVO: Se rechaza por
no haberse sometido a la formalidad del registro el contrato
interven ido en fecha 21 de febrero de 1963, entre los señores
Ramó n E. Mella y Sigfredo Díaz Santana y, en consecuencia,
se declara el citado contrato inoponible al señor Jack Vosko y
la Loudee luan and Metal Co., Inc.";

Considerando, que el recurrente propone en su memorial.
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
de los artículos 1134, 1135, 1138, 1583 y 1589 del Código Ci-
vil;- Segundo Medio: Violación del artículo 1998 del Código
Civil; Tercer Medio: Erroónea interpretación y en
consecuencia violación de los artículos 185 y 186 de la Ley de
Registro de Tierras; Cuarto Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, por falta o insuficiencia de
motivos; Quinto Medio: Violación del artículo 10 de la Ley No.
302 sobre Honorarios de los Abogados.

Considerando, que en los medios primero y cuarto de
casación, reunidos, el recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: al que en la sentencia impugnada se han violado
los artículos 1134, 1135, 1138, 1583 y 1589 del Código Civil, ya
que el Tribunal Superior de Tierras no tuvo en cuenta que el
contrato de arrendamiento consentido por Ramón E. Mella en
favor del recurrente en relación con la Parcela 6.-Prov.-G.
Porción "C" del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional,
contenía, además una promesa de venta que sería ejecutada
inmediatamente después que se venciera el término de diez
años convenido por las partes, queja promesa de venta vale
cuando las partes han convenido respecto de la cosa y el
Precio; que en la especie Ramón E. Mella. quien
era el propietario aparente de la Parcela objeto
de la litis, ofreció en arrendamiento y prome-
&a de venta dicho inmueble a Sigfrido Diaz Santana;
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que eso lo demuestra el certificado de título que en ese
momento poseía Ramón E. Mella; que el recurrente des.
conocía que entre Mella y Jack Vosko and Loudee Iran and
Metal y Co. Inc. existía un litigio en que se trataba de
demostrar que Ramón E. Mella era una persona interpuesta,
y, en consecuencia, un propietario simulado; b) que de acuer-
do con la doctrina y la jurisprudencia la persona interpuesta
es un mandatario, que en virtud del acuerdo entre él y el
mandante, se disimula su calidad a los terceros y trata en su
nombre personal; que de acuerdo con el artículo 1321 del Có-
digo Civil se he decidido que los derechos creados sobre un
inmueble por el propietario aparente deben ser mantenidos
en provecho de aquel que lo ha adquirido, y seda un absurdo
decidir que la convención secreta deba ser oponible a los
terceros que la han ignorado, so pretexto de que ella es
verbal; c) que el Tribunal Superior de Tierras haciendo una
errada interpretación de los artículos 185 y 186 de la Ley de
Registro de Tierras expresa en su sentencia que en vista de
que el contrato del 21 de febrero de 1963, intervenido entre
Mella y Díaz Santana, no fue sometido al registro de la
Oficina del Registrador de Títulos, dicho documento no le era
oponible a la Jack Vosko and Loudee 'ron and Metal y Co.
Inc.; pero es el caso que Ramón E. Mella era el propietario
aparente del inmueble de acuerdo con el certificado de título
expedido en su favor, y Sigfrido Díaz, y su arrendatario y
comprador de buena fe ignoraba que Ramón E. Mella era un
pret-nom de Jack Vosko and Loudee !ron and Metal Co. Inc.,
de manera que el hecho de que no fuera sometido al registro
el aludido documento no priva al arrendatario y comprador
del derecho que tiene de exigir que se ordene en su favor la
transferencia de esos derechos; d) que la sentencia im-
pugnada no contiene motivos suficientes por los cuales se
respondan todos los argumentos jurídicos presentados por el
actual recurrente; que la mala fe no se presume, y, por tanto,
el Tribunal Superior de Tierras debió establecer en su sen-
tencia esta circunstancia; que al no hacerlo así, ha violado el
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
al respecto, lo siguiente: que es evidente que el contrato
contenido en el acto bajo firma privada, celebrado entre
Ramón E. Mella y Sigfredo Díaz Santana, por el cual el
primero otorga en favor del segundo un arrendamiento con

promesa de venta del inmueble objeto del litigio, no fue

Conside rando, que en la sentencia impugnada se expresa,
81 respecto, lo siguiente: que es evidente que el contrato
contenido en el acto bajo firma privada, celebrado entre
Ramón E. Mella y Sigfredo Díaz Santana, por el cual el
primero otorga en favor del segundo un arrendamiento con
promesa de venta del inmueble objeto del litigio, no fue
registrado en la Oficina del Registrador de Títulos; que de
Conformidad con el artículo 185 de la Ley de Registro de
Tierras: "Después que ún derecho ha sido objeto del primer
registro cualquier acto voluntario o forzoso que se relacione
ton esos mismos derechos solamente surtirá efecto de
acuerdo con esta Ley desde el momento en que se practique
su registro en la oficina del Registrador de Títulos corres-
pondiente"; y el artículo 186 de la misma Ley expresa: "En
consecuenc ia, están sujetos a la formalidad del registro, y
desde entonces son oponibles a terceros: a) Todo acto
convenc i ona l que tenga por objeto: enajenar, ceder o en
cualquier forma traspasar derechos registrados; todo acto
constitutivo de hipoteca, privi legio, arrendamiento, ser-
vidumbre, usufructo, anticresis u otro gravamen legalmente
establecido; y todo acto que implique descargo, cancelación,
renuncia, limitación o reducción de esos mismos derechos; b)
Toda sentencia, auto, decisión o resolución irrevocable dicta-
da por cualquier Tribunal o Corte que tenga por objeto:
adjudicar, traspasar, partir, sudividir, gravar, restringir, liberar,
reducir o extinguir derechos registrados"; "que a juicio de
este Tribunal Superior el señor Sigfredo Díaz Santana debió,
y no lo hizo, registrar sus derechos en la oficina del Regis-
trador de Títulos del Distrito Nacional, para dar validez a su
contrato y hacerlo oponible a terceros; que es jurisprudencia
constante de nuesto más alto tribunal de justicia 'que la ley
no obliga a los que realizan contratos con terrenos regis-
trados a investigar quién tiene la posesión del inmueble obje-
to de la operación, ya que sóle le basta examinar el Duplica-
do del Certificado de Título que se le presente, y sí alguna
duda tiene debe hacer sus investigaciones en !a oficina del
Registrador de Títulos; que Sigfredo Díaz Santana clPhió, y
no lo hizo, recabar de su arrendador una promesa de veta
con Ramón E. Mella, el Duplicado del Certificado de Título de
la citada Parcela No. 6-Prov -G, de lá Porción 'C', junto con el
contrato intervenido, para que el Registrador de Títulos
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que eso lo demuestra el certificado de título que en ese
momento poseía Ramón E. Mella; que el recurrente des-
conocía que entre Mella y Jack Vosko and Loudee tren and
Metal y Co. Inc. existía un litigio en que se trataba de
demostrar que Ramón E. Mella era una persona interpuesta,
y, en consecuencia, un propietario simulado; b) que de acuer-
do con la doctrina y la jurisprudencia la persona interpuesta
es un mandatario, que en virtud del acuerdo entre él y el
mandante, se disimula su calidad a los terceros y trata en su
nombre personal; que de acuerdo con el artículo 1321 del Có-
digo Civil se he decidido que los derechos creados sobre un
inmueble por el propietario aparente deben ser mantenidos
en provecho de aquel que lo ha adquirido, y sería un absurdo
decidir que la convención secreta deba ser oponible a los
terceros que la han ignorado, so pretexto de que ella es
verbal; c) que el Tribunal Superior de Tierras haciendo una
errada interpretación de los artículos 185 y 186 de la Ley de
Registro de Tierras expresa en su sentencia que en vista de
que el contrato del 21 de febrero de 1963, intervenido entre
Mella y Díaz Santana, no fue sometido al registro de la
Oficina del Registrador de Títulos, dicho documento no le era
oponible a la Jack Vosko and Loudee lron and Metal y Co,
Inc.; pero es el caso que Ramón E. Mella era el propietario
aparente del inmueble de acuerdo con el certificado de título
expedido en su favor, y Sigfrido Díaz, y su arrendatario y
comprador de buena fe ignoraba que Ramón E. Mella era un
pret-nom de Jack Vosko and Loudee 'ron and Metal Co. Inc.,
de manera que el hecho de que no fuera sometido al registro
el aludido documento no priva al arrendatario y comprador
del derecho que tiene de exigir que se ordene en su favor la
transferencia de esos derechos; d) que la sentencia im-
pugnada no contiene motivos suficientes por los cuales se
respondan todos los argumentos jurídicos presentados por el
actual recurrente; que la mala fe no se presume, y, por tanto,
el Tribunal Superior de Tierras debió establecer en su sen-
tencia esta circunstancia; que al no hacerlo así. ha violado el
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa,
al respecto, lo siguiente: que es evidente que el contrato
contenido en el acto bajo firma privada, celebrado entre
Ramón E. Mella y Sigfredo Díaz Santana, por el cual el
primero otorga en favor del segundo un arrendamiento con

promesa  de venta del inmueble objeto del litigio, no fue

Conside rando, que en la sentencia impugnada se expresa,
pi respecto, lo siguiente: que es evidente que el contrato
contenido en el acto bajo firma privada, celebrado entre
Ramón E. Mella y Sigfredo Díaz Santana, por el cual el
primero otorga en favor del segundo un arrendamiento con
promesa de venta del inmueble objeto del litigio, no fue
registrado en la Oficina del Registrador de Títulos; que de
conformidad con el artículo 185 de la Ley de Registro de
Tierras: "Después que en derecho ha sido objeto del primer

registro cualquier acto voluntario o forzoso que se relacione
con esos mismos derechos solamente surtirá efecto de
acuerdo con esta Ley desde el momento en que se practique
su registro en la oficina del Registrador de Títulos corres-
pondiente"; y el artículo 186 de la misma Ley expresa: "En
consecuen c i a, están sujetos a la formalidad del registro, y
desde entonces sun oponibles a terceros: a) Todo acto
convencional que tenga por objeto: enajenar, ceder o en
cualquier forma traspasar derechos registrados; todo acto
constitutivo de hipoteca, privi l egio, arrendamiento, ser-
',Adumbre, usufructo, anticresis u otro gravamen legalmente
establecido; y todo acto que implique descargo, cancelación,
renuncia, limitación o reducción de esos mismos derechos; b)
Toda sentencia, auto, decisión o resolución irrevocable dicta-
da por cualquier Tribunal o Corte que tenga por objeto:
adjudicar, traspasar, partir, sudividir, gravar, restringir, liberar,
reducir o extinguir derechos registrados"; "que a juicio de
este Tribunal Superior el señor Sigfredo Díaz Santana debió,
y no lo hizo, registrar sus derechos en la oficina del Regis-
trador de Títulos del Distrito Nacional, para dar validez a su
contrato y hacerlo oponible a terceros; que es-jurisprudencia
constante de nuesto más alto tribunal de justicia 'que la ley
no obliga a los que realizan contratos con terrenos regis-
trados a investigar quién tiene la posesión del inmueble obje-
to de la operación, ya que sóle le basta examinar el Duplica-
do del Certificado de Título que se le presente, y si alguna
duda tiene debe hacer sus investigaciones en !a oficina del
Registrador de Títulos; que Sigfredo Díaz Santana debió, y
no lo hizo, recabar de su arrendador una promesa de venta
con Ramón E. Mella, el Duplicado del Certificado de Titulo de
la citada Parcela No. 6-Prov -G, de lá Porción 	 junto con el
contrato intervenido, para que el Registrador de Títulos
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hiciera las anotaciones correspondientes; que en la larga litis
sostenida por el señor Ramón E. Mella contra el señor Jack
Vosko y la Loudee (ron and Metal Co. Inc., en la cual fue
declarado el primero persona interpuesta en la compra
realizada por los dos últimos de la referida Parcela 6-Prov.-G,
en ningún momento el señor Mella informó al Tribunal que el
inmueble litigioso había sido indebidamente arrendado por él
con promesa de venta en favor del señor Sigfredo Díaz
Santana. a fin de que este fuera encausado y quien, como se
ha dicho, no registró el citado contrato de fecha 21 de febrero
de 1963; que, por tanto, este contrato no le es oponible al so-
ñ& 'Jack Vosko ni a la Loudee Iron and Metal Co. Inc.,
quienes son unos terceros adquirientes de buena fe y a titulo
oneroso, que se encontraban imposibilitados de conocer el
contrato suscrito s i n tener calidad para ello por el señor
Ramón E. Mella, con el señor Sigfredo Díaz Santana"; que
por estas razones procedía rechazar por no haberse sometido
al registro el referido contrato celebrado entre Ramón E.
Mella y Sigfredo Díaz Santana y declararlo inoponible a Jack
Vosko y la Loudee Iron and Metal Co. Inc.;

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia, estima
correctos los razonamientos expuestos por el tribunal a-quo
en la sentencia impugnada, que lejos de violar dicho Tribunal
en su sentencia los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial e incurrir en los vicios señalados en el mismo,
se hizo en dicho fallo una correcta aplicación de los artículos
185 y 186 de la ley de Registro de Tierras;

Considerando, que, además, el examen del expediente y de
la sentencia impugnada, revelan que el Certificado de Título
del solar en litigio, que había sido expedido en favor de
Ramón E. Mella, causante del 'actual recurrente, fue anulado-
por sentencia del Tribunal Superior de tierras del 12 de fe-
brero del 1969 que adquirió la autoridad de la cosa de-
finitivamente juzgada, . ya que el recurso de casación in•
terpuesto contra dicha decisión por Ramón E. Mella fue
rechazado por la sentencia de la Suprema Corte del 21 de
mayo de 1971; que en virtud de la referida decisión del Tri-
bunal Superior de Tierras se operó el registro, de ese in•
mueble, en la Oficina del Registrador de Títulos de Santo
Domingo, en favor de los actuales recurridos;

Considerando, que en el quinto medio de su memorial el
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal a-

que violó en su sentencia el artículo 10 de la Ley No. 302 de

1964, sob re honorarios de los abogados, al señalar que Jack

ivosko, por si y en representación de la Loudee Iron and Metal
co. Inc. reconoció adeudar la suma de RDSJ4,579.37 al Dr.
'Juan Manuel Pellerano F. por honorarios profesionales
convenidos de conformidad con el contrato de cuota-litis del
14 de mayo del 1963; que ante el Tribunal a-quo fueron

presentados alegatos por los cuales se señalaba que el Presi-
' dente del Tribunal de Tierras era la única persona con capad-

para aprobar un estado de costas y honorarios endad le9al
una 

litis que había sido decidida por el Tribunal Superior de

Tief raS, tai como lo dispone la Ley; Pero,

Conside ra ndo, que el Tribunal a-quo no tenía que con-
testar esos alegatos en vista de que al recurrente Sigfredo-
Díaz Santana no se les otorgó ningún derecho sobre el in-
mueble en discusión, y, por tanto carecía de interés decidir.
si debía registrarse o no un privilegio sobre él;

Considerando, que, finalmente como consecuencia de lo
anteriormente expuesto se advierte que la sentencia im-
puganda contiene una relación completa de los hechos de la
causa, y motivos suficientes y pertinentes que han permitido
a la Suprema Corte verificar que en dicho fallo se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley; por todo lo cual los medios

del recu rso carera-, de fundamento y deben ser deses-
timados:

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Sigfredo Díaz Santana contra la
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 26 de julio del
1978, dictada en relación con el Solar No. 6- Provisional-G,
Porción ''C" del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas,
y ordena su distracción en provecho del Doctor Juan Manuel
Pellerano Gómez, abogado de los recurridos, quien afirma
haberles avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chup 2ni.- Darío 13:1-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H..
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hiciera las anotaciones correspondientes; que en la larga litio,
sostenida por el señor Ramón E. Mella contra el señor Jack
Vosko y la Loudee 'ron and Metal Co. Inc., en la cual fur.
declarado el primero persona interpuesta en la con:y..
realizada por los dos últimos de la referida Parcela 6-Prov.-G,
en ningún momento el señor Mella informó al Tribunal que e
inmueble litigioso había sido indebidamente arrendado por é
con promesa de venta en favor del señor Sigfredo Díaz
Santana. a fin de que este fuera encausado y quien, como si.
ha dicho, no registró el citado contrato de fecha 21 de febrerc
de 1963; que, por tanto, este contrato no le es oponible al se-
Acir ,Jack Vosko ni a la Loudee !ron and Metal Co. Inc.,
quienes son unos terceros adquirientes de buena fe y a título
oneroso, que se encontraban imposibilitados de conocer el
contrato suscrito s in tener calidad para ello por el señor
Ramón E. Mella, con el señor Sigfredo Díaz Santana"; que
por estas razones procedía rechazar por no haberse sometido
al registro el referido contrato celebrado entre Ramón E.
Mella y Sigfredo Díaz Santana y declararlo inoponible a Jack
Vosko y la Loudee iron and Metal Co. Inc.;

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia, estima
correctos los razonamientos expuestos por e/ tribunal a-quo
en la sentencia impugnada. que lejos de violar dicho Tribunal 

Alen su sentencia los textos legales invocados por el recurrente A
en su memorial e incurrir en los vicios señalados en el mismo,
se hizo en dicho fallo una correcta aplicación de los artículos
185 y 186 de la ley de Registro de Tierras;

Considerando, que, además, el examen del expediente y de
la sentencia impugnada, revelan que el Certificado de Título
del solar en litigio, que había sido expedido en favor de
Ramón E. Mella, causante del 'actual recurrente, fue anulado-
por sentencia del Tribunal Superior de tierras del 12 de fe-
brero del 1969 que adquirió la autoridad de la cosa de-
finitivamente juzgada, .ya que el recurso de casación in•
terpuesto contra dicha decisión por Ramón E. Mella fue
rechazado por la sentencia de la Suprema Corte del 21 de
mayo de 1971; que en virtud de la referida decisión del Tri-
bunal Superior de Tierras se operó el registro, de ese in-
mueble, en la Oficina del Registrador de Títulos de Santo
Domingo, en favor de los actuales recurridos;

Considerando, que en el quinto medio de su memorial el
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal a-

aun violó en su sentencia el artículo 10 de la Ley No. 302 de
:964, sobre honorarios de los abogados, al señalar que Jack

Vosko, por sí y en representación de la Loudee Iron and Metal

co . Inc. reconoció adeudar la suma de RDSJ4,579.37 al Dr
Juan Manuel Pellerano F. por honorarios profesionales
convenidos de conformidad con el contrato de cuota-litis del
24 de mayo del 1963; que ante el Tribunal a-quo fueron
presentados alegatos por los cuales se señalaba que el Presi-
dente del Tribunal de Tierras era la única persona con capaci-
dad legal para aprobar un estado de costas y honorarios en
una litis que había sido decidida por el Triibunal Superior de
Tierras, tal como lo dispone la Ley; Pero,

Considera ndo, que el Tribunal a-quo no tenía que con-
testar esos alegatos en vista de que al recurrente Sigfredo.
DíazSantana no se les otorgó ningún derecho sobre el in-
mueble en discusión, y, por tanto carecía de interés decidir
si debía registrarse o no un privilegio sobre él;

Considerando, que, finalmente como consecuencia de lo
anteriormente expuesto se advierte que la sentencia im-
puganda contiene una relación completa de los hechos de la
causa, y motivos suficientes y pertinentes que han permitido
a la Suprema Corte verificar que en dicho fallo se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley; por todo lo cual los medios
del recu rso carecon de fundamento y deben ser deses-
timados:

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Sigfredo Díaz Santana contra la
sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 26 de julio del
1978, dictada en relación con el Solar No. 6- Provisional-G,
Porción "C" del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas,
y ordena su distracción en provecho del Doctor Juan Manuel
Pellerano Gómez, abogado de los recurridos, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Urges Churw)i.- Darío 13:1-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
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Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera pi.
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por . los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO: Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 22

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 26 de febrero de 1979.

Recurrente

rr  en tCe o Ir sr c: cAi on nd ar él .

s Salas Díaz, Cristino Díaz Hiraldo, y
n de Seguros C. por A.

Intervini ente (s): Eleuteria Ulloa Peña.

Abogad o (s): Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios, Patria y Libertad
República dominicana

En Nombre de la República, la Suprema corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fenando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. goicochea
S., Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero de 1983, años 139 de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Andrés
Salas Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, estudiante,
cédula personal No. 14767, serie 39, domiciliado en Rancho
Viejo, Puerto Plata, Cristino Díaz Hiraldo, dominicano, mayor
de edad, soltero. hacendad', cédula personal No. 6941, serie
39, domiciliado en Guananico, jurisdicción de Puerto Plata y
la Unión de Seguros, C. pora., con domicilio social en esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
acdoerrleacncteio; nales por la Corte de Apelación de Santiago en
fecha 26 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se copia más

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Clyde Eugenio

Rosario, cédula No. 47910. serie 31, abogado de la in-
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Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera
fia.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los so_
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO: Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 22

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 26 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: Andrés Salas Díaz, Cristino Díaz Hiraldo, y
Unión de Seguros C. por A.

Interv iniente (s): Eleuteria Ulloa Peña.

Abogado (s): Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios, Patria y Libertad
República dominicana

Nombre de la República, la Suprema corte de Justicia,
larmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fenando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Al-
burquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. goicochea
S., Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra	 sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero de 1983, años 1391 de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Andrés
Salas Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, estudiante,
cédula personal No. 14767, serie 39, domiciliado en Rancho
Viejo, Puerto Plata, Cristino Díaz Hiraldo, dominicano, mayor
de edad, soltero. hacendadu, cédula personal No. 6941, serie
39, domiciliado en Guananico, jurisdicción de Puerto Plata y
la Unión de Seguros, C. pora., con domicilio social en esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago en
fecha 26 de febrero de 1979, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Clyde Eugenio

Rosario, cédula No. 47910, serie 31, abogado de la	 in-
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terviniente Eleuteria Ulloa Peña, dominicana, mayor de edad,
so l tera, de oficios domésticos, cédula No. 11125, serie 39,
domiciliada en Puerto Plata.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 2 de marzo de 1979, a
requerimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
cédula No. 29720, serie 31, en representación de los
recurrentes, acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación.

Visto el escrito de la interviniente de fecha 26 de junio de
1981, f i rmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de febrero de 1983, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad, dicha corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la fuente,
Leor.te Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926
de 1955;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos, y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó muerta. la Cámara Penal del Juzgado de Primera
instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó el 23 de
marzo de 1978, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de Apelación
interpuesto por el Dr. Manuel Alexis Reyes k., quien actúa a
nombre y representación de Andrés Salas Díaz, (prevenido),
Cristino Díaz Hiraldo, persona civilmente demadada y la
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unión de Seguros c. por A., contra sentencia de fecha 23 del
mes de mayo del año 1978, dictada por la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto
p la ta, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declara

al nombrado andrés Salas Díaz de generales anotadas, cu ida-
ble del delito de violación a los artículos 49 y 65 de la Ley 241
de 1967, (Homicidio Involutanrio ocasionadao con el manejo
de vehículo de motor) en perjuicio de la persona de quien en
vida respodía al nombre de Geráldo Ulloa, y en consecuencia
se condena al pago de una multa de RDS50.00 (Cincuenta
Pesos Oro), y al pago de las costas acogiendo en su favor
amplias circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por Eleuteria Ulloa Peña, por medio de su abogado
Dr. clyde Eugenio rosario, contra Andrés Salas Díaz, Cristino
Díaz Hiraldo, persor civilmente responsable y la Compañía
de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en cuanto al fondo
condena a andrés Salas Díaz y Cristino Díaz Hiraldo, al pago
de una indemnización de Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.00)
en provecho de la parte civil constituida por los daños
morales y materiales sufridos por ella; TERCERO: Condena a
Andrés Salas Diaz y Cristino Diaz Hiraldo, al pago de los
intereses legales de la suma acordada a partir del día de la
demanda en Justicia a título de indemnización suplementaria;
CUARTO: Condena a Andrés Salas Díaz y Cristino Díaz
Hiraldo, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas, en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad; QUINTO:
Declara la presente sentencia común y oponible a la com-
pañía de Seguros Unión de Seguros, C por A., en su con-
dición de aseguradora de la responsabilidad civil de Cristino
Díaz Hiraldo, propietario del vehículo que ocasionó el ac-
cidente; SEGUNDO: Pronuncia defecto contra el prevenido
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado: TERCERO: Declara regular en audiencia
la intervención de la pacte civil constituida; CUARTO: Mo-
difica el ordinal segundo de la sentencia recurrida en el senti-
do de reducir la indemnización acordada a la parte civil
constituida a RE/56,500M (Seis M:I Quinientos pesos oro),
por considerar esta Corte que ésta es la suma justa, adecuada
y suficiente para reparar los daños y perjuicios tanto morales
como materiales experimentados por la parte civil constituida



terviniente Eleuteria Ulloa Peña, dominicana, mayor de cc
soltera, de oficios domésticos, cédula No. 11125, serie
domiciliada en Puerto Plata.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 2 de marzo de 1979 , a
requerimiento del abogado Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
cédula No. 29720, serie 31, en . representación de los
recurrenteS, acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación.

Visto el escrito de la interviniente de fecha 26 de junio de
1981, f i rmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de febrero de 1983, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad, dicha corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la fuente,
Leonte Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926
de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos, y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que una persona
resultó muerta. la Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó el 23 de
marzo de 1978, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de Apelación
interpuesto poi el Dr. Manuel Alexis Reyes k., quien actúa a
nombre y representación de Andrés Salas Díaz, (prevenido),
Cristino Díaz Hiraldo, persona civilmente demadada y la
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Unión de Seguros c. por A., contra sentencia de fecha 23 del
mes de mayo del año 1978, dictada por la Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto
Plata, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declara
al nombrado andrés Salas Díaz de generales anotadas, cu l pa-
ble del delito de violación a los artículos 43 y 65 de la ley 241
de 1967, (Homicidio Involutanrio ocasionada() con el manejo
de vehículo de motor) en perjuicio de la persona ae quien en

vida respodia al nombre de Gereldo Ulloa, y en consecuencia
se condena al pago de una multa de RDS50.00 (Cincuenta
Pesos Oro), y al pago de las costas acogiendo en su favor
amplias circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por Eleuteria Ulloa Peña, por medio de su abogado
Dr. clyde Eugenio rasarlo, contra Andrés Salas Díaz, Cristino
Díaz Hiraldo, persa' civilmente responsable y la Compañía
de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en cuanto al fondo
condena a andrés Salas Díaz y Cristino Díaz Hiraldo, al pago
de una indemnización de Diez Mil Pesos Oro (RDS10,000.00)
en provecho de la parte civil constituida por los daños
morales y materiales sufridos por ella; TERCERO: Condena a
Andrés Salas Díaz y Cristino Díaz Hiraldo, al pago de los
intereses legales de la suma acordada a partir del día de la
demanda en Justicia a título de indemnización suplementaria;
CUARTO: Condena a Andrés Salas Díaz y Cristino Díaz
Hiraldo, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas, en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad; QUINTO:
Declara la presente sentencia común y oponible a la com-
pañia de Seguros Unión de Seguros, C por A., en su con-
dición de aseguradora de la responsabilidad civil de Cristino
Díaz Hiraldo, propietario del vehículo que ocasionó el ac-
cidente; SEGUNDO: Pronuncia defecto contra el prevenido
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar
legalmente citado: TERCERO: Declara regular en audiencia
la intervención de la pacte civil constituida; CUARTO: Mo-
difica el ordinal segundo de la sentencia recurrida en el senti-
do de reducir la indemnización acordada a la parte civil
constituida a RD$6,500.00 (Seis Mi Quinientos pesos oro),
por considerar esta Corte que ésta es la suma justa, adecuada
y suficiente para reparar los daños y perjuicios tanto morales
Como materiales experimentados por la parte civil constituida
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a consecuencia del accidente de que se trata; QUINTO.
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos:
SEXTO: Condena al prevenido al pago de las costas penales;
SEPTIMO: Condena a la persona civilmente demandada al
oago de las costas civiles;

Considerando, que ni Cristino Díaz Hiraldo, persona puesta
an causa como civilmente responsable, ni la Unión de
Seguros C. ptr A., entidad aseguradora también puesta en
causa, han expuesto los rneviios en que fundan sus recursos
de casación ceno lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por tanto los
referidos recursos son nulos.

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que er examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corto a-qua para declarar a! pre-
venido culpable del accidente, dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron aper-
lados regularmente a la instrucción de la causa, lo siguiente:
a) Cue siendo aproximadamente las cinco de la tarde del día
26 de septiembre de 1977, mientras el prevenido conducía la
camioneta placa 523-056 en dirección este-oeste por la calle
altagracia del Distrito Municipal de Guananico al llegar
próximo al cuartel de la Policía Nacional de aquella población
hizo un viraje hacia su derecha tratando de esquivar otro
vehículo que corría en dirección contraria por la misma vía y
atropelló al niño de cuatro años de edad Que se encontraba
en ese momento en el lado derecho de la referida calle. bl que a
consecuencia de ese hecho el menor resultó muerto. c) que la
causa del accidente fue la imprudencia del prevenido al
desviarse "muy a su derecha sin tomar las precauciones de
lugar ya que debió observar la presencia del referido menor" en
ese lado de la calle.

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de homicidio por imprudencia
causado con el manejo o conducción de un vehículo de mo-
tor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por e! párrafo primero del
indicado texto legal, con prisión ' de 2 a 5 años y multa de
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RD 500.00 a RD2,000.00; que !a Corte a•qua al condenar al
preven ido recurrente a una multa de RDS50.00 acogiendo

circuns tancias atenuantes, le aplicó una sanción aiustaoa a
la Ley.

Considerando, que así mismo la Corta a-qiia dio pa es

tablec i do que el hecho cometido por el prevenido causó a

Eleuteria Ulloa Peña, parte civil constituida en su calidad de

mad re del indicado menor, dañas y e:e:juicios I r eiaiee	 a

teriales que evaluó en la suma de RD$6,500.00; que cn
consecuencia, al condenar al prevenido al pago dé esa suma

más los intereses legales contados a partir de la fecha de la
demanda, en provecho de la parte civil constituida a título de

indemnizac ión , la corte a-qua hizo una corrrecta hule:adán
del artículo 1383, del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos eh
lo concerniente al interés del prevenido recurrente, la sea
tencia impugnada no contiene vicio alguno que justiLque ci.

casación;

Por tales Motivos, PRIMERO: Admite como interve tiene
a Eleuteria Ulloa Peña en los recursos de casación interpuestos
por Andrés Salas Diez, Cristino Díaz Hiraldo y la unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia Núm. 88, dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, en fecha 26 de febrero de 1976, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Cristino Díaz Hiraldo y la Unión de Seguros C. por A , Cernid
la indicada sentencia; TERCERO: : Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el prevenido andrés Salus Díaz
contra la referida sentencia y lo condena al pago de las costas
penales. CUARTO: Condena a Andrés Salas Díaz y a Cristino
Díaz Hiraldo, al pago de las costas civiles y orduna la d'a
tracción de las mismas en favor del Dr. Clycle eugeniu
Rosario, abogado de la interviniente, quien alir n :c que lea
está avanzando en su totalidad, y las hace oponibles e. la

Póliza.
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de 13ó 

(FIRMADOS): Dr. manuel D. Bergés Chupan: Dr Darío
„Balcácer.- Fernando E. Revelo de la Fuente. Lic Leunte R
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a consecuencia del accidente de que se trata; QUINTO.
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos:
SEXTO: Condena al prevenido al pago de las costas penales;
SEPTIMO: Condena a la persona civilmente demandada al
oago de las costas civiles;

Considerando, que ni Cristino Díaz Hiraldo, persona puesta
en causa como civilmente responsable, ni la Unión de
Seguros C. 2Pr A., entidad aseguradora también puesta en
causa, han expuesto los medios en que fundan sus recursos
de casación ceno lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por tanto los
referidos recursos son nulos.

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que e: examen de la senténcia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar a! pre-
venido culpable del accidente, dio por estableciao mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron apor-
tados regularmente a la instrucción de la causa, lo siguiente:
al Cue siendo aproximadamente las cinco de la tarde del día
26 de septiembre de 1977, mientras el prevenido conducía la
camioneta placa 523-056 en dirección este-oeste por la calle
altagracia del Distrito Municipal de Guananico al legar
próximo al cuartel de la Policía Nacional de aquella población
rizo un viraje hacia su derecha tratando de esquivar otro
vehículo que corría en dirección contraria por la misma vía y
atropelló al niño de cuate) años de edad Que se encontraba
en ese momento en el lado derecho de la referida calle. b) que a
consecuencia de ese hecho el menor resultó muerto. c) que la
causa del accidente fue la imprudencia del prevenido al
desviarse "muy a su derecha sin tomar las precauciones de
lugar ya que debió observar la presencia del referido menor" en
ese lado de la calle.

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de homicidio por imprudencia
causado con el manejo o conducción de un vehículo de mo-
tor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por e! párrafo primero del
indicado texto legal, con prisión 'de 2 a 5 años y multa de

R0500.00 a RD2,000.00; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente a una multa de RD$50.00 acogiendo
circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustaoa a

la Ley.
Considerando, que así mismo la Corta a-qtia dio po. es

tablecido que el hecho cometido por el prevenido causó e

Eleuteria Ulloa Peña, parte civil constituida en se calidad de
madre del indicado menor, danos y ecr;u:clos rr aralea v n
teriales que evaluó en la suma de RD$6,500.00: que cn
consecuencia, al condenar al prevenido al pago dé esa suma
más los intereses legales contados a partir de la fecha da la
demanda, en provecho de la parte civil constituida a título de

indemnizac i ó n , la corte a-qua hizo una correcta bulle3C.OP
del artículo 1383, del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspóctus en
lo concerniente al interés del prevenido recurrente. la seet
tercia impugnada no contiene vicio alguno que justitique
casación;

Por tales Motivos, PRIMERO: Admite como buen/neer-te
a Eleuteria Ulloa Peña en los recursos de casación interpuestos
por Andrés Salas Díaz, Cristino Diaz Hiraldo y la unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia Núm. 88, dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, en fecha 26 de febrero de 1976, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Cristino Oíaz Hiraldo y la Unión de Seguros C. poi A , cernid
la indicada sentencia; TERCERO: : Rechaza el recule.° de
casación interpuesto por el prevenido andrés Salas Diaz
contra la referida sentencia y lo condena al pago de las costas
penales. CU ARTO: Condena a Andrés Salas Díaz y a Cristino
Díaz Hiraldo, al pago de las costas civiles y ordena la (lis
tracción de las mismas en favor del Dr. Clyde ellgeniu
Rosario, abogado de la interviniente, quien afirme Une , las
está avanzando en su totalidad, y las hace oponibles e la

Póliza.
de Seguros, C. por A., dentro de los témenos de la

(FIRMADOS): Dr. manuel D. 8 ergés Chupan! Di Darío
.8alcácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente. Lic Leonte R

Su.
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La presente sentencia ha cido dada y firmada por los se.

Meres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en e él expresados, y fue
firmada , leída y publicada per ml, Secretario General, que?Gráfico fF00 I Miguel Jacobo

SENTEN CIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1383 NO

23

Sentenc ia impugnada: Consejo de Apelación de las
Fuerzas Armadas, de fecha 15 de Febrero de 1979;

Materia: Criminal

•• Recurrente Ish Rogelio de Js. Arias Reynoso;

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.,•

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

• Chupani, Presidente; Darío Balcacér, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de Febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio de
Jesús Arias Reynoso; dominicano, mayor de edad, cédula
No. 33369 serie 47, militar, contra sentencia dictada por el
Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, e
atribuciones criminales, de fecha 15 de Febrero de /07"
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera! de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas
Armadas el 15 de Febrero de 1979, firmado por el cabo
Rogelio de Jesús Arias Reynoso, E. N. en la cual no se
propone nungún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 8 de Febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente, de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
Cual integra en su calidad, dicha Corte, juntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
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a lturqueique C Cr Hugo H. goicochea S.. Dr Abelardo
Herrera Piña Máximo Puello Rcnville..

La presente sentencia ha tido dada y firmada por los se.
Mores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del cf;a, mes y año en e él expresados, y fue
firmada , leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFDO t Miguel Jacobo

Materia: Criminal

Recurrente (s): Rogelio de Js. Arias Reynoso;

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1383 NO

23

Sentencia impugnada: Consejo de Apelación da las
Fuerzas Armadas, de fecha 15 de Febrero de 1379;

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcacér, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de Febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio da
Jesús Arias Reynoso, dominicano, mayor de edad, cédula
No. 33369 serie 47, militar, contra sentencia dictada por el
Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, e
atribuciones criminales, de fecha 15 de Febrero de 10"
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera! de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Consejo de Guerra de Apelación de las Fuerzas
Armadas el 15 de Febrero de 1979, firmado por el cabo
Rogelio de Jesús Arias Reynoso, E. N. en la cual no se
propone nungún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 8 de Febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente, de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su calidad, dicha Corte, juntamente con los
Ma gistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
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Fuente, Leonte Rafael Alburque rque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 67 y 82 del Código de Justicia de las
Fuerzas Armadas, 1,20 y 23 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : al que
con motivo de un hecho delictuoso ocurrido en Bonao, el 16 de
agosto de 1978, en el que Rogelio de Jesús Arias Reynoso,
causó heridas que ocasionaron la muerte a Buenaventura Bo-
tado Hielan°, el Consejo de Guerra de Primera Instancia del E-
jército Nacional, dictó el 14 de noviembre de 1978, una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el
recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el
siguiente, FALLA: PRIMERO: Que debe acoger y acoge
como bueno y válido en canto a la forma por haber sido
intentada en tiempo hábil y conforme a la Ley, el recurso de
apelación interpuesto por el Cabo Rogelio de Js. Arias
Reynoso, E. N., cuyo dispositivo dice así: Primero: Que ha de
variar como al efecto varía la calificación del Crimen de
Homicidio Involuntario a l Cabo Rogelio de Jesús Arias
Reynoso, 10ma. Compañía, E. N. por el crimen de herida
vo luntaria que ocasionaron la muerte a quien en vida res-
pondía al nombre de Buenaventura Rosario Hiciano, en
violación al Artículo 309 2da. parte del Código Penal
Dominicano. SEGUNDO: Que ha de declarar como al efecto
declara al cabo Rogelio de Jesús Arias Reynoso, 10ma.
Compañía E. N., culpable del crimen de herida voluntaria a
quien en vida respondía al nombre de Buenaventura Rosario
Hiciano, con lo que violó el Artículo 309 del Código Penal
Dominicano segunda parte y en consecuencia lo condena a
sufrir la pena de (10) años de trabajos públicos, con la
separación por mala conducta de las filas del Ejército
Nacional; TERCERO: Que ha de designar como al efecto
designa la cárcel pública de la ciudad de La Vega, R. D., para
que el Cabo Rogelio de Jesús Arias Reynoso, cumpla la
condena impuesta; Segundo: Que debe rechazar y rechaza'

el recu rso de apelación" interpuesto por el Cabo Rogelio de
Jesús Arias Reynoso, E. N. por no haberlo hecho en tiempo
hábil, en violación al artículo 67 del Código de Justicia de las
Fuerzas Armadas; Tercero: Que debe confimar y confirma en
todas sus partes la sentencia apelada";

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto, que el Consejo de Apelación, para fallar corno lo
hizo, rechazando el recurso de apelación, interpuesto por el
Cabo Rogelio de Jesús Arias Reynoso E. N., por no haberlo
bo Rogelio de Jesús Arias Reynoso E. N., por no haberlo
hecho en tiempo hábil dio por establecido lo siguiente: a)que
en fecha 14 do noviembre de 1978, el Consejo de Guerra de
Primera Instancia del Ejército Nacional con jurisdicción
Nacional, dictó una sentencia contra el mencinnado Rogelio
de Jesús Arias Reynoso; y b) que éste interpuso recurso de
apelación contra dicho fallo, el 20 del mismo mes y año in-

rti	 diccaod
r?ssiderando, que según se revela, el plazo de cinco días,

para recurrir en apelación establecido en esta materia, vencía
en el caso ocurrente, el domingo 19 de noviembre; que como
este día no era laborable, el plazo se extiende al día 20, fecha
del recurso de apelación; que en esa virtud, el referido recurso
ha sido interpuesto en tiempo hábil;

Considerando, que por otra parte, en el dispositivo de la
sentencia impugnada consta, que el tribunal a-quo, después
de rechazar el recurso de apelación por tardío, confirmó la
sentencia de primer grado, lo que hace suponer que que por
dicho recurso al fondo lo que no ocurrió en la especie;
tanto procede casar en todas sus partes la indicada sentencia
a fin de que el tribunal de envío conozca y decida el fondo del
asunto al amparo del recurso de apelación interpuesto como
se ha dicho en tiempo hábil;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada el 15
de febreero de 1979, en sus atribuciones criminales, por el
Consejo de Guerra, de Apelación de las Fuerzas Armadas.
contra Rogelio de' Jesús Arias Reynoso, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo y envía el
asunto por ante el mismo tribunal en las mismas atri-
buciones, para que conozca del recurso de apelación, con
relación a la sentencia del tribunal de primer grado; y
Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
oácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
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Fuente, Leonte Rafael Alburque rque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña., Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 67 y 82 del Código de Justicia de las
Fuerzas Armadas, 1, 20 y 23 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente • al que
con motivo de un hecho delictuoso ocurrido en Bonao, el 16 de
agosto de 1978, en el que Rogelio de Jesús Arias Reynoso.
causó heridas que ocasionaron la muerte a Buenaventura Ro-
sario Hiciano, el Consejo de Guerra de Primera Instancia del E-
jército Nacional, dictó el 14 de noviembre de 1978, una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el
recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el
siguiente, FALLA: PRIMERO: Que debe acoger y acoge
como bueno y válido en canto a la forma por haber sido
intentada en tiempo hábil y conforme a la Ley, el recurso de
apelación interpuesto por el Cabo Rogelio de Js. Arias
Reynoso, E. N., cuyo dispositivo dice así: Primero: Que ha de
variar como al efecto varía la calificación del Crimen de
Homicidio Involuntario a l Cabo Rogelio de Jesús Arias
Reynoso, 10ma. Compañía, E. N. por el crimen de herida
voluntaria que ocasionaron la muerte a quien en vida res-
pondía al nombre de Buenaventura Rosario Hiciano, en
violación al Artículo 309 2da. parte del Código Penal
Dominicano. SEGUNDO: Que ha de declarar como al efecto
declara el cabo Rogelio de Jesús Arias Reynoso, 10ma.
Compañía E. N., culpable del crimen de herida voluntaria a
quien en vida respondía al nombre de Buenaventura Rosario
Hiciano, con lo que violó el Artículo 309 del Código Penal
Dominicano segunda parte y en consecuencia lo condena a
sufrir la pena de (10) años de trabajos públicos, con la
separación por mala conducta de las filas del Ejército
Nacional; TERCERO: Que ha de designar como al efecto
designa la cárcel pública de la ciudad de La Vega, R. D., para
que el Cabo Rogelio de Jesús Arias Reynoso, cumpla la
condena impuesta; Segundo' Que debe rechazar y rechaza"

recurso de apelación interpuesto por el Cabo Rogelio de
Jesús Arias Reynoso, E. N. por no haberlo hecho en tiempo
hábil, en violación al artículo 67 del Código de Justicia de las

Fuerza s Armadas; Tercero: Que debe confimar y confirma en
todas sus partes la sentencia apelada";

Considera ndo, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto, que el Consejo de Apelación, para fallar como lo
hito, rechazando el recurso de apelación, interpuesto por el

ho Rogelio de Jesús Arias Reynoso E. N., por no haberlo
Rogelio de Jesús Arias Reynoso E. N., por no haberlo

cho en tiempo hábil dio por establecido lo siguiente: a)que
r i fecha 14 de noviembre de 1978, el Consejo de Guerra de

Primera Instancia del Ejército Nacional con jurisdicción
Naciona l, dictó una sentencia contra el mencinnado Rogelio
de Jesús Arias Reynoso; y b) que éste interpuso recurso de
apelación contra dicho fallo, el 20 del mismo mes y año in-
dicados;

Considerando, que según se revela, el plazo de cinco días,
para recurrir en apelación establecido en esta materia, vencía
en el caso ocurrente, el domingo 19 de noviembre; que como
este día no era laborable, el plazo se extiende al día 20, fecha
del recurso de apelación; que en esa virtud, el referido recurso
ha sido interpuesto en tiempo hábil;

Considerando, que por otra parte, en el dispositivo de la
sentencia impugnada consta, que el tribunal a-quo, después
de rechazar el recurso de apelación por tardío, confirmó la
sentencia de primer grado, lo que hace suponer que examinó
dicho recurso al fondo lo que no ocurrió en la especie; que por
tanto procede casar en todas sus partes la indicada sentencia
a fin de que el tribunal de envío conozca y decida el fondo del
asunto al amparo del recurso de apelación interpuesto como
se ha dicho en tiempo hábil;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada el 15
de febreero de 1979, en sus atribuciones criminales, por el
Consejo de Guerra, de Apelación de las Fuerzas Armadas,
contra Rogelio de i Jesús Arias Reynoso, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo y envía el
asunto por ante el mismo tribunal, en las mismas atri-
buciones, para que conozca del recurso de apelación, con
relación a la sentencia del tribunal de primer grado; y
Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
deen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
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Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- H ugo H.Goicochea S.- Máximo Puello R enville.- Abelardo Herrera pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido y firmada por los señoresJueces que figuran en su encabezamiento, en la audienciapública del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leí-da y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
(FD0): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 24

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en fecha 11 de marzo de 1980.

Recurre nte (s): Jasmín Lissette Alan Julián y Quisqueyana

S. A.,
Abo ga do (s): Dr Angel Florez Ortiz.

Intervin i e nt e (s): Juan Ramón Arbaje Ramos.

Abogado (si: Lic. Juan Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, y Abelardo Herrera Piña, asistidos del

,Secretar i o General, en la Sala donde celebran sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 9 del mes de febrero del año 1983, años 139'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Yasmín
Lissette Alan Julián, dominicana, mayor de edad, soltera,
domiciliada y residente en la calle Lea de Castro No. 2 de esta
ciudad, cédula No. 23820, serie 23, Quisqueyana Auto Partes
S. A., y la Quisqueyana S. A., con domicilio social en la calle
Isabel La Católica No. 301 de esta ciudad; contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de San Cristóbal el 11 de marzo de 1980, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Juan Pablo

Ramos F., cédula No. 13706, serie 4/ apogeo() oel in.
terviniente Juan Ramón Arbaje Ramos, cedula No. 47618
serie 47, domiciliado en esta ciudad;
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Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido y firmada por los señores
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados y fue firmada, leí-
da y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
(FD0): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 24

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-

tóbal, en techa 11 de marzo de 1980.

Recurrente (s): Jasmín Lissette Alan Julián v Quisqueyana

S. A.,
Abo ga do (si: Dr Angel Florez Ortiz.

Intervin i e nte (s): Juan Ramón Arbaje Ramos.

Abogado (sh Lic. Juan Pablo Ramos

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente, Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, y Abelardo Herrera Piña, asistidos del

, Secretario General, en la Sala donde celebran sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo	 de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 9 del mes de febrero del año 1983, años 139'
de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en
audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Yasmín
Lissette Alan Julián, dominicana, mayor de edad, soltera,
domiciliada y residente en la calle Lea de Castro No. 2 de esta
ciudad, cédula No. 23820, serie 23, Quisqueyana Auto Partes
S. A., y la Quisqueyana S. A., con domicilio social en la calle
Isabel La Católica No. 301 de esta ciudad; contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de San Cristóbal el 11 de marzo de 1980, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Juan Pablo

Ramos F., cédula No. 137015, serie 4/ aoogaoo oel
terviniente Juan Ramón Arbaje Ramos, cedula No. 47618
serie 47. domiciliado en esta ciudad;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General do
República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 25 de marzo de 1980, a requerimiento del Dr.
Angel Flores Ortiz, cédula No. 61094, serie 1ra., abogado de
los recurrentes, en la que no se propone ningún medio de
casación;

Visto el Memorial de los recurrentes, del 10 de abril de
1980, suscrito por su abogado, en el que se proponen los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del in terviniente del 10 de abril de 1980,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de febrero del arlo
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su i ndicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Calcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera
Piña, jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-d i miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad, el 20 de julio de 1972 en el que resultó una persona
con lesiones corporales y con desperfectos tres vehículos, la
Primera • Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 14 de diciembre de 1972, una
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre la apelación del prevenido
Juan Ramón Arbaje Ramos, la Corte de A pelación de SantoDorit•go dictó en sus a tribuciones correccionales el 19 de
noviembre de 1976 una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra los
prevenidos Yasmín Alan Julián y Pedro A. Santos, por no ha-

ber	
arecidos a la audiencia no obstante haber sido

legaimulte citados; Segundo: Declara a Yasmín L. Alan

Julián (Yasmín) y a Pedro A. Santos, no culpab le de violar la

Ley No. 241 y declara las costas de oficio en cuanto a ellos;
Tercero: Declara a Juan Ramón Arbaje Ramos, culpable de
violar la Ley 241, y en tal virtud lo condena a pagar una multa
de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro) acogiendo a su favor
circunstancias atenuantes; Cuarto: Rechaza las conclusiones
de Juan Ramón Arbaje Ramos, en su calidad de prevenido y
de parte civil constituida, por improcede nte y mal fundada;

Quinto: Condena a Juan Ramón Arbaje Ramos, al pago de
las costas de alzada, con distracción de las civiles en favor del
Dr. Barón del Giudice, abogado que afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; c) que sobre el recurso de casación
interpuesto por Juan Ramón Arbaje Ramos, contra la sen-
tencia anterior, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha

24 de noviemb re de 1978 una sentencia cuyo dispositivo en el

siguiente : 'Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo en atri-

buciones correcciona les, el 19 de noviembre de 1974, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en iguales atribuciones; Segundo: Declara las
costas penales de oficio'; d) que sobre envío la Corte de
Apelación de San Cristóbal, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
intentado por el Dr. Bienvenido Fiquereo Méndez, actuando
éste a nombre y representac ión de Juan R. Arbaje Ramos
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del •
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha
14 del mes de diciembre del año 1972, cuyo dispositivo dice
así: 'Primero: Se declara la incompete ncia de este Tribunal

Para conocer la causa seguida contra los nombrados Juan R.
Arbaje Ramos, Pedro Antonio Santos y Yasmín Alan Julián,
de generales que constan, prevenidos del delito de violación a
la Ley No. 241, por tratarse de una cosa donde no figuran
Personas lesionadas de acuerdo con el acta redactada por la
Policía Nacional, desestimándose el valor rroba t orio de I3

certificación Médica expedida ocho (8) días después del acci-
dente a que se contrae esta reclamació n; Segundo: Se

declina el presente expediente por ante el Magistrado
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de le
República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 25 de marzo de 1980, a requerimiento del Dr.
Angel Flores Ortiz, cédula No. 61094, serie 1ra., abogado de
los recurrentes, en la que no se propone ningún medio de
casación;

Visto el Memorial de los recurrentes, del 10 de abril de
1980, suscrito por su abogado, en el que se proponen los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el esciito del interviniente del 10 de abril de 1980,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su i ndicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Ealcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera
Piña, jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
d i miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad, el 20 de julio de 1972 en el que resulte) una persona
con lesiones corporales y con desperfectos tres vehículos, la
Primera • Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 14 de diciembre de 1972, una
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre la apelación del prevenido
Juan Ramón Arbaje Ramos, la Corte de A pelación de Santonont,go dictó en sus a rributionos correc c ionales el 19 de
noviembre de 1976 una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra los
prevenidos Yasmín Alan Julián y Pedro A. Santos, por no ha-
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(ter coMparecidos a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citados; Segundo: Declara a Yasmín L. Alan

Julián (Yasmín) y a Pedro A. Santos, no culpab le de violar la

Ley N d. 241 y declara las costas de oficio en cuanto a ellos;
Tercero: Declara a Juan Ramón Arbaje Ramos, culpable de
violar la Ley 241, y en tal virtud lo condena a pagar una multa
de RD525.00 (Veinticinco Pesos Oro) acogiendo a su favor
circunstancias atenuantes; Cuarto: Rechaza las conclusiones
de Juan Ramón Arbaje Ramos, en su calidad de prevenido y
de parte civil constituida, por improceden te y mal fundada;

Quinto: Condena a Juan Ramón Arbaje Ramos, al pago de
las costas de alzada, con distracció n de las civiles en favor del

Dr. Barón del Giudice, abogado que afirma haberles avanza-
do en su totalidad"; c) que sobre el recurso de casación
interpuesto por Juan Ramón Arbaje Ramos, contra la sen-
tencia anterior, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha

24 de noviemb r e de 1978 una sentencia cuyo dispositivo en el

siguiente : 'Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo en atri-

buciones correcciona les, el 19 de noviembre de 1974, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en iguales atribuciones; Segundo: Declara las
costas penales de oficio"; d) que sobre envío la Corte de
Apelación de San Cristóbal, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apelación
intentado por el Dr. Bienvenido Fiquereo Méndez, actuando
éste a nombre y representac ión de Juan R. Arbaje Ramos
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del •
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha
14 del mes de diciembre del año 1972, cuyo dispositivo dice
así: 'Primero: Se declara la incompete ncia de este Tribunal

Para conocer la causa seguida contra los nombrados Juan R.
Arbaje Ramos, Pedro Antonio Santos y Yasmín Alan Julián,
de generales que constan, prevenidos del delito de violación a
la Ley No. 241, por tratarse de una cosa donde no figuran
Personas lesionadas de acuerdo con el acta redactada por la
Policía Nacional, desestimándose el valor rroba t o rio de 13

certificación Médica expedida ocho (8) días después del acci-
dente a que se contrae esta reclamació n; Segundo: Se

declina el presente expedient e por ante el Magistrado
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Procurador Fiscal del Distrito Nacional, a fin de que este
• funcionario apode re el Tribunal correspondiente; Tercero:

Se declaran las costas de oficio; por haberlo intentado en.
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales«
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte por envío;
que hiciera la Suprema Corte de Justicia por su sentencia de
fecha 24 de noviembre de 1978; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra Yasmín Lissette Alan Julián y Pedro Antonio
Santos, por no haber comparecidos a la audiencia, estando
legalmente citados; TERCERO: Declara la competencia de
esta Corte para conocer del presente proceso, revoca la
sentencia dictada en fecha 14 de diciembre de 1972 por la
Primera Cámara del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional y evoca el fondo de la causa; CUARTO: Declara
que los nombrados Pedro Antonio Santos y Juan Ramón
Arbaje Ramos no son culpables del delito de golpes in-
voluntarios, en consecuencia, se descargan de toda res-
ponsabilidad; QUINTO: Declara que Yasmín Lissette Alan
Julián, es culpable del delito de golpes i nvoluntarios curables
después de diez y antes de veinte días en perjuicio de Juan
Ramón Arbaje Ramos, en consecuencia la condena en única
y última instancia, a pagar una multa de veinticinco pesos
IRDS25.80), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; SEXTO: Declara regular la constitución en parte
civil de Juan Ramón Arbaje Ramos, y se condena a Yasmín
Lissette Alan Julián conjuntamente con Quisqueya Auto
panes, en sus calidades de personas civilmente responsables,
a pagar la cantidad de Un Mil Quinientos Pesos
IRDS1,500.00), en favor de la referida parte civil constituida
por concepto de los daños y perjuicios morales y materiales
que les fueron ocasionados; SEPTIMO: Pronuncia el defecto
contra la Quisqueya Auto Panes, por no habercomparecido a
la audiencia, estando legalmente emplazada; OCTAVO:
Condena a Yasmín Lissette Alan Julián al pago de las costas
penales; NOVENO: Condena a Yasmín Lissette Alan Julián y
Quisqueya Auto Partes S. A., sucumbientes, al pago de las
costas civiles y ordena que dichas costas sean distraídas en
provecho del Lic. Juan Pablo Ramos F., quien
ha afirmado que ha avanzado en su mayor parte; DECIMO:
0¿,..¡ura id presente s.:, iteilL:_ oponible a la Quisqueya S A ,
representada por Ketle Sánchez and Co., C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo que originó Pi accidente";
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Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de csación;
Violación del artículo 8 párafo 2 letra "h" y "d" de la Consti
tución de la República.- Violación del artículo 1315 del Código

civil.- Violac ión de los artículos 21 y 24 de la Ley No. 3726 so-

bre Proced imiento de Casación.- Desnaturalización de los

hechos de la causa;
Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su

medio único de casación, exponen y alegan en sínteses lo
siguiente: que la Corte de Apelación de San Cristóbal violó el
acapite "h" del Párrafo 2 del artículo 8 de la Constitución de
la República que establece que "nadie podrá ser juzgado dos
veces por una misma causa", que Yasmín Lissette Alan

'Julián fue juzgada y descargada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 19 de Nov. de 1976 de las imputaciones
que se lehicieron con motivo del accidente que dio origen a
este proceso y que esa sentencia de descargo, al no ser
recurrida por el Ministerio Público adquirió la autoridad de la
cosa irrevocableme nte juzgada de manera que es evidente
que la Corte a-qua violó las disposiciones del texto cons-
titucional antes citado al imponer una sanción a Yasmín
Lissette Alan Julián por un hecho por el cual había sido
juzgada y descargada por un tribunal competente cuya
sentencia se tomó definitiva, que también en cuanto con-
cierne al aspecto civil de este proceso, los actuales
recurrrentes fueron gravemente perjudicados por la Corte a-
gua que llegó al extremo de lesionarle su derecho de defensa
al pronunciar el defecto contra la recurrente no obstante ha-
ber estado representada por su abogado quien la defendía de
la demanda civil incoada en su contra por Juan Ramón Arba-
je Ramos, desestimando de manera improcedente, la
representación que de ella ostentaba su abogado y
rehusando ponderar los alegatos que formulara en defensa de
sus intereses; que de todolo expuesto se evidencia que la
Corte a-qua además de violar la ley sobre procedimiento de
casación y las reglas de su apoderamiento y de su com-
petencia como Tribunal de envío; violó las disposiciones del
artículo 1315 del Código Civil y disposiciones cons-
titucionales, motivos suficientes que a ¡uicio de los recurrentes
justifican la casación:

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes, la
Cone a-qua no podía condenar penalmente a Yasmín Lisse
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Procurador Fiscal del Distrito Nacional, a fin de que este
funcionario apode re el Tribunal correspondiente; Tercero.
Se declaran las costas de oficio; por haberlo intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales.
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte por envío
que hiciera la Suprema Corte de Justicia por su sentencia de
fecha 24 de noviembre de 1978; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto contra Yasmín Lissette Alan Julián y Pedro Antonio
Santos, por no haber comparecidos a la audiencia, estando
legalmente citados; TERCERO: Declara la competencia de
esta Corte para conocer del presente proceso, revoca la
sentencia dictada en fecha 14 de diciembre de 1972 por la
Primera Cámara del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional y evoca el fondo de la causa; CUARTO: Declara
que los nombrados Pedro Antonio Santos y Juan Ramón
Arbaje Ramos no son culpables del delito de golpes in-
voluntarios, en consecuencia, se descargan de toda res-
ponsabilidad; QUINTO: Declara que Yasmín Lissette Alan
Julián, es culpable del delito de golpes i nvoluntarios curables
después de diez y antes de veinte días en perjuicio de Juan
Ramón Arbaje Ramos, en consecuencia la condena en única
y última instancia, a pagar una multa de veinticinco pesos
IRDS25.00), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; SEXTO: Declara regular la constitución en parte
civil de Juan Ramón Arbaje Ramos, y se condena a Yasmín
Lissette Alan Julián conjuntamente con Quisqueya Auto
panes, en sus calidades de personas civilmente responsables,
a pagar la cantidad de Un Mil Quinientos Pesos
(RD$1,500.00), en favor de la referida parte civil constituida
por concepto de los daños y perjuicios morales y materiales
que les fueron ocasionados; SEPTIMO: Pronuncia el defecto
contra la Quisqueya Auto Partes, por no habercomparecido a
la audiencia, estando legalmente emplazada; OCTAVO:
Condena a Yasmín Lissette Alan Julián al pago de las costas
penales; NOVENO: Condena a Yasmín Lissette Alan Julián y
Quisqueya Auto Panes S. A., sucumbientes, al pago de las
costas civiles y ordena que dichas costas sean distraídas en
provecho del Lic. Juan Pablo Ramos F., quien
ha afirmado Que ha avanzado en su mayor parte; DECIMO:
iDéoture ia presente so. itern..,_ oponible a la Quisqueya S A ,
representada por Ketle Sánchez and Co.. C. por A., por ser la
entidad ase g uradora del vehículo que originó P I accidente";
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Considerando, que los recurrentes proponen contra la
impugnada el siguiente medio de csación;

violacióna	
artículo 8 páralo 2 letra "h" y "d" de la Consti

tución de la República.- Violación del articulo 1315 del Código

civil.- Violació n de los artículos 21 y 24 de la Ley No. 3726 so-

bre Procedimiento de Casación.- Desnaturalización de los

hechos de la causa;
Considerando. que los recurrentes en el desarrollo de su

medio único de casación, exponen y alegan en sínteses lo
siguiente: que la Corte de Apelación de San Cristóbal violó el
acápite "h" del Párrafo 2 del artículo 8 de la Constitución de
la República que establece que "nadie podrá ser juzgado dos
veces por una misma causa", que Yasmín Lissette Alan

'Julián fue juzgada y descargada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 19 de Nov. de 1976 de las imputaciones
que se lehicieron con motivo del accidente que dio origen a
este proceso y que esa sentencia de descargo, al no ser
recurrida por el Ministerio Público adquirió la autoridad de la
cosa irrevocablemen te juzgada de manera que es evidente
que la Corte a-qua violó las disposiciones del texto cons-
titucional antes citado al imponer una sanción a Yasmín
Lissette Alan Julián por un hecho por el cual había sido
juzgada y descargada por un tribunal competente cuya
sentencia se tornó definitiva, que también en cuanto con-
cierne al aspecto civil de este proceso, los actuales
recurrrentes fueron gravemente perjudicados por la Corte a-
queo que llegó al extremo de lesionarle su derecho de defensa
al pronunciar el defecto contra la recurrente no obstante ha-
ber estado representada por su abogado quien la defendía de
la demanda civil incoada en su contra por Juan Ramón Arba-
je Ramos, desestimando de manera improcedente, la
representación que de ella ostentaba su abogado y
rehusando ponderar los alegatos que formulara en defensa de
sus intereses; que de todo lo expuesto se evidencia que la
Corte a-qua además de violar la ley sobre procedimiento de
casación y las reglas de su apoderamiento y de su com-
petencia como Tribunal de envío; violó las disposiciones del
artículo 1315 del Código Civil y disposiciones cons-
titucionales, motivos suficientes aue a juicio de los recurrentes
justifican la casación:

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes, la
Cone a-qua no podía condenar penalmente a Yasmín Lisse
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tte Alan Julián por el accidente del 20 de julio de 1972 entre
ella, Juan Ramón Arbaje Ramos y Pedro Antonio Santos pro-
visto por la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; por
haber sido declarada no culpable del accidente por sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo del 19 de no-
viembre de 1976; que al no haber sido recurrida dicha sen-
tencia por el Ministerio Público, es obvio que la misma ad-
quirió la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada por lo
que procede su casación en este aspecto, por vía de
supresión y sin envío;

Considerando, que en cuanto al alegato de que la sentencía
de la Corte a-qua lesionó el derecho de defensa de los
recurrentes al pronunciar el defecto contra ellos sin ponderar
los alegatos que en defensa de sus intereses fueron for-
muladas carecen de fundamento, puesto que en dicha
sentencia se consi gnan las conclusiones que en sus nombres
y representación hiciera su abogado; alegatos que están
suficientemente contestados en la relación de hechos y mo-
tivos de derecho que constan en la sentencia; 'como se verá
más .adelante;

Considerando, que continuando en el desarrollo del
recurso los recurrentes alegan que la Corte a-qua ha violado
también los límites de su apoderamiento al juzgar de nuevo a
Yasmín Lissette Alan Julián por hechos que habían sido de-
finitiva e irrevocablemente decididos por la Corte de
Apelación de Santo Domingo; pero,

Considerando, que la sentencia de la Suprema Corte de
Justicia que casó la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo del 19 de noviembre del 1976, lo hizo de una
manera general y en tal virtud la Corte a-qua tenía facultad
para examinar en toda su extensión el recurso interpuesto
por Juan Ramón Arbaje Ramos, contra la sentencia del Juez
del Primer Grado y en esa virtud determinar la causa del acci-
dente ocurrido entre Yasmín Lissette Alan Julián, Juan
Ramón Arbaje Ramos y Pedro Antonio Santos y aplicar las
condenaciones correspondientes de acuerdo con la Ley, por
tanto este alegato del medio que se examina debe ser
desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicios administrados en la
instrucción de la causa dio por establecido lo siguiente: a) que

d 20 de julio de 1972 mientras Yasmín Lissette Alan Julián,
transitaba de sur a norte por la calle Núñez de Cáceres de esta
ciudad conduciendo el automóvil placa No. 112-112 propie-
dad de Quisqueya Auto Partes S. A., y asegurado con la
Compañía Quisqueya S. A., representada por Ketle Sánchez
and Co., C. por A., chocó por detrás al vehículo placa No.
121.630 propiedad de José Arbaje que a su vez chocó al
vehículo placa No. 80310 propiedad de Pedro A. Santos,
que se encontraba estacionado en la misma vía; b) que del
accidente resultó con lesiones corporales curables depués de
10 días y antes de 20 días Juan Ramón Arbaje Ramos; y los

vehículos con desperfectos; c) que el hecho se debió a la falta

exclus iva de Yasmín Lissette Alan Julián al conducir su
vehículo sin guardar una prudente distancia con el vehículo
que conducía Juan Ramón Arbaje Ramos, además de no re-
ducir la velocidad al llegar a la intersección de la vía por donde
transitaba con la calle José Dolores Alfonseca;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Yasmín Lissette Alan Julián, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionados con la conducción de
un vehículo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y Vehículos y san-
cionado en la letra b) con prisión de 3 meses a 1 año y multa
de R0550.00 a RDS300.00, si la enfermedad o imposibilidad
para su trabajo durare 10 días o más, pero menos de 20 días.
que aún cuando la multa impuesta no procede por haber sido
la recurrente declarada no cu l pable por sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo del 19 de noviembre de
1976, que adquirió la autoridad de la cosa irrevocablemente
juzgada como ya se ha dicho, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación de la Ley al declararla única culpable de la
falta cometida en el accidente antes mencionado;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho- cometido por Yasmín Lissette elan
Julián había ocasionado a Juan Ramón Arbaje Ramos consti-
tuido en parte civil daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en la suma de RD$1,500.00 que al con
denarla al pago de esa suma juntamente con Quisqueya Auto
Partes, S. A., puesta en causa como civilmente responsable,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y al declarar oponibles dichas
condenaciones a la Compañía Quisqueyana S. A., aplicó



378	 BOLETIN JUDICIAL

tte Alan Julián por el accidente del 20 de julio de 1972 entre
ella, Juan Ramón Arbaje Ramos y Pedro Antonio Santos pre-
visto por la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; por
haber sido declarada no culpable del accidente por sentencia
de la Corte de Apelación de Santo Domingo del 19 de no-
viembre de 1976; que al no haber sido recurrida dicha sen-
tencia por el Ministerio Público, es obvio que la misma ad-
quirió la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada por lo
que procede su casación en este aspecto, por vía de
supresión y sin envío;

Considerando, que en cuanto al alegato de que la sentencía
de la Corte a-qua lesionó el derecho de defensa de los
recurrentes al pronunciar el defecto contra ellos sin ponderar
los alegatos que en defensa de sus intereses fueron for-
muladas carecen de fundamento, puesto que en dicha
sentencia se consi gnan las conclusiones que en sus nombres
y representación hiciera su abogado; alegatos que están
suficientemente contestados en la relación de hechos y mo-
tivos de derecho que constan en la sentencia; Como se verá
más .adelante;

Considerando, que continuando en el desarrollo del
recurso los recurrentes alegan que la Corte a-qua ha violado
también los límites de su apoderamiento al juzgar de nuevo a
Yasmín Lissette Alan Julián por hechos que habían sido de-
finitiva e irrevocablemente decididos por la Corte de
Apelación de Santo Domingo; pero,

Considerando, que la sentencia de la Suprema Corte de
Justicia que casó la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo del 19 de noviembre del 1976, lo hizo de una
manera general y en tal virtud la Corte a-qua tenía facultad
para examinar en toda su extensión el recurso interpuesto
por Juan Ramón Arbaje Ramos, contra la sentencia del Juez
del Primer Grado y en esa virtud determinar la causa del acci-
dente ocurrido entre Yasmín Lissette Alan Julián, Juan
Ramón Arbaje Ramos y Pedro Antonio Santos y aplicar las
condenaciones correspondientes de acuerdo con la Ley, por
tanto este alegato del medio que se examina debe ser
desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicios administrados en la
instrucción de la causa dio por establecido lo siguiente: a) que
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el 20 de julio de 1972 mientras Yasmín Lissette Alan Julián,
transitaba de sur a norte por la calle Núñez de Cáceres de esta
ciudad conduciendo el automóvil placa No. 112-112 propie-
dad de Quisqueya Auto Partes S. A., y asegurado con la

compañ ía Quisqueya S. A., representada por Ketle Sánchez
and Co., C. por A., chocó por detrás al vehículo placa No.
1 21.630 propiedad de José Arbaje que a su vez chocó al
vehículo placa No. 80310 propiedad de Pedro A. Santos,
que se encontraba estacionado en la misma vía; b) que del
accidente resultó con lesiones corporales curables depués de
10 días y antes de 20 días Juan Ramón Arbaje Ramos; y los
vehículos con desperfectos; c) que el hecho se debió e la falta
exclusiva de Yasmín Lissette Alan Julián al conducir su
vehículo sin guardar una prudente distancia con el vehículo
que conducía Juan Ramón Arbaje Ramos, además de no re-

ducir la velocidad al llegar a la intersección de la vía por donde
transitaba con la calle José Dolores Alfonseca;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Yasmín Lissette Atan Jul ián, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionados con la conducción de
un vehículo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 del 1967, sobre Tránsito y Vehículos y san-
cionado en la letra b) con prisión de 3 meses a 1 año y multa
de RD$50.00 a RDS300.00, si la enfermedad o imposibilidad
para su trabajo durare 10 dlas o más, pero menos de 20 días.
que aún cuando la multa impuesta no procede por haber sido
la recurrente declarada no cu l pable por sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo del 19 de noviembre de
1976, que adquirió la autoridad de la cosa irrevocablemente
juzgada como ya se ha dicho, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación de la Ley al declararla única culpable de la
falta cometida en el accidente antes mencionado;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho- cometido por Yasmín Lissette alan
Julián había ocasionado a Juan Ramón Arbaje Ramos consti-
tuido en parte civil daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en la suma de RD$1,500.00 que al con
denarla al pago de esa suma juntamente con Quisqueya Auto
Panes, S. A., puesta en causa como civilmente responsable,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y al declarar oponibles dichas
condenaciones a la Compañía Quisqueyana S. A., aplicó
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correctamente los artículos I y 10 de la Ley NO. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Juan Ramón Arbaje Ramos en los recursos de casación
interpuestos por Yasmín Lissette Alan Julián, la Quisqueya
Auto Partes, S. A., y la Compañía Quisqueyana, S. A., contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se
copia en parto anterior del presente fallo; Segundo: Casa por
vía de supresión y sin envio en lo que respecta a las con-
denaciones penales impuestas a YasmIn Lissette Alan Julián,
en el ordinal Quinto del dispositivo ce dicha sentencia;
Tercero: Rechaza en los demás aspectos los mencionados
recursos; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las
costas civiles distrayéndolas en favor del Lic. Juan Pablo
Ramos F., abogado del interviniente quien afirma haberles
avanzado en su mayor parte y hace oponibles dichas con-
denaciones a la Compañia Quisqueyana, S. A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. Dario Bal-
cácer - Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S. Abelardo Herrera Piña. Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes , año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F

SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO

25

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de 1ra. Inst. del D. N. del 11 de agosto de 1981.

Matária: Correccional.

Recurrente (s): Enrique Jiménez, José Ant. Almonte
Sánchez y American International Underwriters. Sto. Dgo.

Abogado Is): Dr. Carlos Rafael Rodríguez A.

Interviniente (S): David Román.
4

Abogado (s): Dr. Fernando Gutiérrez Gutiérretz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis. Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos »el Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 11 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Jiménez, José Antonio Almonte Sánchez y American In-
ternational Underwriters, Santo Domingo, los dos primeros,
dominicanos, mayores de edad, cédulas Nos. 6485 y 6622,
series 31 y 4, respectivamente, domiciliados en esta ciudad, y
la Compañía con domicilio social en la Ave. John F. Kennedy,
esquina Josó Ortega y Gasset de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Pr imera Instancia del Distrito Naiconal, el 11 de agosto de



correctamente los artículos I y 10 de la Ley NO. 4117 de
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
Juan Ramón Arbaje Ramos en los recursos de casacier
interpuestos por Yasmín Lissette Alan Julián, la Quisquey,,
Auto Panes, S. A., y la Compañía Quisqueyana, S. A., co.,i-1h
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa pz),
vía de su presión y sin envío en lo que respecta a las co..
denaciones penales impuestas a Yasmin Lissette Alan Jui1a n
en el ordinal Quinto del dispositivo ce dicha sentenc .v
Tercero: Rechaza en los demás aspectos los mencioradDl.
recursos; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las
costas civiles distrayéndolas en favor del Lic. Juan Pablo
Ramos F., abogado del interviniente quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte y hace oponibles dichas con
denaciones a la Compañia Quisqueyana, S. A., dentro de 14:,s
términos de la Póliza.

'FIRMADOS): Manuel D. Berges Chupani. Dario Bel-
cácer - Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S. Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes , año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando. E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis. Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 11 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Jiménez, José Antonio Almonte Sánchez y American In-
ternational Underwriters, Santo Domingo, los dos primcros,
dominicanos, mayores de edad, cédulas Nos. 6485 y 6622,
series 31 y 4, respectivamente, domiciliados en esta ciudad, y
la Compañía con domicilio social en la Ave. John F. Kennedy,
esquina José Ortega y Gasset de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Naiconal, el 11 de agosto de

r
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198', en atribuciones correccionales, cuyo disposit.,
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Gregorio padrón, en representación del Dr.

Carlos Rafael Rodríguez N., abogado de los recurrentes José
Antonio Almonte Sánchez y compañía American In-
ternational Underwriters, Santo Domingo, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República:

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la secre-
taría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Fernando
Gutiérrez Guillén, cédula No. 2446, serie 18, en represen-
tación del recurrente Enrique Jiménez, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de los Gres.
José Angel Ordoñez y Carlos R. Rodríguez, en
representación de los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y de la american Internatinal Underwriters Santo
Domingo, S. A., en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y American International Underwriters Sto. Dgo.,
S. A., del 8 de marzo de 1982, suscrito por su ahogado, en el
cua l se propone el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente del 8 de marzo de 1982
firmado por el Dr. Fernando Gutiérrez Guillén, interviniente
q ue es David Román;

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamen-
te con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para comple-
tar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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becado, y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes y los artículos 1383 del Código Civil; 1 y 10 re-
formado de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguros obligatorios
de Vehículos de Motor;

Considerando, que en la sentencia impugnada. y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 17 de abrí.
de 1980, en la calle Trinitaria esquina 16 de Agosto de este
ciudad, en el cual ninguna persona 'resultó con lesiona
corporale s y sólo los vehículos con desperfectos, el Juzgado
de Paz de la Primera circunscripción del Distrito Nacional,
dictó el 24 de octubre de 1980 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de Apelación in-
terpuesto por los señores Dr. Carlos Rafael Rodríguez y la

1 Compañía La American International Underwriters, S. A., y
Dr. Fernando Gutiérrez G., en representación de enrique
Jiménez, en contra de la sentencia No. 2113, dictada en fecha.	 .
veinticuatro (24) del mes de octubre del año mil novecientos
ochenta (1980), por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, que copiada textualmente
dice así: Primero: Se declaran culpables a los nombrados
José Ant. Almonte Sánchez y Enrique Jiménez, de violar el
artículo 65 de la Ley 241, en consecuencia se condenan a

qt .RD$5.00 (Cinco Pesos Oro Dominicanos) de multa y Usa
costas penales cada uno; Segundo: Se declara buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por David Román,
contra José Ant. Almonte Sánchez y la Compañía American
Underwriters, S. A., en la forma y justa en cuanto el fondo;
Tercero: Se condena a José Ant. Almonte Sánchez y la
Compañía American International Underwriters, S. A., a
Pagar una indemnización a favor de David Román, de
RDS900.00 (Novecientos Pesos Oro Dominicanos) como
justa indemnización de los daños sufridos por su automóvil;
Cuarto: Se condena a José Ant. Almonte Sáncez, al pago dé
los intereses legales de la suma acordada a título de in-
demnización supletoria; Quinto: Se condena a José Ant.
&monte Sánchez, al pago de las costas en provecho del Dr.
Fernando Guillén, quien afirma haberlas avanzado en su to-
ta lidad; Sexto: Se declara la presente sentencia común v

tl
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198', en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Gregorio padrón, en representación del Dr.

Carlos Rafael Rodríguez N., abogado de los recurrentes José
Antonio Almonte Sánchez y compañía American In-
ternational Underwriters, Santo Domingo, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República:

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la secre-
taría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Fernando
Gutiérrez Guillén, cédula No. 2446, serie 18, en represen-
tación del recurrente Enrique Jiménez, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de los Gres.
José Angel Ordoñez y Carlos R. Rodríguez, en
representación de los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y de la american Internatinal Underwriters Santo
Domingo, S. A., en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y American International Underwriters Sto. Dgo.,
S. A., del 8 de marzo de 1982, suscrito por su ahogado, en el
cua l se propone el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente del 8 de marzo de 1982
firmado por el Dr. Fernando Gutiérrez Guillén, interviniente
q ue es David Román;

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamen-
te con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y
Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal, para comple-
tar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

vistos los textos legales invocados por los
recurrentesytes y los artículos 1383 del Código Civil; 1 y 10 re-
formado de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguros obligatorios
de Vehículos de Motor;

Considerando, que en la sentencia impugnada. y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 17 de abrí,
de 1980, en la calle Trinitaria esquina 16 de Agosto de estr
ciudad, en el cual ninguna persona 'resultó con lesione:
corpora les y sólo los vehículos con desperfectos, el Juzgado
de Paz de la Primera circunscripción del Distrito Nacional,
dictó el 24 de octubre de 1980 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de Apelación in-
terpuesto por los señores Dr. Carlos Rafael Rodríguez y la
Compañia La American International Underwriters, S. A., y
Dr. Fernando Gutiérrez G., en representación de enrique
Jiménez, en contra de la sentencia No. 2113, dictada en fecha

, veinticuatro (21) del mes de octubre del año mil novecientos
Ochenta (1980), por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, que copiada textualmente
dice así: Primero: Se declaran culpables a los nombrados
José Ant. Almonte Sánchez y Enrique Jiménez, de violar el
artículo 65 de la Ley 241, en consecuencia se condenan a
RD$5.00 (Cinco Pesos Oro Dominicanos) de multa y las
costas penales cada uno; Segundo: Se declara buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por David Román,
contra José Ant. Almonte Sánchez y la Compañía American
Underwriters, S. A., en la forma y justa en cuanto el fondo;
Tercero: Se condena a José Ant. Almonte Sánchez y la
Compañía American International Underwriters, S. A., a
Pagar una indemnización a favor de David Román, de
RD S900.00 (Novecientos Pesos Oro Dominicanos) como
Justa indemnización do los daños sufridos por su automóvil;
Cuarto: Se condena a José Ant. Almonte Sáncez, al pago dé
los intereses legales de la suma acordada a título de in-
demnización supletoria; Quinto: Se condena a José Ant.
Almonte Sánchez, al pago de las costas en provecho del Dr.
Fernando Guillén, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Sexto: Se declara la presente sentencia común
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oponible y ejecutable a la American International Un-
derwriters. S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente de que se trata'.
SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto en;
contra del nombrado José Antonio Almonte Sánchez, por no
haber asistido a la audiencia no obstante haber sido citado
legalmente; TERCERO: Se confirma en todas sus panes
dicha sentencia";

Considerando, que los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y la American International Underwriters. S. A.,
proponen en su memorial el siguiente medio de casación:
Unico: Desnaturalización de los hechos. Mala y errónea in-
terpretación de la Ley y del derecho;

Considerando, que los recurrentes Almonte Sánchez y la
Aseguradora de su vehículo, alegan, en síntesis, que en b
sentencia impugnada, al condenarse a ambos coprevenidos,
se desnaturalizaron los hechos, ya que el único culpable lo
ft,e Enrique Jiménez; que en la misma sentencia se incurrió
en la violación del artículo 10 de la Ley 4117, ya que, la firma
Star products, S. A., a cuyo nombre se encuentra asegurado
el vehículo conducido por José Antonio Almonte Sánchez,
en la American Home Assurance Company, no ha sido
demandada a los fines de responsabilidad civil, ni se ha es-
tablecido que entre el prevenido y propietario del vehículo y
American Home Assurance Company existen vinculación
contractual alguna, para hacer oponilbes las condenaciones a
cargo del primero, a la compañía aseguradora; que por úl-
timo, que la sentencia impugnada no precisa los hechos de la
causa y carece de motivos suficientes y pertinentes, que
imposibilitan a la Suprema Corte determinar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; pero,

Considerando, que del estudio del fallo impugnada y de los
documentos a que él se refiere se desprende: a) que ambos
coprevenidos son responsables del accidente de la especie,
por haber violado ambos las disposiciones de los artículos 61
y 65 de la ley 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor; b) que
el vehículo conducido al momento del accidente por el pre-
venido José Antonio almonte Sánchez, es de su propiedad de
acuerdo a certificación del 17 de julio de 1980 del subdirector
de Rentas Internas; el que dicho vehículo, al momento del
accidente estaba a segurado en la Compañía American Home
Assurance Co. representante de American International
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Underwriters, S. A., d) que tanto, el prevenido José

An tonio Almonte Sánchez, dueño del vehículo por él
conducido al momento del accidente, así como la asegura
dora de dicho vehículo, la American International Un.
derwriters (American Home) con domicilio social en los altos

de The Bank of Nova Scotia en la John E Kennedy con José
ortega y Gasset, de esta ciudad, fueron puestos en causa
según acto 17 del 29 de julio de 1980, del Ministerial hermirdo
borges T., alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de la 3ra.
Circunscripción del D. N., ya que ha sido decidido que
"cuando el asegurado, basta que la Compañía aseguradora
haya adquirido el conocimiento de la cesión, para que esté
ligada frente col cesionario; que la citación hecha a la
Compañía aseguradora por el cosionario o el tercer lesionado,
de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 4117, equivale, si
contiene las indicaciones suficientes, a la notificación de la
cesión, la cual, a partir de ese momento, será oponible a la
Compañía aseguradora, con todas sus consecuencias
subsiguientes"; que por todo lo expuesto el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar culpable
a los coprevenidos recurrentes, confirmando en todas sus
panes la sentencia apelada, dio por establecido mediante la
ponderación de los elementos regularmente administrados en
la instrucción de la causa lo siguiente: a) que el 17 de abril de
1980, mientras el carro placa (90-580) asegurado con Seguros
Pepín, S. A., mediante póliza No. A-4864-PC, propiedad de
David Román y conducido por Enrique Jiménez, transitaba
de Sur a Norte por la calle 16 de agosto, al llegar a la calle
Trinitaria, se produjo una colisión con el carro placa 164-543,
asegurado en American International Underwriters, S. A.,
mediante póliza No. 64-287627, conducido por su propietario
José Almonte Sánchez, en retroceso, de Oeste a Este con
fines de estacionarse en la calle Trinitaria, resultando ambos
vehículos con desperfectos; b) que el accidente se debió a
que ambos prevenidos fueron imprudentes en la conducción
de sus venlculos, por no haber Enrique Jiménez realizado
ningún tipo de maniobras al llegar a la intersección con la
Trinitaria, donde debió haber reducido la marcha de su
vehículo y cerciorarse si podía continuar y no lo hizo; y José
ant. Aln.onte Sánchez fue también imprudente, por no haber
realizado ningún tipo de maniobras mientras se estacionaba,
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oponible y ejecutable a la American International Un-
derwriters. S. A., por ser la entidad • aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente de que se trata'.
SEGUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto en
contra del nombrado José Antonio Almonte Sánchez, por no
haber asistido a la audiencia no obstante haber sido citado
legalmente; TERCERO: Se confirma en todas sus partes
dicha sentencia";

Considerando, que los recurrentes José Antonio Almonte
Sánchez y la American International Underwriters. S. A.,
proponen en su memorial el siguiente medio de casación:
Unico: Desnaturalización de los hechos. Mala y errónea in-
terpretación de la Ley y del derecho;

Considerando, que los recurrentes Almonte Sánchez y la
Aseguradora de su vehículo, alegan, en síntesis, que en la
sentencia impugnada, al condenarse a ambos coprevenidos,
se desnaturalizaron los hechos, ya que el único culpable lo
fue Enrique Jiménez; que en la misma sentencia se incurrió
en la violación del artículo 10 de la Ley 4117, ya que, la firma
Sta r products, S. A., a cuyo nombre se encuentra asegurado
el vehículo conducido por José Antonio Almonte Sánchez,
en la American Home Assurance Company, no ha sido
demandada a los fines de responsabilidad civil, ni se ha es-
tablecido que entre el prevenido y propietario del vehículo y
American Home Assurance Company existen vinculación
contractual alguna, para hacer oponilbes las condenaciones a
cargo del primero, a la compañía aseguradora; que por úl-
timo, que la sentencia impugnada no precisa los hechos de la
causa y carece de motivos suficientes y pertinentes, que
imposibilitan a la Suprema Corte determinar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; pero,

Considerando, que del estudio del fallo impugnada y de los
documentos a que él se refiere se desprende: a) que ambos
coprevenidos son responsables del accidente de la especie,
por haber violado ambos las disposiciones de los artículos 61
y 65 de la ley 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor; b) que
el vehículo conducido al momento del accidente por el pre-
venido José Antonio almonte Sánchez, es de su propiedad de
acuerdo a certificación del 17 de julio de 1980 del subdirector
de Rentas Internas; c) que dicho vehículo, al momento del
accidente estaba asegurado en la Compañía American Home
Assurance Co. representante de Arriencan International

Underwriters, S. A., d) que tanto, el prevenido José

Antonio Almonte .Jánchez, dueño del vehículo por él
conducdo al momento del accidente, así como la asegura•
dora de dicho vehículo, la American International Un,
derwriters (American Home) con domicilio social en los altos

deThe Bank of Nova Scotia en la John F. Kennedy con José
Ortega y Gasset, de esta ciudad, fueron puestos en causa
según acto 17 del 29 de julio de 1980, del Ministerial hermirdo

. borges T., alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de la 3ra.
Circunscripción del D. N., ya que ha sido decidido que
"cuando el asegurado, basta que la Compañía aseguradora
haya adquirido el conocimiento de la cesión, para que esté
ligada frente col cesionario; que la citación hecha a la
Compañía aseguradora por el cosionario o el tercer lesionado,
de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 4117, equivale, si
contiene las indicaciones suficientes, a la notificación de la
cesión, la cual, a partir de ese momento, será oponible a la
Compañía aseguradora, con todas sus consecuencias
subsiguientes"; que por todo lo expuesto el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar culpable
a los coprevenidos recurrentes, confirmando en todas sus
parles la sentencia apelada, dio por establecido mediante la
ponderación de los elementos regularmente administrados en
la instrucción de la causa lo siguiente: a) que el 17 de abril de
1980, mientras el carro placa (90-580) asegurado con Seguros
Pepín, S. A., mediante póliza No. A-4864-PC, propiedad de
David Román y conducido por Enrique Jiménez, transitaba
de Sur a Norte por la calle 16 de agosto, al llegar a la calle
Trinitaria, se produjo una colisión con el carro placa 164-549,
asegurado en American International Underwriters, S. A.,
mediante póliza No. 64-287627, conducido por su propietario
José Almonte Sánchez, en retroceso, de Oeste a Este con
fines de estacionarse en la calle Trinitaria, resultando ambos
vehículos con desperfectos; b) que el accidente se debió a
que ambos prevenidos fueron imprudentes en la conducción
de sus venículos, por no haber Enrique Jiménez realizado
ningún tipo de maniobras al llegar a la intersección con la
Trinitaria, donde debió haber reducido la marcha de su
vehículo y cerciorarse si podía continuar y no lo hizo; y José
ant. Aln.onte Sánchez fue también imprudente, por no haber
realizado ningún tipo de maniobras mientras se estacionaba,
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o haber detenido su marcha y cerciorarse si podía o no es-
tacionarse libremente, sin poner en peligro las vidas y propie-
dades ajenas;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de los prevenidos Enrique Jiménez y José
Antonio Almonte Sánchez la violación de los artículos 61 y 65
de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; que al condenar la
Cámara a-qua a dichos prevenidos a pagar, cada uno, una
multa de cinco pesos, por la señalada violación, dicha Cámara
hizo una ajustada aplicación de la Ley, puesto que si es cierto
que dicha jurisdicción, les aplicó una sanción inferior a la pre-
vista por el artículo 65 de la mencionada Ley, no es menos
cierto que a falta de apelaciór. del Ministerio Público, la suerte
de los prevenidos apelantes, no podrá ser agraviada por su
sola apelación;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José Antonio Al- I
monte Sánchez había causado a David Román, constituido
en parle civil, daños materiales en ocasión de los des-
perfectos que con el accidente de la especie sufrió su
vehículo que evaluó en la suma de novecientos pesos; que al
condenar a José Antonio Almonte Sánchez al pago de esa
suma más los intereses legales, a título de indemnización en
favor de David Román, con oponibilidad a la Compañía
American International Underwriters, S. A., aseguradora del
vehículo propiedad y conducido por José Antonio almonte
Sánchez, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955, sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo que al interés de los prevenidos se
refiere, la misma no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
David Román, en los recursos de casación interpuestos poi
José Antonio Almonte Sánchez, la compañía American
International Underwriters, S. A., y por Enrique Jiménez
contra la sentencia digitada el 11 de agosto de 1981, en sus
atribuciones correccionales, por la Curta Cara penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero:

Cond ena a Enrique Jiménez y a José Antonio Almonte
Sánchez al pago de las costas penales y al último al pago de
las civiles ordenando su distracción en provecho del Dr.
Fernando Gutiérrez Guillén, abogado del interviniente David
Romá n, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las
hace oponibles a la Compañía American International Un-
derwrit ers, S. A., dentro de los términos de la POlíZ3.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera-
piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresadas. y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.-
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o haber detenido su marcha y cerciorarse si podía o no es -
tacionarse libremente, sin poner en peligro las vidas y propio.
dades ajenas;

Considerando, que los hechos así establecidos, c ons-
t ítuyen a cargo de los prevenidos Enrique Jiménez y José
Antonio Almonte Sánchez la violación de los artículos 61 y 65
de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; que al condenar la
Cámara a-qua a dichos prevenidos a pagar, cada uno, una
multa de cinco pesos, por la señalada violación, dicha Cámara
hizo una ajustada aplicación de la Ley, puesto que si es cierto
que dicha jurisdicción, les aplicó una sanción inferior a la pre-
vista por el artículo 65 de la mencionada Ley, no es menos
cierto que a falta de apelación del Ministerio Público, la suerte
de los prevenidos apelantes, no podrá ser agraviada por su
sola apelación;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José Antonio Al-
monte Sánchez había causado a David Román, constituido
en parte civil, daños materiales en ocasión de los des-
perfectos que con el accidente de la especie sufrió su
vehículo que evaluó en la suma de novecientos pesos; que al
condenar a José Antonio Almonte Sánchez al pago de esa
suma más los intereses legales, a título de indemnización en
favor de David Román, con oponibilidad a la Compañía
American International Underwriters, S. A., aseguradora del
vehículo propiedad y conducido por José Antonio almonte
Sánchez, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955, sobre Seguros Obligatorios de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada en lo que al interés de los prevenidos se
refiere, la misma no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
David Román, en los recursos de casación interpuestos poi
José Antonio Almonte Sánchez, la compañía American
International Underwriters, S. A., y por Enrique Jiménez
contra la sentencia dietada el 11 de agosto de 1981, en sus
atribuciones correccionales, por la Cuarta Cámara penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero:

Condena a Enrique Jiménez y a José Antonio Almonte
Sánchez al pago de las costas penales y al último al pago de
las civiles ordenando su distracción en provecho del Dr,
Fernando Gutiérrez Guillén, abogado del interviniente David
Román, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las
hace oponibles a la Compañía American International Un-
derwrite rs, S. A., dentro de los términos de la Políza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío 031-
acer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera-
Piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresadas. y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 198 No. 26

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha 10 de enero del 1980.

Materia. Correccional

Recurrente	 Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalle
Com pañía de Seguros Pepín, S. A.

Abogado (s): Dr L. E. Norberto R.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente: Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo. Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S. y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito i nlacional, hoy
día 11 de febrero del 1983, años 139' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eurgelia o
Eugilia Oneida Ovalle, dominicana, mayor de edad, domicilia-
da y residente en la casa No. 85 de la calle- Libertad,•
Ensanche Los Minas, de esta ciudad, cédula No. 143019, serie
primera, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 10 de enero de 1980, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Magistrado Procurador General de la clepública en

la lectura de sus conclusiones;
Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la

code a.qua el 11 de enero de 1980, a requerimiento del Dr.
Mildades Castillo Velásquez, cédula No. 10852, serie 3, en
representación de los recurrentes, en la cual no se invoca

ningún medio de casación;
Visto el memorial de casación depositado por las

recurrentes el 13 de noviembre de 1981, firmado por su
abogado Dr. L. E. Norberto R., en el cual se invocan los me-
dios que se indicarán más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 10 de febrero del corriente

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, Jueces de
este tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 28 de
marzo de 1975, en el que varias personas resultaron con
lesiones' corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia, dictó el 17 de febrero de 1977, en
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante inserto en la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos de apelación interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los
recursos de apelación interpuestos por el doctor Raymundo
cuevas Sena, a nombre y representación de la parte civil
constituida señor Bienvenido Medina y por el doctor Milcíades
Castillo Velásquez, actuando éste a nombre y representación
de Thomas Ramón Ovalles y de la Compañía de Seguros
Pepin, S. A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Pri MPra Instancia del Di s trito Jud i cial de Peravia de fecha 17
de febrero del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Declarar, como al efecto declaramos, buena y váli-

Y la
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 198 No. 26

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha 10 de enero del 1980.

Materia. Correccional.

Recurrente (s): Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalle
Com pañía de Seguros Pepín, S. A.

Abogado Ish Dr L. E. Norberto R.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo. Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S. y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito i g acional, hoy
día 11 de febrero del 1983, años 139' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eurgelia o
Eugilia Oneida Ovalle, dominicana, mayor de edad, domicilia-
da y residente en la casa No. 85 de la calle L i bertad,-
Ensanche Los Minas, de esta ciudad, cédula No. 143019, serie
primera, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 10 de enero de 1980, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Cído al Magistrado Procurador General de la riepública en

la lectura de sus conclusiones;
Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la

Coda a-qua el 11 de enero de 1980, a requerimiento del Dr.
Eviiidades Castillo Velásquez, cédula No. 10852, serie 3, en
representación de los recurrentes, en la cual no se invoca
pingún medio de casación;

Visto el memorial de casación depositado por las
recurrentes el 13 de noviembre de 1981, firmado por su
abogado Dr. L. E. Norberto R., en el cual se invocan los me-
dios que se indicarán más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 10 de febrero del corriente
año 1983, por él Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, Jueces de
este tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 28 de
marzo de 1975, en el que varias personas resultaron con

iones' corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
:unto Judicial de Peravia, dictó el 17 de febrero de 1977, en
ibuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
copia más adelante inserto en la ahora impugnada; b) que
re los recursos de apelación interpuestos intervino la

ntencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los

recursos de apelación interpuestos por el doctor Raymundo
cuevas Sena, a nombre y representación de la parte civil
constituida señor Bienvenido Medina y por el doctor Milcíades
Castillo Velásquez, actuando éste a nombre y representación
de Thomas Ramón Ovalles y de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instanc ia del Cinta() Jur' l ^ lal de Perevia de fecha 17
de febrero del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Declarar, como al efecto declaramos, buena y váli-

Y la
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da la constitución en parte civil hecha por los nombrados
Angel Bienvenido Medina Rodríguez y Juana Elvira Arias
Romero, en su calidad de madre y tutora legal del menor
Juan Bautista Arias, por medio de sus abogados constituidos
y apoderados especiales Dres. Raymundo Cuevas Sena y
Héctor Geraldo Santos, en contra de Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles en sus calidades de preposé y
comitente respectivamente y en oponibilidad a la compañía
de Seguros Pepín, S. A., como entidad aseguradora del
vehículo que produjo el accidente por ser regular en la forma
y justa en cuanto al fondo. Segundo: Declarar, como al
efecto declaramos, al nombrado Thomas Ramón Ovalles
Ovalles culpable de violación a la Ley No. 241 (sobre Tránsito
de Vehículos de Motor) en sus artículos t9 y 61 y en
consecuencia se condena a pagar una multa de veinticinco
pesos oro (RDS25.00) acogiendo circunstancias atenuantes a
su favor; dicha multa será compensable a razón de un (1) día
de prisión por cada peso dejado de pagar. Tercero: Declarar,
como al efecto declaramos, a los nombrados Ramón E.
Ramírez Pimentel y Angel Bienvenido Medina Rodríguez, no
culpables de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se
descargan por no haber cometido ninguna de las faltas es-
tablecidas en dicha Ley; Cuarto: Condenar, como al efecto
condenamos, a los nombrados Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles en sus calidades de prepuse y
comitente al pago solidario de una indemnización de tres mil
pesos oro (RDS3,000 00) a favor de Juana Elvira Arias
Romero en su condición de madre y tutora legal del menor
Juan Bautista Arias, y siete mil pesos oro (RD$7,000.00) a fa-
vor del nombrado Angel Bienvenido Medina Rodríguez por
los daños morales y materiales sufridos, más los intereses
legales de dichas sumas a partir de la fecha de la demanda
hasta la completa y total ejecución de la presente sentencia;
Quinto: Condenar, como al efecto condenamos, a los
nombrados Thomas Ovalles Ovalles y Eugilia O. Ovalles. al
pago solidario de las costas civiles del procedimiento a favor
de los Dres. Héctor Geraldo Santos y Raymundo Cuevas
Sena, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad:-
Sexto- Declarar, como al efecto declaramos, la presente
sentencia común y oponible con todas sus consecuencias
legales a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., como entidad
aseguradora del vehículo que causó el accidente. Séptimo:

Condenar, como al efecto condenamos, al nombrado
Thomas Ramón Ovalles Ovalles al pago de las costas penales
y en cuanto a los nombrados Ramón E. Ramírez Pimentel y
Ángel Bienvenido Medina Rodríguez se declaran las costas
de oficio ;- por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales;- SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra Thomas Ramón Ovalles Ovalles,
por no haber comparecido a la audiencia, estando legalmente

TERCERO: Declara que el prevenido Thomas

heridas ocasionados involuntariamente en perjuicio de Angeln;-
Ovalles Ovalles, es culpable del delito de golpes y

Bienvenido Medina Rodríguez y de Juan Bautista Arias,
golpes y heridas que causaron lesión permanente al primero y
enfermedad curable después de cuarenta y cinco días al
segundo, en consecuencia, condena al mencionado pre-
venida Thomas Ovalles Ovalles, a pagar una multa de
veinticinco pesos (RDS25.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, confirmándose la sentencia dictada
por el tribunal de primer grado, en cuanto se refiere a la pena
impuesta;- CUARTO: Declara regular y admite la cons-
titución en parte civil del señor Angel Bienvenido Medina y de
la señora Juana Elvira Arias Romero, en su calidad de madre
del menor Juan Bautista Arias o Juan Doneit Arias, en
consecuencia, se condena a las personas civilmente res-
ponsables puestas en causa señores Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles, a pagar las cantidades de cinco
mil pesos oro (RDS5,000.00), a favor de Angel Bienvenido
Medina Rodríguez y un mil quinientos pesos oro
(RD$5,000.00), a favor de Juana Elvira Arias Romero, por
concepto de daños y perjuicios morales y materiales que les
fueron ocasionados e la parte civil constituida. Más los in-
tereses legales de dichas cantidades, a título de in-
demnización complementaria, a partir de la fecha de la
demanda;- QUINTO: Condena al prevenido Thomas Ovalles
Ovalles, al pago de las costas penales;- SEXTO: Condena a
Thomas Ovalles Ovalles y a Eugilia O. °valles, partes
sucumbientes al pago de las costas civiles, con distracción de
dichas costas, en provecho de los doctores Raymundo Cue-
vas Sena y HéL tul L'arabio Santos, quienee hen alii !nado que'
las han avanzado en su mayor parte;- SEPTIMO: Declara la
presente sentencia oponible a la compañía de Seguros Pepín,
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da la constitución en parte civil hecha por los nombrados
Angel Bienvenido Medina Rodríguez y Juana Elvira Arias
Romero, en su calidad de madre y tutora legal del menor
Juan Bautista Arias, por medio de sus abogados constituidos
y apoderados especiales Dres. Raymundo Cuevas Sena y
Héctor Geraldo Santos, en contra de Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles en sus calidades de preposé y
comitente respectivamente y en oponibilidad a la compañía
de Seguros Pepín, S. A., como entidad aseguradora del
vehículo que produjo el accidente por ser regular en la forma
y justa en cuanto al fondo. Segundo: Declarar, como al
efecto declaramos, al nombrado Thomas Ramón Ovalles
Ovalles culpable de violación a la Ley No. 241 (sobre Tránsito
de Vehículos de Motor) en sus artículos '9 y 61 y en
consecuencia se condena a pagar una multa de veinticinco
pesos oro IRDS25.00) acogiendo circunstancias atenuantes a
su favor; dicha multa será compensable a razón de un 111 día
de prisión por cada peso dejado de pagar. Tercero: Declarar,
como al efecto declaramos, a los nombrados Ramón E.
Ramírez Pimentel y Angel Bienvenido Medina Rodríguez, no
culpables de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia se
descargan por no haber cometido ninguna de las faltas es-
tablecidas en dicha Ley; Cuarto: Condenar, como al efecto
condenamos, a los nombrados Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles en sus calidades de preposé y
comitente al pago solidario de una indemnización de tres mil
pesos oro 1RDS3.000.00) a favor de Juana Elvira Arias
Romero en su condición de madre y tutora legal del menor
Juan Bautista Arias, y siete mil pesos oro (RDS7,000.00) a fa-
vor del nombrado Angel Bienvenido Medina Rodríguez por
los daños morales y materiales sufridos, más los intereses
legales de dichas sumas a pa rtir de la fecha de la demanda
hasta la completa y total ejecución de la presente sentencia;
Quinto: Condenar, como al efecto condenamos, a los
nombrados Thomas Ovalles Ovalles y Eugilia O. Ovalles, al
pago solidario de las costas civiles del procedimiento a favor
de los Dres. Héctor Geraldo Santos y Raymundo Cuevas
Sena, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad:-
Sexto . Declarar, como al efecto declaramos, la presente
sertencia común y oponible con todas sus consecuencias
legales a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., como entidad
aseguradora del vehículo que causó el accidente. Séptimo:

Condenar, como al efecto condenamos, al nombrado
Thomas Ramón Ovalles Ovalles al pago de las costas penales
y en cuanto a los nombrados Ramón E. Ramírez Pimentel y
Angel Bienvenido Medina Rodríguez se declaran las costas
de oficio ;- por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales;- SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra Thomas Ramón Ovalles Ovalles,
por no haber comparecido a la audiencia, estando legalmente
citado;-
 

TERCERO: Declara que el prevenido Thomas
Ramó nóon Ovalles Ovalles, es culpable del delito de golpes y
heridas ocasionados involuntariamente en perjuicio de Angel
Bienvenido Medina Rodríguez v de Juan Bautista Arias,
golpes y heridas que causaron lesión permanente al primero y
enfermedad curable después de cuarenta y cinco días al
segundo, en consecuencia, condena al mencionado pre-
venido Thomas Ovalles Ovalles, a pagar una multa de
veinticinco pesos (RD$25.00), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, confirmándose la sentencia dictada
por el tribunal de primer grado, en cuanto se refiere a la pena
impuesta;- CUARTO: Declara regular y admite la cons-
titución en parte civil del señor Angel Bienvenido Medina y de
la señora Juana Elvira Arias Romero, en su calidad de madre
del menor Juan Bautista Arias o Juan Doneit Arias, en
consecuencia, se condena a las personas civilmente res-
ponsables puestas en causa señores Thomas Ramón Ovalles
Ovalles y Eugilia O. Ovalles, a pagar las cantidades de cinco
mil pesos oro (RDS5,000.00), a favor de Angel Bienvenido
Medina Rodríguez y un mil quinientos pesos oro
(RD$5,000.00), a favor de Juana Elvira Arias Romero, por
concepto de daños y perjuicios morales y materiales que les
fueron ocasionados e la parte civil constituida. Más los in-
tereses legales de dichas cantidades, a título de in-
demnización complementaria, a partir de la fecha de la
demanda;- QUINTO: Condena al prevenido Thomas Ovalles
Ovalles, al pago de las costas penales;- SEXTO: Condena a
Thomas Ovalles Ovalles y a Eugilia O. Ovalles, partes
sucumbientes al pago de las costas civiles, con distracción de
dichas costas, en provecho de los doctores Raymundo Cue-
vas Seria y Heck,: ueraiju Santos, quianc” ion ali, i nado que'
las han avanzado en su mayor parte;- SEPTIÍv1O: Declara la
presente sentencia oponible a la compañía de Seguros Pepín,
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S A.. por ser la entidad aseguradora del vehículo gide
ocasionó el accidente".;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada, los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación de
los artículos 184 y 185 del Código de Procedimiento Criminal
y acápite "J" del artículo 8 de la Constitución de la República;
Segundo Medio: Falta de ponderación de los hechos de la
causa y desnaturalización de esos hechos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su primer
medio los recurrentes alegan, en sínteses, que la Corte a-qua
incurrió en los vicios denunciados en este medio, al admitir la
regularidad de la citación hecha al prevenido, quien tiene su
domicilio en el extranjero, tal como consta en el expediente,
en la forma prescrita por el artículo 69 del C6digo de Proce-
dimiento Civil para aquellos que no tienen domicilio conoci-
do, así como al aceptar la representación en audiencia de ese
prevenido por un abogado, sobre la base de que había sido
condenado por el tribunal del primer grado a una multa y
contra esa sentencia no había recurrido en apelación el
ministerio público; que al decidir el fondo del asunto
sin que el prevenido hubiese sido oído o regularmente citado,
violó el acápite "J" de la Constitución de la República y su
derecho de defensa: pero.

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, no es la sentencia impugnada la que adolece de
los vicios señalados en el medio que se examina, sino la dicta-
da incidentalmente por la Corte a-qua el 20 de diciembre de
1979, contra la cual el prevenido en casación, no obstante el
anuncio de su propósito a tal fin: que no se puede hacer valer
en casación contra la sentencia definitiva sobre el fondo, los
vicios que afecten a la sentencia que resuelva un incidente
respecto del mismo proceso, cuando esta última no haya sido
impugnada por ese recurso;

Considerando, en cuanto al alegato de violación al acápite
"J" del artículo 8 de la Constitución de la República y del
derecho de defensa, que segun consta er . la sentencia im-
pugnada, el prevenido estuvo representado en audiencia por
el Dr. Milcíades Castillo Velásquez, quien concluyó al fondo
nirfion ola rovocacirin de 1 2 sentencia apelada por no existir
falta generadora de responsabilidad civil, lo que implica la
solicitud del descargo del prevenido. por no haber cometido

falta , y la corte las tuvo en cuenta y no le impidió defender a
se representado; que de todo lo expuesto se concluye que. en
le especie, el derecho de defensa del prevenido no fue
lesionado ni violado el acápite "J" del artículo 8 de la Consti-
tución de la República;

Considerando, que los desenvolvimientos anteriores ponen
de manifiesto que el medio que se examina carece de fun
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de su segundo y último
medio los recurrentes alegan, en sínteses, que la Corte e-qua
no ponderó la circunstancia de que los agraviados conducían
sus motocicletas en forma irregular, ya que transitaban
apareados sobre la calzada de rodamiento de la autopista, si-

' Vehículos; que de la Corte a-qua ponderar ese hecho le
tuaciOn prohibida por la Ley No. 241 sobre Tránsito de

hubiese dado otra solución al caso; pero,
Considerando, que la Corte a-qua para considerar al pre-

venido Thomas Ramón Ovalles Ovalles, como único res-
ponsable del accidente de que se trata, dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio aportados
a la instrucción de la causa, los hechos siguientes: a) que
mientras el prevenido Thomas Ramón Ovalles Ovalles
conducía el automóvil placa No. 127-939 propiedad de
Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalles, asegurado con la Compañía
de Seguros Pépin, S. A., en dirección de Este a Oeste, por la
carretera Sánchez, tramo Azua-Banl, al llegar al kilómetro 88
se produjo un choque con las motocicletas placas Nos. 58478
y 33270, conducidas respectivamente por Angel Bienvenido
Rodríguez y Ramón E. Ramírez Pimentel; b) que a
consecuencia de ese accidente Angel Bienvenido Medina
Rodríguez sufrió lesiones corporales que le dejaron lesión
permanente, mientras que Juan Bautista Arias y Ramón E.
Ramírez Pimentel, sufrieron lesiones corporales que curaron
en 45 días, cada uno; c) que el accidente se debió a que el
prevenido Ovalles conducía el vehículo que manejaba a
exceso de velocidad en una curva, lo que condujo a que
tuviera que abandonar el carril por donde transitaba y ocupar
la derecha de las motocicletas, e impidió a que maniobrara
adecuadamente cuando al salir de la curva advirtió la
Presencia de las dos motocicletas que se acercaban en senti-
do contrario;

Considerando, que para formar su convicción en el sentido
•
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S A.. por ser la entidad aseguradora del vehículo quo
ocasionó el accidente".;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada, le,
siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
los artículos 184 y 185 del Código de Procedimiento Criminal
y acápite "J" del artículo 8 de la Constitución de la República
Segundo Medio: Falta de ponderación de los hechos de Hl
causa y desnaturalización de esos hechos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su prime•
medio los recurrentes alegan, en sínteses, que la Corte a-qua
incurrió en los vicios denunciados en este medio, al admitir a
regularidad de la citación hecha al prevenido, quien tiene su
domicilio en el extranjero, tal como consta en el expediente,
en la forma prescrita por el artículo 69 del C¿digo de Proce-
dimiento Civil para aquellos que no tienen domicilio conoci-
do, así como al aceptar la representación en audiencia de ese
prevenido por un abogado, sobre la base de que había sido
condenado por el tribunal del primer grado a una multa y
contra esa sentencia no había recurrido en apelación el
ministerio público; que al decidir el fondo del asunto
sin que el prevenido hubiese sido oído o regularmente citado,
violó el acápite "J" de la Constitución de la República y su
derecho de defensa: pero.

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, no es la sentencia impugnada la que adolece de
los vicios señalados en el medio que se examina, sino la dicta-
da incidentalmente por la Corte a-qua el 20 de diciembre de
1979, contra la cual el prevenido en casación, no obstante el
anuncio de su propósito a tal fin: que no se puede hacer valer
en casación contra la sentencia definitiva sobre el fondo, los
vicios que afecten a la sentencia que resuelva un incidente
respecto del mismo proceso, cuando esta última no haya sido
impugnada por ese recurso;

Considerando, en cuanto al alegato de violación al acápite
"J" del artículo 8 de la Constitución de la República y del
derecho de defensa, que según consta er , la sentencia im•
pugnada, el prevenido estuvo representado en audiencia por
el Dr. Milcíades Castillo Velásquez, quien concluyó al fondo
nrdipnita la rovocaciÓ n rle 1 3 sentencia apelada por no existir
falta generadora de res ponsabilidad civil, lo que implica la
solicitud del descargo del prevenido. por no haber cometido

falta , y la corte las tuvo en cuenta y no le impidió defender a
su represe ntado; que de todo lo expuesto se concluye que. en
la especie, el derecho de defensa del prevenido no fue
lesionado ni violado el acápite "J" del artículo 8 de la Consti-

tuc
de manifiesto que el medio que se examina carece de fun-

CióonnsdideerlaandRoe
pqúubelicloas;

desenvolvimientos anteriores ponen

demento y debe ser desestimado;
Considerando, que en el desarrollo de su segundo y último

medio los recurrentes alegan, en sínteses, que la Corte a-qua
no ponderó la circunstancia de que los agraviados conducían
sus motocicletas en forma irregular, ya que transitaban

e

apareados sobre la calzada de rodamiento de la autopista, si-.
tuaciÓn prohibida por la Ley No. 241 sobre Tránsito de

.. Vehículos; que de la Corte a-qua ponderar ese hecho le
• hubiese dado otra solución al caso; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para considerar al pre-.
9	 venido Thomas Ramón Ovalles Ovalles, como único res-

ponsable del accidente de que se trata, dio por establecido,
mediante-la ponderación de los elementos de juicio aportados
a la instrucción de la causa, los hechos siguientes: a) que
mientras el prevenido Thomas Ramón Ovalles Ovalles
conducía el automóvil placa No. 127-939 propiedad de
Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalles, asegurado con la Compañía
de Seguros Pépín, S. A., en dirección de Este a Oeste, por la
carretera Sánchez, tramo Azua-Baní, al llegar al kilómetro 88
se produjo un choque con las motocicletas placas Nos. 58478
y 33270, conducidas respectivamente por Angel Bienvenido
Rodríguez y Ramón E. Ramírez Pimentel; b) que a
consecuencia de ese accidente Angel Bienvenido Medina
Rodríguez sufrió lesiones corporales que le dejaron lesión
permanente, mientras que Juan Bautista Arias y Ramón E.
Ramírez Pimentel, sufrieron lesiones corporales que curaron
en 45 días, cada uno; c) que el accidente se debió a que el
prevenido Ovalles conducía el vehículo que manejaba a
exceso de velocidad en una curva, lo que condujo a que
tuviera que abandonar el carril por donde transitaba y ocupar
la derecha de las motocicletas, e impidió a que maniobrara
adecuadamente cuando al salir de la curva advirtió la
Presencia de las dos motocicletas que se acercaban en senti-
do contrario;

Considerando, que para formar su convicción en el sentido
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expuesto, la corte a-qua no solo examinó y ponderó las
declaraciones de los agraviados, sino también las del propio
prevenido Ovalles, asi como los demás elementos y circuns-tancias del proceso, según se desprende del examen
de la sentencia impugnada, la cual contiene una
relación completa de los hechos de la causa y
motivos suficientes y pertinentes que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalle y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dicta-
da el 10 de enero de 1980 por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivc ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADO): Manuel D. Bergés Chupani.- Fernando E. Ra-
velo de la fuente.- Leonte Rafael Alburquerque Castillo.- Luis
Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo
Herrera Piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. 'F00): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO 27

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de S .intiago, de

fech a 22 de Mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Balbiho de los Santo.

Abogado (s): Dr. Eladio Pérez V.

Interviniente (s): Apolinar Pérez Fernández.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularme nte constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Cnupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre el recurso de casación interpuesto por Balbino de los
Santos, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, cé-
dula No. 2408, serie 42, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales el 22 de mayo de 1978, por la
Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia
más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Eladio Pérez V.. Cédula No.

11668, serie 22, abogado del recurrente;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del . recurso de casación levantada a re-

querimiento de Balbino de los Santos, en la Secretaría de la
Corte a-qua en fecha 12 de junio de 1978, acta en la que no
80 propone ningún medio de casación;
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expuesto, la corte a-qua no solo examinó y ponderó la.,
declaraciones de los agraviados, sino también las del propi-,
prevenido Ovalles, asi como los demás elementos y circuns:
tancias del proceso, según se desprende del exame,
de la sentencia impugnada, la cual contiene un -
relación completa de los hechos de la causa
motivos suficientes y pertinentes que han permitido a
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se h3
hecho una correcta aplicación de la Ley;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Eurgelia o Eugilia Oneida Ovalle y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dicta-
da el 10 de enero de 1980 por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADO): Manuel D. Bergés Chupani.- Fernando E. Ra-
velo de la fuente.- Leonte Rafael Alburquerque Castillo.- Luis
Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochca S.- Abelardo
Herrera Piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. 'FDO): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO 27

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de S-intiago, de
fecha 22 de Mayo de 1978.

Materia : Correccional.

Recurre nte (s): Balbiho de los Santo.

Abogad o (s): Dr. Eladio Pérez V.

Intervinie nte (s): Apolinar Pérez Fernández.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana

Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Cnupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia.

Sobre el recurso de casación interpuesto por Balbino de los
Santos, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, cé-
dula No. 2408, serie 42, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales el 22 de mayo de 1978, por la
Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia
más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Eladio Pérez V., Cédula No.

11668, serie 22, abogado del recurrente;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista. el acta del. recurso do casación levantada a re-

querimiento de Balbino de los Santos, en la Secretaría de la
Corte a-qua en fecha 12 de junio de 1978, acta en la que no
se propone ningún medio de casación;
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febrero de 1980, suscrito por el Dr. Eladio Pérez V., cédula
11668, serie 22, en el cual se proponen los medios de casación
quc se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 10 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cu al integra, en su indicada calidad, dicha Corte, juntamente
con los Magistrados, Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Her rera Piña., Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican máS adelante y los articulos 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 29
de septiembre de 1976, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en sus
atribuciones correccionales, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe en el de la ahora impugnada; b) que so-
bre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice: FALLA:
PRIMERO: Declara al nombrado Apolinar Pérez, de
generales anotadas, no culpalbe del delito de robo de
animales, en perjuicio de Dilecio Abréu y Balbino de los
Santos, en consei:uencia, se descarga de toda responsabilidad
penal, por no estar caracterizado el hecho, se declaran las
costas de oficio. SEGUNDO: Declara regular y válida en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha por
Dilecio Abréu y Balbino de los Santos, por medio de su
abogado Dr. Luis E. Senior, contra Apolinar Pérez do los San-
tos, en cuanto al fondo, se rechaza por improcedente y mal
fundada; TERCERO: Condena la parte civil constituida, al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas, en pro-
vecho del Dr. Manuel Marfa Muñiz Hernández, quien afirma es-
tarles avanzando en su mayor parte;

Considerando, que el recurrente, en su memorial propone
los siguientes medios de casación: a) falta de base legal; b)

falta de motivos y c) errónea interpretación de los hechos;
Considerando, que el recurrente en el desarrollo de sus tres

medios de casación que se reunen para su examen, alega, erf
síntesis, a) que la sentencia no menciona la violación en que
incurrió Apolinar Pérez, b) que el Tribunal no ha dado motivo
que justifique el fallo impugnado; pero,

Considerando, que del examen del fallo impugnado se
pone de manifiesto, que la Corte a-qua, para rechazar la

demanda en daños y perjuicios de la parte civil constituida,
confirmando la sentencia del primer grado, se basó "en que
para el buen éxito de una acción civil tendente a obtener da-
ños y perjuicios, es imprescindible que se pueda poner a
cargo de la persona contra la cual se actúa, la comisión de
una falta culposa que comprometa su responsabilidad; que
en el presente caso, no se ha podido establecer, por los me-
dios de prueba autorizados por la Ley, a caargo de Apolinar
Pérez Fernández, falta alguna que genere derechos a favor de
la parte civil constituida";

Considerando, que por lo anteriormente expuesto, se pone
de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por el
recurrente, en la sentencia impugnada, no se incurrió en las
violaciones denunciadas, y que la misma contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y han
permitido a la Suprema corte de Justicia verificar que la Ley
ha sido bien aplicada, por todo lo cual, los medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el presente caso no procede estatuir
acerca de las costas en razón de que la parte viversa no ha
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos U NICO: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Balbino de los Santos, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de Santiago, dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 29 de septiembre de 1976, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;

(FIRMADOS): Manuel d. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello Renville.- Miguel
Jacobo F., Secretario General.-

Visto el memorial de casación del recurrente del 18 de



Visto el memorial de casación del recurrente del 18 de
febrero de 1980, suscrito por el Dr. Eladio Pérez V., cédula
11668, serie 22, en el cual se proponen los medios de casación
que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 10 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan',
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, juntamente
con los Magistrados, Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña., Jueces di
este Tribunal, para completar la mayoría en la deli beración y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican más adelante y los arficulos 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 29
de septiembre de 1976, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en sus
atribuciones correccionales, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe en el de la ahora impugnada; bl que so-
bre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice: FALLA:
PRIMERO: Declara al nombrado Apolinar Pérez, de
generales anotadas, no culpalbe del delito de robo de
animales, en perjuicio de Dilecio Abréu y Balbino de los
Santos, en consebuencia. se descarga de toda responsabilidad
penal, por no estar caracterizado el hecho, se declaran las
costas de oficio. SEGUNDO: Declara regular y válida en

cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha por
Dilecio Abréu y Balbino de los Santos, por medio de su
abogado Dr. Luis E. Senior, contra Apolinar Pérez de los Sa•
tos, en cuanto al fondo, se rechaza por improcede nte v mal

fundada; TERCERO: Condena la parte civil constituida, al Pa- 1:
go de las costas civiles con distracción de las mismas, e n P 	 1:
vecho del Dr. Manuel María Muñiz Hernández, quien afirman" 1
tarlas avanzando en su mayor parte;

Considerando, que el recurrente, en su memorial proPone
los siguientes medios de casación: a) falta de base legal;

falta de motivos y c) errónea interpretación de los hechos;
Considerando, que el recurrente en el desarrollo de sus tres

medios de casación que se reunen para su examen, alega, en'
síntesiS, a) que la sentencia no menciona la violación en que
incurr ió Apolinar Pérez, b) que el Tribunal no ha dado motivo
que justifique el fallo impugnado; pero,

Considerando, que del examen del fallo impugnado se
pone de manifiesto, que la Corte a-qua, para rechazar la
demanda en daños y perjuicios de la parte civil constituida,
confirmando la sentencia del primer grado, se basó "en que
para el buen éxito de una acción civil tendente a obtener da-
ños y perjuicios, es imprescindible que se pueda poner a
cargo de la persona contra la cual se actúa, la comisión de
una falta culposa que comprometa su responsabilidad; que
en el presente caso, no se ha podido establecer, por los me-
dios de prueba autorizados por la Ley, a caargo de Apolinar
Pérez Fernández, falta alguna que genere derechos a favor de
la parte civil constituida";

Considerando, que por lo anteriormente expuesto, se pone
de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por el
recurrente, en la sentencia impugnada, no se incurrió en las
violaciones denunciadas, y que la misma contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y han
permitido a la Suprema corte de Justicia verificar que la Ley
ha sido bien aplicada, por todo lo cual, los medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser cinestimados;

Considerando que en el presente caso no procede estatuir
acerca de las costas en razón de que la parte ylversa no ha
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos U NICO: Rechaza el recurso de casación
Interpuesto por Balbino de los Santos, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de Santiago, dictada en sus atri-buciones correccionales, el 29 de septiembre de 1976, cuyodispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;(FIRMADOS): Manuel d. Bergés Chupani.- Darío Bal-cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-b•Irquerque C.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea
la.-coAbelardo

SecretarioFierrera 	 eraeP	 a .- liir .-
ximo Puello Renville.- Miguel                         
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO.

28

sentenc ia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, en

fecha 9 de diciembre de 1980.

Materia : Confiscación.

Recurrente (s): Magistrado Procurador General de la Corte
de Santiago, c.s. Ramón A. Cerda.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magistrado
Procurador General de la Corte de apelación de Santiago, en
la causa seguida a Ramón Antonio Cerda, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago en fecha 9 de
diciembre de 1980, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el nombrado Ramón Antonio Cerda (a) Mata de
Cana, contra sentencia Criminal No. 177 de fecha 9 de no-
viembre de Mil NOvecientos Setenta y Nueve (1979), dictada
Por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO . Que debe declarar, como al
efecto declara al nombrado Ramón Antonio Cerda (a) Mata
de Cana, culpable de violar los artículos 379 y 384 del Código
Penal, en perjuicio de Nicolás Ventura Almonte; en
consecuencia le condena a sufrir la pena de cinco (5) años de
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo F -



398
	

BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 .399

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo F -

SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO.

28

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, en
fecha 9 de diciembre de 1980.

Materi a: Confiscación.

Recurrente	 Magistrado Procurador General de la Corte
de Santiago, c.s. Ramón A. Cerda.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
; ,urmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Cliupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magistrado
Procurador General de la Corte de apelación de Santiago, en
la causa seguida a Ramón Antonio Cerda, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago en fecha 9 de
diciembre de 1980, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el nombrado Ramón Antonio Cerda (a) Mata do
Cana, contra sentencia Criminal No. 177 de fecha 9 de no-
viembre de Mil NOvecientos Setenta y Nueve (1979), dictada
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al
efecto declara al nombrado Ramón Antonio Cerda (a) Mata
de Cana, culpable de violar los artículos 379 y 384 del Código
Penal, en perjuicio de Nicolás Ventura Almonte; en
consecuencia le condena a sufrir la pena de cinco (5) años de
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trabajos públicos; SEGUNDO: que debe ordenar y ordena la
confiscación del cuerpo del delito que reposa en el ex-
pediente consistente en 'un alicate y un hierro'; TERCERO:
Que que condenar y condena al acusado al pago de las
costas"' SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida en el
sentido de reducir la pena impuesta al acusado a Dos (2) años
de prisión correccional, TERCERO: Condena al acusado al
pago de las costas penales";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

sSecretaía de la Corte a-qua, en fecha 9 de diciembre de
1980, a requerimiento del Magistrado Procurador General de
la Corte de Apelación de Santiago, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 10 de febrero de 1983, por el
Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su
indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con ios
Magistrados Darío Balcácer, Fenando E. Ravelo de la Fuente,
Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello REnville y Abelardo Herrera Pi-
ña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de que se trata, de con-
formidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por la
persona civilmetne responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los hechos en que se funda, será obliga-
torio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la
declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente, por medio de un
memorial, este recurrente ha expuesto los fundamentos del
mismo; que en esas condiciones, dicho recurso resulta nulo
al tenor del artículo 37 antes citado;

Por tales Motivos, PRIMERO: Declara nulo el recurso de

casación interpuesto por el Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de Santiago, én la causa seguida a
Ramón Antonio Cerda, contra la sentencia dictada por dicha
Corte en fecha 9 de dicembre de 1980, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo, y SEGUNDO:
Declara las costas penales de oficio.

.(FIRMADOS):Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer.-
Fernando E. Ravelo de la Fuente.-Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo EL Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo,
Secreta rio General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F.
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mismo; que en esas condiciones, dicho recurso resulta nulo
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO.
29

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de 	 Santo
Domingo, en fecha 23 de febrero de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Margarín Ulloa, Cruz Manuel Margarín Ulloa
y la Seguros Pepín, S. A.

Abogado	 Dra. Mélida Frómeta Pereyra.

Intervinientes (s): Juan Gerardo Torres Bueno y Matilde Díaz
Florentino.

Abogado (s): Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 	 Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H.
Goicochea S.,	 Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de Febrero de 1983,
años	 139'	 de	 la	 Independencia	 y	 120
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte

de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Sixto

Margarín Ulloa, dominicano, mayor do edad, con cédula
personal de identidad No. 144926, serie 1ra., domiciliado en el
Km. 6 de la carretera Mella, Nn 18, de esta ciudad. Cruz
Manuel Margarín Ulloa, dominicano, mayor de edad, domici-
liado y residente en esta ciudad, y la Seguros
Pepín,	 S. A.,	 entidad aseguradora con _ domicilio
social en esta _ ciudad, contia la sentencia dictada
en sus atribüciones correccionales por la 	 Corté de

Apelación de Santo Domingo, en fecha 23 de febrero de
1 982, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Florencia

Santiago de Castillo, cédula No. 3, serie 37, por sí y en
representación del Dr. Luis R. Castillo Mejía, abogado de los
intervinientes Juan Gerardo Torres Bueno, y Matilde Díaz

Floren tino de Torres, dominicanos, mayores de edad, casa-
dos, domiciliados en esta ciudad, con cédulas Nos. 71439 y
25006, series 1ra., respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua el día 21 de julio de 1982, a requerimiento del
abogado Dr. Juan Jorge Chaín Tuma, cédula No. 10561, serie
25, por sí y por el Dr. William Piña, en representación de los
recurrentes, acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha 5
de noviembre de 1982, suscrito por la Dra. Mélida Frómeta
Pereyra, cédula No. 24668, serie 1ra., en a cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios que
luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 28 de octubre
de 1982, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito
y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que resultó una

persona muerta, la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional, dictó en fecha 24 de abril de 1981, una sentencia
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
DR. EUCLIDES ACOSTA FIGUEREO, en fecha diez (10) de
junio de 1981, a nombre y representación del señor SIXTO
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más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
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señor CRUZ MANUEL MARGARIN ULLOA en su calidad de
aersona civilmente res ponsable. al pago solidario de
RDS10,000.00 (DIEZ MIL PESOS ORO) en favor de los espo-
sos JUA N GERARDO TORRES BUENO y MATILDE
DIAZ FLORENTINO, por los daños y perjuicios morales y mar
terkáles sufridos por ellos a consecuencia del mencionado acci-

1-. dente, se condenan al pago de los intereses legales de dicha

y. suma a título de indemnización complementaria; SEXTO:
Secondena al nombrado SIXTO MARGARIN ULLOA, al pago

de las costas civiles en provecho de los abo-
gados de los recurentes DRES. F LORENCIA SANTIAGO

DE CASTILLO y JOSE ALT. CABRERA, aboga-
. &ás quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

SEPTIMO: Se declara la presente sentencia oponi-
ble a la Cía de Seguros PEPIN, S. A., como entidad asegurado-

' ra del vehículo que ocasionó el daño mediante Póliza
No. A-60373/FJ, que vence el día 23 de febrero del año 1981,
en virtud con lo dispuesto por el art. 10 mod. de la
Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehí-
culos de Motor". Por haber sido hecho conforme
a la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo la Corte

' obrando por autoridad propia REVOCA los ordinales
Primero y Segundo de la sentencia recurrida por haber
desaparecido la causa que originó el vencimiento del contrato
de fianza que garantizaba la libertad provisional del prevenido
SIXTO MARGARIN ULLOA, al haber dicho prevenido
comparecido a la audiencia del día dos (2) de febrero de 1982
celebrado por esta Corte de Apelación para el conocimiento
de la apelación; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la decisión apelada por ser justa y reposar sobre base legal;
CUARTO: Condena al prevenido SIXTO MARGARIN
ULLOA, al pago de las costas penales, y conjuntamente con

.1' CRUZ MANUEL MARGARIN ULLOA, al pago de las costas
civiles, con distracción de las últimas en provecho de la
DRA. FLORENCIA SANTIAGO DE CASTILLO, abogado de
la Parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañía de Seguros PEPIN, S. A., en su
Condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando que en su memorial los recurrentes
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MARGARIN ULLOA, persona civilmente responsab!e y la
Compañía de Seguros PEPIN, S. A., contra la sentencia de
fecha 24 de abril de 1981, dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
vencida la fianza que otorgó el seguros PEPIN, S. A., en fa-
vor del nombrado SIXTO MARGARIN ULLOA para obtener
su libertad provisional, mediante contrato No. 24934, la cual
asciende a la suma de VEINTE MIL PESOS ORO
(RW20,000.00), se ordena la distribución de los mismos de la
manera siguiente: En favor de la parte civil constituida SRES.
JUAN GERARDO TORRES BUENO y MATILDE DIAZ
FLORENTINO, en sus calidades de padres y tutores de su hija
menor KEILA J. TORRES DIAZ, fallecida, para cubrir los
gastos en que ha incurrido el Ministerio Público; para cubrir
los gastos en que ha incurrido la parte civil constituida y el
resto si queda para el Estado dominicano; SEGUNDO:
Se pronuncia el defecto contra el nombrado SIXTO MAR-
GARIN ULLOA de generales ignoradas por no haber com-
parecido a la audiencia para la cual fuera legalmente citado;
TERCERO: Se declara al nombrado SIXTO MARGARIN
ULLOA, culpable del delito de golpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o conducción de vehículos de motor
previsto y sancionado por el art. 49 de la Ley 241, en per-
juicio de la menor quien en vida se llamó KEILA ILUMINADA
TORRES DIAZ, en consecuencia se condena a DOS (21
años de prisión correccional y al pago de las costas penales
causadas; CUARTO: Se declara buena y válida en cuanto a
la forma y justa en el fondo la constitución en parte civil
incoada por los esposos JUAN GERARDO TORRES y MA-
TILDE DIAZ FLORENTINO, en sus calidades de padres y
tutores de la menor muerta, en contra de los señores CRUZ
MANUEL MARGARIN ULLOA, persona civilmente res-
ponsable por ser propietario del carro FORD, placa No. 16-
163, que ocasionó el accidente donde murió la niña KEILA
J. TORRES DIAZ contra el prevenido SIXTO MARGARIN
ULLOA, conductor del carro placa No. 126-163, que dio
muerte a la mencionada menor y contra la Compañía de
Seguros PEPIN, S. A., por ser esta la Compañía aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
de acuerdo a la Ley; QUINTO: Se condena al nombrado
SIXTO MARGARIN ULLOA, en su calidad de prevenido y al

1111111111~Ma

BOLETIN JUDICIAL	 405



-~111,11,11.1111r
404	 BOLETIN JUDICIAL

	
BOLETIN JUDICIAL	 405

MARGARIN ULLOA, persona civilmente responsable y id
Compañía de Seguros PEPIN, S. A., contra la sentencia de
fecha 24 de abril de 1981, dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
vencida la fianza que otorgó el seguros PEPIN, S. A., en fa-
vor del nombrado SIXTO MARGARIN ULLOA para obtener
su libertad provisional, mediante contrato No. 24934, la cua
asciende a la suma de VEINTE MIL PESOS ORO
(R DS20,000.00), se ordena la distribución de los mismos de la
manera siguiente: En favor de la parte civil constituida SRES
JUAN GERARDO TORRES BUENO y MATILDE DIAZ
FLORENTINO, en sus calidades de padres y tutores de su hija
menor KEILA J. TORRES DIAZ, fallecida, para cubrir los
gastos en que ha incurrido el Ministerio Público; para cubrir
los gastos en que ha incurrido la parte civil constituida y el
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Se pronuncia el defecto contra el nombrado SIXTO MAR-
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parecido a la audiencia para la cual fuera legalmente citado;
TERCERO: Se declara al nombrado SIXTO MARGARIN
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causados con el manejo o conducción de vehículos de motor
previsto y sancionado por el art. 49 de la Ley 241, en per-
juicio de la menor quien en vida se llamó KEILA ILUMINADA
TORRES DIAZ, en consecuencia se condena a DOS (2)
años de prisión correccional y al pago de las costas penales
causadas; CUARTO: Se declara buena y válida en cuanto a
la forma y justa en el fondo la constitución en parte civil
incoada por los esposos JUAN GERARDO TORRES y MA-
TILDE DIAZ FLORENTINO, en sus calidades de padres y
tutores de la menor muerta, en contra de los señores CRUZ
MANUEL MARGARIN ULLOA, persona civilmente res-
ponsable por ser propietario del carro FORD, placa No. 16-
163, que ocasionó el accidente donde murió la niña KEILA
J. TORRES DIAZ contra el prevenido SIXTO MARGARIN
ULLOA, conductor del carro placa No. 126-163, que dio
muerte a la mencionada menor y contra la Compañía de
Seguros PEPIN, S. A., por ser esta la Compañía aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
de acuerdo a la Ley; QUINTO: Se condena al nombrado
SIXTO MARGARIN ULLOA, en su calidad de prevenido y al

señor CRUZ MANUEL MARGARIN ULLOA en su calidad de
persona civilmente res ponsable, al pago solidario de
Rp$10,000.00 (DIEZ MIL PESOS ORO) en favor de los espo-
sos JUA N GERARDO TORRES BUENO y MATILDE
DIAZ FLORENTINO, por los daños y perjuicios morales y mar
tedalessufridos por ellos a consecuencia del mencionado acci-
dente, se condenan al pago de los intereses legales de dicha
sorna a título de indemnización complementaria; SEXTO:

Secondena al nombrado SIXTO MARGARIN ULLOA, al pago
de las costas civiles en provecho de los abo-
cados de los recurentes DRES. F LORENCIA SANTIAGO
DE CASTILLO y JOSE ALT. CABRERA, aboga-
clós quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
SEPTIMO: Se declara la presente sentencia oponi-
ble a la Cía de Seguros PEPIN, S. A., como entidad asegurado-
ra del vehículo que ocasionó el daño mediante Póliza
No. A-60373/FJ, que vence el día 23 de febrero del año 1981,
en virtud con lo dispuesto por el art. 10 mod. de la
Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehí-
culos de Motor". Por haber sido hecho conforme
a la Ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo la Corte
Obrando por autoridad propia REVOCA los ordinales
Primero y Segundo de la sentencia recurrida por haber
desaparecido la causa que originó el vencimiento del contrato
de fianza que garantizaba la libertad provisional del prevenido
SIXTO MARGARIN ULLOA, al haber dicho prevenido
comparecido a la audiencia del día dos (2) de febrero de 1982
celebrado por esta Corte de Apelación para el conocimiento
de la apelación; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la decisión apelada por ser justa y reposar sobre base legal;
CUARTO: Condena al prevenido SIXTO MARGARIN
ULLOA, al pago de las costas penales, y conjuntamente con
CRUZ MANUEL MARGARIN ULLOA, al pago de las costas
civiles, con distracción de las últimas en provecho de la
DRA. FLORENCIA SANTIAGO DE CASTILLO, abogado de
la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañía de Seguros PEPIN, S. A., en su
Condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando que en su memorial los recurrentes
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proponen contra la sentencia impugnada, los s i guientes me,
dios de casación: Primer Medio: Falta de base legal
Violación del derecho de defensa. Segundo Medio: Des:
naturalización de los hechos de la causa. Tercer Medio:
Falta de motivos e insuficiencia de los mismos;

Considerando que en sus tres medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) que le
Corte a-qua para condenar al prevenido a dos años de prisión
como culpable del accidente de tránsito de que se trata, no
tomó en cuenta circunstancias constantes del proceso, sino
que se limitó a copiar las deciaraciones de la testigo Felicia del
Rosario Coste, que no se ajustan a la realidad de los hechos;
que la Corte sólo creyó lo que dijo la parte civil constituida;
que el accidente ocurrió por el hecho de que la menor salió
huyendo y chocó contra el vehículo conducido por el pre-
venido recurrente, huida desesperada que realizó la menor a
fin de librarse de la madre que la perseguía para castigarla;
que el prevenido se detuvo y condujo a la víctima al hospital;
que el padre de la menor no trató de ejercer represalia alguna
contra el conductor; que esa circunstancia se explica por el
hecho de que se sabía que el conductor no era culpable; que
la sanción impuesta es injusta; que en la especie no se ha
hecho una instrucción correcta del proceso, pues no se de-
temina con qué parte del vehículo se producjo el impacto que
causó la muerte de la menor. b) que la Corte a-qua des-
naturalizó los hechos de la causa pues dio por establecido
que el conductor transitaba a exceso de velocidad
y que arrastró a la menor por una distancia como de 40 me-
tros, cuando tales circunstancias no constan en el ex-
pediente; c) que en el presente caso la Corte a-qua no
ponderó la imprudencia cometida por la madre al perseguir a
su hija menor, hasta la calle para castigarla; que la referida
Corte no ponderó tampoco el hecho ya admitido por juris-
prudencia constante de que siempre se presume una falta
en los accidentes con menores de edad; que la versión
de los hechos dada por ante la Policía por el prevenido es la
expresión de la verdad, pues el accidente se produjo porque
la menor se lanzó a la calle y no, como se alegó después del
suceso, de que este ocurrió por el exceso de velocidad del
vehículo del prevenido que atropelló a la menor estando ésta
parada; que la sentencia carece de motivos suficientes y
pertinentes que justifiquen la imprudencia que se le atribuye al

que por tanto, los recurrentes alegan que la referida
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declarar al prevenido único culpable del referido accidente
que en la especie la Corte a-qua para

tomó en cuenta no sólo las declaraciones del prevenido y los
demás hechos y circunstancias del proceso, sino-

que ponderó también particularmente, y sin des-
naturalización alguna, las declaraciones de la testigo ocular
del hecho, la señora Felicia del Rosario Coste, quien afirmó que
el prevenido corría a exceso de velocidad y que arastró a la
menor por un trayecto como de 40 metros; que, además, los
jueces del fondo establecieron, que si el prevenido hubiera
tomado en cuenta "las condiciones, anchura y tránsito de la
vía por donde transitaba, hubiese podido reducir la marcha e
inclusive detener su vehículo evitando así el accidente
"; que la referida Corte pudo establecer como lo hizo que la
menor no estaba en el pavimento de la calle sino en el contén
de la misma, cuando ocurrió el accidente; que en
consecuencia los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dio por establecido
los siguientes hechos: a) que en las primeras horas de la tarde
del día 6 de septiembre de 1980, mientras el automóvil placa
129-163, conducido por Sixto Margarín Ulloa transitaba de
norte a sur por la calle K-1 de los Minas, de esta ciudad, al
llegar próximo al Cine Duarte, situado en la referida calle
atropelló a la niña Keila Iluminada Torres, de tres años de
edad, causándole traumatismos severos que le produjeron la
muerte instantaneamente. b) que el hecho se produjo por la
i mprudencia del conductor Margarín Ulloa al transitar a
excesiva velocidad y "hacer un brusco virage y alcanzar a la
menor" que se encontraba en el contén de la calle;

Considerando que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de homicidio por
imprudencia causado con el manejo de un vehículo de motor
previsto por el art. 49 de la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por el Párrafo Primero de dicho texto
legal, con prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de
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proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me
dios de casación: Primer Medio: Falta de base lecj-
Violación del derecho de defensa. Segundo Medio: D'c.
naturalización de los hechos de la causa. Tercer Medio.
Falta de motivos e insuficiencia de los mismos;

Considerando que en sus tres medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) que le
Corte a-qua para condenar al prevenido a dos años de prisión
como culpable del accidente de tránsito de que se trata, no
tomó en cuenta circunstancias constantes del proceso, sino
que se limitó a copiar las deciaraciones de la testigo Felicia del
Rosario Coste, que no se ajustan a la realidad de los hechos;
que la Corte sólo creyó lo que dijo la parte civil constituida;
que el accidente ocurrió por el hecho de que la menor salió
huyendo y chocó contra el vehículo conducido por el pre-
venido recurrente, huida desesperada que realizó la menor a
fin de librarse de la madre que la perseguía para castigarla;
que el prevenido se detuvo y condujo a la víctima al hospital;
que el padre de la menor no trató de ejercer represalia alguna
contra el conductor; que esa circunstancia se explica por el
hecho de que se sabía que el conductor no era culpable; que
la sanción impuesta es injusta; que en la especie no se ha
hecho una instrucción correcta del proceso, pues no se de-
temina con qué parte del vehículo se producjo el impacto que
causó la muerte de la menor. b) que la Corte a-qua des-
naturalizó los hechos de la causa pues dio por establecido
que el conductor transitaba a exceso de velocidad
y que arrastró a la menor por una distancia como de 40 me-
tros, cuando tales circunstancias no constan en el ex-
pediente; c) que en el presente caso la Corte a-qua no
ponderó la imprudencia cometida por la madre al perseguir a

su hija menor, hasta la calle para castigarla; que la referida
Corte no ponderó tampoco el hecho ya admitido por juris-
prudencia constante de que siempre se presume una falta
en los accidentes con menores de edad; que la versión
de los hechos dada por ante la Policía por el prevenido es la
expresión de la verdad, pues el accidente se produjo porque
la menor se lanzó a la calle y no, como se alegó después del
suceso, de que este ocurrió por el exceso de velocidad del
vehículo del prevenido que atropelló a la menor estando ésta
parada; que la sentencia carece de motivos suficientes y
pertinentes que justifiquen la imprudencia que sale atribuye al
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prevenido; que por tanto, los recurrentes alegan que la referida
sentencia debe ser casada por los vicios y violaciones
denunc iadas; pero,

Considera ndo que en la especie la Corte a-qua para
declarar al prevenido único culpable del referido accidente
- trió en cuenta no sólo las declaraciones del prevenido y los
demás hechos y circunstancias del proceso, sino-

que ponderó también particularmente, y sin des-
naturalización alguna, las declaraciones de la testigo ocular
del hecho, la señora Felicia del Rosario Coste, quien afirmó que
el preven ido corría a exceso de velocidad y que arastró a la
menor por un trayecto como de 40 metros; que, además, los
jueces del fondo establecieron, que si el prevenido hubiera
tomado en cuenta "las condiciones, anchura y tránsito de la
vía por donde transitaba, hubiese podido reducir la marcha e
inclusive detener su vehículo evitando así el accidente
"; que la referida Corte pudo establecer como lo hizo que la
menor no estaba en el pavimento de la calle sino en el contén
de la misma, cuando ocurrió el accidente; que en
consecuencia los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
apanados en la instrucción de la causa, dio por establecido
los siguientes hechos: a) que en las primeras horas de la tarde
del día 6 de septiembre de 1980, mientras el automóvil placa
129-163, conducido por Sixto Margarín Ulloa transitaba de
norte a sur por la calle K-1 de los Minas, de esta ciudad, al
llegar próximo al Cine Duarte, situado en la referida calle
atropelló a la niña Keila Iluminada Torres, de tres años de
edad, causándole traumatismos severos que le produjeron la
muerte instantaneamente. b) que el hecho se produjo por la
imprudencia del conductor Margarín Ulloa al transitar a
excesiva velocidad y "hacer un brusco virage y alcanzar a la
menor" que se encontraba en el contén de la calle;

Considerando que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de homicidio por
imprudencia causado con el manejo de un vehículo de motor
previsto por el art. 49 de la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y
Veh ículos y sancionado por el Párrafo Primero de dicho texto
legal, con prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de
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RDS500.00 a RDS2,000.00; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente a dos años de prisión correc
cional, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando,	 que asimismo la Corte a-qua dio
por establecido que el hecho cometido por el prevenido
ocasionó a Juan Gerardo Torres Bueno y a Matilde Díaz
Florentind de Torres, personas constituidas en parte civil en
sus calidades de padres legítimos de la menor fallecida, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
diez mil pesos; que al condenar a dicho prevenido y a su
comitente Cruz Manuel	 Margarín Ulloa, propietario del
vehículo causante del accidente, a pagar solidariamente, la
referida suma, más los intereses de la misma a título de in-
demnización, en provecho de las personas constituidas en
parte civil, la referida Corte hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponibles
dichas condenaciones a la Seguros Pepín, S. A., compañía
aseguradora puesta en causa, aplicó correctamente los ar-
tículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Juan Gerard:, Torres Bueno y a Matilde Díaz Florentino de
Torres en los recursos de casación interpuestos por Sixto
Margarín Ulloa y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 23 de febrero de
1 Q82, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recurso;
Tercero: Condena a Sixto Margarín Ulloa al pago de las
costas penales y	 a éste y a Cruz Manuel Margarín
Ulloa, al pago de. las costas civiles, y ordena la distracción de
las últimas en favor de los doctores Florencia Santiago de
Castillo y Luis R. Castillo Mejía, abogados de los intervinientes,
quines afirman estarlas cubriendo de su peculio personal, y
las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los
términos	 de	 la	 Póliza.
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(FIRM ADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
rácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
borquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello

Miguel Jacobo F., Secretario General.-
RelieLa presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- IFD0): Miguel Jacobo



(FIRMA DOS ) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
rácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
borguerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Máximo Puello

Miguel Jacobo F., Secretario General.-
Tav presentee    	 sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- IFD0): Miguel Jacobo F.-
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RDS500.00 a RDS2,000. 130; que la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente a dos años de prisión corres
cional, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando,	 que asimismo la Corte a-qua dio
por establecido que el hecho cometido por el prevenido
ocasionó a Juan Gerardo Torres Bueno y a Matilde Díaz
Florentind de Torres, personas constituidas en parte civil en
sus calidades de padres legítimos de la menor fallecida, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
diez mil pesos; que al condenar a dicho prevenido y a su
comitente Cruz Manuel 	 Margarín Ulloa, propietario del
vehículo causante del accidente, a pagar solidariamente, la
referida suma, más los intereses de la misma a título de in-
demnización, en provecho de las personas constituidas en
parte civil, la referida Corte hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponibles
dichas condenaciones a la Seguros Pepín, S. A., compañía
aseguradora puesta en causa, aplicó correctamente los ar-
tículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Juan Gerard:, Torres Bueno y a Matilde Díaz Florentino de
Torres en los recursos de casación interpuestos por Sixto
Margarín Ulloa y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 23 de febrero de
1982, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recurso;
Tercero: Condena a Sixto Margarín Ulloa al pago de las
costas penales y	 a éste y a Cruz Manuel Margarín
Ulloa, al pago de. las costas civiles, y ordena la distracción de
las últimas en favor de los doctores Florencia Santiago de
Castillo y Luis R. Castillo Mejía, abogados de los intervinientes,
quines afirman estarlas cubriendo de su peculio personal, y
las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los
términos	 de	 la	 Póliza.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1982 NO,

30

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 26 de
julio de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Herminia Miller de Martínez, Cándido
Martínez Rodríguez y Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. L. A. De la Cruz Débora y Dr. Luis R.
Castillo Mejía.

Interviniente (s): Rafael Aridio Reyes Pérez

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

.2n Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero del 1481, años 139' de

la Independenc ia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Herminia
Hayde Miller de Maartlnez, dominicana, mayor de edad, pro-
fesora, casada, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
No. 44, serie 37, contra las sentencias dictadas en atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 26
de julio de 1979 y el 18 de enero de 1980, cuyos dispositivos
se copian más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; •

oído al Dr. L. A. De la Cruz Débora, por sí y por el Dr. Luis
R castillo Mejía, cédulas Nos. 38410, serie 31 y 18933, serie 3,

pectivame nte, abogados de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Magistrado Procurador General de la República, en
la lectura de sus conclusiones;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas en
La Secretaría de la Cámara a-qua el 26 de julio de 1979 y el 26
de marzo de 1980, a requerimiento de los doctores Luis De la
Cruz Débora y Luis R. Castillo Mejía, la primera, y del Dr. Luis
R. Castillo Mejía, la segunda, .en representación de Herminia
Hayde Miller de Martínez, en las cuales no se invoca ningún

i. medio de casación;
Visto el memorial de casación de la recurrente, firmado por

sus abogados, el 8 de enero de 1982; en la cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Dr. Rafael Aridio Reyes,
suscrito por su abogado Dr. Elis Jiménez Moquete, cédula
No. 4656, serie 20, en fecha 8 de enero de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 30 de junio de 1976, en el que tres personasres

ultaron con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus
atribuciones correccionales el 20 de octubre de 1976, unasentencia con el siguiente dispositivo: "FAllo: Primero: Se
declara incompetente este Tribunal, por existir certificado
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Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Victor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero del 1983, años 139' de
la Independenc ia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Herminia
Hayde Miller de Maartínez, dominicana, mayor de edad, pro-
fesora, casada, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
No. 44, serie 37, contra las sentencias dictadas en atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 26
de julio de 1979 y el 18 de enero de 1980, cuyos dispositivos
se copian más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; •

pído el Dr. L. A. De la Cruz Débora, por sí y por el Dr. Luis
Fi , Casti llo Mejía, cédulas Nos. 38410, serie 31 y 18933, serie 3,
res pectiva mente, abogados de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

 eiMagistrado
 

o 
 Procurador General de la República, en

la lelcdtoura de sus conclusiones;
Vistas las actas de los recursos de casación levantadas en

la Secretaría de la Cámara a-qua el 26 de julio de 1979 y el 26
de marzo de 1980, a requerimiento de los doctores Luis De la
Cruz Débora y Luis R. Castillo Mejía, la primera, y del Dr. Luis
R. Castillo Mejía, la segunda, .en representación de Herminia
Hayde Miller de Martínez, en las cuales no se invoca ningún

ión;de casación de la recurrente, firmado por
medio ded e el 

memorial
 casación;

sus abogados, el 8 de enero de 1982; en la cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Dr. Rafael Aridio Reyes,
suscrito por su abogado Dr. Elis Jiménez Moquete, cédula
No. 4656, serie 20, en fecha 8 de enero de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
Cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 30 de junio de 1976, en el que tres personas
resultaron con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus
atribuciones correccionales el 20 de octubre de 1976, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FAllo: Primero: Sedeclara incompetente este Tribunal, por existir certificado
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médico a cargo del Dr. Rafael Aridio Reyes, curable después
de 60 días y antes de 90 días a partir del accidente; segundo..
Se declina al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, por ser de esa competencia"; b) que sobre el
recurso de apelación interpuesto por la actual recurrente, la
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó el 6 de diciembre de 1976
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se
reenvía el conocimiento de esta causa para una próxima
audiencia, a fin de que el Dr. Aridio Reyes Pérez, sea
examinado por una junta de médicos, compuesta por los
Doctores Saba Musa Saba, Manuel Vincitore G. y Dr. Rafael
Santana, éste último Médico Legista del Distrito Nacional, a
fin de que éstos practiquen experticio Médico al Dr. Aridio
Reyes Pérez y se rectifique o ratifique el Certificado Médico
Legal, expedido a favor de Reyes Pérez, el 29 - 9 -76.- Segundo:
Se ordena a nuestra Secretaria, se comunique esta sen-
tencia a los médicos señalados para los fines de lugar"; c) que
el 26 de julio de 1979 la misma Cámara dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, la cual contiene el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: El Juez rechaza el pedimento
de reenvío, solicitado por los abogados de la defensa de la co-
prevenida, la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, por
improcedente y mal fundado, deja sin efecto nuestra medida
de instrucción de fecha (6) seis del mes de diciembre del año
mil novecientos setenta y seis (1976), por entender que las
Certificaciones Médicas depositadas en esta audiencia,
bastan al Tribunal, a los fines perseguidos por el mismo.-
Segundo: Ordena proseguir el conocimiento de esta causa,
ya que el Tribunal está sustanciado.- Tercero: Se reservan
las costas de este proceso, para fallarlas conjuntamente con
el fondo"; d) que la Cámara a-qua dictó el 18 de enero de
1980 una sentencia, también impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara a
la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, culpable de
violar los artículos 49, 61, y 74 de la Ley 241, y aplicando el
principio del no cúmulo de penas, se condena al pago de
RDS100.00 (cien pesos oro) de multa; SEG U N DO: Se declara
al nombrado Luis Rafael E. Torres, no culpable de !os hechos
puestos a su cargo, y en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado la Ley 241, en
ningún aspecto; TERCERO: Se ordena por el término de (6)
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seis meses a partir de esta sentencia la suspensión de la
Licencia que para la conducción de vehículos de motor
ampara a la Sra. Herminia H, Miller de Martínez; CUARTO:
Se condena a la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, al
pago de las costas penales y se ordenan de oficio en cuanto al
nombra do Luis Rafael E. Torres; QUINTO: Se declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha por el Dr. Aridio
Reyes Pérez, por intermedio de su abogado Dr. Elis Jiménez
Moquete, en contra de los nombrados Herminia H, Miller de
Martínez, conductor y C. Cándido Martínez Rodríguez,
persona civilmente responsable, por ser regular en la forma;
SEXTO: En cuanto al fundo de la referida constitución en
parte civil se condena conjunta y solidariamente a los
nombrados Herminia H. Miller de Martínez, conductor y C.
Cándido Martínez Rodríguez, a pagar al Dr. Aridio Reyes
Pérez, la suma de RDS1,000.00 (un mil pesos oro) como justa
reparación de los daños y perjuicios sufridos por él al resultar
con desperfectos de consideración su vehículo y RDS4,000.00
(cuatro mil pesos oro) como justa indemnización de los daños
morales y materiales sufridos por él, a consecuencia de los
golpes recibidos en el accidente de que se trata, así como
también al pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas a partir de la fecha de la demanda y hasta la total
ejecución de la sentencia, a título de indemnización suple-
toda.- SEPTIMO: Se condena a los nombrados Herminia H.
Miller de Martínez, y C. Cándido Martínez Rodríguez, al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; OCTAVO: Se declara la presente senten-
cia común, oponible y ejecutable con todas sus consecuencias
legales a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca)
por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo marca Peur
geot, asegurado bajo póliza No. 22774 que ocasionó el acci-
dente, todo de acuerdo con la Ley No. 4117, que rige la mate-
ria";

Considerando, que la recurrente invoca en su memorial los
Siguientes medios de casación: Primer Medio: Apo-
deramiento desnaturalizado.- Violación del doble grado de
jurisdicción.- Violación al orden procesal de competencia con
el apoderamiento de la alzada.- Segundo medio: Violación
al derecho de defensa.- Sentencia interlocutoria y no
preparatoria.- Conflicto procedimental propiamente del Tri-
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médico a cargo del Dr. Rafael Aridio Reyes, curable después
de 60 días y antes de 90 días a partir del accidente; segundo.
Se declina al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito.
Nacional, por ser de esa competencia"; b) que sobre el
recurso de apelación interpuesto por la actual recurrente, la
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó el 6 de diciembre de 1976
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se
reenvía el conocimiento de esta causa para una próxima
audiencia, a fin de que el Dr. Aridio Reyes Pérez, sea
examinado por una junta de médicos, compuesta por los
Doctores Saba Musa Saba, Manuel Vincitore G. y Dr. Rafael
Santana, éste último Médico Legista del Distrito Nacional, a
fin de que éstos practiquen experticio Médico al Dr. Aridio
Reyes Pérez y se rectifique o ratifique el Certificado Médico
Legal, expedido a favor de Reyes Pérez, el 29-9-76.- Segundo:
Se ordena a nuestra Secretaria, se comunique esta sen-
tencia a los médicos señalados para los fines de lugar''; c) que
el 26 de julio de 1979 la misma Cámara dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, la cual contiene el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: El Juez rechaza el pedimento
de reenvío, solicitado por los abogados de la defensa de la co-
prevenida, la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, por
improcedente y mal fundado, deja sin efecto nuestra medida
de instrucción de fecha (6) seis del mes de diciembre del año
mil novecientos setenta y seis (1976), por entender que las
Certificaciones Médicas depositadas en esta audiencia,
bastan al Tribunal, a los fines perseguidos por el mismo.-
Segundo: Ordena proseguir el conocimiento de esta causa,
ya que el Tribunal está sustanciado.- Tercero: Se reservan
las costas de este proceso, para fallarlas conjuntamente con
el fondo"; d) que la Cámara a-gua dictó el 18 de enero de
1980 una sentencia, también impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara a
la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, culpable de
violar los artículos 49, 61, y 74 de la Ley 241, y aplicando el
principio del no cúmulo de penas, se condena al pago de
RDS100.00 (cien pesos oro) de multa; SEGUNDO: Se declara
al nombrado Luis Rafael E. Torres, no culpable de !os hechos
puestos a su cargo, y en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por no haber violado la Ley 241, en
ningún aspecto; TERCERO: Se ordena por el término de (6)

seis meses a partir de esta sentencia la suspensión de la
Licencia q ue para la conducción de vehículos de motor
ampara a la Sra. Herminia H, Miller de Martínez; CUARTO:
se condena a la nombrada Herminia H. Miller de Martínez, al
pago de las costas penales y se ordenan de oficio en cuanto al
nombrado Luis Rafael E. Torres; QUINTO: Se declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha por el Dr. Aridio
Reyes Pérez, por intermedio de su abogado Dr. Elis Jiménez
moquete, en contra de los nombrados Herminia H, Miller de
Martínez, conductor y C. Cándido Martínez Rodríguez,
persona civilmente responsable, por ser regular en la forma;
SEXTO: En cuanto al fundo de la referida constitución en
parte civil se condena conjunta y solidariamente a los
nombrados Herminia H. Miller de Martínez, conductor y C.
Cándido Martínez Rodríguez, a pagar al Dr. Aridio Reyes
Pérez, la suma de RDS1,000.00 (un mil pesos oro) como justa
reparación de los daños y perjuicios sufridos por él al resultar
con desperfectos de consideración su vehículo y RDS4.000.00
(cuatro mil pesos oro) como justa indemnización de los daños
morales y materiales sufridos por él, a consecuencia de los
golpes recibidos en el accidente de que se trata, así como
también al pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas a partir de la fecha de la demanda y hasta la total
ejecución de la sentencia, a título de indemnización suple-
toria.- SEPTIMO: Se condena a los nombrados Herminia H.
Miller de Martínez, y C. Cándido Martínez Rodríguez, al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Elis Jiménez Moquete, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; OCTAVO: Se declara la presente senten-
cia común, oponible y ejecutable con todas sus consecuencias
legales a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca)
por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo marca Peu?
geot, asegurado bajo póliza No. 22774 que ocasioné el acci-
dente, todo de acuerdo con la Ley No. 4117, que rige la mate-
ria";

Considerando, que la recurrente invoca en su memorial los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Apo-
deramiento desnaturalizado.- Violación del doble grado de
jurisdicción: Violación al orden procesal de competencia con
el apoderamiento de la alzada.- Segundo medio: Violación
al derecho de defensa.- Sentencia interlocutoria y no
preparatoria.- Conflicto procedimental propiamente del Tri-
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bunal de Segundo Grado. Contradicción de competencia,
procediendo como Tribunal de Segundo Grado y como Tri-
bunal Primario.- Tercer Medio: Falta de motivos.- Motivos
insuficientes.- Motivos contradictorios;

Considerando, que, a su vez, el interviniente ha propuesto
la inadmisión de los recursos, en base a que las sentencias
impugnadas fueron dictadas por la Cámara a-qua, como Tri-
bunal de Primer Grado, por lo cual el recurso que procedía era
el de apelación; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo alegado
por el interviniente, la Cámara a-qua fue apoderada en virtud
de un recurso de apelación interpuesto por la actual
recurrente contra una sentencia del Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, del 20 de
octubre de 1976; que, en esas condiciones, la Cámara a-qua
funcionaba como Tribunal de apelación y no como Tribunal
de Primer Grado, al dictar las sentencias impugnadas en
casación; que, por consiguiente, el medio de inadmisión
propuesto por el interviniente carece de fundamente y debe
ser desestimado;

Considerando, que en sus tres medios de casación reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, que la Cámara a-qua
violó su derecho de defensa y el principio del doble grado de
jurisdicción, al decidir corno Tribunal de Primer Grado, un
asunto del cual estaba apoderado como Tribunal de
Apelación, como resultado del recurso de apelación in-
terpuesto por la recurrente contra la sentencia del Juzgado
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, del
20 de octubre de 1976; que, sin embargo, la Cámara a-qua
decide el fondo del proceso sin / pronunciarse sobre la
cuestión de la competencia y sin poner a la recurrente en
condiciones de defenderse:

Considerando, que el examen de las sentencias im-
pugnadas y de los documentos que les sirven de fundamento,
pone de manifiesto lo siguinete: a) que la Cámara a-qua fue
apoderada mediante un recurso de apeltición deducido por la
actual recurrente contra una sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
el 20 de octubre de 1976, por la cual se declaró incompetente
para conocer y fallar el presente caso; b) que sobre dicho
recurso la Cámara a-qua dictó el 6 de diciembre de 1976 una
sentencia por la que, a petición de la apelante, ordenó se
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practica ra un experticio médico para determinar el tiempo de
curación de las heridas sufridas por el interviniente; c) que
contra esta sentencia no se interpuso ningún recurso, aunque
fue dictada en presencia de todas las partes o sus
representantes; d) que por sentencia del 26 de julio de 1979 la
Cámara a-qua, revocó la sentencia del 6 de diciembre de
1976, sin que se hubiese ejecutado la medida por ella or-
denada ni renunciado a la misma la parte que la solicitó, la
cual, por el contrario, solicitó el reenvío de la causa a fin de
que se ejecutase la señalada medida; e) que en la misma
audiencia del 26 de julio de 1979 la Cámara a-qua conoció el
fondo del proceso, aplazando el fallo para una próxima
audiencia; 11 que la Cámara a-qua falló el fondo del asunto
mediante su sentencia del 13 de enero de 1980, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente;

En cuanto al recurso contra la sentencia del 26 de julio
de 1979.

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, la Cámara a-qua revocó por .1a sentencia im-
pugnada la dictada el 6 de diciembre de 1976, sin que ésta
fuera objeto de ningún recurso ni la parte que solicitó la me-
dida de instrucción por ella ordenada, hubiese renunciado a
su ejecución; que al actuar así la Cámara a-qua violó el
carácter de cosa irrevocablemente juzgada, inherente a la
sentencia del 6 de diciembre de 1976, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada;

En cuanto al recurso contra la sentencia del 18 de ene-
ro de 1980

Considerando, que habiendo sido apoderada la Cámara a-
gua como Tribunal de apelación, estaba obligada a decidir
exclusivamente la cuestión de competencia resuelta por la
sentencia apelada, sin tocar el fondo del asunto; que de
estimar que la cuestión había sido bien juzgada por el Tri-
bunal de Primer Grado, debía limitarse a declarar la in-
competencia de ese Tribunal y su propia incompetencia, sin
Pronunciarse sobre el fondo del caso, y esperar a ser apo-
derada como Tribunal de Primer Grado; que implícitamente la
Cámara a-qua reconoció la incompetencia del Juzgado de
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bunal de Segundo Grado. Contradicción de competencia, ,.
procediendo como Tribunal de Segundo Grado y como Tri-
bunal Primario.- Tercer Medio: Falta de motivos.- Motivos
insuficientes.- Motivos contradictorios;

Considerando, que, a su vez, el interviniente ha propuesto
la inadmisión de los recursos, en base a que las sentencias
impugnadas fueron dictadas por la Cámara a-qua, como Tri-
bunal de Primer Grado, por lo cual el recurso que procedía era
el de apelación; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo alegado
por el interviniente, la Cámara a-qua fue apoderada en virtud
de un recurso de apelación interpuesto por la actual
recurrente contra una sentencia del Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, del 20 de
octubre de 1976; que, en esas condiciones, la Cámara a-qua
funcionaba como Tribunal de apelación y no como Tribunal
de Primer Grado, al dictar las sentencias impugnadas en
casación; que, por consiguiente, el medio de inadmisión
propuesto por el interviniente carece de fundamente y debe
ser desestimado;

Considerando, que en sus tres medios de casación reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, que la Cámara a-qua
violó su derecho de defensa y el principio del doble grado de
jurisdicción, al decidir como Tribunal de Primer Grado, un
asunto del cual estaba apoderado como Tribunal de
Apelación, como resultado del recurso de apelación in-
terpuesto por la recurrente contra la sentencia del Juzgado
de Faz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, del
20 de octubre de 1976; que, sin embargo, la Cámara a-qua
decide el fondo del proceso sin pronunciarse sobre la
cuestión de la competencia y sin poner a la recurrente en
condiciones de defenderse:

Considerando, que el examen de las sentencias im-
pugnadas y de los documentos que les sirven de fundamento,
pone de manifiesto lo siguinete: a) que la Cámara a-qua fue
apoderada mediante un recurso de apelación deducido por la
actual recurrente contra una sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
el 20 de octubre de 1976, por la cual se declaró incompetente
para conocer y fallar el presente caso; b) que sobre dicho
recurso la Cámara a-qua dictó el 6 dé diciembre de 1976 una
sentencia por la que, a petición de la apelante, ordenó se

practicara un experticio médico para determinar él tiempo de
curació n de las heridas sufridas por el interviniente; c) que
contra esta sentencia no se interpuso ningún recurso, aunque
fue dictada en presencia de todas las partes o sus
representantes; d) que por sentencia del 26 de julio de 1979 la
cámara a-qua, revocó la sentencia del 6 de diciembre de
1976, sin que se hubiese ejecutado la medida por ella or-
denada ni renunciado a la misma la parte que la solicitó, la
cual, por el contrario, solicitó el reenvío de la causa a fin de
que se ejecutase la señalada medida; e) que en la misma
audiencia del 26 de julio de 1979 la Cámara a-qua conoció el
fondo del proceso, aplazando el fallo para una próxima
audiencia; fi que la Cámara a-qua falló el fondo del asunto
mediante su sentencia del 13 de enero de 1980, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente;

En cuanto al recurso contra la sentencia del 26 de julio
de 1979.

'Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, la Cámara a-qua revocó por .la sentencia im-
pugnada la dictada el 6 de diciembre de 1976, sin que ésta
fuera objeto de ningún recurso ni la parte que solicitó la me-
dida de instrucción por ella ordenada, hubiese renunciado a
su ejecución; que al actuar así la Cámara a-qua violó el
carácter de cosa irrevocablemente juzgada, inherente a la
sentencia del 6 de diciembre de 1976, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada;

En cuanto al recurso contra la sentencia del 18 de ene-
ro de 1980

Considerando, que habiendo sido apoderada la Cámara a-
gua como Tribunal de apelación, estaba obligada a decidir
exclusivamente la cuestión de competencia resuelta por la
sentencia apelada, sin tocar el fondo del asunto; que de
estimar que la cuestión había sido bien juzgada por el Tri-
bunal de Primer Grado, debía limitarse a declarar la in-
competencia de ese Tribunal y su propia incompetencia, sin
Pronunciarse sobre el fondo del caso, y esperar a ser apo-
derada como Tribunal de Primer Grado; que implícitamente la
Cámara a-qua reconoció la incompetencia del Juzgado de
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paz al resolver el fondo del asunto como Tribunal de Primera
Instancia;

Considerando, que cuando el Juzgado de Primera Ins-
tancia actuando como Tribunal de Apelación, reconoce que
el hecho no constituye una contravención de Policía ni un deli-
to de la competencia excepcional del Juzgado de Paz, sino
un delito de su propia competencia, y declara la in-
competencia del Juzgado de Paz apoderado como Tribunal
de Primer Grado, como ocurrió en la especie, no puede
trasmutarse en jurisdicción de Primera Instancia, competente
en Primer Grado, de un hecho del cual no estaba regular-
mente apoderado;

Considerando, en consecuencia, que no habiendo aplicado
la Cámara a-qua, como era debido, las disposiciones an-
teriormente señaladas, ha violado en su fallo reglas de
competencia que atañen al orden público;

Considerando, que cuando la casación se pronuncia por
violación de reglas procesales cuya observancia corresponde
a los Jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rafael Aridio Reyes, en los recursos de casación interpuestos
por Herminia Hayde Miller de Martínez, contra las sentencias
dictadas el 26 de julio de 1979 y el 18 de enero de 1980, por la
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en atribuciones correccionales,
cuyos respectivos dispositivos han sido copiados en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa en todas sus
panes las referidas sentencias, y envía el asunto por ante la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional en las mismas atribuciones; y Tercero:
Declara de oficio las costas penales y compensa las civiles.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él . expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO

31.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de

fec ha 6 de noviembre de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): José Benito Castillo y Unión de Seguros,
por A.

Interviniente (s): Demetrio Cruz, María Engracia Cabrera de
Cruz

Abogado (s) :Dr. José Elías Fernández Bisonó.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 11 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Beni-
to Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en la calle Colón No, 20 del municipio de Esperanza, cédula
No. 10009, sere 36 y la Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la ciudad de Santiago de los Caballeros,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelaciód de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 6 	 de
diciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
.Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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A.

paz al resolver el fondo del asunto como Tribunal de Primera
Instancia;

Considerando, que cuando el Juzgado de Primera Ins-
tancia actuando como Tribunal de Apelación, reconoce que
el hecho no constituye una contravención de Policía ni un deli-
to de la competencia excepcional del Juzgado de Paz, • sino
un delito de su propia competencia, y declara la in-
competencia del Juzgado de Paz apoderado como Tribunal
de Primer Grado, como ocurrió en la especie, no puede
trasmutarse en jurisdicción de Primera Instancia, competente
en Primer Grado, de un hecho del cual no estaba regular-
mente apoderado;

Considerando, en consecuencia, que no habiendo aplicado
la Cámara a-qua, como era debido, las disposiciones an-
teriormente señaladas, ha violado en su fallo reglas de
competencia que atañen al orden público;

Considerando, que cuando la casación se pronuncia por
violación de reglas procesales cuya observancia corresponde
a los Jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rafael Aridio Reyes, en los recursos de casación interpuestos
por Herminia Hayde Miller de Martínez, contra las sentencias
dictadas el 26 de julio de 1979 y el 18 de enero de 1980, por la
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en atribuciones correccionales,
cuyos respectivos dispositivos han sido copiados en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa en todas sus
partes las referidas sentencias, y envía el asunto por ante la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional en las mismas atribuciones; y Tercero:
Declara de oficio las costas penales y compensa las civiles.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 1-1.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en éi expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD01: Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO

31.

Senten cia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 6 de noviembre de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): José Benito Castillo y Unión de Seguros,
por A.

Interviniente (s): Demetrio Cruz, María Engracia Cabrera de
Cruz

Abogado (s) :Dr. José Elías Fernández Bisonó.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Naiconal, hoy día 11 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Beni-
to Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en la calle Colón No, 20 del municipio de Esperanza, cédula
No. 10009, sere 36 y la Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la ciudad de Santiago de los Caballeros,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelacióri de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 6 de
diciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;
iOldo al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Oído al Dr. José Elías Fernández Bisonó, cédula No. 34161
serie 31, abogado de los intervinientes Demetrio Cruz, cédula'
No. 12986, serie 31, María Engracia Cabrera de Cruz, cédula
No. 1517, serie 33; Príamo Rafael Durán Paulino, cédula No
1500, serie 96, y Francisco Núñez Veras, cédula No. 872, serie
96, domiciliados en el municipio de Villa Bisonó, en la lectura
de sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 21 de diciembre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No.
29720, serie 31, en la cual no se invoca ningún medio de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 26 de mayo de
1980, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 10 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967 •
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de
Motor, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en el
municipio de Bisonó (Navarrete) en que una persona resultó
muerta y otras con lesiones corporales y los vehículos con
desperfectos; la Primera Cámara penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó el 11
de diciembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos in-

tervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la
forma el recurso de ApeLción interpuesto por

de José
el Dr. osBenito

i	

iris isi-

dor quien actúa a nombre y representación
castilio, prevenido y persona civilmente demandada y la Cía de
Seguros, Unión de Seguros, C. por. A., y el interpuesto

por el Dr. José Elías Bisonó, quien actúa a nombre

y 
representación de Demetrio Cruz, María Engracia Cabrera de

Cruz, Francisco Muñoz Veras y Príamo Rafael Durán Paulino
contra sentencia No. 747 de fecha once (11) del
mes co diciembre del año mil novecientos setenta
y cinco (1975), dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito	

Judicial

de Santia go, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero: Pro-
nuncia defecto, contra el nombrado José Benito Castillo R.,
de generales ignoradas, culpable de haber violado los
artículos 49 letra A) y 13), Párrafos 1, 61 y 123 de la Ley 241,
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en perjuicio de
los señores Juan Francisco Núñez, quien resultó con lesión
permanente; Rafael Durán con lesiones curables después de
10 días y antes de los 20 días y José Rafael Cabrera (fallecido)
hecho puesto a su cargo y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de RDS100.00 (cien pesos oro) y a sufrir la
pena de un (1) año de prisión correcciona l; Tercero: Se

declaran buenas y válidas, en cuanto a la forma las cons-
tituciones en partes civiles, hecha en audiencia por los Sres.
Demetrio Cruz y María Engracia Cabrera de Cruz, en sus cali-
dades de padres legítimos del fallecido José Rafael Cabrera
Cruz, Francisco Núñez Veras y Príamo Rafael Luna, en contra
del prevenido y persona civilmente responsable y la Com-
pañía Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, en
cuanto a la forma, por órgano de su abogado constituido Y

apoderado especial Dr. José Elías Fernández Bisonó;
Cuarto: En cuanto al fondo, condena al señor José Benito
Castillo R., al pago de las siguientes indemnizaciones:
RD$7,000.00 (siete mil pesos oro), a favor de los señores
Demetrio Cruz y María Engtacia Cabrera; RDS3,000.00 (tres
mil pesos oro) en favor de Francisco Núñez Veras, por haber
sufrido lesión permanente; Quinto: En cuanto a la cons-
titución en parte civil hecha por Príamo Rafael Luna para
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Oído al Dr. José Elías Fernández Bisonó, cédula No. 34161
serie 31, abogado de los intervinientes Demetrio Cruz, cédula'
No. 12986, serie 31, María Engracia Cabrera de Cruz, cédula
No. 1517, serie 33; Príamo Rafael Durán Paulino, cédula No
1500, serie 96, y Francisco Núñez Veras, cédula No. 872, serie,
96, domiciliados en el municipio de Villa Bisonó, en la lectura
de sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 21 de diciembre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No.
29720, serie 31, en la cual no se invoca ningún medio de
casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 26 de mayo de
1980, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 10 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de
Motor, 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en el
municipio de Bisonó (Navarrete) en que una persona resultó
muerta y otras con lesiones corporales y los vehículos con
desperfectos; la Primera Cámara penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó el 11
de diciembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos in-

tervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la
orrna el recurso de Apali...ción interpuesto por

de José
el Dr. osBenitoiris isi-

dor
i
 quien actúa da nombre y representación

astilio, prevenido y persona civilmente demandada Y la Cía de

seguros, Unión de Seguros, C. por. A., y el interpuesto
por el Dr. José Elías Bisonó, quien actúa a nombre
y repsentación de Demetrio Cruz, María Engcia Cabrera .e

D,
iare Francisco Muñoz Veras y Príamo Rafael

ra
 Durán Paulino

contra sentencia No. 747 de fecha once (11) del
mes de diciembre del año mil novecientos setenta

y cinco (1975), dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial

da Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero: Pro-
nuncia defecto, contra el nombrado José Benito Castillo R.,
de generales ignoradas, culpable de haber violado los
artículos 49 letra A) y 13), Párrafos 1, 61 y 123 de la Ley. 241,
sobre • Tránsito de Vehículos de Motor, en perjuicio de
los señores Juan Francisco Núñez, quien resultó con lesión
permanente; Rafael Durán con lesiones curables después de
10 días y antes de los 20 días y José Rafael Cabrera (fallecido)
hecho puesto a su cargo y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de RDS100.00 (cien pesos oro) y a sufrir la
pena de un (1) año de prisión correcciona l ; Tercero: Se

declaran buenas y válidas, en cuanto a la forma las cons-
tituciones en partes civiles, hecha en audiencia por los Sres.
Demetrio Cruz y María Engracia Cabrera de Cruz, en sus cali-
dades de padres legítimos del fallecido José Rafael Cabrera
Cruz, Francisco Núñez Veras y Príamo Rafael Luna, en contra
del prevenido y persona civilmente responsable y la Com-
pañia Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente, en
cuanto a la forma, por órgano de su abogado constituido y
apoderado especial Dr. José Elías Fernández Bisonó;
Cuarto: En cuanto al fondo, condena al señor José Benito
Castillo R., al pago de las siguientes indemnizaciones:
RDS7,000.00 (siete mil pesos oro), a favor de los señores
Demetrio Cruz y María Engracia Cabrera; RDS3,000.00 (tres
mil pesos oro) en favor de Francisco Núñez Veras, por haber
sufrido lesión permanente; Quinto: En cuanto a la cons-
titución en parte civil hecha por Príamo Rafael Luna para
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reclamar indemnización por lesiones sufridas en el accidente
se rechaza por no existir en el certificado médico anexo al
expediente que justifique sus pretensiones; Sexto: Condena
al señor José Benito Castillo, al pago de los intereses legales
de las sumas acordadas, a títulos de indemnizaciones
suplementarias; Séptimo: Declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutoria, contra la Compañía de Seguros
"Unión de Seguros", C. por A., en su condición de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil del nombrado José
Benito Castillo R; Octavo: Condena a José Benito Castillo R.,
y a la Compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros",
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. José Elías Fernández Bisonó,
abogado de la parte Civil constituida y apoderado especial,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad y Noveno:
Condena al nombrado José Benito Castillo R., al pago de las
costas penales'; SEGUNDO: Modifica el ordinal segundo de
la sentencia recurrida en el sentido de condenar al prevenido
José Benito Castillo, solamente al pago de una multa de
RD$100.00 (cien pesos oro) acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Agrega un párrafo al
ordinal tercero de dicha sentencia en el sentido de admitir en
la forma la constitución en parte civil hecha por Príamo Rafael
Durán o Rafael Durán Paulino, contra José Benito Castillo, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente demanda-
da; CUARTO: Agrega un párrafo al ordinal cuarto de la re-
ferida sentencia recurrida en el sentido de condenar a José
Benito Castillo, persona civilmente responsable al pago de
una indemnización de RDS750.00 (setecientos cincuenta
pesos oro), en favor de Príamo Rafael Durán Paulino o Rafael
Durán Paulino, como justa indemnización por los daños
morales y materiales experimentados por dicha parte civil
constituida a consecuencia del accidente de que se trata;
QUINTO Agrega un párrafo al ordinal sexto de la misma
sentencia en el sentido de condenar a José Benito Castillo en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de los
intereses legales de la suma acordada, a título de in-
demnización suplementaria; SEXTO: Agrega un párrafo al
ordinal séptimo de la referida sentencia en el sentido de
declarar que también la indemnización acordada en favor de
Príamo Rafael Durán paulino o Rafael Durán Paulino le sea
oponible a la Cía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en

su condición de entidad aseguradora de la responsabil idad ci-

vil de su asegu rado José Benito Castillo, propietario del

que se trata; SEPTIMO: Confirma la sentencia
de qen sus demás aspectos; OCTAVO: Condena al re-vvreeechnuilcdrruoid

loaal pago de las costas penales; NOVENO: Conden
p
a a

la persona civilmente responsable al pago de las costas ci-

viles, ordenando la distracción de las mismas en provecho del
Dr. José Elías Fernández Bisonó, quien afirma estarles
avanzando en su totalidad";

Conside r a ndo, que la Unión de Seguros, C. por A., ni en el
momento de interponer su recurso ni posteriormente ha

expuesto los medios en que lo funda, como lo exige a pena de
nulidad el artículo 37 de la Ley de Procedim iento de Casación
y en consecuencia sólo se procederá el examen del recurso
del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos de juicio, que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido a) que el 27 de octubre del 1979, en
horas de la noche mientras el vehículo placa No. 209-027
conducido por el prevenido José Benito Castillo, y asegurado
con la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con Póliza No.
24535-Y, transitaba de Este a Oeste por la avenida José E.
Bisonó de Villa Bisonó, chocó por detrás a la motocicleta
placa No. 37416, conducida por su propietario José Rafael
Cabrera Cruz, que transitaba en la misma dirección y por la
misma vía; quien resultó con golpes y heridas que le
ocasionaron la muerte y con lesión permanente Francisco
Núñez Veras y con golpes y heridas Príamo Rafael Paulino
curables después de 10 días y antes de los 20 días, quienes via-
jaban en la motocicleta; b) que el accidente se debió a la
imprudencia del conductor josé Benito Castillo, quien no
guardó la distancia que el caso requería entre su vehículo y la
motocicleta que conducía José Rafael Cabrera Cruz y
además por transitar a una velocidad que no le permitió
controlar su vehículo para que el accidente no ocurriera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor que ocasionaron la muerte; lesiones corporales
Permanentes, y golpes y heridas, previsto y sancionado en su
máxima expresión en el inciso primero del artículo 49 de la

4
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reclamar indemnización por lesiones sufridas en el accidente
se rechaza por no existir en el certificado médico anexo al
expediente que justifique sus pretensiones; Sexto: Condena
al señor José Benito Castillo, al pago de los intereses legales
de las sumas acordadas, a títulos de indemnizaciones
suplementarias; Séptimo: Declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutoria, contra la Compañía de Seguros
"Unión de Seguros", C. por A., en su condición de entidad
aseguradora de la responsabilidad civil del nombrado José
Benito Castillo R; Octavo: Condena a José Benito Castillo R.,
y a la Compañía Nacional de Seguros "Unión de Seguros",
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. José Elías Fernández Bisonó,
abogado de la parte Civil constituida y apoderado especial,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad y Noveno:
Condena al nombrado José Benito Castillo R., al pago de las
costas penales'; SEGUNDO: Modifica el ordinal segundo de
la sentencia recurrida en el sentido de condenar al prevenido
José Benito Castillo, solamente al pago de una multa de
RDS100.00 (cien pesos oro) acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Agrega un párrafo al
ordinal tercero de dicha sentencia en el sentido de admitir en
la forma la constitución en parte civil hecha por Príamo Rafael
Durán o Rafael Durán Paulino, contra José Benito Castillo, en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente demanda-
da; CUARTO: Agrega un párrafo al ordinal cuarto de la re-
ferida sentencia recurrida en el sentido de condenar a José
Benito Castillo, persona civilmente responsable al pago de
una indemnización de RDS750.00 (setecientos cincuenta
pesos oro), en favor de Príamo Rafael Durán Paulino o Rafael
Durán Paulino, como justa indemnización por los daños
morales y materiales experimentados por dicha parte civil
constituida a consecuencia del accidente de que se trata;
QUINTO Agrega un párrafo al ordinal sexto de la misma
sentencia en el sentido de condenar a José Benito Castillo en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de los
intereses legales de la suma acordada, a título de in-
demnización suplementaria; SEXTO: Agrega un párrafo al
ordinal séptimo de la referida sentencia en el sentido de
declarar que también la indemnización acordada en favor de
Príamo Rafael Durán paulino o Rafael Durán Paulino le sea
oponible a la Cía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en

su condición de entidad aseguradora de la responsabilidad ci-

vil de su asegu rado José Benito Castillo, propietario del
vehículo de que se trata; SE PTIMO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; OCTAVO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales; NOVENO: Condena a
la persona civilmente responsable al pago de las costas ci-

viles, ordenando la distracción de las mismas en provecho del
Dr. José Elías Fernández Bisonó, quien afirma estarlas

a v ca noznasni ddeor aennd os u tuoet al al i duand ;i

n de Seguros, C. por A., ni en el

momento de interponer su recurso ni posteriormente ha

expuesto los medios en que lo funda, como lo exige a pena de
nulidad el artículo 37 de la Ley de Procedim iento de Casación
y en consecuencia sólo se procederá el examen del recurso

del
Considerando,

id
o, que la Corte a-qua para fallar como lo hizo,

mediante la ponderación de los elementos de juicio, que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido a) que el 27 de octubre del 1979, en
horas de la noche mientras el vehículo placa No. 209-027
conducido por el prevenido José Benito Castillo, y asegurado
con la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con Póliza No.
24535-Y, transitaba de Este a Oeste por la avenida José E.
Bisonó de Villa Bisonó, chocó por detrás a la motocicleta
placa No. 37416, conducida por su propietar i o José Rafael
Cabrera Cruz, que transitaba en la misma dirección y por la
misma vía; quien resultó con golpes y heridas que le
ocasionaron la muerte y con lesión permanente Francisco
Núñez Veras y con golpes y heridas Príamo Rafael Paulino
curables después de 10 días y antes de los 20 días, quienes via-
jaban en la motocicleta; b) que el accidente se debió a la
imprudencia del conductor josé Benito Castillo, quien no
guardó la distancia que el caso requería entre su vehículo y la
motocicleta que conducía José Rafael Cabrera Cruz y
además por transitar a una velocidad que no le permitió
controlar su vehículo para que el accidente no ocurriera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia, causados con la conducción de un vehículo
de motor que ocasionaron la muerte; lesiones corporales
Permanentes, y golpes y heridas, previsto y sancionado en su
máxima expresión en el inciso primero del artículo 49 de la
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Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, con penas
de 2 a 5 años de prisión y multa de RDS500.03 a RDS2,000.00,
cuando el accidente ocasionare la muerte de una persona o
más personas, como ocurrió en la especie; que al con
denar a José Benito Castillo al pago de una multa de
RDS100 00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua apreció que el
hecho del prevenido recurrente había causado a Demetrio
Cruz y maría Engracia Cabrera, constituidos en parte civil en
sus calidades de padres legítimos del fallecido José Rafael
Cabrera Cruz, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó en la suma de RdS7,000 00; a Francisco Núñez
Ventura, en la suma de RDS3,000.00 y a Príamo Rafael Durán
Paulino o Rafael Durán Paulino, en la suma de RDS750.00 que
al condenar a José Benito Castillo en su dobla calidad
de prevenido y propietario del vehículo que ocasionó el acci-
dente, al pago de esas sumas más los intereses legales de las
mismas a título de indemnización a partir de la demanda y
declarar oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y 1 y
10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido recurrente vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Demetrio Cruz, María Engracia Cabrera de Cruz, Príamo Cruz,
Rafael Durán Paulino y Francisco Núñez Veras, en los
recursos de casación interpuestos por José Benito Castillo y
la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones
correccionales, el 6 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nulo el recurso de Unión de Seguros C. por A., contra la
indicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de José
Benito Castillo, contra la misma sentencia y lo condena al
pago de las costas ordenando la distracción de las civiles en

favor del Dr. José Elías Fernández Bisonó, abogado de los
intervinientes quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las declara oponible a la Compañia Unión de Seguros,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) :Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville,- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamineto, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y pubLcada por mí, Secretario General, que
certifico (F DO): Miguel Jacobo.-
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Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, con penas
de 2 a 5 años de prisión y multa de RDS500.03 a RDS2,000.00,
cuando el accidente ocasionare la muerte de una persona o
más personas, como ocurrió en la especie; que al con
denar a José Benito Castillo al pago de una multa de
RDS100 00 acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua apreció que el
hecho del prevenido recurrente había causado a Demetrio
Cruz y maría Engracia Cabrera, constituidos en parte civil en
sus calidades de padres legítimos del fallecido José Rafael
Cabrera Cruz, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó en la suma de RdS7,000 00; a Francisco Núñez
Ventura, en la suma de RDS3,000 00 y a Príamo Rafael Durán
Paulino o Rafael Durán Paulino, en la suma de RDS750.00 que
al condenar a José Benito Castillo en su dobla calidad
de prevenido y propietario del vehículo que ocasionó el acci-
dente, al pago de esas sumas más los intereses legales de las
mismas a título de indemnización a partir de la demanda y
declarar oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y 1 y
10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido recurrente vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Demetrio Cruz, María Engracia Cabrera de Cruz, Príamo Cruz,
Rafael Durán Paulino y Francisco Núñez Veras, en los
recursos de casación interpuestos por José Benito Castillo y
la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones
correccionales, el 6 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
nulo el recurso de Unión de Seguros C. por A., contra la
indicada sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de José
Benito Castillo, contra la misma sentencia y lo condena al
pago de las costas ordenando la distracción de las civiles en
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favor del Dr. José Elías Fernández Bisonó, abogado de los
intervinientes quien afirma haberlas avanzado en su totalidad
y las declara oponible a la Compañia Unión de Seguros,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) :Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
deen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville,- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamineto, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y poblada por mí, Secretario General, que
certifico (F DO): Miguel Jacobo.-
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO.

32

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 22 de junio de 1981.-

Materia: Correccional.

Recurrnte (s): Franklin Luciano, Ramón Ma. Domínguez
Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Aufant,

Interviniente Ish Segundo A. de los Angeles o de los
Santos y Ana María Núñez

Abogado (s): Dr. Julio Eligio Rodriguez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independenc i a y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Franklin
Luciano, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y

reside nte en esta ciudad, cédula NO. 118721, serie 1ra.,
Ramón María Domínguez, dominicano, mayor de edad, casa-
do, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 120461, serie Ira.,
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con

domicil io y asiento social en la calle Leopoldo Navarro es-
quina calle San Francisco de Macorís, de esta iciudad, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la

corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 22 de junio
de 1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro

A. Rodríguez Acosta, abogados de los intervinientes, en la
lectu ra de sus conclusiones, intervinientes que son Segundo
A. de los Angeles o de los Santos, y Ana María Núñez,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 30 de junio de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez
cédula No. 17700, serie 43, en representación de los recurren-

- tes, acta en la cual no se proponen contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes de fecha 26 de octubre
de 1982, suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el cual se proponen contra la sentencia im-
pugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 1° de no-
viembre de 1982, firmado por sus abogados;

La Supremo Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron varias
personas con lesiones corporales: la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 17 de noviembre de 1980, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra dicho
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Freddy Morales,
en fecha 24 de noviembre de 1980, a nombre y representación
del prevenido Franklin Luciano, Ramón María Domínguez,
persona civilmente responsable, y la Cía. Seguros San Rafael,
C. por A., contra sentencia de fecha 17 de noviembre de
1980, dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de

Y

•
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1983 NO.

32

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 22 de junio de 1981.-

Materia: Correccional.

Recurrnte (s): Franklin Luciano, Ramón Ma. Domínguez y
Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Aufant,

Interviniente (s): Segundo A. de los Angeles o de los
Santos y Ana María Núñez

Abogado (s): Dr. Julio Eligio Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dla 11 de febrero de 1983, años 139' de
la Independenc ia y 120' de la Restauració n , dicta en audiencia
pública, como corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Franklin
Luciano, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula NO. 118721, serie 1ra.,
Ramón María Domínguez, dominicano, mayor de edad, casa-
do, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 120461, serie tra.,
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
domicilio y asiento social en la calle Leopoldo Navarro es-
quina calle San Francisco de Macorís, de esta iciudad, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
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corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 22 de junio
de 1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro

A. Rodríguez Acosta, abogados de los intervinientes, en la
lectu ra de sus conclusiones, intervinientes que son Segundo
A. de los Angeles o de los Santos, y Ana Marfa Núñez,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados en esta ciudad;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 30 de junio de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez
cédula No. 17700, serie 4, en re presentación de los recurren-
tes, acta en .la cual no se proponen contra la sentencia
Impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes de fecha 26 de octubre
de 1982 suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el cual se proponen contra la sentencia im-
pugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 1° de no-
viembre de 1982, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron varias
personas con lesiones corporales; la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 17 de noviembre de 1980, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contra dicho
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Freddy Morales,'
en fecha 24 de noviembre de 1980, a nombre y representación
del prevenido Franklin Luciano, Ramón María Domínguez,
persona civilmente responsable, y la Cía. Seguros San Rafael,
C. por A., contra sentencia de fecha 17 de noviembre de
1980, dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de

•
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4 Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo d ispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el
nombrado Franklin Luciano por no haber comparecido a la
audiencia para la cual fuera legalmente citado; Segundo: Se
declara al nombrado Franklin Luciano de generales ignoradas
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios causados
con el manejo o conducción de un vehículo de motor y
sancionado por el art. 49 de la Ley 241, en perjuicio de los
nombrados Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos
y Ana María Núñez, en consecuencia se condena a un (1) año
de prisión correccional, y a R D$500.00 (Quinientos pesos oro),
de multa y al pago de las costas penales causadas; Tercero: Se
declara al nombrado Segundo A, de los Angeles o de los
Santos, de generales que constan no culpable de violación a
la ley 241, en consecuencia se descarga por no haber violado
ninguna de las disposiciones de la ley 241; Cuarto: Se declara
buena y válida en cuanto a la forma y justa en el fondo la
constitución en parte civil incoada por el nombrado Segundo
A. de los Angeles o de los Santos y la Sra. Ana María Núñez,
por mediación de sus abogados Dres. Pedro Antonio Ro-
dríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, contra los nom-
brados Franklin Luciano, como prevenido, Ramón María
Domínguez, como persona civilmente responsable, y la Cía.
San Rafael, C. por A., por ser ésta la compañía aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
conforme a la ley de la materia; Quinto: Se condena a los
nombrados Franklin Luciano y Ramón María Domínguez, en
sus calidades ya expresadas a pagar las siguientes sumas: a)
la suma de RDS5,000.00 (Cinco mil pesos oro) en favor y pro-
vecho de Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por él en el accidente; b) la suma de RDS5,000.00
(Cinco mil pesos oro) en favor y provecho de Ana María
Núñez, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por ella en el accidente; y c) la suma de
RdS3,500.00 (Tres mil quinientos pesos oro) en favor y pro-
vecho de Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos,
como justa reparación por los daños materiales sufridos por el
vehículo de su propiedad carro placa No. 95-017, a
consecuencia del accidente de que se trata; Sexto: Se
condena a los nombrados Franklin Luciano y Ramón Maria
Domínguez, al pago de los intereses legales de las simas

Ramón María Domínguez, en sus calidades expresadas al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor y provecho de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta y Julio Eligio Rodríguez, por haberlas avanzado en su
totalida d; Octavo: Se declara la presente sentencia en su
aspecto civil, común, oponible y ejecutable, con todas sus
consecuencias legales a la Cía de Seguros San Rafael, C. por
A., por ser ésta la entidad aseguradora del camión placa No.
A-123863, vigente hasta el día 17 de diciembre del año 1977
de conformidad con lo dispuesto por el art. 10 Mod. de la ley

- .1

i 

4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'; Por
'haber sido hecho de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
el prevenido Franklin Luciano, por no haber comparecido no
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida por ser justa en el
fondo y reposar sobre prueba legal; CUARTO: Condena a
Franklin Luciano y Ramón María Domínguez, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Pedro A. Rodríguez Acosta
y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; QUINTO: Declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutable a la Compañía San Rafael,
C. por A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente”;

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación, Desnaturalización de los hechos de la causa
y violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en sus dos medios de casación reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis: a) que en la especie
hubo desnaturalización de los hechos porque la Corte a-qua
declaró sin explicación alguna, que el prevenido Franklin
Luciano fue el causante del accidente, sin tomar en cuanta el
acta policial en que consta que quien violó el artículo 49 de la
ley 241 de 1967, fue el otro prevenido, Segundo de los An-
geles, cuyo vehículo tiene las abolladuras localizadas en su
parte frontal; b) que el camión manejado por Luciano estaba

reclamadas computados a partir de la fecha de la demanda y
hasta la total ejecución de la sentencia a intervenir a título de
indemnización complementaria a favor de los reclamantes;

é timo: Se condena a los nombrados Franklin Luciano y

e



BOLETIN JUDTCTAL	 427426	 BOLETIN JUDICIAL

Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo d i spositivo dice
así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el
nombrado Franklin Luciano por no haber comparecido a le
audiencia para la cual fuera legalmente citado; Segundo: Se
declara al nombrado Franklin Luciano de generales ignoradas
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios causados
con el manejo o conducción de un vehículo de motor y
sancionado por el art. 49 de la Ley 241, en perjuicio de los
nombrados Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos
y Ana María Núñez, en consecuencia se condena a un (1) año
de prisión correccional, y a R05500.00 (Quinientos pesos oro),
de multa y al pago de las costas penales causadas; Tercero: Se
declara al nombrado Segundo A, de los Angeles o de los
Santos, de generales que constan no culpable de violación a
la ley 241, en consecuencia se descarga por no haber viola«,
ninguna de las disposiciones de la ley 241; Cuarto: Se declara
buena y válida en cuanto a la forma y justa en el fondo la
constitución en parte civil incoada por el nombrado Segundo
A. de los Angeles o de los Santos y la Sra. Ana María Núñez,
por mediación de sus abogados Dres. Pedro Antonio Ro-
dríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, contra los nom-
brados Franklin Luciano, como prevenido, Ramón María
Domínguez, como persona civilmente responsable, y la Cía.
San Rafael, C. por A., por ser ésta la compañía aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
conforme a la ley de la materia; Quinto: Se condena a los
nombrados Franklin Luciano y Ramón María Domínguez, en
sus calidades ya expresadas a pagar las siguientes sumas: a)
la suma de RDS5,000.00 (Cinco mil pesos oro) en favor y pro-
vecho de Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por él en el accidente; b) la suma de RD55,000.00
(Cinco mil pesos oro) en favor y provecho de Ana María
Núñez, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por ella en el accidente; y c) la suma de
Rd53,500.00 (Tres mil quinientos pesos oro) en favor y pro-
vecho de Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos,
como justa reparación por los daños materiales sufridos por el
vehículo de su propiedad carro placa No. 95-017, a
consecuencia del accidente de que se trata; Sexto: Se
condena a los nombrados Franklin Luciano y Ramón María
Domínguez, al pago de los intereses legales de las sumas

(

cornadas computados a partir de la fecha de la demanda y
hasta la total ejecución de la sentencia a intervenir a título de
indemnización complementaria a favor de los reclamantes;
'séptimo: Se condena a los nombrados Franklin Luciano y
Ramón María Domínguez, en sus calidades expresadas al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en

favor y provecho de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta y Julio Eligio Rodríguez, por haberlas avanzado en su
totalidad; Octavo: Se declara la presente sentencia en su
aspecto civil, común, oponible y ejecutable, con todas sus
consecuencias legales a la Cía de Seguros San Rafael, C. por
A., por ser ésta la entidad aseguradora del camión placa No.
A-123863, vigente hasta el día 17 de diciembre del año 1977
de conformidad con lo dispuesto por el art. 10 Mod. de la ley
4117, sob re Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor'; Por
haber sido hecho de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
el prevenido Franklin Luciano, por no haber comparecido no
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida por ser justa en el
fondo y reposar sobre prueba legal; CUARTO: Condena a
Franklin Luciano y Ramón María Domínguez, al pago de las
costas penales y civiles de la alzada con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Pedro A. Rodríguez Acosta
y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; QUINTO: Declara la presente sentencia
común, oponible y ejecutable a la Compañía San Rafael,
C. POr A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación, Desnaturalización de los hechos de la causa
y violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en sus dos medios de casación reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis: a) que en la especie
hubo desnaturalización de los hechos porque la Corte a-qua
declaró sin explicación alguna, que el prevenido Franklin
Luciano fue el causante del accidente, sin tomar en cuanta el
acta policial en que consta que quien violó el artículo 49 de la
ley 241 de 1967, fue el otro prevenido, Segundo de los An-
geles, cuyo vehículo tiene las abolladuras localizadas en su
Parte frontal; b) que el camión manejado por Luciano estaba
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	42	 detenido en el momento del accidente, de modo que la causa
del mismo no se le puede atribuir a este prevenido, sino al
prevenido de los angeles que manejaba el automóvil; c) que la
Corte a-qua no ponderó en su justo alcance las declaraciones

	

3	 contenidas en el acta policial, sino que se basó únicamente en
la declaración del prevenido Segundo de los Angeles,
declaración no corroborada por ningún medio idóneo de

	

1	
prueba; d) que en la sentencia impugnada se han violado las
reglas, de la prueba pues se concedió una indemnización de
RD$3,500 00 a favor de los Angeles, "como justa reparación
de los daños materiales, lucro cesante y depreciación", sin
ofrecer una motivación adecuada sobre la forma en que se
hicieron los cálculos para la determinación del lucro cesante;
que tampoco se señala en la sentencia impugnada sobre qué
criterios se estableció la depreciación sufrida por el vehículo
de la persona constituida en parte civil; pero,

Considerando, en cuanto a las letras a), b), c), y d) que el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para declarar al prevenido Luciano único cul-
pable del accidente se basó no sólo en las declaraciones de
los prevenidos contenidas en el acta de la Policía, sino
también en los demás hechos y circunstancias de la causa y
panicularmente en las deposiciones de los testigos Rafael
Montilla Jesús y Vinicio Ascencio, quienes declararon que fue
el camión del prevenido Luciano el que, al iniciar la marcha,
violentamente, chocó contra el automóvil manejado por
Segundo de los Angeles; que, por otra parte, en la sentencia
del primer grado que fue confirmada por la hoy impugnada en
casación, consta que los Jueces del fondo para evaluar en
RDS3,500.00, la indemnización a favor del propietario del
vehículo chocado, epusieron, en definitiva, que tal suma se
otorgaba en razón de que dicho vehículo "resultó en estado
inservible, por depreciación, lucro cesante y reparación de
daños materiales según facturas prersentadas por el señor
Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos, corres-
pondiente al automóvil marca Peugeot, modelo 1965, placa
95-017, para el año 1977"; que esos motivos que son
suficientes y pertinentes justifican plenamente lo que
en ese sentido han decidido los Jueces del fondo;

Considerando, que como se adviene de todo lo an-
teriormente expuesto, los medios que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
.,ne de manifiesto que la Corte a-qua, mediant
e le ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, dio por

establecido, sin desnaturalización alguna, lo siguiente: a) que
siendo aproximadamente las 9 de la noche del día 23 do fe-
brero de 1977, mientras el automóvil placa 95-017 conducido
por Segundo A. de los Angeles transitaba de Sur a Norte
por la calle José Dolores Cerón, del ensanche Luperón de
esta ciudad, fue chocado por la parte lateral derecha por el
camión pl aca No. 531-351 manejado por Franklin Luciano,
que se encontraba estacionado en dirección Norte-Sur en esa
misma vía ocupando la derecha del automóvil de De los
Angeles, pero que en ese mismo momento inició la marcha
de manera violenta sin que el chofer Luciano hiciera ninguna
señal de que iba a emprender la marcha; b) que el camión
arrastró al automóvil al lado opuesto de la cal le estrellándolo
contra la pared; c) que el chofer del automóvil resultó con
lesiones corporales que curaron después de 10 meses y la jo-
ven Ana María Núñez que iba como pasajera del referido
automóvil resultó con fracturas que le dejaron lesión per-
manente; d) que el prevenido Luciano "se ahuyentó del sitio"
abandonando voluntariamente a los lesionados y no le prestó
ninguna avuda; e) que la causa eficiente del accidenta se debió
a la imprudencia del prevenido Franklin Luciano al iniciar la
marcha da su vehículo en forma violenta, sin hacer señales dr;
que iba a emprender la marcha y sin cerciorarse Je la

presencia del automóvil que resultó chocado;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurrente los delitos de golpes y heri-

das por imprudencia causados con la conducción da un
vehículo de motor y de abandono de la víctima, previnos en
los artículos 43 y 50 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado en la letra d) del indicado artículo 43
con prisión de 9 meses a 3 años y multa de RDS200.00 a
RD3700.00, si los golpes y heridas ocasionaren a la víctima una
lesión permanente, y además, en la letra c) del referido art. 50
con prisión no menor de 6 meses y mayor de 2 años, en
adición a las otras penas si ha habido abandono de la víctima
como también ha ocurrido en la especie; que la Corte a-qua
al condenar al prevenido recurrente acogiendo el nó cúmuio
de penas, a 1 año de prisión correccional y a pagar una multa

412
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42	 detenido en el momento del accidente, de modo que la causa
del mismo no se le puede atribuir a este prevenido, sino al
prevenido de los angeles que manejaba el automóvil; c) que la

3	
Corte a-qua no ponderó en su justo alcance las declaraciones
contenidas en el acta policial, sino que se basó únicamente en
la declaración del prevenido Segundo de los Angeles,
declaración no corroborada por ningún medio idóneo de
prueba; d) que en la sentencia impugnada se han violado las
reglas, de la prueba pues se concedió una indemnización de
RD$3,500 00 a favor de los Angeles, "como justa reparación
de los daños materiales, lucro cesante y depreciación", sin
ofrecer una motivación adecuada sobre la forma en que se
hicieron los cálculos para la determinación del lucro cesante;
que tampoco se señala en la sentencia impugnada sobre qué
criterios se estableció la depreciación sufrida por el vehículo
de la persona constituida en parte civil; pero,

Considerando, en cuanto a las letras a), b), c), y d) que el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para declarar al prevenido Luciano único cul-
pable del accidente se basó no sólo en las declaraciones de
los prevenidos contenidas en el acta de la Policía, sino
también en los demás hechos y circunstancias de la causa y
particularmente en las deposiciones de los testigos Rafael
Mon t illa Jesús y Vinicio Ascencio, quienes declararon que fue
el camión del prevenido Luciano el que, al iniciar la marcha,
violentamente, chocó contra el automóvil manejado por
Segundo de los Angeles; que, por otra parte, en la sentencia
del primer grado que fue confirmada por la hoy impugnada en
casación, consta que los Jueces del fondo para evaluar en
RDS3,500.00, la indemnización a favor del propietario del
vehículo chocado, opusieron, en definitiva, que tal suma se
otorgaba en razón de que dicho vehículo "resultó en estado
inservible, por depreciación, lucro cesante y reparación de
daños materiales según facturas prersentadas por el señor
Segundo Antonio de los Angeles o de los Santos, corres-
pondiente al automóvil marca Peugeot, modelo 1965, placa
95-017, para el año 1977"; que esos motivos que son
suficientes y pertinentes justifican plenamente lo que
en ese sentido han decidido los Jueces del fondo;

Considerando, que como se advierte de todo lo an-
teriormente expuesto, los medios que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Conside rando, que el examen de la sentencia impugnada
ane de manifiesto que la Corte a-qua, mediant

a la ponderaci ón de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, dio por

establec ido, sin desnaturalización alguna, lo siguiente: a)
 g23

•

	 aproximadamente las 9 de la noche del día 23 de fe-
brero de 1977, mientras el automóvil placa 95-017 conducido
por segundo A. de los Angeles transitaba de Sur a Norte
por 13 calle José Dolores Cerón, del ensanche Luperón de
esta ciudad, fue chocado por la parte lateral derecha por el
camión p laca No. 531-351 manejado por Franklin Luciano,
que se encontraba estacionado en dirección Norte-Sur en esa
misma vía ocupando la derecha del automóvil de Do los
Angeles, pero que en ese mismo momento inició la marcha
de manera violenta sin que el chofer Luciano hiciera ninguna
Sed de que iba a emprender la marcha; b) que el camión
arrast ró al automóvil al lado opuesto de la cal le estrellándolo
contra la pared; c) que el chofer del automóvil resultó con
lesiones corporales que curaron después de 10 meses y la jo-
ven Ana María Núñez que iba como pasajera del referido
automóvil resultó con fracturas que le dejaron lesión per-
manente; d) que el prevenido Luciano "se ahuyentó del sitio"
abandonando voluntariamente a los lesionados y no le prestó
ninguna ayuda; e) que la causa eficiente del accidente se debió
a 13 imprudencia del prevenido Franklin Luciano el iniciar la
marcha da su vehículo en forma violenta, sin hacer señales du
que iba a emprender la marcha y sin cerciorarse Je la
presencia del automóvil que resultó chocado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente los delitos de golpes y heri-
das por imprudencia causados con la conducción da un
vehículo de motor y de abandono de la víctima, preVat33 en
los artículos 49 y 50 de la Ley 241 de 1367, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado en la letra d) del indicado artículo 43
con prisión de 9 meses a 3 años y multa de RD$200.00 a
RDS700.00, si los golpes y heridas ocasionaren a la víctima una
lesión permanente, y además, en la letra c) del referido art. 50
con prisión no menor de 6 meses y mayor de 2 años, en
adición a las otras penas si ha habido abandono de 13 víctima
como también ha ocurrido en la especie; que la Corte a-qua
al condenar al prevenido recurrente acogiendo el nó cúmulo
de penas, a 1 año de prisión correccional y a pagar una multa



cacer. F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al--
burquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0): Miguel Jacobo.
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de RDS500.00, confirmando de ese modo la pena impuesta
por la sentencia del primer grado, le aplicó una sanción que
aunque inferior a la que le correspondía, no podía ser
aumentada por la Corte a-qua en razón de que no hubo
apelación del ministerio público y el solo recurso del pre-
venido no podría agravarle su situación;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Segundo de los Angeles o de los Santos y a
Ana María Núñez, personas constituidas en parte civil, daños
materiales y morales que evaluó en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que al
condenar al prevenido Franklin Luciano y a Ramón María
Domínguez, puesto en causa como civilmente responsable a
pagar las referidas sumas y los intereses legales contados a
partir de la fecha de la demanda, a título de indemnización en
favor de las indicadas personas constituidas en parte civil, y al
hacer oponibles dichas condenaciones a la San Rafael,
C. por A., compañía aseguradora puesta en causa, la referida
Corte hizo una Correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Segundo A. de los Angeles o de los Santos y a Ana María
Núñez, en los recursos de casación interpuestos por Franklin
Luciano, Ramón maría Domínguez y Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, en fecha 22 de junio de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena al prer
venido Franklin Luciano al pago de las costas penales Y a éste y
a RamónMaría Domínguez al pago de las costas civiles, y or-
dena la distracción de las últimas en provecho de los Dres. Pe-
dro A. Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, abogados de
los intervinientes, quienes afirman estarlas avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la San Rafael, C. por a.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal
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de RDS500.00, confirmando de ese modo la pena impuesta
por la sentencia del primer grado, le aplicó una sanción que
aunque inferior a la que le correspondía, no podía ser
aumentada por la Corte a-qua en razón de que no hubo
apelación del ministerio público y el solo recurso del pre-
venido no podría agravarle su situación;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurrente
había causado a Segundo de los Angeles o de los Santos y a
Ana María Núñez, personas constituidas en parte civil, daños
materiales y morales que evaluó en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que al
condenar al prevenido Franklin Luciano y a Ramón María
Domínguez, puesto en causa como civilmente responsable a
pagar las referidas sumas y los intereses legales contados a
partir de la fecha de la demanda, a título de indemnización en
favor de las indicadas personas constituidas en parte civil, y al
hacer oponibles dichas condenaciones a la San Rafael,
C. por A., compañía aseguradora puesta en causa, la referida
Corte hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Segundo A. de los Angeles o de los Santos y a Ana María
Núñez, en los recursos de casación interpuestos por Franklin
Luciano, Ramón maría Domínguez y Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, en fecha 22 de junio de 1981, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos; Tercero: Condena al ore:
venido Franklin Luciano al pago de las costas penales V a éste Y
a Ramón María Domínguez al pago de las costas civiles, y or-
dena la distracción de las últimas en:provecho de los Dres. Pe-
dro A. Rodríguez Acosta yJulio Eligio Rodríguez, abogados de
los intervinientes, quienes afirman estarlas avanzando en su
totalidad, y las hace oponibles a la San Rafael, C. por a.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal
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cacen F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al--
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. - (FD0): Miguel Jacobo.
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42	 SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DEL 1 983 NO.
33

S	 Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
3	 ttbal de techa 12 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Guillermo Jesús Valerio Carrasco, Tatua' 
Dcm:n:cana, C. por A., y Compañía de SEguros Unión
Comercial Assurance Company.

Abogado (s): Lic. Mercedes Ezp:nal.

Inte rvin:ent a (s): Juan Figueroa.

Atoado (s): Dr. Thelmo Cordones Moreno.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. JBerges
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 14
del mes de febrero del año 1983. años 139' de la In.
dependencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia•

Sobre los recursos de casación interpuestos por Guillermo
ee Jesus Valerio Carrasco, dominicano, mayor oe edad. cho•
ter, soltero, domiciliado en Los Alcarrizos y accidentalmente
en la calle maría Auxiliadora No, 75 de esta ciudad, cédula
No 2374041. serie 1ra., Tetum Dominicana, S. A., con
domicilie social en el No. 120 de la calle Juan Alejandro
Ibarra oe esta C2030 t, 13 compañia de Seguros Unión
Corne r ua sksburance Company Limitad, B. Preetzmann
Agge • noin. t,u r	corroe" oe elección en el No. 31 de la
aven.oa	 Llames oe esta ciuciad, contra la sentencia

BOLETIN JUDICIAL

dictada, en sus atribuciones correccionales, el 12 de febrero
de 1979. Por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Lic. Mercedes Espinal, en representación del Dr.

Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550, serie 47, en la lectura
de sus conclusiones, en representación de las entidades
recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Thelmo
cordones Moreno, cédula No. 4347, serie 8, en representación
del interviniente Juan Figueroa, dominicano, mayor de edad,
soltero, agricultor, domiciliado en la calle Mella No. 64 del
municipio de Monte Plata, cédula No. 5653, serie 8;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua por el Lic. Mercedes Espinal,
el 29 de marzo de 1979, cédula No. 31853, serie 36, en
representación de todos los recurrentes, acta en la QUO no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de las entidades recurrentes del 23 de Ca-
brero de 1980, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que se mencionan más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abogado, el
29 de febrero de 1980;

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes, suscrito por
su abogado, el 29 de febrero de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 10 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia. por medio del cual

integra, en su indicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, sobre
Tiánsitc y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

•
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Recurrente (s): Guillermo Jesús Valerio Carrasco,
Dcm:ntana, C. por A., y Compañia de SEguros
Com:rol:1 As:trence Company.

Atezado (s): Lic. Mercedes Esp:nal.

Int( rvinient a (s): Jusn Figueroa.

Atezado (s): Dr. Thelmo Cordones Moreno.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
del mes de febrero del año 1983. años 139' de la In.
dependencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia'

Sobre los recursos de casación interpuestos por Guillermo
da Jesús Valerio Carrasco, dominicano, mayor de edad. cho-
ler, soltero, domiciliado en Los Alcarrizos y accidentalmente
en la calle maría Auxiliadora No, 75 de esta ciudad, cédula
No 2374041. serie 1 ra., Tatum Dominicana, S. A., con
domicilio social en el No. 120 de la calle Juan Alejandro
Ibarra oe esta clu030 s ra compañía de Seguros Unión
Corne e cia- -ssburonce Comoanv Limitad, B. Preetzmann
Aggemoin.	 come" oe erección en el No. 31 de la
aven.aa Mam en... uornez oe esta dudad, contra la sentencia

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris.
ttbal de lecha 12 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.
t
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dictada, en sus atribuciones correccionales, el 12 de febrero
de 1979. por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Lic. Mercedes Espinal, en representación del Dr.

Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550, serie 47, en la lectura
de sus conclusiones, en representación de las entidades

esenMoreno, cédula No. 4347, serie 8, en representación

soltero,

cordoneso d Od  no	
la lectura de sus conclusiones al Dr. Thelmo

del interviniente Juan Figueroa, dominicano, mayor de edad,
 agricultor, domiciliado en la calle Mella No. 64 del

municipio de Monte Plata, cédula No. 5653, serie 8;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

' República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua por el Lic. Mercedes Espinal,
el 29 de marzo de 1979, cédula No. 31853, serie 36, en
representación de todos los recurrentes, acta en 13 que no se
propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de las entidades recurrentes del 20 de fe-
brero de 1980, suscrito por su abogado, en el qua se
proponen los medios de casación que se mencionan más
Adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abogado, el
29 de febrero de 1980;

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes, suscrito por
su abogado, el 29 de febrero de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 10 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia. por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, sobre
Tiansitc y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

•
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 25 de junio
de 1977, en la carretera Monte Plata-Bayaguana, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata, en sus
atribuciones correccionales, dictó el 25 de octubre de 1977,
una sentencia, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Pedro Flores Ortiz, a non-i-
bre y representación de la Tatum Dominicana S. A., y de la
Comercial Union Assurance Company, representada por la B.
Preetzmann Aggerholm, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte
Plata en fecha 25 del mes de octubre del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a guillermo
de Jesús Valerio Carrasco culpable del delito de golpes y heri-
das involuntarios cometida con el manejo de un vehículo de
motor en perjuicio de Juan Figueroa, previsto y sancionado
por el Art. 49 letra C) Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos;
Segundo: Lo condena a pagar una multa de eRDS50.00,
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al pago de
las costas penales; Tercero: Declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Juan Figueroa, por órgano de
su abogado Dr. Thelmo Cordones Moreno, contra el pre-
venido, contra la Tatum Dominicana, S. A., y contra la
Compañía de Seguros Union Comercial Assurance Company
Limited representada en el país por la Compañía de Seguros
B. Preetzmann Aggerholm, por ser regular en la forma;
Cuarto: Pronuncia el defecto contra la Tatum Dominicana,
S. A., la Compañía de Seguros Comercial Assurance
Company Limited representada por la Compañía de Seguros
B. Preetzmann Aggerholm C. por A., por falta de com-
parecer; Quinto: En cuanto al fondo, condena a Guillermo de
Jesús Valerio Carrasco, y la Tatum Dominicana S. A., al pago
de la suma de RDS15,000.00 en favor de la parte civil cons-
tituida como justa reparación por los daños sufridos con mo-
tivo del accidente, más los intereses legales de la mencionada
suma a contar del día del accidente a título de indemnización
supletora; Sexto: Condena a Guillermo de Jesús Valerio

sc y la Tatum Dominicana, s. A., al pago de las costas
cCiavrilreasdoistraídas en provecho del abogado Dr. Thelmo
Cordon es Moreno, quien afirma haberles avanzado en su to-
talidad; Séptimo: Declara la presente sentencia común y
oponi ble a la Compañía de Seguros Union Comercial
Assu rance Company Limited, representada por la Compañía
de Seguros B. Preetzmann Aggerholm, en su aspecto civil, en
su calidad de Compañía aseguradora del vehículo causante
del accidente" por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto
atañe y se refiere al aspecto civil del presente proceso, se
declara regular la constitución en parte civil del señor Juan
Figuer oa , y se condena a la persona civilmente responsable
puesta en causa Tatum Dominicana, S. A., a pagar la canti-
dad de Ocho Mil Pesos CR DS8,000.00), moneda de curso
legal a favor del mencionado Juan Figueroa, por concepto de
daños y perjuicios morales que recibió con motivo del ac-
cidente, mientras Guillermo de. Jesús Valerio, manejaba su
vehículo de motor, propiedad de Tatum Dominicana, S. A.,
más los intereses legales a partir de la fecha de la demanda a
titulo de indemnización supletoria, modificándose en el
aspecto de que se trata, la sentencia recurrida en apelación;
TERCERO: Condena a la Tatum Dominicana S. A., al pago
de las costas civiles y no se ordena la distracción de dichas
costas en provecho del Dr. Thelmo Cordones Moreno,
abogado concluyente, por no haber afirmado antes del
pronunciamiento de esta sentencia, que las ha avanzado en
su mayor parte o en su totalidad; CUARTO: Declara la
presente sentencia oponible a la entidad aseguradora del re-
ferido vehículo que originó el accidente, Comercial Union
Assurance Company Limited, representada por B. Pree-
tzmann Aggerholm";

En Cuanto al Recurso del Prevenido:

Considerando, que el recurso de casación del prevenido
guillermo de Jesús Carrasco, debe ser declarado inadmisible,
por no haber apelado de la sentencia del Juez del Primer Gra-
do y porque la sentenica impugnada no le ha agravado su si-
tuación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido e l 25 de junio
de 1977, en la carretera Monte Plata-Bayaguana, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata, en sus
atribuciones correccionales, dictó el 25 de octubre de 1977,
una sentencia, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Pedro Flores Ortiz, a nom-
bre v representación de la Tatum Dominicana S. A., y de la
Comercial Union Assurance Company, representada por la B.
Preetzmann Aggerholm, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte
Plata en fecha 25 del mes de octubre del año 1977, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a guillermo
de Jesús Valerio Carrasco culpable del delito de golpes y heri-
das involuntarios cometida con el manejo de un vehículo de
motor en perjuicio de Juan Figueroa, previsto y sancionado
por el Art. 49 letra C) Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos;
Segundo: Lo condena a pagar una multa de RDS50.00,
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor y al pago de
las costas penales; Tercero: Declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Juan Figueroa, por órgano de
su abogado Dr. Thelmo Cordones Moreno, contra el pre-
venido, contra la Tatum Dominicana, S. A., y contra la
Compañía de Seguros Union Comercial Assurance Company
Limited representada en el país por la Compañía de Seguros
B. Preetzmann Aggerholm, por ser regular en la forma;
Cuarto: Pronuncia el defecto contra la Tatum Dominicana,
S. A., la Compañía de Seguros Comercial Assurance
Company Limited representada por la Compañía de Seguros
B. Preetzmann Aggerholm C. por A., por falta de com-
parecer; Quinto: En cuanto al fondo, condena a Guillermo de
Jesús Valerio Carrasco, y la Tatum Dominicana S. A., al pago
de la suma de RDS15,000.00 en favor de la parte civil cons-
tituida como justa reparación por los daños sufridos con mo-
tivo del accidente, más los intereses legales de la mencionada
suma a contar del día del accidente a título de indemnización
supletora; Sexto: Condena a Guillermo de Jesús Valerio

Carrasco y la Tatum Dominicana, s. A., al pago de las costas
civiles distraídas en provecho del abogado Dr. Thelmo
Cordones Moreno, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Séptimo: Declara la presente sentencia común y
oponib le a la Compañía de Seguros Union Comercial
Assurance Company Limited, representada por la Compañía
de Seguros B. Preetzmann Aggerholm, en su aspecto civil, en
su calidad de Compañía aseguradora del vehículo causante
del accidente" por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto
atañe y se refiere al aspecto civil del presente proceso, se
declara regular la constitución en parte civil del señor Juan
Figueroa, y se condena a la persona civilmente responsable
puesta en causa Tatum Dominicana, S. A., a pagar la canti-
dad de Ocho Mil Pesos (RD$8,000.00). moneda de curso
legal a favor del mencionado Juan Figueroa, por concepto de
daños y perjuicios morales que recibió con motivo del ac-
cidente, mientras Guillermo de. Jesús Valerio, manejaba su
vehículo de motor, propiedad de Tatum Dominicana, S. A.,
más los intereses legales a partir de la fecha de la demanda a
título de indemnización supletoria, modificándose en el
aspecto de que se trata, la sentencia recurrida en apelación;
TERCERO: Condena a la Tatum Dominicana S. A., al pago
de las costas civiles y no se ordena la distracción de dichas
costas en provecho del Dr. Thelmo Cordones Moreno,
abogado concluyente, por no haber afirmado antes del
pronunciamiento de esta sentencia, que las ha avanzado en
su mayor Parte o en su totalidad; CUARTO: Declara la
presente sentencia oponible a la entidad aseguradora del re-
ferido vehículo que originó el accidente, Comercial Union
Assurance Company Limited, representada por B. Pree-
tzmann Aggerholm";

En Cuanto al Recurso del Prevenido:

Considerando, que el recurso de casación del prevenido
guillermo de Jesús Carrasco, debe ser declarado inadmisible,
Por no haber apelado de la sentencia del Juez del Primer Gra-
do y porque la sentenica impugnada no le ha agravado su si-
tuación;
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.12	 En cuanto al recurso de la Tatum Dominicana. S. A., y
de la entidad Aseguradora:

a Considerando, que las recurrentes Tatum Dominicana, s
A., persona civilmente responsable y la Comercion Union.
Assurance Company Limited, representado por B. Pree-
tzmann Aggerholm, proponen contra la sentencia h.
pugnada, los siguientes medios: Primer Medio: Falta de
base legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que las recurrentes, en sus dos medios de
casación, que se reunen para su examen, alegan, en síntesis,
losiguiente: que Juan Figueroa recibió lesiones corporales
curables después de cuarenta y antes de cuarenticinco días;
que la Corte a-qua le otorgó ocho mil pesos, sin ofrecer mo-
tivos que justifiquen la cuantía de tales daños y perjuicios, lo
que ha dejado, en este aspecto, sin base legal la sentencia
impugnada; que en la especie la indemnización fijada a Juan
Figueroa, es irrazonable, Porque la misma no guarda
proporción con las lesiones sufridas por la parte civil cons-
tituida; que es obligación de los jueces del fondo dar una mo-
tivación amplia y suficiente que permitan a la Suprema Corte
de Justicia verificar, si la ley ha sido bien o mal aplicada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para fallar como lo hizo
dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados,
lo siguiente: a) que el 26 de junio de 1977, mientras Guillermo
de Jesús Valerio, transitaba por la carretera Monte Plata.
Bayaguana conduciendo un camión propiedad de Tatum
Dominicana, S. A., asegurado mediante póliza (MP) 50
F762443 de la Comercial Union Assurance Company Limited,
representada por la 8. Preetzmann Aggerholm, C. por A.,,
atropelló a Juan Figueroa, quien presentó lesiones cor-
porales, curables después de 40 y antes de 45 días, las que
dejaron lesión permanente parcial en su locomoción; b) que el
hecho se debió al exceso de velocidad en una carretera donde
habla obreros trabajando y alcanzó a Juan Figueroa,
ocasionándole las lesiones ya descritas; c) que el agraviado
Jusn Figueroa se ha constituido en parle civil, por aplicación
da los ar-Cculos 1382 y 1383 dr 1 del Código	 por lo que
coi iaaponde admitir dicha cnnsukución en parte civil y que
corresponde condenar a la Tatum D r minicana, S. A., a la

uy-día que se expresa en el dispositivo de esta sentencia; d)

o' lie dicha cantidad es equitutiva y razonable por haberse
comprobado que a Juan Figueroa le fueron ocasionados da-
isos y perjuicios y que el hecho del prevenido Guillermo de
jesús Carrasco le causó las lesiones anteriormente indicadas,
motivos éstos suficientes y pertinentes y que justifican su

disposi tivo y que la sentencia impugnada contiene una

relación completa y circunstancias de los hechos que han

permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar, que en la
especie, se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón

por la cual, los medios que se examinan, carecen de fun-
damentos y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
J. ;3n Figueroa en los recurso de casación interpuestos por

oe Jesús Carrasco, Tatum Dominicana, S. A., y
,emercial Union Assurance Company Limited, representada
y B Preetzmann Aggerholm, C. por A., contra la sentencia
stada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus
buciones correccionales, el 12 de febrero de 1979, cuyo

,,positivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara inadmisible el recurso de Guillermo de
-sús Carrasco; Tercero: Rechaza los recursos de Tatum

:aminicana S. a.. y Comercial Union Assurance Company
imited, representada por B. Preetzmann Aggerholm, C. por

A., contra la repetida sentencia; Cuarto: Condena a Tatum
Dominicana, s. A., al pago de las costas civiles y ordena su
distracción en provecho del Dr. Thelmo Cordones Moreno,
abogado del interviniente, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad y las hace oponibles a la entidad aseguradora,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencai pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IF001 Migue l Jacobo
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En cuanto al recurso de la Tatum Dominicana. S. A ., y
de la entidad Aseguradora:

Considerando, que las recurrentes Tatum Dominicana, S
A., persona civilmente responsable y la Comercion
Assurance Company Limited, representado por B. Pree-
tzmann Aggerholm, proponen contra la sentencia im-
pugnada, los siguientes medios: Primer Medio: Falta de
base legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que las recurrentes, en sus dos medios de
casación, que se reunen para su examen, alegan, en síntesis,
losiguiente: que Juan Figueroa recibió lesiones corporales
curables después de cuarenta y antes de cuarenticinco días;
que la Corte a-qua le otorgó ocho mil pesos, sin ofrecer mo-
tivos que justifiquen la cuantía de tales daños y perjuicios, lo
que ha dejado, en este aspecto, sin base legal la sentencia
impugnada; que en la especie la indemnización fijada a Juan
Figueroa, es irrazonable, porque la misma, no guarda
proporción con las lesiones sufridas por la parte civil cons-
tituida; que es obligación de los jueces del fondo dar una mo-
tivación amplia y suficiente que permitan a la Suprema Corte
de Justicia verificar, si la ley ha sido bien o mal aplicada; pero,

Considerando, que la Corte a-que, para fallar como lo hizo
dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados,
lo siguiente: a) que el 26 de junio de 1977, mientras Guillermo
de Jesús Valerio, transitaba por la carretera Monte Plata-
Bayaguana conduciendo un camión propiedad de Tatum
Dominicana, S. A., asegurado mediante póliza (MP) 50
F762443 de la Comercial Union Assurance Company Limited,
representada por la B. Preetzmann Aggerholm, C. por A.,
atropelló a Juan Figueroa, quien presentó lesiones cor-
porales, curables después de 40 y antes de 45 días, las que
dejaron lesión permanente parcial en su locomoción; b) que el
hecho se debió al exceso de velocidad en una carretera donde
había obreros trabajando y alcanzó a Juan Figueroa,
ocasionándole las lesiones ya descritas; c) que el agraviado
Jusn Figueroa se ha constituido en parte civil, por aplicación
cta los artículos 1382 y 1383 del del Cód i go Ch. 1, por lo que
culiesponde admitir dicha cnnstaución en parte civil y que
corresponde condenar a la Tatum D r minicana, S. A., a la

/-

ct
on tía que se expresa en el dispositivo de esta sentencia; d)

mje dicha cantidad es equitutiva y razonable por haberse
lompreoado que a Juan Figueroa le fueron ocasionados da-
rlos y perjuicios y que el hecho del prevenido Guillermo de

• leso» Carrasco le causó las lesiones anteriormente indicadas,
motivos éstos suficientes y pertinentes y que justifican su

disposi tivo y que la sentencia impugnada contiene una
relación completa y circunstancias de los hechos que han

permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar, que en la
especie, se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón
por la cual, los medios que se examinan, carecen de fun-
damentos v deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Juan Figueroa en los recurso de casación interpuestos por
Guillermo de Jesús Carrasco, Tatum Dominicana, S. A., y
Comerc i a l Union Assurance Company Limited, representada
por B Preetzmann Aggerholm, C. por A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus
atribuciones correccionales, el 12 de febrero de 1979, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara inadmisible el recurso de Guillermo de

. Jesús Carrasco; Tercero: Rechaza los recursos de Tatum
Dominicana S. a., y Comercial Union Assurance Company
Limited, representada por B. Preetzmann Aggerholm, C. por
A., contra la repetida sentencia; Cuarto: Condena a Tatum
Dominicana, s. A., al pago de las costas civiles y ordena su
distracción en provecho del Dr. Thelmo Cordones Moreno,
abogado del interviniente, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad y las hace oponibles a la entidad aseguradora,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencai pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico IFDO) Migue l Jacobo
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4 SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DEL 1983 No.

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial y de
Trabajo del Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 9 de
marzo de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Papeles Nacionales, C. por A.,

Abogado (s): Dr. A. Sandino González de León;

Recurrido (s): Luis Ma. Pineda y compartes;

Abogado (s): Dr. Luis Enrique Minier Alies;

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Pefla, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 de febrero del 1983, años 139" de
la Independencia y 120" de la Restauración;dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Papeles
Nacionales, C. por A., con domicilio social establecido en
Madre Vieja, sección de San Cristóbal, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distri-
to Judicial de San Cristóbal, el 9 de marzo de 1981, en atri-
buciones laborales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alquacil de turno en la lectura del rol;
Oído al doctro A. Sandino González de León, cédula No.

57749, serie 1ra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al doctor Luis Enrique Minier Alies, cédula No. 29228,

; 2 abogado de tos recurridos Luis Mario Pine-ser,e
Marino Jiménez, Osiris Guzmán, Juan Lorenzo, Julio

A—bireu, Octavio de la Rosa, Danise Saldaña Martínez, Hilario
Guzmán, Ramón Quezada y Julio Castro, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados y residentes en San Cristóbal,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de la recurrente, suscrito por su abogado,
del 4 de mayo de 1981, en el cual se proponen los medios de
easeción, que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado de
recurridos, del 10 de junio de 1981;

Visto el auto dictado en fecha 11 de febrero del corriente
afío 1983, por ei Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
ecurso de casación de que se trata, de conformidad con las
eyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
)erado y vistos los anículos invocados por la recurrente, que

indican más adelante, y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
docurnentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada y la
demanda intentada por los recurridos contra la recurrente, el
Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, dictó una
Sentencia, el 13 de marzo de 1980, en atribuciones laborales,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: prImero: Declarar
como al efecto declara la rescisión del contrato verbal de
Trabajo convenido entre los obreros Luis María Pineda,
Marino Jiménez, Efigio Cabarga, Osiris Guzmán, Manuel
lorenzo, Francisco Mateo, Ramón Guzmán, Juan Lorenzo,,
Julio Abréu, Octavio de la Rosa, Daniel Saldaña, Salvador
Maninez, Hilario Guzmán, Ramón Quezada, Julio Castro.-
Segundo: Que debe condenar como al efecto condena a la
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DEL 1983 No.34

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial y de
Trabajo del Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 9 de
marzo de 1981.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Papeles Nacionales, C. por A.,

Abog ado (s): Dr. A. Sandino González de León;

Recurrido (s): Luis Ma. Pineda y compartes;

Abogado (s): Dr. Luis Enrique Minier Alies;

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 de febrero del 1983, años 139 . de
la Independencia y 120 de la Restauración;dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Papeles
Nacionales, C. por A., con domicilio social establecido en
Madre Vieja, sección de San Cristóbal, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distri-
to Judicial de San Cristóbal, el 9 de marzo de 1981, en atri-
buciones laborales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al doctro A. Sandino González de León, cédula No.

57749, serie 1ra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al doctor Luis Enrique Minier Alies, cédula No.29228,
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wrie 2., abogado de tos recurridos luis Mario Pine-
-da Marino Jiménez, Osiris Guzmán, Juan Lorenzo, Julio
Abréu, Octavio de la Rosa, Danise Saldaña Martínez, Hilario
Gui rdan, Ramón Quezada y Julio Castro, dominicanos,
rdayores de edad, domiciliados y residentes en San Cristóbal,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
epública;
Visto el memorial de la recurrente, suscrito por su abogado,

4 de mayo de 1981, en el cual se proponen los medios de
saeión, que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado de

los recurridos, del 10 de junio de 1981;
Visto el auto dictado en fecha 11 de febrero del corriente

aflo 1983, por ei Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, po r medio del
cual integra, en su indicada calidad tricha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
ecurso de casación de que se trata, de conformidad con las
eyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
aerado y vistos los artículos invocados por la recurrente, que
se indican más adelante, y 1, 20, 62 y 65 de la ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una reclamación laboral, que no pudo ser conciliada y la
demanda intentada por los recurridos contra la recurrente, el
Juzgado de Paz del fvfunicipio de San Cristóbal, dictó una
sentencia, el 13 de marzo de 1980, en atribuciones laborales,
Cuyo dispositiv0 es el siguiente: "Falla: primero: Declarar
como al efecto declara la rescisión del contrato verbal de
Trabajo convenido entre los obreros Luis María Pineda,
Marino Jiménez, Eligio Cabarga, Osiris Guzmán, Manuel
Lorenzo, Francisco Mateo, Ramón Guzmán, Juan Lorenzo,.
Julio Abréu, Octavio de la Rosa, Daniel Saldaña, Salvador
Martínez, Hilario Guzmán, Ramón Quezada, Julio Castro.-
Segundo: Que debe condenar como al efecto condena a la



empresa Fapeles Nacionales, C. por A., al pago de
siguientes prestaciones: Luís María Fineda, RD$96.00
por concepto de 24 días de preaviso, RE)1120.00 pesos,
concepto de 30 dras de cesantía, RD$56.00 pesos,
concepto de 14 dias de vacaciones; RD$360.00 Ley
Marino Jiménez, RD$96.00 pesos, 24 dias de preax.;.„,
RD$60.00 pesos 15 días de cesantra, Rd$28.00 de 7 chas de
vacaciones, Rd$360.00 Ley 288; Eligio Cabarga, RD$36.00
pesos, 24 días de preaviso, RD$120.00, 30 días de preaviso;
RD$56.00 pesos, 14 días de v3caciones, RD$360.00 Ley 238;
Osins Guzmán, Rd$264.00 pesos por 24 días de preaviso;
R D1825.00 pesos, 75 días de cesantía; RD$132.00 pesos, 14
días de vacaciones, RD$390.00 pesos Ley 288; Manuel R.
Lorenzo, R D $168.00 pesos, 24 días de cesantía; RD $345.00 pe-
sos, 45 días de cesantía, RD$225.00 pesos, vacacicnes
RD $630.00 Ley 288; Francisco Antonio Mateo, R.0$144.00
pesos, 24 días de preaviso, Rd$270.00 pesos 43 d;as de
cesantía; RD$48.00 pesos, 8 días de vacadones, R D11540.00
pesos Ley 288; Ramón Guzmán R D1120.00 pesos, 24 c gas de
preaviso, 45 dios de cesantía, RD$225.00 pesos, vaeacioncs
tomadas; RD$450.00 Ley 288; Juan Lorenzo RD$36.00 pesos,
24 dias de preaviso; RD$120.00 pesos, 30 días de cesantía,
RD$32.00 pesos, 8 días de vacaciones, R D$360.00 pesos, Ley
288; Jullo Abréu, RD1132.00 pesos, 24 días de preaviso;
RD$165.00 pesos, 30 días de cesanti3; RD$55.00, 10 dTas do
vacaciones, RD$498.00 pesos Ley 288; Octavio de la R OZ3,
RD$108.00 pesos, 24 días de preaviso, RD$337.50 pesoe -
días de cesantía, RD$67.50, 15 días de vacaciones, RD$40- .
pesos, Ley 288; Daniel Saldaña, Rd$188.00 pesos, 24 días (.1J
preaviso; RD$105.00 pesos, 15 días de cesantía, RD$38.00
pesos 14 días de vacaciones; RD$630.00 pesos, Ley 288;
Salvador Martínez, RD$168.00 pesos 24 días de preaviso;
RD$315.00 pesos, 45 días de cesantía; RD$69.00 pesos 9 días
de vacaciones; RD$630.00 Ley 288; Hilario Guzmán
RD$168.00 pesos, 24 días de preaviso, RD$210.00 pesos, 30
días de cesantía, RD$98.00 pesos, 14 días de vacaciones;
RD$630.00 Ley 288; Ramón Antonio Ouezada, RD$144.00
pesos 24 días de preaviso; RD$180.00 pesos, 30 días de
cesantía; RD$66.00 pesos, 11 días de vacaciones; R 0 $540.00
pesos, ley 288; Julio Castro, RD$96.00 pesos, 24 dias de
preaviso, :su oías de cesanua, RD$120.00; RD$95.00 peses,
tzt días de vacaciones; RD$540.00 pesos, Ley 288; Tercero:

cue debe condenar como al efecto condena a Papeles
Nacionales,C . por A., al pago de las costas del procedimiento,
con distracción de 13 misma en favor de los Dres. luis Conra-
de Cedeño y Luis E. Minier Alies, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte ; b) que sobre los recursos de
welación interpuestos intervino la sentencia ahora im-

pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:

pRIMER O: Declara bueno y válido el recurso de apelación

intentado por Papeles Nacionales, C. por A., por haber sido
íncoado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades
legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo del indicado recurso,
se rechazan las pretensiones de Papeles Nacionales, C. por

v se acogen las conclusiones vertidas en audiencia por los
ci Luis María Fineda, Manno Jiménez, Eligio Cab3rga,

Gezmán, Manuel Lorenzo, Francisco Mateo, Ramón
i n, Juan Lorenzo, Jullo Abréu, Octavio de la Rosa,

L,	 Ss!d3iia, Salvador Martínez, Hil3tiO Guzmán, Ramón
CUCI3d3, y Julio Castro, por intermedio de su abogado
constituido y apoderado especial el Dr. Luis Ennque Minier

y en consecuenci3 confirma en todas sus panes la
sentencia No. 4 de lecha 13 de marzo del año 1980, rendida
por elJuzgado de Paz de este municipio y cuyo dispositivo se
copia precedentemente, por haber sido dada dicha sentencia
por parte de los obreros recurridos y demás razones que se
dan cn esta sentencia; TERCERO: Condena a lá recurrente
Papeles Nacionales, C. por A., al pago de las costas causadas
con motivo de su recurso de apelación, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Luis Enrique Minier Alies, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

ConsIderando, que 13 recurrente propone en su me,morial,
contra la sentencia impugnada, los s;guientes med;os de
casación: Primer Medio: Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil; f31L3 de base legal, desnaturalización de los hechos
de la causa; falta de mctivac:ón e insuficiencia de motivos;
Segundo Medio:Violación por desconocimiento del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil; desnaturalización de
los documentos de la causa, ausencia o insuficiencia de rno-
tivos, falta de base legal en otro aspecto; Tercer Medio:
Volación de los artículos 44, 45 y 48 del Códígo de Traba¡o;
falta de mouvos en este aspecto, violación al art. 54 v 55 del
'Código de 1 rab3io: falta de apreciación de dichos artículos;
Vioiae lon o ecrjusion de la causa ¡usta del despido como lo es

4!
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empresa Fopeles Nacionales, C. por A., al pago dc las
siguientes prestaciones: Luis María Fineda, RD$36.00 pesos
por concepto de 24 días de preaviso, RDS120.00 pesos, Por
concepto de 30 días de cesantía, RD$56.00 pesos, por
concepto de 14 días de vacaciones; RD$360.00 Ley 288.,
Marino Jiménez, RDS. 96.00 pesos, 24 días de preavis '
RD$60.00 pesos 15 días de cesantla, Rd$28.00 de 7 dias de
vacaciones, Rd$360.00 Ley 288; Eligio Cab3rga, RD36.00
pesos, 24 días de preaviso, RD$120.00, 30 días de preaviso;
RD$56.00 pesos, 14 días de vacaciones, RD$360.00 ley 288;
OSiriS Guzmán, Rd$264.00 pesos por 24 días de preaviso;
RD 1825.00 pesos, 75 días de cesantía; RD$132.00 pesos, 14
días de vacaciones, RD$390.00 pesos Ley 288; Manuel R.
Lorenzo, RD $168.00 pesos, 24 días de cesantía; RD$345.00 pe-
sos, 45 días de cesantía, 	 RD$225.00 pesos, vacac;cnes
RD $630.00 Ley 288; Francisco Antonio Mateo, R.0$144.00
pesos, 24 días de preaviso, Rci$270.00 pesos 43 d;as de
cesantía; RD$48.00 pesos, 8 días de vacaciones,R 0540.0%
pesos Ley 288; Ramón Guzmán R D1120.00 pesos, 24 d'as de:
preaviso, 45 días de cesantía, RD$225.00 pe.sos, vacjaciones'
tomadas; RD$450.00 Ley	 Juan Lorenzo RD36.00 pesc:
24 dias de preaviso; RD$120.00 pesos, 30 días de cesan.'
RD$32.00 pesos, 8 días de vacaciones, RD$360.00 pesos,
288; Jullo Abréu, RD$132.00 pesos, 24 días de
RD$165.00 pesos, 30 días de cesantia; RD$55.00, 10 días
vacaciones, RDS498.00 pesos Ley 288; Octavio de la Ros:.
RD$108.00 pesos, 24 días de preaviso, RD$337.50 pesoz
días de cesantía, RD$67.50, 15 días de vacac;ones, RD140,
pesos, Ley 288; Daniel Saldaña, Rd$188.00 pesos, 24 días d;
preaviso; RD$105.00 pesos, 15 días de cesantía, RD38.00
pesos 14 días de vacaciones; RD$630.00 pesos, ley 238;
Salvador Martínez, RD$168.00 pesos 24 días de preaviso;
RD$315.00 pesos, 45 días de cesantía; RD$69.00 pesos 9 días
de vacaciones; RD$630.00 Ley 288; Hilario Guzmán
RD$168.00 pesos, 24 días de preaviso, RD$210.00 pesos, 30
días de cesantía, RD$98.00 pesos, 14 días de vacaciones;
RD$630.00 Ley 288; Ramón Antonio Cluezada, RD$144.00
pesos 24 días de preaviso; RD$180.00 pesos, 30 días de
cesantía; RD$66.00 pesos, 11 días de vacaciones; RD$540.00
pesos, ley 288; Julio C8Str(), RD$96.00 pesos, 24 días de
preaviso, iu clias de cesanuo, RD$120.00; RD$95.00 pesos,

días de vacaciones; RD$540.00 pesos, Ley 288; Tercerm

oue debe condenar como al efecto condena a Papeles
pacionales,C . por A., al pago de las costas del procedimiento,
con distracción 02 la misma en favor de los Dres. Luis Conra-
do Cedeíío y Luis E. Minier Alies, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte ; b) que sobre los recursos de
apelación interpuestos intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
pRIMERO : Declara bueno y válicio el recurso de apelación
intentado por Papeles Nacionales, C. por A., por haber sido
incoado cn Vempo hábil y de acuerdo con las formalidades
legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo del indicado recurso,
se rechazan I3S pretensiones de Papeles Nacionales, C. por
A., y se acogen las conclusiones vertidas en audencia por los
cbrcros Lu:s María Fineda, Marino Jiménez, Eligio Cabarga,

Guzmán, Manuel Lorenzo, Francisco Mateo, Ramón
c	 !n, Juan Lorenzo, Julio Abréu, Octavio de la Rosa,

' Ss!daña, Salvador Mart;nez, Hilario Guzmán, Ramón
sda, y Julio Castro, por intermedio de su abogado

y apoderado especial el Dr. Luis Enrique Minier
Ales, y en consecuencia confirma en todas SUS partes la
sentencia No. 4 de fecha 13 de M3rz0 del año 1980, rendida
por el Juzgado de Paz de este município y cuyo dispositivo se
copia precedentemente, por haber sido dada dicha sentencia
por pane de los obreros recurridos y demás razones que se
dan en esta sentencia; TERCERO: Condena a la recurrente
Papeles Nacionales, C. por A., al pago de las costas causadas
COn motivo de su recurso de apelación, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Luis Enrique Minier Ales, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memori31,
contra la sentencia impugnada, los siguientes med;os de
casación: Primer Med;o: Volación del artículo 1315 del C6-
digo Civil; falta de base legal, desnaturalización de los hechos
de la causa; falta de mctivac:6n e insuficiencía de motivos:
Segundo Medio:Violación por desconocimiento del artículo
141 del Código de Procedimiento Civí1; desnaturalización de
los documentos de la causa, ausencia o insuficiencia de mo-
tivos, falta de base legal en ctro aspecto; Tercer Medio:
Volación de los artículos 44, 45 y 46 del Código de Trabajo;
falta de motivos en este aspecto, violación al art. 54 y 55 del
Código dé• 1 rabaio: falta de apreciación de dichos anículos;
Volacrón o confusion de la causa justa del despido como lo.es

4!
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el abandono;.violación de los artículos 68, 69 y 72 del Códiqo
de Trabajo, violación del Reglamento 6127 sobre li q uidación de
preaviso, cesantía, etc, y violación de la Ley No. 288, sobre
Bonificación Obliaatoria;

Considerando, que la recurrente alega en el primer medio
de casación, que la Cámara a-qua no ponderó los
documentos que había depositado para justificar el despido '
de los recurridos, siguientes: a) una copia de la comunicación
del representante Local de Trabajo, del 23 de noviembre de
1979, avisando a los trabajadores la reanudación de las la-
bores; b) los ejemplares del periódico El Nacional, del 30 de
noviembre, 1 y 2 de dicembre de 1979; c) la comunicación del
0 de diciembre de 1979 informando el despido de los recurri-
JOS por no haberse reintegrado al trabajo, al cesar la causa

dio origen a la suspensión de los trabajos, por lo que la
sentencia impugnada carece de base legal; que además
Jesnaturalizó los hechos y documentos de la causa de consi-
derar que se trataba de una huelga, sin tomar en cuenta ia.
resolución No. 535/79 del 29 de noviembre de 1979, del
Director de Trabajo, por lo cual prorrogó la susperisión de los
contratos de trabajo entre él y los recurridos y atribuir a los ci-
tados avisos publicados en El Nacional que habían sido una
simulación del cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del
Código de Trabajo;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
aue la Cámara a-qua expresa que la recurrente en sus
conclusienes solicitó el rechazo de la demanda de los obreros
luis María o ineda y Compartes, "alegando que después de
una huelga habían Ilamado a los obreros por los periódicos
para que se reintegraran a su trabajo, pero que éstos no se
reportaron"; así com que "Ias publicaciones del 30 de no-
viembre de 1979 y 1 y 2 de diciembre de 1979, f ueron una
simulación del cumplimiento de las obligaciones de los ar-
tículos 53,54 y 55 del Código de Trabajdo";

Considerando, que por el examen de las conclusiones de la
recurrente, las cuales se encuentran transcritaS en la sen-
tencia impugnada, se advierte, que los alegatos que la -
Cámara a-qua dice haber invocado la recurrente, preceden-
temente indicados, no figuran en dichas conclusiones;
que igualmente en lo que respecta a las publicaciones, que
según la Cámara a-qua admite y consta en los ejemplares del

41 rl.oaieo El Nacional, se trata de un aviso publicado enpe
ourpplimiento del artículo 54 del Código de Trabajo;

Conside rando, que los avisos a que se refiere el citack.
ertículo 54 del Código de Trabajo, están destinados ex-
clusivamente a notificar a los trabajadores Ia reanudación de
jas labores de la empresa en que presta servicios, una vez ha

cesado Ia causa de la suspensión de los contratos, autorizada
por el Departamento de Trabajo; que al apreciar pues la
Cárrldf a-qua que las publicaciones o avisos, que había
depositado la recurrente para probar la justificación del despi-
do de los trabajadores recurridos, como una simulación del
cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del Código de Tra-
bajo, sin que ningún hecho o circunstancias de la causa lo
justifique, evidentemente que ha distorsionado el sentido y
alcance inherentes a tales publicaciones; que en estas
condiciones la Cámara a-qua ha desnaturalizado un hecho
substancial de la causa, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada por desnaturalización de los hechos, sin que
sea necesario ponderar los demás alegatos de los medios
propuestos por la recurrente contra la expresada sentencia;

Considerando, que cua ndo una sentencia es casada por fal-
ta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 9
de marzo de 1981, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; y envía el asunto por ante el Juzgado de
Primera Instancia de Peravia, en sus atribuciones laborales; y
Segundo: Se compensan las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H
G oicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se
nores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.-



442	 BOLETIN TUDICIAL

el abandono; violación de los artículos 68, 69 y 72 del Códiqo
de Trabalo, violación del Reglamento 6127 sobre liquidación de
preavlso, cesantía, etc., y violación de la Ley No. 288, sobre
Bonificación Obliqatoria;

Considerando, que la recurrente alega en el primer medic
de casación, que la Cámara a-qua no ponderó
documentos que había depositado para justificar el despidc
de los recurridos, siguientes: al una copia de la comunicación
del representante Local de Trabajo, del 23 de noviembre de
1979, avisando a los trabajadores la reanudación de las la-
bores; bI los ejemplares del periódico El Nacional, del 30 de
noviembre, 1 y 2 de dicembre de 1979; c) la comunicación del
0 de diciembre de 1979 informando el despido de los recurri-
ros por no haberse reintegrado al trabajo, al cesar la causa
.jue dio origen a la suspensión de los trabajos, por lo que
sentencia impugnada carece de base legal; que además
Jesnaturalizó los hechos y documentos de la causa de consi-
derar que se trataba de una huelga, sin tomar en cuenta
resolución No. 535/79 del 29 de noviembre de 1979, del
Director de Trabajo, por lo cual prorrogó la susperisión de los
contratos de trabajo entre él y los recurridos y atribuir a los ci-
tados avisos publicados en El Nacional que habían sido una
simulación del cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del
Código de Trabajo;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
que la Cámara a-qua expresa que la recurrente en sus
conclusiones solicitá el rechazo de la demanda de los obreros
Luis María o ineda y Compartes, "alegando que después de
una huelga hobían Ilamado a los obreros por los periódicos
para que se reintegraran a su trabajo, pero que éstos no se
reportaron"; así com 1 que "las publicaciones del 30 de no-
viembre de 1979 y 1 y 2 de diciembre de 1979, fueron una
simulación del cumplimiento de las obligaciones de los ar-
tículos 53, 54 y 55 del Código de Trabajdo";

Considerando, que por el examen de las conclusiones de la
recurrente, las cuales se encuentran transcritas en la sen-
tencia impugnada, se advierte, que los alegatos que la •
Cámara a-qua dice haber invocado la recurrente, precede n

-temente indicados, no figuran en dichas conclusiones;
que igualmente en lo que respecta a las publicaciones, que
según la Cámara a-qua admite y consta en los ejemplares del
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n*ódico El Nacional, se trata de un aviso publicado en
Pe
cumplimiento del artículo 54 del Código de Trabajo;

Conside rando, que los avisos a que se refiere el citadr•
artículo 54 del Código de Trabajo, están destinados ex-
aiusivam ente a notificar a los trabajadores la reanudación de
ras labores de la empresa en que presta servicios, una vez ha
cesado la causa de la suspensión de los contratos, autorizada
por el Departamento de Trabajo; que al apreciar pues la
Cámara a-qua que las publicaciones o avisos, que habla
depositado la recurrente para probar la justificación del despi-
do de los trabajadores recurridos, como una simulación del
cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del Código de Tra-
bajo, sin que ningún hecho o circunstancias de la causa lo
justifique, evidentemente que ha distorsionado e! sentido y
alcance inherentes a tales publicaciones; que en estas
condiciones la Cámara a-qua ha desnaturalizado un hecho
substanc ia l de la causa, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada por desnaturalización de los hechos, sin que
sea necesario ponderar los demás alegatos de los medios
propuestos por la recurrente contra la expresada sentencia;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por fal-
ta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 9
de marzo de 1981, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; y envía el asunto por ante el Juzgado de
Primera Instancia de Peravia, en sus atribuciones laborales; y
Segundo: Se compensan las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío 	 Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor Garcfa de Peña.- Hugo H
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi.

Miguel Jacobo, Secretario General.- 	 •
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se

flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0): Miguel Jacobo.-

•
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1 983 No
35

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cn•,
tóbal en fecha 27 de marzo de 1981

Mat eria: Correccional

Recurrente (s): Gustavo Antonio Hernández, la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.

Intervinienta (s): Juan Pascual Báez Calderón y Alba
Salomé Silla de Báez y Manuel E. Guzmán Méndez.

Abogado (s): Del t ro. Dr. Freddy Morales y del segundo Dr.
José Pérez Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 16 de febrero de 1983, años 139' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia públ:ca, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia•

Sobre los recursos de casación interpuesto por Gunavo':
Antonio Hernández. dominicano, mayor de ed3d, solisro,
chofer, residente en esta ciudad, cédula No. 5178, serie 33 y
por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su
domicilio social en la avenida Independencia esq. Dr. Delgado
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 27 de marzo de 1981, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal. cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en-la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Freddy

. orales, cédula No. 15058, serie 27, abogado de los in-
tervinientes Juan Pascual Báez Calderón y Alba Salomé Silla
de Báez, dominicanos , mayores de edad, comerciante el
primero Y empleada privada la segunda, casados, domicilia-
dos en la calle Proyecto No. 17 del ensanche Espaillat de está
ciudad, cédulas Nos. 166158 y 43721, series 3 y 1ra., res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secreta ría de la Corte a-qua, el 2 de abril de 1981, a re-
querimiento del Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2, en representación de los recurrentes, acta en la
que no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente Manuel Emilio Guzmán
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, militar,
domiciliado en esta ciudad, suscrito por su abogado Dr. José
Pérez Gómez, cédula No. 16389, serie 3, suscrito por su
abogado Dr. José Pérez Gómez, cédula No. 15980, serie 12,
depositado en la Secretarla de la Suprema Corte de Justicia
el 8 de enero de 1982;

Visto el escrito de los intervinientes Juan Pascual Báez
Calderón y Alba Salomé de Báez, suscrito por su abogado Dr.
Freddy Morales, cédula No. 15058, serie 27;

Visto el auto dictado en fecha 11 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S. y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los articules 49 y 52 de la Ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor; 1383 del Código Civil; 1
Y 10, reformado de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehlculos de Motor; 1, 37, 62 y 65 de la ley so-
bro Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1983 No.35

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San er;s,
tóbal en fecha 27 de marzo de 1981

Materia: Correccional

Recurrente (s): Gustavo Antonio Hernández, la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.

Interviniente (s): Juan Pascual Báez Calderón y Alba
Salomé Silfa de Báez y Manuel E. Guzmán Méndez.

Abogado (s): Del 1ro. Dr. Freddy Morales y del segundo Or.
José Pérez Gómez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jústicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo
Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 16 de febrero de 1983, años 133' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentenc;a-

Sobre los recursos de casación interpuesto por Cuztavo '
Antonio Hernández, dominicano, mayor de edad, solizro,
chofer, residente en esta ciudad, cédula No. 5178, serie 33 y
por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con su
domicilio social en la avenida Independencia esq. Dr. Delgado
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 27 de marzo de 1981, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en •la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Freddy

cédula No. 15058, serie 27, abogado de los in-
. 'ervinie ntes Juan Pascual Báez Calderón y Alba Salomé Silfa

de- Báez, dominicanos mayores de edad, comerciante el

prime ro y empleada privada la segunda, casados, domicilia-
dos en la calle Proyecto No. 17 del ensanche Espaillat de está
ciudad, cédulas Nos. 166158 y 43721, series 3 y 1ra., res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secreta ría de la Corte a-qua, el 2 de abril de 1981, a re-
querimiento del Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.
28204, serie 2, en representación de los recurrentes, acta en la
que no se propone ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente Manuel Emilio Guzmán
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, militar,
domiciliado en esta ciudad, suscrito por su abogado Dr. José
Pérez Gómez, cédula No. 16389, serie 3, suscrito por su
abogado Dr. José Pérez Gómez, cédula No. 15980, serie 12,
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia
el 8 de enero de 1982;

Visto el escrito de los intervinientes Juan Pascual Báez
Calderón y Alba Salomé de Báez, suscrito por su abogado Dr.
Freddy Morales, cédula No. 15058, serie 27;

Visto el auto dictado en fecha 11 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S. y Abelardo Herrera Piña, Jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos de Motor; 1383 del Código Civil; 1
Y 10, reformado de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor; 1, 37, 62 y 65 de la ley so-
bra Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
docUmentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

3
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con mctivo de un accidente de tránsito ocurrido el 17 de
octubre de 1976, en la carretera Sánchez, tramo Haina-San
Cristóbal, entre los vehículos placa No. 205-419, conducido
por Gustavo Antonio Hernández, su propietario, asegurado
mediante póliza 35395, en la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., el segundo, conducido por Juan Mateo
propiedad de la Cooperativa de Transporte Fredeschof Prog:
Inc., placa No. 200031, asegurado mediante póliza A-33590
en la Seguros Pepín, S. A., y el carro placa privada No.
133. 645 conducido por su propietario Juan Pascual Báez.Cal-
derón, asegurado mediante póliza A-36026, en la Seguros
Pepín, S. A., ocasionándose un triple choque, en el
que resultaron con lesiones corporales varias personas,
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en sus atri-
buciones correccionales, el 16 de mayo de 1979, una sen-
tencia, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado
en casación, cuyo dispositivo dice así: **FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el doctor Luis E. Norberto Rodríduez, a
nombre y representación del prevenido Juan Pascual Báez
Calderón, de la persona civilmente responsable y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por el doctor Freddy
Morales, a nombre y representación de Juan Pascual Báez
Calderón, en su doble calidad de prevenido y parte civil
constituida, por la doctora Francia Díaz de Adames, a nombre
y representación de Gustavo Antonio Hernández, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable y de la
compañía Dominicana de Seguros, C. por A. (SEDOMCA) y
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
San Cristóbal, contra la sentencia dictada por la Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal en fecha 16 de mayo del 1979, cuyo dis-
positivo dice así: Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Gustavo Antonio Hernández, por no ha-
ber comparecido, no obstante estar legalmente citado;
Segundo: Se declara a los nombrados Gustavo Antonio
Hernández y Juan Pascual Báez Calderón, culpables de
violación a los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en
consencuencia, se condena a Cincuenta pesos (RDS50.00) de
multa y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-
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:unsta ncias atenuantes; Tercero: se declara al nombrado
Juan Mateo, de generales que constan, no culpable de los
hechos puestos a su cargo, por no incurrir en ninguna
violación de los preceptos de la Ley No. 241, en
consecue ncia , se descarga de toda responsabilidad penal;
Cuarto : Se declara buena y válida en la forma la constitución
en parte civil incoada por los nombrados Juan Pascual Báez
Calderón y Alba Salomé Silfa de Báez, a través de su aboga-
do el Dr. Freddy Morales, contra los coprevenidos Juan Ma-
leo y Gustavo Antonio Hernández, las personas civilmente
responsable, Cooperativa de Transporte 'Feredechof' y/o Pe-
dro Antonio Alcántara y el prevenido Gustavo Antonio
Hernández con la puesta en causa de las entidades asegura-
dora, Seguros Pepín, S. A., y la Dominicana de Seguros, (SE-

DOMCA) en cuanto al fondo, se rechaza por improcedentes y
mal fundada; Quinto: Se pronuncia el defecto contra la
Pepín, S. A., por incomparecencia; Sexto: Se declara buena
y válida en la forma la constitución en parte civil incoada por
el nombrado Manuel Emilio Guzmán Méndez, a través de su
abogado el doctor José Pérez Gómez, contra los copre-
venidos Juan Pascual Báez Calderón y Gustavo Antonio
Hernández y personas civilmente responsables los mismos
coprevenidos, con la puesta en causa de las entidades
aseguradoras, Dominicana de Seguros, (SEDOMCA), y la
Pepin, S. A., en cuanto al fondo se condena a Gustavo
Antonio Hernández, coprevenido y persona civilmente
responsable al pago de una indemnización de Cuatro mil
pesos IRDS4,000.00) en provecho de la parte civil constituida,
y a Juan Pascual Báez Calderón, al pago de una indem-
nización de Cuatro mil pesos (RD$4,000.00), en provecho
de dicha parte civil constituida por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos a consecuencia del acci-
dente; y al pago de los intereses legales a partir de la
demanda en justicia; Séptimo: Se condena a Juan pascual
Báez Calderón y Gustavo Antonio Hernández, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
doctor José Pérez Gómez, quien afirma avanzarlas en su to-
talidad; Octavo: Se declaran la presente sentencia común y
oponible a la Dominicana de Seguros (SEDOMCA): y la
Pepín, S. A.'; por haberlos intentado en tiempo hábil y de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Gustavo Antonio Hernández,

1
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con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 17 de
octubre de 1976, en la carretera Sánchez, tramo Haina-San
Cristóbal, entre los vehículos placa No. 205-419, conducido
por Gustavo Antonio Hernández, su propietario, asegurado
mediante póliza 35395, en la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., el segundo, conducido por Juan Mateo
propiedad de la Cooperativa de Transporte Fredeschof Prog,
Inc., placa No. 200 . 031, asegurado mediante póliza A-33590
en la Seguros Pepín, S. A., y el .carro placa privada No.
133-645 conducido por su propietario Juan Pascual Báez Cal-
derón, asegurado mediante póliza A-36026, en la Seguros
Pepín, S. A., ocasionándose un triple choque, en el
que resultaron con lesiones corporales varias personas,
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en sus atri-
buciones correccionales, el 16 de mayo de 1979, una sen-
tencia, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el doctor Luis E. Norberto Rodríguez, a
nombre y representación del prevenido Juan Pascual Báez
Calderón, de la persona civilmente responsable y de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por el doctor Freddy
Morales, a nombre y representación de Juan Pascual Báez
Calderón, en su doble calidad de prevenido y parte civil
constituida, por la doctora Francia Díaz de Adames, a nombre
y representación de Gustavo Antonio Hernández, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable y de la 	 '
compañía Dominicana de Seguros, C. por A. (SEDOMCA) y
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
San Cristóbal, contra la sentencia dictada por la Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal en fecha 16 de mayo del 1979, cuyo dis-
positivo dice así: Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Gustavo Antonio Hernández, por no ha-
ber comparecido, no obstante estar legalmente citado;
Segundo: Se declara a los nombrados Gustavo Antonio
Hernández y Juan Pascual Báez Calderón, culpables de '
violación a los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, en
consencuencia, se condena a Cincuenta pesos IRDS50.00) de
multa y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-

-unstancias atenuantes; Tercero: se declara al nombrado
uan Mateo, de generales que constan, no culpable de los

-echos puestos a su cargo, por no incurrir en ninguna
violación de los preceptos de la Ley No. 241, en
consecu encia , se descarga de toda responsabilidad penal;
cuarto: Se declara buena y válida en la forma la constitución
en parte civil incoada por los nombrados Juan Pascual Báez
Calde r ó n y Alba Salomé Silfa de Báez, a través de su aboga-
do el Dr. Freddy Morales, contra los coprevenidos Juan Ma-
teo y Gustavo Antonio Hernández, las personas civilmente
responsab le , Cooperativa de Transporte 'Feredechof' y/o Pe-
dro Antonio Alcántara y el prevenido Gustavo Antonio
Hernánde z con la puesta en causa de las entidades asegura-
dora, Seguros Pepín, S. A., y la Dominicana de Seguros, ISE-
DOMCA) en cuanto al fondo, se rechaza por improcedentes y
mal fundada; Quinto: Se pronuncia el defecto contra la
Pepin, S. A., por incomparecenc i a; Sexto: Se declara buena
y válida en la forma la constitución en parte civil incoada por
el nombrado Manuel Emilio Guzmán Méndez, a través de su
abogado el doctor José Pérez Gómez, contra los copre-
venidos Juan Pascual Báez Calderón y Gustavo Antonio
Hernández y personas civilmente responsables los mismos
coprevenidos, con la puesta en causa de las entidades
aseguradoras, Dominicana de Seguros, ISEDOMCAL y la
Pepín, S. A., en cuanto al fondo se condena a Gustavo

:r
 Antonio Hernández, coprevenido y persona civilmente

responsable al pago de una indemnización de Cuatro mil
pesos (RDS4,000.00) en provecho de la parte civil constituida,
y a Juan Pascual Báez Calderón, al pago de una indem-
nización de Cuatro mil pesos (RDS4,000.00), en provecho
de dicha parte civil constituida por los daños y per,
juicios morales y materiales sufridos a consecuencia del acci-
dente; y al pago de los intereses legales a partir de la
demanda en justicia; Séptimo: Se condena a Juan pascual
Báez Calderón y Gustavo Antonio Hernández, al pago de las
Costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
doctor José Pérez Gómez, quien afirma avanzarlas en su to-
talidad; Octavo: Se declaran la presente sentencia común y
oponible a la Dominicana de Seguros (SEDOMCA): y la
Pepín, S. A.'; por haberlos intentado en tiempo hábil y de
ecuerdo con las formalidades legales; SEGU NDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Gustavo Antonio Hernández,
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por no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber si
do legalmente citado; TERCERO: Declara que el mencionacc;
prevenido Gustavo Antonio Hernández, es culpable del delito
de golpes y heridas involuntariasen perjuicio de Juan Pascua:: :
Báez Calderón y Manuel Emilio González y manuel E
Guzmán, quienes respectivamente, sufrieron lesiones
consistentes en traumatismos diversos y fractura doble
fractur 1/3 distal de cúbito y radio de pierna 'izquierda;
contusiones .diversas y conmoción cerebral y respecto del
último, heridas contusas en codo derecho .conforma.
ción de tejidos fibromatoso, que le producen una lesión
permanente, en consecuencia, condena al mencionado pre-
venido, a pagar una multa de Cincuenta pesos IRDS50.00),
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Declara que el nombrado Juan Pascual Báez Calderón, no es
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios,
puesto a su cargo, en consecuencia se revoca la sentencia
dictada en su contra y lo descarga de responsabilidad
penal y civl; QUINTO: Declara que Juan Mateo, no es
culpable del . delito puesto a. su . cargo, en consecuen-
cia se confirma la sentencia dictada por el Tribunal
de Primer Grado, mediante la cual dicho prevenido fue
descargado de responsabilidad penal; SEXTO: Declara
regular y válida la constitución en parte civil de los señores
Manuel Emilio Guzmán Méndez, Alba Salomé Silfa de Báez,
Juan Pascual Báez Calderón, en consecuencia, condena a la
persona civilmente responsable señor Gustavo Antonio
Hernández, a pagar las siguientes cantidades: a) Cuatro mil.
pesos (RDS4,000.00), a favor de Manuel Emilio Guzmán Félix;
b) Dos mil pesos (RDS2,000.00), en favor de Alba Salomé
Silfa de Báez; c) Un mil pesos (RDS1,000.00), a favor de Juan
Pascual Báez Calderón, por concepto de daños morales y
materiales ocasionados a las mencionadas personas cons-
tituidas en parte civil; d) Un mil cien pesos (RDS1,100.00), a
favor de Juan Pascual Báez Calderón, por concepto de daños
ocasionados al vehículo de su propiedad; SEPTIMO:
Condena a gustavo Antonio Hernández, al pago de las costas
penales y civiles y ordena que las costas civiles sean dis-
traídas en provecho de los abogados doctores Freddy
Morales, en cuanto respecta a la parte civil constituida que
representa en el presente proceso, por haber afirmado los
mencionados abogados, que han avanzado dichas costas eo

o totalida d ; OCTAVO: Declara la presente sentencia, oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA), por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo
oue originó el accidente y ocasionó los daños y perjuicios";

considerando, en cuanto al recurso interpuesto por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., que éste debe
ser declarado nulo, por cuanto ni al momento de su in-
terposición ni posteriormente, fue propuesto medio alguno

de casac i ón , según lo prevée, a pena de nulidad, el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que sólo se

examinará el recurso del prevenido Gustavo Antonio Her-
nández;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua dio por establecido
mediante los elementos de juicio aportados a la instrucción
de la causa lo siguiente: a) que mientras Juan Pascual Báez
Calderón y Gustavo Antonio Hernández conduUn sus
respectivos vehículos, transitando de Oeste a Este por la
Carretera Sánchez y Juan Mateo en dirección contraria, se
produjo una colisión en la que resultaron con lesiones cor-
porales Juan pascual Calderón, Elba Silfa de Báez y Manuel
E. Méndez y con desperfectos los vehículos; b) que dicha
colisión se debió a que Gustavo Antonio Hernández, rebasó a
Juan Pascual Báez Calderón y ocupándole la derecha a Juan
Mateo, que se acercaba, en sentido contrario;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Gustavo Antonio Hernández el delito de
golpes y heridas por imprudencia ocasionados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la
letra d) de dicho texto, con las penas de nueve meses a tres
años de prisión y multa de doscientos a setecientos pesos si
los golpes o heridas ocasionaren a la víctima una lesión
permanente, como ocurrió en la especie; que al condenar a
Gustavo Antonio Hernández a pagar cincuenta pesos de
multa, acogiendo circunstancias atenuantes, después de
declararlo culpable, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho de Gustavo Antonio Hernández, había
Causado a las personas constituidas en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales, que evaluó en las cantidades
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por no haber comparecido a la audiencia a pesar de haber si-
do legalmente citado; TERCERO: Declara que el mencionado
prevenido Gustavo Antonio Hernández, es culpable del delito
de golpes y heridas involuntariasen perjuicio de Juan Pascual
Báez Calderón y Manuel Emilio González y manuel E.
Guzmán, quienes respectiva mente, sufrieron lesiones
consistentes en traumatismos diversos y fractura doble
fractur 1/3 distal de cúbito y radio de pierna - izquierda;
contusiones_diversas y conmoción cerebral y respecto del
último, heridas contusas en codo derecho conforma.
ción de tejidos fibromatoso, que le producen una lesión
permanente, en consecuencia, condena al mencionado pre.
venido, a pagar una multa de Cincuenta pesos (RDS50.00),
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Declara que el nombrado Juan Pascual Báez Calderón, no es
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios,
puesto a su cargo, en consecuencia se revoca la sentencia
dictada en su contra y lo descarga de responsabilidad
penal y civl; QUINTO: Declara que Juan Mateo, no es
culpable del delito puesto a. su _cargo, en consecuefi-
cia se confirma la sentencia dictada por el Tribunal
de Primer Grado, mediante la cual dicho prevenido fue
descargado de responsabilidad penal; SEXTO: Declara
regular y válida la constitución en parte civil de los señores
Manuel Emilio Guzmán Méndez, Alba Salomé Silfa de Báez,
Juan Pascual Báez Calderón, en consecuencia, condena a la
persona civilmente responsable señor Gustavo Antonio
Hernández, a pagar las siguientes cantidades: a) Cuatro mil.
pesos (RDS4,000.00), a favor de Manuel Emilio Guzmán Félix;
b) Dos mil pesos (RDS2,000.00), en favor de Alba Salomé
Silfa de Báez; c) Un mil pesos (RDS1,000.00), a favor de Juan
Pascual Báez Calderón, por concepto de daños morales y
materiales ocasionados a las mencionadas personas cons-
tituidas en parte civil; d) Un mil cien pesos (RDS1,100.00), a
favor de Juan Pascual Báez Calderón, por concepto de daños
ocasionados al vehículo de su propiedad; SEPTIMO:
Condena a gustavo Antonio Hernández, al pago de las costas
penales y civiles y ordena que las costas civiles sean dis-'
traídas en provecho de los abogados doctores Freddy
Morales, en cuanto respecta a la parte civil constituida que
representa en el presente proceso, por haber afirmado los
mencionados abogados, que han avanzado dichas costas en

su totalida d ; OCTAVO: Declara la presente sentencia, oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(sEDOM CA), por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo
que originó el accidente y ocasionó los daños y perjuicios";

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., que éste debe
ser declarado nulo, por cuanto ni al momento de su in-
terposic ión ni posteriormente, fue propuesto medio alguno

de casac i ón, según lo prevée, a pena de nulidad, el artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que sólo se

exami nará el recurso del prevenido Gustavo Antonio Her-
nández;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua dio por establecido
mediante los elementos de juicio aportados a la instrucción
de la causa lo siguiente: a) que mientras Juan Pascual Báez
Calderón y Gustavo Antonio Hernández conduc:an sus
respectivos vehículos, transitando de Oeste a Este par la
Carretera Sánchez y Juan Mateo en dirección contraria, se
produjo una colisión en la que resultaron con lesiones cor-
porales Juan pascual Calderón, Elba Silfa de Báez y Manuel
E. Méndez y con desperfectos los vehículos; b) que dicha
colisión se debió a que Gustavo Antonio Hernández, rebasó a
Juan Pascual Báez Calderón y ocupándole la derecha a Juan
Mateo, que se acercaba, en sentido contrario;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Gustavo Antonio Hernández el delito de
golpes y heridas por imprudencia ocasionados con la con-
ducción de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, sancionado en la
letra d) de dicho texto, con las penas de nueve meses a tres
años de prisión y multa de doscientos a setecientos pesos si
los golpes o heridas ocasionaren a la víctima una lesión
permanente, como ocurrió en la especie; que al condenar a
Gustavo Antonio Hernández a pagar cincuenta pesos de
multa, acogiendo circunstancias atenuantes, después de
declararlo culpable, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho de Gustavo Antonio Hernández, habla
causado a las personas constituidas en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales, que evaluó en las cantidades
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que constan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que
al condenar a Gustavo Antonio Hernández al pago de las
mismas, en provecho de las personas constituidas en parre
civil, a título de indemnización y al hacerlas oponibles a la
entidad aseguradora, la - Corte a - que hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y del 1 y 10
reforzado, de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido no
contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, primero: Admite como intervinientes a
Juan Pascual Calderón, a Alba Salomé Silfa de Báez y a
Manuel A. Guzmán Méndez, en los recursos de casación
interpuestos por Gustavo Antonio Hernández, y por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales el 27 de
marzo de 1981, por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de casación
interpuesto por la Compañía Dominicana de Segfiros,
C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación interpues-
to por el prevenido Gustavo Antonio Hernández y lo condena
al pago de las costas penales y civiles y distrae las últimas en
provecho de los doctores Freddy Morales y José Pérez
Gómez, abogados de los intervinientes, que afirman haberlas
avanzado en su totalidad y en su mayor parte, res-
pectivamente, y las hace oponibles a la Compañía de
Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis Víctor García
de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo Puello Renville.-
Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo.

sENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1983 No. 38

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de tierras, da

fecha 14 de mayo de 1980.

Materi a: Tierras.

Recurren te (s): Augusto Betancourt.

Abogado	 (s):	 Lic.	 Manfredo	 A.	 Moore	 R.

Recurrido (s): Leona Pérez Vda. Uribe y Compartes.

Aboga do (s): Dr. Leovirgildo Pujols Sánchez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael

Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Augusto Be-
tancourt, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
cédula No. 167, serie 27, domiciliado en la casa No 4 de la

calle Jesús Silverio, de la ciudad de Hato Mayor, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 14 de
mayo de 1980, en relación con la Parcela No. 49 del Distrito
Catastral No. 2 del Municipio de Hato Mayor, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus concluSiones, al Lic. Manfredo A.

Moore R., cédula No. 899, serie 47, abogado del recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Leovigildo
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que constan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que
al condenar a Gustavo Antonio Hernández al pago de las
mismas, en provecho de las personas constituidas 	 parte
civil, a título de indemnización y al hacerlas oponibles a la
entidad aseguradora, la -Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 del Código Civil y del 1 y 10
reforzado, de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido no
contiene vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, primero: Admite como intervinientes a
Juan Pascual Calderón, a Alba Salomé Silfa de Báez y a
Manuel A. Guzmán Méndez, en los recursos de casación
interpuestos por Gustavo Antonio Hernández, y por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales el 27 de
marzo de 1981, por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de casación
interpuesto por la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación interpues-
to por el prevenido Gustavo Antonio Hernández y lo condena
al pago de las costas penales y civiles y distrae las últimas en
provecho de los doctores Freddy Morales y José Pérez
Gómez, abogados de los intervinientes, que afirman haberlas
avanzado en su totalidad y en su mayor parte, 	 res-
pectivamente, y las hace oponibles a la Compañía de
Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis Víctor García
de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo Puello Renville.-
Abelardo Herrera Piña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DE 1983 No. 38

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de tierras, de

fecha 14 de mayo de 1980.

Materia: Tierras.

Recurre nte (s): Augusto Betancourt.

Abogado	 (s):	 Lic.	 Manfredo A.	 Moore	 R.

Recurrid o (s): Leona Pérez Vda. Uribe y Compartes.

Abogad o (s): Dr. Leovirgildo Pujols Sánchez.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Augusto Be-
tancourt, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
cédula No. 167, serie 27, domiciliado en la casa No. 4 de la
calle Jesús Silverio, de la ciudad de Hato Mayor, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 14 de
mayo de 1980, en relación con la Parcela No. 49 del Distrito
Catastral No. 2 del Municipio de Hato Mayor, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus concluliones, al Lic. Manfredo A.

Moore R., cédula No. 899, serie 47, abogado del recurrente;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Leovigildo
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Pujols Sánchez, cédula No, 256, serie 13, por si y en
representación del Dr. Osiris D'Oleo, cédula No. 5152
serie 14, abogados de los recurridos que son: Leona Pérez
Vda. Uribe, Joaquín Uribe Pérez, María Uribe Férez, A l-
tagracia Betancourt. Uribe, Lino Uribe, Rosa Montero Uribe
Marcelino Montero Uribe, Mercedes Montero Uribe, Gladys
Montero Uribe, Lui Herminia Montero Uribe, Enrique
Montero Uribe y Leonardo Montero Uribe, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la ciudad de Hato Mayor;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 4 de junio de 1980,
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se propone
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del 27 de junio del 1980,
suscrito por los abogados de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artículos 8,
letra j) de la Constitución de la República, y 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de un recurso en revisión por fraude el Tribunal
Superior de Tierras dictó el 14 de mayo de 1980 una sentencia.
con el siguiente dispositivo: "U NICO: Se rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la instancia en revisión por causa
de fraude sometida en fecha 10 de abril del año 1978, por el
Lic. Manfredo A. Moore R., a nombre y representación del
señor Augusto Betancourt, en relación con el saneamiento de

Parcela No. 49 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de

dio de casación: violación del derecho de defensa, al no

Mayor";t4,3to
Conside rando, que el recurrente propone el siguiente me-

tomarse en consideración las conclusiones principales del
recurrente, y omitirse en el fallo impugnado la transcripción
de dichas conclusiones; Violación, además, de los artículos
137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando, que el recurrente alega en su único medio
de casació n , en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal Superior
de Tierras rechazó el recurso en revisión por causa de fraude
interpuesto por él, basándose en que la sentencia objeto de
dicho recurso no se refería al fallo definitivo dictado en el
saneamiento, sino a una sentencia dictada posteriormente a
dicho procedimiento; que si bien es cierto que en la instancia
introductiva del recurso, y luego en audiencia, se señaló que
la sentencia impugnada por dicho recurso era de fecha 27 de
septiembre del 1951, en su escrito dirigido al Tribunal
Superior de Tierras el 14 de mayo de 1979 él pidió la anulación
de la sentencia dictada por dicho Tribunal el 25 de marzo del
1936, rectificándose así el error en que se había incurrido al se-,
Balarse la sentencia del 27 de septiembre de 1951 como la que
había sido impugnada en revisión por fraude; que, por otra
parte, agrega el recurrente, en la sentencia ahora impugnada
en casación no figuran esas conclusiones contenidas en el re-
ferido escrito por lo que en dicho fallo se lesionó su derecho
de defensa;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
del expediente revelan que, en efecto, el Tribunal superior de
Tierras al dictar su sentencia no examinó las referidas con-
clusiones del recurrente, según constan en su escrito del 14
de mayo del 1979, mediante las cuales se rectificó el error en
que se había incurrido al señalar la fecha de la sentencia que
había sido objeto del recurso en revisión por fraude, las
cuales, tal como lo alega el recurrente, no se hicieron figurar
en el cuerpo del fallo ahora impugnado; que en tales con-
diciones el derecho de defensa del recurrente ha sido violado,
Y, en consecuencia, la sentencia debe ser casada;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando en la sentencia impugnada se han
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Pujols Sánchez, cédula No, 256, serie 13, por si y en
representación del Dr. Osiris D'Oleo, cédula No. 5152
serie 14, abogados de los recurridos que son: Leona Pérez
Vda. Uribe, Joaquín Uribe Pérez, María Uribe Pérez,
tagracia Betancourt. Uribe, Lino Uribe, Rosa Montero Uribe
Marcelino Montero Uribe, Mercedes Montero Uribe, Gladys
Montero Uribe, Lui Herminia Montero Uribe, Enrique
Montero Uribe y Leonardo Montero Uribe, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la ciudad de Hato Mayor;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 4 de junio de 1980,
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se propone
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del 27 de junio del 1980,
suscrito por los abogados de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.'
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, y Abelardo Herrera Piña, jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial que se indican más adelante, y los artículos 8,
letra j) de la Constitución de la República, y 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que con
motivo de un recurso en revisión por fraude el Tribunal
Superior de Tierras dictó el 14 de mayo de 1980 una sentencia•
con el siguiente dispositivo: "UNICO: Se rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la instancia en revisión por causa
de fraude sometida en fecha 10 de abril del año 1978, por el
Lic. Manfredo A. Moore R., a nombre y representación del
señor Augusto Betancourt, en relación con el saneamiento de

parcela No. 49 del Distrito Catastral No. 2 del municipio de

Hato Mayor";
Conside rando, que el recurrente propone el siguiente me-

dio de casación: violación del derecho de defensa, al no
tomarse en consideración las conclusiones principales del
recurrente, y omitirse en el fallo impugnado la transcripción
de dichas conclusiones; Violación, además, de los artículos
137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando, que el recurrente alega en su único medio
de casació n , en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal Superior
de Tierras rechazó el recurso en revisión por causa de fraude
interpuesto por él, basándose en que la sentencia objeto de
dicho recurso no se refería al fallo definitivo dictado en el
saneamiento, sino a una sentencia dictada posteriormente a
dicho procedimiento; que si bien es cierto que en la instancia
introductiva del recurso, y luego en audiencia, se señaló que
la sentencia impugnada por dicho recurso era de fecha 27 de
septiembre del 1951, en su escrito dirigido al Tribunal
Superior de Tierras el 14 de mayo de 1979 él pidió la anulación
de la sentencia dictada por dicho Tribunal el 25 de marzo del
1936, rectificándose así el error en que se había i ncurrido al se-•
ñalarse la sentencia del 27 de septiembre de 1951 como la que
había sido impugnada en revisión por fraude; que, por otra
parte, agrega el recurrente, en la sentencia ahora impugnada
en casación no figuran esas conclusiones contenidas en el re-
ferido escrito por lo que en dicho fallo se lesionó su derecho
de defensa;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
del expediente revelan que, en efecto, el Tribunal superior de
Tierras al dictar su sentencia no examinó las referidas con-
clusiones del recurrente, según constan en su escrito del 14
de mayo del 1979, mediante las cuales se rectificó el error en
que se habla incurrido al señalar la fecha de la sentencia que
había sido objeto del recurso en revisión por fraude, las
cuales, tal como lo alega el recurrente, no se hicieron figurar
en el cuerpo del fallo ahora impugnado; que en tales con-
diciones el derecho de defensa del recurrente ha sido violado,
y, en consecuencia, la sentencia debe ser casada;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando en la sentencia impugnada se han
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sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras del 17
de noviemb re de 1980.

Materia : Tierras.

Recurrente (s): Francisco Perera Núñez.

Aboga do (s): Dr. Juan E. Ariza Mendoza.

Recurrido (s): Metalúrgica Perera, C. por A.

Abogado	 Dr. Mario Carbuccia Ramírez.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
fia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francisco
Perera Núñez, dominicarro, mayor de edad, casado, colono
azucarero, domiciliado en la ciudad de San Pedro de Macorís,
cédula No. 18049, serie 23, contra la sentencia dictada por el
Tribunal Superior de Tierras el 17 de noviembre del 1980, en
relación con las parcelas Nos. 100,. 101, 102, 108, 112, 117,
118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133, 135, 136,
137, 144 y 148 del Distrito Catastral No. 33/2da. parte, del
municipio de El Seibo, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

violado reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de
los jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras el 14 de mayo de 1980, en
relación con la Parcela No. 49 del Distrito Catastral No. 2 del
municipio de Hato Mayor, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante el
mismo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Compensa las
costas entre las panes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo F., secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo F.-
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violado reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de
los jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras el 14 de mayo de 1980, en
relación con la Parcela No. 49 del Distrito Catastral No. 2 del
municipio de Hato Mayor, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante el-
mismo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Compensa las
costas entre las partes.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Hugo H. Goicochea S.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo F., secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo F.-

•

SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1982 NO.

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras del 17
de noviembre de 1980.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Francisco Perera Núñez.

Aboga do (s): Dr. Juan E. Ariza Mendoza.

Recurrido (s): Metalúrgica Perera, C. por A.

Abogado (s): Dr. Mario Carbuccia Ramírez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francisco
Perera Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, colono
azucarero, domiciliado en la ciudad de San Pedro de Macorís,
cédula No. 18049, serie 23, contra la sentencia dictada por el
Tribunal Superior de Tierras el 17 de noviembre del 1980, en
relación con las parcelas Nos. 100, 101, 102, 108, 112, 117,
118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133, 135, 136,
137, 144 y 148 del Distrito Catastral No..33/2da. parte, del
municipio de El Seibo, cuyo dispositivo se copia más
adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, abogado, del
recurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 12 de
diciembre de 1980, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de la recurrida, Metalúrgica Perera
C. por A., del 23 de diciembre de 1980, suscrito por su aboga:
do, el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, cédula 23012, serie 23:

Visto el auto dictado en fecha 15 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en	 su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis sobre terreno registrado, el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 20 de diciembre de
1977 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Que debe rechazar y rechaza, por improcedente, las con-
clusiones formuladas por los doctores Pericles Antonio
Andújar y Víctor Livio Cedeño, a nombre del señor Francisco
Perera Núñez. Segundo: Que debe acoger y rechazar, en
Parte, las conclusiones contenidas en la Instancia de fecha 5
de diciembre de 1975, suscrita por el Dr. Mario Carbuccia
Ramírez, a nombre de la Metalúrgica perera, C. por
Tercel o: Que debe sobreseer y sobresee, la referida Instancia
hasta tanto la Metalúrgica Perera C. por A., deposite el
documento de transferencia correspondiente"; b) que sobre
el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
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en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
vs; acoge, en cuanto a la forma y se rechaza, en cuanto al
fondo, la apelación interpuesta en fecha 9 de enero de 1978,
por el Dr. Víctor Livio Cedeño, a nombre y en representación
del señor Francisco Perera Núñez, contra la Decis ión No. 1
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 20 de diciembre de 1977, en relación con las Parcelas
Nos. 100, 101 y otras, del D. C. No. 33/2da. parte, del
municip io de El Seibo.- SEGUNDO: Se acoge, la apelación
interpuesta en fechas 18 y 19 de enero de 1978, por el Dr.
Mario Carbuccia Ramírez, a nombre y en representación de la
Metalúrgica perera, C. por A., contra la mencionada Decisión
No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Origina l en fecha 20 de diciembre de 1977.- TERCERO: Se
confirman, los ordinales Primero y Segundo y se revoca, el
ordinal Tercero de la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 20 de dicembre de
1977, en relación con las Parcelas Nos. 100, 101, 102, 108,

' 112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133,
135, 136, 137, 144 y 148 del Distrito Catastral No. 33/2da.
parte, del municipio de El Seibo, cuyo dispositivo en Ic
adelante regirá así: PRIMERO: Se rechazan, por im
procedentes, las conclusiones formuladas por los Dres.
Pericles Antonio Andújar y Víctor Cedeño, a nombre del se-
ñor Francisco Perera Núñez.- SEGUNDO: Se acogen y
rechazan en parte, las conclusiones contenidas en la instancia
de fecha 5 de diciembre de 1975, suscrita por el Dr. Mario
Carbuccia Ramírez, a nombre de la Metalúrgica Perera,
C. por A.- TERCERO: Se declara, que la Metalúrgica Perera,
C. por A., es propietaria de los derechos registrados a nombre
del señor Francisco Perera Núñez, dentro de las parcelas Nos.
100, 101, 102, 108, 112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127,
129, 131, 132, 133, 135, 136, 137, 144 y 148 del D. C. No.
33/2da. parte, del municipio de El Seibo, por haber actuado
éste como mandatario de la primera, haciéndose constar que
el señor Francisco Perera Núñez retendrá una porción de 800
tareas en el ámbito que comprende la Colonia Serrezuela,
dentro del área de las precitadas parcelas, previa localización
Per los medios técnicos establecidos en la Ley.- CUARTO:
Se ordena, al Registrador de Títulos del Departamento de El
Seibó, la cancelación de los Certificados de Títulos o las
canas constancias expedidas a nombre del señor Francisco
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Oído al Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, abogado, del
recurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 12 de
diciembre de 1980, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de la recurrida, Metalúrgica Perera,
C. por A., del 23 de diciembre de 1980, suscrito por su aboga-
do, el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, cédula 23012, serie 23;

Visto el auto dictado en fecha 15 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis sobre terreno registrado, el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 20 de diciembre de
1977 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Que debe rechazar y rechaza, por improcedente, las con-
clusiones formuladas por los doctores Pericles Antonio
Andújar y Víctor Livio Cedeño, a nombre del señor Francisco
Perera Núñez. Segundo: Que debe acoger y rechazar, en
Parte, las conclusiones contenidas en la Instancia de fecha 5
de diciembre de 1975, suscrita por el Dr. Mario Carbuccia
Ramírez, a nombre de la Metalúrgica perera, C. por A.-
Tercelo: Que debe sobreseer y sobresee, la referida Instancia
hasta tanto la Metalúrgica Perera C. por A., deposite el
documento de transferencia correspondiente"; b) que sobre
el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada

BOLETIN JUDICIAL
	

457

v casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se acoge, en cuanto a la forma y se rechaza, en cuanto al

dla apelación interpuesta en fecha 9 de enero de 1978,

fpoeonlrscoe.
	

Francisco Perera Núñez, contra la Decis ión No. 1i ñor
Dr. Víctor Livio Cedeño, a nombre y en representación

del 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 20 de diciembre de 1977, en relación con las Parcelas
Nos. 100, 101 y otras, del D. C. No. 33/2da. parte, del
municip io de El Seibo.- SEGUNDO: Se acoge, la apelación
.interpuesta en fechas 18 y 19 de enero de 1978, por el Dr.
Mario Carbuccia Ramírez, a nombre y en representación de la
Metalúrg ic a perera, C. por A., contra la mencionada Decisión
No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en fecha 20 de diciembre de 1977.- TERCERO: Se
confirman, los ordinales Primero y Segundo y se revoca, el
ordinal Tercero de la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 20 de dicembre de
1977, en relación con las Parcelas Nos. 100, 101, 102, 108,
112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133,
135, 136, 137, 144 y 148 del Distrito Catastral No. 33/2da.
parte, del municipio de El Seibo, cuyo dispositivo en lc
adelante	 regirá así: PRIMERO: Se rechazan, por im
procedentes, las conclusiones formuladas por los Dres.
lericles Antonio Andújar y Víctor Cedeño, a nombre del se-
ñor Francisco Perera Núñez.- SEGUNDO: Se acogen y
rechazan en parte, las conclusiones contenidas en la instancia
de fecha 5 de diciembre de 1975, suscrita por el Dr. Mario
Carbuccia	 Ramírez, a nombre de la Metalúrgica Perera,
C. por A.- TERCERO: Se declara, que la Metalúrgica Perera,
C. por A., es propietaria de los derechos registrados a nombre
del señor Francisco Perera Núñez, dentro de las parcelas Nos.
100, 101, 102, 108, 112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127,
129, 131, 132, 133, 135, 136, 137, 144 y 148 del D. C. No.
33/2da. parte, del municipio de El Seibo, por haber actuado
éste como mandatario de la primera, haciéndose constar que
el señor Francisco Perera Núñez retendrá una porción de 800
tareas en el ámbito que comprende la Colonia Serrezuela,
dentro del área de las precitadas parcelas, previa localización
Por los medios técnicos establecidos en la Ley.- CUARTO:
Se ordena, al Registrador de Títulos del Departamento de El
Seibol la cancelación de los Certificados de Títulos o las
canas constancias expedidas a nombre del señor Francisco
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Perera Núñez, relativos a las Parcelas Nos. 100, 101, 102, 108 t.
112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133'
135, 136, 137, 144 y 148 dei Distrito Catastral No. 33,2da,
parte, del municipio de El Seibo, y expedir nuevos Cer-
tificados de Títulos o canas constancias, que amparen los
mencionados derechos en dichas parcelas, en favor de se
legítimo propietario la Metalúrgica Perera, C. por
haciéndose constar que el señor Francisco Perera Núñez se
reconoce como propietario de una porción de 800 tareas en el
ámbito de la Colonia "Serrezuela", ubicada dentro de las ci-
tadas parcelas, la cual se localizará de conformidad con las
prescripciones establecidas en la Ley;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer medio: Violación
de las reglas que gobiernan la autoridad de la cosa juzgada.
Violación de los artículos 1350, 1351 y 1352 del Código civil;
segundo Medio: Violación del artículo 189 de la Ley de
Registro de Tierras. Admisión de documentos bajo firma pri-
vada no legalizados por Notario, sin las cédulas de todas las
partes, contrariados y rechazados por una de las partes.
Tercer Medio: violación del artículo 1134 del Código Civil.
desnaturalización de las obligaciones asumidas por las panes

en las convenciones. Cuarto Medio: Falta de base legal.
Falta de motivos. Violación de la regla que señala que toda
sentencia se basta a sí misma, sin recurrir a documentos
extraños, y Quinto Medio: Desnaturalización de los
elementos de la causa;

Considerando, que en el primer medio de su memorial el

recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Metalúrgica
Perera solicitó en las dos Instancias sometidas al Tribunal
Superior de Tierras la transferencia en favor de dicha Compa-
ñía de un púmero de Parcelas, o parte de ellas, que figuraban
a nombre de Francisco Perera Núñez, y que se alegaba que

no eran de la propiedad de éste, ya que habían sido com-

pradas con dinero de la Metalúrgica Perera, C. por A., lo que
podían haber establecido los Jueces mediante la presen-
tación de los cheques que demostrasen ese desembolso,
desembolso que, en realidad, nunca hicieron; que, ambas
demandas tenían identidad de objeto y las panes eran las!
mismas, y en las dos se alegaba que Francisco Perera Núñez
había comprado esos inmuebles con dinero de la Metalúrgica
Perera, C. por A., pero;

e
Conside rando, que en la sentencia impugnada se expresa

a l
 

respecto lo siguiente: que por la decisión del Tribunal
Superior de Tierras de Jurisdicción Original del 15 de mayo
del 1967, confirmada por la del Tribunal Superior del 24 de no-
viembre del mismo año, se rechazó la transferencia solicitada
per Juan Perera Núñez en favor de la Metalúrgica Perera,
C, por A., de porciones de terreno en las Parcelas objeto de la

que ese rechazamiento se fundó en que el acto del 14 de
abri l de 1964, sometido en apoyo de la instancia, documento
en el que consta que esos bienes pertenecían a la Me-
talúrgica, en el cual no fue instrumentado con los requisitos
exigidos por la Ley de Registro de tierras, por lo que no podía
reputa rse como venta pura y simple, señalándose en la
mencionada sentencia del Tribunal Superior, que dicho
documento podía luego, ser regularizado; que en aquella
ocasión no se aiscutió el derecho de propiedad de las par-
celas en discusión, sino que sólo se procedió a examinar la
forma del acto de transferencia;

Considerando, que el estudio del expediente revela que el
recurrente, Perera Núñez no cumplió con su obligación de
traspasar los referidos inmuebles en favor de la Metalúrgica
Perera, C. por A., como fue estipulado en el documento del
14 de abril de 1964, mencionado, por lo que dicha Compañía
pudo, como lo hizo, dirigir una instancia al Tribunal Superior
de Tierras en solicitud de que se ordenara el registro de esos
inmuebles en su favor, ya que de acuerdo con el documento
antes mencionado, el recurrente Perera Núñez había ad-
quirido los mismos en favor de la referida Compañía, la que,
según consta también en dicho acto, había aportado los
fondos para cubrir el pi ocio de la venta; que ello no deja
dudas de que el recurrente actuó en ese acto como persona
interpuesta para adquirir esas parcelas; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada no se ha violado la
autoridad de la cosa juzgada, y, en consecuencia, el primer

desestimado.
Considerando,

orecurso carece de fundamento y debe ser

Considerando, que en los medios segundo y tercero, de su
memorial, los cuales se reunen por su íntima relación, elrecurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal a-
que aceptó como válido un documento bajo firma privada
suouestamente redactado el 13 de octubre de 1975, en el cual
aparecen el recurrente, y Santiago Perera Núñez, este último



458	 BOLETIN JUDICIAL

Perera Núñez, relativos a las Parcelas Nos. 100, 101, 102, 10e
112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 131, 132, 133..
135, 136, 137, 144 y 148 del Distrito Catastral No. 33,2da

parte, del municipio de El Seibo, y expedir nuevos Cer.
tifi cados de Títulos o cartas constancias, que amparen los
mencionados derechos en dichas parcelas, en favor de su
legítimo propietario la Metalúrgica Perera, C. por A •
haciéndose constar que el señor Francisco Perera Núñez se jj;
reconoce como propietario de una porción de 800 tareas en el
ámbito de la Colonia "Serrezuela", ubicada dentro de las ci-
tadas parcelas, la cual se localizará de conformidad con las
orescripciones establecidas en la Ley;

Considerando, que el recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer medio: Violación
de las reglas que gobiernan la autoridad de la cosa juzgada.
Violación de los artículos 1350, 1351 y 1352 del Código civil;
segundo Medio: Violación del artículo 189 de la Ley de
Registro de Tierras. Admisión de documentos bajo firma pri-
vada no legalizados por Notario, sin las cédulas de todas las
panes, contrariados y rechazados por una de las partes.
Tercer Medio: violación del artículo 1134 del Código Civil
desnaturalización de las obligaciones asumidas por las partes
en las convenciones. Cuarto Medio: Falta de base legal.
Falta de motivos. Violación de la regla que señala que toda
sentencia se basta a sí misma, sin recurrir a documentos
extraños, y Quinto Medio: Desnaturalización de los
elementos de la causa;

Considerando, que en el primer medio de su memorial el
recurrente alega, en síntesis; lo siguiente: que la Metalúrgica
Perera solicitó en las dos Instancias sometidas al Tribunal
Superior de Tierras la transferencia en favor de dicha Compa-
ñía de un púmero de Parcelas, o parte de ellas, que figuraban
a nombre de Francisco Perera Núñez, y que se alegaba que
no eran de la propiedad de éste, ya que habían sido com-
pradas con dinero de la Metalúrgica Perera, C. por A., lo que
podían haber establecido los Jueces mediante la presen-
tación de los cheques que demost:asen ese desembolso,
desembolso que, en realidad, nunca hicieron; que, ambas
demandas tenían identidad de objeto y las partes eran las
mismas, y en las dos se alegaba que Francisco Perera Núñez
había comprado esos inmuebles con dinero de la Metalúrgica
Perera, C. por A., pero;
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Conside rando , que en la sentencia impugnada se expresa
a l respecto lo siguiente: que por la decisión del Tribunal
Superior de Tierras de Jurisdicción Original del 15 de mavo
del 1967, confirmada por la del Tribunal Superior del 24 de no-
viembre del mismo año, se rechazó la transferencia solicitada
por Juan Perera Núñez en favor de la Metalúrgica Perera,
C, por A., de porciones de terreno en las Parcelas objeto de la
ajis; que ese rechazamiento se fundó en que el acto del 14 de
abril

	

1964, sometido en apoyo de la instancia, documento

teaner 
d el que consta que esos bienes pertenecían a la Me-
ica, en el cual no fue instrumentado con los requisitos
e

lúg
exigidos por la Ley de Registro de tierras, por lo que no podía
reputarse como venta pura y simple, señalándose en la
mencionada sentencia del 	 Tribunal Superior, que dicho
documento podía luego, ser regularizado; que en aquella
ocasión no se aiscutió el derecho de propiedad de las par-
celas en discusión, sino que sólo se procedió a examinar la
forma del acto de transferencia;

Considerando, que el estudio del expediente revela que el
recurrente, Perera Núñez no cumplió con su obligación de
traspasar los referidos inmuebles en favor de la Metalúrgica
Perera, C. por A., como fue estipulado en el documento del
14 de abril de 1964, mencionado, por lo que dicha Compañía
pudo, como lo hizo, dirigir una instancia al Tribunal Superior
de Tierras en solicitud de que se ordenara el registro de esos
inmuebles en su favor, ya que de acuerdo con el documento
antes mencionado, el recurrente Perera Núñez habla ad-
quirido los mismos en favor de la referida Compañía, la que,
según consta también en dicho acto, habla aportado los
fondos para cubrir el 	 de la venta; que ello no deja
dudas de que el recurrente actuó en ese acto como persona
interpuesta para adquirir esas parcelas; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada no se ha violado la
autoridad de la cosa juzgada, y, en consecuencia, el primer
medio del recurso carece	 de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que en los medios segundo y tercero, de su
memorial, los cuales se reunen por su íntima relación, el
recu rrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el Tribunal a-
qua aceptó como válido un documento bajo firma privada
supuestamente redactado el 13 de octubre de 1975, en el cual
apa recen el recurrente, y Santiago Perera Núñez, este último
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en representanción de la Metalúrgica Perera, C. por A
compartes suscribientes de un convenio; que este acto, bajo.1
firma privada, no fue redactado conforme las disposiciones
de los artículos 1325 del Código Civil y 189 de la Ley da
Registro de Tierras; que dicho documento sirvió de base para	 1
que el Tribunal Superior de Tierras, en violación de la cosa
juzgada, le adjudicara al recurrente 800 tareas dentro de una
parcela donde la Compañía no reclamaba derecho alguno;
que en ese documento figura Francisco Perera Núñez prome-
tiendo transferir inmuebles siempre que se cumplieran en su
favor determinadas condiciones; que ese acto fue suscrito
Por él balo coacciones y amenazas de muerte; que
después de la reunión con las personas que estaban
presentes en el momento de la redacción de ese acto, él, el
recurrente, presentó una querella al Fiscal de San Pedro de
Macorís contra Santiago, Pedro, Vidal y Danilo Perera Núñez,
y contra Danilo y Cesáreo Perera Acta por el hecho de que
estas personas usaron amenazas para obligarlo a firmar el re-
ferido documento; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnadas
pone de manifiesto que el Tribunal a-quo no se basó en ese
documento para ordenar el registro de propiedad de esas
parcelas en favor de la Metalúrgica perera, C. por A., sino en
el acto bajo firma privada del 14 de abril de 1964, legalizadas
las firmas por el Notario Dr. Luis Nina Mota, en el cual
Francisco Perera Núñez reconoce haber adquirido a nombre
de la Metalúrgica Perera, C. por A. los inmuebles ahora en
discusión; que el documento a que se refiere el recurrente fue
señalado, junto con otros, por el Tribunal a-quo en la sen-
tencia impugnada, como corroborativo del referido
documento del 14 de abril de 1964, ya que en él Francisco
Perera Núñez declara, también, que adquirió esos terrenos a
nombre de la Metalúrgica Perera, C. por A.; que, por otra
parte, el Tribunal a-qua estimó como cuestión de hecho de
su soberana apreciación, que el actual recurrente no probó la
coacción alegada, lo que escapa al control de la casación;

Considerando, en cuanto al alegato de este medio, relativo
a la adjudicación que el Tribunal a-quo hizo en provecho del
recurrente de 800 tareas, en virtud del mencionado
documento, impugnado por él; que el recurrente carece de
interés en impugnar esta adjudicación hecha en su favor, por
cuanto ello le favorece y la parte contraria no ha atacado en

ese aspecto la sentenica impugnada; y en relación con las
obligac iones personales contraídas en su favor en el referido
documento, él puede, si le interesa, reclamar esos derechos

cuando lo juzgue conveniente por ante la jurisdicción compe-
tente; que, por tanto, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en el cuarto medio de su memorial, el
recurrente alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada
no se estableció la prueba en que se basó el Tribunal para
declara r que en el caso se trataba de un mandato, si éste era
verbal, si era escrito, si era asalariado, o si se trataba de una
presunción; que tampoco se estableció en el fallo impugnado
qué suerte corrieron las mejoras, si eran mejoras de buena o
de mala fe; que no se tuvo en cuenta que esas mejoras fueron
fomentadas por el recurrente en terrenos que estuvieron en

r/Ip su nombre; pero,
Considerando, en cuanto al alegato relativo al mandato que

el Tribunal a-quo estimó que había sido celebrado entre el
recurrente y la Metalúrgica Perera, C. por A.; que los Jueces
del fondo son soberanos para interpretar las convenciones
que se someten a su examen, lo que constituye, por tanto,
una cuestión de hecho que no está bajo el control de la
casación; que los Jueces que dictaron la sentencia im-
pugnada pudieron determinar que en el caso se trataba de un
mandato puesto que el acto por el que el recurrente adquirió
las parcelas en discusión es claro y preciso en cuanto a que él
las obtuvo a nombre de la metalúrgica Perera, C. por A., y en
el mismo acto consta que él declaró que dichos inmuebles
habían sido adquiridos con dinero aportado por dicha
Compañía; que, en cuanto a la ausencia de declaración en la
sentencia impugnada, en relación con la naturaleza jurídica
de las mejoras existentes en las Parcelas en discusión; que el
examen de la sentencia impugnada y del expediente no re-
velan que el recurrente planteara ese asunto por ante el Tri-
bunal a-qua, por lo que se trata de un medio nuevo, inad-
misible en casación; que, por tanto, el cuarto medio del

timado:
carece de fundamento y debe ser también deses-

Considerando, que en el quinto medio de su recurso el
recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: qde el Tribunal a-
quo dejó de ponderar dos escritos depositados en el ex-
pediente que fueron dirigidos por el recurrente al Juez de
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en representanción de la Metalúrgica Perera, C. por A
compartes suscribientes de un convenio; que este acto, bajo..
firma privada, no fue redactado conforme las disposiciones
de los artículos 1325 del Código Civil y 189 de la Ley de
Registro de Tierras; que dicho documento sirvió de base para
que el Tribunal Superior de Tierras, en violación de la cose
juzgada, le adjudicara al recurrente 800 tareas dentro de una
parcela donde la Compañía no reclamaba derecho alguno;
que en ese documento figura Francisco Perera Núñez prome-
tiendo transferir inmuebles siempre que se cumplieran en su
favor determinadas condiciones; que ese acto fue suscrito
Por él balo coacciones y amenazas de muerte; que
después de la reunión con las personas que estaban
presentes en el momento de la redacción de ese acto, él, el
recurrente, presentó una querella al Fiscal de San Pedro de
Macorís contra Santiago, Pedro, Vidal y Danilo Perera Núñez,
y contra Danilo y Cesáreo Perera Acta por el hecho de que
estas personas usaron amenazas para obligarlo a firmar el re-
ferido documento; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada.
pone de manifiesto que el Tribunal a-quo no se basó en ese
documento para ordenar el registro de propiedad de esas
parcelas en favor de la Metalúrgica perera, C. por A., sino en
el acto bajo firma privada del 14 de abril de 1964, legalizadas
las firmas por el Notario Dr. Luis Nina Mota, en el cual
Francisco Perera Núñez reconoce haber adquirido a nombre
de la Metalúrgica Perera, C. por A. los inmuebles ahora en
discusión; que el documento a que se refiere el recurrente fue
señalado, junto con otros, por el Tribunal a-quo en la sen-
tencia impugnada, como corroborativo del referido
documento del 14 de abril de 1964, ya que en él Francisco
Perera Núñez declara, también, que adquirió esos terrenos a
nombre de la Metalúrgica Perera, C. por A.; que, por otra
parte, el Tribunal a-qua estimó como cuestión de hecho de
su soberana apreciación, que el actual recurrente no probó la
coacción alegada, lo que escapa al control de la casación;

Considerando, en cuanto al alegato de este medio, relativo
a la adjudicación que el Tribunal a-quo hizo en provecho del
recurrente de 800 tareas, en virtud del mencionado
documento, impugnado por él; que el recurrente carece de
interés en impugnar esta adjudicación hecha en su favor, por
cuanto ello le favorece y la parte contraria no ha atacado en

esa aspecto la sentenica impugnada; y en relación con las
obligac iones personales contraídas en su favor en el referido

documento, él puede, si le interesa, reclamar esos derechos

cuando lo juzgue conveniente por ante la jurisdicción compe-

tente; que, por tanto, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en el cuarto medio de su memorial, el
recurrente alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada
no se estableció la prueba en que se basó el Tribunal para
declara r que en el caso se trataba de un mandato, si éste era
verbal, si era escrito, si era asalariado, o si se trataba de una
presunción; que tampoco se estableció en el fallo impugnado
qué suerte corrieron las mejoras, si eran mejoras de buena o
de mala fe; que no se tuvo en cuenta que esas mejoras fueron
fomentadas por el recurrente en terrenos que estuvieron en
su nombre; pero,

Considerando, en cuanto al alegato relativo al mandato que
el Tribunal a-quo estimó que había sido celebrado entre el
recurrente y la Metalúrgica Perera, C. por A.; que los Jueces
del fondo son soberanos para interpretar las convenciones
que se someten a su examen, lo que constituye, por tanto,
una cuestión de hecho que no está bajo el control de la
casación; que los Jueces que dictaron la sentencia im-
pugnada pudieron determinar que en el caso se trataba de un
mandato puesto que el acto por el que el recurrente adquirió
las parcelas en discusión es claro y preciso en cuanto a que él
las obtuvo a nombre de la metalúrgica Perera, C. por A., y en
el mismo acto consta que él declaró que dichos inmuebles
hablan sido adquiridos con dinero aportado por dicha
Compañía; que, en cuanto a la ausencia de declaración en la
sentencia impugnada, en relación con la naturaleza jurídica
de las mejoras existentes en las Parcelas en discusión; que el
examen de la sentencia impugnada y del expediente no re-
velan que el recurrente planteara ese asunto por ante el Tri-
bunal a-qua, por lo que se trata de un medio nuevo, inad-
misible en casación; que, por tanto, el cuarto medio del
recurso carece de fundamento y debe ser también deses-
timado:

Considerando, que en el quinto medio de su recurso el
recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: cide el Tribunal a-
quo dejó de ponderar dos escritos depositados en el ex-
pediente que fueron dirigidos por el recurrente al Juez de
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recurrida, puien afirma haberlas avanzado en su mayor

parte.

(FIRM ADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Albuerquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
II Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera

Miguel Jacobo, Secretario General.-
presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico . (FD0.): Miguel Jacobo.  
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Jurisdicción Original, en fechas 18 de mayo y 27 de sep-
42	 tiembre del 1976, por no estar firmados, según se expresa en

la sentencia impugnada lo que no es ciérto, "ya que esos
fueron dos escritos presentados ante el Juez de Jurisdicción

3	 Original del Seibo y contienen opinjones jurídicas de conoci-
dos autores franceses y transcripciones de citas de Dalloz,
bien fundadas y aplicables al caso"; que tampoco ponderó un
acto de subdivisión convencional provisional celebrado entre
la Metalúrgica y Francisco Perera, para la recolección de la
caña y en que cada contratante reconoce implícitamente las
porciones que son de su propiedad, pero;

Considerando, que si bien en la sentencia impugnada se
expresa que los referidos escritos no estaban firmados, no se
dice en dicho fallo que no fueron examinados; que tanto
estos escritos, como el plano de subdivisión convencional a
que hace referencia el recurrente, fueron ponderados por el
Tribunal a -quo, ya que en su sentencia se expresa que para
dictar dicho fallo formó su convicción, en el sentido que lo
hizo, luego "de estudiar toda la documentación depositada
en el expediente, y ponderar los alegatos expuestos por las
partes litigantes, Metalúrgica Perera, C. por A., y Francisco
Perera Núñez"; que, por tanto, el quinto y último medid del
recurso carece de fundamento y debe ser también deses-
timado;

Considerando, en cuanto a la falta de base legal, falta de
motivos y desnaturalización de los hechos de la causa,
alegados por el recurrente; que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que ella contiene una relación
completa de los hechos de la causa, y motivos suficientes,
pertinentes y congruentes que han permitido a la Suprema
Corte verificar que en dicho fallo se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; por lo que este alegato del recurrente
debe ser, también, desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Francisco Perera Núñez contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 17 de

noviembre del 1980, en relación con las Parcelas Nos. 100,
101, 102, 108, 112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129,
131, 132, 133, 135, 136, 137, 144 y 148 del Distrito Catastral
No. 33/2da. parte del presente fallo; y Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas y ordena su distracción en
provecho del doctor Mario Carbuccia Ramírez, abogado de la
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Jurisdicción Original, en fechas 18 de mayo y 27 de sep-
tiembre del 1976, por no estar firmados, según se expresa en
la sentencia impugnada lo que no es cierto, "ya que esos
fueron dos escritos presentados ante el Juez de Jurisdicción
Original del Seibo y contienen cürgones jurídicas de conoci-
dos autores franceses y transcripciones de citas de Dalloz,
bien fundadas y aplicables al caso"; que tampoco ponderó un
acto de subdivisión convencional provisional celebrado entre
la Metalúrgica y Francisco Perera, para la recolección de la
caña y en que cada contratante reconoce implícitamente las
porciones que son de su propiedad, pero;

Considerando, que si bien en la sentencia impugnada se
expresa que los referidos escritos no estaban firmados, no se
dice en dicho fallo que no fueron examinados; que tanto
estos escritos, como el plano de subdivisión convencional a
que hace referencia el recurrente, fueron ponderados por el
Tribunal a-quo, ya que en su sentencia se expresa que para
dictar dicho fallo formó su convicción, en el sentido que lo
hizo, luego "de estudiar toda la documentación depositada
en el expediente, y ponderar los alegatos expuestos por las
partes litigantes, Metalúrgica Perera, C. por A., y Francisco
Perera Núñez"; que, por tanto, el quinto y último medio del
recurso carece de fundamento y debe ser también deses-
timado;

Considerando, en cuanto a la falta de base legal, falta de
motivos y desnaturalización de los hechos de la causa,
alegados por el recurrente; que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que ella contiene una relación
completa de los hechos de la causa, y motivos suficientes,
pertinentes y congruentes que han permitido a la Suprema
Corte verificar que en dicho fallo se ha hecho una correcta
aplicación de la Ley; por lo que este alegato del recurrente
debe ser, también, desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Francisco Perera Núñez contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 17 de
noviembre del 1980, en relación con las Parcelas Nos. 100,
101, 102, 108, 112, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 129,
131, 132, 133, 135, 136, 137, 144 y 148 del Distrito Catastral
No. 33/2da. parte del presente fallo; y Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas y ordena su distracción en
provecho del doctor Mario Carbuccia Ramírez, abogado de la
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recorrida, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte.

(FIRMA DOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
pacer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Albuerquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
H. Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera

Miguel Jacobo, Secretario General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienc ia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico . (FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1983 NO.
38

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís de fecha 15 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y
Evaristo Sánchez de la Cruz.

Abogado (s): Dres. Luis E. Marty Guzmán y Pedro FloreS
Ortiz.

IntervInlente (s): Héctor Roa Vargas.

Abogado (s): Dras. Juana Isiria Valdez de Santana y Cira
Pimentel de Dfaz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana
	 •

En Nombre de la República, la Suprema Cor-te de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Victor Garcfa de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Cone de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos con-
juntamnete por Evaristo del Rosario Sánchez Peguero,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 51171, serie 23,
domiciliado en San Pedro de Macorfs, calle General Cabral
No. 94 y Evaristo Sánchez de la Cruz, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 17149 serie 23, domiciliado y resiciente en
San Pedro de Macorfs, calle General Cabral No. 94, contra
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorfs,

dictada en atribuciones correccionales el 15 de diciembre de
1 977, cuY0 dispositivo se copia más adelante;

Ofdo al Alguacil de turno en la lectura del rol;
ofdo el dictamen del Magistrado Procurador General de la

RevP iúsblicata el ; acta de los recursos de casación levantada en la
secretar ía de la Corte a-qua, el 22 de diciembre de 1977 a re-
querimiento de los recurrentes Evaristo del Rosario Peguero y
Evaristo Sánchez de la Cruz, en la cual no se proponen
aingún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 4 de
febrero de 1980, suscrito por el Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula
No. 47715, serie 1ra., en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante, así como el memorial de casación
del 4 de febrero de 1977, suscrito por el Dr. Luis Eduardo
Marty Guzmán, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Cone, con-
juntamente con los Magistrados Dado Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor Garcfa de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayorfa en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Cor-te de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; 49 y 52 de la ley No. 241 del 1967 de Tránsito y
Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de

. un accidente de tránsito ocurrido en el kilómetro 2 de la
earretera de San Pedro de Macorfs a La Romana, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorfs, dictó el 17 de enero de 1977 una sentencia en sus
atribuciones correccionales cuyo dispositivo se copia en el de
la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas intervino la ahora impugnada en casación, cuyo

•
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1983 NO,
38

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís de fecha 15 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y
Evaristo Sánchez de la Cruz.

Abogado (s): Dres. Luis E. Marty Guzmán y Pedro Flores
Ortiz.

Interviniente (s): Héctor Roa Vargas.

Abogado (s): Dras. Juana Isiria Valdez de Santana y Cira
Pimentel de Díaz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana
	 •

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos con-
juntamnete por Evaristo del Rosario Sánchez 	 Peguero,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 51171, serie 23,
domiciliado en San Pedro de Macorís, calle General Cabral
No. 94 y Evaristo Sánchez de la Cruz, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 17149 serie 23, domiciliado y residente en
San Pedro de Macorís, calle General Cabral No. 94, contra
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,

dictada en atribuciones correccionales el 15 de diciembre de
ign, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

RevRiústbalicet
acta de los recursos de casación levantada en la

Secreta ría de la Corte a-qua, el 22 de diciembre de 1977 a re-
querimiento de los recurrentes Evaristo del Rosario Peguero y
Evaristo Sánchez de la Cruz, en la cual no se proponen
ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 4 de
febre ro de 1980, suscrito por el Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula
No. 47715, serie 1ra., en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante, así como el memorial de caseción
del 4 de febrero de 1977, suscrito por el Dr. Luis Eduardo
marty Guzmán, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artícu los 1,62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; 49 y 52 de la Ley No. 241 del 1967 de Tránsito y
Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en el kilómetro 2 de la
zarretera de San Pedro de Macorfs a La Romana, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macon's, dictó el 17 de enero de 1977 una sentencia en sus
atribuciones correccionales cuyo dispositivo se copia en el de
la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones in-
terpuestas intervino la ahora impugnada en casación, cuyo
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dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Adrrne
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal de este
Distrito Judicial de San Pedro de Macons, el inculpede
Evaristo del Rosario Sánchez Pequero, la persona civilmente
responsable puesta en causa Evaristo Sánchez de la C ruz y
Julio César Sánchez Peguero, parte civil constituida, contra
sentencia dictada, en atribuciones correccionales en fecha 17
de enero de 1977, por el Juzgado de Primera Instancia del re.
ferido Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que con-
denó al repetido inculpado Evaristo del Rosario Sánchez
Peguero, a pagar una multa de veinticinco pesos (RDS25.00)
y Ias costas penales, por el delito de violación a la Ley No. 241
de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de Héctor
Enrique Roa Vargas; descargó del mismo hecho, a los co-
prevenidos Julio César Sánchez Peguero y Héctor Enrique
Roa Vargas, por no haberlo cometido, declarando de oficio
en cuanto a éstos las costas penales; rechazó en cuanto al
fondo las pretensiones de Julio César Sánchez Peguero,
también constituido en parte civil, por improcedentes y mal
fundadas; condenó además a Evaristo del Rosario Ságchez
Peguero, a pagar una indemnización de ocho mil pesos
(RDS8,000.00) en benef icio de Héctor Enrique Roa Vargas,
igualmente constituido en pane civil, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos, a
consecuencia del accidente ocurrido; declaró dicha sentencia
intervenida oponible a Evaristo Sánchez de la Cruz, propie-
tario del vehículo con el cual fue ocasionado el hecho y padre
del prevenido Evaristo del Rosario Sánchez Peguero: Y
condenó al mencionado Evaristo Sánchez de la Cruz, al pago
de las costas civiles, con distracción en provecho del doctor
Dimas E. Guzmán y Guzmán, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad; SEGUNDO: Confirma penalmente dicha
sentencia recurrida, no obstante apreciar esta Corte que et
accidente de que se trata se debió a faltas concurrentes de
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y Héctor Enrique Roa
Vargas, en la proporci6n de un cuarenta y sesenta por
ciento, respectivamente; TERCERO: Condena al inculpado
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, ál pago de las costas
penales y las declara de oficio en cuanto se refiere a Julio
César Sánchez Peguero y Héctor Enrique Roa Vargas;
CUARTO: Modifica la indicada sentencia apelada en cuanto
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al monto de la indemnización acordada, y, en consecuencia,
conden a tanto al prevenido Evaristo del Rosario Sánchez
peguero, por su hecho personal corno al señor Evaristo
Sánchez de la Cruz, en su calidad de persona civilmente
tesponsable puesta en causa, al pago del cuarenta por ciento
de la totalidad de los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por Héctor Enrique Roa Vargas, parte civil
constituida, con motivo del accidente en cuestión, los cuales
debe r á n ser justificados por estado; QUINTO: Confirma en
sus demás aspectos civiles la referida sentencia objeto de los
presentes recursos de alzada; SEXTO: Condena a los aludi-
dos Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y Evaristo Sanchez
de la Cruz, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de las doctoras Juana Valdez 	 de
Santana y Cira Pimentel de Díaz, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes en sus memoriales de
casación proponen contra la sentencia impugnada el medio
siguiente de casación: Unico Medio: Falta de base legal y
desnaturalización de los hechos y violación a la ley 241 de
Vehículos de Motor;

Considerando, que en el desarrollo del único medio de
casación, los recurrentes se limitan a alegar, en síntesis, que
la Cone de Apelación de San Pedro de Macorís, dictó una
sentencia en fecha 15 de diciembre de 1977, en virtud de la
cual confirmó la pena impuesta al incutpado Evaristo del
Rosario Sánchez, en el Juzgado de Primera Instancia de
veinticinco pesos (RDS25.00); que en el juicio celebrado se
comprobó la minoridad de Evaristo del Rosario Sánchez,
tanto en el Tribunal de Primer Grado, como en la Corte de
Apelación; que no se pronunciaron al respecto declinando el
caso por ante la jurisdicción correspondiente, que ambas
jurisdicciones, incurrieron en violación a las reglas de compe-
tencia y exceso de poder, por estar los menores de edad,
sometidos en material penal a un estatuto social regulado por
la Ley 603 de fecha 3 de noviembre de 1941, que establece los
Tribunales Tutelares de Menores; que al infrinpir las reglas de
la competencia de atribución, se ha cometido un exceso de
poder, insuficiencia en la motivación de la sentencia y falta de
base legal; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para juzgar al prevenido
Evaristo del Rosario Sánchez, dio por establecido, que el Tri

o
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dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recurses
de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal de este
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, el inculpade
Evaristo del Rosario Sánchez Pequero, la persona civilmente
responsable puesta en causa Evaristo Sánchez de la Cruz y
Julio César Sánchez Peguero, parte civil constituida, contte
sentencia dictada, en atribuciones correccionales en fecha 17
de enero de 1977, por el Juzgado de Primera Instancia del re-
ferido Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que con-
denó al repetido inculpado Evaristo del Rosario Sánchez
Peguero, a pagar una multa de veinticinco pesos (RDS25.00)
y las costas penales, por el delito de violación a la Ley No. 241
de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de Héctor
Enrique Roa Vargas; descargó del mismo hecho, a los co-
prevenidos Julio César Sánchez Peguero y Héctor Enrique
Roa Vargas, por no haberlo cometido, declarando de oficio
en cuanto a éstos las costas penales; rechazó en cuanto al
fondo las pretensiones de Julio César Sánchez Peguero,
también constituido en parte civil, por improcedentes y mal
fundadas; condenó además a Evaristo del Rosario Ságchez
Peguero, a pagar una indemnización de ocho mil pesos
IRDS8,000.00) en beneficio de Héctor Enrique Roa Vargas,
igualmente constituido en parte civil, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos, a
consecuencia del accidente ocurrido; declaró dicha sentencia
intervenida oponible a Evaristo Sánchez de la Cruz, propie-
tario del vehículo con el cual fue ocasionado el hecho y padre
del prevenido Evaristo del Rosario Sánchez Peguero; y
condenó al mencionado Evaristo Sánchez de la Cruz, al pago
de las costas civiles, con distracción en provecho del doctor
Dimas E. Guzmán y Guzmán, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad; SEGUNDO: Confirma penalmente dicha
sentencia recurrida, no obstante apreciar esta Corte que el
accidente de que se trata se debió a faltas concurrentes de
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y Héctor Enrique Roa
Vargas, en la proporción de un cuarenta y sesenta por
ciento. respectivamente; TERCERO: Condena al inculpado
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, al pago de las costas
penales y las declara de oficio en cuanto se refiere a Julio
César Sánchez Peguero y Héctor Enrique Roa Vargas;
CUARTO: Modifica la indicada sentencia apelada en cuanto
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ei rnonto de la indemnización acordada, y, en consecuencia,
condena lanto al prevenido Evaristo del Rosario Sánchez
peguero, por su hecho personal como al señor Evaristo
Sánchez de la Cruz, en su calidad de persona civilmente
responsab le puesta en causa, al pago del cuarenta por ciento
de la totalidad de los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por Héctor Enrique Roa Vargas, parte civil
constitu ida, con motivo del accidente en cuestión, los cuales
debe rán ser justificados por estado; QUINTO: Confirma en
sus demás aspectos civiles la referida sentencia objeto de los
presentes recursos de alzada; SEXTO: Condena a los aludi-
dos Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y Evaristo Sánchez
de la Cruz, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de las doctoras Juana Valdez de
Santana y Cira Pimentel de Díaz, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes en sus memoriales de
casación proponen contra la sentencia impugnada el medio
siguiente de casación: Unico Medio: Falta de base legal y
desnaturalización de los hechos y violación a la Ley 241 de
Vehículos de Motor;

Considerando, que en el desarrollo del único medio de
casación, los recurrentes se limitan a alegar, en síntesis, que
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dictó una
sentencia en fecha 15 de diciembre de 1977, en virtud de la
cual confirmó la pena impuesta al incutpado Evaristo del
Rosario Sánchez, en el Juzgado de Primera Instancia de
veinticinco pesos (RDS25.00); que en el juicio celebrado se
comprobó la minoridad de Evaristo del Rosario Sánchez,
tanto en el Tribunal de Primer Grado, como en la Corte de
Apelación; que no se pronunciaron al respecto declinando el
caso por ante la jurisdicción correspondiente, que ambas
jurisdicciones, incurrieron en violación a las reglas de compe-
tencia y exceso de poder, por estar los menores de edad,
sometidos en material penal a un estatuto social regulado por
la Ley 603 de fecha 3 de noviembre de 1941, que establece los
Tribunales Tutelares de Menores; que al infringir las reglas de
la competencia de atribución, se ha cometido un exceso de
poder, insuficiencia en la motivación de la sentencia y falta de
base legal; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para juzgar al prevenido
Evaristo del Rosario Sánchez, dio por establecido, que el Tri
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bunal Tutelar de Menores, fue apoderado del asunto, me-
diante sentencia del 14 de octubre de 1972 por tener en el
momento del accidente, 17 años, 3 meses y días dicho p re-
venido; que por sentencia del 17 de octubre de 1977, este Tri-
bunal declaró, que Evaristo del Rosario Sánchez tenía
suficiente desarrollo mental, que actuó con discernimiento y
declinó el asunto por ante la jurisdicción ordinaria corres-
pondiente; que apoderado el tribunal penal ordinario del caso,
después de haber sido declinado por el Tribunal Tutelar de
Menores, la Corte a-qua al juzgar al prevenido Evaristo del
Rosario Sánchez Peguero, imponiendo a éste, con-
denaciones penales, no incurrió en las violaciones alegadas;
que por otra parte, el examen del expediente pone de mani-
fiesto que en las audiencias en que se instruyó y conoció el
fondo del proceso, la Corte, estuvo constituida por los
mismos jueces que decidieron el caso, por tanto, los puntos
del medio que se examina, relativo a la minoridad de Evaristo
del Rosario Sánchez Peguero y el referente a constitución
irregular de la Corte, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que en la sentencia impugnada se da gor
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: que el 9 de mayo de 1976, a las doce y
cinco minutos de la tarde, mientras el co-prevenido Héctor
Roa Vargas, transitaba por la carretera que conduce de La
Romana a San Pedro de Macorís, de Este a Oeste, con-
duciendo el carro placa No. 145-377 chocó con Ia camioneta
placa No. 528-744 que conducía por la misma vía y en la
misma dirección Evaristo del Rosario Sánchez Peguero,
resultando Héctor Roa Vargas, con lesiones corporales cura-
bles después de 10 y antes de 20 días; b) que el accidente se
debió a imprudencia de ambos conductores por conducir sus
vehículos sin tomar las debidas precauciones, en cuanto se
refiere a Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, por detener
bruscamente la camioneta y haciendo zig-zag, y a Roa
Vargas, por estrellar su vehículo por la parte trasera contra la
camioneta, cuando se proponía rebasar.sin mantener una
distancia razonable;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua, constituyen el delito de golpes y heridas involuntarios
por imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241

de Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra "b"
de— dicho texto legal con penas de tres meses (3) a un año (1)
de— pr ision y multa de cincuenta pesos (RDS50.00) a tres-
cientps pesos IRDS300.00) si la enfermedad o imposibilidad
para dedicarse a su trabajo durare de diez a veinte días, como
currió en la especie; que en consecuencia, al condenar al

;revendo recurrente Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, a
pagar una multa de RDS25.00 acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte aplicó correctamente la LeY;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido que el hecho cometido por Evaristo del Rosario
Sánchez Peguero, había ocasionado daños materiales y
rporales a Héctor Roa Vargas, constituido en parte civil, y al
condenar a Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y a Evaristo
Sánchez de la Cruz, a pagar el 40% de la totalidad de los da-
Aps y perjuicios materiales y morales, ocasionados a Héctor E.
Roa Vargas y disponer que esos daños y perjuicios fuesen.
justificados por estado, hizo una correcta aplicación de los
articulos 1383 y 1384 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Réctor E. Roa Vargas, en los recursos de casación in-
terpuestos por Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y
Evaristo del Rosario Sánchez de la Cruz, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, el 15 de febrero de 1977,
cuyo dispositivo, se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Rechaza dichos recursos, y condena a
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero al pago de las costas
penales y a éste y a Evaristo Sánchez de la Cruz al pago de las
civiles y las distrae en provecho de las Dras. Juana Isiria
Valdez de Santana y Cira Pimentel de Díaz, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
lirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico. (FD0): Miguel Jacobo.
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bunal Tutelar de Menores, fue apoderado del asunto, rne.
diante sentencia del 14 de octubre de 1972 por tener en
momento del accidente, 17 años, 3 meses y días dicho p re-
venido; que por sentencia del 17 de octubre de 1977, este Tri-
bunal declaró, que Evaristo del Rosario Sánchez tenía
suficiente desarrollo mental, que actuó con discernimiento y
declinó el asunto por ante la jurisdicción ordinaria corres-
pondiente; que apoderado el tribunal penal ordinario del caso,
después de haber sido declinado por el Tribunal Tutelar de
Menores, la Corte a - qua al juzgar al prevenido Evaristo del
Rosario Sánchez Peguero, imponiendo a éste, con-
denaciones penales, no incurrió en las violaciones alegadas;
que por otra parte, el examen del expediente pone de mani-
fiesto que en las audiencias en que se instruyó y conoció
fondo del proceso, la Corte, estuvo constituida por los
mismos jueces que decidieron el caso, por tanto, los puntos
del medio que se examina, relativo a la minoridad de Evaristo
del Rosario Sánchez Peguero y el referente a constitución
irregular de la Corte, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que en la sentencia impugnada se da
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicio, regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 9 de mayo de 1976, a las doce y
cinco minutos de la tarde, mientras el co-prevenido Héctor
Roa Vargas, transitaba por la carretera que conduce de La
Romana a San Pedro de Macorís, de Este a Oeste, con-
duciendo el carro placa No. 145-377 chocó con la camioneta
placa No. 528-744 que conducía por la misma vía y en la
misma dirección Evaristo del Rosario Sánchez Peguero,
resultando Héctor Roa Vargas, con lesiones corporales cura-
bles después de 10 y antes de 20 días; b) que el accidente se
debió a imprudencia de ambos conductores por conducir sus
vehículos sin tomar las debidas precauciones, en cuanto se
refiere a Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, por detener
bruscamente la camioneta y haciendo zig-zag, y a Roa
Vargas, por estrellar su vehículo por la parte trasera contra la
camioneta, cuando se proponía rebasar .sin mantener una
distancia razonable;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a -qua, constituyen el delito de golpes y heridas involuntarios
por imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241

de Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra "b"
de dicho texto legal con penas de tres meses (3) a un año (1)
(1,3- prisión y multa de cincuenta pesos (RD$50.00) a tres-
c¡entos pesos (RDS300.00) si la enfermedad o imposibilidad
oara dedica rse a su trabajo durare de diez a veinte días, como
roeurrió en la especie; que en consecuencia, al condenar al
prevendo recurrente Evaristo del Rosario Sánchez Peguero, a
pagar una multa de RDS25.00 acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte aplicó correctamente la Ley;

Considera ndo, que asimismo, la Cone a - qua, dio por esta-
blecido que el hecho cometido por Evaristo del Rosario
Sánchez Peguero, había ocasionado daños materiales y
mora les a Héctor Roa Vargas, constituido en parte civil, y al
condena r a Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y a Evaristo
Sánchez de la Cruz, a pagar el 40`Yo de la totalidad de los da-
mos y per¡uicios materiales y morales, ocasionados a Héctor E.
Roa Vargas y disponer que esos daños y perjuicios fuesen•

• justif icados por estado, hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Héctor E. Roa Vargas, en los recursos de casación in-
terpuestos por Evaristo del Rosario Sánchez Peguero y
Evaristo del Rosario Sánchez de la Cruz, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, el 15 de febrero de 1977,
cuyodispositivo, se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Rechaza dichos recursos, y condena a
Evaristo del Rosario Sánchez Peguero al pago de las costas
penales y a éste y a Evaristo Sánchez de la Cruz al pago de las
civiles y las distrae en provecho de las Dras. Juana Isiria
Valdez de Santana y Cira Pimentel de Díaz, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
.. aker.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
fia.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
fiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1933 No
39

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 11 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Julio Ortega
C. por A.

Interviniente (s): Victoriano Pérez Aquino

Abogado (s): Dr. Tomás A.Franjul Ramos y Lic. Mireya del
Carmen Reyes Peña.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicie,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' deja Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio
Ortega Ortega, dominicano, mayor de edad, casado,
comerciante, domiciliado y residente en la casa No. 40 de la
calle Pimentel, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula No. 64742, serie 31; y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio social en esta ciudad, contra la sentencia
dictada el 11 de enero de 1980 por a Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

BOLETIN JUDICIAL	 471

Oídia al tv13gis:.ado frrocurador General de la República en
cctura de su dictamen;
Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la

urte a-qua el 1ro. de febrero de 1980 a requerimiento del
Cirilo Hernández Durán, cédula No. 6651, serie 33, en

representación de los recurrentes, en la cual no se invoca
ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente Victoriano Pérez Aquino,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado,
domiciliado y residente en la casa No.171 de la calle Máximo
Gómez, de la ciudad de Santiago, cédula No. 39851, serie 31,
firmado el 10 de mayo de 1982, por sus abogados Lics. Tomás
Franjul Ramos y Mireya del Carmen Reyes Peña, cédulas
Nos. 28958, serie 3 y 2337, serie 52, respectivamente, así
como el ampliativo del 14 de mayo de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente del la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, eh su indicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leves Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado,
y vistos los arts. 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor; 1, 37, 62 y 65, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de Santiago de
los Caballeros el 13 de junio de 1978, la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del distrito Judicial de
Santiago, dictó en atribuciones correccionales el 28 de
agosto de 1979, una sentnecia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, la cual contiene el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la

forma los recursos de apelación interpuesto por el Lic. J. Ga-

Y la Unión de Seguros.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1983 No.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sa ntiago, defecha 11 de enero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Julio Ortega y la Unión de
C. por A.

S eguros,

Interviniente (s): Victoriano Pérez Aquino

Abogado (s): Dr. Tomás A.Fran¡ul Ramos y Lic. Mireya del
Carmen Reyes Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicie,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio
Ortega Ortega, dominicano, mayor de edad, casado,
comerciante, domiciliado y residente en la casa No. 40 de la
calle Pimentel, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cé-
dula No. 64742, serie 31; y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio social en esta ciudad, contra la sentencia
dictada el 11 de enero de 1980 por la Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Magistrado Procurador General de la República en
la lectu ra de su dictamen;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua el 1ro. de febrero de 1980 a requerimiento del
Lic. Cirilo Hernández Durán, cédula No. 6651, serie 33, en
represe ntac ión de los recurrentes, en la cual no se invoca
ningún medio de casación;

Visto el escrito del interviniente Victoriano Pérez Aquino,
dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado,

tdomiciliado y residente en la casa No.171 de la calle Máximo
. r Gómez , de la ciudad de Santiago, cédula No. 39851, serie 31,
: firmado el 10 de mayo de 1982, por sus abogados Lics. Tomás

Franj u l Ramos y Mireya del Carmen Reyes Peña, cédulas
Nos. 28958, serie 3 y 2337, serie 52, respectivamente, así
como el ampliativo del 14 de mayo de 1982;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de febrero del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente del la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte juntamente con
los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leves Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado,
y vistos los arts. 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre
tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor; 1, 37, 62 y 65, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de Santiago de
los Caballeros el 13 de junio de 1978, la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del distrito Judicial de
Santiago, dictó en atribuciones correccionales el 28 de
agosto de 1979, una sentnecia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, la cual contiene el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la
forma los recursos de apelación interpuesto por el Lic. J. Ga-
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briel Rodríguez Hijo, por sí y por el Dr. Fausto E. Lithgow, a
nombre y representación de Victoriano Pérez Aquino, y por el
Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, quien actúa a nombre y
representación de Julio Ortega, en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., contra sentencia No. 673-Bis, de fecha 23
de julio de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla:
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara al
nombrado Victoriano Pérez Aquino, culpable de violar el art.
49 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor: en
consecuencia lo condena a pagar una multa de RDS5.00
(Cinco pesos oro), acogiendo circunstancias atenuantes;
Segundo: Que debe declarar y declara al nombrado Julio
Ortega, culpable de violar el'art. 49 y 65 de la Ley 241 sobre
tránsito de Vehículos de Motor; en consecuencia lo condena
a RDS15.00 (Quince pesos oro) acogiendo circunstancias
atenuantes; Tercero: Que en cuanto a la forma, debe
declarar y declara buena y válida la constitución en parte civil,
intentada por el nombrado Victoriano Pérez Aquino, en
contra de Julio Ortega Ortega, prevenido y persona ci-
vilmente responsable y la Cfa. Unión de Seguros C. por A., en
su calidad de aseguradora de la responsabilidad civil de aquel,
por haber sido hecha conforme a las normas y exigencias
procesales; Cuarto: Que en cuanto al fondo, debe condenar
y condena al nombrado Julio Ortega Ortega al pago de una
indemnización de RDS1,500.00 (Un mil quinientos pesos oro),
en favor de Victoriano Pérez Aquino, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por él
a consecuencia de las graves lesiones recibidas en el ac-
cidente; Quinto: Que debe condenar y condena, al nom-
brado Julio Ortega 0., al pago de los intereses legales de la
suma acordada en indemnización principal, a partir de la
demanda en justicia y hasta la total ejecución de la sentencia
a título de indemnización complementaria; Sexto: Que debe
declarar y declara la presente sentencia, común, oponible y
ejecutable a la Cía. de Seguros Unión de Seguros C. por A., en
su calidad de aseguradora de la responsabilidad civil de uno
de los vehículos causante del accidente; Séptimo: que debe
condenar y condena a los nombrados Victoriano Pérez
Aquino y Julio Ortega Ortega, al pago de las costas penales
del procedimiento; Octavo: Que debe condenar y condena al
nombrado Julio Ortega 0., al pago de las costas civiles del

1-procedim iento, ordenando su distracción en provecho de los
abogados Dr. Fausto E. Lithgow y Lic J. Gabriel Rodríguez
Hijo , ouienes afirman estarlas avanzando en su totalidad";
SEGUNDO: Revoca el ordinal primero de la sentencia

recurr ida y en consecuencia descarga al nombrado Victoriano
Pérez Aquino del hecho puesto a su cargo por no haberlo
comet ido; TERCERO: Modifica el ordinal cuarto (4to.) de la
misma sentencia en el sentido de aumentar la in-

rdemnización acordada en favor de Victoriano Pérez Aquino a
RD$2,500.00 (Dos mil quinientos pesos oro), por considerar
esta Corte, que ésta es la suma justa adecuada y suficiente
para reparar los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por la parte civil constituida a consecuencia
del accidente de que se trata; CUARTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena
al nombrado Julio Ortega Ortega, al pago de las costas
penales y declara éstas de oficio en lo que respecta a Vic-
toriano Pérez Aquino; SEXTO: Condena a la persona ci-
vilmente responsable Julio Ortega Ortega al pago de las
costas civiles de esta instancia ordenando la distracción de las
mítnias en provecho del Dr. Fausto E. Lithgow y el Lic. J. Ga-
briel Rodríguez Hijo, quienes afirman estarlas avanzando en
su totalidad";

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., ni en el
momento de interponer su recurso ni posteriormente, ha
expuesto los medios en que lo funda, como lo exige a pena de
nulidad el art. 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
que, en consecuencia, procede declarar la nulidad de dicho
recurso, por , lo cual sólo se examinará el recurso del pre-
venido Julio Ortega Ortega;

Considerando, que la Corte a-quo para declarar al pre-
venido recurrente como único culpable del referido accidente
y fallar como lo hizo dio por establecidos mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, los hechos
siguientes: a) que mientras el prevenido recurrente conducía
de Sur a Norte por la calle 19 de Marzo, de la ciudad de
Santiago, el motor de su propiedad, placa No. 43549,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., se produjo un
hoque con el motor placa No. 41967 conducido por su

.i r opietario Victoriano Pérez Aquino, por la misma calle y en
ección de Norte a Sur; b) que a consecuencia de ese acci-
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briel Rodríguez Hijo, por sí y por el Dr. Fausto E. Lithgow, a
nombre y representación de Victoriano Pérez Aquino, y por
Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, quien actúa a nombre y
representación de Julio Ortega, en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable y la Ca. Unión de
Seguros, C. por A., contra sentencia No. 673-Bis, de fecha
de julio de 1979, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla:
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara al
nombrado Victoriano Pérez Aquino, culpable de violar el art.
49 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; en
consecuencia lo condena a pagar una multa de RD$5.00
(Cinco pesos oro), acogiendo circunstancias atenuantes;
Segundo: Que debe declarar y declara al nombrado Julio
Ortega, culpable de violar erart. 49 y 65 de la Ley 241 sobre
tránsito de Vehículos de Motor; en consecuencia lo condena
a RDS15.00 (Quince pesos oro) acogiendo circunstancias
atenuantes; Tercero: Que en cuanto a la forma, debe
declarar y declara buena y válida la constitución en parte civil,
intentada por el nombrado Victoriano Pérez Aquino, en
contra de Julio Ortega Ortega, prevenido y persona ci-
vilmente responsable y la Cía. Unión de Seguros C. por A., e11

su calidad de aseguradora de la responsabilidad civil de aquel, -
por haber sido hecha conforme a las normas y exigencias
procesales; Cuarto: Que en cuanto al fondo, debe condenar
y condena al nombrado Julio Ortega Ortega al pago de una
indemnización de RD$1,500.00 (Un mil quinientos pesos oro),
en favor de Victoriano Pérez Aquino, como justa reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por él
a consecuencia de las graves lesiones recibidas en el ac-
cidente; Quinto: Que debe condenar y condena, al nom-
brado Julio Ortega 0., al pago de los intereses legales de la
suma acordada en indemnización principal, a partir de la
demanda en justicia y hasta la total ejecución de la sentencia
a título de indemnización complementaria; Sexto: Que debe
declarar y declara la presente sentencia, común, oponible y
e¡ecutable a la Cía. de Seguros Unión de Seguros C. por A., en
su calidad de aseguradora de le responsabilidad civil de uno
de los vehículos causante del accidente; Séptimo: que debe
condenar y condena a los nombrados Victoriano Pérez
Aquino y Julio Ortega Ortega, al pago de las costas penales
del procedimiento; Octavo: Que debe condenar y condena al
nombrado Julio Ortega 0., al pago de las costas civiles del

procedimiento, ordenando su distracción en provecho de los
' abogados Dr. Fausto E. Lithgow y Lic J. Gabriel Rodríguez
Hilo, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad";

' SEGUNDO: Revoca el ordinal primero de la sentencia
recurrida y en consecuencia descarga al nombrado Victoriano
pérez Aquino del hecho puesto a su cargo por no haberlo
cometido; TERCERO: Modifica el ordinal cuarto (4to.) de la
misma sentencia en el sentido de aumentar la in-

tdernnización acordada en favor de Victoriano Pérez Aquino a
RD$2,500.00 (Dos mil quinientos pesos oro), por considerar
esta Corte, que ésta es la suma justa adecuada y suficiente
para reparar los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por la parte civil constituida a consecuencia
del accidente de que se trata; CUARTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena
al nombrado Julio Ortega Ortega, al pago de las costas
penales y declara éstas de oficio en lo que respecta a Vic-
toriano Pérez Aquino; SEXTO: Condena a la persona ci-
vilmente responsable Julio Ortega Ortega al pago de las
costas civiles de esta instancia ordenando la distracción de las
mimas en provecho del Dr. Fausto E. Lithgow y el Lic. J. Ga-
briel Rodriguez Hijo, quienes afirman estarlas avanzando en
su totalidad";

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., ni en el
momento de interponer su recurso ni posteriormente, ha
expuesto los medios en que lo funda, como lo exige a pena de
nulidad el art. 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
que, en consecuencia, procede declarar la nulidad de dicho
recurso, por lo cual sólo se examinará el recurso del pre-
venido Julio Ortega Ortega;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente como único culpable del referido accidente
y fallar como lo hizo dio por establecidos mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, los hechos
Siguientes: a) que mientras el prevenido recurrente conducía
de Sur a Norte por la calle 19 de Marzo, de la ciudad de
Santiago, el motor de su propiedad, placa No. 43549,
asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., se produjo un
choque con el motor placa No. 41967 conducido por su
Propietario Victoriano Pérez Aquino, por la misma calle y en
dirección de Norte a Sur; b) que a consecuencia de ese acci-
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dente ambos vehículos recibieron desperfectos, mientras que
Victoriano Pérez Aquino sufrió lesiones corporales q ue de-
jaron lesión permanente; c) que el accidente se debió a la
circunstancia de que en el momento en que el motor con-
ducido por el prevenido recurrente se acercaba para en-
contrarse con el manejado por Victoriano Pérez Aquino,
aquel imprudentemente miró hacia atrás, perdiendo el control
de su vehículo y estrellándose contra el último;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el art. 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por la letra "d" del mismo
texto con prisión de 9 meses a tres años y multa de dos-
cientos a setecientos pesos, cuando los golpei y heridas
hayan dejado lesión permanente, como ocurrió en la especie;-
que al condenarlo a una multa de quince pesos, después de
acoger circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le impuso
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó daños materiales y
morales a Victoriano Pérez Aquino, constituido en parte civil,
que evaluó en la suma de RD$2,500.00; que al condenarlo a'
pago de esa suma a favor de la parte civil constituida, más los
intereses legales sobre la misma, a partir de la fecha de 1,1
demanda, a título de indemnización, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación del art. 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada, en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su•
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Victoriano Pérez Aquino, en los recursos de casación in-
terpuesto por Julio Ortega Ortega y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada el 11 de enero de 1980,
por la Corte de Apelación de Santiago, en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la Unión
de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de Julio
Ortega Ortega; Cuarto: Condena a Julio Ortega Ortega al
pago de las costas penales y. civiles, ordenando la distracción
de las últimas a favor de los Lics. Tomás Antonio Franjul

Ramos y Mireya del Carmen Reyes Peña, quines afirman
estarlas avanzando en su mayor parte, y las hace oponibles a
18 Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la

Pto6ibilcuizecraCi. theera 5.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-ci

j FIRMADOS):' Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

ue Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

Miguel Jacobo, Secretario General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada poi. mí, Secretario General, que
certifico. IFD0): Miguel Jacobo.
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mos Y Mireya del Carmen Reyes Peña, quines afirmanRa 
estarjas avanzando en su mayor parte, y las hace oponibles a
la unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la

Alluizraq.uerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera
Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
llores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada poi mí, Secretario General, que
certifico. IFD0): Miguel Jacobo.

•

dente ambos vehículos recibieron desperfectos, mientras que
Victoriano Pérez Aquino sufrió lesiones corporales que de-
jaron lesión permanente; c) que el accidente se debió a
circunstancia de que en el momento en que el motor con-
ducido por el prevenido recurrente se acercaba para en-
contrarse con el manejado por Victoriano Pérez Aquino,
aquel imprudentemente miró hacia atrás, perdiendo el control
de su vehículo y estrellándose contra el último;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y heridas
por imprudencia causados con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el art. 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos y sancionado por la letra "d" del mismo
texto con prisión de 9 meses a tres años y multa de dos-
cientos a setecientos pesos, cuando los golpes y heridas
hayan dejado lesión permanente, como ocurrió en la especkt;-
Que al condenarlo a una multa de quince pesos, después de
acoger circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le impuso
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó daños matetiales y
morales a Victoriano Pérez Aquino, constituido en parte civil,
que evaluó en la suma de RDS2,500.00; que al condenarlo al
pago de esa suma a favor de la parte civil constituida, más los
intereses legales sobre la misma, a partir de la fecha de 1.1
demanda, a título de indemnización, la Corte a-que hizo
correcta aplicación del art. 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada, en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su-
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Victoriano Pérez Aquino, en los recursos de casación in-
terpuesto por Julio Ortega Ortega y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada el 11 de enero de 1980,
por la Corte de Apelación de Santiago, en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso de la Unión
de Seguros. C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de Julio
Ortega Ortega; Cuarto: Condena a Julio Ortega Ortega al
pago de las costas penales y.civiles, ordenando la distracción
de las últimas a favor de los Lics. Tomás Antonio Franjul
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Seguros C. por A..  
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Juslicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de febrero del
año 1983, años 139' de la Independencia y 120' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor
Ezequiel Marmolejos, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, domiciliado y residente en la casa No, 124 de la calle
Seybo, de esta ciudad, cédula No. 145864, serie 1ra., y la
Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio social en la
casa No. 263 de la avenida 27 de Febrero, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de

Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, el 16 de
marzo de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Hernández Quezada por sí y por el Dr.

Miguel Angel Cedeño, cédulas Nos. 7666 y 17700, series 50 y
29, respectivamente, abogados del interviniente Jorge Zabala
Alcánta ra , dominicano, mayor do edad, soltero, chofer,
'domic iliado y residente en esta ciudad, cédula No. 14846,
serie 11, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 16 de mayo de 1977, a re-
querimiento del Dr. Euclides Acosta Figuereo, en
representación de Héctor Ezequiel Hernández Marmolejos y
la Unión de Seguros, C. por A., en la cual no se invoca ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes firmado
por su abogado Dr. Bolívar R. Soto Montás, cédula No.
22718, serie 2, el 15 de febrero de 1380;

Visto el escrito del interviniente Jorge Zabala Alcántara,
suscrito por sus abogados el 15 de febrero de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de febrero del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por el
cual integra en su calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de este Tribunal para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1335;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 3 de diciembre de 1972, la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 24
de octubre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por Jorge Zabala Alcántara, prevenido y parte civil,

• isa

Abogado (s): Dr. Bolívar R. Soto Montás.

Interviniente (s): Juan Guzmán, Lidia Tineo y Nereyda Fa-
bián

Abogado (s): Dr. Miguel Cedeño J.

Dios, Patria r Libertad.
República Dominicana
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Domingo, de fecha 16 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Héctor Ezequiel Marmolejos y la Unión
Seguros C. por A..

Abogado (s): Dr. Bolívar R. Soto Montás.

Interviniente (s): Juan Guzmán, Lidia Tineo y Nereyda
bián
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Abogado (s): Dr. Miguel Cedeño J.

Dios. Patria Sr Libertad.
República Dominicana

d

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de febrero del
año 1983, años 139' de la Independencia y 120' de la Res•
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor
Ezequiel Marmolejos, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, domiciliado y residente en la casa No, 124 de la calle
Seybo, de esta ciudad, cédula No. 145864, serie 1ra., y la

Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio social en la
casa No. 263 de la avenida 27 de Febrero, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
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canto Domingo, en sus atribuciones correccionales, el 16 de
arzo de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Hernández Quezada por sí y por el Dr.

Miguel Angel Cedeño, cédulas Nos. 7666 y 17700, series 50 y
28, respectivamente, abogados del interviniente Jorge Zabala
Alcánta ra , dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
'domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 14846,
serie 11, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 16 de mayo de 1977, a re-
querimiento del Dr. Euclides Acosta Figuereo, en
representación de Héctor Ezequiel Hernández Marmolejos y
la Unión de Seguros, C. por A., en la cual no se invoca ningún
medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes firmado
por su abogado Dr. Bolívar R. Soto Montás, cédula No.
22713, serie 2, el 15 de febrero de 1380;

Visto el escrito del interviniente Jorge Zabala Alcántara,
suscrito por sus abogados el 15 de febrero de 1380;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de febrero del
corriente año 1383, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente do la Suprema Corte de Justicia, por el
cual integra en su calidad dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de ia
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, jueces de este Tribunal para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1335;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad el 3 de diciembre de 1972, la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 24
de octubre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre el recurso do apelación in-
terpuesto por Jorge Zabala Alcántara, prevenido y parte civil,
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intervino la sentenica ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice asf: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Porfirio Hernández, en fecha 2 de
marzo de 1976, a nombre y representación de Jorge Zabala
Alcántara, prevenido y parte civil constituida, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 14846-11, residente en la calle 6
No. 104 Ens. Capotillo, D. N. contra sentencia de fecha 24 de
octubre del 1975 dictada por la Octava Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional cuyo
dispositivo dice asf: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado H4ctor Ezequiel Marmolejos, de
generales que constan en el expediente, por no haber
comparecido no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Se declara al nombrado Ezeqúiel Marmolejos cul-
pable de violación a los arts. 49 y 65 de la Ley 241, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$25.00 (veintecinco pesos oro) y al pago de las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se declara al nombrado Jorge Zabala Alcántara,
cédula No. 14846, serie 11, residente en la calle Respaldo
José Martí No. 70 Ens. Espaillat, no culpable de violación a las
disposiciones de la ley No. 241, y en consecuencia se le
descarga, de toda responsabilidad penal, por no haber come-
tido el hecho puesto a su cargo y se declaran las costas de ofi-
cio; Cuarto: Se declara regular y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia por
los señores Juan Guzmán, Nereyda Fabián y Lidia Tineo por
mediación de su abogado constituido Dr. Juan Manuel Lira
Anglada, contra José Francisco Capellán Tejada, persona
civilmente responsable, por haber sido hecha de conformidad
con la ley, y en cuanto al fondo, se condena a José Francisco
Capellán Tejada al pago de una indemnización de
RDS400.00 (Cuatrocientos pesos oro) en favor de
Juan Guzmán, RD $600.00 (Seiscientos pesos oro)
a favor de Lidia Tineo y RDS900.00 (Novecientos pesos
orc) a favor de Nereyda Fabián, y al pago de los intereses
legales dichas sumas, a partir de la fecha de la demanda, a tí-
tulo de indemnización supletoria; Quinto: Se condena a José
Francisco Capellán Tejada, en su ya expresada calidad, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provehco del Dr. Juan Manuel Lira Anglada, quien afirma ha-

berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara regular
y válida, en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha en audiencia por el nombrado Jorge Zabala
Alcántara por mediación de sus abogados constituidos
Dres. Víctor Livio Cedeño J. y Porfirio Hernández

contra José Francisco Capellán Tejada, por

41: (l	 dhoadabeenztra	
hecha de conformidad con la Ley, y en

o al fondo, se condena a José Francisco Capelláncuanto 
en su expresada calidad, al pago de una in-

TdEetirnadnasción de RDS700.00 (Setecientos pesos oro) a fa-
' vor de Jorge Zabala Alcántara, como justa reparación

por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos
por él en el accidente, y al pago de los intereses legales
de dicha surrta a partir de la fecha de la. demanda, a tf-

fr k Culo de indemnización suplementaria; Séptimo: Se condena
( a José Fco. Capellán Tejada al pago de las costas civiles con

distracc i ón de las mismas en provecho de los Dres. Víctor Li-
vio Cedeño J. y Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad y Octavo: Se declara la
presente sentencia, común y oponible en su aspecto civil, a la
Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente, de con-
formidad con el art. 10 mod. de la Ley 4117 sobre Seguro
obligatorio de Vehículo de Motor'; SEGUNDO: En cuanto al
fonfo del recurso, confirma, en la medida del recurso, la
sentencia apelada, reteniendo falta del conductor Jorge Za-
bala Alcántara, parte civil, constituidas; TERCERO: Condena
a José Fco. Capellán Tejada, al pago de las costas civiles de la
alzada con distracción en provecho de los Dres. Víctor Livio
Cedeño y Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen el siguiente medio de casación: Unico: Falta de
base legal; motivos insuficientes; Violación autoridad cosa
juzgada en lo penal;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
de los documentos que le sirven de fundamento, pone de
relieve que los recurrentes no apelaron contra la sentencia del
tribunal del primer grado; que la sentencia impugnada no les
causó ningún agravio, puesto que se limitó a confirmar la
i ndemnización que a favor del apelante les había fijado la
jurisdicción de primer instancia; que, en esas condiciones, los
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intervino la sentenica ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice asf: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Porfirio Hernández, en fecha 2 de
marzo de 1976, a nombre y representación de Jorge Zabala
Alcántara, prevenido y parte civil constituida, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 14846-11, residente en la calle 6
No. 104 Ens. Capotillo, D. N. contra sentencia de fecha 24 de
octubre del 1975 dictada por la Octava Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional cuyo
dispositivo dice asf: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado H4ctor Ezequiel	 Marmolejos, de
generales que constan en el expediente, por no haber
comparecido no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Se declara al nombrado 	 Marmolejos cul-
pable de violación a los ans. 49 y 65 de la Ley 241, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$25.00 (veintecinco pesos oro) y al pago de las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se declara al nombrado Jorge Zabala Alcántara,
cédula No. 14846, serie 11, residente en la calle Respaldo
José Martí No. 70 Ens. Espaillat, no culpable de violación a las
disposiciones de la ley No. 241, y en consecuencia se le
descarga, de toda responsabilidad penal, por no haber come-
tido el hecho puesto a su cargo y se declaran las costas de ofi-
cio; Cuarto: Se declara regular y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia por
los señores Juan Guzmán, Nereyda Fabián y Lidia Tineo por
mediación de su abogado constituido Dr. Juan Manuel Lira
Anglada, contra José Francisco Capellán Tejada, persona
civilmente responsable, por haber sido hecha de conformidad
con la ley, y en cuanto al fondo, se condena a José Francisco
Capellán Tejada al pago de una indemnización de
RDS400.00 (Cuatrocientos pesos oro) en favor de
Juan Guzmán, RD$600.00 I Seisc ientos pesos oro)
a favor de Lidia Tineo y RDS900.00 (Novecientos pesos
orc) a favor de Nereyda Fabián, y al pago de los intereses
legales dichas sumas, a partir de la fecha de la demanda, a ti-
tulo de indemnización supletoria; Quinto: Se condena a José
Francisco Capellán Tejada, en su ya expresada calidad, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provehco del Dr. Juan Manuel Lira Anglada, quien afirma ha-

berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara regular
V válida, en cuanto a la forma la constitución en parte

chal hecha en audiencia por el nombrado Jorge Zabala

Alcántara	 por mediación de sus abogados constituidos
Dres. Víctor Livio Cedeño J. y Porfirio Hernández

contra José Francisco Capellán Tejada, por

Ciadhadbeezrsairdo hecha de conformidad con la Ley, y	 en
cuanto al fondo, se condena a José Francisco Capellán
Tejada	 en su expresada calidad, al pago de una in-

,. demnización de RDS700.00 (Setecientos pesos oro) a fa-
vor de Jorge Zabala Alcántara, como justa reparación

• por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos
por él en el accidente, y al pago de los intereses legales
de dicha suma a partir de la fecha de la. demanda, a tí-
tulo de indemnización suplementaria; Séptimo: Se condena
a José Fco. Capellán Tejada al pago de las costas civiles con
distracc ión de las mismas en provecho de los Dres. Víctor Li-
vio Cedeño J. y Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad y Octavo: Se declara la
presente sentencia, común y oponible en su aspecto civil, a la
Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente, de con-
formidad con el art. 10 mod. de la Ley 4117 sobre Seguro
obligatorio de Vehículo de Motor'; SEGUNDO: En cuanto al
fonfo del recurso, confirma, en la medida del recurso, la
sentencia apelada, reteniendo falta del conductor Jorge Za-
bala Alcántara, parte civil, constituidas; TERCERO: Condena
a José Fco. Capellán Tejada, al pago de las costas civiles da la
alzada con distracción en provecho de los Dres. Víctor Livio
Cedeño y Porfirio Hernández Quezada, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen el siguiente medio de casación: Unico: Falta de
base legal; motivos insuficientes; Violación autoridad cosa
juzgada en lo penal;	 •

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
de los documentos que le sirven de fundamento, pone de
relieve que los recurrentes no apelaron contra la sentencia del
tribunal del primer grado; que la sentencia impugnada no les
causó ningún agravio, puesto que se limitó a confirmar la
indemnización que a favor del apelante les habla fijado la
urisdicción de primer instancia; que, en esas condiciones, los
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dichos recurrentes carecen de interés para impugnados, los
dichos recurrentes carecen de interés para impugnarla, por lo
cual sus recursos deben ser declarados inadmisibles;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Jorge Zabala Alcántara, en los recursos de casación in-
terpuestos por Héctor Ezequiel Marmolejos y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 16 de marzo
de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara inad•
misible los referidos recursos; Tercero: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales y civiles,
ordenando la distracción de las últimas a favor de los Dres.
Forfirio Hernández Quezada y Miguel Angel Cedeño, quines
afirman estarlas avanzando en su totalidad, y las declaran
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
41

Sentencia impugnada: Corte de	 Apelación de Santo
Domingo de fecha 2 de diciembre de 1981.
Ftsleactuerrri ae :n tCeotsrekccmioánxai ml.

o Méjia Read y la Unión de Seguros,
C. 

itáe:iAniente (s): Mirna A, Fernández Castillo y Compartes.
Abogado (s): Dr. Diógenes Amaro García.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21
de febrero del 1983, años 139' de la Independencia y 120' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máximo
Mejía Read, dominicano, médico, domiciliado en la casa No.
12 de la Avenida Bolívar de esta ciudad, cédula 27095 serie
ira., y la Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora,
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 2 de diciembre de 1981, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 7 de diciembre de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan Francisco Monclús C., cé-
dula 75606 serie 1ra., en representación de los recurrentes,
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dichos recurrentes carecen de interés para impugnados, los
dichos recurrentes carecen de interés para impugnarla, por lo
cual sus recursos deben ser declarados inadmisibles;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Jorge Zabala Alcántara, en los recursos de casación in-
terpuestos por Héctor Ezequiel Marmolejos y la Unión de
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada el 16 de marzo
de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara inad-
misible los referidos recursos; Tercero: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales y civiles,
ordenando la distracción de las últimas a favor de los Dres.
Porfirio Hernández Quezada y Miguel Angel Cedeño, quina
afirman estarlas avanzando en su totalidad, y las declaran
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera

Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

llores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
41

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo de fecha 2 de diciembre de 1981.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Máximo Méjía Read y la Unión de Seguros,
C. por A.

Intervin iente (s): Mirna A, Fernández Castillo y Compartes.
Aboga do (s): Dr. Diógenes Amaro García.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21
de febrero del 1983, años 139' de la Independencia y 120' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máximo
Mejía Read, dominicano, médico, domiciliado en la casa No.
12 de la Avenida Bolívar de esta ciudad, cédula 27095 serie
ira., y la Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora,
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 2 de diciembre de 1981, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oldo el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a - qua, el 7 de diciembre de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan Francisco Monclús C., cé-
dula 75606 serie 1ra., en representación de los recurrentes,
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acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,
ningún medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 20 de
diciembre de 1982, firmado por su abogado, Dr. Diógenes
Amaro G., cédula 10655 serie 55, intervinientes que son Mime
A. Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández, Manuel E
Fernández y Danisa Fernández, dominicanos, mayores de.
edad, domiciliados en la casa No. 163 laltos) de la calle

de esta ciudad;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado

y vistos les artículos 49 y 52 de la Ley.241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la ley
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron varias
personas con lesiones corporales, la Ouinta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó en sus atribuciones correccionales, en
fecha 1ro. de septiembre de 1980, una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre los recutsos
interpuestos contra ese fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Juan Francisco Monclús C., en fecha 3 de septiembre de
1980, a nombre y representación del prevenido Máximo Mejía
Read y persona civilmente responsable, y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A.; b) por el Dr. Diógenes Amaro García,
en fecha 9 de septiembre de 1980, a nombre
representación de Mirna A. Fernández Castillo, contra sen-
tencia de fecha 1ro. de septiembre de 1980, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Quinta Cámara Penal del
Juzgado dePrimera Instancia delCiistrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primera: Declara al nom-
brado Máximo Mejía Read, dominicano, mayor de
edad, cédula personal de identidad No.. 27095, seria 1ra.,
residente en la avenida Bolívar No. 12 de esta ciudad;
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o conducción de vehículos de motor,
en perjuicio de Mirna Fernández Castillo, curables a los dos
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(2) meses. de Aid Castillo de Fernández, curables a los dos

(2) meses, Manuel 
a 
E. Fernández, curables antesde 10 días, en

violación a los artículos 49 letra a) y c), 65 y 74 letra b) y c) de

la 
Ley No. 241., sobre Tránsitro y Vehículos, y en

consecuencia se condena al pago de una multa de cincuenta

pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costas penales causa-
das, acogiendo circunstancias atenuantes a su favor;

segundo: Declara a la nombrada Mirna A. Fernández
Castillo, dominicana, mayor de edad, cédula personal de
identidad No. 115339, serie 1ra., residente en la calle Espaillat
No. 167 (altos) de esta ciudad, culpable del delito de golpes y

heridas involuntarios causados con el manejo o conducción
de un vehículo de motor, en perjuicio de Aida Castillo de

Fernández, curables a los dos (2) meses, de Manuel E. Fer-
nández, curables después de 20 y antes de 30 días, de
Máximo Mejla Read y Danisa Fernández, curables antes de 10
días en violación a los artículos 49 letra a) y c), 65 y 74 letra d)
de la ley No. 241 sobre tránsito de vehículos, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de vein-
ticinco pesos oro (RDS25.00) y al pago de las costas,
acogiendo circunstancias atenuantes a su favor; Tercero:
Declara regular y válida, en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha en audiencia por los señores Mirna A.
Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández, Manuel E.
Fernández y Danisa Fernández, por intermedio del Dr.
Diógenes Amaro G. en contra del Dr. Máximo Me jía Read en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable y la declaración de la puesta en causa de la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad
aseguradora del vehículo productor del accidente, por haber
sido hecha de acuerdo a le ley; Cuarto: En cuanto al fondo de
dicha constitución en parte civil, condena al Dr. Máximo Me-
jía Read, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable al pago: a) de una indemnización de
tres mil pesos oro 1 RDS3,000.00) en favor y provecho de cada
una de las nombradas Mirna A. Fernández Castillo y Aida
Castillo de Fernández, como justa reparación por los daños
materiales y morales (lesiones físicas) por ésta sufridos; b)
de una indemnización de dos mil pesos oro (RDS2,000 00) a
favor y provecho de la señora Mirna A. Fernández Castillo,
como justa reparación por los daños materiales por ésta sufri-
dos a consecuencia de los desperfectos mecánicos, lucro
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acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada,
ningún medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 20 de
diciembre de 1982, firmado por su abogado, Dr. Diógenes
Amaro G., cédula 10655 serie 55, intervinientes que son Mirna
A. Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández, Manuel E.
Fernández y Danisa Fernández, dominicanos, mayores de
edad, domiciliados en la casa No 163 )altos) de la calle Es-
paillat, de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la ley
4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron varias
personas con lesiones corporales, la Quinta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional dictó en sus atribuciones correccionales, en
fecha 1ro. de septiembre de 1980, una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre los recutsos
interpuestos contra ese fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos: a) por el Dr.
Juan Francisco Monclús C., en fecha 3 de septiembre de
1980, a nombre y representación del prevenido Máximo Mejía
Read y persona civilmente responsable, y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A.; b) por el Dr. Diógenes Amaro García,
en fecha 9 de septiembre de 1980, a nombre y
representación de Mirna A. Fernández Castillo, contra sen-
tencia de fecha 1ro. de septiembre de 1980, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Quinta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Declara al nom-
brado Máximo Mejía Read, dominicano, mayor de
edad, cédula personal de identidad No. 27095, serie, 1ra.,
residente en la avenida Bolívar No. 12	 esta ciudad;
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o conducción de vehículos de motor,
en perjuicio de Mirna Fernández Castillo, curables a los dos

121 meses, de Aida Castillo de Fernández, curables a los dos

(2) meses, Manuel E. Fernández, curables antesde 10 días, en

violació n a los artículos 49 letra a) y c), 65 y 74 letra b) y c) de
la Ley No. 241., sobre Tránsitro y Vehículos, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de cincuenta
pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costas penales causa-
das, acogiendo circunstancias atenuantes a su favor;

Segundo: Declara a la nombrada Mirna A. Fernández
Castillo, dominicana, mayor de edad, cédula personal de
identidad No. 115339, serie 1ra., residente en la calle Espaillat
No. 167 (altos) de esta ciudad, culpable del delito de golpes y
heridas involuntarios causados con el manejo o conducción
de un vehículo de motor, en perjuicio de Aida Castillo de

Fernández , curables a los dos (2) meses, de Manuel E. Fer-
nández, curables después de 20 y antes de 30 días, de
Máximo Mejía Read y Danisa Fernández, curables antes de 10
díes en violación a los artículos 49 letra a) y c), 65 y 74 letra d)
de la ley No. 241 sobre tránsito de vehículos, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de vein-
ticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago de las costas,
acogiendo circunstancias atenuantes a su favor; Tercero:
Declara regular y válida, en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha en audiencia por los señores Mirna A.
Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández, Manuel E.
Fernández y Danisa Fernández, por intermedio del Dr.
Diógenes Amaro G. en contra del Dr. Máximo Mejía Read en
su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable, y la declaración de la puesta en causa de la Compa-
ñía Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de entidad
aseguradora del vehículo productor del accidente, por haber
sido hecha de acuerdo a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo de
dicha constitución en parte civil, condena al Dr. Máximo Me-
jía Read, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable al pago: a) de una indemnización de
tres mil pesos oro ( RDS3,000.00) en favor y provecho de cada
una de las nombradas Mirna A. Fernández Castillo y Aida
Castillo de Fernández, como justa reparación por los daños
materiales y morales (lesiones físicas) por ésta sufridos; b)
de una indemnización de dos mil pesos oro (RDS2,000 00) a
favor y provecho de la señora Mirna A. Fernández Castillo,
como justa reparación por los daños materiales por ésta sufri-
dos a consecuencia de los desperfectos mecánicos, lucro
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cesante y despreciación sufridos por el carro placa No. 147-
973, de su propiedad, a consecuencia del accidente de que se
trata; c) de una indemnización de un mil quinientos Pesos oro
(RDS1,000.00) a favor y provecho del señor Mai Luel E. Fer-
nández, como justa reparación por los daños materiales y
morales (lesiones físicas), por éste sufridos; d) de una in-
demnización de setecientos pesos oro (RD$700.00) a favor y
provecho de la nombrada Danisa Fernández, como justa
reparación por los daños materiales y morales (lesiones
físicas) por ésta sufridos a consecuencia del accidente de
que se trata; e) de tus intereses legales de las sumas, com-
putados a partir de la fecha de la demanda y hasta la total
ejecución de la presente sentencia, a título de indemnización
complementaria; y f) de las costas civiles, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Diógenes Amaro G., abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Quinto: Declara la presente sentencia,
común y oponible en el aspecto civil y hasta el límite de la
póliza, a la compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
esta la entidad aseguradora del carro placa No. 1459, registro.
No. 43624, mediante póliza No. SD-42038, con vigencia del 23
de agosto de 1979, al 23 de agosto de 1980, de conformidad'
con lo dispuesto por el artículo 10 Mod. de la ley No. 4117,
sobre Seguro obligatorio de vehículos de motor ;- Por haber
sido hechos conforme a la ley;- SEGUNDO: En cuanto al
fondo, se modifica el ordinal 2do. de la sentencia apelada y la
Corte obrando por autoridad propia y contrario imperio
declaramos no culpable a la nombrada Mirna A. Fernández
Castillo de violar disposiciones de la ley No. 241, sobre tránsi-
to de vehículos, en consecuencia se le descarga de toda
responsabilidad por no existir falta alguna a su cargo y se
declaran las costas penales de oficio;- TERCERO: Se con-
firma en todos sus demás aspectos la sentencia recurrida;-
CUARTO: Condena a Máximo Mejía Read al pago de las
costas pénales y civiles de la alzada con distracción de estas
últimas en provecho del Dr. Diógenes Amaro García, aboga-
do de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad;- QUINTO: Dispone la oponibilidad de la
presente sentencia a la Compañía Unión de Seguros
C. por A., por ser la entidad aseguradora del vehículo causante
del accidente";

Considerando, en cuanto al recurso de la Unión de

seguros, C. por A., que procede declarar la nulidad del
mismo en razón de que dicha recurrente no ha expuesto los

rnediesen que lo funda conforme lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la Ley sobre Procednto de Casación; que,

por tanto sólo ) se examinará el recurso del prevenido;

Considera ndo, que el examen del fallo impugnado pone de•

manifesto que la Corte a-qua para declarar único culpable del

acciden te dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio regularmente aportados en la instrucción
de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximad amente las tres de la tarde del . día
2 de marzo del año 1980, mientras el auto-

móv il placa 1459 conducido por su propietario Dr.
Máximo Mejía Read transitaba de Norte a Sur por la calle

Leopoldo Navarro de esta ciudad, al llegar a la esquina for-
mada con la avenida México, chocó por el lado izquierdo al
automóvil placa 147-973 que transitaba por dicha Avenida,
conduc ido por su propietaria Mirna A. Fernández; b) que a
consecuencia de ese choque resultaron con lesiones cor
porales que curaron a los dos meses Aida Castillo de Fe:
nández y Mirna Fernández, con lesiones que curaron después
de 20 días el señor Manuel E. Fernández y con lesiones que
curaron antes de los 10 días, Danisa Fernández, personas que
ocupaban el automóvil placa 147-973; c) que el accidente
ocurrió por la imprudencia del conductor Mejía Read, al
penetrar a la Avenida México sin advertir que ya el vehículo
conducido por Mirna Fernández había ganado la intersección
con la calle Leopoldo Navarro; d) que el automóvil de Mejía
Presenta averías en el guardalodo derecho delantero y en el
bonete, mientras que el vehículo de Mirna Fernández
presenta abolladuras en la parte laterial izquierda, lo que
demuestra que fue el automóvil de Mejía el que chocó contra
el de Mirna Fernández;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
Por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la ley 241 de
1967, y sancionado en la letra c) de dicho articulo con prisión
de 6 meses a 2 años y multa de $100.00 a $500.00 pesos, si la
enfermedad o imposibilidad de la víctima para dedicarse a su
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cesante y despreciación sufridos por el carro placa No. 147.
42	 973, de su propiedad, a consecuencia del accidente de que se

trata; c) de una indemnización de un mil quinientos pesos oro
(RDS1,000.00) a favor y provecho del señor Maouel E. Fer.

3	 nández, como justa reparación por los daños materiales y
morales (lesiones físicas), por éste sufridos; d) de una in-
demnización de setecientos pesos oro (RDS700.00) a favor y
provecho de la nombrada Danisa Fernández, como justa
reparación por los daños materiales y morales (lesiones
físicas) por ésta sufridos a consecuencia del accidente de
que se trata; e) de pus intereses legales de las sumas, com-
putados a partir de la fecha de la demanda y hasta la total
ejecución de la presente sentencia, a título de indemnización
complementaria; y f) de las costas civiles, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Diógenes Amaro G., abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Quinto: Declara la presente sentencia,
común y oponible en el aspecto civil y hasta el límite de la
póliza, a la compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
esta la entidad aseguradora del carro placa No. 1459, registro.
No. 43624, mediante póliza No. SD-42038, con vigencia del 23
de agosto de 1979, al 23 de agosto de 1980, de conformidad'
con lo dispuesto por el artículo 10 Mod. de la ley No. 4117,
sobre Seguro obligatorio de vehículos de motor ;- Por haber
sido hechos conforme a la ley;- SEGUNDO: En cuanto al
fondo, se modifica el ordinal 2do. de la sentencia apelada y la
Corte obrando por autoridad propia y contrario imperio
declaramos no culpable a la nombrada Mirna A. Fernández
Castillo de violar disposiciones de la ley No. 241, sobre tránsi-
to de vehículos, en consecuencia se le descarga de toda
responsabilidad por no existir falta alguna a su cargo y se
declaran las costas penales de oficio;- TERCERO: Se con-
firma en todos sus demás aspectos la sentencia recurrida;-
CUARTO: Condena a Máximo Mejía Read al pago de las
costas pénales y civiles de la alzada con distracción de estas
últimas en provecho del Dr. Diógenes Amaro García, aboga-
do de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad;- QUINTO: Dispone la oponibilidad de la
presente sentencia a la Compañía Unión de Seguros
C. por A., por ser la entidad aseguradora del vehículo causante
del accidente";

Considerando, en cuanto al recurso de la Unión de

seguros, C. por A., que procede declarar la nulidad del
mismo en razón de que dicha recurrente no ha expuesto los

—reedipsen que lo funda conforme lo exige, a pena de nulidad, el

artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que,

por tan to sólo se examinará el recurso del prevenido;

Considera ndo, que el examen del fallo impugnado pone de
manifesto que la Corte a-qua para declarar único culpable del
accidente dio por establecido, mediante la ponderación de los

elementos de juicio regularmente aportados en la instrucción
de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo
aproximadamente las tres de la tarde del día
2 de marzo del año 1980, mientras el auto-

móv il placa 1459 conducido por su propietario Dr.
Máximo Mejía Read transitaba de Norte a Sur por la calle
Leopoldo Navarro de esta ciudad, al llegar a la esquina for-
mada con la avenida México, chocó por el lado izquierdo al
automóvil placa 147-973 que transitaba por dicha Avenida,
conduc i do por su propietaria Mirna A. Fernández; b) que a
consecuencia de ese choque resultaron con lesiones co'
perales que curaron a los dos meses Aida Castillo de Fe:
nández y Mirna Fernández, con lesiones que curaron después
de 20 días el señor Manuel E. Fernández y con lesiones que
curaron antes de los 10 días, Danisa Fernández, personas que
ocupaban el automóvil placa 147 973; c) que el accidente
ocurrió por la imprudencia del conductor Mejía Read, al
penetrar a la Avenida México sin advertir que ya el vehículo
conducido por Mirna Fernández había ganado la intersección
con la calle Leopoldo Navarro; d) que el automóvil de Mejía
presenta averías en el guardalodo derecho delantero y en el
bonete, mientras que el vehículo de Mirna Fernández
Presenta abolladuras en la parte laterial izquierda, lo que
demuestra que fue el automóvil de Mejía el que chocó contra
el de Mirna Fernández;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto en el artículo 49 de la ley 241 de
1967 , y sancionado en la letra e) de dicho artículo con prisión
de 6 meses a 2 años y multa de $100 00 a $500 00 pesos, si la
enfermedad o imposibilidad de la víctima para dedicarse a su
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trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que
por tanto al condenar al prevenido recurrente al pago de una
multa de $50.00 pesos acogiendo circunstancias atenuantes.
la Corte a-qua, !e aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por
tablecido que el hecho del prevenido Mejía Read causó a
Mirna A. Fernández, Aida Castillo de Fernández, Manuel E.•
Fernández y Danisa Fernández, personas co nstituidas en
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales que evaluó
en las sumas que se consignan en el dispositivo de la sen-
tencia impugnada; que, por tanto al condenar al prevenido
recurrente al pago de esas sumas más los intereses a contar
de la fecha de la demanda, en provecho de las indicad
personas, constituidas en parte civil, a título de in-
demnización, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
concerniente al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

ROLETIN JUDICIAL	 487

H ugo FI. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencie ha sido dada y firmada per los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmadol- Miguel Jacobo.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Mirna A. Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández,
Manuel E. Fernández y Danisa Fernández, en los recursos de
casación interpuestos por Máximo Mejía Read y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 2 de diciembre de 1981, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de casación de la Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
del prevenido Máximo Mejia Read y lo condena al pago de las
costas penales y civiles y distrae estas últimas en provecho
del Dr. Diógenes Amaro G., abogado de los intervinientes ,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte y las hace
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., entidad asegura-
dora puesta en causa, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor narría de Peña,



trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que
por tanto al condenar al prevenido recurrente al pago de tina
multa de $50.00 pesos acog iendo circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por
tablecido que el hecho del prevenido Mejía Read causó a
Mirna A. Fernández, Aida Castillo de Fernández, Manuel E.
Fernández y Danisa Fernández, personas constituidas en
parte civil, daños y perjuicios morales y materiales que evaluó
en las sumas que se consignan en el dispositivo de la sen-
tencia impugnada; que, por tanto al condenar al prevenido
recurrente al pago de esas sumas más los intereses a contar
de la fecha de la demanda, en provecho de las indicadas
personas, constituidas en parte civil, a título de in-
demnización, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
concerniente al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Mirna A. Fernández Castillo, Aida Castillo de Fernández,
Manuel E. Fernández y Danisa Fernández, en los recursos de
casación interpuestos por Máximo Mejía Read y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 2 de diciembre de 1981, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de casación de la Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de casación
del prevenido Máximo Mejía Read .y lo condena al pago de las
costas penales y civiles y distrae estas últimas en provecho
del Dr. Diógenes Amaro G., abogado de los intervinientes
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte y las hace
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., entidad asegura-
dora puesta en causa, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Luis Víctor García de Peña,

Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado)- Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
42
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sant;
Domingo, de fecha 13 de Junio de 1980.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Domingo A. Torres Lara, Sofía Lara Torres
Seguros Peplo, S. A., Julio Gil Reyes y Cooperativa de
Transporte Urbano.
Abogado (s): Dr. Adalberto Maldonado Hernández y el Dr.
Félix A. Brito Mata.
Interviniente (s): Juan A. Hidalgo Herrera y Compartes.
Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña,' Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de Febrero de 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Domingo
A. Torres Lara, dominicano, soltero, chofer, domiciliado y
residente en la casa No. 154 de la calle Manuela Diez, de esta
ciudad, cédula No. 119507, serie tra., Sofía Lara de Torres,
dominicana, casada, mayor de edad, domiciliada en la casa
No. 154 de la calle Manuela Diez, de esta ciudad, cédula No.
38551, serie 1ra., Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora
con domicilio social en esta ciudad, Julio Gil Reyes,
dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la casa
No. 54 dé la Ave. San Vicente de Paul, de Los Minas, de esta
ciudad, con cédula de identificación personal No. 130458,
serie tra., y la Cooperativa de Transporte Urbano, domiciliada
en la casa No. 321 de la calle Padre Castellanos, de esta ciudad,
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la sentencia dictada en sus atribuciones correo-ccoraionntales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en

fecha 15 de Junio de 1980, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el día 8 de agosto de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Adalberto G. Maldonado
Hernández, cédula No. 40939, serie 31, en representación de
los recurrentes Domingo A. Torres, Sofía Lara de Torres y
Seguros Pepín, S. A, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, el día 18 de agosto de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.
6556, serie 5, a nombre del Dr. Adalberto Maldonado, quien a
su vez actúa en representación de los recurrentes men-
cionados en el acta del día 8 de agosto de 1980, antes in-
dicada, y en la cual tampoco se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el día 5 de septiembre de 1980, a requerimiento
del abogado Dr. Juan Jorge Chahín Tuna, cédula No. 10561,
serie 25, en representación de los recurrentes Julio Gil Reyes
y la Cooperativa de Transporte Urbano, acta en la cual estos
recurrentes se han limitado a señalar contra la sentencia
impugnada, los siguientes medios de casación; Violación del
derecho de defensa, falta de base legal, falta de motivos,
oscuridad en el fallo, violación de la Constitución por no ha-
berse citado a los recurrentes;

Visto el memorial de los recurrentes Domingo A. Torres
Lara, Sofía Lara de Torres y Seguros Pepín, S. A., de fecha 22
de Junio de 1981, suscrito por el abogado Dr. Félix A. Brito
Mata, cédula No. 29194, serie 47 en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que
luego se indican;

Visto el memorial de los recurrentes que se señalan en el
Párrafo anterior, también de fecha 22 de junio de 1981, suscri-
to Por el abogado Dr. Adalberto Maldonado Hernández, en el
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
42
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de Junio de 1980.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Domingo A. Torres Lara, Sofía Lara Torres,
Seguros Pepín, S. A., Julio Gil Reyes y Cooperativa de
Transporte Urbano.
Abogado (s): Dr. Adalberto Maldonado Hernández y el Dr.
Félix A. Brito Mata.
Interviniente (s): Juan A. Hidalgo Herrera y Compartes,
Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque Castillo, Luis V. García de Peña,' Hugo H.
Goicochea S., Abelardo Herrera Piña y Máximo Puello
Renville, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de Febrero de 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Domingo
A. Torres Lara, dominicano, soltero, chofer, domiciliado y
residente en la casa No 154 de la calle Manuela Diez, de esta
ciudad, cédula No. 119507, serie ira., Sofía Lara de Torres,
dominicana, casada, mayor de edad, domiciliada en la casa
No. 154 de la calle Manuela Diez, de esta ciudad, cédula No.
38551, serie ira., Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora
con domicilio social en esta ciudad, Julio Gil Reyes,
dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado en la casa
No. 54 de la Ave. San Vicente de Paul, de Los Minas, de esta
ciudad, con cédula de identificación personal No. 130458,
serie ira., y la Cooperativa de Transporte Urbano, domiciliada
en la casa No. 321 de la calle Padre Castellanos, de esta ciudad,

contra la sentencia dictada en sus atribuciones correo-
onales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
lecha 15 de Junio de 1980, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el día 8 de agosto de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Adalberto G. Maldonado
Hernández, cédula No. 40939, serie 31, en representación de
los recurrentes Domingo A. Torres, Sofía Lara de Torres y
Seguros Pepín, S. A, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, el día 18 de agosto de 1380, a re-
querimiento del abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.
6556, serie 5, a nombre del Dr. Adalberto Maldonado, quien a
su vez actúa en representación de los recurrentes men-
cionados en el acta del día 8 de agosto de 1980, antes in-
dicada, y en la cual tampoco se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el día 5 de septiembre de 1980, a requerimiento
del abogado Dr. Juan Jorge Chahín Tuna, cédula No. 10561,
serie 25, en representación de los recurrentes Julio Gil Reyes
y la Cooperativa de Transporte Urbano, acta en la cual estos
recurrentes se han limitado a señalar contra la sentencia
impugnada, los siguientes medios de casación; Violación del
derecho de defensa, falta de base legal, falta de motivos,
oscuridad en el fallo, violación de la Constitución por no ha-
berse citado a los recurrentes;

Visto el memorial de los recurrentes Domingo A. Torres
Lara, Sofía Lara de Torres y Seguros Pepín, S. A., de fecha 22
de Junio de 1981, suscrito por el abogado Dr. Félix A. Brito
Mata, cédula No. 29194, serie 47 en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que
luego se indican;

Visto el memorial de los recurrentes que se señalan en el
Párrafo anterior, también de fecha 22 de junio de 1981, suscri-
to Por el abogado Dr. Adalberto Maldonado Hernández, en el
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Lara de Torres y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,contra
se- ntencia de fecha 5 de marzo de 1979, dictada por la Octava
(-4j- mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto, contra el nombrado Julio Gil Reyes, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Se declara a los nombrados
Domingo A. Torres Lara, y Julio Gil Reyes, de generales que
constan en el expediente, culpables del delito de golpes y
heridas involuntarios, que causaron la muerte (Homicidio
Involun tario) p.evisto y sancionado por las disposiciones del
art. 49 párrafo 1ro. de la ley No. 241, en perjuicio de quien en
vida se llamó Francisco Javier Hidalgo Ramírez, y en
consecuenc i a se le condena a Domingo A. Torres Lara, al
pago de una multa de Doscientos Pesos Oro (RDS200.00) y a
Julio Gil Reyes, a sufrir la pena de un (1) año de prisión
correccional y ambos al pago de las costas penales causadas;
TERCERO: Se declara regular y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil incoada por los señores Juan A.
Hidalgo Herrera y Ursula Eneida Ramírez de Hidalgo, en sus
calidades de padres legítimos del que en vida se llamó
Francisco Javier Hidalgo Ramírez, por intermedio de sus
abogados constituidos Dres. Bienvenido Montero de los
Santos, Sofía Lara de Torres y la Cooperativa de Transporte
Urbano (ADUCAVITU) en sus calidades de prevenido y
persona civilmente responsable respectivamente, y la puesta
en causa de la Compañía Pepín, S. A., entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, y por el señor Julio
Reyes y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCA-
VITU), por intermedio de sus abogados constituidos Dres.
Bolívar Soto Montás y Sonia Altagracia Grullón de Moya, en
contra de Sofía Lara de Torres y Domingo A. Torres Lara, y la
puesta en causa de la Cía. de Seguros Pepín, S. A., por haber
sido hecha conforme a la ley de la materia; CUARTO En •
Cuanto al fondo se condena a Treinta Mil Pesos Oro
(RDS30,000.00) en favor y provecho de los señores Juan A.
Hidalgo Herrera y Ursula E. Ramírez de Hidalgo; b) se con-
dena a Sofía Lara de Torres y Domingo A. Torres Lara, al
Pago de la suma de Dos Mil Pesos Oro (RDS2,000.00) en fa-vulopr uy cpArvnuprovecho de la Cooperativa de Transpone Urbano

y el señor Julio Gil Reyes, como justa in-
demnización por los daños morales y materiales sufridos por

42

S
3

4'

490	 BOLETIN JUDICIAL

cual se proponen contra la sentencia impugnada, los medios
de casación que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 17 de junio de
1981, firmado por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos,
cédula No. 63744, serie 1ra., abogado de los intervinientes
Juan Antonio Hidalgo Herrera y Enedina Ursula Ramírez de
Hidalgo, dominicanos, mayores de edad, casados, cédulas
37099 y 42725, serie Ira., respectivamente, domiciliados en
esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Máximo Puello Renville, Jueces de este Tribu-
nal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1983, 1394 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor y 1, 29, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidnete de tránsito en el cual una persona resultó
muerta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional dictó en fecha 5 de marzo de
1979, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos, los
recursos da apelación interpuestos: a) Licda. Sonia Alt.
Grullón de Moya y el Dr. Bolívar Soto Montás, en fecha 16 de
marzo de 1979, a nombre y representación del señor Julio Gil
Reyes y Cooperativa de Transpone Urbano y b) Dra. María
Navarro Miguel, en fecha 19 de marzo de 1979, a nombre Y
representación de los señores Domingo A. Torres Lara, Sofía
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42 cual se proponen contra la sentencia impugnada, los medios
de casación que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 17 de junio de
1981, firmado por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos
cédula No. 63744, serie Ira., abogado de los intervinientes.
Juan Antonio Hidalgo Herrera y Enedina Ursula Ramírez de
Hidalgo, dominicanos, mayores de edad, casados, cédulas
37099 y 42725, serie Ira., respectivamente, domiciliados en
esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Máximo Puello Renville, Jueces de este Tribu-
nal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1983, 1394 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor y 1, 29, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accionete de tránsito en el cual una persona resultó
muerta, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional dictó en fecha 5 de marzo de
1979, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos, los
recursos de apelación interpuestos: a) Licda. Sonia Alt.
Grullón de Moya y el Dr. Bolívar Soto Montás, en fecha 16 de
marzo de 1979, a nombre y representación del señor Julio Gil
Reyes y Cooperativa de Transporte Urbano y b) Dra. María
Navarro Miguel, en fecha 19 de marzo de 1979, a nombre Y
representación de los señores Domingo A. Torres Lara, Sofía

ra de Torres y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,contra
seLantencia de fecha 5 de marzo de 1979, dictada por la Octava

mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto, contra el nombrado Julio Gil Reyes, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
isgalmente citado; SEGUNDO: Se declara a los nombrados
Domingo A. Torres Lara, y Julio Gil Reyes, de generales que
constan en el expediente, culpables del delito de golpes y
heridas involuntarios, que causaron la muerte (Homicidio
Involuntario) p. avisto y sancionado por las disposiciones del
art, 49 párrafo 1ro. de la ley No. 241, en perjuicio de quien en
vida se llamó Francisco Javier Hidalgo Ramírez, y en
.consecuencia se le condena a Domingo A. Torres Lara, al
'pago de una multado Doscientos Pesos Oro (RDS200.00) y a
Julio Gil Reyes, a sufrir la pena de un (1) año de prisión
correccional y ambos al pago de las costas penales causadas;
TERCERO: Se declara regular y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil incoada por los señores Juan A.
Hidalgo Herrera y Ursula Eneida Ramírez de Hidalgo, en sus
calidades de padres legítimos del que en vida se llamó
Francisco Javier Hidalgo Ramírez, por intermedio de sus
abogados constituidos Dres. Bienvenido Montero de los
Santos, Sofía Lara de Torres y la Cooperativa de Transpone
Urbano (ADUCAVITU) en sus calidades de prevenido y
persona civilmente responsable respectivamente, y la puesta
en causa de la Compañía Pepín, S. A., entidad aseguradora
dei vehículo que ocasionó el accidente, y por el señor Julio
Reyes y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCA-
VITU), por intermedio de sus abogados constituidos Dres.
Bolívar Soto Montás y Sonia Altagracia Grullón de Moya, en
contra de Sofía Lara de Torres y Domingo A. Torres Lara, y la
Puesta en causa de la Cía. de Seguros Pepín, S. A., por haber
sido hecha conforme a la ley de la materia; CUARTO En,
Cuanto al fondo se condena a Treinta Mil Pesos Oro
(RDS30,000.00) en favor y provecho de los señores Juan A.
Hidalgo Herrera y Ursula E. Ramírez de Hidalgo; b) se con-
dena a Sofía Lara de Torres y Domingo A. Torres Lara, al(pAaogoudcelvaisTuuma de Dos Mil Pesos Oro IRDS2,000.00) en fa-vor y provecho de la Cooperativa de Transporte Urbano
A 

y el señor Julio Gil Reyes, como justa in-
demnización por los daños morales y materiales sufridos por
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ellos con motivo del accidente de que se trata; QUINTO.
Condenar a Domingo A. Torres Lara y Julio Gil R eyes, ser,:
dariamente con Sofía Lara de Torres y la Cooperativa de
Transporte Urbano (ADUCAVITU) al pago de los interreses
legales compensatorios de la suma principal impuesta a partir
de la demanda de que se trata; SEXTO: Condenar a Domingo
y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCAVITU) el
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Bienvenido Montero de los Santos y
Bolívar Soto Montás y Sonia Altagracia Grullón de Moya,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEP.:
TIMO: Se pronuncia el defecto de la Cía., de Seguros Pepín,
S. A., por no haber comparecido a la audiencia ni hacerse
representar en ella, a pesar de estar legalmente citada;
OCTAVO: Declarar y Ordenar, que la presente sentencia que
intervenga sea oponible a la Cfa. de Seguros Pepín, S. A.,
hasta el límite de su responsabilidad en su condición de enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de la Sra. Sofía Lara
de Torres, con póliza No. A-50547, con vigencia desde el día
26 de octubre de 1976, al 26 de diciembre de 1977, de con-
formidad con los dispuesto por el art. 10 Mod. de la Ley No.
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor".-
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
los prevenidos Domingo A. Torres Lara y Julio Gil Reyes, por
no haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tados; TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de la sentencia
apelada en cuanto al monto de la indemnización acordada
por el tribunal a-quo, en favor de los señores Juan A. Hidalgo
Herrera y Ursula E. Ramírez de Hidalgo y la Corte obrando por
propia autoridad y contrario imperio rebaja la misma suma de
Quince Mil Pesos Oro (RDS15,000.00) por considerar esta
Corte que esta suma está más en armonía y equidad con la
magnitud de los daños causados; CUARTO: Se confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada: QUINTO: Con-
dena a Domingo A. Torres Lara, Julio Gil Reyes, Sofía Lara
de Torres y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCA-
VITU), al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los
Santos y Licda. Sonia Altagracia Grulión de Moya, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

En Cuanto a los recursos de casación del prevenido
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Considera ndo, que los intervinientes Juan A. HidalgoC
Herrera y Ursula E. Ramírez de Hidalgo proponen en su escri-
to de intervención, que se declare inadmisible por tardío el

. recurso de casación del prevenido Gil Reyes en razón de que
habiéndosele notificado la sentencia por acto de alguacil de
fecha 16 de julio de 1980 dicho prevenido interpuso el recurso
de casación en fecha 5 de septiembre de ese mismo año,

'
' ' cuando ya había vencido el plazo de diez días establecido por
 la ley; que asimismo, los referidos intervinientes solicitan que

1[ se declare nulo el recurso de la Cooperativa de Transpone.
Urba no por no haberío motivado al tenor del art. 37 de la ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el art. 29 de la ley
sobre Procedimiento de Casación, "el plazo para interponer el

, recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si fue
debidamente citado para la misma. En todo caso, el plazo
correrá a partir de la notificación de la presente. Durante estos
diez días, y se hubiere establecido el recurso mientras dure
éste, se suspenderá la ejecución de la sentencia";

Considerando, que en el expediente consta que tanto al
prevenido Julio Gil Reyes como a la Cooperativa de Trans-
porte Urbano por actos del Alguacil Rosendo A. Prandy G.,
de Estrados de la Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 16 de julio de 1980, le fue notificada la sentencia del
15 de junio de 1980, antes indicada, y que dichas personas
interpusieron el recurso de casación contra la referida sen-
tencia, el día 5 de septiembre de 1980; que, por tanto los se-
ñalados recursids Se interpusieron después de vencido el plazo
de 10 (diez) días establecido por la ley, por lo cual deben ser
declarados inadmisibles por tardíos;

En cuanto a los recursos de Domingo A. Torres Lara,
Sofía Lara de Torres y Seguros Pepín, S. A.,

•

Considerando, que en sus memoriales, estos recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Desnaturalización de ios hechos de la causa.

Gil Reyes y de la Cooperativa de Transpone
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1
ellos con motivo del accidente de que se trata; QUINTO.
Condenar a Domingo A. Torres Lara y Julio Gil Reyes, 5011:

dariamente con Sofía Lara de Torres y la Cooperativa de
Transporte Urbano (ADUCAVITU) al pago de los interreses
legales compensatorios de la suma principal impuesta a partir
de la demanda de que se trata; SEXTO: Condenar a Domingo
y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCAVITU) al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Bienvenido Montero de los Santos y
Bolívar Soto Montás y Sonia Altagracia Grullón de Moya
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEP:

TIMO: Se pronuncia el defecto de la Cia., de Seguros Peplo,
S. A., por no haber comparecido a la audiencia ni hacerse
representar en ella, a pesar de estar legalmente citada;
OCTAVO: Declarar y Ordenar, que la presente sentencia que
intervenga sea oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
hasta el límite de su responsabilidad en su condición de enti-
dad aseguradora del vehículo propiedad de la Sra. Sofía Lara
de Torres, con póliza No. A-50547, con vigencia desde él día
26 de octubre de 1976, al 26 de diciembre de 1977, de con-
formidad con los dispuesto por el art. 10 Mod. de la Liey No.
4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor".-
SEGU NDO: En cuanto al fondo pronuncia el defecto contra
los prevenidos Domingo A. Torres Lara y Julio Gil Reyes, por
no haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tados; TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de la sentencia
apelada en cuanto al monto de la indemnización acordada
por el tribunal a-quo, en favor de los señoresjuan A. Hidalgo
Herrera y U rsula E. Ramírez de Hidalgo y la Corte obrando por
propia autoridad y contrarío imperio rebaja la misma suma do
Quince Mil Pesos Oro (RDS15,000.00) por considerar esta
Corte que esta suma está más en armonía y equidad con la
magnitud de los daños causados; CUARTO: Se confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada: QUINTO: Con-
dena a Domingo A. Torres Lara, Julio Gil Reyes, Sofía Lara
de Torres y la Cooperativa de Transporte Urbano (ADUCA-
VITU), al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los
Santos y Licda. Sonia Altagracia Grullón de Moya, quienes
afirman haberles avanzado en su totalidad";

En Cuanto a los recursos de casación del prevenido

Julia Gil Reyes y de la Cooperativa de Transporte
Urbano.

Considerando, que los intervinientes Juan A. Hidalgo
Herrera y Ursula E. Ramírez de Hidalgo proponen en su escri-
to de intervención, que se declare inadmisible por tardío el l
recurso de casación del prevenido Gil Reyes en razón de que
	 habiéndosele notificado la sentencia por acto de alguacil de

fecha 16 de julio de 1980 dicho prevenido interpuso el recurso
de casación en fecha 5 de septiembre de ese mismo año,
cuando ya había vencido el plazo de diez días establecido por

, . la ley; que asimismo, los referidos intervinientes solicitan queI
,	 se declare nulo el recurso de la Cooperativa de Transporte
'	 Urbano por no haberlo motivado al tenor del art. 37 de la ley

sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que de conformidad con el art. 29 de la ley

sobre Procedimiento de Casación, "el plazo para interponer el
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si fue

,	 debidamente citado para la misma. En todo caso, el plazo
correráa partir de la notificación de la presente. Durante estos

. diez días, y se hubiere establecido el recurso mientras dure
I • éste, se suspenderá la ejecución de la sentencia";
1	 Considerando, que en el expediente consta que tanto al

prevenido Julio Gil Reyes como a la Cooperativa de Trans-
porte Urbano por actos del Alguacil Rosendo A. Prandy G.,
de Estrados de la Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 16 de julio de 198C), le fue notificada la sentencia del
15 de junio de 1980, antes indicada, y que dichas personas
interpusieron el recurso de casación contra la referida sen-
tencia, el día 5 de septiembre de 1980; que, por tanto los se-
ñalados recursds Se interpusieron después de vencido el plazo
de 10 (diez) días establecido por la ley, por lo cual deben ser
declarados inadmisibles por tardíos;

En cuanto a los recursos de Domingo A. Torres Lara,
Sofía Lara de Torres y Seguros Pepín, S. A.,

Considerando, que en sus memoriales, estos recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Desnaturalización dejos hechos de la causa.
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beranas, que el prevenido Torres concurrió con su falta a 13
comisión del delito puesto a su cargo, hecho que causó,
obviamente, a los progenitores de la víctima, daños y per-
juicios morales y materiales que deben ser reparados; que,
por tanto, les medios que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dio por establecido,
sin desnaturalización alguna, los siguientes hechos: a) que
siendo aproximadamente las 10:30 de la mañana del día 4 de
diciemb re de 1976 mientras el camión placa 501-043, con-
ducido por Domingo Torres Lara, transitaba de Oeste a Este
por la Avenida de Las Américas, al llegar frente a la calla 17
del ensancha 013M3 de esta ciudad, chocó contra el automó-
vil placa 91-731 manejado por Julio Gil Reyes y que transitaba
también de Oeste a Este por la misma A venida de Las •
Américas; b) que a consecuencia de ese choque el joven
Francisco Javier Hidalgo Ramírez, que iba en la cama del
camión cayó al pavimento y las ruedas mellizas del camión le
pasaron por encima, causándole la muerte casi iris.
tantaneamente; c) que el hecho se produjo por la falta come-
tida por el chofer del camión, quien se_clesvió tanto a su
derecha que chocó contra el automóvil de Gil que en ese
mismo momento reanudaba la marcha después de desmontar
a un pasajero, sin advertir la presencia del camión en el lugar;

Considerando que los hechos asi establecidos constituyen
a cargo del prevenido Torres, el delito de homicidio por
imprudencia causado con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el art. 49 de la ley 241 de 1967,
y sancionado por el inciso Primero del indicado artículo con
prisión de dos a cinco años y multa de RDS500.00 a
R DS2,000.0; que la Corte a-qua al condenar al prevenido
Torres a pagar una multa de RDS200.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la
ley;

Consideiando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido Torres Lara
había causado a Juan A. Hidalgo Herrera y a Ursula E.
Ramírez de Hidalgo, personas constituidas en parte civil en
sus calidades, no discutidas, de progenitores de Francisco

Falta de motives que justifiquen la asignación de .leííos y

perjuicios acordados a la parte civil;
Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de

casación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis lo
siguiente: a) que la Corte a-qua desnaturalizó los hechos de
la causa para atribuir al prevenido Gil Reyes la culpabilidad del
accidente; que el testigo Félix Ant. Ortiz declaró que fue el
automóvil conducido por Gil el que "embistió al camión",
Manejado por Torres; que, Torres se vio obligado a girar a su
derecha cuando otro vehículo le venía encima por el lado
izquierdo; que el giro a la derecha lo podía hacer en razón de
que el automóvil de Gil estaba detenido desmontando pasa-
jeros; que la colisión se produjo por la imprudencia de Gil que
en ese mismo momento inició la marcha sin advertir que el
camión le tenla ya, ocupada la vía; que el único culpable del
accidente fue el conductor Gil, o sea el otro prevenido; b) que
en la sentencia impugnada no se establecen las cir-
cunstancias en que se produjo el accidente, ni se examina la
conducta de los dos choferes; que la ausencia de tal pon-
deración imposibilita a la Suprema Corte de Justicia verificar
si en dicho accidente la falta retenida a cargo del recurrente
Torres fue la causa eficiente y determinante del rhismo;
además, en la sentencia impugnada no se establecen los
fundamentos de la indemnización de quince mil pesos que
fue otorgada, tampoco se precisa la base jurídica de la misma,
ni se determina si las personas que reclaman han "sufrido
efectivamente los daños y perjuicios" cuya reparación
persiguen; que la sentencia impugnada carece de motivos
tanto en etaspecto penal como en el civil, por lo que a juicio de
los recurrentes dicho fallo debe ser casado; Pero,

Considerando que la Corte a-qua para decidir que el acci-
dente de que se trata se produjo por las faltas concurrentes
de los prevenidos, se basó no sólo en las declaraciones del
testigo Ortiz, sino también en los demás hechos y cir-
cunstancias del proceso, y particularmente en el contenido
del acta de la Policía; que del estudio de las declaraciones de
los prevenidos y de la deposición del testigo Ortiz se advierte
que a los hechos de la suma no se le ha dado un sentido o
alcance distinto al que realmente le corresponde; que,
además, la sentencia contiene motivos que, como se verá
más adelante, justifican plenamente la que ha .,:do decidido,
ya que 13 Corte a-qua estableció dentro de sus facultades so-
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izquierdo; que el giro a la derecha lo podía hacer en razón de
que el automóvil de Gil estaba detenido desmontando pasa-
jeros; que la colisión se produjo por la imprudencia de Gil que
en ese mismo momento inició la marcha sin advertir que el
camión le tenía ya, ocupada la vía; que el único culpable dei
accidente fue el conductor Gil, o sea el otro prevenido; b) que
en la sentencia impugnada no se establecen las cir-
cunstancias en que se produjo el accidente, ni se examina la
conducta de los dos choferes; que la ausencia de tal pon-
deración imposibilita a la Suprema Corte de Justicia verificar
si en dicho accidente la falta retenida a cargo del recurrente
Torres fue la causa eficiente y determinante del rhismo;
además, en la sentencia impugnada no se establecen los
fundamentos de la indemnización de quince mil pesos que
fue otorgada, tampoco se precisa la base jurídica de la misma,
ni se determina si las personas que reclaman han "sufrido
efectivamente los daños y perjuicios" cuya reparación
persiguen; que la sentencia impugnada carece de motivos
tanto en etaspecto penal corno en el civil, por lo que a juicio de
los recurrentes dicho fallo debe ser casado; Pero,

Considerando que la Corte a-qua para decidir que el acci-
dente de que se trata se produjo por las faltas concurrentes
de los prevenidos, se basó no sólo en las declaraciones del
testigo Ortiz, sino también en los demás hechos y cir-
cunstancias del proceso, y particularmente en el contenido
del acta de la Policía; que del estudio de las declaraciones de
los prevenidos y de la deposición del testigo Ortiz se advierte
que a los hechos de la suma no se le ha dado un sentido o
alcance distinto al que realmente le corresponde; que,
además, la sentencia contiene motivos que, como se verá
más adelante, justifican plenan lente lo que ha oicio decidido,
ya que la Corte a-qua estableció dentro de sus facultades so-
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beranas, ("Je el prevenido Torres concurrió con su falta a la
comisión del delito puesto a su cargo, hecho que causó,
obviamente, a los progenitores de la víctima, daños y per-
juicios morales y materiales que deben ser reparados; que,
por tanto, los medios que se examinan carecen de fun-

P. (lamento y deben ser desestimados;
Considerando que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Corte a-gua mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dio por establecido,
sin desnaturalización alguna, los siguientes hechos: a) que
siendo aproximadamente las 10:30 de la mañana del día 4 de
diciembre de. 1976 mientras el camión placa 501-043, con-
ducido por Domingo Torres Lara, transitaba de Oeste a Este
por la Avenida de Las Américas, al llegar frente a la calle 17
del ensanche.Ozama de esta ciudad, chocó contra el automó-
vil placa 91-731 manejado por Julio Gil Reyes y que transitaba
también de Oeste a Este por la misma Avenida de Las •
Américas; b) que a consecuencia de ese choque el joven
Francisco Javier Hidalgo Ramírez, que iba en la cama del
camión cayó al pavimento y las ruedas mellizas del camión le
Pasaron por encima, causándole la muerte casi iris-
tantaneamente; c) que el hecho se produjo por la falta come-
tida por el chofer del cainión.ouierL se_desvió tanto a su
derecha que chocó contra el automóvil de Gil que en ese
mismo momento reanudaba la marcha después de desmontar
a un pasajero, sin advertir la presencia del camión en el lugar;

Considerando que los hechos asi establecidos constituyen
a cargo del prevenido Torres, el delito de homicidio por
imprudencia causado con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el art. 49 de la ley 241 de 1967,
y sancionado por el inciso Primero del indicado artículo con

a
 prisión de dos a cinco años y multa de RDS500.00 a
.RDS2,000.0; que la Corte a-gua al condenar al prevenido
Torres a pagar una multa de RDS200.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, lo aplicó una sanción ajustada a la
ley;

Considei ando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido Torres Lara
había causado a Juan A. Hidalgo Herrera y a Ursula E.
Ramírez de Hidalgo, personas constituidas en parte civil en
sus calidades, no discutidas, de progenitores de Francisco
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Javier Hidalgo Ramírez, víctima del accidente, daños y
perjuicios morales y materiales, cuyo monto evaluó en le
suma de RD$15,000.00 (Quince Mil Pesos Oro); que en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar a los prevenidos
Domingo A. Torres Lara, y Julio Gil Reyes, y a Sofía Lara de
Torres y la Cooperativa de Transporte Urbano, personas
estas dos últimas puestas en causa como civilmente res-
ponsables al pago solidario de esa suma más los intereses
legales de la misma a contar de la fecha de la demanda, en
provecho de las indicadas personas constituidas en parte ci-
vil, a título de indemnización, la referida Corte hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, y al hacer oponibles las condenaciones pronunciadas
contra Sofía Lara de Torres, a la Segtiros Pepín, S. A.,
compañía aseguradora puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que igualmente la
Corte a-qua dio por establecido que el hecho cometido por el
prevenido Torres había causado a la Cooperativa de
Transporte Urbano y a Julio Gil Reyes, constituidos en parte
civil, daños y perjuicios, cuyo monto evaluó en la suma de
RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro); que en consecuencia al•
condenar a los recurrentes Domingo A. Torres Lara y Sofía
Lara de Torres, al pago de esa suma en favor de las indicadas
personas constituidas en parte civil, a título de in-
demnización, la referida Corte hizo también una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente Domingo A. Torres Lara, la misma no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervinientes
a Juan Antonio Hidalgo Herrera y Enedina Ursula Ramírez de
Hidalgo en los recursos de casación interpuestos por Julio Gil
Reyes, Cooperativa de Transporte Urbano, Domingo A.
Torres Lara, Sofía Lara de Torres y Seguros Pepín, S. A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15 de
junio de 1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo: SEGUNDO: Declara inadmisibles
por tardíos los recursos de casación interpuestos por Julio Gil
Reyes y la Cooperativa de Transporte Urbano contra la in-

d'oda sentencia; TERCERO: Rechaza los recursos de

cesación que contra la referida sentencia han interpuesto

Domingo A. Torres Lara, Sofía Lara de Torres y Seguros

pepin, S. A.,; CUARTO: Condena a los prevenidos Julio Gil

Reyes y Domingo A. Torres Lara, al pago de las costas

pena les , Y a éstos y a la Cooperativa de Transporte Urbano y' 
Sofía Lara de Torres, al pago de las costas civiles, y las distrae

en favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado
de los intervinientes, quien afirma estarles avanzando en su
mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pepín, S. A.,

dentro de los términos.de la Póliza.

(FIRMADO S ) : Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,

• • Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville, Miguel Jaco-
bo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo. F.

sor
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 NO.
43.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Manuel de Js. Medina Marmolejos, Coop. de
Trasp. Urbano y. Seguros Pepín, S. A.

Abogado (e): Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

Interviniente (s): Carmen Marina Moquete de Ozuna.

Abogado (s): Dr. Luis O. Adames Moquete.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces, Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel de
Jesús Medina Marmolejos, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 12484, serie 48, domici iiado y resi-
dente en esta ciudad, en la calle Doña Mencía, No. 41, barrio
Simón Bolívar; Cooperativa de Transporte Urbano, con
asiento social en la calle Padre Castellanos No. 25 de esta
ciudad y la Seguros Pepín, S. A., con asiento social principal
en la calle Mercedes esquina Palo Hincado de esta ciudad;
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 13

de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
D omingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis O. Adames Moquete, cédula No. 3213,

serie 20, en la lectura de sus conclusiones, en répresentación
de la interviniente Carmen María Moquete de Ozuna,
dominica na , mayor de edad, empleada privada, cédula No.

1104, serie 18, domiciliada y residente en esta ciudad;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secreta ría de la Corte a-qua, el 20 de octubre de 1980, a re-
querimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, cédula No.
1772, serie 67, en representación de los recurrentes en la cual

no se propone contra la sentencia impugnada ningún medio
de casación;

Visto el Memorial de los recurrentes del 8 de marzo de
1982, suscrito por el Dr. Adalberto Maldonado Hernández,
'cédula No. 40939. serie 31, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada l os medios de casación que se indican
más adelante:

Visto el escrito de la interviniente del 8 de marzo de 1982,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 18 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado . Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corté de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 dé 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 62 y 65 dé la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 13 de marzo de 1980.-

ito
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3 Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sor
Domingo, de fecha 13 de marzo de 1980.-

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Manuel de Js. Medina Marmolejos, Coop. de
Trasp. Urbano y. Seguros Pepín, S. A.

Abogado (i): Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

. Interviniente (s): Carmen Marina Moquete de Ozuna.

Abogado (s): Dr. Luis O. Adames Moquete.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces, Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 de febrero del 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel de
Jesús Medina Marmolejos, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 12484, serie 48, domici liado y resi-
dente en esta ciudad, en la calle Doña Menda, No. 41, barrio
Simón Bolívar; Cooperativa de Transporte Urbano, con
asiento social en la calle Padre Castellanos No. 25 de esta
ciudad y la Seguros Pepín, S. A., con asiento social principal
en la calle Mercedes esquina Palo Hincado de esta ciudad;
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 13
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de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

t jif	 Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
I.	 '1 	 oído al Dr. Luis O. Adames Moquete, cédula No. 3213,

serie 20, en la lectura de sus conclusiones, en representación
'• de la interviniente Carmen María Moquete de Ozuna,

dominicana, mayor de edad, empleada privada, cédula No.
' 1104, serie 18, domiciliada y residente en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
.

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 20 de octubre de 1980, a re-
querimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, cédula No.
1772, serie 67, en representación de los recurrentes en la cual
no so propone contra la sentencia impugnada ningún medio

' de casación;
Visto el Memorial de los recurrentes del 8 de marzo de

1982, suscrito por el Dr. Adalberto Maldonado Hernández,

'cédu la No. 40939, serie 31, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el escrito de la interviniente del 8 de marzo de 1982,
suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 18 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado .Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corté de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 db 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor y 1, 62 y 65 dé la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
decymentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
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un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 2 de marzo
de 1974, en el cual 3 personas resultaron con lesiones cor-
porales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en ptribuciones
correccionales, el 25 de febrero de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino el fallo ahora impugnado .con el•
siguiente dispositivo : FALLA: PRIMERO: Se : declaran
buenos y válidos los recursos de apelación en 'cúanto
forma; interpuestos por el Dr. Luis O. Adames, a nombre y
representación de la señora Carmen María Moquete de
Ozuna, parte civil constituida de fecha 7 -do marzo de 1977, y
por el Dr. Augusto César Cenó González, Magistrado
Procurado Fiscal del Distrito Nacional, a nombre y
representación del Prevenido Manuel de Js. Medina y del.
coprevenido Glodomiro Urraca, de fecha 3 de marzo de 1977,
contra sentencia de la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional, de fecha 25 de febrero de 1977, cuyo dispositivo
dice así: Falla: Primero: Se declara al nombrado Manuel de
Js. Medina, de generales que constan, culpable del delito de
golpes y heridas involuntarios, acusados con el manejo o
conducción de un vehículo de motor, previsto y sartcionado
por las disposiciones del artículo 49, párrafo "C" y 65 de la
Ley 241, en perjuicio de las señora Carmen María Moquete de
Ozuna, y en consecuencia se le condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) y al pago de las costas
penales causadas; Segundo: Se declara al nombrado Glo-
domiro Urraca, de generales que también constan, no Cul-
pable del delito de violación a la Ley 241, y en consecuencia
se le descarga de toda responsabilidad penal por no haber
violado ninguna de las disposiciones de dicha Ley; Tercero:
Declaran regular y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil incoada por la señora Carmen María Moquete
de Ozuna, por intermedio de su abogado constituido Dr. Luis
O. Adames, en contra de los conductores Manuel de Js. Me-
dina Marmofejos y/o Glodomiro Urraca, Eliseo Silfa Her-
nández, Cooperativa de Transpone Urbano lAducavitul, en
sus calidades de prevenido y personas civilmente res-
ponsables, respectivamente, y la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
conforme a la ley de la materia; Cuarto: En cuanto al fondo,
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~^nde na a manuel de Js. Medina Marmolejos y a la
Cooperativa de Transporte Urbano al pago solidario de la

suma
de Dos Mil Pesos Oro IRDS2,000.001 en favor y pro-

vecho de la señora Carmen María Moquete Ozuna, como
justa indemnización por los daños morales y materiales sufri-
dos por ella. con motivo del accidente de que se trata;
Quinto: Se condena a los señores Manuel de Js. Medina

Marmo l ejos y a la Cooperativa de Transporte Urbano, en sus

calidade s enunciadas al pago de los intereses legales de las
sumas a que son condenados a título de daños y perjuicios

c.suplementar i os a partir de la presente demanda; Sexto: Se_
condena a Manuel de is. Medina Marmolejos y a la coopera-
tiva de Transporte Urbanos en sus calidades expresadas, al
pago de las costas con distracción de las mismas en favor y
provec ho del Dr. Luis O. Adames, abogado de la parte civil
Constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Séptimo: Se declara la presehte sentencié común, oponible y
ejecutab l e, con todas sus consecuencias legales a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del

; vehículo propiedad de la Cooperativa de Transporte Urbano
• (Aducavitul, conducido por el nombrado Manuel de Js. Me-
.

dina Marmolejos, mediante póliza vigente No. A-17274, con
vencimiento al día 10 de junio de 1975, de conformidad con lo.
dispuesto por el articulo 10 modificado de la Ley 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; Octavo: Se
rechaza la constitución en parte civil incoada por la señora
Carmen María Moquete Ozuna, por intermedio de su aboga-
do constituido Dr. Luis O. Adames, en contra de Glodomiro
Urraca y Eliseo E. Silla Hernández, por improcedente y mal
-fundada. SEGUNDO: Se confirma en todas sus partes la
sentencia apelada; TERCERO: Condena al señor Manuel de
Js. Medina Marmolejos, prevenido al pago de las costas
penales de la alzada y a la Cooperativa de Transporte Urbano,
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas a favor del Dr. Luis O. Adames,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Se declara la presente sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su condición de enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:



500
	

ROLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL
	

501

42

3

un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 2 de marzo
de 1974, en el cual 3 personas resultaron con lesiones cor-
porales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en rtribuciones
correccionales, el 25 de febrero de 1977, una sentencia cuyry
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino el fallo ahora imOugnado . con el.
siguiente dispositivo : FALLA: PRIMERO: Se : declaran
buenos y válidos los recursos de apelación en Cuanto a•ki
forma, interpuestos por el Dr. Luis O. Adames, a nombre y
representación de la señora Carmen María Moquete de
Ozuna, parte civil tonstítuidate fecha 7 de marzo de 1977, y
por el Dr. Augusto César Canó González, Magistrado
Procurado Fiscal del Distrito Nacional, a nombre y
representación del Prevenido Manuel de Js. Medina y del•
coprevenido Glodomiro Urraca, de fecha 3 de marzo de 1977,
contra sentencia de la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional, de fecha 25 de febrero de 1977, cuyo dispositivo
dice así: Falla: Primero: Se declara al nombrado Manuel de
Js. Medina, de generales que constan, culpable del delito de
golpes y heridas involuntarios, acusados con el manejo o
conducción de un vehículo de motor, previsto y sancionado
por las disposiciones del artículo 49, párrafo "C" y 65 de la
Ley 241, en perjuicio de las señora Carmen María Moquete de
Ozuna, y en consecuencia se le condena al pago de una multa
de Cincuenta Pesos Oro IFIDS50.00) y al pago de las costas
penales causadas; Segundo: Se declara al nombrado Glo-
domiro Urraca, de generales que también constan, no Cul-
pable del delito de violación a la Ley 241, y en consecuencia
se le descarga de toda responsabilidad penal por no haber
violado ninguna de las disposiciones de dicha Ley; Tercero:
Declaran regular y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil incoada por la señora Carmen María Moquete
de Ozuna, por intermedio de su abogado constituido Dr. Luis
O. Adames, en contra de los conductores Manuel de Js. Me-
dina Marmolejos y/o Glodomiro Urraca, Eliseo Silfa Her-
nández, Cooperativa de Transporte Urbano (Aducavitu), en
sus calidades de prevenido y personas civilmente res-
ponsables, respectivamente, y la puesta en causa de la
Compañia de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecha
conforme a la ley de la materia; Cuarto: En cuanto al fondo,

r-ndena a manuel de Js. Medina Marmolejos y a la

Operativa de Transporte Urbano al pago solidario de la
suma do Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) en favor y pro-
vecho de la señora Carmen María Moquete Ozuna, como
justa indemnización por los daños morales y materiales sufrí-

' des por ella. con motivo del accidente de que se trata;

Quinto : Se condena a los señores Manuel de Js. Medina
marmolejos y a la Cooperativa de Transporte Urbano, en sus
Calidades enunciadas al pago de los intereses legales de las
sumas a que son condenados a titulo de daños y perjuicios
jiliplementa rios,a partir de la presente demanda; - Sexto: Se

Conde na a Manuel de Js. Medina Marmolejos y a la coopera-
. tiva de Transporte Urbano, en sus calidades expresadas, al
pago de las costas con distracción de las mismas en favor y
provec ho del Dr. Luis O. Adames, abogado de la parte civil

• constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

• Séptimo: Se declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable, con todas sus consecuencias legales a la Com-
pañía do Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del
vehículo propiedad de la Cooperativa de Transpone Urbano
fAducavitul, conducido por el nombrado Manuel de Js. Me-

' dina Marmolejos, mediante póliza vigente No. A-17274, con
vencimiento al día 10 de junio de 1975, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 10 modificado de la Ley 4117, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; Octavo: Se
rechaza la constitución en parte civil incoada por la señora
Carmen María Moquete Ozuna, por intermedio de su aboga-
do constituido Dr. Luis O. Adames, en contra de Glodomiro
Urraca y Eliseo E. Silfa . Hernández, por improcedente y mal

.3i fundada. SEGUNDO: Se confirma en todas sus partes la. 	.
sentencia apelada; TERCERO: Condena al señor Manuel de
Js. Medina Marmolejos, prevenido al pago de las costas

; • penales de la alzada y a la Cooperativa de Transporte Urbano,
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas a favor del Dr. Luis O. Adames,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Se declara la presente sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su condición de enti-
dad aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:

4.1
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42	 Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta de motivos
e insuficiencia de los mismos. Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis: a) que
los motivos dados por la Corte a-qua son insuficientes ya que
en ninguna parte de la sentencia se indica en que consistió la
imprudencia cometida por el recurrente, ate por otra parte el
recurrente ha sostenido desde el primer momento que no
incurrió en falta alguna y que el accidente se debió a la falta
exclusiva del co-prevenido Glodomiro Urraca por estacionar
su vehículo en medio de la avenida Máximo Gómez de noche
sin luces y sin las señales requeridas por la ley en estos casos,
que la Corte a-qua no examinó esa situación ni dio como era
su deber los motivos pertinentes para pronunciar el descargo
del co-prevenido Glodomiro Urraca, b) que finalmente
Carmen María Moquete de Ozuna, parte civil constituida en el
momento del accidente era pasajera del vehículo conducido
por el hoy recurrente por lo cual concluimos ante la Corte a-
gua en el sentido de que entre Seguros Pepín, S. A., y la
Cooperativa de Transporte Urbano no se contrató el riesgo de
pasajeros y por consiguiente la Póliza no cubría los daños y
los mismos, que al no apreciarlo así dejó su sentencia sin base
legal, la cual por ésta y las otras razones debe ser casada,
pero;	 •

Considerando, en cuanto al 'alegato contenido en la letra b)
Que de acuerdo al artículo 68 de la Ley NO. 126 sobre Seguros
Privados del 10 de mayo de 1971, las exclusiones de riesgo
consignado en la Póliza no eximen de responsabilidad al
asegurado, cuando como en la especie, se trata de seguros
obligatorios contra daños ocasionados por vehículos de mo-
tor, en cuyo caso dichas exclusiones no son oponibles a
terceros, como lo es en el presente caso la pasajera y parte ci-
vil constituida María Moquete de Ozuna, 'que por tanto se
desestima el alegato por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a-qua, para declarar culpable al prevenido
recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente
administrados en la instrucción' de la causa lo siguiente; a)
que el 2 de marzo de 1974, a las 3:30 de la mañana, mientras
el carro placa No. 80-625, propiedad de la Cooperativa de
Transporte Urbano, asegurado con Póliza 'No: A-17274 do la

seguros Pepín, S. A., conducido por Manuel de Js. Medina,

transitaba de Norte a Sur por la avenida Máximo Gómez, al
negar a la esquina Alexander Fleming, se originó un choque
con el camión placa No. 524-527, conducido por Glodomiro

Urraca 	 cual transitaba en la misma dirección, resultando

Ferm ín, dede los Santos y Manuel Marmolejos con lesiones
curables antes de 10 días y Carmen Moquete de Ozuna con
lesiones curables después de 30 y antes de 45 días; b) que el
accidente se debió a la imprudencia cometida por Manuel de
Jesús Medina al no traer precauciones y chocar por detrás al
vehículo que transitaba con la misma dirección, el cual se
encontraba detenido én el momento del accidente, que como
puede advertirse por lo antes transcrito, la Corte a-qua
ponde ró la conducta del otro al apreciar que el accidente se
debió a la falta exclusiva del prevenido recurrente; que lo que
los recurrentes invocan como desnaturalización, no es más
que la crítica que hacen a la apreciación que sobre los hechos
de la causa hicieren los Jueces del fondo, lo que escapa al
control de la casación; y que la sentencia impugnada con-
tiene una relación completa de los hechos de la causa y mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo,
que han permitido a esta Suprema Corte justificar que en el
presente caso, se ha hecho una correcta aplicación de la Ley,
razón por la cual los elementos contenidos en el medio que se
examina carecen de fundamento y deben ser desestimados;

itt ' Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
á cargo de Manuel de Jesús Medina el delito de golpes por
imprudencia ocasionados con la conducción de un vehículo
de mctor previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos y sancionado por la letra "C" de ese
mismo texto legal con las penas de seis meses a dos años de
aprisión y multa de RDS100.00 3 RDS500.00 pesos, cuando la
enfermedad o la imposibKdad de la víctima para dedicarse a
su trabajo, durare más de veinte días como sucedió en la
especie, que al condenar al prevenido recurrente al pago de
una multa de RD$50.00 pesos, sin aceptar circunstancias
atenuantes, sanción inferior a la establecida por la Ley, pero,
su sentencia no puede ser casada, en ausencia de recurso del
Ministerio Público;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido, gde el hecho del prevenido ocasionó a Carmen M.
Moquete de Ozuna constituida en parte civil, daños ma-
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Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta de motivos
e insuficiencia de los mismos. Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis: a) que
los motivos dados por la Corte a-qua son insuficientes ya que
en ninguna parte de la sentencia se indica en que consistió la
imprudencia cometida por el recurrente, ea.e por otra parte el
recurrente ha sostenido desde el primer momento que no
incurrió en falta alguna y que el accidente se debió a la falta
exclusiva del co-prevenido Glodomiro Urraca por estacionar
su vehículo en medio de la avenida Máximo Gómez de noche
sin luces y sin las señales requeridas por la ley en estos casos,
que la Corte a-qua no examinó esa situación ni dio como era
su deber los motivos pertinentes para pronunciar el descargo
del co-prevenido Glodomiro Urraca, b) que	 finalmente
Carmen Mana Moquete de Ozuna, parte civil constituida en el
momento del accidente era pasajera del vehículo conducido
por el hoy recurrente por lo cual concluimos ante la Corte a-
qua en el sentido de que entre Seguros Pepín, S. A., y la
Cooperativa de Transporte Urbano no se contrató el riesgo de
pasajeros y por consiguiente la Póliza no cubría los daños y
los mismos, que al no apreciarlo así dejó su sentencia sir/ base
legal, la cual por ésta y las otras razones debe ser casada,
pero;	 •

Considerando, en cuanto al 'alegato contenido en la letra b)
Que de acuerdo al artículo 68 de la Ley NO. 126 sobre Seguros
Privados del 10 de mayo de 1971, las exclusiones de riesgo
consignado en la Póliza no eximen de responsabilidad al
asegurado, cuando como en la especie, se trata de seguros
obligatorios contra daños ocasionados por vehículos de mo-
tor, en cuyo caso dichas exclusiones no son oponibles a
terceros, como lo es en el presente caso la pasajera y parte ci-
vil constituida María Moquete de Ozuna, 'que por tanto se
desestima el alegato por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra a)
que la Corte a-qua, para declarar culpable al prevenido
recurrente y fallar come lo hizo, dio por establecido mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente
administrados en la instrucción. de la causa lo siguiente; a)
que el 2 de marzo de 1974, a las 3:30 de la mañana, mientras
el carro placa No. 80-625, propiedad de la Cooperativa de
Transporte Urbano, asegurado con Póliza Tio! A-17274 de la
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seguros Pepín, S. A., conducido por Manuel de Js. Medina,

transitaba de Norte a Sur por la avenida Máximo Gómez, al
llegar a la esquina Alexander Fleming, se originó un choque
con el camión placa No. 524-527, conducido por Glodomiro

Urrac a , el cual transitaba en la misma dirección, resultando

Ferm ín de los Santos y Manuel Marmolejos con lesiones

curab les antes de 10 días y Carmen Moquete de Ozuna con
lesiones curables después de 30 y antes de 45 días; b) que el
accidente se debió a la imprudencia cometida por Manuel de
Jesús Medina al no traer precauciones y chocar por detrás al

vehícu lo que transitaba con la misma dirección, el cual se

encont raba detenido en el momento del accidente, que como
• puede advertirse por lo antes transcrito, la Corte a-qua

ponderó la conducta del otro al apreciar que el accidente se
debió a la falta exclusiva del prevenido recurrente; que lo que

:los recurrentes invocan como desnaturalización, no es más
que la crítica que hacen a la apreciación que sobre los hechos
de la causa hicieron los Jueces del fondo, lo que escapa al
control de la casación; y que la sentencia impugnada con-
tiene una relación completa de los hechos de la causa y mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo,
que han permitido a esta Suprema Corte justificar que en el
presente caso, se ha hecho una correcta aplicación de la Ley,
razón por la cual los elementos contenidos en el medio que se
examina carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Manuel de Jesús Medina el delito de golpes por
imprudencia ocasionados con la conducción de un vehículo
de mctor previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos y sancionado por la letra "C" de ese
mismo texto legal con las penas de seis meses a dos años de
aprisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00 pesos, cuando la
enfermedad o la imposibilklad de la víctima para dedicarse a
su trabajo, durare más de veinte días corno sucedió en la
especie, que al condenar al prevenido recurrente al pago de
una multa de R101. 50.00 pesos, sin aceptar circunstancias
atenuantes, sanción inferior a la establecida por' la Ley, pero,
su sentencia no puede ser casada, en ausencia de recurso del
Ministerio Público;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido, falte el hecho del prevenido ocasionó a Carmen M.
Moquete de Ozuna constituida en parte civil, daños ma-
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teriales y morales que evaluó en la, suma de RDS2,000.00 que
al condenar a Manuel de Js. Medina solidariamente con la
Cooperativa de Transporte Urbaho, al •pago de esa suma más
al de los interes legales de la misma a partir de la demanda a
título de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1
y 10 de la Ley 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, al declarar oponibles ' dichas con-
denaciones a la Seguros Pepín, S. A.,

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnarla no -contiene-vicio alguno que justifique su casación;-

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Carmen María Moquete de Ozuna, en los recursos de
casación interpuestos por Manuel de Jesús Medina, la
Cooperativa de Transporte Urbano y Seguros Pepín, S. A.,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el
13 de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados
recursos; Tercero: Condena a Manuel de Jesús Medina al
pago de las costas penales y a éste y a la Cooperativa de
Transporte Urbano, al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de las mismas en favor del . Dr: Luis O. Ademes
Moquete, abogado de la interviniente quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la Asegura-
dora ya mencionada, dentro de los términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.-
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---
SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.

44sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 8 de septiembre de 1980.
materia: Correccional.
Recurrente (s): Rafael Castillo, Rafael Castillo Ramírez y
D ontnicana de Seguros C. por A.,
Abogado (s): Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
ularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

hupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
sidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.

Iburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de
febrero de 1983, años 139' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Castillo, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
7484, serie 16 domiciliado y residente en Elías Piña, en la calle
Sánchez No. 70 y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., con asiento social en la Ave. Independencia No.
201-1, de esta ciudad; contra • sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 8 de septiembre de 1980, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua, el 15 de septiembre de 1980, a
requerimiento del Dr. Arturo Ramírez, cédula No. 8294, serie
12, en representación de los recurrentes en la cual no se
Propone ningún medio de casación;
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teriales y morales que evaluó en la suma de RDS2,000.00
al condenar a Manuel de Js. Medina solidariamente con ,a
Cooperativa de Transporte Urbano, al pago de esa suma más
al de los interes legales de la misma a pa?tir de la demanda a
título de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1
y 10 de la Ley 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, al declarar oponibles dichas con-
denaciones a la Seguros Pepín, S. A.,

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnarla no contiene'vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Carmen María Moquete de Ozuna, en los recursos de
casación interpuestos por Manuel de Jesús Medina, la
Cooperativa de Transporte Urbano y Seguros Pepín, S. A.,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el
13 de marzo de 1980, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados
recursos; Tercero: Condena a Manuel de Jesús Medina al
pago de las costas penales y a éste y a la Cooperativa de
Transporte Urbano, al pago de las costas civiles, ordenando
la distracción de las mismas en favor del Dr: Luis O. Adames
Moquete, abogado de la interviniente quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la Asegura-
dora ya mencionada, dentro de los términos de la Póliza;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
44sentencia impug dnaa: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 8 de septiembre de 1 p980.
F lea; ue rr ri ae :n tCeo r(rse

)
c c ni oanf aa le.

l Castillo, Rafael Castillo Ramírez
Dominica na de Seguros C. por A.,
Abogado (s): Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupan i , Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea
S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de
febrero de 1983, años 139' de la Independencia y 120' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Castillo, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
7484, serie 16 domiciliado y residente en Elías Piña, en la calle
Sánchez No. 70 y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., con asiento social en la Ave. Independencia No.
201-1, de esta ciudad; contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 8 de septiembre de 1980, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua, el 15 de septiembre de 1980, a
requerimiento del Dr. Arturo Ramírez, cédula No. 8294, serie
12, en representación de los recurrentes en la cual no se
Propone ningún medio de casación;
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Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 6 da
marzo de 1981, suscrito por el Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo
cédula No. 6943, serie 13, en el cual se proponen los medicrí
de casación que más adelante se indican;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan;,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con..
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y enzios
documentos a que ella se refiere, consta: al que con m'Q,vo
de un accidente do tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia, dictó el 21 do mayo de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
pugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo, a nombre y
representación de Rafael Castillo y de la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), y por el Dr.
Milcíades Castillo Velázquez, actuando a nombre y
representación de Jaime Mateo, parte civil constituida contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia en fecha 21 del mes de mayo de
1980, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Jaime
José Mateo, a travez de su abogado constituido Dr. Milcíades
Castillo Velázquez, contra Rafael Castillo en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente puesta en causa y contra la
Cornea :V-3 de Segures Dom inicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA) por ser procedente en la forma y justa en el

fondo; SEGUNDO: Declara al prevenido Rafael Castillo

culpable por violación a la ley 241, en consecuencia lo
condena a RD$50.00 (Cincuenta Pesos Oro) de multa,
acogiend o en su favor circunstancias atenuantes, zondena al
prevenido en su calidad de propietario del vehículo y persona
civilmente responsable al pago de una indemnización de
RDS1,500.00 más al pago de los intereses de dicha suma
como indemnización supletoria, admitiendo concurrencia de
(altas; TERCERO: Declara que la sentencia intervenida sea
común, oponible y ejecutoria a la Compañía de Seguros
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), en su cali-
dad de Compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el

accidente y condena al prevenido al pago de las costas civiles
con distracción en favor del Dr. Milcíades Castillo Velázquez,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y se condena
al prevenido al pago de las costas penales"; por haberlos
intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades
legales; SEGUNDO: Declara que el nombrado Rafael
Castillo, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, curbbles después de veinte (ciento ochenta). (sic).
en perjuicio de Jaime José Mateo, en consecuencia, lo
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos (RDS50.00).
acoaiendn en su favor circunstancias atenuantes y ad.
mitiéndose falta atribuible al agraviado; TERCERO: Declara
regular la constitución en parte civil del señor Jaime Mateo.
en consecuencia, condena a la persona civilmente res-
ponsable Rafael Castillo Ramírez, a pagar la cantidad de Un
Mil Quinientos Pesos (RDS1,500.00) a favor de Jaime José
Mateo, por concepto de daños y perjuicios de todo género,
que le fueron ocasionados con motivo del accidente;
CUARTO: Condena a Rafael Castillo al pago de las costas
pena:es y civiles y ordena que las costas civiles sean distraídas
en provecho del Dr Milcíades Castillo Velázquez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad: QUINTO': Declara
oponible la presente sentencia a la Compañía Dominicana de
Seguros. C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que originó el accidente":

Considerando. Que tos recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación•
PRIMER MEDIO: gana ne motivos o motivos erroneos
SEG U N DC formo- naÇn.-.•--• -.r.n^	 .nc ntarrnc  .,1r4

le pase •ega:

42



506
	

BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 507

42

S
3

e

Irise

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 6 de
marzo de 1981, suscrito por el Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo
cédula No. 6943, serie 13, en el cual se proponen los medios
de casación que más adelante se indican;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupara,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., y Abelardo Herrera
Piña, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Cone de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y ert'os
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con m'2,vo
de un accidente do tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Peravia, dictó el 21 do mayo de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
pugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Joaquín E. Ortiz Castillo, a nombre y
representación de Rafael Castillo y de la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), y por el Dr.
Milcíades Castillo Velázquez, actuando a nombre y
representación de Jaime Mateo, parte civil constituida contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del

•	 Distrito Judicial de Peravia en fecha 21 del mes de mayo de
1980, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Jaime
José Mateo, a travez de su abogado constituido Dr. Milcíades
Castillo Velázquez, contra Rafael Castillo en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente puesta en causa y contra la
Comoal(o de Segu rne Dom i nicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA) por ser procedente en la forma y justa en el

modo; SEGUNDO: Declara al prevenido Rafael Castillo

culpable por v i olación a la ley 241, en consecuencia lo

condena a RDS50.00 (Cincuenta Pesos Oro) de multa,
acogiend o en su favor circunstancias atenuantes, Jondena al
prevenido en su calidad de propietario del vehículo y persona
civilmente responsable al pago de una indemnización de
R Ds1,500.00 más al pago de los intereses de dicha suma
como indemnización supletoria, admitiendo concurrencia de
fal tas; TERCERO: Declara que la sentencia intervenida sea
común, oponible y ejecutoria a la Compañía de Seguros
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCAI, en su cali-
dad de Compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el

accid ente y condena al prevenido al pago de las costas civiles
con distracción en favor del Dr. Milcíades Castillo Velázquez,
quien afirma haberles avanzado en su totalidad y se condena
al prevenido al pago de las costas penales"; por haberlos
intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades
legales; SEGUNDO: Declara que el nombrado Rafael
Castillo, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, curables después de veinte (ciento ochenta). (sic).
en perjuicio de Jaime José Mateo, en consecuencia, lo
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos (RDS50.00),
acooie ndn en su favor circunstancias atenuantes y ad-
mitiéndose falta atribuible al agraviado; TERCERO: Declara
regular la constitución en parte civil del señor Jaime Mateo.
en consecuencia, condena a la persona civilmente res-
ponsable Rafael Castillo Ramírez, a pagar la cantidad de Un
Mil Quinientos Pesos (RDS1,500.00) a favor de Jaime José
Mateo, por concepto de daños y perjuicios de todo género,
que le fueron ocasionados con motivo del accidente;
CUARTO: Condena a Rafael Castillo al pago de las costas
pena:es y civiles y ordena que las costas civiles sean distraídas
en provecho del Dr Milciades Castillo Velázquez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO': Declara
oponible la presente sentencia a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que originó el accidente";

Considerando. que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación•
PRIMER MEDIO: Falta ne motivos o motivos erroneos
SEGUNDO M cni0 . naRr cr, -- • -a •- •n •-• PI^	 norr,c y-a,.o

oase •ega.
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Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Corte a.
qua no indica de una manera precisa la falta cometida Por
Rafael Castillo, y no tomó en cuenta que la falta fue total de la
víctima al cruzar la carretera de manera violenta, que no
obstante ello la Corte no dio los motivos pertinentes; b) que la
Corte a-qua desnaturalizó los hechos al atribuirles faltas al•
prevenido que no cometió ya como se ha expresado an-
teriormente la falta fue exclusiva de la víctima, que al no
decirlo así incurrió en el vicio de falta de base legal razón por
la cual la sentencia debe ser casada, pero;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 9 de febrero de 1979, mientras el
carro placa No. 216432, conducido por su propietario Rafael
Castillo, asegurado, con póliza No. 36438 de la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., transitaba de oeste a este
por la carretera Sánchez, tramo Azua-Banf al llegar al truco
de Ocoa atropelló a Jaime José Mateo ocasionándole
lesiones curables dentro de los 80 días; b) que el accidente se
debió, además de la falta de la víctima a la falta cometida por
Rafael Castillo, por conducir su vehículo a una velocidad
excesiva ya que vio al agraviado cruzando la vía y no pudo
detenerlo, transitando además por una vía donde cruzan
muchas personas, ya que el accidente fue frente a una es-
cuela y al cuartel de Policía; que por todo lo expuesto se pone
de manifiesto que la Corte a-qua contrariamente a lo sos-
tenido por los recurrentes si estableció con claridad y
precisión la falta cometida por el prevenido recurrente,
acogiendo además la falta de la víctima; que lo que los
recurrentes invocan como desnaturalización no es más que la
crítica que hacen a la apreciación que sobre los hechos de la
causa hicieron los Jueces del fondo, lo que escapa al control
de la casación y que el fallo impugnado contiene una relación
completa de los hechos de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo; que han permitido a
esta Corte verificar que en el presente caso, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual, los medios

que se examinan carecen de fundamento y deben ser
aleloestimadós;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Rafael Castillo, el delito de golpes y heridas por
imprudencia ocasionadas con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra "C" de ese
mismo texto legal con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RDS1,100.00 a RDS500.03, cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse a
su trabajo durase 20 días o más como sucedió en la especie;
que al condenar al prevenido al pago de una multa de
RDS50 . 00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Jaime José
Mateo, constituido en parte civil, daños materiales y morales
que evaluó en la suma de RDS1,500.00, que al condenar a Ra-
fael Castillo en su doble condición de prevenido y propietario
del vehiculo al pago de esa suma, más el de los intereses
legales de la misma a titulo de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil
y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al declarar oponibles dichas con-
denaciones a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
Que concierne al interés del prevenido la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
Casación interpuestos por Rafael Ramírez y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 8 de septiembre de 1980,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo
aparece copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena a Rafael Castillo al pago de las costas
penales;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando Ravelo, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

Í I-



Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Cone a.
qua no indica de una manera precisa la falta cometida por
Rafael Castillo, y no tomó en cuenta que la falta fue total de le
víctima al cruzar la carretera de manera violenta, que no
obstante ello la Corte no dio los motivos pertinentes; b) que la
Corte a-qua desnaturalizó los hechos al atribuirles fa l tas al•
prevenido que no cometió ya como se ha expresado an-
teriormente la falta fue exclusiva de la víctima, que al no
decirlo así incurrió en el vicio de falta de baso legal razón por
la cual la sentencia debe ser casada, pero;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es.
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 9 de febrero de 1979, mientras el
carro placa No. 216432, conducido por su propietario Rafael
Castillo, asegurado, con póliza No. 36438 de la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., transitaba de oeste a este
por la carretera Sánchez, tramo Azua-Baní al llegar al cruce
de Ocoa atropelló a Jaime José Mateo ocasionándole
lesiones curables dentro de los 80 días; b) que el acciddhte se
debió, además de la falta de la víctima a la falta cometida por
Rafael Castillo, por conducir su vehículo a una velocidad
excesiva ya que vio al agraviado cruzando la vía y no pudo
detenerlo, transitando además por una vía donde cruzan
muchas personas, ya que el accidente fue frente a una es-
cuela  y al cuartel de Policía; que por todo lo expuesto se pone
de manifiesto que la Corte a-qua contrariamente a lo sos-
tenido por los recurrentes si estableció con claridad y
precisión la falta cometida por el prevenido recurrente,
acogiendo además la falta de la víctima; que lo que los
recurrentes invocan como desnaturalización no es más que la
crítica que hacen a la apreciación que sobre los hechos de la
causa hicieron los Jueces del fondo, lo que escapa al control
de la casación y que el fallo impugnado contiene una relación
completa de los hechos de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo; que han permitido a
esta Corte verificar que en el presente caso, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual, los medios
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que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimadós:

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo de Rafael Castillo, el delito de golpes y heridas por
imprudencia ocasionadas con la conducción de un vehículo
de motor, previsto por el artículo 49 de la ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra "C" de ese
mismo texto legal con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RDS1,100.00 a RDS500.00, cuando la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima para dedicarse a
su trabajo durase 20 días o más como sucedió en la especie;
que al condenar al prevenido al pago de una multa de
RDS50 . 00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Jaime José
Mateo, constituido en parte civil, daños materiales y morales
que evaluó en la suma de RDS1,500.00, que al condenar a Ra-
fael Castillo en su doble condición de prevenido y propietario
del vehículo al pago de esa suma, más el de los intereses
legales de la misma a título de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil
y del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al declarar oponibles dichas con-
denaciones a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
tasación interpuestos por Rafael Ramírez y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 8 de septiembre de 1980,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo
aparece copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Condena a Rafael Castillo al pago de las costas
penales;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando Ravelo, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo Herrera Piña,
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
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ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico. (Firmado)- Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
45
Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 25 de
Marzo de 1981.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Apolinar -4e Js. Reyes Rodríguez, Dulce Ma.
Concepción Sarante M. y Dominicana de Seguros, C. por A.,
Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.

11
. -	

Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra

'sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
.	 Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Febrero del año 1983,

1 años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Apolinar
de Jesús Reyes Rodríguez, dominicano, mayor de edad, cho-
fer, cédula No. 15729, serie 36, domiciliado y residente en la
ciudad de Baní, calle Beller No. 47; Dulce Ma. concepción
Sarante M., dominicana, mayor de edad, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, calle Palo Hincado No. 77 y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., con asiento social
en esta ciudad, en la Avenida Independencia No. 53; contra
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el 25 de
marzo de 1981, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a - qua, el 20 de abril de 1981, a re-

•
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ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en le
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Cdneral, que
Certifico. (Firmado)- Miguel Jacobo.
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SENT ENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1983 No.
45
Sentenc i a impugnada: Séptima Cámara Penal del Juzgado
de primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 25 de
Marzo de 1981.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Apolinar ae Js. Reyes Rodríguez, Dulce Ma.
Concepción Sarante M. y Dominicana de Seguros, C. por A.,
Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

Dios, Patria y libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R.
Alburquerque C., Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Febrero del año 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Apolinar
de Jesús Reyes Rodríguez, dominicano, mayor de edad, cho-
fer, cédula No. 15729, serie 36, domiciliado y residente en la
ciudad de Baní, calle BeIler No. 47; Dulce Ma. concepción
Sarante M., dominicana, mayor de edad, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, calle Palo Hincado No. 77 y la Com-
pañia Dominicana de Seguros, C. por A., con asiento social
en esta ciudad, en la Avenida Independencia No. 53; contra
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, el 25 de
marzo de 1981, por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 20 de abril de 1981, a re-



querimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula No. 18933
serie 3, en representación de los recurrentes, en la cual no se,
propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 7 de
diciembre de 1981, suscrito por el Dr. José María Acepte
Torres, cédula No. 32511; Serie 31, en el cual se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 22 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos, 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 85 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
docuMentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual dos personas resultaron
con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 19 de abril de
1979, una sen tencia'cuyOdispositivo se copia más adelante; bl
que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declarar como al efecto declara, bueno y válido
los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Plutarco
Montes de Oca, a nombre y representación de Apolinar de
Jesús Reyes Rodríguez, Dulce María Concepción y Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y por el Dr. Porfirio-
Chahín Tuma, a nombre y representación de David Andrés
Chahín, contra la sentencia No. 276 de fecha 19 de abril de
1979, dictada por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, por haber sido hecho
conforme a la ley cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Declara
culpable a los coprevenidos David Andrés Chahín Lama, y
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Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez de violación a los ar-

tículos 65	 la Ley No. 241, obre Tránsito de Vehículos de

Motor y en
de

 consecuencia se
s
 condena a Apolinar de Jesús

Reyes Rodríguez, al pago de una multa de ROS5.00 y David

Andrés Chahín Lama a pagar una multa de RD$50.00;

1•

segundo: Declara buena y válida la constitución en parte ci-
vil hecha por el señor Antonio Chahín y Vanessa María

Chahín Lama y en consecuencia se condena a Apolinar de
Jesús Reyes Rodríguez y Dulce María Concepción Sarante

. hilarle, a pagar la suma de RDS1,000.00 a favor
de Vanessa María Chahín Lama y RDS1,769.00 a favor del se-

 ñor Antonio Chahín como justa reparación por los daños
• morales y materiales; Tercero: Condena a David Andrés
i Chahín Lama y Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, al pago

de las costas penales; Cuarto: Condena a Apolinar de Jesús
Rodríguez Reyes y Dulce María Concepción Sarante Marte, al
pago de las costas civiles y ordena su distracción a favor de
los abogados de la parte civil constituida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la presente
sentencia común oponible a la Com pañía Dominicana de
Seguros, como entidad aseguradora del vehiculo';
SEGUNDO: Se modifica el ordinal primero de la sentencia
recurrida y se revoca en lo que concierne a David Andrés
Chahín, que se descarga, de violación a la Ley 241, por no ha-
ber violado dicha Ley; TERCERO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Apolinar Reyes Rodríguez, por no haber
comparecido no obstante estar legalmente citado; CUARTO:
Se declara culpable a Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, de
violar los artículos 49, 61, 65 y 74 do la Ley No. 241, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de cinco
IRDS5.00) pesos oro moneda de curso legal; QUINTO: Se
declaran las costas penales de oficio, en cuanto a David
Andrés Chahín Lama, por haber sido descargado de los
hechos; SEXTO: En todos los demás aspectos se mantiene la
sentencia recurrida";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Falta exclusiva de la víctima que libera al
conductor Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, o sea la falta
del otro conductor, Segundo Medio: No se pueden ser
oponibles a la entidad aseguradora las condenaciones ac-
cesorias como el interés legal etc., puesto que unicamente se
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querlmiento del Dr. Luis . R. Castillo Mejía, cédula No. 18933
serie 3, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 7 de
diciembre de 1981, suscrito por el Dr. José María Acosta
Torres, cédula No. 3251r, Serie 31, en el cual se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 22 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Cone, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos, 49 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, 1Yr1 y 1384 del Código Civil y 1 y 85 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual dos personas resultaron
con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 19 de abril de
1979, unaa sentenc iicuyddispositivo se copia más adelante; b
que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declarar como al efecto declara, bueno y válido
los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Plutarco
Montes de Oca, a nombre y representación de Apolinar de
Jesús Reyes Rodríguez, Dulce María Concepción y Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y por el Dr. Porfirio-
Chahln Tuma, a nombre y representación de David Andrés
Chahín, contra la sentencia No. 276 de fecha 19 de abril de
1979, dictada por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, por haber sido hecho
conforme a la ley cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Declara
culpable a los coprevenidos David Andrés Chahín Lama, y

Apolina r de Jesús Reyes Rodríguez de violación a los ar-
tículos 65 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de

Motor y en consecuencia se condena a Apolinar de Jesús
R eyes Rodríguez, al pago de una multa de RD$5.00 y David
Andrés Chahín Lama a pagar una multa de RO$50.00;

segundo : Declara buena y válida la constitución en parte ci-
vil  hecha por el señor Antonio Chahín y Vanessa María

Chahín Lama y en consecuencia se condena a Apolinar de
Jesús Reyes Rodríguez y Dulce María Concepción Sarante
Marte, a pagar la suma de RD11,000.00 a favor

de Vanessa María Chahín Lama y RDS1,769.00 a favor del se-
ñor Antonio Chahín como justa reparación por los daños
morales y materiales; Tercero: Condena a David Andrés

Chahin Lama y Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, al pago
de las costas penales; Cuarto: Condena a Apolinar de Jesús

Rodrígue z Reyes y Dulce María Concepción Sarante Marte, al
pago de las costas civiles y ordena su distracción a favor de
los abogados de la parte civil constituida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la presente
sentencia común oponible a la Com pañía Dominicana de
Seguros, como entidad aseguradora del vehículo-;
SEGUNDO: Se modifica el ordinal primero de la sentencia
recurrida y se revoca en lo que concierne a David Andrés
Chahín, que se descarga, de violación a la Ley 241, por no ha-
ber violado dicha Ley; TERCERO: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Apolinar Reyes Rodríguez, por no haber
comparecido no obstante estar legalmente citado; CUARTO:
Se declara culpable a Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, de
violar los artículos 49, 61, 65 y 74 de la Ley No. 241, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de cinco
IRDS5.00) pesos oro moneda de curso legal; QUINTO: Se
declaran las costas penales de oficio, en cuanto a David
Andrés Chahín Lama, por haber sido descargado de los
hechos; SEXTO: En todos los demás aspectos se mantiene la
sentencia recurrida";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación;
Primer Medio: Falta exclusiva de la víctima que libera al
conductor Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, o sea la falta
del otro conductor, Segundo Medio: No se pueden ser-
oponibles a la entidad aseguradora las condenaciones ac-
cesorias como el interés legal etc., puesto que unicamente se
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lo puede declarar oponible las indemnizaciones principales
' 

y
no las accesorias; Tercer Medio: Falta de base legal, Falta demotivos, falsa motivación e insuficiencia en la motivación,
Desnaturalización de los hechos de la causa, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación, que por su estrecha relación.se  reunen, para su
examen, los recurrentes alegan, en síntesis: a) q ue el ac-
cidente se debió a la falta del otro conductor, ya que se
presentó de manera imprevista al hoy recurrente y esa fue la
causa determinante del accidente, que la Cámara a-qua no
ponderó la conducta de David Andrés Chahín como era su
deber; b) que la Cámara a-qua, incurrió en violación a la Ley
4117 de 1955, ya que se han hecho oponibles a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., las condenaciones ac-
cesorias como el interés legal, etc., que les fueron impuestas
a la persona civilmente responsable por lo cual procede
declarar la nulidad de la sentencia impugnada; c) que en la
sentencia impugnada se han desnaturalizado los hechos, la
misma no contiene motivos suficientes ni una relación
completa de los hechos que permita a esa Corte verificar si la
ley ha sido bien aplicada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra b)
que el examen del fallo impugnado pone de manifiesto, que
por el mismo se conceden dos indemnizaciones una en favor
de Vanessa Cahín Lama por la suma de RDS1,000.00 pesos y
otra en favor de Antonio Chahín por la suma de RDS1,796.00
pesos, la primera por daños materiales sufridos por ella y la
segunda por desperfectos sufridos por el vehículo de su
propiedad que ambas son condenaciones principales aún
cuando la última se refiere a desperfectos del vehículo,
depreciación lucro cesante, etc.; que al no existir en la es-
pecie condenaciones accesorias al alegato que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos contenidos en las
letras a) y c); que la Cámara a-qua para declarar único cul-
pable al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
jucio que fueron regularmente administrados en instrucción
de la causa lo siguiente: a) que el 22 de noviembre de 1978,
mientras el carro placa 130-967, conducido por David
Chahín Lama, propiedad de Antonio Chahín, transitaba de

Norte a Sur por la Avenida Gregorio Luperón, al llegar a la
esquina formada con la Avenida Bolívar se originó un choque
con el vehículo placa No. 97 — 183, propiedad de Culce María
Concepc ión Sarante, asegurado con póliza No. 41444 de la
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., conducido por
Apolina r de Jesús Reyes Rodríguez, el cual transitaba de Este
a Oeste por la Avenida Bólivar, resultando ClePtilde Vargas y

Vanessa Chahín Lama, con lesiones curables antes de diez
días y los vehículos con desperfectos; b) que el accidente se
debió a la imprudencia y falta de precaución del prevenido
recurrente, por conducir su vehículo de manera descuidada y
a una velocidad, que no le permitió detenerlo para evitar
chocar el vehículo conducido por David Chahín Lama; que
por todo lo antes expuesto se pone de manifesto, que al
apreciar la Cámara a-qua, que el accidente se debió a la falta
exclusiva del prevenido recurrente, implícitamente examinó
también la conducta del otro conductor; contrariamente a lo
sostenido por los recurrentes; que lo que ellos alegan como
desnaturalización no es más que la crítica dirigida a la
apreciación, que sobre los hechos de la causa, hicieron los
jueces del fondo, lo que escapa al control de la casación y que
la sentencia impugnada contiene una relación completa de
los hechos y RDS1,796.00 respectivamente y que al condenar
al prevenido recurrente juntamente con Dulce María Con-
cepción Sarante, puesta en causa como civilmente res-
ponsable, al pago de esas sumas a título de indemnización, la
Cámara e-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Apolinar de Jesús Reyes Ro-
dríguez, Dulce María Concepción Sarante M., y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da, en atribuciones correccionales, el 25 de marzo de 1981,

por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece copiado
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lo puede declarar oponible las indemnizaciones principales, y
no las accesorias; Tercer Medio: Falta de base legal, Falta de
motivos, falsa motivación e insuficiencia en la motivación,
Desnaturalización de los hechos de la causa, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de
casación, que por su estrecha relaciónese reunen, para su
examen, los recurrentes alegan, en síntesis: a) que el ac-
cidente se debió a la falta del otro conductor, ya que se
presentó de manera imprevista al hoy recurrente y esa fue la
causa determinante del accidente, que la Cámara a-qua no
ponderó la conducta de David Andrés Chahín como era su
deber; b) que la Cámara a-qua, incurrió en violación a la Ley
4117 de 1955, ya que se han hecho oponibles a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., las condenaciones ac-
cesorias como el interés legal, etc., que les fueron impuestas
a la persona civilmente responsable por lo cual procede
declarar la nulidad de la sentencia impugnada; c) que en la
sentencia impugnada se han desnaturalizado los hechos, la
misma no contiene motivos suficientes ni una relación
completa de los hechos que permita a esa Corte verificar si la
ley ha sido bien aplicada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letft b)
que el examen del fallo impugnado pone de manifiesto, que
por el mismo se conceden dos indemnizaciones una en favor
de Vanessa Cahín Lama por la suma de RDS1,000.00 pesos y
otra en favor de Antonio Chahín por la suma de RDS1,796.00
pesos, la primera por daños materiales sufridos por ella y la
segunda por desperfectos sufridos por el vehículo de su
propiedad que ambas son condenaciones principales aún
cuando la última se refiere a desperfectos del vehículo,
depreciación lucro cesante, etc.; que al no existir en la es-
pecie condenaciones accesorias al alegato que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos contenidos en las
letras a) y c); que la Cámara a-qua para declarar único cul-
pable al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
jucio que fueron regularmente administrados en instrucción
de la causa lo siguiente: a) que el 22 de noviembre de 1978,
mientras el carro placa 130-967, conducido por David
Chahín Lama, propiedad de Antonio Chahín, transitaba de

Norte a Sur por la Avenida Gregorio Luperón, al llegar a la

esquina formada con la Avenida Bolívar se originó un choque
con el vehículo placa No. 97-183, propiedad de Culce María
concepc ión Sarante, asegurado con póliza No. 41444 de la
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., conducido por
Apolina r de Jesús Reyes Rodriguez, el cual transitaba de Este

a Oeste por la Avenida Bolívar, resultando Cleotilde Vargas y
Vanessa Chahín Lama, con lesiones curables antes de diez
días y los vehículos con desperfectos; b) que el accidente se

deb ió a la imprudencia y falta de precaución del prevenido
recurrente, por conducir su vehículo de manera descuidada y
a una velocidad, que no le permitió detenerlo para evitar
chocar el vehículo conducido por David Chahín Lama; que
por todo lo antes expuesto se pone de manifesto, que al
apreciar la Cámara a-qua, que el accidente se debió a la falta
exclusiva del prevenido recurrente, implícitamente examinó
también la conducta del otro conductor; contrariamente a lo
sostenido por los recurrentes; que lo que ellos alegan como
desnaturalización no es más que la crítica dirigida a la
apreciación, que sobre los hechos de la causa, hicieron los
jueces del fondo, lo que escapa al control de la casación y que
la sentencia impugnada contiene una relación completa de
los hechos y RD$1,796.00 respectivamente y que al condenar
al prevenido recurrente juntamente con Dulce María Con-
cepción Sarante, puesta en causa como civilmente res-
ponsable, al pago de esas sumas a título de indemnización, la
Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Apolinar de Jesús Reyes Ro-
dríguez, Dulce María Concepción Sarante M., y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da, en atribuciones correccionales, el 25 de marzo de 1981,
por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo aparece copiado
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en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
Apolinar de Jesús Reyes Rodríguez, al pago de las costa
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.
Luis Victor García de Peña, Hugo 1-1. Goicocha S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1983 No.

46sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-

tobal en fecha 12 de Octubre de 1981.
Materia: Correccional.
Recurrente (s): Juana Díaz de Comas.
Abogado (s): Dr. Luis E. Jourdain Heredia.
Recurrido (s): Ricardo Cordero y Cordero.

Abogado (s): Dr.Juan J. Sánchez.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

I

Ilusiones;
Oído al Procurador General de la República en la lectura de

su dictamen;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

.
ira., abogado de la recurrente en la lectura de sus con-

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis E. Jourdain Heredia, cédula No. 7783, serie

tada de la Corte a-qua, el 16 de noviembre de 1981, a re-
,	 querimiento del Dr. Luis E. Jourdain Heredia, en represen-

En Nombre de la República, la Suprema Ccrte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente; Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., y Abelardo Herrera Piña, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 23 de Febrero de 1983, años 139' de la Independencia y
120' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana Díaz de
Comas, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada y
residente en esta ciudad, cédula No. 8499, serie 23, contra la
sentencia dictada el 12 de octubre de 1981, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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cual la referencia hecha en la sentencia impugnada a
transacción del 30 de julio de 1973, carece de relevancia y
que su dispositivo se encuentra justificado por otros repu'vosa
consignados en la misma sentencia;

Considerando, que, en consecuencia, el medio propuesto
por la recurrente carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Ricardo Cordero García en el recurso de casación interpuesto
por Juana Díaz de Comas contra la sentencia dictada el 12 de
octubre de 1981, por la Corte de Apelación de San Cristóbal
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el referido recurso; Tercero: Condena a la
recurrente al pago de las costas, ordenando su distracción a
favor del Dr. Juan J. Sánchez A., abogado del interviniente,
que afirma haberles avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1983 NO.

47
sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional de fecha 20 de Mayo de 1980.
Materia:

eeurre n tTe (srabal:ioRecurrente	 Federico Colón y Braudilio Díaz
Abogado (s): Dra. Angela Contreras de Fernández y Dra.
Resano Graciano de Mercedes.
Recurrido (s):	 Compañía Anónima de Inversiones In-
mobiliarias y/o Ingenio Angelina.
Abogado (s): Lic. Ramón de Windt lavandier.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balc-ácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Aberlardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de Febrero de 1983,
años 139' de la Independencia y 120' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Braudilio Díaz
y Federico Colón, dominicanos, mayores de edad, casados,
domiciliados en la ciudad de San Pedro de Macorís, con cé-
dulas de identificación personal Nos. 2087 serie 30 y 6996
serie 2, respectivamente, contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 20 de mayo
de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Angela

Contreras de Fernández, cédula 6574 serie 8, por sí y por la
Dra. Rosario Graciano de Mercedes, cédula 36175 serie 47,
abogadas de los recurrentes:

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. José Ortiz, en
representación del Lic. Ramón de Windt Lavandier, cédula
1653 serie 23, abogado de la recurrida Compañía Anónima de
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Inversiones Inmobiliarias, empresa agrícola industrial, or -
ganizada de acuerdo con las leyes de la República
Dominicana, con su principal establecimiento en el Ingenio
Angelina, jurisdicción de San Pedro de Macorís;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de le
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia, el día 19 de agosto de 1980,
suscrito por los abogados de los recurrentes en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha 18 de
octubre de 1980, suscrito por su abogado,

Visto el escrito de ampliación de la recurrida de fecha 1ro.
de diciembre de 1981, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 22 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra. en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales que se mencionan más adelante,
invocados por los recurrentes, y los artículos 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivó de una demanda laboral el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó el día 10 de marzo de 1980,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra la
parte demandada por no haber comparecido no obstante ci-
tación legal; Segundo: Se declaran resueltos por despido
injustificado los contratos de trabajo que existieron entre
Braudilio Díaz y Federico Colón con la empresa Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias, y/o Ingenio Angelina,
por culpa de ésta última, con responsabilidad para la misma y
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en consecuen c ia se le condena a pagar a éstos reclamantes

las prestac iones laborales correspondientes en la forma
siguiente: a) al señor Braudilio Díaz: 24 días de preaviso, 270
días de cesantía, 14 días de vacaciones, Regalía Pascual
correspondiente al año 1979, y la bonificación anual prevista

en la ley 288, todo en base a un salario de RD$165.00
mensua les; b) al señor Federico Colón, 24 días de preaviso,
365 días de cesantía; 14 días de vacaciones; la regalía pascual
correspo ndiente al año 1979 y la bonificación anula prevista
en le ley No. 288 de 1972, calculado en base a un salario de
RDS32 .00 semanales o sea RDS157.00 mensuales; Tercero:
Se condena a la empresa Compañía Anónima de Inversiones
Inmobiliar i as y/o Ingenio Angelina a pagar a cada uno de los
trabajado res reclamantes 3 meses de salario por aplicación al
ordinal 3ro. del artículo 84 del.Código de Trabajo,- Cuarto:
Se condena a la empresa Compañía Anónima de Inversiones
Inmobiliarias y/o Ingenio Angelina, al pago de las costas
distraídas en favor de las Dras. Rosario Graciano de Mercedes
y Angela Contreras de Fernández, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.'; b) que sobre el recurso in-
terpuesto contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por la Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias y/o
Ingenio Angelina contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 10 de marzo de 1980,
dictada en favor de Braudilio Díaz y Federico Colón, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de ésta misma
sentencia y como consecuencia revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada;- SEGUNDO: Rechaza la
demanda original interpuesta por los señores Braudilio Díaz y
Federico Colón, en contra de la Compañia Anónima de In-
versiones Inmobiliarias y/o Ingenio Angelina, según los mo-
tivos expuestos;- TERCERO: Condena a los señores
Braudilio Díaz y Federico Colón, al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
No. 302, sobre gastos y honorarios y 691 del Código de Tra-
bajo y 62 de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajos,
vigente";

Considerando, que los recurrentes 'proponen en su
Memorial, los siguientes medios de casación: Primer Medio.
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Inversiones Inmobiliarias, empresa agrícola industrial, or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República
Dominicana, con su principal establecimiento en el Ingenio
Angelina, jurisdicción de San Pedro de Macorís;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaria
de la Suprema Corte de Justicia, el día 19 de agosto de 1980
suscrito por los abogados de los recurrentes en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha 18 de
octubre de 1980, suscrito por su abogado,

Visto el escrito de ampliación de la recurrida de fecha 1ro.
de diciembre de 1981, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 22 de febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales que se mencionan más adelante,
invocados por los recurrentes, y los artículos 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivó de una demanda laboral el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó el día 10 de marzo de 1980,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra la
parte demandada por no haber comparecido no obstante ci-
tación legal; Segundo: Se declaran resueltos por despido
injustificado los contratos de trabajo que existieron entre
Braudilio Díaz y Federico Colón con la empresa Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias, y/o Ingenio Angelina,
por culpa de ésta última, con responsabilidad para la misma y

en consecue n cia se le condena a pagar a éstos reclamantes
les prestaciones laborales correspondientes en la forma
siguiente: a) al señor Braudilio Díaz: 24 días de preaviso, 270

edo
íarsresdpe cesantía, 1414 días de vacaciones, Regalía Pascual

al año 1979, y la bonificación anual prevista
en la ley 288, todo en base a un salario de RDS165.00
mensua le s; b) al señor Federico Colón, 24 días de preaviso,
365 días de cesantía; 14 días de vacaciones; la regalía pascual
correspondiente al año 1979 y la bonificación anula prevista
en la ley No. 288 de 1972, calculado en base a un salario de
RD$32 .00 semanales o sea RDS157.00 mensuales; Tercero:
Se condena a la empresa Compañía Anónima de Inversiones
Inmobiliar ias y/o Ingenio Angelina a pagar a cada uno de los
trabajadores reclamantes 3 meses de salario por aplicación al
ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo,- Cuarto:
Se condena a la empresa Compañía Anónima de Inversiones
Inmobiliarias y/o Ingenio Angelina, al pago de las costas
distraídas en favor de las Dras. Rosario Graciano de Mercedes
y Angela Contreras de Fernández, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.'; b) que sobre el recurso in-
terpuesto contra dicho fallo, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por la Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias y/o
Ingenio Angelina contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 10 de marzo de 1980,
dictada en favor de Braudilio Díaz y Federico Colón, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de ésta misma
sentencia y como consecuencia revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada;- SEGUNDO: Rechaza la
demanda original interpuesta por los señores Braudilio Díaz y
Federico Colón, en contra de la Compañía Anónima de In-
versiones Inmobiliarias y/o Ingenio Angelina, según los mo-
tivos expuestos;- TERCERO: Condena a los señores
Braudilio Díaz y Federico Colón, al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
No. 302, sobre gastos y honorarios y 691 del Código de Tra-
bajo y 62 de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajos,
vigente";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Medio.



Violación del derecho de defensa. Violación de los artículos
57 y 59 de la ley 637, sobre Contratos de Trabajo, de fecha 16
de junio de 1944.- Segundo Medio: Violación por des,
conocimiento o falta de aplicación de los artículos 61, 62, 67
69, 77, y 168 del Código de Trabajo. Violación por falta de'
aplicación de las leyes 5235 sobre Regalía Pascual y 2:•. sobre
Participación en los beneficios de la empresa. Violación del
articulo 141 del Código de Procedimiento Civil. Violación del
artículo 1315 del Código Civil. Falta de motivos. Falta de base
legal. Tercer Medio: Violación por desconocimiento o falta
de aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo. Falta de motivos, Falta de base legal (otros as-
pectos). Cuarto Medio: Violación por falsa y errónea
aplicación del artículo 74 del Código de Trabajo;

Considerando que en su prirnet medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis, que como eilos no asistieron a
la audiencia celebrada por la Cámara a-qua, enviaron al día
siguiente de la misma, una instancia acompañada de
documentos nuevos encaminada a obtener la reapertura de
los debates; que entre los documentos nuevos depositados
figuran dos certificaciones expedidas por el Representante
Local de Trabajo de la ciudad de San Pedro de Macorís, cuyo
texto, en lo concerniente al trabajador Braudilio Díaz es el
siguiente: "Año del niño. Certificación Núm. 91/79. Yo,
Vicente Guarionex Martínez, Representante Local de Trabajo,
Certifico: Que en los archivos de esta oficina a mi cargo existe
una planilla del personal fijo con el No. 203/76, corres-
pondiente a la empresa Cía. Anónima de Inversiones In-
mobiliarias (ingenio Angelina), donde figura el señor Braudilio
Díaz, portador de la Cédula No. 2087/30, desde el día 18 de
febrero de 1962, con el cargo de 2do. Jefe de Guarda
Campestre, con un sueldo de RDS150.00, y que además
existe una comunicación de la empresa de fecha 21 de
septiembre del año en curso donde da por terminado el
contrato de trabajo, sin responsabilidad para la empresa, en
razón de que el señor Braudilio Díaz, está pensionado por el
Instituto Dominicano de Seguros Sociales, la comunicación
fue recibida en esta Oficina el día 21 de septiembre de 1979, a
las (10:30 A.M.). La presente certificación se expide en San
Pedro de Macoris, R. D., a petición de la parte interesada, Lic.
Rosario Graciano y Dra. Angela Contreras, libre de costo y
según lo establecen los artículos 396 y 687 del Código de Tra-

bajo vigente, hoy día 4 de diciembre de 1979. (Firmado):
ocenre Guarionex Martínez, Representante Local de Tra-
Non que, la Cámara a-qua rechazó el pedimento de
reapertura de debates sobre la base de que esos documentos
no eran nuevos pues ya habían sido depositados por la
empresa, lo que no es cierto, pues en la relación de los
documentos depositados por la empresa no figura la cer-
tificación antes aludida; que ese documento ponía al Juez en

condiciones de establecer si lo que se operó en la especie fue
un despido injustificado de los trabajadores o un desahucio
como lo pretende la recurrida; que la Cámara a-qua al
rechazar el pedimento de reapertura de debates sobre el
argumento antes indicado, no sólo lesionó el derecho de de-
fensa, sino que violó también las disposiciones de los ar-
tículos 57 y 59 de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Tra-
bajo; Pero.

Considerando que en la sentencia impugnada constan,
,..omo hechos no controvertidos por las partes,la existencia
del contrato, al tiempo de duración del mismo y el monto de
los salarios devengados; que, además, el examen del referido
fallo pone de manifiesto que la empresa depositó por ante la
Cámara a-qua en apoyo del recurso de apelación :interpueslo,
los siguientes documentos: "Notificación de la sentencia
apelada, contentiva de embargo retentivo en 18 instituciones
bancarias; Fijación de audiencia para el conocimiento del re-
ferido recurso; Acto de Apelación de fecha 29 de marzo de
1980; Original del acta de apelación; Acta de no acuerdo de
fecha 14 de noviembre de 1979; Certificación en la que consta
que Braudilio Díaz recibe una pensión de vejez; Certifiación
en la que consta que Federico Colón percibe una pensión de
vejez; aviso de desahucio de fecha 21 de Septiembre de 1979;
Copia de la sentencia recurrida";

Considerando que la Cámara para rechazar el oedimento
de reapertura de debates expresó, en síntesis, que los
documentos que se habían depositado como "nuevos" no
eran tales, pues ya la empresa los había depositado en apoyo
de la apelación por ella interpuesta;

Considerando que si bien es cierto que la empresa no había
depositado como documentos, las Certificaciones expedidas
Por el Representante Local de Trabajo de San Pedro de
Macorís, no menos verdad es que la empresa había deposi-
tado :os documentos que comprueban el contenido de las re-
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Violación del derecho de defensa. Violación de los artículos
57 y 59 de la ley 637. sobre Contratos de Trabajo, de fecha 16
de junio de 1944.- Segundo Medio: Violación por ¿es.
conocimiento o falta de aplicación de los artículos 61, 62, 67
69, 77, y 168 del Código de Trabajo. Violación por falta de
aplicación de las leyes 5235 sobre Regalía Pascual y 288 sobre
Participación en los beneficios de la empresa. Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Violación del
artículo 1315 del Código Civil. Falta de motivos. Falta de base
legal. Tercer Medio: Violación por desconocimiento o falta
de aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo. Falta de motivos, Falta de base legal (otros as-
pectos). Cuarto Medio: Violación por falsa y errónea
aplicación del artículo 74 del Código de Trabajo;

Considerando que en su prime[ medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis, que como eilos no asistieron a
la audiencia celebrada por la Cámara a -qua, enviaron al da
siguiente de la misma, una instancia acompañada de
documentos nuevos encaminada a obtener la reapertura de
los debates; que entre los documentos nuevos depositados
figuran dos certificaciones expedidas por el Representante
Local de Trabajo de la ciudad de San Pedro de Macorís, cuyo
texto, en lo concerniente al trabajador Braudilio Díaz es el
siguiente: "Año del niño. Certificación Núm. 91/79. Yo,
Vicente Guarionex Martínez, Representante Local de Trabajo,
Certifico: Que en los archivos de esta oficina a mi cargo existe
una planilla del personal fijo con el No. 203/76, corres-
pondiente a la empresa Cía. Anónima de Inversiones In-
mobiliarias (ingenio Angelina), donde figura el señor Braudilio
Díaz, portador de la Cédula No. 2087/30, desde el día 18 de
febrero de 1962, con el cargo de 2do. Jefe de Guarda
Campestre, con un sueldo de RDS160.00, y que además
existe una comunicación de la empresa de fecha 21 de
septiembre del año en curso donde da por terminado el
contrato de trabajo, sin responsabilidad para la empresa, en
razón de que el señor Braudilio Díaz, está pensionado por el
Instituto Dominicano de Seguros Sociales, la comunicación
fue recibida en esta Oficina el día 21 de septiembre de 1979, a
las (10:30 A.M.). La presente certificación se expide en San
Pedro de Macorís, R. D., a petición de la parte interesada, Lic.
Rosario Graciano y Dra. Angela Contreras, libre de costo y
según lo establecen los artículos 396 y 687 del Código de Tra-
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bao vigente, hoy día 4 de diciembre de 1979. (Firmado):
bacante Guarionex Martínez, Representante Local de Tra-
bajar; que, la Cámara a -qua rechazó el pedimento de
reapertura de debates sobre la base de que esos documentos
no eran nuevos pues ya habían sido depositados por la
empresa, lo que no es cierto, pues en la relación de loe
documentos depositados por la empresa no figura la cer-
tificación antes aludida; que ese documento ponía al Juez en
condiciones de establecer si lo que se operó en la especie fue
un despido injustificado de los trabajadores o un desahucio
como lo pretende la recurrida; que la Cámara a -qua al
rechazar el pedimento de reapertura de debates sobre el
argumento antes indicado, no sólo lesionó el derecho de de-
fensa, sino que violó también las disposiciones de los ar-
dculos 57 y 59 de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Tra-
bajo;

Considerandoa ndo que en la sentencia impugnada constan,
JOMO hechos no controvertidos por las partes,la existencia
del contrato, al tiempo de duración del mismo y el monto de
los salarios devengados; que, además, el examen del referido
fallo pone de manifiesto que la empresa depositó por ante la
Cámara a - qua en apoyo del recurso de apelación .interpuesto,
los siguientes documentos: "Notificación de la sentencia
apelada, contentiva de embargo retentivo en 18 instituciones
bancarias; Fijación de audiencia para el conocimiento del re-
ferido recurso; Acto de Apelación de fecha 29 de marzo de
1980; Original del acta de apelación; Acta de no acuerdo de
fecha 14 de noviembre de 1979; Certificación en la que consta
que Braudilio Díaz recibe una pensión de vejez; Certifiación •
en la que consta que Federico Colón percibe una pensión de
vejez; aviso de desahucio de fecha 21 de Septiembre de 1979;
Copia de la sentencia recurrida";

Considerando que la Cámara para rechazar el pedimento
de reapertura de debates expresó, en síntesis, que los
documentos que se habían depositado como "nuevos" no
eran tales, pues ya la empresa los había depositado en apoyo
de la apelación por ella interpuesta;

Considerando que si bien es cierto que la empresa no había
depositado como documentos, las Certificaciones expedidas
Por el Representante Local de Trabajo de San Pedro de
Macorís, no menos verdad es que la empresa había deposi-
tado los documentos que comprueban el contenido de las re-
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feridas Certificaciones, todo lo cual unido a los hechos no
controvertidos de la litis, a que se ha hecho referencia, pudo
llevar al ánimo del 'Juez ' la certeza de que los referidos r
documentos no eran nuevos y que por tanto la madida de r
instrucción que se solicitaba carecía de fundamento; que, por
otra, parte, las aludidas certificaciones fueron expedidas a loe
interesados en fecha 4 de diciembre de 1979, esto es, que se
trataba de documentos que poseían los trabajadores desde
varios meses antes del 14 de mayo de 1980, fecha de la
audiencia de la Cámara a-gua; que, por tanto no se trataba
de documentos "nuevos" que pudiesen justificar una
reapertura de debates; que, por todo lo anteriormente ex-
puesto el medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo, tercero y
cuarto, reunidos,	 los recurrentes alegan en síntesis, lo
siguiente: a) que la empresa no podía dar por terminado el
contrato de trabajo con los guardacampestres sin pagarles las
prestaciones correspondientes a la regalía pascual, boni-
ficaciones, vacaciones y preaviso, pues aun cuando dichos
empleados hubiesen sido pensionado por vejez, no se le po-
día negar tales indemnizaciones; que en la especie lo que
hubo fue un despido y no un desahucio, pero, en todo caso,
hay responsabilidad para el patrono; que en la sentencia
impugnada no se dan los motivos que permitan a la Suprema
Corte de Justicia verificar si la ley ha sido bien o mal aplicada;
b) que aun en el supuesto de que los empleados no tuvieren
el derecho al pago del auxilió de cesantía por aplicación del
articulo 74 del Código de Trabajo, en cambio sí tienen el
derecho a las demás prestaciones laborales, incluyendo las
establecidas en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, las cuales deben abonarse en todos los casos de
terminación de Contrato cuando "surja contención entre las
partes"; c) que la pensión de vejez o reitro a que se refiere el
artículo 74 del Código de Trabajo no se refiere sino a la
jubilación, pensión o retiro que le otorgue la empresa o el pa-
trono mismo a quien se le ha prestado el servicio, pero no
puede referirse a una pensión que le conceda un organismo
gubernamental como es el Instituto Dominicano de Seguro
Social; el legislador lo que ha querido es evitar que un em-
pleador que haya concedido una jubilación vitalicia de un tra-
bajador tenga que pagar prestaciones laborales; la pensión

BOLETIN JUDICIAL
	

531

del Instituto de Seguros Sociales es el resultado de una
necesidad social a la cual contribuye con sus aportes el tra-
bajador, de manera que la pensión que se le concede es como
asegurado y no como trabajador dependiente de un de-
terminado patrono, ya que tal pensión solo se otorga después
que el trabajador haya pagado un determinado número de
cotizaciones semanales; que si un jubilado logra un empleo y
después de varios años lo desahucian, no pierde el derecho a
las prestaciones del auxilio de cesantía por estar jubilado; que
las disposiciones del artículo 74 del Código de Trabajo son
generales, pero esa generalidad solo abarca a las pensiones
que otorgue el patrono directamente, pero no a las que
otorgue el Instituto de Seguros Sociales; que es injusto que
se imponga un seguro obligatorio en el que contribuye el tra-
bajador, para luego despojar al trabaiador de "otros derechos
que precisamente habría de recibir en su condición de tra-
bajador"; que la interpretación que se le ha dado al artículo 74
del Código de Trabajo es contraria al espíritu del derecho la-
boral que reclama la interpretación que más favorezca al tra-
bajador; que la prueba de que la intención del legislador en el
referido artículo no ha sido despojar al trabajador de otros
derechos de que sea acreedor en la empresa, lo constituye la
ley BO de 1979 que obliga al patrono a otorgar el auxilio de
cesantía al trabajador hasta en caso de fallecimiento de éste;
que, en todo caso, a los trabajadores se les deben las pres-
taciones que normalmente se conceden cuando hay despido
o desahucio; que la Cámara a-qua al rechazar la demanda de
los trabajadores, y fallar como lo hizo, incurrió en la sentencia
impugnada, en los vicios y violaciones denunciados, por lo
que a juicio de los recurrentes, la referida sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que el artículo 74 del Código de Trabajo
dispone lo siguiente: "no tiene derecho a auxilio de cesantía
el trabajador que al terminar su contrato quede protegido por
una jubilación, pensión de vejez o de retiro";

Considerando que las disposiciones de ese texto son
terminantes en cuanto a la jubilación o la pensión de vejez o re-
tiro otorgado al trabajador al terminar el contrató exime al pa-
trono del pago del auxilio de cesantía al trabajador, pues, éste
queda así, suficientemente protegido y la ley no distingue si
los fondos destinados al pago de las pensiones y jubilaciones
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feridas Certificaciones, todo lo cual unido a los hechos no
controvertidos de la bis, a que se ha hecho referencia, pudo
llevar al ánimo del Juez • la certeza de que los referidos
documentos no eran nuevos y que por tanto la ntadida de
instrucción que se solicitaba carecía de fundamento; que, per
otra, parte, las aludidas certificaciones fueron expedidas a los
interesados en fecha 4 de diciembre de 1979, esto es, que se
trataba de documentos que poseían los trabajadores desde
varios meses antes del 14 de mayo de 1980, fecha de la
audiencia de la Cámara a-qua; que, por tanto no se trataba
de documentos "nuevos" que pudiesen justificar una
reapertura de debates; que, por todo lo anteriormente ex-
puesto el medio que se examina carece de fundamento y de
be ser desestimado;

Considerando, que en los medios segundo, tercero y
cuarto, reunidos, los recurrentes alegan en síntesis, lo
siguiente: a) que la empresa no podía dar por terminado el
contrato de trabajo con los quardacampestres sin pagarles las
prestaciones correspondientes a la regalía pascual, boni-
ficaciones, vacaciones y preaviso, pues aun cuando dichos
empleados hubiesen sido pensionado por vejez, no se le po-
día negar tales indemnizaciones; que en la especie lo que
hubo fue un despido y no un desahucio, pero, en todo caso,
hay responsabilidad para el patrono; que en la sentencia
impugnada no se dan los motivos que permitan a la Suprema
Corte de Justicia verificar si la ley ha sido bien o mal aplicada;
b) que aun en el supuesto de que los empleados no tuvieren
el derecho al pago del auxilió de cesantía por aplicación del
artículo 74 del Código de Traba¡o, en cambio sí tienen el
derecho a las demás prestaciones laborales, incluyendo las
establecidas en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, las cuales deben abonarse en todos los casos de
terminación de Contrato cuando "surja contención entre las
partes"; c) que la pensión de vejez o reitro a que se refiere el
artículo 74 del Código de Trabajo no se refiere sino a la
jubilación, pensión o retiro que le otorgue la empresa o el pa-
trono mismo a quien se le ha prestado el servicio, pero no
puede referirse a una pensión que le conceda un organismo
gubernamental como es el Instituto Dominicano de Seguro
Social; el legislador lo que ha querido es evitar que un em-
pleador que haya concedido una jubilación vitalicia de un tra-
bajador tenga que pagar prestaciones laborales; la pensión

0,1 Instituto de Seguros Sociales es el resultado de una
necesidad social a la cual contribuye con sus aportes el tra-
bajador, de manera que la pensión que se le concede es como
asegurado y no como trabajador dependiente de un de-
terminado patrono, ya que tal pensión solo se otorga después
que el trabajador haya pagado un determinado número de
cotizaciones semanales; que si un jubilado logra un empleo y
después de varios años lo desahucian, no pierde el derecho a
las prestaciones del auxilio de cesantía por estar jubilado; que
las disposiciones del artículo 74 del Código de Trabajo son
generales, pero esa generalidad solo abarca a las pensiones
que otorgue el patrono directamente, pero no a las que
otorgue el Instituto de Seguros Sociales; que es injusto que
se imponga un seguro obligatorio en el que contribuye el tra-
bajador, para luego despojar al trabaiador de "otros derechos
que precisamente habría de recibir en su condición de tra-
bajador"; que la interpretación que se le ha dado al artículo 74
del Código de Trabajo es contraria al espíritu del derecho la-
boral que reclama la interpretación que más favorezca al tra-
bajador; que la prueba de que la intención del legislador en el
referido artículo no ha sido despojar al trabajador de otros
derechos de que sea acreedor en la empresa lo constituye la
ley 80 de 1979 que obliga al patrono a otorgar el auxilio de
cesantía al trabajador hasta en caso de fallecimiento de éste;
que, en todo caso, a los trabajadores se les deben las pres-
taciones que normalmente se conceden cuando hay despido
o desahucio; que la Cámara a-qua al rechazar la demanda de
los trabajadores, y fallar como lo hizo, incurrió en la sentencia
impugnada, en los vicios y violaciones denunciados, por lo
que a juicio de los recurrentes, la referida sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, que el artículo 74 del Código de Trabajo
dispone lo siguiente: "no tiene derecho a auxilio de cesantía
el trabajador que al terminar su contrato quede protegido por
una jubilación, pensión de vejez o de retiro";

Considerando que las disposiciones de ese texto son
terminantes en cuanto a la jubilación o la pensión de vejez o re-
tiro otorgado al trabajador al terminar el contrató exime al pa-
trono del pago del auxilio de cesantía al trabajador, pues, éste
queda así, suficientemente protegido y la ley no distingue si
los fondos destinados al pago de las pensiones y jubilaciones
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se nutren de las aportaciones de los patronos solos o de los
trabajadores y empleadores;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-qua para rechazar Id
demanda de los trabajadores expuso en resumen, lo siguien.
te: "que el artículo 74 del Código de Trabajo expresa Que no
tiene derecho a auxilio de cesantía el trabajador que al ter-
minar su contrato, quede protegido por una jubilación,
pensión de vejez o retiro; que tales disposiciones son genera
les y no distinguen el tipo de pensión o jubilación con que
quede protegido el trabajador; que además, siendo el Seguro
Social obligatorio y debiendo pagar el patrono parte de la
cuota por ese concepto, como lo indica la ley de la materia, es
lógico que el beneficio de una pensión de vejez que se le de a
un trabajador ha sido en consecuencia directa de la parte de
la cuota pagada por ese patrono; que la obligación impuestd
al patrono por la lev de seguro social es precisamente para
cubrir en parte los beneficios que se le concede al trabajador,
ésto es, el patrono paga por adelantado y en una forma obliga-
toria, con que cubrir las ventajas que dicha ley otorga al tra
bajador; que los señores Braudilio Díaz y Federico Colón que-
daron suficientemente amparados al terminar el contrato, ha
quedado satisfecho el interés social y más aún, cuando, como
se ha dicho, ello ha sido una consecuencia directa del con-
trato; que en consecuencia, habiendo terminado los con-
tratos que amparaban a los señores Braudilio Díaz y Federico
Colón el día 21 de septiembre de 1979, según se desprende de
una certificación del Departamento de Trabajo y habiendo
ambos estado protegidos por una pensión reducida de vejez
al momento de dicha ruptura y aún desde antes de la misma,
lo que se desprende de las certificaciones de referencia del
Instituto Dominicano de Seguros Sociales y por aplicación
del art. 74 del Código de Trabajo, procede rechazar este
aspecto de la demanda original y revocar en todas sus partes
dicha sentencia recurrida, ya que en ese momento no eran
exigibles ni la regalía pascual ni la bonificación";

Considerando, que como se advierte la Cámara a-qua hizo
una interpretación correcta del referido artículo 74, pues al
dar por establecido que los guardacampestres habían sido
jubilados por vejez por el Instituto Dominicano de Seguros
Sociales, sus respectivos contratos de trabajo con la empresa
habían terminado, v como dichos trabajadores habían que- 
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dado protegidos por jubilación como consecuencia directa de
o vinculación con la empresa, es claro que no tenían derecho
el auxilio de cesantía; que en la especie, la jubilación o el retiro
otorgado por el Instituto de Seguros Sociales no es una pro-
tección extraña a la empresa donde prestaban sus servicios
tajes trabajadores; que el hecho de que los referidos tra-
bajadores hayan contribuido a esa protección no significa que
el patrono quede excluido del derecho de invocar la
aplicación del artículo 74 cuando sus empleados al terminar
SUS contratos, hayan quedado amparados por una jubilación
vitalicia; que en la especie no se trata de personas que habían
comenzado a trabajar gozando ya de una jubilación, sino de
empleados que envejecieron en esas labores y que como
consecuencia directa de sus respectivos contratos, ob-
tuvieron el derecho a la jubilación de parte del Instituto
Dominicano de Seguros Sociales; que por otra parte, la
Cámara a-qua al revocar la sentencia del primer grado que
había otorgado prestaciones como si se hub:ese tratado de un
despido injustificado, no ha incurrido en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados; que,
además, en la sentencia impugnada consta, en lo con-
cerniente a regalía pascual y bonificación, que en el momento
en que éstas se reclamaron, 'no eran exigibles" lo que se
ajustaba a la realidad de los hechos establecidos;

Considerando finalmente que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que ella contiene motivos
suficientes, pertinentes y congruentes que justifican
plenamente su dispositivo y una exposición completa de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar, como Corte de Casación,
que én la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
ley a los hechos que han sido dados por establecidos por la
Cámara a-qua; que, por tanto, los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Braudilio Díaz y Federico Colón,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, en fecha 20 de mayo de 1922, cuyo dis-
Positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darlo Balcácer,
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se nutren de las aportaciones de los patronos solos o de los
trabaiiidores y empleadores;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-qua para rechazar la
demanda de los trabajadores expuso en resumen, lo siguiera
te: "que el articulo 74 del Código de Trabajo expresa que ro
tiene derecho a auxilio de cesantía el trabajador que al ter
minar su contrato, quede protegido por una jubilación,
pensión de vejez o retiro; que tales disposiciones.son genera-
les y no distinguen el tipo de pensión o jubilación con que
quede protegido el trabajador; que además, siendo el Seguro
Social obligatorio y debiendo pagar el patrono parte de la
cuota por ese concepto. como lo indica la ley de la materia, es
lógico que el beneficio de una pensión de vejez que se le de a
un trabajador ha sido en consecuencia directa de la parte de
la cuota pagada por ese patrono; que la obligación impuesta
al patrono por la lev de seguro social es precisamente para
cubrir en parte los beneficios que se le concede al trabajador,
ésto es, el patrono paga por adelantado y en una forma obliga-
toria, con que cubrir las ventajas que dicha ley otorga al tra-
bajador; que los señores Braudilio Díaz y Federico Colón que-
daron suficientemente amparados al terminar el contrato, ha
quedado satisfecho el interés social y más aún, cuando, como
se ha dicho, ello ha sido una consecuencia directa del con-
trato; que en consecuencia, habiendo terminado los con-
tratos que amparaban a los señores Braudilio Díaz y Federico
Colón el día 21 de septiembre de 1979, según se desprende de
una certificación del Departamento de Trabajo y habiendo
ambos estado protegidos por una pensión reducida de vejez
al momento de dicha ruptura y aún desde antes de la misma,
lo que se desprende de las certificaciones de referencia del
Instituto Dominicano de Seguros Sociales y por aplicación
del art. 74 del Código de Trabajo, procede rechazar este
aspecto de la demanda original y revocar en todas sus partes
dicha sentencia recurrida, ya que en ese momento no eran
exigibles ni la regalía pascual ni la bonificación";

Considerando, que como se advierte la Cámara a-qua hizo
una interpretación correcta del referido artículo 74, pues al
dar por establecido que los guardacampestres habían sido
jubilados por vejez por el Instituto Dominicano de Seguros
Sociales, sus respectivos contratos de trabajo con la empresa
habían terminado. v como dichos trabajadores habían que-

dado protegidos per jubilación como consecuencia directa de
su vinculación con la empresa, es claro que no tenían derecho
al auxil i o de cesantía; que en la especie, la jubilación o el retiro
otorgado por el Instituto de Seguros Sociales no es una pro-
tección extraña a la empresa donde prestaban sus servicios
tajes trabajadores; que el hecho de que los referidos tra-
bajadores hayan contribuido a esa protección no significa que
el patrono quede excluido del derecho de invocar la
aplicac i ó n del artículo 74 cuando sus empleados al terminar
sus contratos, hayan quedado amparados por una jubilación
vitalicia; que en la especie no se trata de personas que habían
comenzado a trabajar gozando ya de una jubilación, sino de
empleados que envejecieron en esas labores y que como
consecuenc i a directa de sus respectivos contratos, ob-
tuvieron el derecho a la jubilación de parte del Instituto
Dominicano de Seguros Sociales; que por otra parte, la
Cámara a-qua al revocar la sentencia del primer grado que
había otorgado prestaciones como si se hubiese tratado de un
despido injustificado, no ha incurrido en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados; que,
además, en la sentencia impugnada consta, en lo con-
cerniente a regalía pascual y bonificación, que en el momento
en que éstas se reclamaron, 'no eran exigibles" lo que se
ajustaba a la realidad de los hechos establecidos;

Considerando finalmente que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que ella contiene motivos
suficientes, pertinentes y congruentes que justifican
plenamente su dispositivo y una exposición completa de los
hechos y circunstancias de la litis que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar, como Corte de Casación,
que én la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
ley a los hechos que han sido dados por establecidos por la
Cámara a-qua; que, por tanto, los medios que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Braudilio Díaz y Federico Colón,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, en fecha 20 de mayo de 1982, cuyo dis-
Positivo se ha copiado en parte anterior del presente tallo; y
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

( F IRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
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Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al.
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los se.
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 48.
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 18 de Mayo de 1979.
Materia: Civil.
Recurrente (s): Freddv A. Simón Caram
Abogado (s):Dr José Ramón González Pérez.
Recurrido (s): Olga E. Cordero y Cordero;
Abogado (s): Dr. Rafael Astacio Hernández, por si y por el
Dr. César Lara Mieses.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 23 de Febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Freddy A.
Simón Caram, dominicano, mayor de edad, casado,
Comerciante, con cédula de identidad personal No. 2742 serie
23, domiciliado en esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 18 de mayo de 1979, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
' Oído al Dr. José Ramón González Pérez, cédula No. 37679
Serie 23 abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Astacio
Hernández, cédula No. 61243 serie ira., por si y 	 en
representación del Dr. César Lara Mieses, cédula No. 17238
serie 47, abogados de la recurrida Olga Estaurofila Cordero y
Cordero, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula No.
13907 serie 47, domiciliada en esta ciudad;
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Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al.
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo H errera pi:
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHAA 23 DE FEBRERO DEL 1983 NO. 48.
sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 18 de Mayo de 1979.

Recurre nte (s):te (): Freddv A. Simón Caram
Abogado (s):Dr José Ramón González Pérez.
Recur rido (s): Olga E. Cordero y Cordero;

Abogado (s): Dr. Rafael Astado Hernández, por si y por el
Dr. César Lara Mieses,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

in Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chu pa ni , Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 23 de Febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Freddy A.
Simón Caram, dominicano, mayor de edad, casado,
comerciante, con cédula de identidad personal No. 2742 serie
23, domiciliado en esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 18 de mayo de 1979. cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turnó en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Ramón González Pérez, cédula No. 37679

serie 23 abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Astado
Hernández, cédula No. 61243 serie 1ra., por si y en
representación del Dr. César Lara Mieses, cédula No. 17238
serie 47, abogados de la recurrida Olga Estaurofila Cordero y
Cordero, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula No.
13907 serie 47, domiciliada en esta ciudad;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial del recurrente del 22 de agosto de 1979,
suscrito por su abogado, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada el medio que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha 16 de
noviembre de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 22 de feb rero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña. Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por el recurrente, que se
mencionan más adelante, y los artículos 1, y 65 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en rescisión de contrato, desalo-
jo y reparación de daños y perjuicios intentada por Olga E.
Cordero y Cordero contra Freddy A. Simón Caram, por ante
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, dicho demandado presentó por ante la re•
?ende Cámara, un incidente encaminado a que declarara nulc
el emplazamiento introductivo de instancia que se le había
notificado en fecha 28 de enero de 1976, sobre la base de que
en dicho emplazamiento se omitió consignar la residencia de
la demandante, como lo exige a pena de nulidad, el artículo
61 del Código de Procedimiento Civil; b) que sobre ese in-
cidente la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, apoderada del asunto,
dictó, en fecha 16 de noviembre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo es e l siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge las
conclusiones formuladas en audiencia por Olga Estaurofila
Cordero y Cordero, parte demandante, y, en consecuencia
rechaza la excepción de nulidad presentada en audiencia por
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ymandada Freddy A. Simón Caram, por improcedente e
Infunda da ; SEGUNDO: Condena a Freddy A. Simón Caram,
parte demandada que sucumbe en el incidente al pago de las
costa s ordenando su distracción en provecho del abogado
Dr. Carlos Marcial Bidó Feliz, quien afirma haberlas avanzado
en su mayo r parte; TERCERO: Condena a Freddy A. Simón
cerero, parte demandada que sucumbe al pago de las costas
ordenando su distracción en provecho del abogado Dr.
Carlos Marcial Bidó Feliz, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte"; c) que sobre el recurso interpuesto contra
ese fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido, en cuanto 3 la forma, el recurso
de apelación interpuesto POr Freddy A. Simón Caram contra
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera instancia del
Distrito Nacional, en techa 16 te noviembre de 1976, cuyo
dispositivo figura copiado precedentemente, por haber sido
necho dentro del ojazo y demás formalidades legales:
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas en
audiencia, por la parte recurrente, por improcedentes y mal
fundadas; TERCERO: Acoge las conclusiones emitidas por la
intimada, y en consecuencia confirma en todas sus partes la
sentencia apelada, por haber sido dictada conforme a
derecho; CUARTO: Condena a la parte recurrente, al pago
de las costas con distracción en provecho del Dr César Lara
Mieses, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada el siguiente U nico Medio: Falta de base
legal. Violación del artículo 61 del Código de Procedimiento
Civil;

Considerando, que en .su único medio de casación el
recurrente se ha limitado a alegar en Síntesis, que la Corte a-
gua al adoptar y reproducir los motivos de la sentencia del
primer grado en que se sostiene que el recurrente no ha sufri-
do ningún agravio con la omisión del domicilio o residencia de
la demandante Olga Cordero y Cordero, incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciadas,
Pues el articulo 61 del Código de Procedimiento Civil es-
tablece que la referida "demandante e staba obligada a
consigna en el acto introductivo de instancia, su domicilio o

1

1
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial del recurrente dei 22 de agosto de 1979
suscrito por su abogado, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada el medio que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha 16 de
noviembre de 1979, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 22 de feb rero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por el recurrente, que se
mencionan más adelante, y los artículos 1, y 65 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo oe una demanda en rescisión de contrato, desalo-
jo y reparación de daños y perjuicios intentada por Olga E.
Cordero y Cordero contra Freddy A. Simón Caram, por ante
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, dicho demandado presentó por ante la re-
ferida Cámara, un incidente encaminado a que declarara nulc
el emplazamiento introductivo de instancia que se le había
notificado en fecha 28 de enero de 1976, sobre la base de que
en dicho emplazamiento se omitió consignar la residencia de
la demandante, como lo exige a pena de nulidad, el artículo
61 del Código de Procedimiento Civil; b) que sobre ese in-
cidente la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cio,
cunscripción del Distrito Nacional, apoderada del asunto,
dictó, en fecha 16 de noviembre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge las
conclusiones formuladas en audiencia por Olga Estaurofila
Cordero y Cordero, parte demandante, y, en consecuencia
rechaza la excepción de nulidad presentada en audiencia por

B demandada Freddy A. Simón Caram, por improcedente e
infundada; SEGUNDO: Condena a Freddy A. Simón Caram,
parte demandada que sucumbe en el incidente al pago de las
costas ordenando su distracción en provecho del abogado
Dr. Carlos Marcial Bidó Feliz, quien afirma haberlas avanzado

en su mayor parte; TERCERO: Condena a Freddy A. Simón
Caram, parte demandada que sucumbe al pago de las costas
ordenando su distracción en provecho del abogado Dr.
Carlos Marcial Bidó Feliz, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte"; c) que sobre el recurso interpuesto contra
ese fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido, en cuanto 3 la forma, el recurso
de apelación interpuesto por Freddy A. Simón Caram contra
le sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en techa 16 de noviembre de 1976, cuyo
dispositivo figura copiado precedentemente, por haber sido
hecho dentro del oiazo y demás formalidades legales;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas en
audiencia, por la parte recurrente, por improcedentes y mal
fundadas; TERCERO: Acoge las conclusiones emitidas por la
intimada, y en consecuencia confirma en todas sus partes la
sentencia apelada, por haber sido dictada conforme a
derecho; CUARTO: Condena a la parte recurrente, al pago
de las costas con distracción en provecho del Dr César Lara
Mieses, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-
talidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada el siguiente Unico Medio: Falta de base
legal. Violación del articulo 61 del Código de Procedimiento
Civil;

Considerando, que en .su único medio de casación el
recurrente se ha limitado a alegar en síntesis, Que la Corte a-
gua al adoptar y reproducir los motivos de la sentencia del
primer grado en que se sostiene que el recurrente no ha sufri-
do ningún agravio con la omisión del domicilio o residencia de
la demandante Olga Cordero y Cordero, incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciadas,
Pues el articulo 61 del Código de Procedimiento Civil es-
tablece que la referida "demandante e staba obligada a
consigna ' en el acto introductivo de instancia, su domicilio o
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residencia, requisito prescrito a pena de nulidad"; pero, •
Considerando, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Corte a-qua para rechazar la n uli-
dad propuesta, expuso en síntesis, lo siguiente: si bien es
cierto que el artículo 61 del Código de Procedimiento Civil
dispone que en el acta de emplazamiento se hará mención a
pena de nulidad, de la residencia del demandante, también es
verdad que dicha formalidad omitida en el emplazamiento, no
le ha causado al demandado ningún agravio a su defensa,
pues dicho demandado ha podido presentar sus alegatos en
la forma que lo ha estimado pertinente;

Considerando, que en el estado actual del derecho
dominicano que se orienta hacia el imperio de la justicia
sustantiva y a la mayor eliminación posible de los formalismos
excesivos, la máxima "no hay nulidad sln agravio" constituye-
una regla jurídica consagrada de manera definitiva en el
artículo 37 de la Ley 834 de 1978; que dispone que la nulidad
no puede ser pronunciada sino cuando el adversario que la
invoca pruebe el agravio que le cause la irregularidad, aun
cuando se trate de una formalidad sustancial o de orden
público;

Considerando, que como en la especie, a juicio de los
jueces del caso, no se ha establecido que la nulidad invocada
le haya causado agravio al recurrente, es claro que la Corte a-
gua al fallar como lo hizo, no incurrió en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados en el medio
que se examina, por lo cual el referido medio carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Freddy A. Simón Caram contra la
sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de mayo de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y
las distrae en provecho de los doctores César Lara Mieses
Rafael Astacio Hernández, abogados de la recurrida, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
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puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Miguel Jacobo,
%re

presente sentenciatencia ha sido dada y firmada por los se-
ptare%

lores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada pcIr mí, Secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo.
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figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada p& mí, Secretario General, que
certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo.

residencia, requisito prescrito a pena de nulidad"; pero, • -,
Considerando, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Corte a-qua para rechazar la nuli-
dad propuesta, expuso en síntesis, lo siguiente: si bien es
cieno que el artículo 61 del Código de Procedimiento Civil
dispone que en el acta de emplazamiento se hará mención a
pena de nulidad, de la residencia del demandante, también es
verdad que dicha formalidad omitida en el emplazamiento, no
le ha causado al demandado ningún agravio a su defensa,
pues dicho demandado ha podido presentar sus alegatos en
la forma que lo ha estimado pertinente;

Considerando, que en el estado actual del derecho
dominicano que se orienta hacia el imperio de la justicia
sustantiva y a la mayor eliminación posible de los formalismos
excesivos, la máxima "no hay nulidad sin agravio" constituye-
una regla jurídica consagrada de manera definitiva en el
artículo 37 de la Ley 834 de 1978; que dispone que la nulidad
no puede ser pronunciada sino cuando el adversario que la
invoca pruebe el agravio que le cause la irregularidad, aun
cuando se trate de una formalidad sustancial o de orden
público;

Considerando, que como en la especie, a juicio de los
jueces del caso, no se ha establecido que la nulidad invocada
le haya causado agravio al recurrente, es claro que la Corte a-
nua al fallar como lo hizo, no incurrió en la sentencia im-
pugnada en los vicios y violaciones denunciados en el medio
que se examina, por lo cual el referido medio carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Freddy A. Simón Caram contra la
sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de mayo de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y
las distrae en provecho de los doctores César Lara Mieses Y
Rafael Astado Hernández, abogados de la recurrida, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
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Sentencia impugnada: Cámara de Cue intas de la República,
de fecha 5 de Agosto de 1976.
Materia: Cont-Adm.
Recurrente (s): Estado Dominicano;
Abogado (s): Dres. Máximo M. Simonó Lugo y Máximo
Cordero Soler,
Recurrido le): Sucs. de José Radios
Abogado (s):Lic. Eurípides R. Roques Román.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi.
:la, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 23 de Febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación ihterpuesto por el Estado
Dominicano, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas en funciones de Tribunal Superior Administrativo el
5 de Agosto de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Eurípides R. Roques Román, cédula No. 19657,

serie 1ra., abogado de los recurridos, los sucesores de José
Ramos; en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procdrador General de la
República;

Visto el memorial del recudente.depcieitado el día 1ro. de
Octubre de 1978, suscrito por sus abogados Dres. Máximo M.
Simonó Lugo, cédula No. 30414 serie 1ra., y 'Máximo Cordero
Soler, cédula No. 49186 serie Ira., en el cual no se proponen
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de arripiiación del real lente del 1ro. d.; N')
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viembre de 1978, suscrito por el Dr. Héctor Rosa Vasallo, cé-
dula No. 30793 serie 56;

Visto el memorial de defensa depositado el 9 de marzo de
oil suscrito por el Lic. Eurípides R. Roques Román, aboga-
do de los recurridos,. sucesores de José Ramos;

Visto el auto dictado en fecha 22 de Febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente; de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con
los Magistrados Darlo Balcácer, Fernando E Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renvil le y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para completar la mayoría en la deliberación ' y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados porel recurrente, el
artícu lo 50 agregado por la Ley No. 3855 de 1954 a la Ley No.
1494 de 1947 y 1 y 7 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 14 de marzo de 1974, la Cámara de Cuentas en
funciones de Tribunal Superior Administrativo dictó una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero:
Acoger, como al efecto acode en cuanto a la forma, el
recurso contencioso-administehtiv,o interpuesto por el
licenciado Eurípides R. Roque • Román a nombre y en.
representación de los Sucesores de José Ramos, contra la
Resolución No. 9-73, de fecha 27 de agosto de 1973, dictada
Por la Comisión de Avalúo del Distrito Nacional; Segundo:
Rechazar, como al efecto rechaza en cuanto al fondo el aludi-
do recurso, por improcedente y mal fundado en derecho; b)

que sobre el recurso de casación la Suprema Corte de
Justicia en funciones de Corte de Casación dictó en fecha 17
de marzo de 1975, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: Por tales motivos, U nico: Casa la sentencia dic-
tada el 14 de marzo de 1974, por la Camara de Cuentas de la
República, en funciones de Tribunal Superior Administrativo,
cuyo dispositivo ha sido transcrito en partes anteriores del
presente fallo, y envía el asunto por ante el -mismo tribunal
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL usa No.
49
Sentencia impugnada: Cámara de Cueintas de la República.
de fecha 5 de Agosto de 1976.
Materia: Cont-Adm.
Recurrente (s): Estado Dominicano;
Abogado (s): Dres. Máximo M. Simonó Lugo
Cordero Soler,
Recurrido (e): Sucs. de José Ramos
Abogado (s):Lic. Eurípides R. Roques Román.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 23 de Febrero de 1983, años 139' de
la Independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas en funciones de Tribunal Superior Administrativo el
5 de Agosto de 1976, cuyo dispositivo se cppia más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Eurípides R. Roques Reman, cédula No. 19657,

serie 1ra., abogado de los recurridos, los sucesores de José
Ramos; en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procdrador General de la
República;

Visto el memorial del rectrrente.depc nsitado el día 1ro. de
Octubre de 1978, suscrito por sus abogados Dres. Máximo M.
Simonó Lugo, cédula No. 30414 serie 1ra., y'Máximo Cordero
Soler, cédula No. 49186 serie Ira., en el cual no se proponen
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de arripiiación del regimiente del 1ro. de N9
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,,,e inbre de 1978, suscrito por el Dr. Héctor Rosa Vasallo, c€-
dula No. 30793 serie 56;

Visto el memorial de defensa depositado el 9 de marzo de
1978, suscri to por el Lic. Eurípides R. Roques Román, aboga-
do de los recurridos,. sucesores de José Ramos;

Visto el auto dictado en fecha 22 de Febrero del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente; de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su calidad, dicha Corte, conjuntamente con
los Magistrados Darlo Balcácer, Fernando É. Ravelo de la
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Remal le y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tribunal,
para com pletar la mayoría en la deliberación • y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por.,el recurrente, el
artículo 50 agregado por la Ley No. 3855 de 1954 a la Ley No.
1494 de 1947 y 1 y 7 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 14 de marzo de 1974, la Cámara de Cuentas en
funciones de Tribunal Superior. Administrativo dictó una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero:
Acoger, como al efecto acoge en cuanto a la forma, el
recurso contencioso-ad ministrfativo interpuesto por el
licenciado Eurípides Fi. Roque • Román a nombre y en.
representación de los Sucesores de José Ramos, contra la
Resolución No. 9-73, de fecha 27 de agosto de 1973, dictada
Por la Comisión de Avalúo del Distrito Nacional; Segundo:
Rechazar, como al efecto rechaza en cuanto al fondo el aludi-
do recurso, por improcedente y mal fundado en derecho; b)
que sobre el recurso de casación la Suprema Corte de
Justicia en funciones de Corte de Casación dictó en fecha 17
de marzo de 1975, una sentencia cuyo dispositivo es el
s iguiente: Por tales motivos. U nico: Casa la sentencia dic-
tada el 14 de marzo de 1974, por la Camara de Cuentas de la
República, en funciones de Tribunal Superior Administrativo,
cuyo dispositivo ha sido transcrito en partes anteriores del
Presente fallo, y envía el asunto por ante el mismo tribunal

Y Máximo
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para los fines pertinentes; c) que sobre envío el mismo tri-
bunal dictó la sentencia ahora impugnada en casación y cuya
dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Acoger.
como al efecto acoge en cuanto a la forma el recurso con:
tencioso-administrativo interpuesto por el licenciado Eurípi-
des R. Roques Román en su propio interés y en nombre y
representación de los Sucesores de José Ramos, contra la
Resolución No. 9-73 de fecha 27 de agosto de 1973, dictada
por la Comisión de Avalúo del Distrito Nacional; SEGUNDO:
Modificar, como al efecto modifica, las partidas marcadas
con las letras b), c) y d) de la Resolución recurrida aumen-
tándolas en un Diez por Ciento (10%), en la Siguiente forma:
b) de RDS27,124.00 a RDS29,836.40; c) Dé RDS6,660.93 a
RDS7,327.09 y d) De RDS107,008.38 d RDS117,709.22;
TERCERO: Mantener como al efecto mantiene, el avalúa
consignado en la letra a) en la suma de RDS5,688.00; que-
dando en consecuencia la Resolución recurrida modificada
en la siguiente forma: a) RDS5,688.00; b) •RDS29,836.40: c)
RDS7,327.09 y d) RDS117,709.22, que l'ice un total de
RDS160.781;

Considerando, que el recurrente prepone: en su memorial
de defensa el siguiente medio de casación: . Violación de las
Leyes Nos. 689 del 31 de julio de 1974; Ley No. 700 del 31 de
iulio de 1974; Ley No. 317 del 14 de junio de 1968; la Ley No.
344 del 29 de julio de 1943; Desnaturalización de los hechos y
violación de principios jurídicos fundamentales;

Considerando, que a su vez el recurrido propone en su
memorial de defensa la caducidad del presente recurso de
casación;

Considerando, que el recurrente invoca en su escrito de
ampliación que había emplazado en el plazo legal, y deposita
un documento aue dice ser una copia del acto del em-
plazarniento cuyo original alega se le ha extraviado;

Consiaeranao, que dicno documento depositado en la
Su prema Corte cte Justicia a estos efectos por el recurrente,
carece mi ola en aue I ue notmcaac. n: indica la persona a
quien ie. !L'ere necna esa notnicaciry. coma tampoco figura la
firma ni el sello ael alguacil menciones y formalidades exigi
oas por la Ley a pena de nulloaa y POT tanto, el mismo
carece de vahaez y debe ser oesestimado.

Considerando, que conforme lo establece el artículo 7 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, habrá caducidad del
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recurso, cuando el recurrente no emplazare el recurrido en el
termino de treinta días a contar de la fecha en que fue pro-

, p yelde por el Presidente el auto que autoriza el emplazamiento;
Considerando, que el examen de los documentos del ex

pediente revela lo siguiente: que el recurrente depositó en la
Secreta ría de la Suprema Corte de JustiCia, el memorial de

• cesación, el 1ro. de octubre de 1976, fecha en que fue dic-
. lado el auto de admisión por el Presidente de la Suprema

Corte de Justicia, que dicho memorial fue notificado a los
recurridos en la persona de su abogado el Lic. Eurípides R.
Roques Román, por acto del Alguacil José J. Noboa Naut,
Alguacil Ordinario de la Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de
enero de 1978, o sea después de vencido el plazo de 30 días
que exige el texto legal antes transcrito para notificar el
memorial a pena de caducidad;

Considerando, que no procede la condenación en costas al

4
1, recurrente, en vista de que el artículo 60 agregado por la Ley

“4 1 No. 3855 de 1954 a la Ley Na. 1434 de 1947, dispone ex-
.. presamente que en la materia de que se trata no es de lugar

esa condenación;
Por tales motivos: U nico: Declara la caducidad dei recurso

de casación interpuesta por el Estado dominicano, contra la
sentencia de la Cámara de Cuentas de la República, en
funciones de Tribunal Superior Administrativo, dictada el 5
de agosto de 1976, cuyo dispositivo se transcribe en parte
anterior del presente fallo;

(FIRMADOS): Manuel D. Urges Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.

f, Goicochea S., Máximo Puello Rerkille, Miguel Jacobo,
. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ios
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. - (Firmado): Miguel Jacobo.
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para los fines pertinentes; c) que sobre envío el mismo tri-
bunal dictó la sentencia ahora impugnada en casación y cuyo
dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Acoger
como al efecto acoge en cuanto a la forma el recurso con-
tencioso-administrativo interpuesto por el licenciado Eurípi-
des R. Roques Román en su propio interés y en nombre y
representación de los Sucesores de José Ramos, contra la
Resolución No. 9-73 de fecha 27 de agosto de 1973, dictada
por la Comisión de Avalúo del Distrito Nacional; SEGUNDO:
Modificar, como al efecto modifica, las partidas marcadas
con las letras b), c) y d) de la Resolución recurrida aumen-
tándolas en un Diez por Ciento (10%), en la Siguiente forma:
b) de RDS27,124.00 a RD$29,836.40; c) Dé RDS6,660.93 a
RDS7,327.09 y d) De RDS107,008.38 á RDS117,709.22;
TERCERO: Mantener como al efecto mantiene, el avalúa
consignado en la letra a) en la suma de RDS5,688.00; que-
dando en consecuencia la Resolución recurrida modificada
en la siguiente forma: a) RDS5,688.00; b) . RDS29,836.40; c)
RDS7,327.09 y d) RDS117,709.22, que Hace un total de
RDS160.781;

Considerando, que el recurrente própone" en su memorial
de defensa el siguiente medio de casación Violación de las
Leyes Nos. 689 del 31 de julio de 1974; Ley No. 700 del 31 de
olio de 1974; Ley No. 317 del 14 de junio de 1968; la Ley No.
344 del 29 de julio de 1943; Desnaturalización de los hechos y
violación de principios jurídicos fundamentales;

Considerando, que a su vez el recurrido propone en su
memorial de defensa la caducidad del presente recurso de
casación;

Considerando, que el recurrente invoca en su escrito .de
ampliación que había emplazado en el plazo legal, y deposita
un documento aue dice ser una copia del acto del em-
plazamiento cuyo original alega se le ha extraviado;

Consiaeranao. aue dicno documento depositado en la
Suprema Co r te ae Justicia a estos efectos por el recurrente,
carece °e 013 en aue rue nour icaac.	 indica la persona a
quien le fuere necna esa notmcacier . come. tam poco figura la
firma ni el sello del alguacil, mencione:- t formalidades exigi
aas por la Ley a pena de :lubina V por tamo, el mismo
carece de validez y debe ser desestimado:

Considerando, que conforme lo establece el artículo 7 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, habrá caducidad del

,,curso, cuando el recurrente no emplazare el recurrido en el
t jrrnino de treinta días a contar de la fecha en que fue pro-
eido por el Presidente el auto que autoriza el emplazamiento;
Considerando, que el examen de los documentos del ex

dente revela lo siguiente: que el recurrente depositó en la
Secreta ría de la Suprema Corte de JustiCia, el memorial de
casación, el 1ro. de octubre de 1976, fecha en que fue dic-
tado el auto de admisión por el Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, que dicho memorial fue notificado a los
recurridos en la persona de su abogado el Lic. Eurípides R.
Roques Romín, por acto del Alguacil José J. Noboa Naut,
Alguacil Ordinario de la Séptima Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de
enero de 1978, o sea después de vencido el plazo de 30 días
que exige el texto legal antes transcrito para notificar el
memorial a pena de caducidad;

Considerando, que no procede la condenación en costas al
.1 recurrente, en vista de que el artículo 60 agregado por la Ley

No. 3855 de 1954 a la Ley No. 1434 de 1947, dispone ex-
presamente que en la materia de que se trata no es de lugar
esa condenación;

Por tales motivos: U nico: Declara la caducidad dei recurso
de casación interpuesta por el Estado dominicano, contra la
sentencia de la Cámara de Cuentas de la República, en
funciones de Tribunal Superior Administrativo, dictada el 5
de agosto de 1976, cuyo dispositivo se transcribe en parte
anterior del presente fallo;

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Rerville, Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ios se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en éi expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. - (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1983 No.
50
Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra,
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal de fecha 4 de Diciembre de 1980.
Materia: Civil.
Recurrente (s): Alfredo Gómez.
Abogado (s): Dr. Rafael MI. Luciano y Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrido (s): Sucesores del Dr. Luis R. Taveras Rodríguez.
Abogado (s): Dr. Héctor José Vargas.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nornore de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de Febrero de 1983, años 139' de
la independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
Gómez, dominicano mayor de edad, empleado público,
domiciliado y residente en la calle Las Carreras, no. 11 de esta
ciudad, cédula No. 55260, serie 26, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del'Distrito Judicial de San Cristóbal, el
4 de Diciembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al doctor Rafael Luciano, en representación del

doctor M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie 26, abogado
del recurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Doctor Héctor José Vargas, cédula No. 98795, serie
Ira., abogado de los recurridos, Luis Emilio, Héctor )Rafael,
Gregorio A. y Mirtha Rosa Taveras Ramírez, herederos de;
finado Luis R. Taveras Rodríguez, y esposa superviviente Ai
da Emilia Ramírez, todos dominicanos, mayores de edad.

-----
domiciliados y residentes en esta ciudad, provistos de sus
respectivas cédulas, en la lectura de sus conclusiones;

República;
;dictamen del Magistrado Procurador General de laFi 

Visto el memorial de casación del recurrente, del 7 de
enero de 1981, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los Medios que se

ind.an másáesi 
memorial
a d el an te ;

Visto 	 defensa de los recurridos, del 31 de

Visto el auto dictado en fecha 25 de Febrero del corriente

.:
Marzo de 1981, suscrito por su abogado;

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presiden te de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
Cua l integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por el recurrente que se
indican más adelante y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre
procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en rescisión de un contrato de alquiler,
desalojo y cobro de alquileres, y una demanda reconvincional
en compensación, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dicto una sentencia el 29
de julio de 1976, cuyo dispositivo dice: 'Falla: Primero: Se
sobresee el conocimiento de la presente litis, hasta tanto la
Parte más diligente promueva por ante el Control de Al-
quileres de Casas y Desahucios, para que este organismo
dicte una resolución fijando él precio del alquiler del inmueble
de que se trata; y Segundo: Se reservan las costas para
falladas conjuntamente con el fondo'; el cual posteriormente
dictó sentencia sobre el fondo, el 15 de abril del 1977, con el
siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Se rechazan las
conclusiones de la parte demandada por improcedentes y mal
fundadas, en consecuencia; Segundo: Se declara rescindido
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE FEBRERO DEL 1983 No
50

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra.
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial eF
San Cristóbal de fecha 4 de Diciembre de 1980.
Materia: Civil.
Recurrente (s): Alfredo Gómez.
Abogado (s): Dr. Rafael Ml. Luciano y Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrido (s): Sucesores del Dr. Luis R. Taveras Rodríguez.
Abogado (s): Dr. Héctor José Vargas.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nornore de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida oor los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Segundo Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Pi-
ña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 de Febrero de 1983, años 139' de
la independencia y 120' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación i nterpuesto por Alfredo
Gómez, dominicano mayor de edad, empleado público,
domiciliado y residente en la calle Las Carreras, no. 11 de esta
ciudad, cédula No. 55260, serie 26, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del'Distrito Judicial de San Cristóbal, el
4 de Diciembre de 1980, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al doctor Rafael Luciano, en representación del

doctor M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie 26, abogado
del récurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Doctor Héctor José Vargas, cédula No. 98795, serie
Ira., abogado de los recurridos, Luis Emilio, Héctor )Rafael,
Gregorio A. y Mirtha Rosa Taveras Ramírez, herederos del
finado Luis R. Taveras Rodríguez, y esposa superviviente Ai-
da Emilia Ramírez, todos dominicanos, mayores de edad

domiciliados y residentes en esta ciudad, provistos de sus
respectivas cédulas, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 7 de
enero de 1981, suscrito por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los Medios que se

ind más
 memorial
 adelante;

Visto 	 defensa de los recurridos, del 31 de

Visto el auto dictado en fecha 25 de Febrero del corriente

. 1Vanist mo
Marzo de 1981, suscrito por su abogado;

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chuoani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los textos legales invocados por el recurrente que se
indican más adelante y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre
procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en rescisión de un contrato de alquiler,
desalojo y cobro de alquileres, y una demanda reconvincional
en compensación, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dicto una sentencia el 29
de julio de 1976, cuyo dispositivo dice: 'Falla: Primero: Se
sobresee el conocimiento de la presente litis, hasta tanto la
parte más diligente promueva por ante el Control de Al-
quileres de Casas y Desahucios, para que este organismo
dicte una resolución fijando él precio del alquiler del inmueble
de que se trata; y Segundo: Se reservan las costas para
fallarlas conjuntamente con el fondo'; el cual posteriormente
dictó sentencia sobre el fondo, el 15 de abril del 1977, con el
siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Se rechazan las
conclusiones de la parte demandada por improcedentes y mal
fundadas, en consecuencia; Segundo: Se declara rescindido
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el contrato de inquilinato existente entre los Sucesores del
Dr. Luis Ramón Taveras Rodríguez y Alfredo Gómez, sobre
un apartamiento de la planta baja de la casa No. 9 de la calle
Las Carreras, de esta ciudad; Tercero: Condc.na al señor
Alfredo Gómez a pagarle a los Sucesores del Dr. Luis Ramón
Taveras Rodríguez, señores Aida Emilia Vda. Taveras, Lic
Luis Emilio Taveras Ramírez, Lic., Héctor Rafael Taveras
Ramírez, Mirtha Rosa Taveras R. de Aponte y Gregorio A
Taveras Ramírez, Id suma de novecientos pesos oro
(RD1900.00) por concepto de alquileres vencidos y no paga.
dos, los días 13 de septiembre de 1975 al 13 de noviembre de
1976, a razón de RDS60.00 cada mensualidad, sin perjuicio de
los alquileres que se venzan en el curso del procedimiento.

.Cuarto: Se condena al señor Alfredo Gómez al pago de las
costas del procedimiento; Quinto: Se ordena el desalojo
inmediato de Alfredo Gómez del apartamiento de la planta
baja de la casa No. 9 de la calle Las Carreras, de esta ciudad,
que ocupa en calidad de inquilino; y Sexto: Se ordena la
ejecución provisional y sin fianza de esta sentencia, no
obstante cualquier recurso que se interponga contra la
misma'.; c) que esta sentencia fue recurrida en casación
dictando la Suprema Corte de Justicia, sentencia el 18 de
agosto de 1980, con el siguiente dispositivo: 'Primero: Casa
la sentencia dictada el 12 de julio de 1977, por la Cámara Civil
y Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo y envía el asunto por ante el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en sus
atribuciones civiles, Segundo: Compensa las costas entre las
partes*; d) que ésta última Cámara, como Tribunal de envío,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno
y válido el apoderamiento de este Tribunal, para conocer del
recurso de apelación intentado por el señor Alfredo Gómez,
por haber sido hecho de acuerdo a la ley;- SEGUNDO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el señor Alfredo Gómez, contra la
sentencia número 1018/76, de fecha 15 de abril del año 1977,
dictada por el Juzgado de paz de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional; y en cuanto al fondo de dicho recurso;
rechaza en todas sus partes por improcedente e infundado el
recurso de apelación interpuesto por el referido señor y en

consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia

rendida por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional y cuyo dispositivo ha sido copiado
precedentemente:- TERCERO: Se da acta a los señores Pida
Emilia Vda. Taveras, Luis Emilio Taveras Ramírez, Héctor Ra-

bel Taveras Ramírez, Mirtha Rosa Tavéras de Apunta y
Gicigorio A. Taveras Ramírez, de que en fecha 16 de octubre
de ;980, depositaron en la Secretaría de este Tribunal, todos
los documentos en que apoyan sus pretensiones, los cuales
ofrecieron en comunicación al apelante y a su abogado, por el
acto de fecha 17 de octubre de 1980, instrumentado por el
Ministeria l Sergio Vásquez;- CUARTO: Se condena al señor
Alfredo Gómez. al pago de las costas causadas con motivo de
su recurso de apelación, con distracción de las mismas en
provecho del doctor Héctor José Vargas, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial el recurrente propone
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Violación del Derecho de Defensa
y falta de base legal; Violación a la ley No. 38 de 1988;
Segundo medio: Falta de motivos: desnaturalización de los
hechos de la causa y violación del derecho de defensa;
Tercer Medio: errónea aplicación del artículo 2 de la ley No.
38 del 1966; falta de base legal y violación del artículo 1351 del
Código Civil al desconocer hechos que tienen la autoridad de
la cosa juzgada; Cuarto Medio: Falta de base legal y 'falta de
motivos; violación al derecho de defensa en su aspecto nue-
vo;

Considerando, que el recurrente, en apoyo de sus medios
de casación, los cuales se reúnen, invoca, en síntesis, los
siguientes alegatos: a) que pidió a la Cámara a-qua, que
"para el supuesto de que se considere que el Tribunal debe
apreciar, conforme con la Ley No. 38, disponer", la
comunicación de la tasación del inmueble, certificada por el
Catastro Nacional; la prueba de palo del impuesto sobro la
Renta de Luis Ramón Taveras Rodríguez, en la época de la
demanda, para determinar el valor del inmueble y cuales-
quieran otros documentos, pero que • no contestó estas
conclusiones, en cambio fundó la sentencia impugnada en
una certificación de la Dirección General del Castastro
Nacional, del 28 de agosto de 1975, sobre el avalúo del in-
mueble y la declaración ¡urada del conjunto de la Renta, a
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el contrato de inquilinato existente entre los Sucesores del
Dr. Luis Ramón Taveras Rodríguez y Alfredo Gómez, sobre
un apartamiento de la planta baja de la casa No. 9 de la calle
Las Carreras, de esta ciudad; Tercero: Con&na al señor
Alfredo Gómez a pagarle a los Sucesores del Dr. Luis Ramón
Taveras Rodríguez, señores Aida Emilia Vda. Taveras, Lic
Luis Emilio Taveras Ramírez, Lic., Héctor Rafael Taveras.
Ramírez, Mirtha Rosa Taveras R. de Aponte y Gregorio A.
Taveras Ramírez, la suma de novecientos pesos oro
(RD$900.00) por concepto de alquileres vencidos y no paga.
dos, los días 13 de septiembre de 1975 al 13 de noviembre de
1976, a razón de RDS60.00 cada mensualidad, sin perjuicio de
los alquileres que se venzan en el curso del procedimiento:

.Cuarto: Se condena al señor Alfredo Gómez al pago de las
costas del procedimiento; Quinto: Se ordena el desalojo
inmediato de Alfredo Gómez del apartamiento de la planta
baja de la casa No. 9 de la calle Las Carreras, de esta ciudad,
que ocupa en calidad de inquilino; y Sexto: Se ordena la
ejecución provisional y sin fianza de esta sentencia, no
obstante cualquier recurso que se interponga contra la
misma'.; e) que esta sentencia fue recurrida en casación
dictando la Suprema Corte de Justicia, sentencia el 18 de
agosto de 1980, con el siguiente dispositivo: 'Primero: Casa
la sentencia dictada el 12 de julio de 1977, por la Cámara Civil
y Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo y envía el asunto por ante el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en sus
atribuciones civiles, Segundo: Compensa las costas entre las
partes'; d) que ésta última Cámara, como Tribunal de envío,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno
y válido el apoderamiento de este Tribunal, para conocer del
recurso de apelación intentado por el señor Alfredo Gómez,
por haber sido hecho de acuerdo a la ley;- SEGUNDO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por el señor Alfredo Gómez, contra la
sentencia número 1018/76, de fecha 15 de abril del año 1977,
dictada por el Juzgado de paz de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional; y en cuanto al fondo de dicho recurso;
rechaza en todas sus partes por improcedente e infundado el
recurso de apelación interpuesto por el referido señor y en

consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
rend¡da por el Juzgado de Paz de 13 Primera Circunscripción
del Distrito Nacional y cuyo dispositivo ha sido copiado
precedentemente:- TERCERO: Se da acta a los señores P ida
Emilia Vda. Taveras, Luis Emilio Taveras Ramírez, Héctor Ra-
fael Taveras Ramírez, Mirtha Rosa Tavéras de Aponte y
eagorio A. Taveras Ramírez, de que en fecha 16 de octubre
de 1980, depositaron en la Secretaría de este Tribunal, todos
los documentos en que apoyan sus pretensiones, los cuales
ofrecieron en comunicación al apelante y a su abogado, por el
acto de fecha 17 de octubre de 1380, instrumentado por el
Ministeria l Sergio Vásquez;- CUARTO: Se condena al señor
Alfredo Gómez. al pago de las costas causadas con motivo de
su recurso de apelación, con distracción de las mismas en
provech o del doctor Héctor José Vargas, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial el recurrente propone
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Violación del Derecho de Defensa
y falta de base legal; Violación a la ley No. 38 de 1666;
Segundo medio: Falta de motivos; desnaturalización de los
hechos de la causa y violación del derecho de defensa;
Tercer Medio: errónea aplicación del artículo 2 de la ley No.
38 del 1966; falta de base legal y violación del artículo 1351 del
Código Civil al desconocer hechos que tienen la autoridad de
la cosa juzgada; Cuarto Medio: Falta de base legal y 'falta de
motivos; violación al derecho de defensa en su aspecto nue-
vo;

Considerando, que el recurrente, en apoyo de sus medios
de casación, los cuales se reúnen, invoca, en síntesis, los
siguientes alegatos: a) que pidió a la Cámara a-qua, que
"para el supuesto de que se considere que el Tribunal debe
apreciar, conforme con la Ley No. 38, disponer", la
comunicación de la tasación del inmueble, certificada por el
Catastro Nacional; la prueba de palo del impuesto sobre 13
Renta de Luis Ramón Taveras Rodríguez, en la época de la
demanda, para determinar el valor del inmueble y cuales-
quieran otros documentos, pero que • no contestó estas
conclusiones, en cambio fundó la sentencia impugnada en
una certificación de la Dirección General del Castastro
Nacional, del 28 de agosto de 1975, sobre el avalúo del in-
mueble y la declaración ¡urada del conjunto de la Renta, a
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cargo de Luis Ramón Taveras Rodríguez, que no le fuero
comunicados, por lo cual la sentencia carece de falta legAr:.

'violó su derecho a defensa y la Ley No. 38 del 1966; b ) que•

también había solicitado a la Cámara a-qua que dispusiera l
ejecución de la sentencia del Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, del 29 de julio de 1976
que había ordenado que la parte más diligente obtuviera de.
Control de Alquileres de Casas y Desahucios, una resolución
fijando el alquiler, la cual rechazó, sin dar motivos, en
violación también del derecho de defensa; c) que el Juez a.
quo no ponderó el contrato de inquilinato, ni la indicada
sentencia del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1976, sino
que había aceptado un acuerdo entre las partes, por el cual
modificaron dicho contrato, en cuanto al precio del aquiler,
no obstante, los recurridos renunciar a dicho contrató al
promover la obtención de la resolución ordenada por la
sentencia del referido Juzgado de Paz, la cual había adquirido
la autoridad de la cosa juzgada; d) que asimismo había pedido
a la Cámara a-qua declarara que una sentencia no puedo ser
ejecutada, sin que se notifique previamente y que la falta de

notificación de la sentencia del Juzgado de Paz mencionado,
hacía nula la resolución obtenida por los recurridos, por 'lo
que al aceptar esta resolución, la sentencia impugnada
también carece de base legal y lesionó su derecho dy da
fensa;

Considerando, que según consta en la documentación del
expediente el recurrente opuso a la demanda intentada
contra él por los recurridos, una demanda reconvencional en
compensación, entre los alquileres que debía y la diferencia
que arrojara el precio del alquiler, fijado conforme la Ley No.
38 del 1966, a cuyo efecto solicitó y fue ordenado por sen-

tencia del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, del 29 de julio de 1966, que la parte más
diligente promoviera ante el Control de Alquileres de Casas Y
Desahucios una resolución fijando el precio del alquiler; que
habiendo obtenido los recurridos esta resolución apo-
deraron nuevamente dicho Juzgado de Paz, el cual fijó
audiencia, en la que el recurrente concluyó formalmen te pi-
diendo dicha compensación, la que fue rechazada y a la vez
acogida la demanda de los recurridos, por sentencia del 15 de
abril de 1977; que el recurrente apeló esta sentencia por ante
la Cámara Civil, y Comercial, del Distrito Nacional, la que

ctó sentencia el 12 de julio de 1977, por medio de la cual re-
viso' có la sentencia apelada y ordenó de nuevo que la parte más
agente obtuviera la referida resolución, ante el mismo
organismo, pero esta sentencia fue casada por la de la
suprema Corte de Justicia, del 18 de agosto y finalmente, la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito Judicial de
San Cristóbal dictó, como Tribunal de envío, la sentencia
¡opugnada, que confirmó la del Juzgado de Paz, del 15 de

abrildConsiderando,  que analizados los alegatos expuestos por el
recurre nte en el desarrollo de los medios de casación, a través
de las incidencias de la demanda principal relatadas, se
adviene que su recurso se limita a la demanda recon-
venciona l en compensación, que había sido rechazada por la
sentencia ahora impugnada, confirmando la del Juzgado de
Paz del 15 de abril de 1977, ante cuya jurisdicción también ha-
bla circunscrito su defensa a la misma demanda recon-
vencional, sin que por tanto, en esta Corte de Casación, ni

ante los Jueces del fondo, el recurrente haya discutido el
objeto de la demanda de los recurridos, por lo que el examen
del presente recurso debe limitarse al aspecto señalado;

Considerando, que en cuanto a los alegatos marcados con
las letras a) y cl, el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Cámara a-qua para rechazar la demanda
reconvencional en compensación, formada por el recurrente
contra la demanda intentada por los recurridos, no se basó en
la certificación de 1977, ni en la declaración jurada del
conjunto de la Renta, a cargo de Luis Ramón Taveras Ro-
dríguez, sino' fundamentalmente en el acuerdo celebrado

.4 1	 entre las partes, en virtud del artículo 2 de la Ley No. 38 del
1966, que modificó el contrato de inquilinato, en cuanto al
precio del alquiler, como lo ha admitido el recurrente en su
memorial de casación, y cuya validez no puede ser cues-
tionada, tanto porque según la sentencia expresada fue
pactado conforme el citado artículo 2 de la Ley No. 38, como
Por el principio de que las convenciones tienen fuerza de Ley
entre las partes, cuando como en la especie no viola sino que
Cumple un requisito establecido poi la Ley, que por otra
parte, el hecho de que los recurridos obtuvieran la resolución
fijando el precio del alquiler, no significa una renuncia al
Contrato de Inquilinato, pues no se trataba de una medida
que perjudicara sus intereses, ni el recurrente ha demostrado
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cargo de Luis Ramón Taveras Rodríguez, que no le fueren
comunicados, por lo cual la sentencia carece de falta legag
violó su derecho a defensa y la Ley No. 38 del 1966; b j city
también había solicitado a la Cámara a-qua que dispusiera le
ejecución de la sentencia del Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, del 29 de julio de 1976.
que habla ordenado que la parte más diligente obtuviera de;
Control de Alquileres de Casas y Desahucios, una resolución
fijando el alquiler, la cual rechazó, sin dar motivos, en
violación también del derecho de defensa; c) que el Juez a.
quo no ponderó el contrato de inquilinato, ni la indicada
sentencia del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1976, sino
que había aceptado un acuerdo entre las partes, por el cual
modificaron dicho contrato, en cuanto al precio del aguiler,
no obstante, los recurridos renunciar a dicho contrató al
promover la obtención de la resolución ordenada por la
sentencia del referido Juzgado de Paz, la cual había adquirido
la autoridad de la cosa juzgada; d) que asimismo había pedido
a la Cámara a-qua declarara que una sentencia no puede ser
ejecutada, sin que se notifique previamente y que la falta de
notificación de la sentencia del Juzgado de Paz mencionado,
hacía nula la resolución obtenida por los recurridos, por lo
que al aceptar esta resolución, la sentencia impugnada
también carece de base legal y lesionó su derecho d ie do-:.fensa;

Considerando, que Según consta en la documentación del
expediente el recurrente opuso a la demanda intentada
contra él por los recurridos, una demanda reconvencional en
compensación, entre los alquileres que debía y la diferencia
que arrojara el precio del alquiler, fijado conforme la Ley No.
38 del 1966, a cuyo efecto solicitó y fue ordenado por sen-
tencia del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del
Distrito Nacional, del 29 de julio de 1966, que la parte más
diligente promoviera ante el Control de Alquileres de Casas Y
Desahucios una resolución fijando el precio del alquiler; que
habiendo obtenido los recurridos esta resolución apo-
deraron nuevamente dicho Juzgado de Paz, el cual fijó
audiencia, en la que el recurrente concluyó formalmente p i

-diendo dicha compensación, la que fue rechazada y a la vez
acogida la demanda de los recurridos, por sentencia del 15 de
abril de 1977; que el recurrente apeló esta sentencia por ante
la Cámara Civil, y Comercial, del Distrito Nacional, la que
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, ció sentencia el 12 de julio de 191/, por medio de la cual re-
vocó la sentencia apelada y ordenó de nuevo que la parte más
diligente obtuviera la referida resolución, ante el mismo
organismo, pero esta sentencia fue casada por la de la
suprema Corte de Justicia, del 18 de agosto y finalmente, la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito Judicial de
San Cristóbal dictó, como Tribunal de envío, la sentencia
impug nada , que confirmó la del Juzgado de Paz, del 15 de
abril de 1977;

Considerando, que analizados los alegatos expuestos por el
recurre nte en el desarrollo de los medios de casación, a través
de las incidencias de la demanda principal relatadas, se
adviene que su recurso se limita a la demanda recon-
vencional en compensación, que había sido rechazada por la
sentencia ahora impugnada, confirmando la del Juzgado de
Paz del 15 de abril de 1977, ante cuya jurisdicción también ha-
bía circunscrito su defensa a la misma demanda recon-
vencional, sin que por tanto, en esta Corte de Casación, ni
ante los Jueces del fondo, el recurrente haya discutido el
objeto de la demanda de los recurridos, por lo que el examen
del presente recurso debe limitarse al aspecto señalado;

Considerando, que en cuanto a los alegatos marcados con
las letras al y c). el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Cámara a-qua para rechazar la demanda
reconvencional en compensación, formada por el recurrente
contra la demanda intentada por los recurridos, no se basó en
la certificación de 1977, ni en la declaración jurada del
conjunto de la Renta, a cargo de Luis Ramón Taveras Ro-
dríguez, sino • fundamentalmente en el acuerdo celebrado
entre las panes, en virtud del artículo 2 de la Ley No. 38 del
1966, que modificó el contrato de inquilinato, en cuanto al
precio del alquiler, como lo ha admitido el recurrente en su
memorial de casación, y cuya validez no puede ser cues-
tionada, tanto porque según la sentencia expresada fue
pactado conforme el citado artículo 2 de la Ley No. 38, como
Por el principio de que las convenciones tienen fuerza de Ley
entre las partes, cuando como en la especie no viola sino que
cumple un requisito establecido por la Ley, que por otra
parte, el hecho de que los recurridos obtuvieran la resolución
fijando el 'precio del alquiler, no significa una renuncia al
Contrato de Inquilinato, pues no se trataba de una medida
que perjudicara sus intereses, ni el recurrente ha demostrado
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aue existiera contradicción entre esa resolución y dicho
acuerdo; que en otro aspecto de estos alegatos, consistentes
en que la Cámara a-qua no había contestado las CO.rt
alusiones, por las cuales solicitó que dispusiera la
comunicación de la tasación del inmueble y el recibo de pago
del impuesto sobre la Renta de los recurridos; que por la
forma en que fueron presentadas, como sigue " para el
supuesto de que se considere, que el tribunal debe apreciar,
conforme la Ley No. 38 del 1966, disponer....", estas con-
clusiones fueron abandonadas a la discreción de la Cámara a-
gua por lo que no estaba obligada a contestarlas, ni motivar
su opción en sentido negativo; por último; en relación con
este mismo aspecto, que la citada sentencia del Juzgado de
Paz quedó extinguida con la del mismo Juzgado de Paz, del
15 de abril de 1977, al fallar el fondo, sin que el recurrente
opusiera su alegada irregularidad de la resolución que fijó el
alquiler y que, aunque es verdad que en grado de apelación
pidió de nuevo la tasación del inmueble, la cual fue ordenada
Per sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Distrito
Nacional, del 12 de julio de 1977, ésta fue casada por la da la
Suprema Corte de Justicia, del 18 de agosto de 1980, de
manera, que, la Cámara a-qua, no podía haber violado lá
autoridad de la cosa juzgada, que invoca el recurrente contra
la validez del indicado acuerdo; todo lo cual pone de mani-
fiesto que en la sentencia impugnada no ha incurrido en los
vicios denunciados por el recurrente en los alegatos, que se
acaban de examinar;

Considerando, que, respecto a los alegatos de las letras b)
y d), los Jueces del fondo no están obligado& a contestar
conclusiones que no están vinculadas íntima y directamente
con la solución del litigio, corno son las del recurrido pidiendo
a la Cámara a-qua que ordenara la ejecución de la sentencia
del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1975, obviamente
extraña para el juicio de la demanda en cuestión, lo que
además por referise a una sentencia que dispon:a que la parto
más diligente obtuviera la resolución que drdenaba era de
por sí innecesario, dado que cualesquiera de las partes podía
ejecutarla; sin necesidad de que la sentencia fuera notificada;
igualmente sobre los recurridos no podían obtener esa
resolución, sin antes haber notificado la expresada sentencia,
y que al aceptarla el Juez del fondo la sentencia impugnada
carece de base legal y lesionó su derecho de defensa; que

este alegato carece de base jurídica, toda vez aue.

e ieeeció n de una sentencia puede ser voluntaria, cuando fa
parte condenada o el deudor se aviene espontáneamente a
realizar la prestación a que lo obligó la sentencia, como
ocurrió en la especie, sobre todo que, como ya se ha dicho,

cualesqu iera de las partes podían promover dicha medida;
que, en consecuencia, la Cámara a-qua no ha violado
tampoco las disposiciones legales; a que aduce el recurrente
en estos alegatos;

Considerando, que lo expuesto pone de manifiesto que la
sentenc ia impugnada ha interpretado los hechos y cir-
cunstancias de la causa en su verdadero sentido y alcance y
contiene motivos suficientes y pertinentes; que han permitido
a esta Corte de-Casación verificar que, en el presente caso, la
Ley ha sido bien aplicada, por lo que los medios propuestos
por el recurrente contra la sentencia impugnada, carecen d.:
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Alfredo Gómez, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito .Judicial de San
Cristóbal, el 4 de diciembre do 1980, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a
dicho recurrente al pago de las costas, las cuales distrae en
provecho del doctor Héctor José Vargas, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la	 Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Victor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
cenifico. (Firmado): Miguel Jacobo.-
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aue existiera contradicción entre esa resolución y dicho
acuerdo; que en otro aspecto de estos alegatos, consistentes
en que la Cámara a-qua no había contestado las con-
clusiones, por las cuales solicitó que d ispusiera la
comunicación de la tasación del inmueble y el recibo de pago
del impuesto sobre la Renta de los recurridos; que por la
forma en que fueron presentadas, como sigue "para el
supuesto de que se considere, que el tribunal debe apreciar,
conforme la Ley No. 38 del 1966, disponer....", estas con:
clusiones fueron abandonadas a la discreción de la Cámara a-
gua por lo que no estaba obligada a contestarlas, ni motivar
su opción en sentido negativo; por último; en relación con
este mismo aspecto, que la citada sentencia del Juzgado de
Paz quedó extinguida con la del mismo Juzgado de Paz, del
15 de abril de 1977, al fallar el fondo, sin que el recurrente
opusiera su alegada irregularidad de la resolución que fijó el
alquiler y que, aunque es verdad que en grado de apelación
pidió de nuevo la tasación del inmueble, la cual fue ordenada
Por sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Distrito
Nacional, del -12 de julio de 1977, ésta fue casada por la de la
Suprema Corte de Justicia, del 18 de agosto de 1980, de
manera . que, la Cámara a-qua, no podía haber violado la
autoridad de la cosa juzgada, que invoca el recurrente contra
la validez del indicado acuerdo; todo lo cual pone de mani-
fiesto que en la sentencia impugnada no ha incurrido en los
vicios denunciados por el recurrente en los alegatos, que se
acaban de examinar;

Considerando, que, respecto a los alegatos da las letras b)
y d), los Jueces del fondo no están obligado& a contestar
conclusiones que no están vinculadas íntima y directamente
con la solución del litigio, como son las del recurrido pidiendo
a la Cámara a-qua que ordenara la ejecución de la sentencia
del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1975, obviamente
extraña para el juicio de la demanda en cuestión, lo que
además por referise a una sentencia que dispon:a que la parte
más diligente obtuviera la resolución que drdenaba, era de
por sí innecesario, dado que cualesquiera de las partes podía
ejecutarla; sin necesidad de que la sentencia fuera notificada;
igualmente sobre los recurridos no podían . obtener esa
resolución, sin antes haber notificado la expreáada sentencia,
y que al aceptarla el Juez del fondo la sentencia impugnada
carece de base legal y lesionó su derecho de defensa; que

esie alegato carece de base jurídica, toda vez oue. la

eleCución de una sentencia puede ser voluntaria, cuando la
parte condenada o el deudor se aviene espontáneamente a
realiza r la prestación a que lo obligó la sentencia, como
ocurrió en la especie, sobre todo que, como ya se ha dicho,
cualesquiera de las partes podían promover dicha medida;
que, en consecuencia, la Cámara a-qua no ha violado
tampoco las disposiciones legales; a que aduce el recurrente
enceosntosisdearlaengdaotosq;

que lo expuesto pone de manifiesto que la
sentencia impugnada ha interpretado los hechos y cir-
cunstanc ias de la causa en su verdadero sentido y alcance y
contiene motivos suficientes y pertinentes; que han permitido
a esta Corte de Casación verificar que, en el presente caso, la
Ley ha sido bien aplicada, por lo que los medios propuestos
por el recurrente contra la sentencia impugnada, carecen
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Alfredo Gómez, contra la sentencia
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito:Judicial de San
Cristóbal, el 4 de diciembre do 1980, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a
dicho recurrente al pago de las costas, las cuales distrae en
provecho del doctor Héctor José Vargas, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani, Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la 	 Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo..
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